Google 


This  is  a  digital  copy  of  a  book  that  was  prcscrvod  for  gcncrations  on  library  shclvcs  bcforc  it  was  carcfully  scannod  by  Google  as  parí  of  a  projcct 

to  make  the  world's  books  discoverablc  onlinc. 

It  has  survived  long  enough  for  the  copyright  to  expire  and  the  book  to  enter  the  public  domain.  A  public  domain  book  is  one  that  was  never  subject 

to  copyright  or  whose  legal  copyright  term  has  expired.  Whether  a  book  is  in  the  public  domain  may  vary  country  to  country.  Public  domain  books 

are  our  gateways  to  the  past,  representing  a  wealth  of  history,  culture  and  knowledge  that's  often  difficult  to  discover. 

Marks,  notations  and  other  maiginalia  present  in  the  original  volume  will  appear  in  this  file  -  a  reminder  of  this  book's  long  journcy  from  the 

publisher  to  a  library  and  finally  to  you. 

Usage  guidelines 

Google  is  proud  to  partner  with  libraries  to  digitize  public  domain  materials  and  make  them  widely  accessible.  Public  domain  books  belong  to  the 
public  and  we  are  merely  their  custodians.  Nevertheless,  this  work  is  expensive,  so  in  order  to  keep  providing  this  resource,  we  have  taken  steps  to 
prcvcnt  abuse  by  commercial  parties,  including  placing  lechnical  restrictions  on  automated  querying. 
We  also  ask  that  you: 

+  Make  non-commercial  use  of  the  files  We  designed  Google  Book  Search  for  use  by  individuáis,  and  we  request  that  you  use  these  files  for 
personal,  non-commercial  purposes. 

+  Refrainfivm  automated  querying  Do  nol  send  automated  queries  of  any  sort  to  Google's  system:  If  you  are  conducting  research  on  machine 
translation,  optical  character  recognition  or  other  áreas  where  access  to  a  laige  amount  of  text  is  helpful,  picase  contact  us.  We  encouragc  the 
use  of  public  domain  materials  for  these  purposes  and  may  be  able  to  help. 

+  Maintain  attributionTht  GoogXt  "watermark"  you  see  on  each  file  is essential  for  informingpcoplcabout  this  projcct  and  hclping  them  find 
additional  materials  through  Google  Book  Search.  Please  do  not  remove  it. 

+  Keep  it  legal  Whatever  your  use,  remember  that  you  are  lesponsible  for  ensuring  that  what  you  are  doing  is  legal.  Do  not  assume  that  just 
because  we  believe  a  book  is  in  the  public  domain  for  users  in  the  United  States,  that  the  work  is  also  in  the  public  domain  for  users  in  other 
countries.  Whether  a  book  is  still  in  copyright  varies  from  country  to  country,  and  we  can'l  offer  guidance  on  whether  any  specific  use  of 
any  specific  book  is  allowed.  Please  do  not  assume  that  a  book's  appearance  in  Google  Book  Search  means  it  can  be  used  in  any  manner 
anywhere  in  the  world.  Copyright  infringement  liabili^  can  be  quite  severe. 

About  Google  Book  Search 

Google's  mission  is  to  organizc  the  world's  information  and  to  make  it  univcrsally  accessible  and  uscful.   Google  Book  Search  hclps  rcadcrs 
discover  the  world's  books  while  hclping  authors  and  publishers  rcach  ncw  audicnccs.  You  can  search  through  the  full  icxi  of  this  book  on  the  web 

at|http: //books.  google  .com/l 


Google 


Acerca  de  este  libro 

Esta  es  una  copia  digital  de  un  libro  que,  durante  generaciones,  se  ha  conservado  en  las  estanterías  de  una  biblioteca,  hasta  que  Google  ha  decidido 

cscancarlo  como  parte  de  un  proyecto  que  pretende  que  sea  posible  descubrir  en  línea  libros  de  todo  el  mundo. 

Ha  sobrevivido  tantos  años  como  para  que  los  derechos  de  autor  hayan  expirado  y  el  libro  pase  a  ser  de  dominio  público.  El  que  un  libro  sea  de 

dominio  público  significa  que  nunca  ha  estado  protegido  por  derechos  de  autor,  o  bien  que  el  período  legal  de  estos  derechos  ya  ha  expirado.  Es 

posible  que  una  misma  obra  sea  de  dominio  público  en  unos  países  y,  sin  embaigo,  no  lo  sea  en  otros.  Los  libros  de  dominio  público  son  nuestras 

puertas  hacia  el  pasado,  suponen  un  patrimonio  histórico,  cultural  y  de  conocimientos  que,  a  menudo,  resulta  difícil  de  descubrir. 

Todas  las  anotaciones,  marcas  y  otras  señales  en  los  márgenes  que  estén  presentes  en  el  volumen  original  aparecerán  también  en  este  archivo  como 

tesümonio  del  laigo  viaje  que  el  libro  ha  recorrido  desde  el  editor  hasta  la  biblioteca  y,  finalmente,  hasta  usted. 

Normas  de  uso 

Google  se  enorgullece  de  poder  colaborar  con  distintas  bibliotecas  para  digitalizar  los  materiales  de  dominio  público  a  fin  de  hacerlos  accesibles 
a  todo  el  mundo.  Los  libros  de  dominio  público  son  patrimonio  de  todos,  nosotros  somos  sus  humildes  guardianes.  No  obstante,  se  trata  de  un 
trabajo  caro.  Por  este  motivo,  y  para  poder  ofrecer  este  recurso,  hemos  tomado  medidas  para  evitar  que  se  produzca  un  abuso  por  parte  de  terceros 
con  fines  comerciales,  y  hemos  incluido  restricciones  técnicas  sobre  las  solicitudes  automatizadas. 
Asimismo,  le  pedimos  que: 

+  Haga  un  uso  exclusivamente  no  comercial  de  estos  archivos  Hemos  diseñado  la  Búsqueda  de  libros  de  Google  para  el  uso  de  particulares: 
como  tal,  le  pedimos  que  utilice  estos  archivos  con  fines  personales,  y  no  comerciales. 

+  No  envíe  solicitudes  automatizadas  Por  favor,  no  envíe  solicitudes  automatizadas  de  ningún  tipo  al  sistema  de  Google.  Si  está  llevando  a 
cabo  una  investigación  sobre  traducción  automática,  reconocimiento  óptico  de  caracteres  u  otros  campos  para  los  que  resulte  útil  disfrutar 
de  acceso  a  una  gran  cantidad  de  texto,  por  favor,  envíenos  un  mensaje.  Fomentamos  el  uso  de  materiales  de  dominio  público  con  estos 
propósitos  y  seguro  que  podremos  ayudarle. 

+  Conserve  la  atribución  La  filigrana  de  Google  que  verá  en  todos  los  archivos  es  fundamental  para  informar  a  los  usuarios  sobre  este  proyecto 
y  ayudarles  a  encontrar  materiales  adicionales  en  la  Búsqueda  de  libros  de  Google.  Por  favor,  no  la  elimine. 

+  Manténgase  siempre  dentro  de  la  legalidad  Sea  cual  sea  el  uso  que  haga  de  estos  materiales,  recuerde  que  es  responsable  de  asegurarse  de 
que  todo  lo  que  hace  es  legal.  No  dé  por  sentado  que,  por  el  hecho  de  que  una  obra  se  considere  de  dominio  público  para  los  usuarios  de 
los  Estados  Unidos,  lo  será  también  para  los  usuarios  de  otros  países.  La  l^islación  sobre  derechos  de  autor  varía  de  un  país  a  otro,  y  no 
podemos  facilitar  información  sobre  si  está  permitido  un  uso  específico  de  algún  libro.  Por  favor,  no  suponga  que  la  aparición  de  un  libro  en 
nuestro  programa  significa  que  se  puede  utilizar  de  igual  manera  en  todo  el  mundo.  La  responsabilidad  ante  la  infracción  de  los  derechos  de 
autor  puede  ser  muy  grave. 

Acerca  de  la  Búsqueda  de  libros  de  Google 


El  objetivo  de  Google  consiste  en  organizar  información  procedente  de  todo  el  mundo  y  hacerla  accesible  y  útil  de  forma  universal.  El  programa  de 
Búsqueda  de  libros  de  Google  ayuda  a  los  lectores  a  descubrir  los  libros  de  todo  el  mundo  a  la  vez  que  ayuda  a  autores  y  editores  a  llegar  a  nuevas 
audiencias.  Podrá  realizar  búsquedas  en  el  texto  completo  de  este  libro  en  la  web,  en  la  página|http :  /  /books  .  google  .  com| 


k 


\ 


i 


FALLOS 


DB  LA 


SUPREMA  CORTE 

DE  JUSTICIA  NACIONAL 

CON  LA  REUGION  DE   SUS  RESPECTIVAS  CAUSAS 


PUBLICACIÓN  HECHA 


P«r  los  Brea.  B.  RIIICIO  lOJO  j  B.  iNTORIO  TAMASSI. 


Secretarios  del  Tribunal 


TOMO  OCTAVO. 

Sef  linda  Serie,  que  principia  con  el  de  de  1871. 


BUENOS-AIRES 
Imprenta  de  Pablo  E.  Goni,  calle  Potosi  60. 


x^yr 


«> 


"  t 


k^ 


f    .•    •  '  / 


.A     ' 


•  '  ♦. 


/  •  •  • 


r  >      > 
■ 


/!•    ^.i 


<• 


•  * 
{ 


r    .-    ♦ 


•>  ■ 


.:      > 


/ 


/ 


/ 


^ 


b 


te       « 


■1     •  I-I 


.    '  1         '       - 


ACUERDOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Acuerdo  nonU>rando  Conjueces  para  el  año  mtl  ochocientos 

setenta  y  seis. 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires  á  ocho  de  Enero  de  mil 
ochocientos  setenta  y  sei3,  reunidos  en  su  sala, de  Acuerdos 
los  Señores  Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  Federal,  con  el  objeto  de  nombrar  Conjueces  para 
el  corriente  año,  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo 23  de  1(1  Ley  de  Procedimientos,  acordaron  nombrar  á 
los  Sres.  Doctores  :  D.  Ángel  Navarro,  D.  Miguel  Esteyes 
Saguí,  D.  Rufino  de  Elizalde,  D.  Domingo  Pico,  D.  Basilio 
Salas,  D.  Yictor  Martínez,  D.  Félix  Sanche  de  Zeliz,  D.  Fe- 
lipe Coronen,  D.  Daniel  M.  Cazón,  D.  Delfin  Huergo,  D.  Eduar- 
do Carranza  Yiamont,  D.  Juan  María  Gutiérrez,  D.  Eduardo 
Costa,  D.  Eduardo  Basavilbaso,  D.  Juan  Manuel  Terrero,  D. 
.  Antonio  Malaver,  D.  Amancio  Pardo,  D.  Ceferino  Araujo, 
D.  Manuel  Obarrio,  D.  Salustiano  J.  Zavalía,  D.  Honorio  Mar- 
tel,  D.  José  Francisco  López,  D.  Juan  José  Romero,  D.  Wen- 
ceslao Pacheco  y  D.  José  María  Zuviria.  Todo  lo  cual  dis- 
pusieron y  mandaron,  ordenando  se  registrase  en  el  libro 
correspondiente,  y  que  se  publicase,  firmando  ante  mí : 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  BAR- 
ROS PAZOS  —  J.  B.  GOROSTUGA  —  J. 
DOMÍNGUEZ. 

Ante  mi: 

Antonio   Tamassi. 

Secretario. 
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DE  JUSTICIA  NACIONAL- 

CON  IK  RKUCION  DK  SUS  RESPKCTIYAS  CAUSAS 


GONTINUAGION  DEL  kM  187S 


CAVSA    €TII 


Don  Cárto5  Villamonte  contra  Don  Juan  Van  Deurs,  por  cfh 

hro  de  pesos. 


Sumario.—  1^  Termina  el  mandato  por  hacerse  imposible  el 
objeto  sobre  que  Tersa. 

2^  Terminado  el  mandato,  no  puede  el  mandatario  cobrar 
los  gastos  que  baga  con  posterioridad,  á  nombre  del  man- 
dante, 

3^,  Un  documento  espedido  en  país  estrangero  para  que 
sea  considerado  auténtico  en  la  República,  es  necesario  que 
ejsté  legalizado  por  un  Cónsul  argentino  en  dicho  país. 


8  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  €ORTE  ^i  IWIIClX 

4^  Las  enmendaturas  en  pgtte  surtancial  de  jen  d(|Dini|fettí- ¡j  dj^jj^^  ¿e  pesos 
to,  M  salTadas  al  final,  dan  dereAo  á  la  parte '<5ont«i  ^tiieft,^  jj^^^^^  i^\  ^igmc 
se  presenta,  para  argüir  su  nulidad.  , 

5°  El  que  :ante  los  tribunales  de  Is^  Itepúblíca  alegue  le-^y^g^^^  espediente 

yes  estrangeras,  tiene  que  probarlas  como  un  hecho.  \     ,  x 

£*n  ^r       i.    ^  ^    . ,  ,      .  .  .       r  ™*  wwO  sus  sue 

b^  No  estando  conferida  en  .un  poder  la) . faculíad. ' de  sos-j.  a  j  w^;. 
...   .        ,  j      1.,.     ^      ,  ,  ^ípoT  orden  judie 

tituir,  solo  queda  obligado  el  mandante  en  el  caso  que  la  , ;  i  i    ^ 

sostitucion  sea  conveniente  6  necesaria. 

■•a  t\  espediente  citj 

«la  se  wbra  por  gs 

I  3  porque  se  le  relev 


Fallo  del  Suem  de  Seeeloii. 


Caso.  —  Los  antecedentes   de  hecho  y  de  derecho  en  esta  alelas  costas  v 
causa,  se  encuentran  esplicados  en  el  siguiente  il»  en  cobrar,  escri 

pe  aatisfaoer  entor 

^ta,  por  estos  ga 

>  ^^  vista  de  estos 

^  ^  ^'%monte  y  acoE 

•'   *  *    Buertüs  ^ires.  Agosto  10  de  1875.  'H  16  inclusive  j 

Vistos  estos  autos    seguidos  por  Don  Carlos  Villamonte,    .  ^  ^^*®  2  á  8, 
contra  Don  Juan  Van  Deurs  por  cobro  de  gastos  procesales      *^   ^^^^  P^^^ 
-en  -la  Awaeíon,  y, de  que  res^lta :     /  .  ,     .    J^^l^senlos  asi 

1°  Que  en  18  de  Majo  de  1870,  Don  Juan  Van  Deurs  dio  ^*^\P^«y  para 
poder  á  Villamonte  para  que  recibiera  de  quien  se  lo  re-  !'^™^  traslado 
tuviera  en  la  Asunción  el  vapor  «  Anita  »,  de  propiedad  de     '^  *l^gada;  que 
un  hijo   de  Van  Deurs,  é  hiciese  las  diligencias  judiciales     ^  ^^^^  ^o  ^o  o 
y  estr a- judiciales  iiecesarias  para  recobrarlo,-  segto  s^  des-   "^^^^s  de  termi 
prende  del  poder  de  foja  primera.  '  *  ^^oíwrarios  de  ] 

2^  Que  en  14  de  Mayo  de  1872,  se*  ¿fesentó  Villamonte  ' 
pidiendo  ante  este  Jiizgado  se  le  pa^aáen  sus  feuéldos  desde  ^^^M.%  de  ma 
la  fecha  del  poder  hasta  el  13  de  Marzo  de  1872  eñ  qtie  ^-^  Juzgado  recib 
daba' por  concluida  su  coihision,  cantidad  de'  pesos  en  que  ^^^M^^  se  cobi 
comprendia  sus  servicios  y  gastos  personales,  los  qtie  le  ^*^io  en  que  sí 
fueroü  reconocidos  por  lando"  arbitral'  de  30'  'de'  Enero  de    ^;  í>  Si  habi^r 

•* laudante;    jo 


i^'  WM 


Biplea* 


«s 

la   cantidad  de  petios  faertes  1.900  y  ]pagÉdt)8']^of 

•3   en  Marfco  del  mismo  año,  «egtm' se*  Vé  p<Ji?'ieí  es^  •  ^'^  •^ 

agregado.*  '    '  ' 

3   del  mismo  espediente  consta  qne  á  la  fetíha  hasta  **^  ^®'' 

amonte  cobró  sus  sneldos,  el  vapor  «Anita»  habia  t    ^^*  ■ 

dido  por  orden  judicial  en   la    Asénéion,  coíoo  lo  '^  "^ 

el    Juez  en  él  lando  mencionado.                     ...  .  vapor 
e  en  el  espediente  citadé,  Vínamoñte  reooftoée  á  foja 

nada  se  cobra 'por  gastos  proófesales,  ^e  'iiadtó'píu- 

ax   porque  se  le  relevó  espresameiite  ( á  Villafiícñte )  ^f *  *^ 

lo   de    las  cortas  y    cdstoB' procesales, -Jíero  que*  si  "entes 
maba  en  cobrar,  escribiré  al  Paraguay,  ytendrá  (Van 

que    satisfacer  entonces  el   fSierté  síáldo  qtié  etí'su  ^^T '®* 

resulta,  por  estos  gastos  procesales.                          ^  ^"® 

le   en  vista  de  estos  ant'e^jiedentes  se  ^?^esen*a   núe-  «anos 

3    Villamonte  y  acomiíañando  los  recibes '  que   obratt  *  por 

,   9  &  16  inclusive  acompañados  de  las  tegtilacil^nes  ^  '^** 
-Ten  de  tojas  2  á  8,  que  jUsKificatt  el  láiOntd  f^iiHd; 

la  á  Van  Deurs  para  que  le  sea  pagado  su  vüot  twtto  ^gMo 

procesales  en  los  asuntos  judiciales  que  Iva  sostenido  o«ig- 

:ud  del  poder  para  recobírat  el  vapor  «Anílta*»^'  "-  ■  "^* 

Jue  corrido  trasladt^  d-e  la  demanda,  negó»  Van '  Déurs  ^^^'^ 
gacíon  alegada;  que  habia  ódsa  juagada;* que  sffuerttn 

los  pagos,  ño  lo  obligarían,  por  cüantóVesultálii  vtí*  ^    ® 

os  después  dé  termitiado  el  mandato,  y  especialmente  *^f» 

los  honorarios  de  ptocutador,  por  no  haber'  i5id6'  i^ 

IJue  ademas   de  mandar  agregar  el  espediente   acoíti-  ^'^ 

a,  el  Juzgado  reéibió  éátft'  *&us^  á  pruféba :    í^  Sébre  ^^"^ 

gastos  que  sé' cobran  han  "Sida  avaluado^' antes  ódes^ 

del  laudo  en  qu^  Sé  r'eéoñoteiercfn  loa  hOtiorSarios'cíeí  Vi-  ^^ 

mte;    2^  Si  habían  isido  hechos  contra  íaí  inrtWdcio-  *^® 

leí  ii)aildatite{'"8*>  Si  habia  simtflaclon!  Ó  frautié^íta'  el  ^*'' 

no 


31). 
por 
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pa^o  4ae  a^^arecá»'  kecho  al  Procurador  Campos  j  abogaidos 
de  Yilkiaoiite  en  i6l  Paraguay;  4^  Si  la  sosUtuoion  en  el 
Procurador  Campos  fué  necesaria  ó  convemente  y;  5^  Sobre 
si  loB  gastos  .  cobrados  eran  escesivos ;  sobre  los  que  jio  se 
ha  producido  prueba  alguna  por  los  litigantes,  refiriéndose 
en  sus  alegatoiiá  las  presunciones  legales  que  de  sus  es- 
critos como  del  eppediente  pudieran  resultar* 

X  iconaiderando :  1^  Que  el' mandato  de  Tan  Deurs  habia 
terminado  por  haber  háchese  imposible  recobrar  el  vapor 
cAnita»,  pues  este  fué  vendido  como  queda  dicho,  y  la 
imposibilidad  de  recobrarlo  equivale  al  cumplimiento  del  ne- 
gocio, que  es  uno  de  los  modos  de  concluirse  el  mandato, 
(artículo  92,  titulo  9,  Sección  8%  Libro  2^  Código  Ci- 
vil), 

2^  Que  esta  ternúnaoion*  del  negocio  habia  sido  reoono- 
eida  por  el  mandatario  Yillamonte  por  el  hecho  de  cobrar 
la  retribuoion  de  sus  servicios  hasta  el  13  de .  Marzo  de 
1872,  y  aceptada  por  Van  Deurs^  que  exigié  la  rendición  de 
cuentas  hasta  esa  fecha,  y  desde  entonces  no  pudo  decirle 
ignorado  por  Yillamonte. 

3^  Que  no  siendo  obligatorio  al  mandante  lo  que  se  hi- 
ciera con .  ciencia  de  la  cesación  del  mandato  ó  ignorancia 
culpable  4e  esa  misma  cesación  (artículo  97,  autos  citados) 
no  puede  Yillamonte  pretender  que  sean  reconocidos  como 
actos  de  mandatario  los  que  verificase  con  posterioridad  al 
13  de  Marzo  de  .1872,  y  los  pagos  que  cobra  por  gastos  pro- 
cesales en  la  Asunción,  son  verificados  todos  con  posteipiori- 
dad  á  esta  {e(dia. 

4®  Que  el  mismo  Yillaponte  ha  reconocido  que  no  tenia 
ni  el  derecho  de  hacer  cargo  á  Yan  Deurs  por  esos  gastos, 
ni  la  obligación  de  pagarLo?,  cuando,  como  se  contiene  en 
el  primer  resultando,  dice  que,  nadie  pudo  cobrarlos  porqne 
estab&.:]^^l9V>4o.de  sn  pago  en  el  i^oder  y   el  maoidatario 


•I 
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ncT^nede  ser  penonahneiite  demandado  por  el  omnplsmleiito 
do '  o1)ligádoiieB  éontraidas  á  nombro  de  sn  itia^diiato.  . 

S'  Qtle  aunque  loa  documentos  que  oorren  en  axitos  de  fo'* 
jas  2  á  8  inclusive,  referentes  á  la  regulaoion  de  los  gastos 
procesales,  se  hallan  revalidados  en  cuanto  á  los  requisitos 
estemos  6  sea  con  los  medios  de  antentifioacion  legal;  |io 
sucede  lo  mismo  con  los  posteriores  dé  fojas9  &  i&  inclu- 
sive que  justifican  los  pagos  de  aquellos,  hechos  por  Tilla- 
monte,  que  no  llevan  las  formas  de  l<>s  primeros,  faltin*- 
doles  la  legalisaeion  del  Cónsul  Argentino  sóbrela  firma  del 
Ministro  de  Belaciones  Esteriores  del  Paraguay»  única  que 
en  virtud  de  su  oficio  puede  j  debe  reconocer. 

6^  Que  aún  en  los  documentos  de  fojas  2  i  8,  se  bailan 
defectos  de  formas  sustanciales,  oomo  la  enmendatora  en  los 
renglones  5^  j  6^  de  foja  4  vuelta«  en  que  á  la  simple  vista 
se  nota  que  en  vez  de  decir  que  se  regulan  los  bonorarios 
€  del  8r.  Villamonte  como  procurador  »  se  han  borrado  las 
primeras  palabras  y  escritóse  sobte  la  penúltima  qd^  de,  lo 
que  siendo  en  materia  sustancial,  c^no  el  nombre  y  nol&i^ 
liándose  salvada  la  enmendatura,  dá  á  la  parte  obligada  el 
derecho  de  argftir  su  nulidad. 

7®  Qué  habiéndose  negado  especiAimente  per  el  damuada^ 
do  que  se  debiesen  honorarios  por  procurador,  y  puéstose  i 
prueba  sobre  si  esa  procuración  fué  necesaaria  6  coAveniefite, 
era  al  demandante'  que  perteneoia  probar^  y  no  lo  ha  )iocho 
con  afirmar  en  sn  iilegato  que  en  el  Faiaguny  es  neoesaria 
la  presentación  en  juicio  por  procuradores  de  número;,  pues 
el  que  alega  leyes  estrangeras  tiene  que  probarlas.  0omo 
un  hecho,  y  la  parte  de  Villamonte  nada  ba  inteojtjado  á 
este  respecto. 

8^'  Que  lejos  de  intentnlo,  de  la  onmehdatmrA  de* que  nos 
hemos  ocupado  en  el  6^- conaiderando*  oomode.laeveitera* 
das  noiifieaoiones  qne  sé  oontíenen  en  las  te|^uiaK^ioiii8^  de 


a  E ALLIMT W  fíA  «ÜPREHA.  2  OORTE 

téJM  2  i  "8^  apat^eee  «lasamente  qw.  Y Ulamo^t^  ser.  'harf  i^e* 
sentacky  4tt  -yalciO'  pérstmadmenie  7  no  :poi  paroaai;ad|c>r  >  co** 
lúo  ib  sostiene  eni<  esta  causa,  pues  eb  ellas  apaiieoc^  pet^o- 
ñalüAente  acH^^eadé;    • .  -^  m  í*  "   .• 

'  9^  Qm  no  estando  'coQfef ida  en  el  poder  la  faonltad  4e 
§ostitüir,  90le  pedia  otügaír  al  mandante)  por  cazones  de 
conV^teácia^^néfeésidad  perla  sostituoion  que yeriflcara„  es 
decii^,  pdt  ser  hidispeóísa^le  (articulo  91 «  lugar  citado,  Código 
€iTÍÍ)  (j  por  "consiguiente  le  incombia  la.neoesidad  de  la 
pi^uéba  dé 'esta  convenieneia  al) mandatario  ;•  y  en  Bu.d^ecto 
el ' mandante '  Yw  Deúrs  quedaba  exfaonerado  .de  pagar  ire- 
tribuciones  espeoialeci  á  los  sostitutos  según  el .  mismo  -  artí*^ 
euTo  raenoíoniflo.'     '    *  •  •    . 

10.  Que  no  pnede  deridirse  que  Ibaya  cosa,  jungada^  .por 
Cuanto  :d!ébiendo  el  lando  oiiouiKcribirsé  al  objeta  dej:  Utís 
y  líábienAo  TersadQ  este  sobre:  i  <  gastos  personales  j  serví* 
cio^»  y  n<o  eobre  los:  preoesades,  tiene  quoi  entenderse  que 
la  •  indelMnSsAeion  ajcordada  á  Y illamonte  se  refiere  á  aqu^ 
llds  y  éstcí* I  inteligencia  sé  corrobora  con  Joe  .t^miia^s  del 
laudo  -que*  dito  qué  es  de  Justicia  ó  cuando  menos  de  eqw- 
dad  que  se  le  indemnizen  ( i  Yülamonte ).  J^s  gastos .  que 
üá  ItMhó  ien 'eervicio'  dei  teseevo  >  (hablando  de  s^s^  gastos 
•pers(inalee)'..f" '♦:•'■'•  ^ ,  . -»,^ ..       ..-'..j-,    . 

'  '4i;:Qiiie"auiiqne'  los  Uechos  alegado;  pudieran  dar  .saiié^itp 
<á^  etta'  áccííoni  debe  lai  Beotencia  QoníQjmisrseMeoii.  la  iacQien 
^édfi(9dtt,'^envq»e8e'-p]íetende  el  cobro  pcnr  gaatos  judiciales, 
'Iíécliosí''en^¿jíe(mcidn'de:un  ntandato;  y  no  puiedeserde  otro 
'modo/stind^sf  q«íere  cdinprometer.  «1  derecho  de  la»  partes 
'ó  i^^arlos  dé  sit  defensoL.* '  :  '•  [ 

Por  estas  consideraciones,  fallo  absolviendo  á  D.  Juan  ^Van 
'Decmi'd^  ipago;  de.  gastos/. procesales  que t  colara  D«' Carlos 
-Vf llámente,  oomo'  apoderado  que  •  túé  del.  ^  priioer o .  en^ « el  Ife- 
ragoaT'ipov'íuiciMípafa.'reoiAiac  elvapev  c^jaitai^éi^ín.coites. 


V 


4    I    ■!'  • 


Repónganse  los  sellos,  notíñquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarraein. 


Habiendo  apelado  Yillamonte,  se  dictó  este: 
F»llo  de  1»  Saprem»  Corte. 


t'  > 


.PaenoB  Aires,  Noviembre  ft  de  1875. 


Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  eóñfifona  con  coatas  la 
sentencia  apelada  de  foja  sesenta  j  seis ;  satisfechas  las  de 
la  instancia  7  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


i  i,   '. 


SALVADOR  M.  DfiL  GARRlt!    —JOSÉ 
BARROS   PAZÓ¿.— J.  B:  (SORÓSltAttÁ*.^ 


>  • 


«í 


J.   DOMÍNGUEZ. 


■'    j 


•    ■ 


'  ■  '  .  ... 

«       i  'f ' '     . 


» 


«    í     » 
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•    ¡      »i 


CA.USA.    CTIII. 


w  f 


D.  Luis  Bellesi,  capitán  del  vapor  Henry  /.  Davinson,  contra 
lo$  señores  Rubio  y  Foley^  sobre  cobro  de  sueldos. 


Sumaria.  — i^  ^1  capitán  tiene  derecho  al  pago  de  sus 
sueil4pp^ ,  anni^ne  existan  dificultades  sobre  las  cuentas. 

9?  Por  consiguiente,  dichos  sueldos  no  pueden  ser  rete- 
nidos por  otras  obligaciones  que  no  se  refieran  á  sus  ser- 
Ticios. 

3^  El  cobro  de  sueldos  es  ejecutivo,  y  no  puede  oponerse 
á  él  un  crédito  ilíquido,  y  cuya  existencia  no  se  halle  aún 
definida. 


ü.   V  iu«»'j   y 


El  caso  se  halla  referido  en  el 


V»llo  del  JTiiex  de  Seeelon* 


Baenos  Aires,  Agosto  10  de  1875, 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  capitán  Bellesí  contra 


ra  JOSnCtA  flACIOKAL  IS 

l08  Sres.  Rubio  y  Foley,  por  cobro  do  sus  sueldos,  en  el 
vapor  €  Enrique  /.  Davinson  » ,  de  que  resulta : 

1^  Que  los  Bres.  Bubío  y  Foley,  confiaron  al  Capitán  Be- 
Uesi,  el  vapor  <  Enrique  /.  Davútson  »  para  que  llevara  á 
cabo  una  espedicion  á  puertos  de  nuestros  rios  poco  fte^ 
cuentados  y  muy  posiblemente  por  ningún  buque  á  vapor 
hasta  entonces,  según  el  dietimen  pericial  de  f . . . . 

8^  Que  no  habiéndose  ajustado  sueldo  y  habiendo  emplea* 
do  en  la  espedicion  3  meses  20  dias,  el  Capitán  Bellcsi  de-^ 
mandé  á  Bubio  y  Foley,  por  los  sueldos  correspondientes 
á  este  tiempo,  á  razón  de  ^  Ftes.  30(V  mensuales. 

S"*  Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  Bubio  y  Foley  re« 
sisten  el  pago,  tanto  por  ser  excesivo  el  sueldo  que  debe 
reducirse  al  de  costumbre,  cuanto  porque  están  dMiandados 
por  indemnización  que  se  les  cobra  por  daños  hechos  por 
culpa  del  Capitán  en  esa  espedicion  y  de  que  este  dobe  res- 
ponderles á  su  vez. 

4^  Que  en  ese  estado  y  para  mejor  proveer,  el  Juzgado 
llamó  á  las  partes  á  comparendo  y  se  aceptó  que  la  desig- 
nación del  sueldo  fuese  dejado  á  la  decisión  de  peritos,  los 
que  espidiéndAi»  i.  («.«^.t  1«  .^¡pdjoj^r^p^.  i,  ¡f  930  men- 
suales. 

T  considerando :  1®  Que  convenidos  sobre  el  término  de 
los  servicios  y  el  sueldo,  tiene  el  Capitán  derecho  á  su  pago, 
aún  cuando  hubiesen  dificultades  sobre  las  oaentas(art«  liSl), 
lo  que  importa  quo  no  deben  ser  retenidos  esos  sueldos  por 
otras  obligaciones  que  no  se  refieran  i  esos  misDios  secvi-» 
cios,  y  que  en  el  caso  actual  no  se  han  alegado  esas  difi- 
cultades. 

2b  Que  aunque  es  verdad  que  etiste  un  juicio  de  averías 
contra  los  Sres.  Bubio  y  F^Iey,  por  la  espedicion  en  que 
fué  Capitán  del  c  Enrique  J.  Davimon  »  el  Capitán  Bellesi, 
no  se  ha  declarado  aún  la  c^lyt  ^,  Capitán  y  por  tanto  no 


tieijyeii  ^4)ewc|io  19a  S/e8,,ílnbia  jr  Fpley  para  cobrar  aLCa-r 
pitan  Bellesi.  •:.].!....  .        ^,.  ,,  , 

-  '^  lííWj.íMiin.  auponíejido .  q;ue  dobier^^ ; resultar  coRíliQna^os 
losj  fijwps  djel  ,vapor  €,v£^f  i^ue  /•.  Da^pnson  »  al  pago  ,de  ja^ 
de)fini^^|oiiesy  por  cuJipa  4^1  Chitan,  no  lestando  a4a  en^- 
\i\94¡^  accix^n  contra. «L, Capitán  Bellesi,  no  pfipd^  pediri^e  el 
secuestro,  de.  su3  sneldos  .h^iSjta  la  resplncion  del  jp^ciq.  de 
ayetÍ9(8s  j|i  ^egar^e,;  compensación,  cT^ando  aún  no  tienen 
deprepl^o:  oonitra  fl  C^pitap.,   1  .       .  .    .  ,     . 

.  4^  :Qj9^(;l^  sueldos  del  C^pits^n,  a^  r$qonoci(J.os,  .d^tu  i^cion 
ejecutiva  pa^ri^  ;S\i  .|^gQj:'C(>ntra  la  qu^^>^o  es  admisible  la 
r^^o^vi^ncion  por  créditos  ilíquidos. 
;  i]Por,  estas  eo^sid^ra^iones,  faUo,:  gue  Icis  Src^^,  p.u^io  y 
Sdl^jr.iPAgtt^Di  á  los  tres  diap:de  ejecu^oiriada  la  preseinte,.al 
Capitán  ^Uesi  la  oa^tidad  de  j^.Ptes^.SpS.  &0.cts<  j  sus 
interesa  legales:  desde  la.  dettianda,  sin  costas.  Bepóngan^e 
los  sellos  y  notifíquese  con  el  original..     ,  :./. 

Tr  .  , 

,  Isidoro  Albarractn.    . 

« 

^  Buenos  Aif^s,  Noviembre  4  de  1875. 

,  ^mdkoi;  :poiii6aB  fkindamentosi  se  confirma  oiKa  .castas,  la 
seqtencía  apelada  i. dei'fi)j«  cincmentii  y  dos  vuelta;  sati^fe-- 
ebaadasde-la  imrtancia  y  repuestos  los  sellos,  devuéjvanse. 


i  .^  / i,      ;•       '.  íl  i- 


SALVADOR  M.  DBL  CARHIL.  —  JOSÉ  BARROS 
ÍAÍOS;,  —  J.  B.   QOROSWA€A,  —  i.  W)- 


¡i    *.. 


I 
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CAUSA    CIX 


Críminaly  contra  D.  Francisco  Nieva,  Juez  partidario  del  De- 
partamento de  Poman,  sobre  infracción  de  la  ley  nacio- 
nal de  elecciones. 


Sumario.  —  No  probado  el  delito,  el  acusado  debe  ser  ab- 
suelto. 


Caso.  —  Varios  vecinos  del  Departamento  de  Poman,  Pro- 
vincia de  Catamarca,  denunciaron  á  D.  Francisco  Kieva,  Juez 
Partidario  del  mismo^  como  responsable  de  abusos  y  violen- 
cias cometidas  contra  D.  Parmenon  Salas  y  otros  ciudada- 
nos del  partido  avellanedista,  con  el  objeto  de  coartar  é 
impedir  la  libertad  del  sufragio  en  las  elecciones  nacio- 
nales. 

£1  procurador  fiscal  de  la  Sección  de  Catamarca,  presen- 
tando esta  denuncia  pidió  la  averiguación  de  ella,  y  re- 
sultando cierta  la  aplicación  de  la  pena  prescrita  por  el 
artículo  56  de  la  Ley  Nacional  de  elecciones. 

El  Juez  de  Sección  citó   á  juicio  verbal   al  Procurador 
Fiscal,  y  el  imputado  negó  los  hechos,  diciendo  que  ó  no- 
los  conocía,  ó  que  no  tenian  relación  con  trabajos  electo- 
rales en  los  que  no  habia  tenido  todavía  relación  alguna. 
T.  nu  2 
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Se  ordenó  la  producción  de  pruebas   y  se   convocó  i  las 
partes  á  otro  juicio  verbal  para  el  2  de  Marzo  de  1875. 


Jíulelo  Terbal  j  F»llo  del  Jínex  de  Seeelon* 

En  esta  ciudad  de  Catamarca  á  2  dias  del  mes  de  Mayo 
de  i  874  y  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  acta  de  9 
del  corriente,  comparecieron  ante  este  Juzgado  Seccional,  el 
Sr.  Procurador  Fiscal  por  una  parte  y  el  Sr,  D.  Eraamo 
Correa  en  representación  de  D.  Francisco  Nieva,  Juez  par- 
tidario de  Poman  por  otra,  y  abierto  el  comparendo,  se  prin- 
cipió por  la  lectura  de  las  actuaciones  que  preceden  en  pre- 
sencia de  los  testigos  presentados  por  parte  del  Fiscal.  En 
seguida  se  procedió  á  la  lectura  de  las  declaraciones  remi- 
tidas por  el  Juez  partidario  suplente  de  Poman,  en  fojas  11 
útiles ;  y  al  examen  de  los  testigos  preindicados  que  lo  fue- 
ron :  José  Zabalza,  Baldomcro  Ogar,  José  L.  Ramírez,  Dio- 
nisio Nieva  y  Pacífico  Pérez ;  resultando  de  aquellas  que 
en  su  generalidad,  lejos  de  perjudicar  al  acusado,  abonan 
mas  bien  su  conducta  sobre  el  particular,  salvo  una  que 
otra  referencia  á  voces  que  circulaban  en  aquella  población 
en  el  sentido  de  la  acusación;  y  de  estos,  haber  circulado 
idéntica  voz,  según  referencia  de  Zabalza,  Ogar,  Bamirez  y 
Pérez,  refiriéndose  ademas,  por  los  mismos  á  escepcion  de 
Pérez  y  Bamirez,  que  estando  de  serenata  en  Muquin  como 
á  fines  de  Diciembre  último  y  á  favor  de  la  candidatura 
Avellaneda,  se  les  aproximó  una  partida  como  de  14  hom- 
bres armados,  permaneciendo  callados,  tanto  ellos  como  los 
otros,  y  encontrándose  á  la  sazón  el  Juez  Nieva  en  una  es- 
quina de  la  plaza,  como  á  una  cuadra  de  distancia  de  donde 
ellos  estaban,  sin  otra  circunstancia  digna  de  mencionarse 
que  la  referencia  de  oidas  de  Zabalza,  que  el  propósito  de 
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tal  partida  había  sido  el  de  pelearlos;  y  la  de  Ogar  que 
refiere  haber  oido  á  un  tal  Gerónimo  que  le  hablan  ame- 
nazado con  llevarlo  al  contingente  y  ponerlo  preso  si  no  vo- 
taba por  los  alsinistas.  Después  de  esto  se  procedió  á  oír 
los  alegatos  de  las  partes,  durante  los  que  el  Fiscal  mani- 
festó que  el  Juez  comisionado  no  había  recibido  las  decía- 
raciones  de  sus  testigos,  siendo  falso  el  hecho  de  no  ha- 
bédselos presentado  su  encargado  Sr.  Nieva  como  falsamente 
lo  ha. consignado.  1|»a jo  .su  sola  firma,  el  Sr.  Correa:  que  los 
testigos  que  sacaban  de  examinarse  han  figurado,  á  escepcion 
de  uno  ó  dos,  como,  $kvellanedistas  en  la  mencionada  serena- 
ta; finalmente  se  procedió  á  pronunciar  sentencia,  para  lo 
que  el  Sr.  Juez  tuvo  en  consideración:  1**  Que  no  existien- 
do prueba  bastante  para  justificar  ninguno  de  los  hechos 
acusados,  el  reo  debía  ser  absuelto.  (Escrich,  palabra  prue- 
ba); S''  Que  de  los  antecedentes  mencionados  solo  aparecen 
meras  referencias  á  hechos  insignificantes  ó  de  ninguna  im- 
portancia, y  á  voces  cuyo  origen  no  es  conocido,  siendo  de 
consiguiente  destituidos  de  todo  valor  jurídico,  según  queda 
dicho  (Escrich,  palabra  testigo).  Que  por  lo  tanto  fallaba  * 
absolviendo  de  toda  culpa  y  cargo  sobre  la  presente  acusa- 
ción al  Juez  partidario  de  Poman,  D.  Francisco  Nieva,  dejan- 
do su  derecho  á  salvo,  tanto  á  la  parte  Fiscal  para  acusar  la 
mala  conducta  que  atribuye  al  Juez  comisionado  como  á  la 
de  Nieva,  para  repetir  sobre  la  calumnia  que  eon  estos  mo- 
tivos pudiera  habérsele  inferido,  firmando  para  constancia  Su 
Señoría,  los  comparecientes  y  testigos  que  supieron  hacerlo 
por  ante  mí,  de  que  doy  fé. 

Federico  Espeche. — José  G.  Zabalza. 
— Joaquin  Quiroga, — Erasmo  Cor- 
rea. — José  M.  Figueroa^  Escribano  . 
Público, 
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F»llo  de  l»iSaprem»  Corte. 


Buenos  Aires,  Noviembre  4  de  1875. 

Vistos:    por  sus   fundamentos,  se   confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  diez  y  nueve,  y  devuélvanse. 

SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL. — JOSÉ 
BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSTIAGA. 
—  J.   DOMÍNGUEZ. 


CAUSA    €X 


D.  Adolfo  E.  Carranza  contra  Shaw  hnos.,  sobre  cumpli- 
miento de   un  contrato. 


Sumario,  —  No  espresando  agravios  el  apelante  en  el  tér- 
mino de  la  ley,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado. 
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Caso. — £n  los  autos  seguidos  por  D.  Adolfo  E.  Garrauza  con- 
tra los  Sres.  Shaw  hnos.,  sobre  ejecución  de  un  contrato,  á  es- 
crito por  D.  Ángel  G-.  Carranza  Mármol,  apoderado  del  pri- 
mero, acusando  rebeldía  á  Shaw  por  no  haber  espresado  agra- 
vios dentro  del  término  legal,  se  dictó  este, 


F»llo  de  1»  Suprem»  Corte. 

Baeno8  Aires,  Noviembre  4  de  1875. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  ti  articula  doscientos  diez  y  siete  de  la 
Ley  de  Procedimientos,  declárase  desierto  el  recurso  de  ape- 
lación, y  devuélvanse  los  autos,  previo  pago  de  costas  y  re- 
posición de  sellos  por  los  apelantes. 

SALyiü)OR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  BAR- 
ROS PASOS.  —  J.  B.  GOROSTIAGA.  — 
J.    DOMÍNGUEZ 
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CAUSA    CXI 


Criminal,  contra  Severo  Chumbita,  por  delito  de  rebelión,  otros 
comunes  y  asesinatos  cometidos  con  ocasión  de  esta^  y  civil 
por  cobro  de  pesos,  seguida  por  D.  Ermenegildo  Jaramillo. 


Sumario.  — í^  JUa  ley  de  amnistía  de  Julio  26  de  1875 
comprende  todos  los  delito^  políticos  anteriores  á  ella; 

2^  Los  delitos  comunas  que  no  son  otra  cosa  que  elementos 
del  de  rebelión  ó  circunstancias  agravantes  del  mismo,  como 
contribuciones  de  dinero,  exacciones  de  hacienda,  recluta- 
mientos, etc.,  etc.,  deben  considerarse  perdonados  con  el  de- 
lito principal,  salvas  las  acciones  civiles  que  competen  á  los 
damnificados ; 

S^  Respecto  de  los  verdaderos  delitos  comunes  en  que  el 
Juez  de  1*  Instancia  no  se  ha  pronunciado,  declarándose  incom- 
petente, la  Corte  Suprema  no  tiene  mas  jurisdicción  que  la 
de  resolver  el  punto  de  la  competencia ; 

4^  Las  garantías  acordadas  por  el  artículo  18  de  la  Cons- 
titución, no  sufren  menoscabo  por  la  alteración  que  ocurra  en 
las  jurisdicciones  establecidas,  y  atribuyendo  á  nuevos  Tri- 
bunales permanentes  cierto  género  de  causas  de  que  antes 
conocían  otros,  cuya  jurisdicción  se  suprime  6  se  restrinje ; 

5®  Ningún  principio  se  opone  á  que  los  Tribunales  Nació- 
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nales»  ejerzan  la  jurisdicción  que  les  confiere  la  ley  penal 
de  1863  sobre  los  delitos  comunes  cometidos  con  ocasión  de 
la  rebelión  antes  de  dicha  ley ; 

6^  La  jurisdicción  no  cesa  por  el  hecho  de  haber  sido  per- 
donado el  delito  de  rebelión,  porque  es  con  ocasión  de  este 
que  se  cometieron  aquellos ; 

7®  El  testimonio  de  los  cómplices  no  hace  fé  en  juicio  para 
imponer  responsabilidades  civiles  al  acusado. 


Caso.  —  Severo  Chumbita,  fué  acusado  por  delito  de  rebe- 
lión cometido  en  1861  á  1863  y  delitos  comunes  perpetrados 
con  ocasión  de  ella^  enumerándose  entre  estos  los  asesinatos 
de  D.  Honorato  y  D.  Daniel  del  Moral,  Francisco  Antonio  Soto- 
mayor,  Tenientes  D,  Urbano  Romero  y  D.  Faustino  Chumbi- 
ta, y  mayor  N.  Barcala;  y  por  delito  de  rebelión  en  1867,  y 
delitos  comunes  cometidos  durante  ella,  enumerándose  entre 
estos  el  saqueo  perpetrado  en  Tinogasta,  por  la  fuerza  á  sus 
órdenes  sin  qne  él  lo  impidiera,  imposición  á  D.  Fabián  de 
la  Fuente  de  una  contribución  de  500  pesos  para  pagar  sus 
tropas,  exacciones  de  hacienda  para  sostenerlas  y  equiparlas, 
haber  tomado  fuerzas  nacionales  y  obligádolas  á  rebelarse 
contra  el  Gobierno  General,  y  haber  reclutado  gente  por 
medio  de  citaciones  y  comisiones  armadas. 

Los  hechos  principales,  las  pruebas,  la  acusación  y  defensa, 
se  hallan  suficientemente  relacionadas  en  el  estenso 


F»llo  del  Jíneas  de  Seeelon. 


Rioja,  Noviembre  39  de  1875. 

Y   vista :  La  presente  causa  criminal  seguida  por  el  Procu- 
rador Fiscal  Sr.  Br.  D.  Félix  Luna,  cpntra  D.  Severo  Chum- 
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bita  por  suponerle  reo  délos  delitos  de  rebelión,  asesinatos, 
hurtos  á  mano  armada,  prisiones  indebidas,  reclutamiento  de 
fuerzas  por  medios  violentos,  exacciones  de  dinero  por  con- 
tribuciones forzosas,  etc.,  y  de  la  cual  resulta  hacérsele  cargo 
de  los  hechos  siguientes : 

1^  Que  en  el  año  186i  á  1863,  se  rebeló  con  fuerza  armada 
pretendiendo  derrocar  las  autoridades  nacionales  creadas  des- 
pues  de  la  batalla  de  Pavón ; 

2**  Que  reincidió  en  el  mismo  delito  y  con  los  mismos  pro- 
pósitos en  el  año  67,  acaudillando  fuerzas  con  el  título  de 
Coronel ; 

3**  Que  asistió  en  el  rol  de  gefó  de  las  fuerzas  rebeldes  á 
los  hechos  de  armas  que  tuvieron  lugar  en  el  año  61  en  el 
fuerte  de  Andalgalá,  contra  las  fuerzas  nacionales  comandadas 
por  D.  Luis  Quiroga ;  en  Mal  Paso,  contra  las  del  Gober- 
nador de  Santiago,  D.  Manuel  Tabeada  ;  el  año  63  en  el  Rio 
Colorado,  contra  el  comandante  Fernandez  y  el  año  67  en 
Tinogasta,  contra  las  del  Coronel  D.  Meliton  Córdoba  y  en 
Bargas  contra  las  del  General  D.  Antonino  Tabeada ; 

4®  Que  después  de  haber  muerto  á  los  respetables  Sres.  D. 
Daniel  y  D.  Honorato  del  Moral  y  D.  Franco  Antonio  Soto- 
mayor  en  el  año  63,  consintió  á  la  tropa  el  saqueo  de  sus 
casas  ;  y  que  en  el  año  67  se  ordenó  uno  general  en  la  villa  de 
Tinogasta  después  de  la  batalla,  siendo  rotas  las  puertas  y 
saqueadas  las  casas  de  negocio  de  los  Sres.  D.  Adolfo  Cas- 
tellanos, Saturnino  Olmos,  D.  Pedro  Nieva,  Ramón  Tulo, 
Clásico  Galindez,  Abel  Michel,  Manuel  P.  Toloza,  Carlos  Li- 
bunier,  Ramón  Tañez,  Belisario  Correa,  Carlos  Cubas  y  otros ; 

5®  Que  impuso  contribuciones  en  el  año  63  á  D.  Fabián  de 
la  Puente,  ¿  900;  á  D.  Hermenejildo  Jaramillo  20  varas 
bayeta  pellón;  al  mismo  Sr.  Fuentes  en  el  año  67,  ^  500 í 
á  D.  Francisco  Aguilar,  ^  200  y  una  carga  de  tabaco ;  &  D. 
Bamon  Cuello,  ff  iOO; 
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&*  Que  por  orden  del  mismo  procesado  66  ha  areado  .ha- 
cienda de  toda  especie  para  •  el  sosten  y  equipo  de  su  tx^pa, 
de  las  estancias  de  San  Antonio,  pertenecientes  á  los.  Sre^. 
D.  Honorato  y  D.  Daniel  del  Moral  y  Francisco  Antonia,  ^o- 
tomayor ;  de  la  del  Can'i2al  de  propiedad  úe  D.  Hermi^nejUdo 
JaiamiUo ;  de  los  departamentos  de  Pomaoi»  Provincia  de  Ca- 
tamarca,  y  de  los  de  Los  Sauces,  y  Aranco  da  esta,  por  comi" 
sioaes  que  desprendía  de  sos  fuisreas;  del  primero  de  los  cpfiles 
tomó  treinta  y  tanto  caballos  de  la  Nación;  de  la  estancia 
Puerta  Grande  (de  Gatamarca),  de  propiedad  de  P.  Mariano 
Moreno,  59  cabezas  ganado  yacuno,  10  yeguas  y  un  caballo ; 
del  distrito  Saugil,  49  cabezas  de  ganado  vacuno ;  del;  depar- 
tamento de  Tinogasta  al  retirarse  las  fuerzas  hicieron  un 
arreo  general  de  toda  clase  de  haciendas,  habiéndose  entre- 
gado de  ellas  por  orden  de  Chumbita  30  y  tantos  animales 
vacunos  al  chileno  Juan  de  la  Cruz  Vallejos,  de  los  que  habia 
arreado  Juan  Francisco  Nieva ; 

7^  Que  el  procesado .  ha  apresado  indebidamente  álos  Sres. 
D.  Daniel  y  D.  Honorato  del  Moral,  D.  Francisco  Antonio  So- 
tomayor,  Fabián  de  la  Fuente,  Hermenejildo  Jaramillo,  Vi- 
cente Tadeo  Zalazar  y  varios  vecinos  de  Tinogasta,  después 
del  triunfo  que  obtuvo  contra  las  fuerzas  nacionales  al  mando 
del  malogrado  Coronel  Córdoba,  habiendo  muerto  á  loa  tres 
primeros  y  á  los  demás  exigiéndoles  previamente  el  pago  de 
las  contribuciones  que  les  habia  impuesto  para  ponerlos  en 
libertad ; 

8^  Que  habiéndose  rebelado  en  el  año  67  contra  el  Gobierno 
Nacional,  tomó  las  fuerzas  que  el  Teniente  Coronel,  D.  Sci- 
píon  Dávila,  habia  reunido  por  orden  del  Gobierno  de  la  Pro- 
vincia, en  el  departamento  ie  Arauco ;  habiendo  ademas  en 
diferentes  épocas  redutado  fuerzas  por  levas  6  comisiones 
armadas  y  citaciones  en  los  departamentos  de  los  Sauces  y 
Aranco,  de  esta  Provincia,  y  del  de  Tinogasta  de  Catamaroa ; 
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9^  Que  habia  quitado  á  las  fnerzas  nacionales  al  rebelde 
Pedro  Carrizo,  titulado  mayor,  con  el  fin  de  sustraerlo  á  la 
acción  de  la  justicia ; 

10  Que  en  los  combates  en  que  tomó  parte,  contribuyó 
poderosamente  al  derramamiento  de  sangre,  habiendo  coope- 
rado entre  otros,  á  la  muerte  del  malogrado  Gefe  Nacional 
Coronel  D.  Meliton  Córdoba; 

i  I  Que  el  procesado  hizo  degollar  en  San  Antonio,  depar- 
tamento de  Arauco,  á  los  Sres.  D.  Honorato  y  D.  Daniel  del 
Moral  y  D.  Francisco  Antonio  Sotomayor,  en  los  campos  de 
Michigasta  á  los  tenientes  de  las  fuerzas  nacionales  D.  Ur- 
bano Romero  y  D.  Justino  Chumbita  y  en  Mecillas  al  Ma- 
yor N.    Barcala; 

12  Que  el  Procurador  Fiscal  haciendo  mérito  de  los  he- 
chos  que  anteceden,  pide  que   le  sea  aplicada  al  procesado 

■ 

Chumbita,  la  pena  ordinaria  de  muerte,  fundándose  en  las 
disposiciones  del  artículo  13  de  la  ley  penal  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  y  la  ley  2,  tít.  21,  lib.  12.  Noy.  Beco- 
pilacion. 

13  Que  el  defensor  del  procesado  pretende  el  sobresei- 
miento de  la  causa  y  absolución  de  su  defendido,  invocando 
la  amnistía  acordada  por  el  General  Navarro  i  nombre  del 
Gobierno  Nacional  y  aprobada  por  el  Congreso,  i  todos  los 
que  habiendo  tomado  parte  en  la  rebelión  del  año  68,  acau- 
dillada por  Sebastian  Elizondo,  se  sometieran  á  las  autori- 
dades nacionales  deponiendo  las  armas ;  y  en  la  falta  de  ju- 
risdicción de  este  Juzgado  para  conocer  del  delito  de  rebelión 
del  año  63  y  de  los  delitos  comunes  que  pudo  haber  co- 
metido con  ocasión  de  ella. 

T  considerando  en  cuanto  al  derecho: 

1**  Que  el  articuléis  de  la  Constitución  Nacional  estatuye, 
que  ningún  habitante  de  la  Nación  Argentina  puede  ser  penado 
sin  >uíeio  previo  fundado  en  la  ley  anterior  al  hecho  del 
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proceso,  ni  juzgado  por  comisiones  especiales  6  sacado  de  los 
jtieces  designados  por  la  ley  antes  del  hecho  de  la  cansa ;  de- 
jando al  Congreso  la  facultad  de  fijar  las  atribuciones  del 
poder  judicial,  dictando  todas  las  leyes  y  reglamentos  con- 
cernientes para  poner  en  ejercicio  los  poderes  creados,  y  con- 
cedidos por  ella  al  Gobierno  de  la  Nación;  art.  67,  inc.  i 7 
y  S8  de  la  misma ; 

3°  Que  en  virtud  de  dichas  atribuciones,  el  Congreso  dictó 
las  leyes  de  i  4  de  Setiembre  de  1863,  definiendo  en  el  art  14 
de  la  una  el  delito  de  rebelión  contra  la  Nación  y  declarando 
en  el  art.  3<>,  inc.  3**  de  la  otra,  su  conocimiento  de  juris- 
dicción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  ; 

3^  Que  por  lo  espuesto  resulta  que  el  delito  de  rebelión 
y  los  crímenes  comunes  cometidos  durante  ella,  que  se  le 
imputan  al  procesado  hasta  mediados  del  año  63,  no  pueden 
caer  bajo  la  acción  de  los  tribunales,  que  aún  todavía  no  ha- 
bian  sido  creados;  ni  mucho  menos  pueden  ellos  castigar  á 
sus  autores  por  penas  sancionadas  para  delitos  que  fueron 
definidos  por  leyes  posteriores  á  los  hechos  de  que  aquel  es 
acusado  ;  art.  24  de  la  ley  de  16  de  Octubre  de  1862  y  del  de- 
creto del  Poder  Ejecutivo  de  4  de  Julio  de  1863; 

i^  Que  el  presente  caso  no  puede  ser  regido  por  las  dis- 
posiciones de  las  leyes  1 ,  2  y  3,  tít.  2®,  P.  7*,  no  soló  porque 
no  podria  fundarse  por  ellas  la  competencia  de  este  Juzgada 
para  conocer  de  los  delitos  comunes  cometidos  en  una  de 
las  Provincias  confederadas,  antes  de  haber  sido  dictada  la 
ley  del  Congreso  en  que  se-  atribuye  su  juzgamiento  á  los 
Tribunales  Nacionales,  cuando  estos  son  cometidos  con  oca- 
sión de  la  rebelión ;  sino  también  porquei  teniendo  á  los  ojos 
del  lejislador  español  la  misma  importancia  política  los  de- 
litos de  traición,  rebelión,  etc.,  que  eran  en  las  citadas  leye» 
calificados  bajo  la  denominación  del  primero,  han  sido  dichas 
disposiciones  derogadas  por  el  artículo  103  de  la  Constitución, 
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en  el  que  definiefidp  el  delito  de  traición  ha  dejado  al  Con- 
greso la  atribución  de  fijar  su  penalidad  por  nna  ley  es«- 
pecial; 

5^  Que  1  resulta  plenamente  justificado  que  el  procesado 
Severo  Ghumbita,  fué  uno  de  los  caudillos  principales  que, 
con  el  título  de  Coronel  contribuyó  poderosamente  al  movi- 
miento revolucionario  que  encabezó  Felipe  Várela  el  año  1867, 
con  el  fin  de  derrocaír  al  Presidente  da  la  República  y  cam- 
biar la  situación  política  del  país,  habiendo  oontribuido  .al 
derramamiento  de  sangre  en  los  combates  que  al  piando  de 
fuerza  armada .  libró  con  los  caudillos  Medina  y  Y9.rela  en 
Tinogasta  contra  las  fuerzas  nacionales  al  mando  del  malo- 
grado Coronel  D.  Meliton  Córdoba,  y  en  Vargas,  contra  las 
del  General  D.  Antonino  Tabeada,  hechos  que  constituyen 
el  delito  de  rebelión,  previsto  y  penado  por  los  artículos  14, 
inc.  2°  y  15  de  la  ley  nacional  de  14  de  Setiembre  de  1863. 
Confesión  de  f.  17,  documentos  de  fs.  45  y  46,  y  declaraciones 
de  fojas  2,  3,  7,  26,  27,  34,  37,  48,  52  vta.,  55,  75  vta., 
77,  80,  82,  93  vta.,  96  vta.,  100  vta.,  101  vta.,  102,  103 
y  131 ; 

6°  Que  el  procesado  es  reo  de  los  delitos  comunes  que 
ha  cometido  durante  la  rebelión  del  año  67  y  que  á  conti- 
nuación se  espresan:  1^  Haber  consentido  á  la  tropa  que 
mandaba,  un  saqueo  general  en  el  comercio  de  la  villa  de 
Tinogasta,  después  de  la  victoria  que  obtuvieron  contra  las 
fuerzas  nacionales  al  mando  del  Coronel  Córdoba;  pues  que 
aunque  no  aparece  de  autos  constatados  los  comerciar^tes 
damnificados,  por  cuanto  las  declaraciones  ^ue  los  designan 
carecen  de  valor  jurídico  desde  que  no  han  sido  tomadas  por 
comisión  de  este  Juzgado  ni  ratificadas  en  el  término  de 
prueba ;  no  obstante,  consta  de  la  confesión  del  procesado 
y  de  varias  declaraciones,  que  se  hizo  responsable  de  él,  al 
no  haberlo  impedido  á  su  tropa  como  pudo  y  debió  hacerlo ; 
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habiendo  ordenado  la  entrega  de  una  parte  de  los  efectos 
robados  que  consiguió  recoger,  al  titulado  Gefe  de  la  revo- 
lución, Coronel  Medina,  en  vez  de  restituirlos  Ík  sus  legí- 
timos propietarios  ó  á  la  autoridad  local,  para  que  hiciera 
su  distribución  entre  aquellos  que  acreditaran  su  propiedad. 
Confesión  del  procesado  de  fs.  20,  vta.  y  236  vta.  Decla- 
raciones de  fs.  7,  27  vta.,  34,  55,  100  vta.,  104,  102,  103, 

107,  107  vta.  108,  109,  127  vta.,  129,  131  y  132.  2°  Haber 
sacado  una  contribución  de  ¿  500  á  D.  Fabián  de  la  Fuente 
para  pagar  á  sus  tropas,  y  con  cargo  de  ser  abonados  por  el 
Tesoro  de  la  Nación,  no  resultando  justificados  los  demás 
cargos  que  de  este  delito  se  le  imputan  al  procesado.  Con- 
fesión del  procesado  de  f.  25  vta.  Declaraciones  de  fs.  34, 
75,  vta.,  77,  80,  82,  107  vta.,  108,  108  vta.  y  109.  3^  Ha- 
ber sostenido  y  equipado  su  tropa  con  auxilios  y  arreos  de 
todas  clases  de  haciendas  que  ordenaba  se  sacaran  indebida- 
mente y  se  hicieran  en  los  Departamentos  de  Arauco  y 
Sauces,  teatro  de  sus  correrías  y  de  iguales  exacciones  que 
cometió  en  los  departamentos  de  Poman  y  Tinogasta,  dis- 
trito de  Saujil,  y  en  las  estancias  de  San  Antonio  y  Fuerte 
Grande,  hechos  que  dan  mérito  para  imponer  al  procesado 
como  reo  del  delito  de  abigeato,  las  penas  sancionadas  en 
las  leyes  19,  tít,  14,  Part.  7\  y  2»,  tít.  40,  lib.  12,  N.  E., 
con  la  moderación  introducida  por  práctica  de  los  Tribu- 
nales. Confesión  de  fs.  21  vta.  y  231  vta.  Declaraciones 
de  fs.  82,  34,  37,  55,  57,  66,  77,  93,  96  vta.,  107  vta., 

108,  122  vta.,  y  127  vta.  4""  Haber  tomado  las  fuerzas  que 
el  F.  E.  de  la  Provincia  tenia  en  el  Departamento  de  Arauco 
á  las  órdenes  del  Teniente  Coronel  D.  Scipion  Dávila,  ha- 
ciéndolas desconocer  el  principio  de  autoridad  legal  y  re- 
belarse contra  el  Presidente  de  la  República,  pues  que  la 
circunstancia  de  ser  estas  entregadas  por  el  Comandante 
Dávila,   no  lo  escusa  al  procesado  de  la  oriminalidad  del 
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beohOt  por  cuanto  subvertiendo  el  orden  público,  las  hizo 
faltar  á  los  deberes  que  tenian  como  ciudadanos,  ^e  armarse 
y  combatir  en  defensa  de  las  instituciones  que  la  Nación 
so  ha  dado.  Confesión  de  f.  17  y  declaraciones  de  fs.  8  vta., 
27,  55,  57,  75  vta.  y  82  vta.  5"="  Haber  reclutado  fuerzas  por 
citaciones  y  comisiones  armadas  que  de^prendia  de  su  cam- 
pamento, arrastrando  i  muchos  ciudadanos  á  sostener  con 
Ihs  armas  una  rebelión  sangrienta  é  injustificable  contra  el 
Gobierno  de  la  Nación.  Confesión  de  fs.  19  y  22  vta.  y 
declaraciones  de  fs.  2,  3,  7,  34,  37,  48,  55,  57,  74,  75,  77, 
100,  i 08,  vta.,  109,  y  110.  &"  Que  la  falta  de  ratificación  de 
los  testigos  del  sumario  no  es  un  vicio  que  pueda  objetarse 
para  invalidar  su  testimonio,  desde  que  ellos  habiendo  sido 
examinados  en  su  mayor  parte  ante  el  Jnes  de  la  Causa, 
solo  corroboran  la  confesión  que  el  procesado  ha  hecho  mas 
ó  menos  esplícita,  de  cada  uno  de  aquellos  hechos  que 
ejecutó  durante  la  rebelión  y  que  constituyen  la  eiistencia 
del  cuerpo  del  delito.  FaUas  de  ¡a  Suprema  Corie^  Causa 
CXX,  tomo  e¡^,  pág,  302;yart.  358  de  la  Ley  de  Procedi- 
mientos. 8^  Que  por  lo  espuesto  en  el  tercer  considerando, 
siendo  incompetente  este  Juzgado  para  calificar  la  prueba 
producida  por  el  Defensor  sobre  los  antecedentes  personales 
del  procesado  antes  del  año  61,  los  bienes  de  fortuna  que 
poseía  y  las  circHmtancias  que  pudieran  ser  causa  ú  origen 
de  las  medidas  que  tomó  en  el  año  63  el  Gefe  de  las  fuer- 
tas  nacionales  General  D.  José  M.  Arredondo,  haciéndole 
quemar  las  casas  de  su  defendido  y  concluir  con  todas  las 
haciendas  dd  establecimiento;  no  puede  considerarse  so 
mérito  para  apreciarlos  i  no^  como  circunstancias  atenuantes 
m  la  aplicación  de  la  pena  que  corresponda  á  la  gravedad 
de  los  delitos  qno  ha  perpetrado,  (Té«se  la  declaración  del 
yroc<sado  de  t  I8)« 
9^  ^|ae  es  inadmisible  la  escepcion  de  aiaiístia  qno  <qpow  el 
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defensor  del  procesado,  de  haberle  sido  á  este  acordada  por  el 
comisionado  Nacional,  General  D.  Octaviano  Navarro,  como  i 
todos  los  qae  habiendo  tomado  parte  en  la  rebelión  del  año 
67,  acaudillada  por  Sebastian  Elizondo  y  Santos  6n$yama, 
que  depusieron  las  armas  y  se  sometieron  i  la  autoridad  Na- 
cional, i^  Porque  ningún  Oeneral  de  la  Nación,  aunque 
obre  por  comisión  del  F.  E.  Nacional,  puede  empeñar  la  fé 
pública  de  ella,  ofreciendo  á  su  nombre  poner  en  ejecución 
atribuciones  que  están  acordadas  escluslvamente  al  Congreso ; 
pues  que  la  aprobación  posterior  que  este  ha  hecho  de  dicho 
acto,  solo  ha  producido  el  efecto  de  quedar  recien  desde 
aquella  fecha  fuera  del  alcance  de  los  Tribunales  Naciona- 
les, todos  los  que  habiendo  sido  reos  en  dicho  ano,  del 
delito  político  de  rebelión,  se  hubieren  acojido  á  los  benefi- 
cios de  la  amnistía,  aceptando  la  condición  que  se  les  im- 
puso de  someterse  á  la  autoridad  nacional,  art.  67,  inc. 
i 7  de  la  Constitución;  Fallos  de  la  Suprema  Corte,  Causa 
CXII,  tomo  6°,  pág.  227.  2^  Porque  de  los  documentos 
eitra-judiciales  presentados  por  el  Defensor,  corriente  á  fs. 
34  y  35,  y  de  las  declaraciones  de  fs.  53  á  57  del  segundeo 
cuerpo  de  autos,  solo  resultan  presunciones  que  después  de 
ser  tomada  esta  Ciudad  y  pocos  dias  antes  de  someterse 
los  rebeldes,  fué  invitado  el  procesado  á  tomar  parte  en  ella 
y  que  este  limitó  su  acción  (si  la  hubo),  á  prestarles  su 
cooperación  moral,  presunciones  que  lejos  de  aparecer  cor- 
roboradas por  el  mérito  de  la  causa,  resultan  completamente 
destruidas  con  las  circunstancias  de  haber  el  procesado  guar- 
dado un  completo  silencio  en  su  declaración  y  confesión 
con  cargos;  lo  que  prueba  que  jamás  ni  se  imajinó  de  que 
podia  ponerse  por  algún  medio  bajo  la  éjida  de  la  amnistía 
que  acordó  el  Congreso  á  los  rebeldes  del  año  68 ;  y  con  el 
hecho  notorio  comprobado  de  autos  de  que  siendo  Chumbita 
uno  de  los  Qefes  más  conspicuos  en  la  rebelión  del  año  67, 
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indudablemente  se  le  había  conocido  algún  rol  por  los  mis- 
mos testigos  que  ha  presentado  y  que  afirman  que  al  haber 
presenciado  las  peripecias  de  dicha  rebelión  han  oido  decir 
que  el  procesado  solo  tomó  una  participación  moral,  decla- 
raciones de  fs.  53  á  57  del  2^  cuerpo  de  autos.  Y  3®  Por- 
que aunque  hubiera  justificado  su  participación  en  la  rebe- 
lión citada,  no  podia  invocar  los  beneficios  de  la  amnistía 
desde  que  resulta  comprobado  en  autos  que  no  se  sometió 
á  la  autoridad  nacional,  por  haber  continuado  oculto  desde 
el  año  68  (fecha  del  último  movimiento  revolucionario  en  la 
Provincia),  cruzándose  clandestinamente  entre  algunos  de- 
partamentos de  esta  Provincia  y  los  de  Catamarca,  hasta 
que  fué  capturado  por  el  Capitán  Nieto,  en  los  campos  de 
Michigasta  y  sometido  á  la  jurisdicción  de  este  Juzgado. 
Diligencias  practicadas  para  su  captura,  de  fs.  1,6  vta.,  9, 
9  vta.^  10  vta.,  i  i  vta.  y  13,  y  confesión  del  procesado  de 
f.  13  vta. 

10.  Que  el  largo  tiempo  de  prisión  qi(e  ha  sufrido  el  pro- 
cesado, proviniendo  de  actos  estraños  que  no  pueden  impu- 
társele, es  de  justicia  y  equidad   computarlo  en  la  condena. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  y 
declaro:  — 1<>  Que  este  Juzgado  carece  de  jurisdicción  y  es 
incompetente  para  conocer  de  la  participación  que  se  le  im- 
puta tomó  el  procesado  en  los  movimientos  revolucionarios 
que  tuvieron  lugar  en  esta  Provincia,  desde  el  año  61  hasta 
mediados  del  63,  y  de  los  delitos  comunes  que  es  acusado 
cometió  con  ocasión  de  ellos ;  —  2^  Que  el  procesado  Severo 
Chumbita  es*  reo  del  delito  de  rebelión  ejecutado  en  el  año 
1867  contra  el  Gobierno  Nacional  en  el  roj  de  caudillo' prin- 
cipal; y  3^  Que  es  así  mismo  autor  de  los  delitos  comunes 
consignados  en  el  6®  considerando,  que  cometió  durante  la 
rebelión. — En  su  consecuencia  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
en  los  artígalos  15,  18,  91  y  93  de  la  ley  penal  de  Justicia 
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Federal,  lo  condeno  á  sufrir  la  pena  de  diez  años  de  des- 
tierro fuera  del  territorio  de  la  Kepública,  computándole  el 
tiempo  de  prisión  que  ha  sufrido  y  á  pagar  una  multa  de 
$f.  2,000  á  favor  del  Tesoro  Nacional,  con  la  restitución  ó 
reparaciones  á  sus  legítimos  propietarios  de  las  exacciones 
en  dinero  y  especie  que  ejecutó  para  el  pago,  equipo  y  pro- 
visión de  su  tropa,  bajo  el  nombre  de  contribuciones,  au- 
xilios, arreos  de  hacienda  etc.,  y  los  daños  y  perjuicios  que 
les  hubiere  irrogado  y  las  costas  de  este  proceso. 

Y  considerando  la  acción  civil  por  cobro  de  pesos  que  ha  enta- 
blado el  subdito  chileno  Don  Hermenegildo  Jaramillo  contra 
el  procesado  Chumbita,  procedente  de  arreos  de  hacienda  de 
toda  especie  que  por  orden  de  este  habian  hecho  sus  su- 
balternos dé  la  estancia  del  Carrizal  para  el  consumo  de 
las  fuerzas  rebeldes:  —  i°  Que  la  competencia  de  este  Juz- 
gado para  conocer  en  la  presente  causa  se  funda  en  la  ter- 
minante disposición  del  artículo  100  de  la  Constitución  Na- 
cional, que  espresamente  atribuye  su  conocimiento  por  la 
distinta  nacionalidad  de  las  partes  á  los  Juzgados  Nacio- 
nales:— 2**  Que  no  obsta  que  dicha  acción  provenga  en  par- 
te del  delito  de  abigeato  que  el  Sr.  Jaramillo  afirma  co- 
metió el  demandado  en  el  año  62  para  el  consumo  de  las 
fuerzas  revolucionarias  que  mandaba;  pues  que  este  ha  de- 
ducido solo  la  acción  civil  que  le  era  personal,  cuyo  cono- 
cimiento era  privativo  aún  antes  de  la  instalación  de  los 
Juzgados  Nacionales  por  la  disposición  citada  á  la  Justicia 
Federal,  y  que  el  habérsele  con  posterioridad,  por  los  artí- 
culos 18  de  la  Ley  Penal  y  36,  título  8^,  Sección  2*,  Libro 
2®  Código  Civil,  atribuido  su  conocimiento  como  un  incidente 
del  juicio  criminal  de  que  forma  parte,  en  nada  altera,  ni 
puede  modificar  la  cláusula  constitucional  citada  que  úni- 
camente designa  al  Juez  á  quien  compete  la  resolución  de 
una  causa  civil,  entre  un  estrangero  y  un  ciudadano  argén- 
T«  vm  3. 


34  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

tino: — 3®  Que  no  resulta  probado  con  el  documento  priva- 
do de    foja  157  y  las   declaraciones  de    Anselmo  Falizo  y 
Kamon  Mercado,  corrientes  á  foja  174  vuelta  y  foja  175,  la 
primera  partida  de  cargo  en  número  de  40  cabezas  ganado 
vacuno  que  hace  el  demandante  en  la  planilla  de  foja  ÍÍÁ; 
pues  que  no  habiendo  sido  reconocido  dicho  documento  por 
el  demandado   y    afirmando  el  declarante  Palizo  de  ser  él 
quien  ejecutó  el  arreo  de  dicha  hacienda  por  orden  de  Chumbita; 
su  testimonio  está  comprendido  en  la  disposición  prohibitiva  de 
la  ley  21,  título  6°,  Part.  3^,  que  invalida  las  declaraciones  de 
los  cómplices,  aunque  esta  tenga  solo  por  objeto  constatar  el 
hecho  criminal  con  el  solo  objeto  de  someter  á  su  autor  principal 
á  la  restitución  ó  resarcimiento  de   los  daños  y  perjuicios 
que  se  le  hubieren  causado  al   demandante,  con  ocasión  de 
él.— Tejedor  leyes  de  fondo,  P.  1*,  Lib.   ^^  Tít.  ^^  Cap. 
4°,  Árt.  2°,  números  37,  38  y  39 :  —  4^  Que  asi  mismo  no 
se  ha  comprobado  la  segunda  partida  de  53  cabezas  de  ga- 
nado vacuno,  y  la   tercera  de  12  de  la  misma   especie  que 
figuran  en  la  mencionada  planilla,  pues  que  siendo  respon- 
sables á  la  reparación  de  daños  y  perjuicios   todos  los  que 
tomaron  parte  indebidamente   en  la  perpetración  del  hecho 
criminal  de  que  procede ;    el  documento   privado  de  f.   156 
y  las  declaraciones  de  Kamon  Mercado  y  Simón  Avila  cor- 
rientes á  fs.  176  y  188  vta.  tienen  el  mismo  vicio  que  la  de 
Palizo  en  la  parte  que  á  dichas  partidas  se  refiere :  5°  Que 
el  documento  privado  de  f.  156  y  de  la  declaración  de  Ni- 
colás Mercado  de  f.  177  vta.,  no   resulta  mérito  suficiente 
para  justificar  la  cuarta  partida  de  tres  muías  de  la  men- 
cionada planilla,  que  el  Sr.  Jaramillo  afirma  le  fueron  ar- 
readas en  el  año  62  de  la  estancia  el  <  Carrizal »   por  or- 
den de  Chumbita :    6°  y  finalmente,  que  el  demandante  no 
ha  tratado  ni  probado  en  la  estación  correspondiente  del  juicio 
la  legitimidad  de  la  quinta  y  sesta  partidas  de  dicha  cuenta. 
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Por  estos  fandamentos,  no  habiendo  justificado  el  deman- 
-dante  su  acción,  como  pudo  y  debió  hacerlo,  se  declara  que 
se  absuelve  al  mencionado  Chumbita  de  la  demanda,  sin 
especial  condenación  en  costas  y  hágase  saber. 

Mardoqueo  Molina. 

Tanto  el  Procuiador  Fiscal  como  el  defensor  del  proce- 
sado apelaron  de  la  sentencia  anterior. 

£1  defensor  sostuvo  ante  la  Corte  Suprema,  que  Chum- 
bita debia  ser  absuelto  de  culpa  y  cargo,  y  desembargados 
sus  bienes,  alegando  que  no  existían  pruebas  en  su  contra. 


VISTA    DEL     SR.    PROCURADOR    GENERAL. 


Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  7  de  1876. 

Después  de  la  sentencia  de  4  de  Noviembre  de  i  875, 
mandando  sobreseer  en  la  prosecución  de  la  causa  política, 
para  continuarla  respecto  de  los  delitos  comunes  cometidos 
con  ocasión  de  la  rebelión,  no  puede  tratarse  sino  de  los 
homicidios  ejecutados  el  año  de  i 863  en  las  personas  de  los 
dos  Moral,  Sotomayor,  Romero  y  Justino  Chumbita,  y  atri- 
buidos á  Severo  Chumbita. 

Aunque  limitada  de  este  modo  la  causa,  el  Fiscal  de  Sec- 
ción persistió  en  pedir  contra  el  reo  la  pena  de  muerte,  y 
los  defensores  la  absolución  ó  sobreseimiento  sin  cargo  al- 
guno, como  en  la  causa  política. 

En  Junio  del  corriente  ano,  el  Juez  falló  condenando  al 
reo  i  diez  años  de  presidio,  y  trabajos  forzados,  incluso  el 
tiempo  de  prisión  sufrida,  sin  perjuicio  de  las  acciones  ci- 
viles. 
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El  Procurado  General  encuentra  esta  sentencia  fundada 
exactamente  en  las  constancias  del  proceso  conforme  á  la  juris- 
prudencia unirersal,  y  del  carácter  mas  benigno  posible  en  re- 
lación con  los  hechos  imputados,  y  pide  por  lo  tanto  su 
confirmación  en  las  dos  partes   que  contiene. 

La  justicia  humana  seria  imposible  si  para  condenar  ne- 
cesitase siempre  de  la  confesión  de  los  reos,  ó  de  testigos 
presenciales  del  hecho  ú  orden  criminosa. 

C.    Tq'edor, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte* 


Buenos  Aires,  Noviembre  4  de  1875. 

Visto  este  proceso  criminal  seguido  contra  Severo  Chum- 
bita ;  resultando  de  él  que  la  acusación  comprende  hechos 
perpetrados  en  dos  épocas  distintas,  á  saber:  la  rebelión  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  uno  á  sesenta  y  tres,  y  delitos  co- 
munes cometidos  por  el  procesado  durante  ella,  y  la  rebe- 
lión de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  y  delitos  comunes 
cometidos  con  ocasión  de  la  misma,  según  aparece  detallada- 
mente en  la  primera  parte  de  la  sentencia  apelada:  que  con 
respecto  á  los  hechos  de  la  primera  época,  el  Juez  de  Sec- 
ción, admitiendo  las  escepciones  del  defensor  del  reo,  é  invo- 
cando el  artículo  diez  y  ocho  de  la  Constitución,  se  ha  de- 
clarado sin  jurisdicción,  en  atención  á  que,  al  tiempo  de  los 
sucesos,  no  habian  sido  aun  instalados  los  tribunales  nacio- 
nales, ni  dictado  la  ley  penal,  ni  la  de  jurisdicción  y  compe- 
tencia de  dichos  tribunales ;  siendo  la  justicia  provincial  la  que 
conocía  de  delitos  como  los  acusados ;  que  con  respecto  á  la 
2*  época,  la  sentencia  declara  culpable  á  Chumbita  de  haber 
tomado  parte,  como  jefe  principal,  en  la  rebelión  encabezada 
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por  Felipe  Várela,  librando  combates  y  ocasionando  derra- 
mamiento de  sangre,  y  de  diversos  otros  hechos  que  cali- 
fica como  delitos  comunes;  por  todo  lo  cual,  declarando  no 
estar  el  reo  comprendido  en  la  amnistía  acordada  por  el 
General  D.  Octaviano  Navarro,  le  impone  la  pena  de  diez 
años  de  destierro  y  dos  mil  pesos  fuertes  de  multa. 

Y  considerando  í  Primero. — Que  la  amnistía  concedida  por 
el  General  Navarro  á  fin  de  obtener  la  pacificación  de  la 
Bioja  fué  aprobada  no  solo  por  el  Poder  Ejecutivo,  sino  tam- 
bién por  el  Congreso:  que  por  esta  razón  se  declaró  en  el 
caso  de  Crisólogo  Andrade,  análogo  al  presente,  que  debia 
producir  todos  sus  efectos;  y  colocando  al  reo  bajo  el  am- 
paro de  ella,  se  mandó  sobreseer  en  la  causa  de  confor- 
midad en  todo  con  el  señor  Procurador  General  ( causa 
treinta  y  nueve,  tomo  segundo  de  los  Fallos);  que  si  por 
cualquier  motivo  no  alcanzase  á  Severo  €humbita,  el  favor 
de  aquella  amnistía,  lo  comprenderia  indudablemente  la  con- 
cedida por  la  Ley  de  Julio  del  corriente  año,  por  todos  los 
delitos  políticos  anteriores  en  general,  no  pudiendo  por  lo 
tanto  proseguirse  esta  causa,  en  cuanto  se  refiere  al  delito 
de  rebelión,  tanto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete  como 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres. 

Considerando  que  los  delitos  comunes  de  que  el  Juez  de 
Sección  encuentra  culpable  al  procesado,  según  aparecen  es- 
pecificados en  el  sesto  considerando  de  la  sentencia,  á  saber: 
saqueo  perpetrado  en  Tinogasta  por  la  fuerza  á  sus  órde- 
nes, sin  que  él  lo  impidiera;  imposición  á  Don  Fabián  de  la 
Fuente  de  una  contribución  de  quinientos  pesos  para  pagar 
sus  tropas  con  cargo  de  reembolso  por  el  Tesoro  Nacional; 
eiacciones  de  toda  clase  de  haciendas  para  sostener  y  equi- 
par sus  tropas ;  haber  tomado  las  fuerzas  del  Gobierno,  ha- 
ciéndolas desconocer  él  principio  de  autoridad  y  rebelarse 
contra  el  Presidente ; '  reclutamiento  de  fuerzas  por  medio  de 
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citaciones  y  comisiones  arinad«s;  todos  estos  hechos  no  mu 
otra  cosa  que  elementos  del  delito  de  rebelión  ó  circuns**' 
tangías  agravantes  del  mismo,  enumerados  como  tales  en  el 

• 

artículo  quince  de  la  lej  penal  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
(res,  las  cuales  deben  considerarse  perdonadas  ú  olvidadas 
juntamente  con  el  delito  principial,  ^Ivas  las  acción^  civi- 
les que  competan  á  los  damnificados; — que  aunque  se  ha- 
llan en ,  9I  mísmp  caso  varios  de  los  hechos  de  la  priiner^st 
jépoca,  hay  otros  que  oonstituirian  delitos  comunes,  una  vez 
que  resultasen  probados,  como  son  los  asesinatos  ó  ejecu- 
ciones de  Don  Honorato  y  Don  Daniel  del  Moral  y  DovL.Fraia^ 
cisco  Antonio  Sotoms^yor,  de  los  tenientes  Don  Urbano  Bo- 
merot,  D(m  Faustino  Chumbita  y  del  mayor  Don  N*  Barcala:  — 
que  habiéndose  el  Juez  de  Sección  abstenidp  de  pronunciarse 
•respecto  de  estos  hechos,  declarándose  incompetente,  tampcco 
poede  placerlo  este  Tribunal,  siendo  la  competencia  é, in- 
competencia del  juzgado  el  único  punto  que  está  ILap^do  á 
resolver. 

Gonsidjcrando  á  este  respecto:  Que  el  objeto  del  artículo 
diez  y  ocho  de  la  Constitución  ha  sido  proscribir  las  leyes 
eaopost  facto,  y  los  juicios  por  comisiones  nombradas  espe- 
cialmente para  el  caso,  sacando  al  acusado  de  la  jurisdic- 
ción permanente  de  los  jueces  naturales,  para  someterlo  á 
Tribunales  ó  jueces  accidentales  ó  de  circunstancias ;  que 
ostas  garantías  indispensables  para  la  seguridad  individual 
no  sufren  menoscabo  alguno,  cuando  á  consecuencia  de  re- 
formas introducidas  por  la  ley  en  la  administración  de  la 
justicia  criminal,  ocurre  alguna  alteración  en  las  jurisdic- 
ciones establecidas,  atribuyendo  á  nuevos  Tribunales  per- 
manentes, cierto  género  de  causas  de  que  antes  conocían 
otros  que  se  suprimen  ó  cuyas  atribuciones  restringen: — 
que  la  interpretación  contraria  serviría  muchas  veces  de  obs- 
táculo á  tpda  mejora  en  esta  materia,  obligando  á  conser- 
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Tar  magistraturas  6  jurisdicciones  dignas  de  supresión  ó  de 
reformas :  — que  no  se  opone  por  consiguiente  á  ningún  prin- 
cipio el  que  los  Tribunales  Nacionales  ejerzan  la  jurisdic- 
ción que  les  confiere  la  ley  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
tres  sobre  los  delitos  cornuoies  cometidos  antes  de  su  fecha 
con  ocasión  de  la  rebelión  de  aquella  época;  —  que  no  es 
tampoco  razón  bastante  para  que  cese  la  jurisdicción  nacio- 
nal, la  que  funda  el  defensor  del  reo  en  haber  desapareci- 
do con  la  amnistía  el  delito  de  rebelión,  porque  no  por  eso 
d^}a  ser  cierto  que  los^^  hachos  han  tenido  lugar  con  ooa^ 
sion  M  delito  peM^nado,  y  es  erta  la^raBoñ  legal  d^llai  ju- 
risdicción. 

Por  estas  razones  se  declara:  —  Primero.  Que  debe  sobre- 
seerse, como  en  efecto  se  sobresee  en  la  prosecución  de  esta 
causa,  escepto  en  cuanto  se  refiere  á  los  cargos  ¿echos  al 
procesado  por  delitos  comunes  cometidos  con  ocasión  de  la 
rebelión  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno  á  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres. — Segundo,  QueelJuezde  Sección  de  la  Biojá 
es  competente  para  conocer  de  dichos  delitos,  y  debe  con- 
tinuar la  causa  hasta  su  terminación,  revocándose  en  esta 
parte  la  sentencia  apelada.  —  T  en  cuanto  á  la  acción  oítíI 
deducida  por  Don  Hermenegildo  Jaramillo,  se  confirma  di- 
cha sentencia,  y  devuélvanse,  satisfecha»  que  sean  las  eos^ 
tas  y  repuestos  los  sellos. 

SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL. — ^J'OSÉ 
BARROS   PAZOS.  -^  J.  B.  GORÓ$tlA- 

GA. — j.  Domínguez. 
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CAVSA     CXII. 


La  Municipalidad  de  la  Ciudad  de  Buenos  Aires  contra  D.  Juan 
Cotia,  por  cobro  de  pesos. — Incidente  sobre  competencia . 


Sumario.  —  Besultando  inexacto  el  hecho  en  que  se  funda 
una  escepcion  de  incompetencia,  de  no  estar  de  tumo  el 
Juez  ante  quien  se  demanda,  la  escepcion  debe  ser  recha- 
zada con  costas. 

Caso.  —  El  Procurador  de  la  Municipalidad  de  Buenos  Ai- 
res, demandó  ante  el  Juez  de  Sección  Dr.  ügarriza,  en  Julio 
de  1874,  á  D.  Juan  B.  Cotta,  la  suma  de  450,000  fi  m/c. 
por  daños  y  perjuicios  provenientes  de  falta  de  cumplimien- 
to i  un  contrato  de  locación. 

Corrido  traslado,  Cotta  promovió  artículo  de  previo  pro- 
nunciamiento. 

Dijo,  que  la  jurisdicción  permanente  del  Juzgado  era  la 
criminal,  no  debiendo  entender  en  otros  asuntos  civiles  que 
en  los  que  se  iniciaran  en  los  meses  que  estuviese  de 
tumo. 

Que  habiendo  estado  de  turno  en  el  mes  de  Julio  en  que 
se  inició  la  demanda,  el  Juez  en  lo  Mercantil  Dr.  Albar- 
racin,  puesto  que  el  Dr.  TJgarriza  lo  estuvo  en  Diciembre 
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y  Abril,  debía  este  declararse  incompetente  y  pasar  los  autos 
á  aquel. 

Que  otro  tanto  debe  decirse  del  Secretario  Munita,  que 
es  escribano  solo  para  lo  Criminal  y  no  para  lo  Civil  y  Mer- 
cantil. 

Que  la  segunda  escepcion  que  opone  para  no  contestar, 
es,  que  la  Municipalidad  no  podia  intentar  este  juicio,  por 
haber  antes  desistido  de  otro  que  en  razón  de  los  mismos 
hechos  inició,  cuyo  desistimiento  importa  renunciar  á  los 
derechos  que  hubiese  podido  tener  en  virtud  de  los  contratos 
invocados  por  ella. 

Corrido  traslado  del  artículo,  el  Procurador  Municipal  pi- 
dió se  rechazara  este  con  espresa  condenación  en  costas. 

Dijo,  que  la  escepcion  de  declinatoria  y  la  fundada  en  el 
desistimiento  de  la  Municipalidad  en  juicio  anterior,  eran 
contradictorias,  porque  un  Juez  incompetente,  al  declarar 
la  renuncia,  dictarla  una  sentencia  nula. 

Que  las  escepciones  se  han  deducido  después  de  trascur- 
ridos los  9  dias  que  señala  el  artículo  72  de  la  Ley  de  Pro- 
cedimientos, por  lo  que  no  han  podido  admitirse. 

Que  la  demanda  de  la  Municipalidad  es  por  daños  y  per- 
juicios resultantes  de  un  delito,  por  lo  que,  en  la  hipótesis 
de  que  el  Juez  no  hubiese  estado  de  turno,  siempre  habria 
sido  competente. 

Que  los  turnos  han  sido  establecidos  en  beneficio  de  los 
jueces,  consultando  la  mejor  administración  de  justicia,  y  no 
en  beneficio  de  los  litigantes,  por  lo  que  estos  no  pueden 
fundar  en  el  turno  una  escepcion  de  incompetencia,  cuando 
el  Juez,  que  habria  podido  escusarse,  acepta  la  causa. 

Que  no  es  exacto  que  la  Municipalidad  hubiese  renun- 
ciado ninguno  de  sus  derechos  contra  Cotta. 

Que  lo  único  que  ha  hecho  es  cambiar  la  forma  de  la  de- 
manda, antes  de  ser  contestada,  en  virtud  del  derecho  que 
T.  vm  4. 
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le  acuerda  la  Ley  de  Procedimientos.  Que  tampoco  habría 
podido  hacerse  esa  renuncia,  porque  no  está  en  las  facul- 
tades de  los  Municipales  ni  del  Procurador. 


Pullo  ^el  Jíaea  de  Sección. 


Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  1í375. 

Y  vistos :  resultando  que  este  Juzgado  estaba  en  turno 
en  el  mes  de  Agosto,  cuando  fué  iniciada  esta  causa,  no  ha 
lugar  á  la  escepcion  deducida  por  la  parte  de  Di  Juan  B. 
Cotta  6  intímesele  conteste  derechamente  la  demanda  dentro 
del  término  legal;  j  pót  lo  que  relspeCta  al  precedente  es- 
crito, hágase  saber  á  la  parte  de  la  Municipalidad,  el  deber 
en  que  está  de  guardar  la  circunspección  y  el  decoro  de- 
bido. 

Ugarriza, 

Notificado  Cotta,  interpuso  los  recursos  de  apelación  y 
nulidad,  fundando  esta  en  que  se  le  manda  contestar  la 
demanda  sin  que  el  Juez  hubiese  resuelto  una  de  las  dos 
escepciones  opuestas,  la  del  desistimiento,  y  en  que  ha- 
biendo estado  el  Juez,  de  turno  en  el  mes  de  Agosto,  como 
se  reconoce  por  el  auto,  no  ha  podido  estarlo  en  Julio,  en 
que  se  inició  la  causa,  lo  cual  lejos  de  fundar  la  competen- 
cia, funda  la  incompetencia. 

El  Juez  de  Sección  aclaró  su  atito  anterior,  diciendo  que, 
por  error  de  copia  se  habia  puesto  Agosto  en  rez  de  Julio, 
que  fué  cuando  estuvo  de  turno,  y  concedió  la  apelación  en 
relación. 


» • 
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Ffillo  Ac  1». Suprema  Oorte* 


I     I 


Buenos  Aires,  Noviembre  13  de  1875. 

í  ^  •  . 

.  yistos:  cQjQL.  ja  rectificación  hecha  en  el  auto  de  foja  vein- 
tinueve vuelta,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de 
faja  veintiunsf,  y  satisfechas  las  4e  la  instancia  y  repuestos 
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los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS.  -^  J.  B.  GOROS- 
TIAGA. 


CAVSA  CXIII. 


D.  Manuel  Pinto  contra  las  Compañías  anónimas  de  Segu- 
guros  «Lancashire  insuranco),  y  «London  and  Lancashire», 
sobre  cumplimiento  de  contrato  de  seguro. 


Stmario.  —  1**  El  incendio  se  presume  inculpable  por  par- 
te del  asegurado. 

2^  Elva^pr  de  la  cosa  asegurada  se  presume  ser  el  fijado 
en  la  póliza. 


4 
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S"*  Los  aseguradores  son  admitidos  á  la  prueba  contraria, 
cuando  dicho  valor  no  haja  sido  fijado  por  peritos,  ó  ale- 
guen fraude  en  la  declaración  del  asegurado  respecto  de  él. 

4®  El  falso  precio  de  las  cosas  perdidas  no  anula  el  se- 
guro, ni  exime  á  los  asegurados  del  pago  del  verdadero. 

5^  £1  precio  no  objetado  en  la  contestación  se  presume 
exacto. 

6''  No  ha  lugar  á  su  reducción  por  error  ó  fraude,  si  del 
balance  practicado  resulta  solo  una  diferencia  de  3  por  cien- 
to, que  por  otra  parte  tenga  esplicacion  razonable. 

7^  Hecha  la  relación  del  siniestro  y  diligencias  practica- 
das por  el  asegurado  en  cumplimiento  de  sus  obligaciones, 
deben  confesarse  ó  negarse  categóricamente  los  hechos  por 
los  aseguradores. 

8^  La  contestación  de  que  pocos  ó  ninguno  de  los  hechos 
son  ciertos,  constituye  una  respuesta  evasiva  é  importa  con- 
fesión. 

9^  Las  sociedades  de  seguros  que  no  son  mutuas,  son  con- 
sideradas como  personas  jurídicas  en  igualdad  de  condicio- 
nes legales,  como  los   simples  particulares. 

10.  Ellas,  como  estas,  no  pueden  sustraerse  á  las  dispo- 

« 

siciones  imperativas  6  prohibitivas  que  rigen  la  materia  de 
seguros,  y  el  pacto  en  contra  se  tiene  por  no  escrito. 

12.  Tal  es  la  disposición  que  autoriza  al  Juez  para  de- 
ferir al  juramento  del  asegurado  el  precio  cierto  de  las  co- 
sas muebles  incendiadas  en  defecto  de  pruebas  positivas. 

13.  La  cláusula  de  la  póliza  de  deber  el  asegurado  acom- 
pañar su  reclamo  por  perjuicios  con  pruebas  razonables,  es 
ampliativa,  y  no  restrictiva  de  los  medios  de  prueba. 

14.  Alegado  por  el  asegurado  el  incendio  de  los  libros,  es 
razonable  la  prueba  testimonial,  máxime  cuando  la  existen- 
cia de  las  cosas  incendiadas  tiene  un  principio  de  prueba 
por  escrito. 
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15.  £1  demandado  que  no  prueba  sus  escepciones  debe  ser 
condenado  en  costas. 

16.  Existiendo  precedentes  bastantes  para  autorizar  el  es- 
clarecimiento del  cohecho  de  un  testigo,  deben  ser  pasados 
al  Juez  del  Crimen. 

Caso.  —  El  22  de  Marzo  de  1874,  se  incendió  el  almacén 
de  la  calle  Bolívar,  esquina  con  la  de  Méjico,  de  propiedad 
de  D.  Manuel  Pinto,  portugués. 

Dicho  almacén  estaba  asegurado  por  ocho  mil  pesos  fuer- 
tes en  la  Compañía  anónima  Lancashire  Insurance,  y  por 
cinco  mil  pesos  fuertes  en  la  London  and  Lancashire, 

Pinto  presentó  la  relación  jurada  del  siniestro,  de  las  di- 
ligencias hechas  por  él  para  salvar  los  efectos  y  demás  pre- 
vistas en  las  pólizas,  y  manifestando  que  los  libros  se  ha- 
bian  perdido  durante  el  incendio,  pidió  que  las  Compañías 
le  abonaran  el  precio  de  las  cosas  incendiadas,  con  intereses 
y  costas. 

Acompañó  á  la  demanda  la  nota  de  los  efectos  existentes 
en  el  almacén  en  el  momento  del  incendio,  cuyo  precio  as- 
cendia  á  la  suma  de   322,873  pesos  moneda  corriente. 

La  contestación,  y  las  pruebas  producidas  en  la  causa  se 
hallan  espuestas  en  el 


l*»llo  del  Jíues  de  Heeelon. 


Buenos  Aires ,  Julio  30  de  1875. 

Vistos  estos  autos  promovidos  por  D.  M.  T.  Pinto,  con- 
tra las  compañías  de  seguros  « London  and  Lancashire »  y 
€  Lancashire  Insurance^,  por  indemnización  de  la  pérdida 
por  incendio  del  almacén  esquina  Méjico  y  Bolívar  y  de  que 
resalta : 
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1**  Que  en  24  de  Febrero  de  1874;  Pinto  aseguTÓ  en  la 
compañía  Lancashire  Insurance,  un  almacén  de  comestibles 
y  bebidas  por  mayor  y  menor,  situado  en  la  esquina  de 
Bolívar  y  Méjico  números  168  y  165  sobre  la  primera,  y  84 
y  86  sobre  la  segunda,  por  un  valor  de  ocho  mil  patacones 
(póliza  de  foja  30  y  con  posteridad  en  la  «London  and  Lan- 
cashire »9  en  fecha  4  de  Abril  del  mismo  año,  aseguró  el  mismo 
almacén  por  cinco  mil  pesos  fuertes  también  por  un  año  (pó- 
liza de  f.  29),  dando  noticia  á  las  dos  compañías  de  los  dos  se- 
guros, según  las  notas  que  se  hallan  estendidas  en  las  dos 
referidas  pólizas. 

2^  Que  en  la  madrugada  del  22  de  Mayo  del  mismo  año,  el 
almacén  se  incendió,  y  habiendo  sido  devorados  por  las  llamas 
la  mayor  parte  de  los  efectos,  perdiéndose  el  resto  por  des- 
trucción para  estinguir  el  incendio  ó  por  robos  cometidos 
durante  el  sinies  tro,  Pinto  se  presentó  á  los  aseguradores 
á  reclamar  la  indemnización  acordada  en  las  pólizas,  y  como 
estos  le  ezijieran  comprobantes  de  haber  tenido  un  valor  igual 
6  mayor  del  asegurado  les  presentó  la  relación  jurada  que 
corre  de  foja  1  á  foja  10,  por  la  que  resultaba  una  existen- 
cia de  322.872  pesos  moneda  corriente,  antes  del  incendio, 
escusándose  de  no  presentar  los  libros  por  habérseles  robado 
ó  estraviado  en  el  momento  del  siniestro,  lo  que  pretendió 
acreditar  con  las  cartas  de  fojas  41    á  52. 

3®  Que  no  habiendo  con  estos  antecedentes  logrado  de  las 
compañías  la  indemnización  que  le  era  debida,  Pinto  las  de- 
manda judicialmente  por  la  suma  total,  por  cuanto  habia  he- 
cho abandono  de  los  restos  salvados  á  los  aseguradores,  y  ha- 
bia cumplido  con  darles  el  aviso  oportuno  y  nó  omitió  esfuerzos 
para  estinguir  el  incendio  del  que  dá  los  pormenores  sin 
fijarse  causa  conocida,  pero  protestando  áerle  desconocida  y 
en  manera  alguna  culpable  del  siniestro. 

4^  Corrido  traslado  de  la  demanda,  las  compañías  asegura- 
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doras,  se  niegan  á  pagar,  alegando  que  hay  «  vehementísimas 
presunciones  de  falsedad  y  fraude  encías  defclaraciones  y 
hechos  del  asegurado  »,  que  Pinto  debe  probar  el  siniestro  y 
la  existencia  de  las  cosas  aseguradas,  qué  las  cuentas  presen- 
tadas no  tienen  comprobantes  fehacientes.,  y  por  ultima  que 
Pinto  ha  tratado  con  lo  sucedido  de  defraudar  á  las  bompa- 
ñías  deshaciéndose  por  medio  del  fuego  de  un  mal  negocio,  y 
cometiendo  otros  fraudes  punibles  y  reprobados. 

5^  £1  juagado,  en  este  estado  recibió  la  causa  á  prueba  — 
1**' sobre  si  el  incendio  fué  casual  ó  producido  por  culpa  grave 
del  dueño  del  almacén  6  personas  á  su  servicio  ; — 2°  si  en  la 
noche  del  incendio  dormid  uil  dependiente  en  el  almacén. in- 
cendiado; — 3^  si  los  libros  de  comercio  de  la  casa  fueron  sus- 
traídos ó  quemados;  — 4^  las  falsedades  ó  fraudes  de  las  cuen- 
tas de  fojas  1  á  10;  —  5*  quienes  pidieron  y  aceptaron  la  guardia 
del  almacén  incendiado  por  los  gendarmes  de  policia;  — ^^6*  exis- 
tencias del  almacén  y  su  valor,  antes  del  incendio. 

6°  Que  á  este  objeto^  se  han  producido  por  los  aseguradores 
la  inspección  ocular  de  foja  42  del  primer  espediente  acompa- 
ñado, el  informe  pericial  de  foja  523,  el  inventario  de  las 
existencias  del  almacén  después  del  incendio  de  foja  165,  in- 
forme del  ingeniero  sobre  la  casa,  de  foja  533 ;  el  espediente 
de  ejecución  de  MagUoni  contra  Pinto,  una  información  ad- 
/)6rpe<uan  ¿  foja  540,  posiciones  al  demandante  de  foja  267  y 
foja  353  y  las  d^eclaracioubs^de  los  testigos  'Martínez.  Giimá, 
Ramón  Goms^alez,  Pedro  Demaria,  Anastasio  Goelho,  Juan 
Arechedetté,  Adrián  Barran,  María  Duelo,  Manuel  X)arballo, 
Domingo  Feíreira,  Jayme  Llavallol,  Juan  Maglioni,  Severo 
Hetrera,  Rufino  Espíndola,  é  Ignacio  Planes^  cuyas:  dedüara- 
ciones.  ú(jfíten  á€  fojas  273  á  354  del  espediente  principal ; 
y^  por  parte  del  demandante  Pinto,  el  Balance  de  foja  496, 
informe  de  la  Bol£ía  de  foja/  490,  espediente  de  Pinto  con  Pedrp 
Dehiaria,  verificación  do  las  cuentas  acompañadas  por  el  ac^ 
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tuario  de  fojas  406  á  419,  reconocimiento  de  firmas  de  las 
cuentas  de  fojas  78  á  120  y  de  fojas  202  á  foja  206,  posicio- 
nes al  gerente  Moore  de  foja  463  y  declaraciones  de  los  testi- 
gos Liborio  Teran,  Francisco  Suarez,  Alberto  Garrós,  Pedro 
Albín,  Feliz  Oaray,  Mateo  Farinol,  Francisco  Alboy,  Serafín 
Elia,  José  Fezo,  Jnan  Carballo,  Tomás  Olmos,  Juan  Dufau, 
Juan  Maglioní,  Juan  Darancette,  Carlos  Quirno,  Juan  Diaz, 
Samuel  Beltran,  Marcelino  Pérez,  Juan  Carneíro,  Luis  Ga- 
purro,  Justiniano  Salvañach,  Juan  Larrudé,  Félix  Dufour,  y 
Emilio  Billiat,  cuyas  declaraciones  corren  de  fojas  356  i 
461. 

7®  Que  de  los  testigos  presentados  por  los  aseguradores  han 
sido  tachados  Martínez  Juma  y  Pedro  Domaría  por  tener 
pleito  pendiente  con  el  primero  y  enemistad  mortal  con  los 
dos,  habiendo  tenido  también  pleito  contra  Demaría  en  que 
este  fué  condenado ;  y  se  halla  comprobado  el  pleito  contra 
Gumá  en  la  nota  del  Sr.  Juez  de  Comercio  de  foja  ,  donde 
dice  nó  remitirlo  por  nó  estar  en  estado,  y  él  con  Demaria  con 
el  segundo  acompañado,  y  el  odio  profundo  y  enemistad  ca- 
pital, con  las  declaraciones  de  los  testigos  José  Figo  f.  387 
y  Juan  Carballo  f.  389  á  quienes  González  no  solo  afirmó 
que  habia  recibido  dinero  para  declarar  contra  Pinto,  sino 
que  incitó  á  que  lo  hicieran  como  él;  y  las  de  los  testigos 
Samuel  Beltran  f.  431  y  Juan  Diaz  f.  428  que  le  oyeron 
decir  también  lo  mismo  con  mas  la  circunstancia  de  que  se 
le  daria  mas  dinero  luego  que  hubiesen  declarado. 

9^  Que  ha  sido  tachado  igualmente,  y  por  perjuro,  el  tes- 
tigo de  los  aseguradores  Manuel  Carballo;  pues  habiendo  afir- 
mado que  Pinto  estuvo  con  él  en  dos  de  Febrero  i  las  siete 
de  la  noche  á  recordarle  que  como  masón  no  jurara  y  con- 
téstase negativamente  á  todo  lo  que  se  preguntase  en  este 
juicio,  el  demandante  ha  probado  la  coartada  ó  sea  que  el 
dos  de  Febrero  estuvo  con  el  Sr.  Salvañach  y  Larrudé  des* 
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de  las  cinco  de  la  tarde  hasta  las  ocho  y  medía  cuando  me- 
nos,  sin  separarse  de  ellos  según  los  testimonios  contestes 
de  estos  señores  de  fojas  448  y  454. 

10.  Que  ha  sido  tachada  igualmente  la  información  ad 
perpetúan  rendida  por  el  Sr.  Saunders  y  se  halla  estable- 
cido que  este  testigo  no  ha  podido  decir  que  no  estaba  in- 
teresado en  la  causa  cuando  era  el  gerente  de  otra  compañía 
de  seguros,  que  estaba  en  las  mismas  condiciones  de  la  que 
lo  presentaba  como  tal,  y  se  vé  por  las  pólizas  respectivas, 
que  no  solo  tenia  esta  noticia  sino  que  el  mismo  Saunders 
había  firmado  por  la  Compañía  que  regentea ; 

T  considerando :  1"*  Que  el  asegurador,  en  los  seguros  con- 
tra incendio,  responde  de  los  daños  causados  por  este  hecho, 
sea  cual  fuere  la  causa  que  lo  haya  producido,  á  no  ser  que 
se  pruebe  que  c  el  incendio  fué  debido  á  culpa  grave  del 
mismo  asegurado »  (art.  685  Código  de  Comercio) ;  de  que 
claramente  se  desprende  que  esta  prueba  tiene  que  ser  ren- 
dida por  el  asegurador  y  nó  por  el  asegurado,  como  han 
pretendido  las  compañías  demandadas;  y  porque  además, 
como  excepción,  cor-  responde  su  prueba  al  que  la  alega, 
y  también  porque,  tratando  de  hacerse  valer  la  culpa,  solo 
puede  establecerla  aquel  á  quien  aprovecha ; 

^  Que  en  este  sentido  las  Compañías  debieron  probar  que 
el  incendio  del  almacén  de  Pinto  fué  producido  por  culpa 
grave  de  éste  ó  de  los  que  lo  representan  (incido  S^  del 
artículo  639,  Código  citado),  y  á  este  respecto  han  preten- 
dido probar :  1^  que  ya  antes  de  este  siniestro  pretendió 
incendiar  otro  almacén  que  tuvo  asegurado  en  el  Paseo  de 
Julio ;  2^  que  pocos  días  antes  del  incendio  abrió  en  el  techo 
del  galpón  una  ventanilla  por  la  que  podía  por  las  azoteas 
venir  desde  su  casa;  y  3",  que  había  hecho  poner  leña 
bajo  las  pipas,  hechos  que  ligados  hubieran  constituido  una 
presunción ; 


50  FALLOS  Mí  hk  SUPMMA  CORTE 

3"  Que  no  han  probado  lo  primero,  ó  sea  los  propósitos 
incendiarios,  pues  los  testigos  presentados  por  las  mismas 
Compañías,  señores  Llavallol  y  Flanes,  á  fojas  329  y  350, 
han  declarado  que  no  solo  no  les  constaba  el  propósito  de 
incendiar  ese  almacén  (el  del  Paseo  de  Julio),  sino  que  ni 
el  primero,  al  pedir  su  casa  almacén,  lo  habia  hecho  por 
ese  temor,  ni  el  señor  Planes  habia  procedido  á  la  anula- 
ción del  seguro  sobre  ese  negocio,  sino  &  solicitud  de  Pinto; 
ni  lo  segundo,  ó  sea  que  Pinto  pudo  comunicarse  por  la 
Tentanilla  desde  la  azotea  y  poner  el  fuego  el  galpón ;  pues 
de  la  existencia  de  la  ventana  en  el  techo  del  galpón,  de- 
clara solo  Ferreira,  testigo  singular  y  por  tanto  sin  valor 
alguno,  mientras  deponen  en  contrario  D.  Juan  Maglione  á 
f.  339,  dueño  de  la  casa,  que  dice  que  el  galpón  estaba 
completamente  cubierto  y  cerrado  por  el  techo;  Joan  Da- 
rancette,  f.  402  vuelta,  que  habiendo  hecho  las  reparaciones 
de  la  casa,  declara  no  tener  ésta  mas  que  las  comunicaciones 
á  la  calle,  y  lo  afirman  los  vecinos  Garres  y  Albin,  f.  364 
y  367 ;  y  los  testigos  Garay,  Farinal  y  Quirno,  comensales 
ordinarios  del  almacén ;  por  lo  que  no  solo  resulta  impro- 
bado el  hecho,  sino  una  prueba  completa  en  contrario;  ni 
se  ha  probado  finalmente  el  tercer  hecho  enumerado  en  el 
anterior  considerando,  de  que  se  habia  puesto  por  Pinto 
leña  en  los  huecos  de  los  cascos  y  pipas  del  galpón ;.  pues 
el  único  testigo  citado  Domingo  Ferreira,  á  mas  de  ser 
singular  en  la  declaración,  niega  el  ihecho  >  de  haber  puesto 
la  leña  en  esa  forma,  diciendo  que  es  verdad  que  b^ó  leña 
del  altillo  y  que  puso  una  parte  en  un  rincón  frente  á  la 
letrina,  otra  en  unas  barricas  vacías,  y  la  otra  encima  de 
las  pipas;  é  interrogado  por  Pinto  deja  ver  que  por  leña 
entiende  decir  aquí  las  tablas,  arcos  y  duelas  sueltas  que 
hay  en  los  almacenes ;  pero  nó  precisamente  el  combustible 
que  ordinariamente  se  usa  para  el  fuego ; 
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4"  Que  aunque  una  vez  fijado  el  valor  de  la  cosa  asegu- 
rada, como  en  el  caso  ocurrente  (artículo  660),  debe  estarse 
y  pasarse  por  él,  por  tener  á  su  favor  la  presunción  legal 
de  ser  verdadero,  por  el  artículo  661  y  siguientes  se  per- 
mite la  prueba  contra  esa  declaración  del  valor  de  los  efectos 
asegurados,  cuando  no  ha  sido  fijado  por  peritos,  6  el  ase- 
gurado ha  procedido  con  fraude  en  su  declaración,  esa  prueba 
incumbe  al  asegurador,  como  que  es  el  beneficiado,  y  por 
tanto  son  las  Compañías  y  nó  Pinto  quien  en  este  juicio 
han  bebido  probar  el  cuarto  punto  del  auto  de  prueba  sobre 
falsedad  ó  fraude  en  las  existencias  del  almacén,  antes  del 
incendio,  como  lo  han  alegado,  sin  lo  que,  en  el  caso  ocur- 
rente de  seguros  de  cosas  muebles  6  mercancías,  el  tribuna^ 
podrá  deferir  al  juramento  del  asegurado  en  caso  de  in- 
cendio (artículo  684  Código  de  Comercio)  y  estas  pruebas 
dfe  fraude  deben  ser  muy  claras,  ex  indicü  perspicuis,  como 
lo  sienta  el  Dr.  Tejedor  en  su  obra  «Derecho  Mercantil», 
tomo  2^  N^  344. 

5®  Que  las  Compañias  aseguradoras  han  pretendido  esta- 
blecer, contra  el  valor  reconocido  en  las  pólizas :  1^  que  el 
local  del  almacén  y  depósitos  de  los  efectos  asegurados  no 
tenían  capacidad  para  contener  los  efectos  consignados  en 
la  cuenta  jurada  de  las  existencias ;  pero  se  ha  probado  lo 
contrario  por  el  informe  pericial  de  f.  523,  solicitado  por 
los  aseguradores,  en  el  cual,  contestando  á  este  punto,  los 
peritos  afirman  que  hay  mas  de  la  capacidad  necesaria,  lo 
que  fundan  tanto  en  la  medición  del  espacio  de  la  trastienda 
y  galpón,  y  el  que  ocuparian  las  vasijas,  como  en  la  compa- 
ración con  otros  depósitos  de  menor  capacidad,  que  reco- 
nocen haber  contenido  mayor  cantidad  de  mercaderías  que 
las  contenidas  en  la  cuenta ; 

'6^  Que  al  mismo  fin  han  pretendido  probar  que  Pintos 
llenaba  cascos  con  agua,  y  cajones  con  paja  6  aserrín  que 
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estaban  acondicionados  para  simular  existencias,  y  que  á 
este  efecto  habia  traido  del  almacén  Paseo  de  Julio  algunas 
carradas  de  cascos  y  cajones  vacíos ;  pero  á  mas  de  resultar 
que  este  último  hecho  no  tiene  apoyo  ninguno  por  parte 
de  los  aseguradores,  desde  que  se  admita  la  tacha  contra  el 
testigo  Demaría,  que  es  el  único  singular  que  lo  afirma, 
tiene  en  su  contra  el  del  testigo  Juan  Dufour,  f.  395,  quien 
afirma  que,  como  carrero  que  fué  empleado  por  Pinto  para 
trasladar  las  existencias  del  almacén  del  Paseo  de  Julio,  no 
solo  no  llevó  cascos  y  cajones  vacíos  al  de  Bolívar,  sino 
que  de  éste  como  de  aquel  llevó  los  que  hablan,  &  la  calle 
de  Rivadavia;  y  en  cuanto  al  hecho  de  estivar  con  agua 
los  cascos  y  llenar  los  cajones  con  paja,  no  hay  tampoco 
mas  declaración  válida  que  la  de  Ferreira  en  contra  de  la 
de  Coelho  que  las  negó,  que  declaró  que  con  él  llenó  dos 
cuarterolas  de  agua;  y  en  cuanto  á  los  cajones,  que  una 
vez  abiertos  y  estraido  su  contenido  para  la  venta,  se  cer- 
raban con  la  paja  ó  aserrín  que  contenían  y  se  estivaban, 
sin  que  haya  uno  solo,  aun  de  los  testigos  tachados  que 
deponen  sobre  ésto,  que  afirme  la  intención  ó  propósito  de 
simular  existencias,  y  antes  por  el  contrario  sea  de  presu- 
mirse que  es  la  forma  ordinaria  como  se  tiene  en  depósito 
hasta  su  venta,  los  cascos  y  cajones  vacíos,  como  se  vio  en 
la  inspección  ocular  y  se  hace  necesario  para  el  orden  y 
mejor  espendio  de  esas  vacijas; 

7^  Que  al  mismo  fin  han  querido  probar  que  Pinto  no 
pudo  tener  mas  existencias  que  las  del  almacén  comprado 
á  Martínez  Gumá,  y  que  no  contando  con  fondos  debia 
tenerse  por  falsa  la  cuenta  jurada  de  f .  1  ;  pero  por  las 
declaraciones  de  Dufau,  f.  395,  Farinal,  f.  377,  y  Garay, 
f.  371,  se  comprueba  que  Pinto  trajo  á  su  almacén  de  la 
calle  de  Bolívar  siete  ú  ocho  carradas  de  mercaderías  en 
carros  de  mudanzas,  y  por  la  declaración  y  carta  del  testigo 
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Llavallol,  de  f.  329,  presentada  por  los  aseguradores,  se 
prueba  igualmente  que  Pinto  tuvo  en  depósito  y  recibió  del 
Banco  de  la  Provincia,  después  de  vender  su  almacén  del 
Paseo  de  Julio,  la  suma  de  18,000  jjf  ™/c,  todo  lo  que  es 
bastante  para  desvirtuar  la  aseveración  de  los  aseguradores, 
que  no  iiñporta  sino  una  presunción; 

8^  Que  no  constando  de  las  cuentas  de  compra  presentadas 
por  Pinto,  justificado  el  número  de  cascos,  de  líquidos  designa- 
dos que  figuran  en  su  cuenta  jurada,  alegaron,  con  el  objeto  di- 
cho de  establecer  la  falsedad  de  la  misma,  que  era  falso  que  los 
almacenes  al  por  menor  acostumbrasen  comprar  pacotillas  de 
vino  que  traen  los  capitanes  marineros  ó  pasageros  de  ultra- 
mar, modo  de  compras  á  que  Pinto,  decia  haber  ocurrido; 
pero  el  demandante  ha  probado  plenamente,  con  los  testigos 
Carneiro  f.  439,  Capurro  f.  445,  Billiar  f.  458,  Dufour  f.  456, 
7  Larrudé  f.  454  que  no  solo  vienen  esas  pacotillas,  sino  que 
se  venden  al  contado  á  los  almaceneros  y  demás  revendedores, 
por  precios  mas  baratos  que  los  que  se  piden  en  los  almacenes 
por  mayor,  y  por  tanto  que  hay  una  verdadera  conveniencia 
en  esa  clase  de  compras  y  que  Pinto  se  ha  surtido  por  ese 
medio,  y  con  esas  ventajas. 

9**  Que  siendo  los  libros  el  primero  y  mejor  comprobante  de 
las  existencias,  y  existiendo  estos  en  poder  de  Pinto  y  no  ha- 
biéndolos presentado,  era  de  presumirse  la  falsedad  de  la 
cuenta  jurada,  máxime  cuando  era  Pinto  un  hombre  de  mala 
fé,  pretendieron  probar  los  aseguradores ;  con  que  al  mismo 
tiempo  desvirtuaban  el  valor  jurídico  de  las  cuentas  con  ju- 
ramento, que  solo  es  admisible  en  defecto  ó  por  insuficien- 
cia de  otras  pruebas,  y  á  este  efecto  presentaron  á  María 
Duelo  f.  que  dijo  le  oyó  á  González  qué  él,  por  orden 
de  Pinto,  llevó  esos  libros  á  la  mujer  de  este,  á  González, 
testigo  tachado,  que  niega  lo  dicho  por  la  Duelo  y  que  solo 
presume  que  Pinto  pudo  salvar  los  libros  y  oyó  decir  que  los 
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había  llevado  á  la  casa  inmediata  á  la  de  su  habitación  ( la 
que  por  tanto  deja  sin  mérito  alguno  la  declaraoion  de  la 
Dudó )  y  finalmente  á  D.  Severo  Herrera  dueño  de  la  casa 
contigua  á  la  habitación  de  Pinto,  que  declara  haber  recibido 
en  depósito,  en  la  noche  del  incendio,  un  atado  de  libros 
al  parecer  de  comercio  y  una  caja  de  lata  con  papeles  que 
recojieron  el  dia  siguiente  de  casa  de  Pinto ;  pero  contra 
esta  declaración,  el  demandante,  presentando  al  Sr.  Herrera 
los  seis  libros  y  caja  de  lata  depositados  en  este  juzgado, 
repreguntó  si  era  aquel  el  lio  de  libros  y  caja  de  lata  á  que 
se  referia,  á  la  que  [el  testigo  «  contestó  que  por  su  aparien- 
cia creia  que  los  libros  eran  los  mismos  y  que  estaba  cierto 
de  que  la  caja  lo  era  »  y  no  siendo  los  depositados  los  libros 
del  almacén,  ni  habiendo  el  testigo  por  otra  parte  asegurado 
que  los  tuvo  en  depósito  lo  fueran,  quedaba  desvanecida  toda 
presunción,  mayormente  cuando  los  testigos  Teran,  f.  356  y 
Farinal  f.  376,  confirmaron  que  el  escritorio  y  sus  papeles 
fueron  arrojados  á  la  calle,  y  Garay  f.  371  dice  que 
vio  una  persona  con  resmas  de  papel  y  libros  al  parecer 
de  comercio,  tomados  de  esos  objetos  arrojados  del  escritorio, 
tomar  por  la  calle  de  Bolívar,  lo  que  se  confirma  por  la 
carta  de  D.  Salvador  López,  f .  42,  en  que  se  asevera  lo  mismo 
que  declara  Garay,  carta  cuya  firma  aunque  no  está  reco- 
nocida, no  ha  sido  negada  su  autenticidad,  en  la  contestación 
á  la  demanda,  quedando  asi  establecido  el  robo  de  los  libros 
y  no  ser  estos  los  que  se  depositaron  en  casa  de  Herrera ; 
pues  los  testigos  y  documentos  mencionados  hablan  de  que 
los  libros  recojidos  del  escritorio  fueron  llevados  por  la  calle 
de  Bolívar  en  dirección  al  Sud ;  mientras  que  la  casa  de 
Herrera  se  hallaba  al  poniente  del  almacén  incendiado,  y  en 
cuanto  á  la  mala  fé  que  los  aseguradores  atribulan  á  Pinto, 
se  ha  producido  el  testimonio  de  oido  de  Coelho  á  f.  288 
7  el  del  testigo  tachado  Carballo  á  f.  817  que  dice  que  m 
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algunos  negocios  obraba  de  mala  fé  y  que  no  le  constaba 
que  todos  los  libros  de  Pinto  fueran  llevados  con  exactitud, 
por  haber  presenciado  reclamos  por  cuentas;  pero  á  mas  de 
la  tacha,  es  una  declaración  singular  é  indeterminada  y  por 
tanto  inadmisible  y  en  lo  que  tiene  de  precisa  no  importa 
sino  reconocer  errores  que,  si  no  son  comunes,  son  fáciles 
y  posibles  en  la  contabilidad ;  mientras  que  militan  contra 
esta  presunción  las  declaraciones  de  los  testigos  Barran 
f.  298,  Billiat  f.  458,  Carneiro  f.  439,  Garay  f.  424,  Fa- 
rinol  f.  434,  Pérez  f.  436,  Maglioni  f.  399,  Quirno  f.  420, 
Capurro  f.  443  y  Salvañach  f.  448  y  otros,  que  aseguran 
que  habiendo  tenido  relaciones  comerciales  ó  sociales  con 
Pinto,  jamas  tuvieron  ocasión  de  sospechar  de  este  mala  fé, 
y  antes  por  el  contrario  cumplió  con  fidelidad  con  los  de- 
beres que  para  con  ellos  tenia;  y  cuando  por  otra  parte, 
siendo  un  principio  de  jurisprudencia  que  todo  hombre  se 
reputa  honrado  hasta  que  no  se  le  pruebe  lo  contrario,  no 
es  con  presunciones  privadas  que  pueda  desvirtuarse  la  pre- 
sunción legal  de  la  honradez. 

10.  Que  aunque  el  falso  precio  de  los  efectos  asegurados 
no  exonera  a  los  aseguradores  del  pago  del  precio  verdadero, 
ni  anula  el  seguro  ( Inc.  2^  del  art.  661  del  Código  de  Co- 
mercio), es  álos  aseguradores  que  incumbe  probar  el  verda- 
dero, y  no  lo  han  hecho  en  el  caso  ocurrente  las  compañías 
aseguradoras,  como  lo  han  pretendido  ;  antes  por  el  contrario 
el  asegurado  Pinto  ha  probado  con  el  balance  del  balanceador 
público  Arechavala  de  f.  496,  que  entre  el  valor  de  los 
efectos  de  la  cuenta  jurada  de  f .  1  y  el  que  él  estima  para 
los  mismos  efectos,  solo  hay  una  diferencia  de  ocho  mil 
y  pico  de  pesos,  lo  que  con  relación  al  valor  declarado 
de  322.872  jjf  m/c,  no  alcanza  á  un  3%  de  diferencia;  y 
cuando  por  el  art.  652,  Código  de  Comercio,  se  permite  sin 
ser  sospechado  de  fraudulento,  una  avaluación  de  los  efec- 
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tos  asegurados  que  no  exedan  del  25  V©  de  su  verdadero  valor, 
precios  que  por  otra  parte  no  han  sido  tachados  de  excecivos, 
y  se  confirman  con  los  precios  corrientes  remitidos  por  la 
Bolsa  de  Comercio  á  f.  490,  teniendo  en  consideración  que 
los  mayoritas,  de  que  se  surten  las  casas  al  menudeo,  las 
recargan  con  sus  ganancias  para  revenderlas,  como  se  reco- 
noce en  el  mencionado  informe  de  la  Bolsa  de  Comercio,  todo 
lo  que  se  halla  confirmado  además  por  el  informe  pericial 
ofrecido  por  los  mismos  demandados,  cuando  los  peritos  con- 
testando al  4^  punto  del  informe,  dicen  que  creen  arreglados 
esos  precios  á  los  que  tenian  los  efectos  en  el  momento  del 
incendio,  á  lo  que  es  de  agregarse  que,  no  habiendo  sido 
contradichos  en  la  demanda,  quedaron  implícitamente  reco- 
nocidos por  los  demandados,  de  conformidad  á  lo  prescrito 
en  el  artículo  86  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 

11.  Que  no  solo  no  han  justificado  los  demandados  las 
escepciones  alegadas,  como  han  debido  hacerlo,  sino  que  el 
asegurado  ha  comprobado  haber  cumplido  sus  obligaciones  de 
asegurado  impuestas  por  la  ley  y  por  la  póliza:  1®  Denun- 
ciando la  existencia  de  un  horno  vecino  al  almacén  y  ha- 
ciendo las  reparaciones  que  fueron  exigidas  ( declaración  de 
Garres  y  Albin )  y  el  motivo  de  estipular  el  segundo  seguro 
ó  sea  que  el  primero  no  comprendía  el  valor  total  de  su  ne- 
gocio, lo  que  no  habiendo  sido  negado  en  la  contestación  á 
la  demanda,  se  reputa  confesado  por  los  aseguradores,  según 
lo  dispuesto  por  el  art.  86  de  la  ley    de    Enjuiciamiento. 

12.  Que  cumplió  además  el  demandante  con  el  deber  de  dar 
cuenta  del  siniestro  lo  que  no  ha  sido  negado  por  los  de- 
mandados y  se  confirma  con  la  declaración  de  Farinal  f .  377 
que  fué  quien  les  llevó  esa  noticia  ;  y  ha  puesto  Pinto  todos 
sus  esfuerzos  para  estinguir  el  incendio,  lo  que  se  halla  con- 
firmado, por  los  testigos  Farinol,  Garay,  Teran,  Suarez  y  otros 
que  lo  vieron  concurrir  desde  los  primeros  momentos  en  ropas 


menores,  f  He  separarse  d^  Ibgardel  Incendio  ha^ta^^e  iio 
se^stifignió  elfu^gó.   '  .1  -  .     -•    .  •.  »í:)::  :\  sr 

13.  Que  no  es  Teidad  qm  él  almaneeii  «stuvi^se'  a;Vailfl(má- 
do  j  siii  tin  guardián,  <^omo  han  pretendido  ihslnuatto^lO's 
aseguradores;  pues  ademas  de  habier  afirmado  Pinte,  etí  su 
demanda,  que  dormiá  dentro  el  dependiente  Ramón- Oidínía- 
lez,  este  testigo,  presentado  por  las  coínpaSlas,' asi  iiü  cot- 
fírma,-  haciendo  pdr  édta  circunstancia  plena  prueba;  y^'k 
corroboran  el  Teniente 'Teran,  el  TÍgilanteiSuarez,  FtiirÍnQ4>y 
'0tt&9,  quedando  portante' eatableoíáé  (jfue^  ha  piréstttdo  fiA  ne- 
gocio la.  ateneion  que  era  de  deberse.' '     '•    '     »  . '  •  ')  í: 

14.  Que  aunque  los  demandados  no  han  negado  ^oatldgtf- 
ticamente  la  r«laci^'  del  siniestro 'hecha"p^  Piti£o,<limi- 
tándose  á  decit  «que  muy  poc^s  ó  ninguno  de>  l<Js  he¿íds 
er«n  ciertos»,  y  estaos  téritiinos  debían  reputicirs^  i^esq^éa- 
'tii8'etai6ifTaS''.0ii^  cuanto  tux  haya  otrosque  nieguen  ^ios'fls^- 
radés  en  4a  demanda  já^  confonnidad-ial  ariv  8il  de^í^lfii^'fey 
de  Enjúíciartaiieiftto  se  halla  probado  dlvincendio;  ^stei  «xmsta 
ademas  ■  j[)or  la^deolátacien  uniforme  Mfe»*  to^os   ios  testigos 

-dci'^bta' causa,  como  éi  heieho  de  n^  haberse  ptodld^^eitiaguir 
inmediata^rente  por^  lá  folta  'de>  agua  kn  b^ ^cañds  déifitioéudio; 
y  las  pérdida^  por  ¡sáli^ni^ute  y  i*o4ios,'  por^lasr  detfltfmció- 
n^^jiemniOhosi  d^  esus  "mismos  testigos  iMttfe  etilos^  ^Verail, 
Suare^,  Farinbl,  (jTairáy^Q^iirnó  y  <hv]^roBV'qti^' fifs^gttiráii  q«líe 
el  Tino  por  la  rotura  de  cascos  qué' se»'' aífrojW)eft^ciírrfaíí|^dr 
las  calles  Mijitc(> 'y  Boltnir,''que^1iastk  Knft  *obho^di:as'^dei]^ues 
•habia^  pniostriEis  M>  las :  mi^nas^y  qli«  t€lá<íi'8Í^'¿ftliumtotil6^¿sá- 
do  ej  incendio  como  s^  teoojió^-mojildof^jjr  Si4''Ci<ifeñ9'T  ^'"^^ 
:  I  •  i5:'>iQue  «amiqu^  nc>  treba/iíegidoLé^lfi^Mnte^'e)  fafbail- 
-dtooi  que  Pinto  j^ega  que  seMío  d^  las  éftisténéitá^  avadas 
i  las  compañías  asi^gutaddriss ;  y  áuteiq[ú&  ^of  él  contraíalo 'áe 
rhalla  aprobado,  pofpmo  lial]lerio' caitas  negádb^  espl'Mt^mente  eb 
>la,60iitestaeion  A>ila'  demanda»,  y  b'aHáfse-ttyegtirado '^¿rH&s 
I.  vm  5. 
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declarsfitones  de  Alboy  f .  382,  Elias  f.  384,  Fra»ci800  Sur» 
Tez  f.  360  y  Farinol,  que  los  aseguTadoxea  pidieron  la  guar* 
día  y  hasta  prohibieroiL  que  Pinto  tocase  á  las  exísteueias  ; 
que  apesar  de  esto,  no  siendo  admisible  el  abandono  en  se- 
guros contifa  inoendío  ( art.  692  del  Cód«  de  (Comercio )  es 
fuera  de  duda  que  de  las  existencias  del  almacén  incendiado 
que  son  las.  Juradas,  solo  se  salvó  lo  que  á  pedido  del  8r. 
AlagUoni  en  el  espediente  acompañado  se  remató  para  pago 
de  alquileres,  y  que  asi  lo  reconocieron  las  compañías,  cuan- 
do en  su  esarito  de  f.  S6,  del  dicho  espediente,  consintieron 
en  el  remate  de  los  efeptos  salvados  por  cuenta  de  quien' cor- 
respondiese : 

,  16.  Que  aunque  se  ha  invocado  por  los  demandados  el  art. 
671,  Cód..  de  Comercio,  que  prescribe  que  los  Estatutos  y  Be- 
glamentos  reglen  los  derechos  de.  las  partes,  este  artículo,  .se 
refiere  solo  á  las  .sociedades  de  Seguros  ttnátuostj  no  á  las  so- 
cindades  $implemente  aseguradoras,  las  que  no  gozando  de 
esceftciones  en  su  f$vor,  tienen  que  ser  condidetadas  como 
personas  jurídioas  ea  igualdad  de  condiciones  legales  que  los 
simples  particulares  y  por  tanto  á  qikienes  alcanza  la  dispo- 
sición d.el  art^  643  del  Cód.  de.  Comercio,  que  dice  que  es  nula 
la  renuncia  que  se  haga  de  las  disposiciones  imperativas  ó  pro- 
.  hibitivas  de  la  ley  que  rige  los  seguros,  y  por  tanto  lo  que 
se  baga  contra  esa  disposición,  tendría  que  tenerse  por  no 
escrito  y  de  ningún  valor. 

17«  Que  en  el  caso  del  artículo  precedenteméilte  citado  se 
halla,  la  disposición  del  art.  684,  que  autoriza  alJuez  para  de- 
ferir por  el  valor  de  las  cosas  muebles  incendiadas  al  jura- 
miento  de  la  parte  perjudicada,  en  defecto  de  otra  prueba; 
que  se  ha  establecido  no  seir  posible  en  anteriores  conside- 
randos ;  y  asi  se  comprueba  porque  siendo  el  seguro  un  eour 
trato  esencialmente  de  buena  fé  y  de  los  aleatorios  permitidos 
por  ,kty»  no  podría  admitirse  que  uno  de  lois  otrntratontes,  él 
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ftseguradoí,  quedase  á  merced  del  otro,  lo  que  ocurriría  en  el 
caso  común  de  incendio  total ;  j  por  tanto  que,  si  las  cláusu- 
las li  y  i2  de  las  pólizas  acompañadas  fueran  contra  lo  allí 
prescrito,  serian  de  ningún  valor. 

i8.  Que  no  es  exacto  que  por  el  art.  i  I  de  la  compañía 
€  Lancashire  Insurance  »  y  el  12  de  la  cLoipidon  and  Lancas- 
bire  »  se  prohibe  la  prueba  de  las  existencias  por  el  juramento 
del  damnificado ;  pues  en  uno  y  otro  artículo  solo  se  establece 
que  á  falta  de  otras  pruebas  se  niegue  la  indemnización  si 
se  descubre  algún  fraude  6  cuenta  falsa  en  los  comprobantes, 
con  que  el  asegurado  ha  de  instruir  su  redamación  por  per- 
juicios, lo  que  está  en  completa  conformidad  con  las  disposi- 
ciones del  dereoho  y  con  los  heohps  que  se  han  mandado  justi- 
ficar en  este  juicio  á  los  demandados. 

i9.  Que  antes  por  el  contrario,  en  los  artículos  citados  de  las 
pólizas,  estableciéndose  que  no  será  pagadera  la  indemnización 
si  se  descubre  fraude  ó  falsedad,  se  consigna  que  era  abona- 
ble sobre  la  afirmaeion  ó  declaraeiofi  cuando  el  asegurado  no 
pu^da  presentar  otras  pruebas  exijidas,  y  se  confirma  con 
amplitud  el  valor  jurídico  del  juramento  supletorio  consigna- 
do en  el  art.  684  Cód.  de  Comercio,  que  dá  á  la  declaración 
jurada  sobre  las  existencias  perdidas  por  el  siniestro,  el  valor 
de  una  prueba  completa. 

20.  Que  exijiéndose  en  los  artículos  citados  de  las  pólizas 
(11  y  12),  que  los  asegurados  acompañen  sus  reclamaciones  por 
perjuicios  con  pruebas  razonables  en  contraposición  de  libros 
de  cuentas  y  de  pruebas  fehacientes  en  juicio,  se  deduce  cla- 
ramente que  en  vez  de  ilimitar  los  medios  de  prueba,  como 
lo  pretenden  los  aseguradores  para  justificar  los  perjuicios  se 
ha  «concedido  por  las  pólizas  mayor  amplitud  á  esos  medios  de 
prueba  bastando  como  tal  lo^que  un  jurado  exijiria  en  tales 
casos ;  y  sin  que  pueda  pretenderse  que  esa  prueba  ha  de 
ser  apreciada  de  razonable  por  las  compañías  únicamente^ 
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pues  esto  seria  dejar  á  una  de  las  partes  contratantes»  es- 
closivamente  la  existencia  del  contrato,  lo  que  es  contra  de- 
recho. 

21 .  Que  habiéndose  establecido  por  el  demandante  que  en 
el  inoeíadio  del  22  d^  Mayo  hablan  sido  robados  sus  libros  >de 
contabilidad  y  papeles,  es  mas  que  razonable,  legal,  la  prueba 
testimonial,  desde  que  la  primera  se  ha  hecho  imposible  por 
uno  de  los  riesgos  de  que  responden  los  aseguradores  y  por 
tanto  por  su  culpa  y  con  tanta  mas  razón  cuando  la  prueba 
de  las  existencias  consumidas  por  el  incendio,  tiene  un  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito  en  las  cuentas  de  compra  de  fojas 
78  á  119,  de  fojas  202  á  206  y  de  f .  230,  las  que  ademas 
de  no  haber  'sido  negadas  por  los  aseguradores,  han  sido 
reconocidas  por  los  vendedores  de  Pinto  en  su  mayor  parte  y 
verificadas  sus  partidas  con  los  libros  de  los  comerciantes 
vendedores  por  el  actuario  de  fojas  406  á  419  sin  que  se  pue- 
da decir  que  los  objetos  de  esas  ventas  ni  han  sido  llevados 
y  no  han  existido  en  el  almacén  incendiado ;  pues  Pinto  ba 
probado  con  el  testimonio  de  Billiat,  f .  458  y  Dufour  f .  456, 
y  el  del  Sr.  Barran,  presentado  por  las  compañías,  que  es  de 
práctica  de  plaza  que  los  vendedores  por  mayor  remiten  en 
sus  carros  los  efectos  vendidos  á  la  puerta  de  la  casa  de  los ; 
compradores,  y  solo  entonces  pasan  sus  cuentas ;  y  no  ha- 
biéndose alegado  ni  puesto  en  duda  que  Pinto  solo  tenia  el 
almacén  de  la  calle  de  Bolívar,  es  de  presumirse  lójieamente 
que  los  recibiera ;  debiendo  presumirse  igualmente  que£gu- 
ráran  entre  las  existencias  consumidas  por  el  incendio,  por 
cuanto  no  habiéndose  probado  que  Pinto  tuviera  fondos  con- 
sigo ó  en  depósito  debe  creerse  que  su  valor,  si  hablan  sido 
realizados,  ó  vendidos,  se  emplease  con  las  ganancias  obteni- 
das, en  surtir  al  negocio..  < 

22.  Que  resultando  de  los  precedentes  considerandos  que 
las  compañías  demandadas  no  han  justificado  sus  escepoio* 
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nes  7  antes  por  el  contrario  el  demandante  ha  probado,  ade- 
mas por  el  juramento  de  f que  el  monto  de  las  existencias 

en  el  almacén  incendiado  era  el  de  322.872  ps.  m/c.  j  com- 
probados por  otros  medios  qne  en  caso  de  haber  algnna  dife- 
rencia no  seria  esta  bastante  para  autorizar  la  reducción  por 
error  ó  fraude  en  el  valor  declamado,  procede  que  los  deman- 
dados, sean  tenidos  como  temerarios  litigantes  ;  y  con  tanta 
mas  razón,  cuanto  que  de  la  prueba  y  alegatos  de  los  mismos 
se  desprende  que  al  oponerse  al  pago  del  seguro  no  han  te- 
nido como  lo  exijen  las  pólizas  y  la  naturaleza  del  contrato 
de  seguros,  pruebas  del  fraude  ó  falsedad  que  insinuaban,  y 
que  solo  han  buscado,  con  posterioridad  á  la  demanda. 

23.  Que  de  las  declaraciones  de  los  testigos  José  Pego  y 
Joan  Carballo  d^  f,  387  y  389,  resiilta  que  fueron  vistos  pri- 
mero por  Bamon  González  y  despenes  por  otros  sugetos  para 
declarar  contra  Pinto,  ofreciéndoles  paga  para  ello ;  y  que 
Samuel  Beltran  y  Juan  Diaz  declaran  á  su  vez  haberle  oido 
al  mismo  González  que  habia  recibido  dinero  por  declarar 
contra  el  mismo  Pinto,  en  esta  causa,  lo  que  constituye  prece- 
dentes bastantes  para  autorizar  el  esclarecimiento  del  cohecho 
intentado  y  la  presunción  del  que  se  imputa  á  González. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  :  I''  Que  las  compañías 
aseguradoras  <  Lancashire  Insurance  »  .y  «  London  and  Lan- 
cashire  »  paguen  á  D.  Manuel  T.  Pinto,  en  proporción  el  valor 
asegurado  en  las  pólizas  de  f.  29  y  f.  30  la  cantidad  de 
322.872  ps.  m/c.  deducido  el  valor  obtenido  por  venta  en 
remate  de  las  existencias  salvadas  en  el  almacén  incendiado 
de  la  esquina  de  Bolívar  y  Méjico  y  que  se  hubiese  pagado 
á  Maglioní  por  alquileres  devengados  hasta  el  dia  del  incendio, 
con  los  intereses  legales  desde  la  demanda  y  las  costas  de 
este  juicio.  2^  Que  se  pase  copia  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  á  que  se  refiere  el  23  considerando  al  Juez  de  Sección 
en  lo  Criminal  á  los  fines  allí  espresados  y  se  devuelvan  los 
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espedientes  aeoinpañados  una  yez  ejecutoriada  la  presente. 
Repóngase  los  sellos  j  notífíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 


Fullo  úm  tm  Soi^refftia  €orte« 

Buenos  Aires,  Noviembre  16  de  1875. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  setecientos  treinta  y  cuatro;  sa- 
tisfechas las  de  la  instancia  j  repuestos  los  sellos^  devuél- 
vanse. 

SALVADOR  lURÍA  DEL  CARRIL. — JOSÉ 
BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSTIAGA. 
—  J.   DOMÍNGUEZ. 
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CAUSA    ex  I Y 


Los  Sres.  Stomi  Hermanos,  apelando  de  una  resolución  de  la 

Aduana. 


Sutnario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldía  que  acusa  el  apelado. 


* 

Caso.  —  £n  los  autos  seguidos  por  los  Sres.  Stomi  hnos., 
apelando  de  una  resolución  de  la  Aduana  que  declaró  caido 
en  comiso  un  exceso  de  mercaderías ;  á  escrito  presentado  por 
el  Sr.  Procurador  Oeneral  pidiendo  se  declarase  desierta  la 
apelación  concedida  por  el  Juez  Federal,  por  no  haberse  me-  ^ 

jorado  el  recurso,  se  dictó  el  siguiente: 


Fallo  de    la  Saprema  Corte 


Buenos  Aires,  NoTÍanabre  SO  de  1975. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  i  mérito  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  -doscientos  catorce  de  la  ley  de 
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Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación,  y  devuélvanse 
los  autos,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  por  los 
apelantes. 

SALVADOR    M.     DEL     CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS    PAZOS. —  J.     B.     COROS- 
:   A  TUGA,*.— »^j;  DOMÍNGUEZ. 
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El  Fispo  piacional  contfa  la  Sucursal  del  Banco  Argentino 
.     ,     en  el  Rosario,  por  cobro  de  pesos  . 


« 

>,  .    :  'I 


Sumario. ^i^  El  JFísco  por  su«  créditos  contra  un  parti* 
rular,  no  tiene  obligación  de  entrar  en  roncurso  ni  safrir 
moratorias. 

2°  Proviniendo  el  crédito  de  una  letra  de  cambio,  puede 
iniciarse  juicio  ejecutivo. 

3®  Cuando  la  casa  girante  y  aceptante  son  una  misma 
persona  ju+íflica\' aunque  la  11  na 'Be»  sucursal  de  la  otra,  son 
inaplicables  las  doctrinas ,  sobre  prjotesto  y  provisión  de 
fondos.,     .    . 


:     DE  JIIS1VCIA  HACHINAI     '  ^  ^  ^ 

Co^o.^Eb  ^  dé  Setieñibré  de  18174,  iel  OerentB  del  £fau>í 
00  Argentino  .en  .el  Becario,  D.  Zenób  Fereyra,  giró  craítra' 
el  Bapco}  Argentino  en  Bnenos  Aires,  por  la  snmsde  6.548* 
^  Ftes.  64  cts.,  á  la  órd«n  de  D.  Bégnlo  Ojíar^iites,  á  diez 
dias  yi§toi*-  ..     »   ^ 

:Esta  letra  fué  aceptada  por  D.  A*  Mareó  del  Font^  Ge-¿^ 
rente  4q1  Sanco  en  Buenos  Aires,  *  cbá  feeba  Setiembre  29* 

D.  Bégülo  Martínez  endonó  en  Manco  %  referida '  letra  ;^ 
;  eon  fecha  2  deí  Diciembre  fuá  protestada  pOr  faifa  de^ 
pago»,  por  el  Tesorero  General  de  la  Nación^'  ante  el  Escri*^! 
baño  General  de  Gobierno,  contra  el  Gerente  Sel-  Banoo 
en  Bnenos  Aires.  ' 

Con  feoha  10  de  Diciembre,  ^' Administrador  de  Rentas^ 
Nacionales  en  el  Rosario,  en  cumplimiento  de  órdenes  del 
Ministerio  de  HBoienda,  pasó  la  referida  letra  al  Procurador: 
Eiscal,  á  fin  de  que  exijiera  sa  pago  jndicialnieiite,  en-Vir^ 
tud  de  no  haber  sido  abonada  por  el  Banco  de  Bnenos 
Aires  á  su  yencimiento  ni. por  la  sncnrsal  del  RosjEirio  & 
qne  el,  Administrador  habia  ocurrido  tres  teces  solicitando' 
su  abono,  la  primera  en  5  de  Octubre,  la  segunda  eb  80 
de  Noviembre  y  la  tercera  el  9  de  Diciembre.       * 

Con  fecha  14  de  Febrero  del  año  1875,  el  Frociirador 
Fiscal  en  el  Rosario,  sé  presentó  ante  el  Juzgado  de  Seo-- 
cion^   esponiendo :  que  mientras  trascurriain  los  diez   dias 
del  vencimiento  de  la    letra,  tuvo  lugar  la  snspenéiO(n  de 
pagos  del  Banco  Argentino,   qué  acaeció   como  'es 'notoria; '- 
el  dia  3  de  Octubre,  es  decir;  cuando  aún  faltaban  seis  diá^' 
para  que  pudiera  ser  legalmente  exijido  e)  págo'de  la  letra'.' 
Que    como   cíete  acontecimiento  pusiera  á' la'  Sucursal  de' 
Buenos   Aires   en  la  imposibilidad   de  pagar  la  letra  á<  su* 
vencimiento,  la  Contad uriía  General  la  remitió  "á' la  Admi- 
nistración de  Rentas  del  Rosario,  pura  que  ^cobrase  suifm^' 
porte  de  la  casa  libradora,  la  que  sef>habia  negado" <¿  iíA)6^ 
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navla,  no  obstante  las  reiteradas  instancias  que  se  le  había 
beolio.  Qae  eata  negativa  provenía  de  la  falsa  creencia  en 
que  estaba  la  Sucursal  del  Rosario,  de  que  su  responsa^- 
bilidad  estaba  perjudicada,  por  no  haberse  protestado  la 
letra  oportunamente  por  falta  de  pago,  artículo  543,  inciso 
3^,  Gád.  de  Com.  Que  si  bien  es  cierto  que  el  protesto 
acompañado  adolece  del  defecto  de  no  haber  ddo  formali- 
zado al  vencimieiito  de  la  letra,  también  lo  es,  que  dadas 
las  onctinstanoias  especiales  del  caso,  el  tenedor  conserva' 
ilesas  sus  acciones,  tanto  contra  la  Sucursal  aceptante,  oomo' 
contra  la  libradora.  Que  según  el  art.  843  y  el  798  del 
Cod.  de  Com.,  para  que  queden  perjudicadas  las  responsa- 
bilidades del  librador,  y  que  el  tenedor  pierda  todo  'derecho 
codtra  él  por  su  omisión  en  hacerla  protestar  oportunamente 
por  falta  de  pago«  es  necesario  que  el  librador  pruebe  que 
al  tiempo  del  vencimiento  tenia  provisión  de  fócidos  en  fa- 
vor del  gibado  y  que  en  ese  mismo  tiempo  el  girado  estaba 
en  el  pleno  goce  de  su  crédito.  Que  aún  suponiendo  que 
los  balances  publicados  por  la  Sucursal  del  Rosario  probasen 
que  la  de  Buenos  Aires  le  era  deudora  en  esa  fecha  de 
una  suma  mas  ó  menos  considerable,  jamás  podria  probar 
que  la  casa  de  Buenos  Aires,  estaba  en  el  pleno  goce  de 
su  crédito,  pues  es  público  y  notorio  que  suspendió  pagos 
seis  días  antes  del  vencimiento.  Que  para  Isr  iniciación  de 
este  juicio,  no  eá  un  obstáculo  las  moratorias  concedidas  al 
Banco  del  Rosario  por  el  Juez  de  Provincia,  tanto  porque 
asi  lo  establece  el  artículo  1743,  ínoiso  2*",  cuanto  porque 
el  valor  de  la  letra  no  estaba  incluido  en  el  balance  pre- 
sentadOf  ni  el  Procurador  Fiscal  fué  citado  i  la  reunión 
de  acreedores. 

Pidió,  entablando  formal  demanda  ordinaria,  que  se  con- 
denara al  Banco  Argentino  del  Rosario,  al  pago  del  valor 
de  la  letra,  con  sus  intereses,  costas  y  costos. 
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Corrido  tícaslado,  D.  Joaquín  4e  Qnintanilla,  por  el  Babeo, 
contestando,  pidió  se  rechazara  la  demanda  con  espresa  oon«- 
denacion>  en  costas. 

Qñe  la  letra  fué  aceptada  por  el  girado,  eon  fedha  99  de 
Setiembre,  y  no  habiéndose  protestado  por  falta  de  pago  i 
SQ  véneímifento,  ella  quedó  perjudicada,  perdiendo  en  oon» 
secuencia  todo  derecho  el  tenedor  para  ocurrir  '.contra  el 
girante,  de  acuerdo  con  los  artículos  83&f  840  y  843  'del 
Código  de  Comercio.  Que  según  la  esposicion  del  Adnlinis* 
trador  de  Rentas  él  solicitó  de  la  casa  del  Rosario  el  abono 
de  la  letra  en  5  de  Octubre,  época  en  que  todayia  no  habia 
vencido,  sin  presentarla,  y  sin  que  pudiese  constar  al  Banco 
que  este  Señor  ó  el  Fisco,  fuese  el  tenedor,  desde  que  no 
tenia  conocimiento  alguno  del  endozo  verificado  por  D.  Ré- 
gulo Martínez.  Que  es  efectivo  que  posteriormente  el  Ad- 
ministrador ha  solicitado  el  pago,  á  lo  ^ué  se  ha  negado 
el  Banco,  pues  la  letra  estaba  perjudicada  porqne  en  poder 
del  girado,  el  librador  tenia  provisión  de  fondos,  porque  el 
girado  se  encontraba  en  el  uso  de  su  crédito,  porque  el 
tenedor  habia  faltado  i  los  deberes  y  prescripciones  legales^ 
caducando  la  responsabilidad  del  librador,  quien  habia  acre- 
ditado su  valor  en*  cuenta  con  la  casa  girada.  Que  el  Banco 
en  el  Rosario,  tenia  provisión  de  fondos  en  poder  del  girado 
en  la  fecha  de  la  letnt,  en  la  época  de  su  vencimiento  y 
actualmente.  Que  por  esta  razón  el  girado  aceptó  la  letra, 
quien  se  encoíitrabá  y  se  encuentra  én  el  usó  de  mi  crédito, 
desde  que  no  ha  habido  interdicción  jadioial  que  le  préhi* 
biese  el  uso  de  ese  crédito.  Que  la  situación  porque  atra- 
vesaba >  entonces  la  casa  gitada  tú  constituye  la'  privaeión 
del  uso  del  iorédito  ni  razón  l^gsd  para  qhe  se  omitiese  el 
cobro  ó  el  pfotest4>  pdr  faita-de  p^o.  Que  la  disposioion 
del  artículo  798,  esplieada  mas  dlaramemte  por  el  890,  no 
deja  duda  de  la  obligación  éú  pr^otesto,  sin  evyo*  requisito 
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Im  letra  se  perjadica  y  caduca  toda  responsabilidad  en  el 
librador,  salv-o  que  se  pruebe  que  no  tenia  provisión  de 
fondos  en  poder  del  girado,  ó  que  éste  hubiese  quebrado 
antés^  del  vencnníento.  Que  para  que  una  casa  se  considere 
quebraba,  en  la  inteligencia  iQgal  de  esta  palabra,  es  nece- 
sario que  liaya  sentencia  judicial  que  declare  la  quiebra, 
articulo  1521.' 

En  Seguida  -se  puso  la  causa  á  prueba  j  con  la  producida, 
se  dictó  el 


Fallo  4el  Jíaes  de  fteerlon. 

Rosario,  Agosto  3  de  1875. 

YiMos  estos  autos  seguidos  por  el  Procurador  Fiscal  con- 
tra la  Sucursal  del  Banco  Argentino  de  esta  localidad,  de 
ellos  resulta,  lo  siguiente  : 

En  Setiembre  25  del  ano  pasado,  el  Gerente  de  dicha 
Sucursal,  D.  Zenon  Pereyra,  gilró  contra  la  casa  principal 
del  espresado  Banco,  á  favor  del  auxiliar  pagador  D.  Régulo 
Martines,  bna  letra,,  que  corre  i  f .  1*,  á  10  diás  vista,  por 
valor;  de  ^  Ftes..  6518  64  cts.,  la  cual  fué  aceptada  en  29 
del  mismo  mes  de  Setiembre  j  eñdozada  en  blanco  por  su 
tenedor.  Debiendo  ella  vencer  «n  9  de  Octubre;  el  3  del 
miam'o  ihes  el  Banco  Argentino  de  Buenos  Aires,  suspendi6 
pagos  y  ordenó  suspenderlos  al  de  eeta  localidad  (telegrama 
dé  f.  .35).  La  letra  no  fué  pagada  á  su  vencimiento  ni 
protestada  ppr  falta  de  pago,  hasta  el  2  de  Didenofbre  del 
mismo  afío;  (L  2).  Con  tal  m^itivo  el  Sr.  Ministro  de  Ha^ 
cienda,  tenedor  de  ella,,  la  relnitió.  al  Sr.  Administrador  de 
Rentas  de  esta  Ciudad,  para  qué  'la  cobrase  al  girante; 
quien  fó '  resistió  á  pagarla,  creyéndola  perjudicada  por  no 
babéri'SÍdo  oportunamente  protestada; 
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En  virtud  dé  esta  negativa,  el  Prooiirador  Fi»c»l  pide  se 
le  declare  obligado  al  pago,  por  no  creer  .perjudicada  1» 
letra;  por  cnanto  en  su  concepto,  el  aceptante  no  habla  es- 
tado en  uso  de  su  crédito  al  vencimiento  de  ella,  circuns- 
tancia que  escusaba  en  su  juiéio  el  protesto,'  según  lo. dis- 
puesto por  el  artículo  798  del  Código  de  Comercio.  Consta 
también  de  autos,  que  la  Suwrsal  de  esta  localidad  tuvo  en 
la  época  del  giro  y  de  su  vencimiento  suficiente  provisión 
de  fondos  en  el  Banco  Argentino  de  Buenos  Aires. 

T  considerando:  1**  Que  según  el  artículo  798  del  Código 
de  Comercio,  para  que  el  librador  de  una  letra,  cuando  ella 
no  ha  sido  protestada,  como  ha  sucedido,  sea  responsabfo  á 
los  tenedores  de  ella,  es  necesario  que  á  su  vencimiento  no 
haya  tenido  suficiente  provisión  de  fondos  en  la  persona  á 
cuyo  cargo  fué  girada,  y  que  además  esta  no  se=  hubiese 
hallado  en  el  uso  de  su  crédito. 

2**  Que  estando  plenamcítíte  probado  que  no  habiendo  sido* 
proteírtada  á  su  vencimiento,  existia  esa  provisión  de  fondos 
en  poder  del  girado;  la  cuestióri  solo  eitriba  en  saber  si  la 
persona  aceptante  se  hallaba  ó  no  en  Uso'  de  su  crédito  al 
vencimiento,  que  acaeciá  en  9  de  Octubre,  habiendo  sus- 
pendido pagos  el  9  del  mismo. 

S^  Que  si  bien  esta   suspensíioñ   importaba  una  circuns- 
tancia estraña,  que  sin  duda  entorpecía  la  marcha  regular 
y  ordinaria  del  Banco  Árjgentind  dé  Buenos  Aires,  no  iin-- 
portaba  legalmente  la  falta  del  uso  de  su  crédito,  y  no  era,' 
por  tanto,  bastante  á  escusar  al  tenedor  de  la  letra  de  hacer, 
por  falta  de  pago,  la  protesta  á'  que  estaba  obligado  pof  el' 
artículo  839,  para  mantener  ilesos   sus  derechos  contra  el' 
libiíador;  pues  de  lo  contrario,  quedaban  estináuidas  sus  de- 
Clones  cohtra  él,  según  lo  dispuesto  por  los  artículos  840, 
848,  inciso  2^  y  890:'  '  '' '  '       ' 

4^  Que  para  determiüar' con  claridad  él  sentido  que  *eí* 
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artículo  798  dá  4  la  frase  estc^r  en  luo  de  su  crédito,  basta 
notar  los  términos  en  qne,  refiriéndose  al  mismo  artículo, 
se  espresa  el  890,  cuando. al  insistir  en  las  mismas  dispo- 
siciones sobre  perjuicio  de  letras,  prescribe,  que  ^e  tienen 
par ' perjudicadas  las  letras  y  se  pierde, toda  acción^  contra 
el  librador  y  endozantes^  si  no  ha  tenido  provisión  de  fondos 
en  poder  del  altante,  ó  si  teniéndolos  hubiese  éste  f  uefrradoj 
antea  del  vencimiento,  cuando  no  han  sido  protestadas ;  sal- 
vo las  escepciones  consignadas  .  en  el  mismo ;  lo  que  induce 
á  afirmar  que  la  lej  ha  querido  signifi^r  quiebra,  cuando 
ha  dicho,  privación  del  uso  de  su  crédito;  pues  de, ¡otro 
modo,  se  debiera  suponer,  lo  que  no  es  posible,  .oontradic-. 
cion  en  las  disposiciones  del  mismo  cuerpo  de  derecho;  su- 
posición tanto  menos  aceptable,  ouanto  que  no  pudiendo 
darse  á  la  palabra  quiebra  otra  significación  que  la  legal, 
la  frase  sin  el  uso  de  su  crédito^^  aunque  de  sentido  mas 
elástico^  se  aviene  bien  con  la  significación  de  la  voz  quiebra. 

!í^  Que  si  bien  por  el  artículo  1511  todo  comerciante  que 
por  cualquiera  causa  cesa  sus  pagos,  se  halla  en  estado  de 
quiebra,  por  el  artículo  1521  se  establece,  que  la  quiebra 
no  profiuce  efectos  legales,  sino  en  fuanto  interviene  senten- 
cia de  Tribunal  competente  que  la  declare;  sentencia  que 
no  l^a  intervenido  antes  ni  después  del  vencimiento,  de  la 
letra  que  se  cobra;  l^tra  que,  por  otra  parte,  pudo  y  debió 
protestarse  á  su  vencimiento  por  falta  de  pago,  con  mayor 
motivo  que  se  protestó  ca^i  i  los  dos  m^es  después ;  omisión 
esta  culpable  en  los  encargados  .  de  los  intereses  públicos, 
pero  que  no  puede  alterar  en  su  favor  las  disposiciones  ge- 
nerales de  un  car&cter  legal  sobre  la  materia. 

6^  Que  las  doctrinas  precedentes  se  hallan  confirmadas  por  . 
el,  artículo  1532,  al  establecer  que  el   Tribunal  al  declarar 
el  estado  de  quiebra,  fijará  la  época  en  que  ha  tenido,  lugar 
la  efectiva  cesación  de  pagos,  y  á  la  que  deben  por  consi'- 


DB  JUSTfCU  NACIONAL  :  71 

guíente  retrotraerse  las  efectos  de  la  declaración  de  la  fuiie- 
bra;  siendo  en  tal  concepto,  esa  la  época,  j  no  otra,  en 
que  debe  iegalmepte  snppnerse  que  un  comerciante  ha  per- 

m 

dido  el  uso  de  su  crédito  ó  quebrado  paxa  los  efectos  del 
Código;  si  bien  antes  ó  después  de  ella  se  hubiese  resentido 
en  plaza  su  reputación  mercantil  por  falta  á  sus  compromi- 
sos 6  por  otras  causas ;  sobre  lo  cual  nada  ha  tenido  que 
establecer  la  ley,  sin  abrir  un  campo  vasto  &  las  mas  diver- 
sas y  arbitrarias  apreciaciones  particulares. 

7^  Que  por  sensibLe  que  sea  ver  que  la  Sucursal  girante 
se  resiste  á  abonar  un  giro  hecho  sobre  una  repartición  de 
su  misma  casa,  y  cuyo  valor  ha  recibido  y  lo  debe  ella, 
acojiéndose  al  derecho  que  le  dá  una  omisión  de  algún  fun- 
cionario público,  obligando  asi  al  tenedor  de  la  letra  á  ma- 
yores trabajos  para  reembolsar  su  valor,  no  por  ello  puede 
el  Juez  desatender  las  disposiciones  de  la  ley,  i  que  en  iodo 
caso  debe  subordinar  sns  fallos;  tanto  mas  cuanto  que  al 
no  observarlas,  daria  margen  á  omisiones .  maliciosas  y  cues- 
tiones perjudiciales  al  comercio. 

Por  estos  fundamentos,  absuélvese  de  la  demanda  á  la 
Sucursal  del  Banco  Argentino  de  esta  localidad^  dejándose 
i  salvo  los  derechos  del  demandante  para  que  ocurra  coiltra 
y  ante  quien  crea  oorresponderle.   Repónganse  los  sellos. 

Fenelon  Zuvitia. 

« 

Habiendo  apelado  el  Procurador  Fiscal,  en  la  sustancia- 
cion  de  la  segunda  Instancia,  el  Sr.  Procurador  General 
espiiso  lo  siguiente : 

Suprema  Corte.  .  ^ 

Buenos  Aires,  Noviembre  90  de  ld7&. 

Es  estraordinario  todo  lo  que  ha  pasado  eti  la  letra,  orí- 
i;ení  d^  eefte  espediente. 
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.  ^n  lu¿iar  d-e  un  jufeio  ejecutivo  que  déWa  intentarse  opoV- 
í  tunamente  por  su  valor,  se  dedujo  demanda  ordinaria. 

Las  moratorias  no  impedian  ese  derecho,  porque  la  letra 
procedía  de-  un  auxiliar  pagador,  es  decir,  agente  del  Fisco, 
•  que   no   tiene  obligación  de  entrar  en  concurso,    ni   sufrir 
-iuoratorias. 

Y   sin   embargo,   después  de  un  protesto  tardío  é  inútil, 
*el  Ministro  de  Hacienda  devolvió  la  letra  al  Rosario,  para 
que  se  cobrase  áe  la  Sucursal. 

•  En  ctianto' á  la  operación  misma  se  encuentra: 

'•<    Quela's  dos  casas,  librador    y  aceptante,  son  el  mismo 
.  Banco' Argentino ;  y  que  en  el  Eosario,  como  en  Buenos  Ai- 
res, es  ai€mpre  dicho  Banco  el  que  debe. 
Respecto  dé  los  hechos  se  encruentra  finalmente : 

•  Qpe  el  dia  del  pago  las  dos  casas  estaban  quebradas,  si  bien 
•la  de  Buenos  Aites,  no  obstaúte  tener  cerradas  sus  pueirtas, 
'cometiendo  un  abuso,  devolvió  de  propia  autoridad  los  depósi- 
•tos  de  laijcaja  de  ahorros. 

Que  las  dos  cerraron  sus  puertas  en  el  mismo  dia  y  que 
iúste  h6c]i0  material  es  superior  al  legal  de  la  declaración  de 
•los  Tiábunates,  cuyo  alcana  es  solo  atraer  al  juicio  univer- 
sal las  ejecuciones^  parciales  pendientes,  ó  anular  las  opera- 
ciones verificadas  entré  uno  y  otro  h-echo. 

Delaixte  de  taJies  circunstancias,  el  Procurador  halla  en- 
teramente inaplicables  las  disposiciones  que  se  ii^vocan  sobre 
provisión  de  fondos,  y  perjuicio  de  la  letra. 

tina  Sucursal  tiene  cuenta  corriente  con  la  casa  princi- 
pal, porque  le  debe  cuenta  de  los  fondos  que  maneja:  y 
este  es  el  modo  mas  cómodo  de  rendirla.  .    <  ' 

Pero  esa  cuenta  corriente  no  establece  la  provisión.  La 
protí-sion  es  de  dinero  propio  6  créditos  propios,  y  no  de 
-los  diñaos-' mismos  del  ^aceptante. 

La  formalidad  del  protesto  es  requerida  ademíis  'en  erin- 
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teres  de  los  otros  obligados  de  la  letra,-  y  no  del  librador, 
que  está  siempre  obligado  á  su  pago,  á  menos  que  siendo 
personas  ó  casas  distintas,  pruebe  la  provisión  antes  de  la 
quiebra,  en  castigo  de  la  negligencia  del  tenedor,  que  no 
debe  perjudicarle. 

Pero  aquí  no  hs^  babido  proptemenie:'  librador  y  aceptante. 

Las  dos  casas  son  una  misma,  al  punto  que  la  una  re- 
cibe órdenes  telegráficas  de  la  otra  para  cerrar  al  mismo 
tiempo.  En  vez  de  giro,  la  casa  del  Bosario  habia  podido 
poner  simplemente  aceptamos,  y  habría  sido  lo  mismo  para 
obligar  al  Banco  Argentino  en  Buenos  Aires.  ' 

El  Procurador  pide,  por  lo  tanto,  que  la  sentencia  sea  re- 
vocada, devolviéndose  los  autos  al  Juez  Seccional  para  la  cor- 
respondiente ejecución. 

Cárhs   Tejedor. 

Fallo  da  la  SapraniA  Corte. 

* 

Buenos  Airea,  Noviembre  36  de  1875 

Vistos :  de  acuerdo  con  lo  'espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  se- 
senta y  uno,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DiBL  CARRIL.— rJOSÉ  BARROS 
PAZOS. — J.  B.  GOBOSTUGA.^I.  DOr 
MINGCRZ. 


T.  val  6 
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CAUSA     CXTI. 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa-Fé,  contra 
D.  Francisco  Truanes  sobre  desalojo. 


Sumario.  — Para  interponer  el  interdicto  de  desalojo  es 
necesario  probar  la  anterior  posesión  de  la  cosa. 


Caso.  —  El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa-Fé, 
se  presentó  ante  el  Juzgado  de  Sección,  esponiendo :  que  en 
11  de  Abril  de  1867,  el   Exmo.  Gobierno  de  la  Provincia 
vendió  al  comisionado  nacional,  D.  Juan  M,  Ferdriel,  varias 
fracciones  de  campo,  y  entre  ellas,  una  de  |,600  varas  de 
frente   sobre  el  rio  Carcarañal    con  fondo  de  cinco  leguas 
mas  ó  menos ;  que  ese  campo  lo  estaba  poseyendo  á  nombre 
del  Fisco,  D.  Pedro-  Correa  cdn  permiso  del  referido  comi- 
sionado. Que  ]poe(0  antes  de  la  feefaa  de  la  demanda,  Agosto 
20  de  1875,  Correa  habia  sido  turbado  en  la  posesión  por 
D.  Francisco  Truanes,  quien  habia  empezado  á  poblarse  en 
él ;   que  como  este  hecho  importa  un  atentado  contra  el  do- 
minio  y  la  posesión  que  la  Nación  tiene  en  el  referido  campo, 
en  cumplimiento  de  órdenes  snperiores,  entablaba  el  corres- 
pondiente interdicto   á  fin  de  que  se  ordenase  al  referido 
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Truanes  el  desalojo  del  campo  en  que  había  empezado  á  po- 
blarse, con  espresa  condenación  en  costas  al  demandado. 

Convocadas  las  partes  á  juicio  verbal,  exhibidos  los  títu- 
los respectivos  y  examinados  los  testigos  presentados,  se 
dictó  este. 


relMi* 


Rosario,  Setiembre  7  de  1^5. 

Vistos:  resulta  de  ellos:  En  11  de  Abril  de  1867  el  G^o- 
bierno  de  la  Provincia  de  Santa-Fé  vendió  á  D.  Juan  M. 
Perdríel,  comisionado  al  efecto  por  el  Oobierno  de  la  Nación, 
entre  otros  terrenos,  uno  situado  en  este  Departamento,  com- 
puesto de  1,600  varas,  con  un  fondo  de  cinco  leguas,  mas  ó 
menos  con  los  límites  que  espresa  el  documento  de  f.  1*. 

Habiendo  dicho  terreno  sido  declarado  de  propiedad  de  D. 
Antonino  Urraco,  según  consta  del  espediente  agregado,  fué 
puesto  en  posesión  judicial  del  mismo  en  8  de  Diciembre  de 
1868,  sin  oposición  de  nadie  (f.  104*  del  espresado  espe- 
diente). 

Por  la  escritura  de  f .  7*  consta  que  Urraco  vendió  el  terreno 
al  Dr.  D.  Severo  González  en  11  de  Abril  de  1870;  j  este  j 
demás  condueños  lo  vendieron  á  D.  Francisco  Truanes  en  3 
de  Junio  del  corriente  año ;  en  cuya  virtud  se  pobló  hace 
poco  mas  de  un  mes  á  3  legua»  de  la  costa. 

Consta  asi  mismo  que  hace  seis  ó  siete  años  que  el  comi- 
sionado por  el  Gobierno  Nacional  para  comprar  el  terreno  al 
de  Santa-Fé,  concedió  permiso  á  D.  Pedro  ^  Correa  para  que 
ocupase  el  campo,  sin  que  se  esprese  con  qué  condiciones,  ni 
en  qué  estension ;  en  cuya  vivtud  dicho  C^frea  hizo  una  po- 
blación en  la  costa  del  rio,  sin  que  sus  haciendas  llegasen  á^ 
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juicio  de  propiedad,   es  enteramente  arreglado  á  derecho,  7 
en  concepto  del  Procurador  debe  ser  confirmada. 

C.  Tejedor. 

Buenos  Aires,  Noviembre  25  de  1874. 

Vistos :  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Señor 
Procurador  General,  se  confirma  el  auto  de  fojas  veinte  y  uno, 
y  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  BAR^ 
ROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROSTIAGA.  — 
J.  DOMÍNGUEZ 
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CAVSA    CXTII 


Contra  D.  Gerónimo  Rodríguez,  D.  Faustino  Fernandez  y 
Z>.  Irene  Zapata,  por  infracción  de  la  ley  nacional 

de  Elecciones. 


Sumario.  —  Según  la  ley  nacional  de  elecciones  puede  cas- 
tigarse con  la  multa  de  doscientos  pesos  fuertes,  el  hecho  de 
no  concurrir  los  escrutadores  á  la  formación  de  las  mesas. 


» 

Caso.  —  Los  antecedentes  de  esta  causa  están  ^splicados  en 
el  siguiente  : 


San  Luis,  Julio  7  de  1874. 

Tistos:  estos  ¡autos  seguidos  por  D.  Yalentin  Juares  y 
Arias  oontra  D.  Gerónimo  Bodrigoez,  D.  Faustino  Fernandez 
7  D.  Irene  Zapata  por  no  haber  asistido  i  desempeñar  sus 
funciones  de  escrutadores  ea  la  mesa  que  se  formó  en  NogoH 
el  iS  de  Ateil  próximo  pasado,  con  motivo  de  las  elecciones 
de  eleetof es  para  Presidente  j  Viee^Presidante  de  la  Bepé*^ 
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blica,  sobre  cuya  falta  y  para  declinar  su  responsabilidad 
los  espresados  escrutadores  esponen  que  se  negaron  á  instalar 
la  mesa  porque  habiéndose  presentado  el  mayor  D.  Rómulo 
Giménez  el  dia  de  la  elección  al  mando  de  fuerzas  nacionales 
encabezándolas  partidarios-  del  Dr.  Avellaneda,  y  negándose  á 

♦       ■ 

poner  esa  fuerza  á  las  órdenes  del  comisionado  del  Gobierno 
D.  Yalentin  Dávila,  no  se  consideraban  suficientemente  ga- 
rantidos, mucho  mas  cuando  hablan  solicitado  el  retiro  de 
esa  fuerza  y  no  fueron  obedecidos,  y  considerando  : 
^  1^  Que  la  mencionada  fuerza  se  dirijió  á  Nogolí  por  órd^n 
del  Gobierno  de  esta  Provincias  para  que  prestase  el  dia  de  la 
elección  el  servicio  policial  que  en  tales  actos  es  requerido, 
porque  no  habia  en  aquel  parage  fuerza  pública  que  se  pudie- 
ra disponer  para  ese  objeto,  pues  así  resulta  del  informe  pres- 
tado por  el  Eimo.  Sr.  Gobernador,  corriente  á  f.  48  vta. 

2°  Que  no  es  exacto  que  dichas  fuerzas  estuviesen  á  las 
órdenes  del  Mayor  Giménez,  pues  lo  estaban,  según  el  mismo 
informe,  á  las  del  comisionado  del  Gobierno  para  cuidar  de  la 
conservación  del  orden  público,  D.  Valentín  Dávila. 

3^  Que  es  igualmente  inexacto  que  Giménez  hubiese  resis- 
tido  poner  las  fuerzas  á  disposición  de  Dávila,  pues'  este 
afirma  en  su  declaración  á  f .  44  vta.  que  en  la  mañana  del  dia 
de  la  elección,  antes  de  la  hora  en  que  debia  instalarse  la 
mesa  escrutadoxai^^lHé  el  }S»jn{jmw9^  áJa-^za  de  Nogolí, 
acompañado  de  dos  ó  tres  ciudadanos  con  el  objeto  de  poner 
á  sus  órdenes  la  pequeña  fuerza  que  se  le  habia  encargado 
llevar,  la  que  aún  no  habia  llegado,  y  que  habiéndole  ordena- 
do la  hiciera  entrar  al  pueblo,  lo  yerificó  así  poniéndola  á'  su 
disposición  eñ  el  a^cto  de  arribar*  allí,  *  retirándose  en  seguida 
Giménez*^  casa  de  D.  Vénancié  Quiroga  en  donde  permaneció 
8ÍA  salir  mienttae  duró  la  eleocioa. 

>  4?  Que  esta  relación  de  Dávila  se  confirma  en   todab  «sus 
partes  por  lo  que  esponen  en  sus  deolaracionea  oorríentes»  lá 


fs.  48  y  50  el  seüfor  Ministro  de  Justicia,  Culto  é  IiistniGdio& 
Pábli(;a,  t).  Mlamertor  Gutiérrez  y  el  Diputado  á  >la  Lejislatu- 
ta  D.  Plácido  Menendez. 

5°  Que  aunque  los  testigos  de  descargo  D.*  David' Fuñes; 
D.  W.  Paunero  y  D.  José  D^  Godomár,  aseveran  que  el  día 
antes  de  la  elección  oyeron  al  mismo  Dávila  que  Oimenez  se 
habla  negado  á  poner  á  sus  órdenes  las  fuerzas  que  conduela, 
esta  afirmación  resulta  implícitamente  contradicha  por  Dávila, 
tanto  por  lo  espuesto  anteriormente,  cuanto  porque  éste  dice 
en  su  citada  declaración  de  f.  44  que  la  víspera  de  la  elección 
Giménez  se  encontraba  á  una  legua  de  distancia  de  Nogoli. 

6^  Qu^  este  hecho  sostenido  por  Dávila  está  apoyado  por 
el  testimonio  de  los  Sres.  Menekidez  y  Gutiérrez  <  en  sus  decla- 
raciones ya  citadas. 

1^  Que  también  es  inexacto  que  Oimenez  se  hubiese 
presentado  en  Nogoli  el  dia  de  la  elección,  encabezando,  con  la 
fuerza  armada  que  llevaba,  á  los  que  venian  á  votar  por  él 
Dr.  Avellaneda,  porque  según  lo  afirman  en  sus  declara*' 
cienes  D.  Dolores  Pérez,  D.  Wenceslao  Paunero  (testigos  de 
los  acusados),  D.  Valentin  Dávila,  el  Ministro  de  Gobierno  ya 
citado  y  él  Diputado  Sr.  Menendez,  despaes  de  estar  Giménez 
en  la  plaza  de  Nogoli  llegaron  los  partidarios  del  Dr.  Avella- 
neda, habiendo  mediado,  según  estos  dos  últimos  testigos, 
entre  uno  y  otro  acto  el  término -de  dos  horas. 

9"  Que  estando  á  estos  precedentes.  1^  pr^s^ncia  de  ift  fuer.- 
za  armada  que  condujo  Giménez,  lejos  de  poderse  considerar 
como  una  amenaza,  era  un  valioso  elemento  que  el  Gobierno 
ofrecía  á  la  junta  escrutadora  para  la  segur idad>de  "sus  miem'- 
bros  y  para  gjarantir  la  libertad  del  sufragio. 

9^  Que  los  acusados  no  podían  contra  la  verdad  de  este 
heelM,  ni  siquiera  alegar  dnda  ó  incertidumbre,  poi^e  ellos 
mismoa  confiesan  que  fueron  buscados  por  el  comisionado  <lel 
Gobierno  é  instados  para  que  concurriesen  á«  ompipltf  mm  tu 
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eometídio,  ofreciéndoles  para  éUo  todo  gén^To  ¿d.'gafantias. 

10.  Que  auaque  ápesat  d»  todo  e6to  li«Me^ii  creído  inoon- 
Teniente  la  presencia  de  la  fuerza  armada,  pudieron  ordenar  su 
retiro  despaes  de  la  instalaeion  de  la  mesa  y  no  solicitarlo  aictes 
como  espresan  que. lo  hicieron,  porque  sin  que  preceda  el  acto 
4e  la  instalación  de  Ift  mesa  6  lo  que  es  Lo  mismo  sin  que  ella  SfC 
encuentre  formada,  sus  mi^nbros  no  ejercen  autoridad  alguna. 

U.  Que  en  tal  concepto  la  circunstancia  de  que  no  hubie* 
sen  sido  obedecidos  al  pedir  el  retiro  de  la  fuerza,  no  puede 
servirles  de  escasa  para  la  no  formación  de  la  mesa,  mucho 
menos  cuando  no  habia  precedido  acto  alguno  por  el  cual 
pudieran  considerar  oompronietida  la  seguridad  desús  personas. 

Peor  estas  consideraciones,  declaro  que  los  escrutadores  Don 
Gerónimo  Sodriguez,  P.  Faustino  Fernandez  y  D.  Irene  Zapata, 
han  faltado  sin  justa  causa  el  i2  de  Abril  ya  referido  á  desem- 
peñar sus  funciones  en  la  mesa  de  ITogolí,  y  de  conformidad 
i  lo  dispuesto  en  los  artículos  54  y  57  de  la  Ley  Nacional  de 
Blecciones  condeno  á  csda  uno  de  ellos  al  pago  de  una  multa 
de  doscientos  pesos  fuertes  á  favor  del  fondo  de  Escuelas  de  esta 
Provincia,  6  i  sufrir  en  su  defecto  un  mes  de  prisión,  debiendé 
además  satisfacer  todas  las  costas  del  juicio.  Háígase  saber.  - 

Jímn  de  Arredondo. 

En  la  sustanciacion  ante  la  Suprema  Corte  se  di6  vista  al 
jefior  Procurador  General,  quien  espuso : 

Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  9  de  1875. 

La  antigua  Ley  de  Elecciones  nada  disponía  sobre  los  que 
designados  para  formar  las  mesas  escrutadoras,  no  asistían  m 
^mM$a  jmtífkadá. 
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En  la  nueva  no  solo  está  previsto  este  caso,  sino  el  de  e6ae«- 
cion  ejercida  sobre  los  sufragantes  peí:  Gtofes  míUtareB  al  man» 
do  de  fuerza. 

La  ley,  como  se  vé,  preveo  y  castiga  ía  negligencia  que  podía 
impedir  el  celo,  como  la  fuerza  que  podía  hacerlo  nulo;  im- 
poniendo en  el  primer  caso  la  multa  de  ps.  fts.  200,  6  en  su 
defecto  un  mes  de  prisión ;  y  en  el  segundo  la  de  ps.  fts.  200 
á  i  ,000,  ó  en  su  defecto  prisión  de  1  á  5  meses. 

Desde  entonces  puede  admitirse,  entre  las  causas  justifica- 
das de  que  habla  la  ley,  la  coacción  que  es  preciso  sufrir  para 
invocarla,  y  que  como  la  inasistencia  puede  ser  materia  de  un 
juicio  que  nadie  ha  provocado. 

El  simple  miedo,  en  que  el  Procurador  no  estaría  distante 
de  creer,  seria  apenas  causa  atenuante,  si  la  ley  en  este  caso, 
como  en  el  de  los  Gefes  militares,  se  hubiese  acordado  de 
fijar  un  mínimun. 

Recorriendo  adamas  el  proceso  '39  Mone^tra  que  los  reos 
confesos  no  han  tenido  otro  motivo  de  no  cumplir  su  deber, 
al  mismo  tiempo  que  el  acusador  ha  probado,  que  la  tropa 
presente  en  el  pueblo  fué  pedida  por  el  Gobierno  de  la  Provin- 
cia y  puesta  á  las  órdenes  de  la  mesa. 

El  Procurador  piensft  por  todo  esto  que  la  sentencia  de 
primera  instancia  no  puede  menos  de  ser  confirmada. 

Carlos  Tejedor. 


Fallo  úm  1»  Asprein»  Corie< 


Baenos  Aires,  Noviembre  1^5  de  1875. 


Viatofi :  por  sus  fundamentos,  y  de  acuerdo  cou  lo  espaeati^ 
7  pedido  por  el  señor  Procurador  General,  se  confirma  el  auto 
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apelado  de  fojas  emcuenta  y  tres  vuelta,  con  costas,  j  satisf e- 
ehas.ektas  y  repuestos' los  sellos,  deyüélyaiise. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ.  BARROS 
PAZOS.  —  J,  B.  GOROSTUGA.  —  J.  DO- 
MIMGUEZ. 


CAUSA    CXTIII. 


/).  Ñuño  M.  Seixas  (padre)  fiontra  los  patrones  de  las  lan- 
chas cÉduarda»,  «Juncal»,  «Vivorátá»,  «Paz  Oriental», 
«  San  PedFO >, ,  « ^Jp^alUia »  y  « Félix  t^,  y  D.  Ñuño  Seixas 
(hijo)  sobre  tercería  de  dominio  y  desembargo. 


f»  • 


••■# 


'>   f       '^  -'-o       r.{    r».    •< 


Sumario.  —  1^  Las  cosas  dadas  como  capital  de  una  so- 
ciedad; pertenecen  ¿esta,  y  responden  á  las  deudas  sociales. 

2^  La  escritura  de  disolución  de  sociedad  no  registrada  y 
pcriylioada  no' produce  efecto  contra  los  ^tetcerd^  acreedores 
de  laí  sociedad  6  de  alguno  de  Ios'SocíoSvB^  ío  v:  ,  o-  : :. :   \ 
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.  3^  Las  obligaciones  contraidas  por  el  mandatario. en  de* 
sempeño  del  mandato  afectan  válidamente  el  mandante.* 

4^  Entre  dichas  obligaciones  estft  la  de  que  las  embarca- 
ciones del  mandante  responden  por  los<sueldos  debidos  á  sus 
tripalantes  empleados  en  ellas  por  el  mandatikrio. 


•  i      ..  .^       • 

,  Co^o.  —  Lo^  patrones  de  las  lanchas :   J^duarda,  ,  Juncal, 

Vivorata,  Paz  Oriental^  Amalüa  y  Félix,  pertenecientes  i 
la  sociedad  Seixas  y  C*,  demandaron  ejecutivamente  el  ge- 
rente de  ellaD.  Ñuño  Seixas  (hijo)  por  cobro  de  sueldos,  y 
obtuvieron  el  embargo  de  dichas  lanchas. 

D.  Ñuño  Seixas  (padre)  alegando  ser  estas  de  su  es- 
clusiva  propiedad, -dedujo  teneeríac  de  domiiiia  contra  la  eje- 
cución y  pidió  el  desembargo  de  las  lanchas  con  la  indem- 
nización de  los  perjuicios. 

Espuso  que  aquellas  habían  pertenecido  antes  á  la  socie- 
dad Seixas  y  C*.,  pero  que  esta  sociedad  se  biibía  dísoelto 
en  15  de  Abril  de  1874,  y  que  en  la  escritura  de  esa  fecha 
se  habia  convenido  en  que  la  propiedad  de  las  lanchas  pa- 
saría á  Don  Ñuño  Seixas  (hijo),  eon  la  condición  de  pagar 
unas  letras  que  el  actor  debía  al  Banco  de  la  Frovínda  y 
Nacional;  y  que  no  habiendo  aquel  campUdo  con  ese  pago 
que  habia  tenido  qae  verificar  el  actor,  el  dominio  de  ia4 
lanchas  le  había  quedado  eon  arreglo  al  art.  40«  ttt.  Ik  la 
Compra,  Código  CiviL 

Los  ejeeotantes  conteataron  qne  el  epet Üer  ora  Umhítn 
dendiv  de  ellos,  eomo  sóeío,  eeiBo  laandaate,.  y  eoflie  dae* 
Bo  de  las  laaehas. 

Como  socio,  porqne  el  contrato  de  áíttíniím  n»  haWa  wí^ 
de  pablkado,  si  registrado,  y  era  iiale  reepeeto  de  ttf  eeres. 

Como  mandante,  perqué  haUa  eeuntíde  qae  las  hmdtBé 
faena  adaínístradas  por   sa  hi>(>,  y  este,  raslfiaili  á 
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ejecutantes  «ü  kis  lanchas  le  había  obligado  váUdametite  en 
lo  refttente  i  eus  aneldos. 

Como  dneño,  porqne  el  crédito  de  sueldos  de  los  tri^n- 
lalates  es  privilegiado  sobre,  las  embarcaciones,  j  poiqne  se 
trataba  de  un  negocio  comeroialf  cnya  gestión  obliga  al  dueño 
aun  ignorándolo. 

Agregaron  que  el  opositor  no  negaba  el  crédito  de  los 
ejecutante^;  y*  que  del  mismo  contrato  de  i5  de  Abril  de 
4874  resultaba  el  consentimiento  del  Sr.  Seiías  (padre)  en 
que  su  hijo  á  quien  (^dió  las  lanchas  bajo  una  condieion 
resolutoria,  Siguiera  administrándolas. 


Vaito  úéí  Jsesr  da  ñmeéíon^ 

•  ,.i     '  •    •■  . 

Bueno»  Aires,  Octubre  29  de  187$. 

Yistos  estos  autos  de  tercería  á  la  propiedad  de  las  lan- 
chas'embargadas :  £?í/ttar(ío.  Juncal,  Vtvoraia,  Paz  Orien^ 
tat,  San' Pedro,  Amélita  y  Félix,  deducida  por  D.  íPuño  M. 
Sei&as  en  la  ejecución-  que  los  patrones  de  las  mismas  si-^ 
gueil  por  sueldos  devengados  contra  su  hijo  y  administra- 
dor D:  Ñuño  Seixas  y  áe  que  resulta: 
'  1^  Que  las  mencionadas  lanchas  ftíéfon  compradas  por 
D.  Ñuño  Mí^  Séiías-  y  se  halla  esteñdida  á  su  nombre  lá 
escritura,  según  consta  del  espediente  aconípa^ado. 
'  ^  Que  -dichas  lancias  fueron  el  objeto  6  capital  social 
qw  aporté  D.*  Kufio  M.  de^Seiras  en  la  sociedad  de  lanchaje 
establecida  con  su  padre,  como  lo  confiesa  absolviendo  la 
pósioión'l*  d'e  f.  4i. 

d°  Que  en  Abril  del  'corriente  año  se  disolvió  esta  socie^ 
dad  quiedatido'  de  consentimiento  de  partes  la  adminjstia- 
eion  de  las  Ifftchas  á  D«  }7uño  SeixaB'(hijo)  y  declarándose 
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que  la  propiedad  de  las  lanchas  seria  de  Seixas  (padre),  tan 
solo  hasta  que  Seiías  (hijo)  hubiera  pagado  las  letras  que 
se  dieron  para  obtener  el  dinero  con  que  se  las  compró^  (có^ 
pia  de  escritura  de  f.  1*). 

4^  Que  «sta  escritura  de  (Usolucion  de  la  sociedad  no  60 
publicó,  como  lo  confiesan  el  ejecutado  y  el  ejecutante,  ni 
se  registró  en  el  registro  correspondiente,  oomo  lo  confir* 
ma  el  Escribano  de  Comercio  ^  á  f . 

5^  Que  los  créditos  porque  se  ejecuta  á  Seixas  son  pro^ 
Tenientes  de- salarios  devengados  en  servicio  de  las  mismas 
lanchas,  según  el  espediente  ejecutivo. 

Y  considerando:  1^  Que  aunque  los  títulos  presentados 
sean  bastante  para  establecer  el  dominio  de  las  lanchas,  el 
hecho  de  haber  sido  dadas  como  capital  propio,  según  con- 
fesión de  Seixas  (padre),  y  objeto  de  la  especulación  de  la 
sociedad  de  lanch^ge  de  Seixas  y  Cia„  las  constituye  del 
dominio  de  la  sociedad  y  obligadas  á  satisfacer  sus  créditos, 
(art.  590  Código  de  Comercio) ; 

2°  Que  aunque  la  escritura  acompañada  fuera  considerada 
como  convenio  de  disolución  de  la  sociedad  Seixas  y  Cia., 
ella  no  puede  producir  efecto  para  con  los  terceros  por  no 
haberse  registrado  y  publicado,  como  lo  dispone  el  art.  492 
del  Código  de  Comercio,  y  por  tanto,  la  estipulación  que 
allí  se  contiene  de  que  las  lanchas  eran  propiedad  de  Sei- 
xas (padre)  hasta  que  el  hijo  hubiera  pagado  ciertas  letras, 
es  de  ningún  valor  para  los  acreedores  de  la  sociedad  ó  de 
alguno  de  los  socios  en  mateviaa  d#  su  especulación  social 
como  la  presente; 

3°  Que  aún  considerando  válido  el  documento  de  f.  i*,  del 
mismo  se  desprende  que  Seixas  (hijo)  fué  constituido  en  man- 
datario ó  administrador  de  las  mencionadas  lanchas ;  y  que 
como  tal,  pudo  obligar  válidamente  al  mandante  por  sus  hechos 
en  desempeño  del  mandato;  y  entre  estas  obligaciones  está 
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pora  SeisM  (padre)  la  qae  impone  la  ley  de  qoe  los  suel- 
dos de  los  tripulantes  teogaa  pñyilegio  en  la  embarcadon 
ea  qoe  sirren  (art.  1182  del  Código  del  Comercio). 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  hacienlo  logar  i  la 
tercería  de  dominio  deducida  por  Seixas  (padre),  al  efecto 
de  snspend»  el  embargo  de  las  mencionadas  lanchas  7  sn 
venta  para  el  pago  de  los  salarios  qne  se  cobran  por  los 
ejecutantes. — Repónganse  los  s^os  y  notifiqnese  con  el 
original. 

lüdoro  Atbarraein. 


WmWm  de  la  Sopremia  Cmwt^. 


Baeoos  Aires,  Koviembre  SS  de  1H75. 

Tistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  ape- 
lado de  foja  cuarenta  y  dos  vuelta,  con  costas,  y  satisfe- 
chas estas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse  al  Juez  de 
su  procedencia. 

SALVADOR  HAEÍA  DEL  CARRIL. — lOSÉ 
BARROS  PAZOS. —J.  B.  GOROSTU- 
GA. — J.    DOMÍNGUEZ. 
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CAUSA    CXIX« 


Crinmal^  contra  D.  Valerio  Bengochea,  par  re¿e¿ion  y 

delitos  comunes. 


Sumario.  —  1^  El  delito  de  rebelión  se  halla  comprendido 
en  lá  ley  general  de  amnistía  de  22  de  Julio  de  1875. 

2^  Dada  por  compur^adit  con  la  prisión  sufrida  la  respon- 
sabilídad  del  delincuente  por  delitos  comntíes  cometidos  con 
ocasión  de  lá  rebelión,  deben  ser  de  su  cargo  las  costas  del 
proceso. 

Caso:  -^  D.  Valerio  BengcMhea  f aé  preso  y  procesado  por 
haber  sérrido  en  las  filas  de  los  r^eldes.  á  las  órdenes  de  D. 
Bieardo.  Lópea.  Jordají  en  Entre^-Rios^  y  por  habep?  tenido 
patticipiicion  en  el  saqueo  de  la  Casa  de  negocio  de  D.  Daniel 
Ooyanveit  la  Faz^ 


> '  > 


i< 


Falto  del  Jíoes  4e  Secclan. 


,  ,  Paraná,  Octubre  30  de  1874. 


.Yistqs;,  lo|s, presantes  autos    seguidos    á  instancia    fiscal 
coni^f^  p.  .yft^rio  Bqngochea,  por  delito  de  rebelión  y  del 
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crimen  de  robo  cometido  en  el  saqueo  hecho  por  las  fuerzas 
rebeldes  de  Jordán  en  la  toma  de  la  ciudad  de  «La  Faz», 
el  31  de  Octubre  del  pasado  año  73. 

Y  considerando :  Que  los  cargos  en  cuanto  al  delito  po- 
lítico de  rebelión,  son :  haber  servido  Bengoohea  en  las  fuer- 
zas rebeldes,  de  oapitftn  ó  lea  de  sargeiito  mayor ;  y  haberlo 
hecho  también  ejerciendo  funciones  de  G-efe  Político  que  de- 
sempeñó en  dicha  ciudad,  como  Yoluntario  servidor  á  la 
rebelión. 

Que  en  comprobación  de  esto,  aparecen  en  el  proceso  las 

•  •         • 

declaraciohed  de  Juan  Romero,  asistente  dé  Ben^oe&'eásliien- 
tras  estaba  en  campaña  ál  áérVióio'  de  los  rebeldes  hasta  la 
toma  de  «  La  Paz  »,  quien  declara,  que  dicho  Bengochea  fué 
capitán  ó  sargento  mayor,  que  concurrió  haciendo  armas  á  la 
iaaidi^a.  toma'  de  xcLaPaz»  y  que  allí  fué  Gefe.  Político, 
f.  lS:Tt^M  f-  13;  de  íDf  Federica  Wei^a,  quien  atesta  de<^o|l.- 
-formidad  con  Romero^  c^n  referencia  á  la  inyestiduira  militar 
de  Bengoohea  entre  los  rebeldes  y  al  desempeño  d^l  puesto 
de  Gef e  Político,  f .  S2 ;  de  D.  Melotior  Vida,ephea,  en  cuanto 
al  servicio  y  clase  militar,  f.  41  ;  de  todos  los  otros  testigos 
del  plenario presentados  por  éldefensor  de  Bengochea,  quienes 
unámmeménte  aseveran  que  estHvo  al  servicio  dé  lee  vebeldes 
en  oíase  de  capitán,-  f.  8&'Vta.  á  89 ;  de  Ia  indagatoria  y  pro- 
'pia  ooüfesien  del  mismo  BeAgochea,  qiiiea  nei^iega>haberae 
haílládo  entre  lús  rebeldes-  á  sii  servioío,-  dentó  'pnaciibante  ¿ 
enfermero   del   Hospital  y    también  coma^i.^arlBtairioni9fl!0irl- 
biente  del  Gefe  Beron,  sin  negar  tampoco  que  fué  hecho  reco- 
nocer por  orden  general  en  el  ejército  de  los  rebeldes  por 
capitán,  desde  que,  contestando  a  este" cargo,  áice:  «que  así 
lo  oyó  decir»,  f.  18- 

Qíie  por  lo  referente  al  delito  cumun  de  robos  cometidos 
éii  él  daqueó  hecho  por  los  rebeldes  cuaii'do  tomaron '¿La 
Táz>/  si  bien  aparece  delo-e^aesto  *poif  Ü:  ^iií'ueí  Hinójófeb 

•*  .UJ/    .1 


•1  t 


£i]ft$da,  Í88  24  á  25,  y  por  Yidaechea  ya  citado  f.  23«  que 
BeAgocIije^  cuando ,  se  perpatraba  el  saclueo  de  la  casa  de 
negocio  de  D.  Daniel  Goyan^  solo  estuvo  en  ella,  acompañado 
de  los  declartoiteis  que  fueron  solicitados  entonces ,  por  el  in- 
terosad^  Qoyai^  para  que  fuesen  á  su  casa  con  el  objeto  de 
tomar  razón  6  bacer  ,un  balance  (como  dicen  que  lo  había 
indicado  Bengo(diea),  á  efecto  de  que  con  esie  documento  se 
pudiese  hacer  de^ppe»  un  reclamp  á  bordan  ó  á  la  Junta 
Gi¥il,  de  todo  lo  que  se  saqueaba  de  ella ;  aparece  no  obstante, 
contrari^o  completamente  dicho  aserto]por  lo  espuesto  por 
los  testigos  (.citiMios  ya  sobre  el  cargo  del  delito  de  rebelión) 
que  son,  i  saber :  V  D,  Federico  Wciise,  quien  como  testigo 
presencial,  dice :  quo  Bengochea  disponía  y  ordenaba  el  sa-* 
qneo  mandando  al^í  á  su  arbitrio;  2^  El  mismo  Yidachea, 
qui.ea  espresa  haber  visto  que  Bengochea  llevaba  ¿  caballo  un, 
cejjon  d#  papales  y  que  1^  dijo  c  que  era  papel  blanco  que 
necesitaba  para  escribir»;  3^  D.  Abundo  Beluchi,  que, ase-, 
gura,  haber  presonciado  el  saqueo  de  la  casa  durante  los  17 
dias /que  duró  y  que  Bengochea  en  todos  esos  dias  siempre 
estuvo  ordenando  y  haciendo  distribución  de  lo  que  se  sacaba, 
disponiendx)  como  de  cosa  propia ;  pues  que  al  mismo  decla- 
rante le  ordena  que  bajase  de  un  estante  treinta  docenas  de. 
frenos  para  entregarlos  ¿  los  soldados  y  que  á  Bengochea 
mismo  lo  vi6  poner  ep  el  bolsillo  un  par  de  anteojos,  diciendo 
que  le  hacian  falta;  4"*  De  D.  Luciano  Colon,  que  atesta 
haber  visto  que  Bengochea  hacia  llevar  á  su  casa  con  sol- 
dados, dos  bolsi^  de  maí^,  dos  de  fariña  y  una  de  porotos ; 
y  &°  Por  lo  que  consta  de  las  declaraciones  que  en  testi- 
monio ooxren  de  fs.  14  á  i6  en  cada  una  de  las  que,  se  refiere 
que  Bengochea  tuvo  participación  activa  en  el  saqueo  de  la  * 
ewa  di|  Qoyan. 

Que  siendo  estos  loa  hechos  que  marca  el  proceso,  no  apa- 
rece jnstificada,  entre  tanto,  ningujua  de  las,  escepciones  con . 
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que  B^ngochea  ha  procuriido  salvar  loscargóa  de -criiiinaUdad 
en  sn  indagatoria  y  'confesión ;  ota  con  jefferettcia  al  delito 
político  de  febelidn,  ora  con  respecto  al  comnn'tle  robo 
calificado,  eii  ersácjueo  con  las  fuerzas  rebelde». 

Que  ademas,  lo  alegado' por  el  defensor  de  Bfengochea  sobre 
singularidad  de  los  testigos,  está  contestado  por  el  tenor  de 
las  misínas  declamaciones ;  pnes  de  ellas  aparece  que  *  tod^ 
contestes  dicen:  en' cnanto'  al  delito'  de  rebelión  que  Yíeron 
á  éengochea  entre  las  fuericas  rebeldes,  que  Vestía  traje  mi- 
litar,' qué  se  le  llamaba  capitán  ó'séét  sargento  mayor,  que  daba 
órden'éáá  los  soldadóá  y  que  ejerció  el  puesto  ^de  Géfe  Vah 
lítico  en  VL'a  Páz^»;'  como  Voluntario'  servidor  á  la  rebelión, 
y  que  eh  cuanto  al  delito  coinun  de  robo  calificado  por  la 
interviencion  y  cbinpliciíad  de  Bengochea  en  el  saqueo  de  la 
casa  de'Gbyan,  aseveran  de  igual  modo,  sobre  el  hétjio  cMb-^ 
titutiVo 'del  crftnen,  como  testigos  presenciales,  hácieádo  todo 
ésto  cóúócei  por  lo  tant6,  que  dichos  testigos 'no  pueden  tener 
el'cái'ácter  de  singulares  qué  el  defensor  les  da,'  por  no  ha- 
llarse eñ  las  Condiciones  que  determina  la  ley  28,  tft.'16,  P.  8*, 
sino  que  por  el  Contrario,  lo  están  en  las  dé'  la  ley  28  del 
mismo  título  y  partida  y  -ley  2*,  tít.  2i,''lib:  i\  Recop. 
comO"  testigos  cWtéstes^,  mayores  de  toda,  escepcion;  con- 
c'ordantes  igualmente  en  la  persona,-  hechos,  tiempo  y  Ingár, 
sin  hábe'rse  produeídoí  ni' coiiprobado  éti  su  ci6Íitráí 'tacha 
algiiha  legal.'  '    »  .«  *       .      .» , 

Que  por  otta  parte, 'el  otro  átgumentó  (jfne  tfáe  W 'mismo 
defenébr,  para  deducir  que  su  patrocinado  no  eá  reo  de  re- 
belión, según  el  testó  literal  en  que  sé  halla  redactada  la  ley 
nacional  de  14  de  Setiembre,  al  clasificar  loy  casoí  de' ése  dé^- 
lito  éh  él  'art.  i4  del  tít.  4",  es  tln -alegato -osténáibleniente 
sin  valor,  fuerza,  ni  mérito  legal,  por  cuanto'  que,'  tfóníiaí- 
tierfdo'  brasea  Éa  rébélibn;  ora'  sea  la 'sédicioíi;  delitos  de 
clútí '  y  notoria '  análoga',  en  álzaniíentos  públicos  cóntria '  él 
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Gtobie^iH)  Ó  las  ^^toijjdade^  de  no)  paísi  claro, eg^,  qu^  los  que 
so  alista^,  pliegan  ó  p^eiteaeceu  vQluataria.íuepte  á  las  tur- 
bas  ^  filas  de  e^os  alzjamiei;to3  6  r^yueltas»  aunque  por  sí  no 
«ncab^^c^.  la  sedición  ó  .  rebelión,  se  hac^u  reos  de  estos 
erímenes,  segan  todos  los  Códigos  conocidos,  como  po^  I9,  que 
disponen  (prescindiendo  de  la  ley  nacional),  las  leyes  1*, 
tít.  20,  y  2%  tít.  10,  P.  7*,  como  también  la  ley  3%  tít.  10, 
lib.  12,  N.  r!       '    *  /  ¡       . 

Que  por  todo  lo  espuesto  6  considerado  en  el  hecho  y  en 
el  derecho,  aparece :  que  Valerio  Bengochea  és  criminal  por 
haber  incurrido  en  el  delito  de  rebelión,  cómo  dice  el  ■  Pro- 
curador  riscal  en  la  acusación  de  fs.  46  á  49  y  en  el' de  robo 
calificado  con  ocasión  de  la  rebelión,  circunstanciad  por  las 
que,  según  la  ley  nacional  citada  (art.  18,  tít.  4*),  debe  ser 
castigado  con  la  pena  malyor  correspondiente  á  este  delito, 
es  decir,  con  la  pena  que  señala  la  le^  18,  tít.  14,  P.  7'; 
pero  que  esto,  no  obstante,  teniéndose  en  consideración  que 
no  ha  concurrfdo^.iyuertQ  ^n  ^1  h^^Jio  ^4.el  ^^V^^^i  ^  sea  robo 
calificado,  ni  otro  atentado  sangriento  y  vejatorio,  por  los 
que  al  menos  pudiese  ser  aplicada  la  de  presidio  mayor,  se- 
gan la  misma  ley  de  partida ;  sino  que  por  el  contrario,  del 
proceso  resulta  que,  si,  como  es  evidente,  Bengochea  tuvo 
participación  activa  en  el  hecho  del  saqwo»  no  manifestó 
sana  ni  enojosa  hostilidadi  sino  que  mas  bien  trató  qne  se 
hiciera  un  inventario  6  balance  de  los  efectos  saqueados  pora 
qne  con  ese  docamento  pudiera  el  perjndicado  reclamar  .del 
gefe  de  la  rebelión  6  de  la  junta  civil,  hecho  qne  atenúa  el  grado 
de  culpabilidad,  porqne  al  menos  acredita  un  rasgo  de  in- 
terés moral  en  favor  del  damnificado. ;  j  t^eniendo  en  qsentA 
también  lo  recomendado  por  el  art.  93,  tít.  9*  de  la  misma 
ley '  nacional.  Aféntas  4ales  'boíiMderaciones,  como  todo  lo 
demarqué  se 'ha  visto:  ñíTlo  'definitivamente  esta  cansa,  con- 
denando al  reo  Yaleri^^  BÉngtwhaa  <  h  pena  de  presidio  que 
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pide  el  Fiscal  de  f8.  46  á  49,  pero  nu  por  el  término' de  se!^ 
años,  que  en  la  acusación  se  designa,  sino  por  solo  el  de  dos 
años  contados  desde  la  notificación ;  debiendo  sufrir  esta  con- 
dena en  la  Isla  de  Martin  Oarcia;  con  costas.    Notifíquese 

original. 

Antonio  Zarco. 

*  •  * 

•  • 

Apelada  esta  sentencia,  y  dictada  la  ley  de  amniatia,  el 
8r.  Procurador  general  nombrado  ad  hpc,  espuso  que  el  de- 
lito de  rebelión  estaba  amnistiado ;  que  la  participación  en 
el  saqueo  de  la  casa  de  Goyan  habia  sido  afirmado  por  dos 
testigos,  pero  negado  por  otros ;  que,  sin  embargo,  habla  to- 
mado algunos  objetos  de  dicha  casa,  y  contribuyó  así  al 
saqueo ;  que  por  eisto*  y  tratándose  de  cosas  de  ppca  impor- 
tancia, debia  darse  por  compurgada  la  pena  con  la  prisión 
sitfrida,  siendo  de  su  cargo  las  costas  del  proceso. 


Fallo  de  la  Sojpvema   CoMe. 


Buenos  Aires,  Noviembre  37  de  1875. 

Vistos:  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  $r. 
Procurador  General  ad  hoe,  se  revoca  el  auto  i^elado  de  foja 
norenta  y  tres,  declarándose  comprendido  en  la  lei  de  veinte 
y  dos  de  Julio  último  el  delito  de  rebelioik,  y  compurgado 
con  la  prisión  sufrida  el.  delito  coman  át  que  es  acusado, 
siendo  de  su  cargo  el  pago  de  las  costas,  satisfechas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  RAR- 
-   ROS  PAZOS  — I.  B.  6qR09TUGA. 
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D.   Bernardo  Iturrasve  contra  D.   Alfredo  de  Aríeaga,  por 

cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.  — 1®  Hay  notación,  de  contrato  cnando  entre  los 
mismos  obligados  han  'CosTesido  ^modificar  ó  cambiar  sus 
respectivas  obligaciones.  6  cnando  con  Toluntad  del  acreedor 
se  ha  sostítnido  nn  dendor  á  otro,  ó  cuando  por  yolnntad 
del  acreedor,  del  dendor  y  de  im  tercero,  se  sostitnye  este  á 
aqnel.        < 

2"  Un  acreedor  subsidiario  no  pnede  tener  otros  ni  ma* 
jores  derechos  qne  el  principal,  y  desapareciendo  los  de  este» 
desaparecen-  los  de  aqnel. 


Caso.  —  La  disensión  de  esta  cansa  está  esplicada  en  el 
8%Qiente 


Tistes  estos  antes !  con  lo  alegado  por  h»- partes  en- la 
andiencia  Tetbal,  resulta  lo  signieaté:  qiie-D;  Bemárdo^  Ifsr*- 
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raspe  j  el  finado  D.  Adolfo  Gómez,  como  girante  aquel  y 
aceptante  este,  debían  al  Banco  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  una  letra  por  valor  de  375,000  fi  m/c,  que  existia  en 
la  cartera  de  dicho  Banco ;  como  existian  también  otras  le- 
tras suscritas  por  Gómez,  las  cuales  fueron  protestadas  por 
falta  de  pago,  con  .uot&o  de.rla,  mt&^e  de  este,  acaecida 
antes  de  su  vencimiento. 

Hallándose  accidentalmente  en  Buenos  Aires,  D.  Alfredo 
de  Arteaga,  cuñado  del  finado,  al  vencimiento  de  aquellas 
letras  7  sin,  ser  deudor  de  Iturraspe  ni  de  la  testamentaria 
de  Gómez  ni  tener  tampoco  provisión  de  fondos  de  ninguno 
de  ellos,  fué  rogado  por  Iturraspe  j  su  hermana  la  señora 
viuda  de  Gómez,  para  prestarles  el  servicio  de  ofrecer  su 
firma  en  la  renovación  de  la  letra  vencida,  en  calidad  de 
aceptante,  en  remplazo  de 'la*. del  finado  ;-;pa?a  c]ii;<^ ,  .pbjeto 
girarla  contra  éU  Iturraspe,  á  favor  4¿k  Baaobco,  evitándose 
asi  el  pago  j  protesto.     >  « 

Arteaga  se  prestó  á  este  servicio  para  salvarlos  d^el, con- 
flicto 7  en  la  seguridad,  según  lo  espone;  que  }e,Ai6  XtnT- 
raspe,  de  que  no  llegaría  jamás  el  caso  de  que  tal  acto  de 
liberalidad  le  trajese  compromiso,  alguno ;  s^everacioii  Qsta 
mu7  natural  y  cxeible,  dfssde  el  moaa^ento  .que  AJiteaga/ruo 

debiendo  cosa  alguna  á  Iturraspe  ni  á  la.|testamQut9rjl,ar...nQ 

* 

habia  razón  para  que  quisiera  resolverse,  sin  causa,  al  sa- 
crificio dé  pagar  376,000  #  m/c. 

Bajo  tal  concepto,  en  Febrero  4^,  de  este  año,  Iturraspe 
giró  contra  Arteaga  7  éste  aceptó  la  letra  de  f.  I"",  que  es 
la  misma  que  basa  esta  ejecucÍQU,.  7  CU70  vencimiento  era 
¿  los  90  dias. 

Aproximándose  este  vencimiento,  Arteaga  fué  requerido 
desde  Buenos  Aires  |por  Ittirraspe  para  ir  á  renovar  la  letra; 
^  lo  ,que  se  resistió  .lefiprd^ndol^  el  motiy.9  geu^roso  qu%  lo 
impulsó  ¿j. firmarla  y  las  pifomesi^fj  qjie  s^  I9  hic^eijon.   ^^^^^ 


se  venció  y  se  protestó  contra  Arteaga.  Mas  luego  de  suce- 
der esto  y  por  voluntad  conmn,  del  Banco  acreedor  4e  Itur- 
xaspe  girante  y  de  la  viuda  de  Gómez,  encargada  de  su 
testamentaria,  se  convino  en  que  dicha  letra  protestada  se 
renovara  á  un  mes  de  plazo,  retirándose  la  firma  de  Arteaga 
y  sostituyéndola  con  la  de ,  dicha  señora ;  quien,  según  se 
dice,  la  garantía  con  los  bienes  testamentarios.  Así  se 
efectuó,  quedando  por  consiguiente  sin  efecto  la  letra  ante- 
rior firmada  por  Arteaga  como  aceptante ;  la  cual  sin  que  se 
sepa  por  qué  razón  aparece  en  poder  de  Iturraspe,  ó  por  qué 
no  se  destruyó,  ó  no  se  apoderó  de  ella  la  hermana  de  Ar- 
teaga, que  en  sostitucion  de  este  hal)ia  aceptado  y  garan- 
tido la  nueva  letra. 

En  este  estado  de  cosa?,  Itutraspe,  poseedor  de  la  letra 

antigua  renovada,  confirió  poder  en  7  de  Mayo  á  D,  Bonifacio 

Serviñe,  para  que  se  presentase  con  ella  ante  este  Tribunal  y 

la  cobrase  ejecutivamente  á  Arteaga,  como  lo  ha'  ejecutado. 

Estándose  siguiendo  este  juicio,  se  venció  la  nueya  letra 
girada  en  sustitución  de  aquella  ppr  Iturraspe  y  atseptada  por 
la  señora  de  Gómez.  A  su  vencimiento  la  recogió  aquel,  fir- 
mando con  Sil  sota  ¡trina  un  nuevo  pagaré  á  treinta  dias,  á 
favor  del  Banco ;  el  cual  corre  á  f<  42 ;  pagaré,  según  lo  ha 
espresádo  Arteaga,  que  también  se  hallaba  garantido  ppr,  los 
intereses  de  la  testamentaría ;  lo  que  es  de  supo^ner.  sea  así, 
desde  que  tiene  intereses  y  es  el. verdadero  deudor. 

T  considerando :.  1  °  Que  al  firmar  Arteaga  la  letra  que 
motiva  esta  causa,  por  generosas  que  hubieran  sido  sus  ra- 
'  zones  determinantes,  se  constituyó  ^^ndor  del  Banco,  quien 
pudo  haberlo  ejecutado  por  su  valor;  quedándole  en  tfil  caso 
sus  defechos  á  s$lyo  contra  el  girante  Iturraspe,  que.se  ha- 
bla constituido  deudor  de  Arteaga  por  el  hecho  de  haber 
girado  en  su  contra  sin  ser  su  acreedor,  ni  tene;r  en  su  poder 
provisión  algiina  de  fondos. 
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2**  Que  estag  relaciones  de  derech'o  quedarbn  completa- 
mente destruidas  y  anuladas  desde  el  momento  que  Arteaga 
no  hizo  pagó  alguno  con  motivo  de  su  aceptación,  habiendo 
su  firma  sido  sostituida  por  otra:  nulidad  de  relaciones, 
que  ni  por  la  simple  razón  ni  por  ley  alguna,  podian  com- 
binar los  Toles  al  grado  de  constituir  á  Iturraspe  en  acree- 
dor de  Arteaga,  cuando'  este  cosa  alguna  le  débia  al  aceptar 
la  letra;  pues  de  lo  contrario  resultarla  la  singularidad  de 
convertirse  Iturraspe  en  doble  acreedor,  ya  de  Arteaga,  por 
la  primera  letra  caducada,  ya  con  doble  motivo,  de  la  señora 
de  Gómez,  por  la  misma  renovada,  lo  que  á  toda  luz  impor- 
tarla una  notoria  injusticia,  y  todo  ello  sin  que  Iturraspe 
hubiese  hasta  entonces,  época  en  que  se  inició  su  ejecución, 
desembolsado  el  valor  de  ninguna  de  ellas;  pues  el  pagaré 
que  posteriormente  firmó,  en  Junio  2,  para  recoger  su  se- 
gunda letra,  aceptada  por  la  señora  de  Gómez,  solo  puede 
crearle  relaciones  jurídicas  con  esta  y  no  con  Arteaga; 
siendo  por  consiguiente  inexacto  que  Iturraspe  hubiese  abo- 
nado con  ese  pagaré  la  letra  que  debió  pagar  Arteaga,  sino 
solo  la  que  debía  pagar  la  señora  remplazante  de  él,  á 
quien  con  mayor  razón  pudiera  también  ejecutar  por  su  va- 
lor ;  resúltándole  siempre  dobles  derechos  por  una  misma 
causa;  lo  que  es  de  todo  punto  inaceptable. 

3®  Que  por  consiguiente,  todo  lo  que  hay  que  considerar 
en  el  precedente  caso,  para  ver  si  procede  ó  no  la  ejecución 
contra  Arteaga,  es  si  ha  habido  ó  no  novación  de  contrato 
al  renovarse  la  letra  firmada  por  él;  y  si  habiéndola,  ha 
quedado  libre  de  toda  obligación  con  el  girante  que  lo  eje- 
cuta, en  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el  articuló  3**, 
lib.  2«,  sec.  í\  tít.  2^  Código  Civil  y  art,  980  del  Código 
de  Comercio. 

t^  Que  por  derecho'  mercantil'  cóíno  por  derecho  civil,  hay 
novación  de  contrato  cuando  entre  los  mismos  obligados  han 


A 
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convenido  modificar  ó  cambiar  sus  respectÍYa§  oMigaciohes; 
6  cuando  con  voluntad  del  acreedor,  se  ha  sustituido  un 
deudor  á  otro ;  6  cuando  por  voluntad  del  acreedor,  del  deu- 
dor y  de  un  tercero,  se  sostituye  este  á  aqueí;  Código  Civil, 
.  lib.  2«,  sec.  1»,  tít..  2",  arts.  15  y  H  y  art.  980  del  CSdigó 
de  Comercio. 

5®  Que  al  girar  Iturraspe  á  favor  del  Banco  contra  Ar- 
teaga,  aceptante,  se  constituyó  éste  en  deudor  directo  de 
dicho  Banco,  quien  por  falta  de  pago  del  girado,  se  tornó 
acreedor  de  Iturraspe;  y  por  consecuencia,  la  renovación  de 
la  letra  heclia,  no  solo  por  común  consentimiento  entre  el 
Banco  acreedor  y  el  deudor  Iturraspe,  sino  tamhieñ  de  un 
tercero,  la  señora  de  Gómez,  que  se  ofrecía  á  reemplazar  al 

* 

primitivo  deudor,  importaba  la  mas  perfecta  novación  en  la 
primera  letra ;  quedando  solo  subsistentes  las  obligaciones  y 
personas  determinadas  ^n  la  segunda.' 

6^  Que  en  consecuencia,  eliminada  y  sostituida  la  firma 
de  Arteága  por  la  de  otro  deudor,  para  con  el  mismo  aeree- 
dor,  el  Banco,  se  han  estingiiido  ipso  fado  todas  laá  obli- 
gaciones de  aquél'  rellitivas  á  la  antigua  letra;  quedando  no 
solo  estingiiidas  en,  el  caso  que  el  nuevo  deudor,  la  deñdra, 
pagase  á  su  vencimiento  la  nueva  obligación,  sino  aún  en  el 
caso  contrario,  en  que  por  no  hacerlo,  tuviera  que  pagar  el 
giro  Iturraspe;  pues  que  este  voluntariamente  habia  conve- 
nido con  el  Banco,  en  el  cambio  de  un  deudor  por  otro, 
sabiendo  que  el  crédito  debía  repercutir  contra  él  como  gi- 
rante, .por  falta  de  pago  del  deudor  directo;  y  puesto  que 
habiéndose  estinguido  por  la  novación  las  accionas  del  Ban- 
co contra  Arteaga,  mal  podian  subsistir  contra  el  mismo  las 
del  acreedor  subsidiario  que  lo  era  Iturraspe  como  girante, 
desde  que  no  habia  abonado  el  giro  á  su  vencimiento  por 
iio  haberlo'  hecho  el  girado ;  pueS  un  acreedor  subsidiario 
no  puede  tener  otros  ni  mayores  derechos  que  el  principal, 
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y  en  tal  caso,  desapareciendo  los  de  este,  con  doble  motivo 
desaparecen  los  de  aquel ;  asi  como  se  estinguen  las  obli- 
gaciones del  fiadoi  para  con  el  acreedor,  cuando  el  deudor 
afianzado  ha  sido  sostituido  por  otro  con  el  consentimiento 
de  aquel. 

7^  Que  asi  aún  en  la  avanzada  hipótesis  de  que  Iturraspe 
al  vencimiento  de  la  letra  aceptada  por  Arteága,  la  hubiera 
pagado  i  su  vencimiento,  por  no  hacerlo  este,  y  que  por 
consiguiente,  no  hubiera  existido  la  novación.  Iturraspe 
nunca  hubiera  podido  cobrarle  como  acreedor  legítimo  desde 
que  no  había  tenido  provisión  de  fondos  en  él,  ni  Arteaga 
lo  había  sido  deudor  por  otros  motivos ;  pues  si,  por  el 
contrario,  Arteaga  hubiese  pagado  la  letra,  se  habría  cons- 
tituido  en  acreedor  del  girante,  sin  causa;  mientras  que 
éste  hoy  pretende  constituirse  en  acreedor  de  aquel,  pudien- 
do  ser  en  tal  caso,  con  doble  motivo,  de  la  señora  de  Gómez; 
todo  lo  que  di  á  su  demanda  el  carácter  de  temeraria. 

Por  estos  fundamentos,  se  deolara  no  haber  lagar  i  la  eje* 
cucion,  con  costas  al  ejecutante.    Repónganse  los  sellos. 

Fenelon  Zuovia. 

Habiendo  apelado  la  parte  de  Iturraspe,  se  dietó  este 
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Bieaos  Aires,  Kovienhre  30  de  1875. 

Vistor:  p<yr  sus  fundamentos,  se  confinna  coa  costas  el 
aut<^  apelado  de  foja  sesenta,  r  satisfechas  aquellas  y  repnes- 
ti>s  l^  sellcis,  deTncltanse* 

SaLTáMNL    SAjaia   uol   CaiBIL. — MSt 

ftaiMS  ^aaos, — i.  a.  coMsnaca. 
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P.  Tomás  Sampteíro  contra  los  Sres.  Bonnemasson  y  Hetdee- 

ker,  y  los  Sres.  Descamps  Pousset  et  fils,  sobre  entrega 

de  méircaderias  y  daños  y  perjuicios. 


.  I 


Sunkario..  —  1^  Los  cargadores  de  mercaderías  no  pueden 
transferir  sino  Iqs  dereclios  ;  acciones  que  tienen  sobre  el 
cargamento. .      , 

2°  Estos .  derechos  son  el  de  retención  de  la  carga,  j  el  de 
pedir  su  emba;rgo  por  los  gastos  y  comisión,  pero  no  el  de 
apropiársele,  y  menos  por  razón  de  créditos  ágenos  á  ese 
servicio. 

3®  Reconocida,  por  los  oofi^ignatarios  de  los  cargadores  la 
propiedad  de  las  mercancías  á  favor  de  un  tercero,  y  el  pago 
de  los  fletes,  hecho  por  este,  deben  aquellas  proceder  á  la 
entrega  dentro  del  tercero  dia. 

4®  El  propietario  de  la  carga  no  tiene  derecho  á  exigir  de 
sus  consignatario.s  la  indemnización  de  perjuiciojs  por  la  de- 
tención de  ella,  si  consintió  la  resolución,  que  la  manda 
entregar  jsm  hacer  menqion  de.  dicha  indepinizaciony  si  la 
causa  4e^l4, detección  ultierior.ha  sido  la  falta  de  conoci- 
miento  no  presentado  á  la  Aduana  por  el  propietario,  y  si 


no  hizo  gestión  alguna  para  evitar  el  daño  que  los  efectos 
podian  sufrir  por  el  trascurso  del  tiempo. 


Caso.  —  El  caso  ha  sido  referido  en  la  Causa  LXXYII, 
pág.  241,  del  tom.  6""  de  esta  serie. 

Dictado  por  la  Suprema  Corte  el  fallo  de  13  de  Agosto 
de  1874,  Sampietro  pidió  que  él  Juez,  de  Sección  resolviera 
sobre  el  mejor  derecho  á  la  propiedad  de  las  mercaderías,  y 
sobre  los  daños  y  perjuicios. 


Fallo  4el  Jíaes  d^  Secclpn. 


Baenos  Aires,  Julio  31  de  1875. 

Vistos:  nuevamente  estos  autos  y  acatando  lo  dispuesto 
por  la  excelentísima  Corte,  y  resultando: 

1*  Que  del  poder  mismo  acompañado  por  Bonnemasson, 
consta  que  los  Sres.  Descaiñps  Fousset  y  Fils,  eran  carga- 
dores de  las  mercaderías  que  se  cobran,  de  Marsella,  y  co- 
mo tales  no  han  podido  transferir  á  los  endozados  Sres. 
Bonnemasson  y  Heidecker  sino  los  derechos  y  acciones  que 
ellos  tenian  sobre  el  cargamento,  (art.  1201,  Código  de  Co- 
mercio). 

2®  Que  los  cargadores  ó  consignatarios  de  la  carga  tienen 
solo  el  derecho  de  retener  los  efectos  consignados,  de  pedir 
su  embargo  por  los  gastón  ó  comisión,  pero  no  el  de  apro- 
piárselos por  deudas  agenas  á  ese  servicio'  (art.  3S4,  Código 
de  Comercio),  y  los  Sres.  Desca'mps  Fousset  et  Fils,  no  co- 
bran esos  créditos  privilegiados,  ni  los  invocan,  sino  que 
dicen  pertenecer  esos  efectos  á  un  concurso  en  Kiza. 

3"  Que  el  liecho  mismo  de  dar  poder  á  Meuter  para  re- 
qtierit  y  Vender  estas  mercaderías,  siendo  así  que  ya  se  las 
tenito  endozadas  por  er  cotiocimiento^  prueba  que  las  mer- 


cadería^  que  se  reclaman  ó  iban  á  reclamar  perteneciasi  á 
Sampietro,  lo  que  se  corrobora  por  la  matea  que  traían  ( S. 
P,)  por,  el  hecho  de  haberlas  reconocido  como  de  propiedad 
de  este,  el  consignatario  Bonnemasson  y  Heidecker  á  f.  5 
Yta.,  donde  manifiestan  que  no  tienen  inconreniente  para 
su  entrega,  desde  que  están  satisfechos  los  fletes. 

i^  Que  el  conductor  ó  comisionista  de  trasportes,  no  tiene 
acción  á  investigar  el  título  que  tenga  á  los  efectos  cargados, 
el  cargador  6  consignatario  (art.  184,  Código  de  Comercio); 
y  resultando  de  lo  espuesto  que,  Descamps,  Pousset  y  Her- 
manos, han  sido  comisionistas  para  hacer  el  cargamento,  no 
pueden  hacer  valer,  por  tanto,  el  que  dicen  que  tiene  el 
concurso  de  Niza  á  esas  mercaderías,  que  por  otra  parte, 
siendo  un  concurso  en  país  estranjero,  no  produce  acción  en 
esta  Bepública,  por  los  bienes  que  en  ella  tenga  el  fallido, 
sino  en  cuanto  sobre  una  vez  pagados  los  créditos  contraidos 
en  el  estado  y  debiendo  para  esto  reclamarse  por  el  síndico 
del  concurso  estranjero  al  síndico  del  concurso  que  se  le 
forma  en  el  estado,  (art.  183,  Código  Civil).  ■ 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  de  la  sentencia 
anterior  que,  al  exonerar  i  Bonnemasson  y  Heidecker,  de 
los  daños  y  perjuicios  por  la  demora  del  despacho,  impor- 
taba implícitamente  reconocer  á  Sampietro  la  propiedad,  fallo, 
declarando  que,  D.  Tomás  Sampietro  es  propietario  y  dueño 
de  los  186  cajones  y  32  cascos  de  vino  niarca  S.  P.,  venidos 
á  bordo  del  «  Bourgogne  »,  en  30  de  Julio  de  1873,  y  que 
los  Sres.  Bonnemasson  hagan  la  entrega  de  los  mismos 
dentro  de  tercero  dia ;  sin  costas.  Repónganse  los  sellos, 
y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 

De  la  sentencia  anterior,  apeló  D.  Gustavo  Meurer  por 
Descamps,  Pousset  el'fils,  y  Sampietro;  aquel  en  cuanto  al 
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fondo,  7  este,  porque  el  Juez  de  Sección  no  habia  conde- 
nado en  costas  y  en  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
á.  Bonnemasson  y  Heidecker,  y  á  Deseamps  Ponsset  et  fils. 


Fallo  4e   tu  Saiiraatii  €mw$e 

Buenos  Aires,  Diciembre  2  de  1876. 

Vistos:  Por  las  razones  espuestas  en  los  primeros  consv- 
derandos  de  la  sentencia  apelada;  y  resultando  que  la  par- 
te de  Sampietro  consintió  la  resolución  de  foja  cinco  vuelta, 
en  que  se  le  mandaron  entregar  los  efectos  que  reclamaba, 
sin  acordarle  indemnización  por  daños  y  perjuicios;  que 
posteriormente  fué  la  aduana  la  que  opuso  resistencia  á  la 
entrega  de  dichas  mercaderías,  por  no  presentar  los  recla- 
mantes .  él  correspondiente  conocimiento  según  lo  espone  la 
inisma  parte  en  el  escrito  de  foja  siete ;  que  la  falta  de  ese  do- 
cumento indispensable,  que  los  reclamantes  no  han  esplica- 
do  satisfactoriamente,  ha  sido  la  causa  de  las  dificultades, 
suscitadas;  y  que,  ni  aún  .después  de  lo  proveído  por  la 
Corte  en  la  resolución  de  foja  sesenta  y  cuatro  vuelta  han  hecho 
los  interesados^  gestión  alguna  para  evitar  el  daño  que  ios  efec- 
tos  pudieran  sufrir  por  el  trascurso  del  tiempo,  se  confir- 
ma dicha  sentencia,  salvas  las  acciones  que  Sampietro  cree 
tener  contra  sus  manda^rios,  Deseamps  y  Fousset  et  fils.  — 
Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,    devuélvanse. 

.  SALVADOR   Mi..  OBL    CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS    PAZOS.  — J.     B.     GOROS- 
;  TUGA.  —  J.    DOMÍNGUEZ. 

•  ..**•'         •  •        "■  '  .         ■  "  / 
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CAVHA    CXXII 


D.  Luis  Dagnino  de  Antonio  contra  el  concurso  de  D.  Bernardo 
Delfino  yC^y  la  Aduana,  sobre  preferencia  de  crédito. 


Sumario, — Las  mercaderías   existentes  en  la, Aduana  y 

•i 

destinadas  á  cubrir  una  deuda  fiscal,  no  deben  #ntrar  á  la 
masa  del  concurso  de  acreedores,  aun  cuando  el  deudor  ó 
dueño  de  ellas  esté  concursado. 


Caso.  —  D.  Luis  Dagnino  de  Antonio,  se  presentó  ante  el 
Juzgado  Federal  en  Buenos  Aires,  esponiendo  :  ^ue  en  su 
carácter  de  consignatario  de  la  barca  italiana  «Gastaldi»  pro- 
cedente de  Genova,  y  de  conformidad  á  lo  pactado  en  los 
conocimientos,  habia  hecho  descargar  todos  los  efectos  conte- 
nidos en  esos  conocimientos,  y  que  venian  á  la  consignación 
de  la  casa  fallida  Bernardo  Delñno  y  C*,  efectos  consistentes 
en  mármoles  que  se  encontraban  depositados  en  la  Aduana. 
Que  la  suma  adeudada  ascendía  á  2,170  ps.  fts.,  provenientes: 
1,193  ps.  fts.  50  cts.  por  flete  de  la  barca  y  976  ps.  fts. 
50  cts.  por  lanchajes.  Que  gozando  este  crédito  de  privilegio 
especial,  según  lo  dispone  el  Código  de  Comercio,  pedia  que 
previo  los  informes  del  caso,  se  ordenase  la  venta  en  público 

T.  VIII.  8. 
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remate  de  los  espresados  mármoles,  cuando  menos  en  cantidad 
bastante  á  cubrir  el  crédito  reclamado. 

Después  de  un  informe  de  la  Aduana  en  que  espresa  que 
habia  concluido  la  descarga  del  buque  y  que  la  permanencia 
de  los  mármoles  en  la  Aduana  era  dispendioso  por  su  mucho 
volumen,  y  á  mérito  de  una  nota  del  actuario  haciendo  cons- 
tar que  se  habia  presentado  D.  Estovan  Borsone  reclamando 
esos  mármoles  como  propietario,  el  Juzgado  dictó  auto  de  sol- 
vendo  contra  Borsone  por  el  valor  de  los  fletes  y  lanchaje. 

Notificado  Borsone  pidió  revocatoria  ó  apelación  áe  este 
auto.  Dijo :  que  esos  mármoles  habían  venido  á  la  consi- 
gnación de  Bernardo  Delfino  y  C*;  que  cuando  éstos 
quebraron,  el  esponente  se  habia  presentado  ante  el  Juzgado 
de  Comercio  revindicando  esos  mármoles,  como  de  propiedad 
de  su  señor  padre.  Que  declarado  así  y  librado  oficio  á  la 
Aduana  para  que  se  le  entregaran,  el  Administrador  de  Bentas 
manifestó  que  no  reconocia  mas  propietario  que  á  Delfino  y 
€•  que  eran  sus  deudores,  por  cuyo  motivo  el  esponente  ha- 
bia tenido  que  recurrir  ante  el  Juzgado  de  Sección,  estando 
todavía  el  punto  sin  resolverse.  Que  si  por  mandato  del  Juez 
se  le  entregan  las  mercaderías,  no  tendrá  inconveniente  en 
abonar  los  fletes  y  lanchaje,  pero  que  si  se  declaraba  que 
la  Aduana  tenia  derecho  para  retenerlos  como  propiedad  de 
Delfino  y  C*,  no  habia  razón  para  que  el  esponente  abonara  los 
fletes. 

Confesándose  por  el  esponente  que  los  mármoles  hablan  sido 
declarados  como  de  su  pertenencia  y  que  por  lo  tanto  estaba 
obligado  á  pagar  el  flete,  el  Juzgado  no  hizo  lugar  á  lo  solicitado. 

Vencido  el  término  del  auto  de  solvendo,  Dagnino  pidió  se 
vendiese  en  público  remate  la  cantidad  de  mármoles  necesaria 
á  cubrir  la  deuda  con  intereses  y  costas,  nombrando  al  efecto 
un  rematador  piíblico  y  librándose  el  oficio  necesario  á  la  Ad- 
ministración de  Rentas. 


DE  JU8TICU  fllCIQNAi  107 

Proveído  de  conformidad  y  librado  el  oficio  á  la  Aduana, 
ésta  contestó :  que  habiendo  venido  los  mármoles  á  la  consig- 
nación de  Delfino  y  C*,  quienes  eran  deudores  á  la  Adminis- 
tración por  falta  de  pago  de  derechos,  se  hablan  mandado 
ejecutar  y  entregado  al  rematador  nombrado  por  la  Adminis- 
tración los  máxmoles  referidos,  en  virtud  de  lo  proscripto  por 
los  artículos  i  83  y  siguientes  de  las  ordenanzas  de  Aduana, 
por  cuya  razón  no  era  posible  dar  cumplimiento  á  la  orden  del 
Juzgado. 

Hecha  saber  esta  contestación,  Dagnino  espuso  que,  si  la 
barca  «Oastaldi»  no  hubiese  conducido  los  mármoles  en  cues- 
tión, el  Fisco  no  podría  reintegrarse  de  lo  que  le  adeu&a  la 
casa  fallida  de  Delñno  y  C* ;  que  siendo  privilegiado  el  crédito 
del  esponente,  según  lo  dispuesto  por  los  artículos  186,  1258, 
1259  y  1698  del  Código  de  Comereio,  y  debiendo  por  tanto  ser 
abonado  con  anterioridad  al  Fisco,  pedia  se  librase  oficio  al 
Administrador  de  Bentas  para  que  remitiese  al  Juzgado  la 
sumado  2170  ps.  fts.  2  cts.,  importe  de  la  cuenta  exhibida, 
con  mas  46  ps.  fts.  32  cts.,  á  que  ascendían  los  gastos  hechos 
por  el  martiliero  nombrado. 

Fallo  del  Jíues  de  Seeelon. 


Buenos  Aires,  Oetobre  15  de  1875. 

Hallándose  embargados  los  mármoles  venidos  por  la  barca 
italiana  «Gastaldi»  para  el  pago  de  los  derechos  fiscales,  con 
la  prelacion  que  acuerda  el  artículo  ciento  ochenta  de  las  orde- 
nanzas de  Aduana  —  no  ha  lugar  á  lo  pedido  por  D.  Luis  Dag- 
nino y  repónganse  los  sellos. 

A  Ibarracin. 
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En  la  apelación  interpuesta  por  Dagnino  se  dio  vista  al 
señor  Procurador  General,  quien  espuso : 


Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1875. 


Este  espediente  aparece  iniciado  por  D.  Luis  Dagnino  con- 
signatario de  la  barca  cGastaldi»,  por  los  fletes  de  unos  már- 
moles. 

Intimado  el  pago  á  un  Stefano  Borsone  manifestó  :  Que  en 
el  concurso  de  D.  Bernardo  Delfino  y  C*,  consignatarios  de  los 
mármoles,  estaba  reconocido  como  dueño  su  padre,  residente  en 
Genova;  pero  que  el  Administrador  de  Rentas  no  reconocía 
otro  que  los  fallidos,  deudores  de  la  Aduana ;  por  lo  que  no 
podia  pagar  los  fletes  sin  la  entrega  de  los  mármoles. 

Ordenada  entonces  la  venta  por  el  Juez  Seccional  á  petición 
de  Dagnino,  la  Aduana  contestó:  que  los  mármoles  venidos 
en  la  «Gastaldi»  á  la  consignación  de  D.  Bernardo  Delfino  y 
C*  estaban  embargados,  y  mandados  vender  para  el  pago  de 
los  derechos  adeudados  por  dichos  señores. 

Dagnino  y  Borsone  corriguieron,  de  acuerdo,  la  afirmación 
anterior  relativa  á  la  consignación,  insistiendo  en  la  venta ; 
pero  el  Juez  Seccional  denegó  esta  vez  el  pedido,  y  de  aquí  el 
recurso  que  V.  E.  está  llamado  á  decidir. 

Todo  es  indebido  aquí,  recurso  y  procedimiento. 

Si  Dagnino,  consignatario  del  buque,  no  está  pago  del  flete, 
tiene  acción  espedita  por  su  mérito  en  el  concurso  de  Delfino, 
ó  directa  contra  el  dueño,  y  no  puede  pretender  preferencia  á 
la  Aduana  en  los  mármoles  que  esta  tiene  en  almacenes. 

Borsone,  por  su  parte,  ni  es  el  dueño,  ni  ha  comprobado  la 
declaración  que  invoca  en  favor  de  su  padre  y  al  parecer  solo 
interviene  para  cooperar  al  propósito  de  Dagnino. 
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El  Procurador  pide  por  todo  esto  que  la  Corte  no  haga  lugar 
á  semejante  recurso. 

C.  Tejedor. 


Fallo  de  la.  Suprema   Corte. 

Buenos  Aires,  Diciembre  4  de  1875. 

Visto  :  no  debiendo  entrar  á  la  masa  del  concurso  de  acreedo- 
res  las  mercaderías  existentes  en  la  Aduana  y  destinadas  á 
cubrir  una  deuda  fiscal,  aun  cuando  el  deudor  ó  dueiio  de  ellas 
esté  concursado,  según  lo  dispuesto  por  el  artículo  ciento 
ochenta  y  tres  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  y  de  conformidad 
con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en 
su  precedente  vista,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de 
fojas  treinta  y  ocho,  sin  perjuicio  de  las  acciones  de  D.  Luis 
Dagnino  de  Antonio  contra  el  concurso  de  Bernardo  Delfino 
y  C*.  Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuél* 
yanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS. —  J.  B.  COROS- 
TUGA.  —  J^  DOBUNGUEZ. 
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CAVSA    CXXIII. 


Criminal  c&ntra  D,  Salvador  J.  Jofré  y  D.  Ricardo  González, 
por  injurias  por  la  prensa.   Sobre  jurisdicción. 


Sumario.  —  i^  El  juzgamiento  de  los  abasos  de  la  palabra 
por  la  prensa,  es  esclusiva  de  la  Justicia  ProvinciaL 

2^  La  Justicia  Nacional  $olo  procede  aplicando  la  Consti«- 
tuoion  y  leyes  nacionales,  y  no  puede  imponer  otras  penas 
que  las  que  estas  establecen. 

3^  Ninguna  Ley  Nacional  impone  penas  á  los  abusos  de 
la  libertad  de  la  prensa,  cuando  estos  hieren  á  personas 
privadas  ó  á  empleados  á  quienes  no  se  ha  concedido  esta 
inmunidad  por  la  Constitución. 


Caso.  —  £1  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Mendoza, 
acusó  al  Procurador  D.  Ricardo  González,  autor  de  una  pu- 
blicación injuriosa  contra  el  Juez  de  Sección,  el  Procurador 
Fiscal  y  el  Secretario  del  Juzgado  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  y  á  D.  Salvador  J.  Jofré,  director  del  diario 
€  El  Siglo  > ,  donde  se  habia  hecho  aquella  publicación. 
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Fallo  «el  jraeá  úe  SeééldU. 


Mendoza,  Marzo  8  de  187p. 

Yista  la  jyrefiente  Bolioitud  del  Procurador  Fiscal,  acu- 
sando una  publicación  inserta  bajo  el  rubro  « la  rida  de  un 
presidario  »,  en  el  periódico  <  £1  Siglo  »,  de  esta  capital, 
correspondiente  al  dia  Jueves  4  de  este  mes,  como  un  grav^ 
delito  de  desacato  contra  el  Juez  de  esta  Sección,  el  propio 
Procurador  Fiscal  y  el  Escribano  del  Juzgado,  j  pidiendo 
en  consecuencia  la  prisión  preyentiya  é  incomunicación,  bu 
la  Cárcel  Penitenciaria,  de  D.  Salvador  J;  Jofré  y  D.  Ri- 
cardo González;  el  secuestro  de  todos  los  ejemplares  que 
se  encuentren  en  la  Redacción  é  imprenta  de  dicho  diario ; 
el  embargo  de  los  muebles  y  útiles  del  establecimiento 
tipográfico,  por  donde  él  se  publica,  y  finalmente,  la  for- 
mación del  correspondiente  sumario. 

T  considerando  :  Que  por  el  artículo  22  de  la  Constitu- 
ción General  de  la  República,  se  prohibe  al  Congreso  Na- 
cional, dictar  leyes  que  restrinjan  la  libertad  de  la  prensa 
ó  establezcan  sobre  ella  la  jurisdicción  federal,  declarándose 
asi  clara  y  terminantemente  privativo  de  la  soberanía  Pro-  . 
vincial  el  juzgamiento  de  los  abusos,  de  la  palabra  escrita. 

Que  cualquiera  que  sea  la  importancia  y  naturaleza  de  la 
publicación  acusada,  sobre  lo  cual  es  inoportuno  juzgar  al 
presente,  no  puede  por  consiguiente  sostenerse  la  jurisdic- 
ción del  Juzgado  para  conocer  de  ella. 

Que  la  Justicia  Nacional,  por  otra  parte,  solo  procede 
aplicando  la  Constitución  Nacional  y  las  leyes  dictadas  por 
el  Congreso,  sin  poder  aplicar  otras  penas  que  las  que  estas 
establezcan ;  y  que  por  consiguiente,  no  existiendo  una  Ley 
Nacional  que  confiera  jurisdicción  á  aquella  para  castigar  los 
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.^:>..v  a«  t«k  libertad  de  la  prensa,  cuando  hieran  solamente 
.  s.xvuoú^  privadas  6  á  empleados  á  quienes  no  se  ha  con- 
^s:wc  cinM  uunuiiidad  por  la  Constitución,  mal  puede  ejer- 
..^  nu  aceita  en  el  caso  sub-judice. 

b>tiJiüiKt^ttW%  qise  el  artículo  30  de  la  Ley  Nacional  Penal, 
u\vK:iid»  f^t  el  Procurador  Fiscal  al  tratar  de  las  injurias 
\  4«^i>ato$  contra  las  autoridades  nacionales,  no  se  ha  re- 
tviid^  á  los  delitos  de  la  prensa,  porque  no  ha  podido  ha- 
s^)^%  ^ü  vista  del  artículo  23  de  la  Constitución  Nacional 
\«  %>ítada« 

P^  tanto,  7  de  acuerdo  además  con  la  jurisprudencia 
^^UUecida  por  resoluciones  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
>;acíonal  en  diversos  casos  prácticos  :  declaro  no  haber  lugar 
A  la  acusación  deducida  por  el  Procurador  Fiscal,  quien, 
para  el  ejercicio  de  su  acción,  debe  ocurrir  donde  corres- 
ponda y  mejor  convenga  á  sus  derechos. 

Calistó  S.  de  la  Torre, 


Wmll9  4e    ln  Saprema  Corte 

Dacnos  Aires,  Diciembre  4  de  1875. 
Vistos :  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma    el 
auto  apelado  de  foja  cinco,  y  devuélvause. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  BAR- 
ROS PAZOS.  —  jr.  B.  GOROSTIAGA.  — 
J.  DOMÍNGUEZ 
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CAUSA    CXXIT. 


El  Padre  Fray  Lorenzo  Morales,  Provincial  de  la  orden  de 

la  Merced  en  Córdoba,  contra  la  Provincia  de  Cata- 

marca.    Sobre  reivindicación. 


Sumario.  —  i^  El  Snmo  Pontífice,  no  tiene  ni  conserva  el 
dominio  aobre  bienes  raices,  sitos  en  territorio  de  la  Re- 
pública,  y  donados  á  Ordenes  religiosas  dentro  de  ella. 

2^  Una  Orden  religiosa  existente  en  una  Provincia,  no 
puede  estender  sucursales  á  otra,  sin  las  formalidades  esta- 
blecidas para  su  introducción. 

3^  Un  Vicario  estranjero  no  puede  otorgar  jurisdicción 
dentro  del  territorio  de  la  República,  sin  acuerdo  de  las 
autoridades  civiles. 

4°  Rechazada  una  acción  por  falta  de  personería  en  el 
representante  y  en  la  persona  representada,  el  subsanamiento 
de  la  del  primero  no  basta  para  dar  nueva  causa  á  la  acción, 
y  promover  de  nuevo  el  juicio  ya  juzgado. 


Coio.  —  Dictado  el  fallo  de  la  Suprema  Corte,  de  13  de 
Julio  de  1875,  el  apoderado  del  Padre  Morales  presentó  el 
T.  vm.  9. 
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pase  acordado  por  el  F.  E.  en  16  de  Agosto  del  mismo  ano 
á  la  patente  de  su  nombramiento  de  Provincial  de  Merce- 
darios  de  Córdoba,  y  acompañando  los  documentos  que  se 
detallan  en  la  vista  del  Sr.  Procurador  General,  que  se  tras- 
cribe mas  abajo,  volvió  á  deducir,  contra  la  Provincia  de 
Catamaica,  la  acción  reivindicatoria  rechazada  ya  por  el 
citado  fallo  de  13  de  Julio. 

Dijo,  que  la  Suprema  Corte  habia  absuelto  de  la  demanda 
á  la  Provincia  de  Catamarca  por  la  falta  de  personería  en 
el  Padre  Morales,  cuya  patente  de  Provincial  no  tenia  el 
pase  del  P.  E. ;  y  que  llenada  ahora  esta  formalidad,  se 
hallaba  en  aptitud  de  reiterar  la  demanda. 

En  cuanto  á  los  hechos,  espuso,  que  la  Orden  Mercedaria 
fundada  en  1218  y  aprobada  por  el  Papa  Gregorio  IX,  se 
estableció  en  América  con  el  beneplácito  del  Soberano  espa- 
ñol, y  fundó  en  Catamarca,  provincia  conquistada  á  los  Cal- 
chaquies  de.  Andalgalá,  el  hospicio  de  San  Serapio,  conocido 
por  Convento  de  la  Merced;  que  adquiridas  varias  propie- 
dades en  Catamarca,  con  arreglo  á  la  ley  13,  tít.  1°,  lib.  1°, 
B.  I.,  dicha  Orden  las  poseyó  y  administró  hasta  1822, 
época  en  que  falleció  el  Padre  Fray  Hilario  Correa,  que  fué 
el  último  de  los  padres  del  Convento ;  que  en  ese  año  tomó 
la  administración  de  las  propiedades  la  Iglesia,  por  inter- 
medio  del  Sr.  Obispo  de  Salta,  Delegado  nato  del  Sumo 
Pontífice;  que  en  la  anarquía  sucedida  el  año  de  1822,  el 
Convento  sirvió  de  cuartel,  hasta  que  durante  el  Gobierno 
revolucionario  de  Riera  y  Castilla,  fué  ocupado  en  1844, 
por  los  Padres  Jesuítas;  que  estos  fueron  espulsados  por 
orden  de  Rosas,  y  el  Convento  volvió  á  servir  de  cuartel; 
que  derrocado  el  Gobierno  de  Riera  en  1848  y  reconstituida 
la  Provincia  bajo  el  Gobierno  de  Navarro,  se  estableció  en 
el  Convento  en  1850,  un  Colegio-Seminario,  con  la  autori- 
zación del  Cabildo  diocesano,  que  se  tituló  €  de^k^  Merced  »i 
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destinándole  el  producto  de  las  capellanías  incongmas  y  las 
rentas  de  las  fincas  de  la  Merced,  y  siendo  nombrados  los 
Beotores  por  el  Gobernador  Eclesiástico ;  que  asi  procedieron 
las  cosas  hCksta  1861,  en  que  volvió  á  ser  anarquizada  la 
Provincia  hasta  1868;  que  en  este  tiempo,  el  Gobierno  se 
tomó  algunas  atribuciones  en  el  nombramiento  de  los  Bec- 
tores,  y  en  1864,  después  de  haber  aprobado  una  nueva 
Constitución  para  el  Colegio,  promulgada  por  el  Señor  Obis- 
po de  Salta,  la  mandó  suspender,  siendo  este  el  primer 
atentado  del  Gobierno  Civil,  el  cual  fué,  sin  embargo,  pro- 
testado debidamente  por  el  Obispo;  que  después  de  1868, 
la  Legislatura  violando  los  derechos  de  la  Iglesia,  resolvió 
la  enagenacion  de  los  usufructos  de  la  Merced,  con  una 
sanción  ilegal,  por  haber  concurrido  á  ella,  Diputados  su- 
plentes, y  protestada  también  por  el  Obispo,  quien  además, 
negó  al  Gobernador  la  remisión  de  los  títulos  de  las  pro- 
piedades del  Convento, 

En  cuanto  al  derecho,  alegó  que  la  Orden  Mercedaría  es 
una  persona  jurídica,  bajo  el  régimen  de  las  leyes  de  la 
Iglesia,  aceptada  en  la  Nación,  y  como  una  dependencia  de 
la  Iglesia,  se  halla  bajo  la  protección  del  Gobierno  General ; 
que  las  Ordenes  religiosas  no  pueden  ser  declaradas  cesantes 
por  las  autoridades  de  Provincia,  y  no  perecen  por  la  muer- 
te de  sus  miembros,  porque  las  leyes  de  la  Iglesia  no  esta- 
blecen su  estincion  en  este  caso ;  que  los  bienes  de  la  Orden 
de  la  Merced  no  quedaron  vacantes,  porque  las  mismas  leyes 
atribuyen  su  dominio  al  Sumo  Pontífice,  y  así  su  delegado 
nato,  el  Obispo  de  Salta,  las  administró  hasta  la  sanción 
de  1868,  que  fué  un  verdadero  despojo ;  que  la  cédula  de  1786 
aprobando  la  Bula  del  Papa  Paulo  Y,  que  prohibia  en  las 
Ijidií^  los  Conventos  de  Mercedarios  de  menos  de  ocho 
frailes,  fué  revocada  en  23  de  Enero  de  1790,  y  en  último 
Xje^nrso  la  persona  jurídica  de  la  Orden  era  representada 
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por  el  Sumo  Pontífice  y  su  delegado;  que  finalmente,  la 
creación  de  esa  persona  jurídica  se  hallaba  amparada  por  el 
acuerdo  tácito  del  Gobierno  durante  mas  de  cien  anos  de 
posesión  j  por  dos  cédulas  especiales  de  autorización,  una 
de  1555  al  Yirey  Cañete,  y  otra  de  1S95  al  Obispo  de 
Charcas. 

El  representante  de  la  Provincia  de  Catamarca,  contestó 
que  ningún  hecho  nuevo  se  esponia,  con  escepcion  del  que 
establecía  la  estincion  del  Convento  en  1822,  fecha  de  la 
muerte  del  último  fraile  ;  que  en  esa  fecha  los  bienes  que- 
daron vacantes,  y  la  autoridad  civil  entró  en  su  dominio  ; 
que  la  intervención  de  la  eclesiástica,  que  solo  nombró  uno 
ó  dos  Rectores  y  esto  subrepticiamente,  no  fué  porque  asu- 
miera la  personería  del  Convento,  sino  por  las  atribuciones 
que  en  tiempos  anteriores  se  le  daban  en  materia  de  ense- 
ñanza. 

Que  en  cuanto  al  derecho,  se  confundía  la  Orden  de  la 
Merced  con  el  Convento  de  Catamarca  que  son  dos  perso- 
nerías distintas ;  que  el  Código  Civil  no  reconoce  personería 
á  las  Ordenes,  sino  á  las  Comunidades,  y  estinguida  una  de 
estas,  sus  bienes  pasan  al  Estado,  y  no  al  Papa,  cuyo  do- 
minio no  reconocen  las  leyes  de  la  Nación,  siendo  atenta- 
torias de  su  soberanía  é  indignas  de  un  argentino,  las  teorías 
ultramontanas  que  lo  sostienen. 

Que  los  mismos  títulos  de  propiedad  mencionaban  como 
dueño  del  Convento  de  Mercedarios  de  Catamarca,  y  nu  la 
Orden  de  la  Merced,  y  este  Convento  ni  tuvo  personería 
porque  nunca  obtuvo  la  autorización  real,  ó  sí  la  tuvo  la 
perdió  con  la  muerte  del  último  fraile  en  1822;  que  la  re- 
solución de  23  de  Enero  de  1790,  no  revocó  la  Bula  del 
Papa  Paulo  Y,  sino  que  trató  tan  solo  de  la  colectación  de 
limosnas. 

Que  el.  pase  de  la  patente,  que  no  fué  espedido  legalmen» 
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te  por  faltar  el  acuerdo  de  la  Suprema  Corte  ó  del  F.  L., 
no  destruye  la  cosa  juzgada  sobre  falta  de  personería,  por- 
que este  Ticio  no  solo  procedía  en  la  persona  del  represen- 
tante, sínó  también  en  la  del  representado,  ó  sea  el  Convento 
de.  la  Merced,  que  nunca  la  tuvo  6  la  perdió,  y  cuya  per- 
sonería no  podía  revivir  con  la  patente  legal  de  Provincial 
de  Mercedarios  de  Córdoba,  espedida  á  favor  del  Padre 
Morales. 


VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte : 


Buenos  Aires,  Octubre  30  de  1875. 


El  demandante  ha  confesado  en  estos  autos  que  el  año 
22,  se  estinguió  de  hecho  en  Catamarca,  el  Convento  de  la 
Merced,  ppr  la  muerte  del  último  de  sus  padres. 

Mas,  pretende  que  la  persona  jurídica  dueña  de  los  bienes 
situados  en  aquella  ciudad,  capital  de;  provincia,  continuó 
en  la  Iglesia  General  ó  por  lo  menos  en  la  Orden  del  mismo 
nombre,  existente  en  Córdoba. 

La  demanda  además,  aparece  deducida  por  el  Provincial 
de  Córdoba  y  demás  jurisdicción,  según  el  nombramiento  del 
Vicario  General  y  Prior  del  Convento  de  Barcelona,  de  16 
de  Enero  de  1872. 

El  Procurador,  no  puede  admitir  que  el  Sumo  Pontífice 
tenga  ó  conserve  dominio  sobre  bienes  raices,  sitos  en  ter- 
ritorio de  la  República  y  donados  á  órdenes  religiosas  dentro 
de  ella. 

Tampoco  puede  admitir  que  por  nuestro  actual  sistema, 
una  Orden  que  existe  en  una  provincia,  estienda  sucursales 
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á  otra,  sin  las  formalidades  establecidas  para  su  introduc- 
ción. 

Menos  admite  que  nn  Vicario  estranjero  se  crea  autori- 
zado para  otorgar  jurisdicción  dentro  del  territorio  de  la 
Eepública,  sin  acuerdo  de  las  autoridades  civiles,  que  ejer- 
cen el  patronato. 

Los  demandantes  carecían  pues,  de  personería  bastante 
para  la  acción  de  reivindicación,  y  ella  debió  ser  rechazada, 
como  lo  fué  por  la  resolución  de  13  de  Julio  del  corriente 
año. 

Después  de  este  fallo,  no  era  lícito  promover  el  mismo 
juicio,  sino  presentando  nuevos  documentos  6  invocando  con- 
sideraciones tales,  qup  diesen  nueva  causa  á  la  aeoion* 

La  presente  demanda,  sin  embargo,  se  funda  siempre  en 
los  documentos  acompañados  con  la  primera,  agregando  so- 
lamente. 

Un  pase  acordado  en  el  mes  de  Agosto  de  este  año,  al 
nombramiento  de  Provincial  de  Córdoba. 

Una  protesta  en  copia,  del  Obispo  de  Salta,  el  año  64, 
contra  la  intervención  de  la  autoridad  civil  en  la  adminis- 
tración de  los  bienes. 

Otra,  comunicación  también  en  copia,  del  mismo  Obispo 
al  Vicario  foráneo  de  Catamarca,  el  68,  ordenándole  pre- 
sentar su  queja  al  Juez  Seccional. 

La  copia  de  otra  contestación  de  6  de  Agosto  de  1870, 
al  Gobernador,  que  reclamaba  la  devolución  de  los  títulos 
remitidos  á  la  Secretaría  del  Obispado. 

Una  comunicación  original  del  Ministerio  del  Culto,  con- 
cediendo 200  pesos  fuertes  en  favor  del  Convento  de  Santo 
Domingo  en  Córdoba. 

Estos  documentos,  aún  fehacientes  y  autenticados  sufi- 
cientemente, no  establecen  nuevos  hechos,  j  solo  servirían, 
como  ha  dicho  el  apoderado  del  Gobierno  do  Catamarca,  para 
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probar  las  pretensiones  sobre  los  bienes  en  cuestión,  re- 
sistidos en  todo  tiempo  por  la  autoridad  civil. 

La  falta  de  personería,  además,  no  la  constituiría  única- 
mente la  falta  de  pase  á  la  patente,  sino  la  no  existencia 
del  Convento  dentro  del  territorio  de  la  provincia,  donde  se 
hallan  los  bienes  raices,  ó  de  persona,  en  otros  términos, 
á  quien  representar. 

La  seriedad,  pues,  de  los  juicios,  y  el  respeto  á  la  cosa 
juzgada,  obligan  á  Y.  E.  á  rechazar  esta  segunda  jestion 
con  espresa  condenación  en  costas. 

Carlos  Tejedor, 

Fallo  'de  lii  Saprcma  Corte. 

Buenos  Aires,  Diciembre  4  de  1875. 

Vistos :  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  Gener^^l,  no  ha  lugar  á  la  nueva  demanda  inter- 
puesta por  el  Reverendo  Padre  Fray  Lorenzo  Morales  contra 
la  Provincia  de  Catamarca,  y  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  archívese. 

SALVADOR  HARÍA  DEL  CARRIL. — JOSÉ 
BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSTUGA. 
—  J.   DOMÍNGUEZ. 
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CAUSA  I« 


Criminal  contra  Domingo  Saravia  por  heridas  inferidas  á 
Martin:  Ruiz  en  el  territorio  del  Chaco. 


Sumario. — 1**  Guando  la  muerte  del  herido  no  es  inme- 
diata, ni  existe  prueba  de  haber  sido  mortales  las  heridas, 
el  hecho  debe  ser  juzgado  como  delito  de  heridas,  y  no  de 
homicidio. 

2^  La  pena  por  el  delito  de  heridas  está  librada  al  arbi- 
trio de  los  jueces,  cuando  no  ha  habido  asechanzas  ó  no  se 
ha  procedido  sobre  consejo  ó  habla  hecho. 

3^  Las  circunstancias  de  haber  sido  muchas  las  heridas, 
de  haber  sido  inferidas  con  intención  de  matar  y  sin  prece- 
der riña,  y  de  haber  muerto  el  herido,  justifican  la  imposi- 
ción de  la  pena  de  seis  años  de  presidio  con  trabajos  fer- 
iados. 
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Criminal  contra  Domingo  Saravia  por  heridas  inferidas  á 
Martin'  Ruiz  en  el  territorio  del  Chaco. 


Sumario.— i""  Guando  la  muerte  del  berido  no  es  inme- 
diata, ni  existe  prueba  de  baber  sido  mortales  las  beridas, 
el  becbo  debe  ser  juzgado  como  delito  de  beridas,  y  no  de 
bomicidio. 

2^  La  pena  por  el  delito  de  beridas  está  librada  al  arbi- 
trio de  los  jueces,  cuando  no  ba  babido  aseobanasas  ó  no  se 
ba  procedido  sobre  consejo  ó  babla  becbo. 

30  Las  circunstancias  de  baber  sido  mucbas  las  beridas, 
de  baber  sido  inferidas  con  intención  de  matar  7  sin  prece- 
der riña,  7  de  baber  muerto  el  berido,  justifican  la  imposi- 
ción de  la  pena  de  seis  años  de  presidio  con  trabajos  for- 
zados. 
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mortales,  y  habiendo  transcurrido  mas  de  dos  meses  desde 
las  heridas  hasta  la  muerte,  debe  juzgarse  el  caso  como  de- 
lito de  heridas  y  no  como  homicidio,  por  mas  que  el  agre- 
sor haya  revelado  de  una  manera  evidente  que  tuvo  inten- 
ción de  matar  á  Buiz,  y  aunque  por  otra  parte  resulten 
fuertes  presunciones  de  que  las  heridas  fueron  gravísimas, 
si  se  ha  de  juzgar  por  las  partes  del  cuerpo  donde  fueron  in-i 
feridas  y  por  los  efectos  inmediatos  que  produjeron  deján-^ 
dolo  postrado,  así  como  por  el  resultado  final  que  fué  la 
muerte,  Pacheco  tom.  3°,  apéndice  al  art.  333,  números  5  y 
•6  y  Goyena,  Proyecto  de  Código  Penal,  tomo  2°,  números 
1,095  y  siguientes  y  número  1,319.  —  5°  Que  la  pena  del  de- 
lito de  heridas  está,  según  el  estado  de  nuestra  legislación, 
librado  al  arbitrio  de  los  jueces,  escepto  cuando  ha  habido 
asechanzas  6  se  ha  procedido  sobre  consejo  ó  habla  hecha, 
que  entonces  la  ley  3*,  tlt.  25,  lib,  12  de  la  N.  R/  impone 
al  delincuente  la  pena  de  muerte;  y  sin  embargo  de  que  hay 
presunciones  de  que  hubo  premeditación  y  convenio  con  Qui- 
roga  para  matarlo,  no  resultan  pruebas  claras,  sobre  el  par- 
ticular, aunque,  como  se  ha  visto,  las  hay  de  que  las  heri- 
das fueron  inferidas , sin  proceder  riña  y  mientras  conversaban 
amistosamente,  Goyena  cit.  número  1,311. — 6**  Que  aunque 
solo  un  testigo  ha  podido  ser  notificado  por  no  haber  sido 
posible  hallar  á  los  demás,  según  aparece  de  la  nota  del  Gefe 
de  Policía,  corriente  á  foja  81  y  lo  ha  comunicado  la  Capir 
tañía  del  Puerto  en  nota  de  17  de  Noviembre  del  corriente, 
que  ha  sido  agregada  á  otro  espediente  por  referirse  tam- 
bién á  otras  diligencias  que  se  le  encomendaron,  las  decla- 
raciones del  sumario  son  válidas,  pues  el  art.  358  de  la  ley 
de  procedimientos  exige  la  ratificación  cuando  es  posible. 

Por  estos  fundamentos  y  teniendo  presentes  las  circuns-* 
tancias  que  rodean  el  hecho,  tales  como  el  haber  sido  infe- 
ridas las  heridas  con  ánimo  de  matar  y  sin  preceder  provo- 
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cacion  ó  riña,  el  número  de  heridas  y  el  haberse  seguido 
la  muerte,  fallo  definitivamente  juzgando  y  declaro  á  Domin- 
go Saravia  reo  del  delito  de  heridas  graves  y  lo  condeno  á  la  ^ 
pena  de  seis  años  de  prisión  con  trabajos  forzados,  compu- 
tándose en  esta  pena  el  tiempo  de  prisión  sufrida,  con  cos- 
tas.   Hágase  saber. 

Carlos  Luna. 

Apelada  esta  sentencia,  fué  confirmada  de  acuerdo  con  el 
dictamen  del  Sr.  Procurador  General. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte, 

Baenos  Aires,  Octabre  8de  1875 

Por  razón  del  lugar  en  que  el  delito  se  cometió,  solo  hay 
de  cierto  en  este  proceso  las  heridas  inferidas  por  Domingo 
Saravia  á  Martin  Ruiz  y  su  muerte  después  de  mes  y  dias. 

Ko  consta  que  hayan  estado  presentes,  en  el  momento  del 
hecho  sino  el  heridor  y  el  herido. 

Mencionase  un  Santiago  Saravia,  y  una  paraguaya  Fran- 
cisca, que  no  han  declarado,  una  india  Margarita  que  vio 
desde  un  rancho,  en  donde  los  demás  dormian ;  dos  peones 
Pereyra  y  Gómez  que  vinieron  del  monte ,  después  del  hecho. 

Lucas  Quiroga,  capataz  del  obrage,  que  cuando  llegó  en- 
contró ya  herido  á  Ruiz ;  un  brasilero  José  Ferreyra  coci- 
nero, que  solo  vio  lo  que  pasó  después  de  las  heridas.  Y 
de  estos  testigos  mismos  solo  uno  se  ha  ratificado  en  el 
plenario. 

Mas  sea  de  esto  lo  que  fuere,  bastan  los  hechos  que  han 
terminado  por  la  muerte,  aún  admitiendo  que  no  fuese  su 
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.:»^  >4Xii  Di^  aplicación  de  los  seis  aios  de 
^..«luvi4  MCttirida. 
N^.x  ^«^MMitMM  ha  invocado  la  defensa  pro- 
^«^  i«c^«¿iVi  li^la  circunstancia  importante. 
«.^v4:  jk4%  fiMs,  i  y.  E.  la  confirmación  de  la 
v<  *«;*ttHrti&  Instancia. 

C.  Ty'edor. 


Vmlto  de  1»  Saprean»  Corte. 


Buenos  Aires,  Enero  15  de  1876. 

\>^y«j^^  fw  sus  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  lo  espues- 
Vv^  X  y^ido  por  el  Señor  Procurador  General,  se  confirma 
^^  4i«lVk  apelado  de  foja  ochenta  y  ocho,  y  devuélvanse. 


SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL. — ^JOSÉ 
BARROS  PAZOS. —  J.  B.  GOROSTU- 
6A. — J.    DOMÍNGUEZ. 
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El  Procurador  Fiscal,  en  recurso  de  queja  contra  el  Juez 
de  Sección  de  Mendoza.    Por  procedimientos  ilegales. 


Sumario.  —  Siendo  satisfactorias  las  esplicaciones  dadas 
por  el  Juez,  respecto  de  la  legalidad  de  sus  procedimientos, 
no  es  admisible  el  recurso  de  queja,  fundado  en  la  ilega- 
lidad de  aquellos. 

Caso.  —  £n  la  causa  seguida  contra  D.  Eliseo  Marenco  y 
otros,  por  delito  de  rebelión,  el*  Procurador  Fiscal  de  la 
Sección  de  Mendoza  presentó  á  la  Suprema  Corte  un  recursQ 
de  queja  contra  el  Juez  Nacional  de  la  misma :  1^  porque 
habia  tramitado  un  incidente  sobre  escarcelacion  pedida  por 
D.  Eliseo  Marenco,  sin  oir  al  Fiscal,  j  haciéndole  saber 
solamente  la  resolución  de  dicho  incidente;  ^  porque  no 
le  habia  concedido  la  apelación  de  un  auto  sob^e  escarce- 
lacion, pedida  por  el  mismo  encausado;  3®  porque  no  le 
concedió  vista  del  sumario,  fundándose  en  que  el  secreto  de 
este  comprendía  también  al  Fiscal;  4^  porque  ordenado  el 
embargo  de  bienes  de  los  reos,  y  suspendidfi  la  diligencia 
por  el  Oficial  de  Justicia,  por  no  hallar  depositario,  el  Jues 
decretó  vista  de  esto  al  Fiscal,  sin  fijarse  que  el  embargo 
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H  ^<'^^  hacerse  antes  del  nombra- 

.  \  ^m  por  consiguiente  era  inútil  esa 

.  \.4  v.»rJcuado  que  se  notificasen  las  pro- 

>v  A  K>íJ  reos  antes  que  al  Fiscal,  y  6* 

4  .  utrv'ga  en  casa  del  Fiscal,  de  los  proce- 

>.  vvuiVria  TÍsta;  todo  lo  que  constituia  ile- 

>  ■..K'vVvlimiontos. 

.    S(\ciou  informó  en  cuanto  al  primer  cargo, 
.  ..o  do  v8(>aroelacion,  sino  de  traslación  del  pre- 

4  l>.^^  ii^^gura  custodia,  por  causa  de  enfermedad ; 

o  i!  ^%  ^w  el  auto  del  Juez,  fué  no  haciendo  lu- 

,^  v\xv\u\vlaoion,  según  lo  pidió  el  Fiscal;  que  este 

v>:n(uo  cu  ^\  auto  no  se  resolvia  la  cuestión  de  derecho 

;  loimulaba  para  oponerse  á  la  escarcelacion,  y  se  le 

..  .0  'v\  aiH'Uolon  porque  deben  rechazarse  las  apelaciones 

.  .,  iivvstv^mouto  frivolas;  en  cuanto  al  3"  cargo,  que  efec- 

.v.^uonto  h  habla  negado  la  vista,  pero  que  en  seguida  se 

:v  Uk^  U  dt)bida  intervención;  respecto  del  4^,  que  los  em- 

Ui'^s^^  untaban  ya  practicados,  y  el  Juez  habia  procedido 

v\vu  arrt^glo  á  derecho  al   dar    vista  de  la  escusacion  del 

4v^^^^>^itario ;  y  respecto  del  5^  y  6®,  que  eran  inexactos,  como 

vv^^uUaba  de  un  certificado  que  acompañó  al  informe. 


VISTA  DEL  SEfiOR  PROCURADOR  GENERAL. 

Sk^firmna  Corte: 

Buenos  Aires»  Octahre  11  de  1877. 

Del  informe  del  Juez  Seccional,  resulta: 

Que  no  se  ha  hecho,  ni  se  hace  objeción  á  que  el  Pro- 
curador Fiscal  saque  los  autos  de  la  oficina,  para  espedirse 
en  las  vistas  que  se  le  confieren» 
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Que  si  bien  negó,  fundado  en  el  estado  de  la  causa,  una 
vista  pedida  por  el  Procurador  Fiscal,  el  mismo  Juez  aceptó 
después  su  debida  intervención,  aún  en  ese  estado. 

Que  espidió  efectivamente  un  auto  de  escarcelacion,  sin 
vista  Fiscal,  creyéndola  innecesaria  por  no  tratarse  en  la 
resolución  de  una  verdadera  escarcelacion. 

Que  nada  tiene  dispuesto  sobre  notificaciones  á  los  reos 
antes  que  al  Procurador  Fiscal. 

Que  el  embargo,  en  fin,  lo  ordenó  con  las  precauciones 
acostumbradas  en  las  causas  civiles,  porque  en  un  caso, 
como  en  otro,  eran  á  su  juicio,  necesarias  las  mismas  ga- 
rantías. 

£1  Procurador  General,  encuentra  satisfactorias  estas  es- 
plicaciones,  y  por  lo  tanto,  sin  motivo  suficiente,  el  recurso 
de  queja, 

Carlos  Tejedor. 

Fallo  de  la  Supreana  Corte. 

Baenos  Aires,  Enero  15  de  1876. 

Vistos:  por  lo  que  resulta  del  informe  del  Juez  de  Sec- 
ción, y  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  no  ha  lugar  al  recurso  interpuesto,  y 
remítanse  al  Juez  de  Sección  para  que  los  agregue  á  sus 
antecedentes. 

SALVADOR  H.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  BARROS 
PAZOS.  —  J.  B.  GOROSTUGA.  —  i.  DO- 
IURGCEZ. 


T.  vra  10, 
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CAUSA    III. 


1 

* 


Bacqué  H"^^^  contra  las  Compañías  de  Seguros  la  {(Probidady^ 
y  la  tAlianzaT^  sobre  nombramiento  de  arbitros. 


Sumario.  —  1°  Convenido  por  el  contrato  de  seguro  que  la 
indemnización  de  pérdidas  ó  daños  ú  otro  asunto  cualquiera 
que  motivase  cuestión  debe  ser  sometida  arbitralmente,  las 
partes  se  hallan  en  la  obligación  de  nombrar  arbitros  para 
que  resuelvan  en  el  reclamo  de  los  asegurados. 

2**  El  aviso  previo  que  según  el  contrato  debe  pasar  el  ase- 
gurado á  la  Compañía,  la  presentación  de  libros,  el  estado  de 
las  existencias  antes  del  incendio,  son  incidentes  de  la  deman- 
da de  indemnización,  y  como  tales  deben  ser  apreciados  por 
los  arbitros. 


Caso,  —  Los  señores  Bacqué  H°***  entablaron  demanda  con- 
tra las  Compañías  anónimas  de  Seguros  la  «Probidad»  y  la 
«Alianza»,  por  la  suma  de  25  mil  pesos  fuertes  valor  del  se- 
guro de  la  casa  de  los  actores,  incendiada  el  26  de  Octubre 
de  1874,  y  por  la  de  18  mil  fuertes  en  que  avaluaban  los 
perjuicios  producidos  por  el  incendio. 

T  en  virtud  de  haberse  convenido  en  la  póliza,  que  era  el 
contrato  de  seguro,  que  toda  cuestión  por  indemnización  ú  otro 
asunto  cualquiera  fuera   resuelta  por   arbitros,   pidieron  se 


I    • 
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'T>añias  para  proceder  á  nom- 

ispues  de  resuelto  un 
uprema  Corte  de  14  de 
>  apercibimiento, 
xandadas  se  opuso  entonces 
.0  habia  llegado  aun  el  caso 
idantes   no  hablan    pasado   el 
24  horas,  no  hablan  presentado 
las  existencias  antes  del  incendio, 
'lamacion  al  Consejo  de  Administra- 
ndo resolución  alguna  en  pro  ó  en  con- 
s. 
oposición  con  un  traslado,  se  dictó  el  si- 


Fallo  del  Jíues  Seeeloii»!. 


Buenos  Aires,  Setiembre  31  de  1875. 

\  istos  7  considerando  :  1^  Que  según  el  artículo  16  de  la 
(•úliza,  que  se  declara  el  único  contrato  de  seguro  entre  las  par- 
tes 7  que  se  invoca  por  la  Compañía,  la  indemnización  de 
pérdidas  6  daños  ú  otro  asunto  cualquiera  que  motivase  cues- 
tión entre  las  partes  debe  ser  sometido  á  arbitramiento,  con  la 
única  escepcion  de  mediar  sospechas  de  fraude,  las  que  no  se 
han  invocado,  7  por  tanto  las  reclamaciones  á  que  hace  men- 
ción para  oponerse  al  arbitramiento. 

^  Que  el  aviso  previo  que  debe  pasarse  á  las  Compañías  por 
el  asegurado,  como  la  presentación  de  sus  libros,  el  estado  de 
los  efectos  que  existían  antes  del  incendio,  que  se  oponen  como 
no  cumplidos  por  los  asegurados  para  entrar  en  el  arbitramien- 


i 
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to,  son  en  sí  mismos  adminículos  de  la  demanda  sobre  indem- 
nización é  incidente  de  la  misma  que,  como  tales,  tienen  que 
ser  apreciados  por  los  árbitradores. 

3®  Qne  aunque  el  representante  de  las  Compañías  niega 
que  haya  habido  reclamación,  la  parte  de  Bacqué  lo  afirma,  y 
la  sola  presentación  en  juicio  lo  comprueba,  sin  qjie  sea  nece- 
sario al  interesado  aceptar  próroga  que  no  le  impone  la  póliza, 
y  bastándole  afirmar  que  ha  reclamado  y  no  se  le  ha  satisfe- 
cho su  crédito. 

4®  Que*el  auto  ordenando  el  comparendo  para  el  nombramien- 
to de  perito,  de  Junio  12  y  25  no  ha  sida  en  manera  alguna 
recurrido  y  se  halla  consentido  en  cuanto  al  fondo  del  man- 
dato, que  es  el  nombramiento  de  árbitradores  ordenado. 

Por  estas  consideraciones,  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  revo- 
catoria solicitada  por  parte  de  la  Compañía  de  Seguros  la 
cProbidad»,  con  costas ;  y  ordenando  en  consecuencia  renga 
al  comparendo  el  Sábado  próximo  á  la  una.  —  Bepónganse  los 
sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Álbarracin. 


Fullo  do  ln  Sapromn     orto* 

Buenos  Aires,  Enero  18  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  cincuenta  y  ocho  vuelta,  y  satisfechas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse* 

■ 

SALVADOR   H.    DEL  CARRIL.  —  JOSÍ 
EARROS  PAZOS.  —  J.  B.   GOROS- 
r   ,   .  TUGA. 
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CAUSA    IT. 


Aguitm  Maza  y  C^  en  recurso  de  qu^a  contra  el  Tribunal 
Superior  de  la  Provincia  de  Santa  Fé. 


Sumario. — 1^  La  Justicia  Nacional  no  puede  estorbar  la 
percepción  de  impuestos  provinciales,  mientras  no  sea  de* 
clarada  inconstitucional  la  ley  de  su  creación  en  juicio  con- 
tencioso entre  los  interesados  y  las  autoridades  de  Provincia. 

2^  El  juicio,  que  inicia  el  rematador  de  los  impuestos 
contra  ciudadanos  vecinos  de  la  Provincia,  corresponde  al 
conocimiento  de  los  Tribunales  Provinciales. 

3®  Los  demandados  no  pueden  declinar  su  jurisdicción 
por  el  hecho  de  haber  obrado  como  agentes  de  un  vecino  de 
distinta  Provincia,  que  no  es  demandado,  y  del  cual  no  tienen 
la  representación  legal;  6  por  la  inaplicabilidad  de  la  ley 
de  impuestos  al  caso  en  cuestión,  que  constituye  solo  una 
escepcion  perentoria  sobre  el  fondo  de  la  causa. 


Caso. —  Agustín  Maza  y  C*  fueron  demandados  ante  los 
Tribunales  de  la  Provincia  de  Santa  Fé  por  el  rematador 
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del  impuesto  municipal  de  los  corrales  de  abasto,  por  cobro 
de  reses  carneadas  para  el  consumo  del  Ejército  Nacional. 

Los  demandados  declinaron  de  la  jurisdicción  provincial, 
alegando  que  las  reses  carneadas  para  el  Ejército  Nacional 
estaban  exentas  de  impuestos  según  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1875,  y  que  ellos  eran  representantes  del  pro- 
veedor D.  Pedro  Funes  que  era  vecino  de  distinta  Provincia. 

Los  Tribunales  de  Santa  Fé  rechazaron  en  1*  y  2*  ins- 
tancia la  declinatoria,  y  los  Sres.  Maza  apelaron  para  ante 
la  Corte  Suprema  de  la  Nación,  á  la  que  ocurrieron  de  hecho 
por  habérseles  negado  el  recurso. 

La  Suprema  Corte  pidió  informe,  y  el  Tribunal  Superior 
de  Santa  Fé  mandó  como  informe  la  copia  de  las  sentencias. 

Los  fundamentos  de  la  sentencia  de  1*  Instancia  eran : 

1^  Que  la  acción  tenia  por  objeto  hacer  efectiva  una  obli- 
gación que  emanaba  de  una  ley  de  Provincia,  y  los  obligados 
tenian  que  estar  sometidos  á  la  jurisdicción  Provincial. 

2^  Que  la  eiencion  del  impuesto  constituía  una  escepcion 
sobre  el  mérito  de  la  acción. 

Los  fundamentos  de  la  sentencia  de  2"  Instancia  fueron : 

1^  Que  los  demandados  eran  los  Sres.  Maza  y  C*"  vecinos 
de  Santa  Fé,  y  no  el  Sr.  Funes  á  quien  aquellos  no  re- 
presentaban. 

^  Que  se  trataba  de  un  caso  rejido  por  las  leyes  úe  la 
Provincia. 

3^  Que  la  escepcion  de  exención  eran  de  carácter  peren- 
torio, y  no  podía  oponerse  como  artículo  previo. 

4^  Que  el  pleito  no  se  inició  como  teniendo  por  origen 
actos  administrativos  del  Gobierno  Nacional,  sino  una  ley  de 
impuestos  provinciales. 
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VISTA   DEL  SEÑOH  PROCUIUDOK  JENERAL 


Suprema  Corte: 


Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1875. 


Se  trata  en  este  recurso 'de  una  ley  de  Santa  Fé  sobre 
'  derechos  de  abasto,  cuya  aplicación  pretenden  hacer  sus  Tri- 
bunales á  la  proveeduría  de  fuerzas  nacionales. 

Puesta  la  demanda  por  el  rematador,  el  agente  de  la  pro- 
veeduría declinó  de  jurisdicción,  siendo  vencido  en  las  dos 
instancias. 

El  Procurador  cree  que  mientras  esa  ley  no  sea  declarada 
inconstitucional,  ^n  juicio  contencioso  ante  la  Suprema  Corte, 
por  demanda  de  los  interesados  contra  las  autoridades  de  Pro- 
vincia, que  la  aplican  en  el  caso  ocurrente,  no  puede  la  justicia 
federal  estorbar  la  percepción  del  impuesto  provincial. 

La  incompetencia  deducida  por  la  vecindad  en  Córdoba  del 
proveedor,  y  la  condición  de  cesionario  de  la  Municipalidad, 
el  rematador,  tampoco  son  admisibles. 

Precisamente,  la  cesión  ó  mandato  escluye  otra  jurisdicción 
que  la  provincial ;  y  la  vecindad  en  otra  provincia  del 
proveedor,  que  por  sí  mismo  nada  ha  reclamado  contra  la 
ley  ó  su  aplicación;  ni  fué  la  persona  demandada,  ni  ha 
conferido  siquiera  su  representación  legal,  no  es  suficiente 
para  surtir  ese  fuero. 

El  Procurador  por  todo  esto,  pide  que  np  se  haga  logar 
al  recurso. 

Carlos  Tejedor. 
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Buenos  Aires,  Enero  90  de  1936. 

Vistos :  por  los  fundamentos  de  Jas  sentencias  transcritas 
en  el  informe  de  foja  cinco,  y  de  acuerdo  con  lo  espuesto  j 
pedido  por  el  Procurador  Jeneral,  no  ha  lugar  al  recurso 
interpuesto  j  archívense,  previo  pago  de  costas  j  reposición 
de  sellos. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.— JOSÉ  BARROS 
PAZOS. — i.  B.  GOROSTUGA.  —  1.  DO- 
MÍNGUEZ. 


CAVHA    T 


D.  Mateo  Alorda,  contra  D.  Cecilio  Echevarría  é  hijo, 

por  cobro  de  sueldos. 


Sumario.  — 1^  Presumiéndose  exacta  la  cuenta  que  funda 
la  demanda,  debe  mandarse  pagar  su  importe,  si  no  se 
ha  probado  la  verdad  de  la  contraouenta  en  que  se  ha  fun- 
dado la  reconvención ; 
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2^  No  son  admisibles  como  descargo  las  sumas  que  el 
demandado  hubiese  afianzado  poi  el  actor,  sin  haber  yeri- 
ficado  su  pago. 


El  caso  se  halla  referido  en  el  siguiente  : 


Fulla  del  Jíaes  Seccioitiil» 


Rosario,  Octubre  5  de  1875. 

Vistos :  de  ellos  resulta  lo  siguiente :  Que  habiendo  D.  Ma- 
teo Alorda  cesado  de  ser  capitán  del  vapor  cTebicuarí», 
Tendido  en  remate  público  j  comprado  por  los  Sres.  D.  Lu- 
cio Doncel  y  Cecilio  Echevarría,  denominándolo  después 
€  Bosario  de  Santa-Fé  »,  dicho  capitán  se  presenta  cobrando 
al  segundo,  como  administrador  del  vapor,  la  cuenta  de  f.  2, 
que  arroja  á  su  favor  un  saldo  de  ps.  fts.  427  56  cts.  El 
socio  Doncel,  reconociendo  á  f.  la  justicia  y  legalidad  de  la 
cuenta,  se  allanó  á  abonar,  como  abonó  en  efecto,  la  mitad 
que  como  tal  socio,  gravitaba  sobre  él.  Mas  el  copropietario 
D.  Cecilio  Echevarría  resistió  al  abono  de  la  otra  mitad,  ha- 
ciendo observaciones  á  la  cuenta,  que  fueron  contestadas  una 
por  una  por  Alorda,  en  la  detenida  audiencia  que  tuvo  lugar 
con  este  motivo,  en  la  cual  Echevarría  propuso  también  abo- 
nar su  parte  con  tal  que  Alorda  entregase  tres  faroles  grandes 
que  decia  este  habia  estraido  del  buque  al  que  pertenecían, 
después  de  haber  sido  embargado.  Alorda  se  resistió  á  esto 
esponiendo  que  dichos  faroles  no  eran  del  buque,  sino  de 
Barrete,  quien  le  habia  encargado  entregarlos  en  Monte- 
video, y  que  además  los  había  estraído  con  conocimiento  y 
consentimiento  del  mismo  copropietario  Doncel,  esponíéndole 
los  motivos  que  habia  tenido  para  hacerlo.    No   habiéndose 
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obtenido  un  arreglo  en  dicha  audiencia,  Echevarria  contestó 
la  demanda,  observando  varias  partidas  de  la  cuenta  j  con- 
trademandando  por  los  faroles  y  otros  objetos  que  dice  haber 
sustraído  éste,  pertenecientes  al  buque. 

Y  considerando  :  í°  Que  la  cuenta  presentada  por  Alorda 
lleva  en  sí  todas  las  presunciones  de  verdad  y  justicia,  no 
solo  por  las  detalladas  esplicaciones  con  que  en  la  audiencia 
verbal  contestó  las  observaciones  de  Echevarría,  llegando  este 
á  ofrecer  abonarla  con  tal  que  aquel  devolviese  los  faroles, 
sino  lo  que  es  mas,  porque  su  consocio  Doncel,  reconoció  esa 
justicia  y  abonó  la  mitad  que  le  correspondía,  lo  que  no  sería  \ 

racionar  suponer  hiciera,  á  no  ser  justo  el  cobro,  no  habiendo 
motivo  alguno  para  que  hiciera  una  donación  gratuita  á 
Alorda  ; 

2^  Que  existiendo  tan  fuertes  presunciones  de  legalidad  á 
favor  de  la  cuenta  presentada,  en  la  estación  oportuna,  nin- 
guna prueba  ha  producido  la  parte  de  Echevarría  que  com- 
pruebe, como  por  derecho  corresponde,  la  justicia  de  sus  ob- 
servaciones ;  concretándose  á  pretender  justificar  los  puntos 
incidentes  á  la  cuestión,  de  si  Alorda  fué  ó  nó  á  buscarlo  á 
su  casa  y  de  si  el  buqne  corrió  ó  nó  riesgo  cuando  estuvo  al 
mando  de  Alorda ;  como  también  á  justificar  la  sustracción 
de  los  faroles  y  otros  objetos  por  parte  de  este ; 

3®  Que  á  este  respecto,  pertinente  á  la  contrademanda,  ha 
presentado  como  testigo  á  Isidro  Miró  f .  22,  enemigo  y  con- 
tralitigante de  Alorda,  á  quien  le  comprenden  las  generales 
de  la  ley,  siendo  por  tanto  sin  valor  legal  su  declaración  : 
á  Bisso,  capitán  del  «Proveedor»,  quien  solo  declara  que 
por  orden  de  Barrete  entregó  á  Alorda  tres  faroles  grandes, 
tres  redondos  y  dos  lamparitas ;  esposicion  hecha  al  pié  de 
una  carta  particular,  que  aún  siendo  efectiva  no  comprueba 
que  los  faroles  grandes  perteneciesen  al  vapor ;  pudiendo  muy 
bien  ser  lo  que  decia  Alorda  que  le  fueron  entregados  para 
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conducirlos  &  sn  destino :  ¿  José  Ribera  f .  22,  maquinista, 
que  vive  á  bordo  del  vapor  y  espone  lo  mismo  que  el  ante- 
rior testigo,  añadiendo  que  Alorda,  dias  antes  de  rematarse 
el  buque,  mandó  á  tierra  esos  faroles  y  otros  objetos  que  de- 
termina, sin  asegurar  que  «stos  fuesen  sustraidos  de  él.  No 
habiéndose  producido,  por  consiguiente,  prueba  eficaz  en  de- 
recho, que  comprueba  la  sustracción  de  Alorda ; 

4^  Que  por  el  contrario,  el  testigo  Juan  Fuentes  f .  34,  de- 
clara que  los  tres  faroles  grajides  no  pertenecen  á  los  ac- 
tuales dueños  del  vapor ;  que  Barrete,  anterior  propietario 
de  este,  ordenó  á  Alorda  que  los  condujese  á  Montevideo ; 
'  que  el  declarante  con  Miró  los  bajaron  á  tierra  antes.de  ven- 
derse  el  buque ;  que  no  habian  bajado  nada  mas  de  á  bordo 
y  que  aún  habian  álli  cinco  ó  seis  faroles  chicos  y  los  cua- 
dernales grandes  que  pertenecen  á  Alorda ; 

5®  Que  el  mismo  Doncel,  copropietario  del  buque  y  á  quien 
como  tal  debe  reputarse  interesado  por  la  parte  de  Echevarría, 
declara  á  f .  33  que  tenia  una  idea  de  haber  oido  al  joven 
Echevarria  que  el  capitán  habia  sacado  algunas  cosas  que 
decia  aquel  ser  del  vapor,  pero  que  las  habia  vuelto  al  mismo, 
sin  recordar  qué  cosas  eran; 

6^  Que  es  de  todo  punto  inaceptable  que  en  los  descargos 
de  la  cuenta  que  presenta  la  parte  de  Echevarria,  figuren 
partidas  que  no  ha  abonado  por  cuenta  de  Alorda,  solo  por 
haber  afianzado  su  pago,  derecho  que  solo  podia  nacerle  cuando 
efectivamente  lo  hubiese  verificado. 

Por  estos  fundamentos :  se  declara  á  D.  Cecilio  Echevarria 
obligado  á  abonar  al  capitán  Alorda  la  mitad  del  saldo  que 
arroja  la  cuenta  de  f.  %  sin  especial  condena  en  costas. 
Hágase  saber  y  repuestos  los  sellos,  archívese. 

Fenelon  Zuvirta. 
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Fulla  de   ln  Sapreaiii  Corte 

Baenos  Aires,  Enero  99  de  1876 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confinna  el  anto  apelado 
de  foja  cuarenta  j  seis,  dejando  á  EcheTarria  los  dereclios  á 
salTo  para  reclamar  respecto  de  las  cuentas  de  fojas  setenta 
7  una  j  setenta  j  dos,  y  satisfechas  las  costas  j  repuestos 
los  sellos,  devuélranse. 

SALVADOR  H.  DEL  CARRIL.  —  JOSÍ 
BARROS  PAZOS.  — J.  B.  GOROS- 
TUGA.  —  J.    DOMIHGUEZ. 


CAUSA    TI. 


Mallmann  y  C\  can  el  Fisco  Nacumal^  sobre  pago  de  dere- 
chos de  Aduana. 


Sumario.  — 1^  La  manifestación  de  especie,  calidad  y  can- 
tidad de  las  mercaderías,  debe  ser  hecha  en  los  términos 
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I 

de  la  tarifa,  6  con  arreglo  al  art.  113  de  las  Ordenanzas, 

en  caso  de  ignorarse  alguna  de  esas  circunstancias. 

2"  No   cumpliéndose  con  dichas  disposiciones,  se   incurre 

en  la  pena  que  establece  el  art.  993  de  las  mismas,  aunque 

la  omisión  no  proceda  de  dolo.  \ 

f 


Caso.  —  La  Aduana  de  Buenos  Aires,  impuso  á  los  Sres. 
Mallmann  y  C*,  el  pago  de  dobles  derechos,  sobre  la  dife- 
rencia de  aforo  de  unos  pañuelos,  manifestados  como  foulares 
de  seda,  j  que  habían  resultado  ser  asargados. 

Los  Sres.  Mallmann,  recurrieron  de  la  resolución  de  la 
Aduana,  alegando  que  los  pañuelos  eran  foulares  de  seda, 
pero  no  habia  podido  manifestar  si  eran  lisos  6  asargados, 
porque  la  Aduana  no  les  permitió  sacar  las  muestras  antes 
de  presentar  la  copia  de  la  factura. 

El  Procurador  Fiscal,  dictaminó  favorablem^te  para  los 
recurrentes. 


Fullo  del  JToes  Seeeloitiil» 


Buenos  Aires,  Setiembre  35  de  1875. 

Y  Tistes  estos  autos,,  traidos  en  apelación  por  los  Sres. 
Mallmann  y  C*,  de  una  resolución  de  Aduana. 

Y  considerando:  1®  Que  según  se  desprende  claramente 
del  artículo  122  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  la  manifes- 
tación de  especie,  calidad  y  cantidad  de  la  mercadería,  debe 
ser  hecha  en  los  términos  de  la  tarifa,  y  en  caso  de  igno- 
rarse alguna  de  estas  circunstancias,  conformarse  á  lo  que 
dispone  el  art.  113  de  las  mismas. 

2^  Que  en  el  caso  presente,  la  tarifa  hace  dos  especies 
diferentes,  de  los  pañuelos  foulares .  ordinarios  y  los  asarga- 
dos, cualesquiera  que  sean  sus  gastos  respectivos  de  fabrica- 
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cion,  por  lo  que  la  manifestación  ha  debido  espresar  esta 
última  circunstancia,  bajo  la  penalidad  que  establece  el 
artículo  993;  y 

3°  Que  ya  sea  que  esta  omisión  se  haya  cometido  por 
error  ó  con  ánimo  de  defraudar  al  Fisco,  es  siempre  penada 
por  las ,  Ordenanzas,  y  habiéndolo  sido  en  este  caso,  con 
la  de  dobles  derechos,  la  sentencia  apelada  ha  tenido  en 
cuenta  los  motivos  alegados  para  escusar  el  dolo. 

Por  estos  fundamentos,  y  no  obstante  lo  espuesto  por  el 
Procurador  Fiscal,  confírmase  la  resolución  apelada,  devol- 
viéndose los  autos,  repuestos  que  sean  los  sellos. 

Andrés  ügarríza. 


VISTA  1>EI.  SEftdR  FRO€URAI>OR  GENERAL. 


Suprema  Corte : 

Buenos  Aires,  Octubre  22  de  1875. 

Según  la  Ordenanza  de  Aduana,  desde  el  manifiesto  ge- 
neral debe  espresarse  la  especie,  calidad  y  cantidad  de  los 
artículos. 

Por  la  misma,  la  Aduana  tiene  el  derecho  de  inspeccio- 
nar á  la  entrada  en  almacenes,  los  bultos  de  toda  clase 
de  mercaderías,  para  verificar  si  la  clase,  calidad  y  cantidad 
del  género  corresponde  exactamente  á  la  manifestada  por  el 
introductor. 

Delante  de  estas  disposiciones,  el  Procurador  no  comprende 
el  deber  que  se  supone  en  la  Contaduría,  de  corregir  6 
adicionar  el  manifiesto  á  depósito,  en  razón  de  que  la  ta- 
rifa  determina  varias  clases;   como    tampoco  la  obligación 
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de  esperar  al  despacho,  á  la  revisacion  de  bultos,  y  recti- 
ficaciones del  comerciante. 

Es  de  jurisprudencia  además,  en  esta  materia,  que  las 
disposiciones  de  Aduana,  se  aplican  al  fraude  como  al  error, 
no  solo  por  la  imposibilidad  que  habria  de  garantir  de  otro 
modo  los  intereses  fiscales,  sino  por  los  continuos  j  com- 
plicados procesos  que  habria  que  seguir  para  el  descubri- 
miento de  la  verdad. 

El  Procurador,  encuentra  pues  justa  la  resolución  que 
ha  condenado  á  los  Sres.  Mallmann  y  C^,  á  pagar  dobles 
derechos  sobre  la  diferencia,  y  pide  su  confirmación. 

Carlos  Tejedor. 
Fullo  de  ln  Supremii   Corte. 

Baenos  Aires,  Febrero  10  de  1876. 

Vistos :  por  stís  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo  espuesto 
y  pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  se  confirma  con 
costas  el  auto  apelado  de  foja  doce,  y  satisfechas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  GARRa.  —  JOSÉ  BAR- 
ROS PAZOS.  —  J.  B.  GOROSTIAGA.  — 
J.  DOMÍNGUEZ 
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CAUSA     Til 


D^  María  G.  de  Medina  con  el  Procurador  Fiscal  sobre  exo- 
neración del  servicio  militar  de  Francisco  Medina. 


Sumarto.  —  1°  La  enumeración  hecha  en  el  artícnlo  2"  7 
siguientes,  título  5**,  sección  !■,  libro  1°,  Código  Cítü,  indica 
el  orden  en  que  debe  producirse  la  prueba  sobre  la  filiación 
de  una  persona,  cuando  sea  posible  seguirla,  siendo  la  prueba 
de  la  posibilidad  á  cargo  de  quien  la  sostiene  7  no  del  que  la 
niega. 

2°  Cuando  ha7  imposibilidad  6  gran  dificultad  para  ofrecer 
testimonio  de  los  libros  parroquiales  ó  manicipales,  sobre  la 
filiación  de  una  persona,  la  le7  admite  cualquier  género  de 
pruebas,  inclusa  la  de  testigos. 

3°  El  hijo  único  que  atiende  á  la  subsistencia  de  su  madre 
Tiuda  es  exonerado  por  la  le7  de  prestar  servicio  militar 
fuera  de  su  distrito. 


Caso. — Los  antecedentes   de  esta  causa  están  esplicados 
en  el 
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Fallo  del  Jíues  de  Seeeioii. 


Rosario,  Setiembre  11  de  1875. 

Yistos,  de  ellos  resulta :  que  D*  María  G.  de  Medina,  viuda 
de  D.  Marcos  Medina,  nacida  en  Córdoba  y  domiciliada  en 
esta  ciudad,  se  presenta  por  su  hijo  D.  Francisco  Medina, 
menor  de  diez  y  siete  años,  esponiendo :  que  en  virtud  de 
atender  éste  á  su  subsistencia,  pide  se  le  exonere  del  servi- 
cio de  guardia  nacional  fuera  de  su  distrito  ó  departamento, 
según  lo  dispuesto  por  la  ley  de  Junio  5  de  1865 ;  ofreciendo 
al  mismo  tiempo  comprobar  los  estremos  legales  que  aduce 
con  información  de  testigos  por  no  serle  posible  acreditarlos 
por  medio  de  las  respectivas  partidas  de  matrimonio,  defun- 
ción de  su  esposo  y  nacimiento  de  su  hijo,  por  la  gran  difi- 
cultad que  hay  para  estraerlos  de  uno  de  los  Departamentos  de 
la  Provincia  de  Córdoba. 

Siguiéndose  la  práctica  observada  en  casi  todos  los  casos 
semejantes,  sin  contradicción,  acéptesele  la  información  ofre- 
cida, con  noticia  y  sin  oposición  de  la  parte  ñscal. 

Producida  que  fué  la  prueba  de  testigos  y  dado  vista  al  peñor 
Procurador,  este  espoue  :  que  debe  ordenarse  la  presentación 
de  kis  partidas  de  bautismo  y  matrimonio. 

La  parte  interesada  se  opone  á  esta  exigencia,  esponiendo  : 
Que  habiendo  producido  la  prueba  testimonial  bastante  en 
derecho,  sin  haber  sido  observada,  debe  declararse  suficiente  á 
los  objetos  de  su  solicitud  ;  pues  que  está  en  su  facultad, 
optar  por  el  medio  de  prueba  que  le  sea  mas  posible,  desde  que 
él  sea  uno  de  los  enumerados  en  la  ley. 

En  tal  virtud,  y  siendo  el  presente  caso  el  primero  de  con- 
troversia que  ocurre  respecto  de  la  calidad  de  pruel)a  admisi- 
ble por  derecho  para  acreditar  la  filiación  y  maternidad,  y 
T.  vm  11 
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como  que  son  tan  varias  las  circunstancias  y  dificultades  que 
pueden  asistir  á  los  interesados  para  produoir  lo  correspon- 
diente á  su  propósito  7  obtener  las  escepciones  con  que  la 
ley  favorece  espresamente  á  algunos  ciudadanos,  en  obsequio  á 
los  intereses  generales,  se  hace  necesario  establecer  la  doctrina 
legal  que  debe  regir  los  casos  ocurrentes  y  uniformar  la  prác- 
tica. 

El  título  5^,  sección  i*  del  Código  Civil,  ocupándose  de  la 
prueba  que  se  ha  de  producir  para  acreditar  el  dia  del  naci- 
miento con  las  circunstancias  del  lugar,  sexo,  nombre  y  ape- 
llido, paternidad  y  maternidad,  establece  por  el  articulo  2*  t 
«que  de  los  nacidos  en  la  República,  se  han  de  probar  eses 
estremos  por  certificados  auténticos  estraidos  de  los  asientos 
de  los  registros  públicos,  que  para  tal  fin  deben  llevar  las  Mu- 
nicipalidades, 6  por  lo  que  conste  de  los  libros  de  las  parro- 
quias, ó  por  el  modo  que  el  Gobierno  Nacional  en  la  capital,  y 
los  Gobiernos  de  Provincia  determinen  en  sus  respectivos  re- 
glamentos. » 

Desde  luego  se  nota  que  este  artículo  al  estatuir  espresa- 
mente las  pruebas  admisibles  en  tales  casos,  establece  tam- 
bién, por  su  orden  numérico,  el  en  que  deben  produdrse 
cuando  sea  posible ;  es  decir,  que  cuando  puedan  ofrecerse  las 
primeramente  enumeradas,  no  solo  deben  producirse,  sino  qué 
pueden  ser  exigidas  de  contrario  ;  mas  siendo  indispensable 
para  esta  exigencia,  que  quien  la  hace»  pruebe  la  posibilidad 
que  se  niega. 

En  tal  concepto,  si  el  interesado  en  probar  el  hecho,  espu* 
siese  de  buena  ó  mala  fé,  ó  por  ignorancia  de  su  posibilidad, 
que  no  puede  valerse  de  las  primeras  de  las  pruebas,  cfrecien^* 
do  algunas  de  las  subsiguientemente  enumeradas  en  la  ley^ 
si  no  hubiese  contradicción,  el  Juez  deberá  sin  duda  admitír- 
sela, porque  este  carece  de  otros  medios  para  llegar  por  si 
mismo  al  conocimiento  de  la  verdad ;  mas  si  la  contra-psfft« 
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interesada  en  exigir  la  producción  de  la  primera  de  esas  prue- 
bas, arguyese  al  contrario  de  mala  fé,  de  ignorancia  ó  de 
posibilidad,  al  paso  que  lo  puede  hacer  con  perfecto  derecho, 
gravita  sobre  él  la  obligación  relativa  de  comprobar  la  escep- 
eion  que  alega  como  fundamento  de  su  exigencia;  puesto  que 
la  buena  fé  se  presume  por  derecho ;  siendo  indispensable  la 
prueba  en  contrario  por  quien  la  niegue,  y  porque,  exigir  al 
que  invoca  la  imposibilidad  la  prueba  de  ella,  importarla  en 
muchos  casos  la  exigencia  de  la  comprobación  de  un  hecho 
negativo  6  de  un  imposible. 

Por  ejemplo,  si  un  individuo  se  presentase  y  ofreciese  acre- 
ditar su  nacimiento,  nombre,  apellido,  etc.,  por  documentos  ó 
pruebas  de  testigos  (según  el  artículo  7^),  esponiendo  que  no 
lo  hace  por  medio  de  asientos  ó  registros  públicos,  porque 
ignora  cual  sea  su  patria  ó  la  parroquia  en  que  se  registrara 
su  nacimiento,  ó  hasta  que  tal  registro  hubiera  tenido  lugar 
en  parte  alguna,  de  ningún  modo  se  le  podria  legalmente 
exigir  la  prueba  de  su  aseveración,  sino  fuese  convenciéndolo  de 
su  error,  de  su  posibilidad  de  producir  la  primera  de  las  prue- 
bas, ó  de  su  mala  fé.  Y  si  tal  no  se  hace,  no  se  le  podria 
desestimar  otros  medios  de  justificación  determinados  por  la 
misma  ley  exigiéndosele  un  imposible,  pues  que  tal  seria  obli- 
gársele ¿  comprobar  los  hechos  que  aduce. 

Y  tan  efectivo  es,  que  en  este  caso  esas  pruebas  secundaria- 
mente enumeradas  deben  reputarse  legales  y  admisibles,  que 
hasta  por  el  mismo  Código  se  les  atribuye  por  el  artículo  3^  en 
ciertos  casos,  una  calidad  hasta  superior  á  la  de  la  primera;  pues 
que»  después  de  haber  establecido  el  medio  probatorio  de  los  cer- 
tificados de  los  registros,  como  la  presunción  de  la  verdadt^fer- 
mite  destruirlo  con  otros,  al  determinar  que  se  acepten  aquellos, 
salvo,  sin  embargo,  á  los  interesados,  el  derecho  de  impugnar 
en  todo  ó  en  partp  las  declaraciones  contenidas  en  e^os  dor 
eumentos  ó  la  identidad  de  las  personas  de  que  ellos  tratasen. 
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Es  decir  entonces,  que  con  otros  medios  4e  pruebüj  como 
el  de  testigos  autorizados,  por  ejemplo,  bien  puede  des- 
truirse el  falso  mérito  de  los  asientos. 

Y  si  á  esto  se  agrega,  que  la  mala  fé  que  pueda  existir, 
ó  la  falsa  imposiblidad  ó  dificultad  que  se  aleguen,  pueden 
ser  siempre  contradichas  y  vencidas  por  la  parte  contraria, 
comprobando  sus  asertos,  es  indudable  que  quedan  asi  con- 
sultados todos  los  intereses  y  propósitos  legales,  con  el 
menos  daño  posible;  como  interpretada  y  cumplida  la  ley 
en  su  testo  y  en  su  espíritu  filosófico. 

T  siguiendo  el  legislador  bajo  una  corriente  liberal  y 
racional,  con  el  propósito  de  facilitar  los  medios  eficazmente 
probatorios,  y  previendo,  sin  duda,  que  ai  determinarlos 
espresamente,  pudieran  quedar  destituidos  de  prueba  algu- 
nos hechos  con  perjuicio  de  la  causa  pública,  el  artículo  9^ 
todavía  establece,  que:  á  falta  absoluta  de  prueba  de  la 
edad  por  cualquiera  de  los  medios  declarados,  y  cuando  su 
determinación,  fuera  indispensable,  se  decidirá  por  la  fisono- 
mía, á  juicio  de  facultativos  nombrados  por  el  Juez. 

Medio  éste,  en  verdad,  demasiado  falible,  pero  cuyos  po- 
sibles errores  é  inconvenientes,  el  legislador  supone  menos 
dañosos  para  los  intereses  generales,  que  la  privación  abso- 
luta de  la  prueba,  lo  que  pudiera  ocurrir,  circunscribiéndose 
esta  en  límites  estrechos  por  ser  determinados ;  los  que  si 
bien  amplios  al  parecer,  pueden  ser  muy  insuficientes  para 
abarcar  las  infinitas  circunstancias  y  dificultades  que  acom- 
pañan á  los  asuntos  humanos. 

T,  sin  duda,  que  no  puede  ser  otra  la  razón,  porque  el 
articulo  2^,  tít.  6^,  seo.  2*  del  Código,  permite  á  los  hijos 
naturales,  negados  por  los  padres,  acreditar  su  filiación, 
admitiéndoseles  todas  las  pruebas  que  se  admiten  para  pro* 
bar  los  hechos  y  que  concurran  á  demostrarlos,  entre  las 
cuales  entra  la  testimonial. 
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T  asunto  es  este,  de  la  filiación  natural,  mucho  mas  gra- 
Te  y  trascendental  que  el  de  una  limitada  exoneración  del 
servicio  de  guardia  nacional  fuera  de  su  distrito  ó  departa- 
mento, concedida  al  hijo  de  madre  viuda  á  cuya  subsistencia, 
atiende.  Y  si  pues,  la  ley  admite  ese  medio  probatorio  en 
tan  importantes  asuntos,  no  podria  racionalmente  rehusarlo 
en  los  de  un  orden  muy  secundario. 

Iguales  principios  y  aún  mas  aplicables  y  concretos,  sos- 
tiene el  artículo  21,  tít.  1^,  lib.  1®,  sec.  S*",  respecto  de  la 
prueba  del  matrimonio,  pues  al  paso  que  prescribe,  como  su 
principal  y  propia,  la  inscripción  en  el  registro,  añade  que: 
si  no  existiesen  registros  ó  no  pudiesen  presentarse  por  hc^er 
sido  celebrado  en  países  distantes,  puede  probarse  por  los 
hechos  que  mando  y  mujer  se  han  tratado  siempre  como 
tales,  y  que  asi  eran  reconocidos  en  la  Sociedad  y  las  res^ 
pectivas  familias  y  también  por  otro  cualquiera  género  de 
prueba. 

Hé  aquí  terminantemente  resuelto  que  cuando  hay,  no  ya 
solo  imposibilidad  sino  aún  dificultad  de  distancia  para  ofre- 
cer el  testimonio  de  los  asientos,  la  ley  admite  cualquiera 
género  de  prueba,  en  el  que  se  comprende  la  de  testigos. 
T  si  el  que  alega  pues,  esa  imposibilidad,  no  tuviese  me- 
dios de  comprobarla,  como  por  ejemplo,  si  un  matrimonio 
no  fuese  registrado  en  parte  alguna,  claro  es  que  no  se  le 
podria  exigir  la  prueba  de  ese  hecho  negativo ;  como  es  claro 
que  no  se  le  podria  rehusar  la  prueba  supletoria  del  hecho 
positivo  de  que  en  efecto  lo  contrajo  en  alguna  parte ;  qae- 
dando  siempre  al  interesado  en  sentido  contrario,  la  facultad 
de  contradecir  la  falsa  ignorancia,  error  ó  mala  fé,  con  el 
deber  de  probar  sus  asertos. 

'  Igualmente  incisivo  y  esplícito,  es  el  art.  24,  tít.  2^,  sec. 
2*,  que  tratando  de  comprobar  la  filiación,  establece :  <  Que 
no  pudiéndose  comprobar  ella,  como  también  el  matrimonio 


J 
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de  los  padres,  por  las  inscripciones  en  los  libros  parroquia- 
les, pneda  probarse  por  testigos,  j  hasta  destruir  con  egtbs 
la  falsedad  de  los  asientos;  pudiéndose  probar  del  mismo 
modo  el  fallecimiento,  según  el  artículo  6^  del  mismo  ti- 
tulo ». 

Y  para  aclarar  quién  y  cómo  ha  de  comprobar  esa  posi- 
bilidad ó  imposibilidad  •  alegada,  supóngase  el  hecho  que  con 
la  mas  grande  frecuencia  ocurre  en  las  campañas  de  toda  la 
República,  á  saber :  que  un  ciudadano  no  haya  sido  bauti- 
zado por  ningún  Cura,  sino  por  un  particular  lego,  sin  que 
se  haya  asentado  la  partida  en  registro  alguno. 

Seguramente  que  no  podrá  comprobar  con  anentos  los  es- 
tremos  legales,  ni  la  verdad  de  lo  ocurrido;  y  que  tendrá 
qué  admitírsele  la  prueba  testiinonial,  única  posible  en  tal 
caso ;  si  no  se  le  ha  de  hacer  víctima  de  notoria  injusticia. 

Y  supónganse  que  con  verdad  ó  sin  ella,  la  parte  contraria 
negase  esos  asertos,  afirmando  que  fué  bautizado  por  el  pár- 
roco, en  un  lugar  determinado,  donde  sabe  existe  la  partid  «^ 
y  de  donde,  añade,  se  puede  estraerla  con  facilidad.  ¿Quién 
ha  de  probar  estas  aseveraciones,  sino  es  el  que  las  hace? 
Y  ¿cómo  las  probará  si  no  es  pidiendo]  la  estraccion  de  esas 
partidas  para  ofrecerlas  al  Juez;  y  si  para  esto  tuviese  di- 
ficultad, ofreciendo  una  prueba  testimonial? 

Si,  pues,  para  probar  esta  escepcion  seria  admisible  en 
disyuntiva  la  prueba  de  testigos,  no  habria  razón  alguna 
para  rehusarla  en  el  mismo  juicio  para  probar  la  acoion, 
cuando  el  que  la  deduce  espone  que  no  tiene  posibilidad  de 
presentar  la  prueba  de  los  registros. 

Por  tanto,  si  á  una  de  las  partes  solo  se  admitiese  esta 
clase  de  prueba  para  comprobar  los  estremos  que  invoca, 
tampoco  podria  admitirse  otra  al  contrario  para  enervar  la 
«ooion,  pues  acordarle  otro  género  de  prueba  mas  amplio, 
seria  una  chocante  desigualdad  y  una  verdadera  injusticia. 


^^^•••i 


I  • 
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«£iist6  además  una  razón  legal  de  fuerza  concluyentíB  en 
efltOB  oaeofit  eon  relación  á  esta  Provincia,  tal  es :  que  pres- 
cribiendo el  art.  2^,  tít.  B'',  antes  citado,  que  los  estremoa 
'de  nacimiento  en  la  República  etc.,  se  han  de  probar  por 
los  mencionados  fisientos  parroquiales  6  .por  el  modo  que  el 
•Gobierno  Nacional,  en  la  capital  y  los  gobiernos  de  Provin- 
fiia  determinen  en  sus  respectivos  reglamentos,  el  Gobierno  de 
esta,  por  un  decreto  del  presente  año,  que  si  bien  sea  in- 
oonstitucional  en  parte,  de  su  contenido,  por  invadir  atri- 
-bnciones  de  la  Justicia  nacional ;  establece,  sin  embargo, 
que  las  informaciunes  de  testigos  son  medio  de  prueba  para 
«careditar  los  estremos  legales  en  las  escepciones  que  se 
soliciten  del  servicio  militar. 

Empero,  aparte  de  todas  estas  consideraciones  de  estricto 
derecho,  existe  una  de  equidad  muy  atendible,  respecto  de 
las  solicitudes  que  al  efecto  se  presentan  ante  este  Juzgado, 
cual  es :  que  siendo  la  mayor  parte  de  los  solicitantes  ve- 
cinos de  esta  localidad,  de  reciente  formación  y  casi  todos 
ellos  nacidos  en  la  campaña  de  otras  Provincias,  y  además 
en  lo  general,  personas  menesterosas,  privadas  .de  todo  gé- 
nero de  recursos,  se  les  hace  casi  imposible  ó  sumamente 
difídil-  proporcionarse  esas  partidas  de  los  registros,  aún  en 
el  caso  de  que  existiesen  en  los  lugares  de  su  nacimiento ; 
y  exigir  seles  indefectiblemente  esta  prueba,  pudiendo  pro- 
ducir otra  bastante  por  derecho,  para  inspirar  la  convicción 
legal  y  moral,  importarla  una  verdadera  injusticia  á  nombre 
de  la  ley,  yendo  contra  su  mismo  espíritu,  lo  que  es  con- 
trario á  las  reglas  de  buena  interpretación;  afectándose 
también  los  intereses  de  la  República,  á  que  el  legislador  ha 
pretendido  servir,  acordando  esas  justas  escepciones  á  los 
hijos  de  viuda,  á  cuya  subsistencia  atienden. 

Y  considerando,  respecto  á  este  caso  especial:  I""  Que  la 
parte  interesada  ha  espuesto  sin  contradicción  ni  prueba  en 
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contrario^  que  tiene  gran  dificultad  para  ofrecer  la  prueba 
de  los  estremos  que  alega,  por  medio  de  los  asientos  en  los 
Registros  parroquiales. 

^  Que  dichos  estremos  han  sido  plenamente  comprobados 
por  información  de  testigos,  que  no  han  sido  tachadoflí. 

3**  Qiie  de  esa  comprobación,  resulta:  que  efectivamente 
Francisco  Medina  es  el  hijo  único  de  María  G.  de'MédTna« 
y  que  atiende  á  su  subsistencia,  siendo  viuda  la  ocurrente. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  á  dicho  Francisco  Me- 
dina, exonerado  del  servicio  de  la  guardia  nacional,  fuera 
de  su  distrito  6  departamento,  con  arreglo  á  la  ley  de  Junio 
5  de  1865.    Repónganse  los  sellos,  dense  los  testimonios  que 

se  pidieren,  y  archívese. 

Fenelon  Zuviria. 

El  Procurador  Fiscal  apeló,  y  en  la  sustanciacion  de  la 
segunda  Instancia,  se  dio  vista  al  Sr.  Procurador  General, 
quien  espuso: 


Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  1*  de  1876. 

La  ley  de  enrolamiento,  ha  dicho  simplemente  que  están 
esceptuados  de  servicio  en  la  Guardia  Nacional  activa  <  el 
hijo  único  de  madre  viuda  »  etc.,  comprendiendo  por  lo  tanto, 
en  sus  beneficios,  á  la  madre  natural. 

Desde  entonces,  no  es  tan  necesario,  como  en  el  caso  de 
derechos  hereditarios,  que  se  presenten  las  partidas  parro- 
quiales, suplidas  bastantemente  por  la  prueba  testimonial 
rendida. 

La  Suprema  Corte  debe,  pues,  en  mi  opinión,   confirmar 

la  sentencia  apelada. 

C.  Tejedor. 
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Vallo  4e  la  Saprem»  Oovto 

BaenoB  Aires,  Febrero  1*  de  1876. 

Tiistoñ :  de  eonf onnidad  con  lo  pedido  por  el  señor  pro- 
cnradoT  General  en  sn  precedente  vista,  se  confirma  por 
sns  fundamentos,  la  sentencia  de  foja  diez  j  siete;  satis- 
fechas las  costas  y  repuestos  los  sellos,  dcTuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.— JOSÉ  BARROS 
PAZOS. —J.  B.  GOBOSTIAGA,— J.  DO- 
MINGCEZ. 


CAUSA  TIII 


D.  Guillermo  Mackay  contra  Enrique  Ochoa  y  C^.,  por  cobro 
de  fletes  y  estadías;  sobre  defeeto  legal  en  el  modo  de 

proponer  la  demanda. 


Sumario. — 1^  La  omisión  de  la  suma  demandada  no  consti- 
tuye un  defecto  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  cuando 
se  fijan  en  esta  las  bases  de  la  liquidación  de  aquella. 
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^  La  copia  del  conocimiento  no  es  necesaria  cuando  el 
capitán  demanda. "^  pago  jdel  -^ete  J^estadi^  no  contra  los 
cargadores,  sino  contra  los  consignatarios  del  biiqne. 


"  f¡aso* — El  espitan  Maokay  de  la  goletUrc^BeMe»?  ^usig- 
nadaáEniiqne  Ochoa  y  G*.,  espuso  que  habia  traid^  i056 
pipas  de  vino  á  razón  de  28  francos  50  cts.  cada  ana,  eon 
mas  la  gratificación  de  350  francos,  y  ilemadidó  ó  los  Señoree 
Oohoa  y  C*,  por  pago  de  fietes  y  estadías,  debiendo  dedu- 
Virse  la  suma  de  5280  francos  recibidos  en  cuenta,  75  francos 
47  cts.  por  un  giro  hecho  por  él,  y  los  gastos  de  práctica 
y  manifiestos  abonados  por  íos  consignatarios. 

Los  señores  Ochoa  y  C*  opusieron  escepcion  por  defecto 
legal  en  la  demanda,  1^^ parque  no  se  fijaba  la  suma  de- 
mandada, y  2^  porque  no  se  acompañaba  un  ejemplar  del 
conocimiento,  según  el  art.  1211   del  Cód.  de  Comercio. 

Mackay  contestó  que  en  la  demanda  existían  las  bases  pa- 
ra liquidar  la  suma  que  se  demandaba,  y  que  la  demanda  no 
se  interponía  contra  los  cargadores,  sino  contra  los  consig- 
natarios, y  su  accion^  se  fundaba  w  eLcontrato  de  arriendo 
del  buque. 


Fall«  4el  #«•■  4e  Seeel«n< 


» . 


Buenos  Aires,  OcHrf)re*2  delató. 

Vistos  y  considerando  :  1°.  —  Que,  aunque  el  demandante 
no  ha  especificado  la  cantidad  que  demanda,  ha  fijado  las  ba- 
ses de  su  liquidación  lo  que  es  equivalente. 

^  Que  siendo  el  pago  una  escepcion  para  el  demaodi^do, 
es  á  él  á  quien  incumbe  determinarlo ;  bastando  que  el  actor 
reconozca  haber  recibido  alguno,  para  no  incurrir  «en  la  pfait 
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petüio;  j  con  mayoría  de  razón  cuando  se  refiere  á  gastos 
que  no  están  liquidados. 

3^  Que  aunque  por  el  artículo  1311  no  es  admisible  la  ac- 
ción entre  el  capitán  j  los  cargadores  si  no  se  acompaña  con 
uno  de  los  ejemplares  del  conocimiento ;  no  es  como  tales 
cargadores  que  se  deínavida  en-  e«t|^  ^so  sino  por  el  fieta- 
mento  del  buque  y  en  virtud  de  lo  prescrito  por  el  artí- 
culo 1248  del  Código  citado. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  es- 
cepcion  de  defecto  legal  deducida  por  los  sejk>res  Ochoa  y 
C*.  en  la  demanda  que  contra  ellos  ha  propuesto  el  espitan 

•         •  •  • 

B.  Guillermo  Mackay  y  ordenando  en  su  consecuencia  con- 
teste derechamente  la  demanda.  Repónganse  los  sellos  y 
notífiquese  original. 

Albarríictn. 


Baenos  Aires,  Febrero  5  de  1876. 

Viiíf os :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  ooBtas  el 
auto  apelado  de  foja  catorce,  satisfechas  las  de  la  instancia  y 
repuestos  los  gellos,  deTuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  RAR- 
ROS  PAZOS.  —  J.  R.  60R0STUGA.  — 
J.    DOMÍNGUEZ 
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CAVSA    IZ. 


El  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata, 
contra  la  Provincia  de  Santa-Fé,  por  daños  y  perjuicios,  sobre 

falta  de  personería  é  incompetencia. 


Sumario.  —  1®  El  estatlecimiento  de  un  Banco  de  emisión, 
cujas  notas  sean  de  curso  en  las  oficinas  públicas,  no  es  un 
acto  de  comercio  común,  •  que  pueda  ejercerse  sin  lejes  espe*- 
ciales ; 

2®  La  ley  de  Provincia  que  concede  ese  privilegio  á  todos 
los  Bancos  establecidos  en  su  territorio,  no  importa  un 
contrato  qu6  atribuye  acción  de  daños  x5ontra*los  Poderes 
Públicos ; 

9"  Esa  ley  es  un  acto  de  soberanía,  que  no  siendo  con- 
traria  á  la  Constitución,  leyes  y  tratados  de  la  Nación,  no 
pueüe  ser  violada  por  ninguna  autoridad ; 

4®  La  misma  puede  por  consiguiente  ser  lícitamente  revo- 
cada por  otra  ley; 

5^  Las  Sociedades  Anónimas  tienen  domicilio  en  la  Pro- 
vincia donde  funcionan,  sea  como  casa  principal  ó  como  su- 
cursal. 

Caso.  —  En  5  de  Mayo  de  1865,  el  Gerento  del  Banco  de 
Londres  y  Rio  de  la  Plata  en  Buenos  Aires,  solicitó  del  Oo- 
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l^xeiBO  de  Santa-Fé^  el  establecimiento  de  tin  Banco  de 
depósito,  descuentos  y  emisión  en  la  ciudad  del  RosariOi 

En  18  de  Setiembre  de  1865Í  la  Lejislatura  de  Santa-Fé 
«utorizó  el  establecimiento  del  Banco  de  depósitos  y  des- 
cuentos, con  la  facultad  de  emitir  billetes  de  curso  legal  en 
las  oficinas  fiscales  por.  un  tiempo  determinado^ 

•  El  Gobierno  de  Santa-Pó,  en  un  decreto  de  22  de  Noviembre 
de  1865  autorizó  el  establecimiento  del  Banco  de  Londres 
y  Rio  de  la  Plata  en  el  Rosario. 

*  En  22  de  Junio  de  1875,  la  Lejislatura  de  Santa-Fé  re- 
servó la  facultad  dé  emisión  concedida  en  general  á  los  solos 
Bancos  Nacional  y  Provincial,  ordenando  que  los  demás  Bancos 
retiraran  sus  billetes  en  circulación. 

El  Banco  de  Londres  tuvo  que  retirar  y  quemar  los  bi- 
lletes de  su  emisión,  y  el  Gerente  de  él  protestó  por  los 
daños  y  perjuicios. 

Con  estos  antecedentes  el  Gerente  del  Banco  de  Londres 
y  Rio  dé  la  Plata  en  Buenos  Aires,  diciendo  que  el  Banco 
del  Rosario  era  una  sucursal  y  dependencia  del  de  Buenos 
•Aires;  demandó  á  la  Provincia  de  Santa-Fé  por  los  daños 
causados  en  virtud  de  la  ley  de  1875. 

Fundó  la  competencia  en  que  el  caso  versaba  entre  una 
Provincia  y  un  vecino  de  otra,  como  lo  era  la  Sociedad  Anó- 
nima dueña  del  Banca,  vecina  de  Buenos  Aires ;  y  en  que 
la  ley  de  1875  era  inconstitucional,  porque  el  hecho  de  emitir 
billetes  era  un  acto,  de  comercio  €omun,  como  lo  declaró  el 
Congreso  Nacional,  con  motivo  de  una  comunicación  del  Go" 
bierno  de  Entre-Rios  sobre  la  aprobación  do  los  estatutos 
de  un  Banco  de  emisión  en  aquella  Provincia ;  y  la  ley  citada 
violaba  el  artículo  14  de  la  Constitución  Nacional. 

Fundó  la  acción  de  daños  en  que  la  misma  ley  violaba  los 
derechos  adquiridor  por  el  Banco,  en  virtud  de  leyes  y  de- 
cretos anteriore». 
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£1  Representante  d^  la  Provincia  de  Sant^-Fé,  opiuio  If | 
escepciones  de  falta  de  peTSoneria  é  incompetencia. 

Dijo  que  el  Banco  de  Londres  y  Bio  de  la  Plata  qn  el 
Rosario  no  era  una  sucursal,  ni  dependencia  del  de  Buenos 
Aires,  pues  tenia  capital  y  acción  propia ;  y  por  consiguiente! 
el  Gerente  del  Banco  en  Buenos  Aires  no  tenia  personería 
para  gestionar  la  acción  de  daños  que  se  pretendía  hal^er  sido 
causados  al  Banco  establecido  en  el  Rosario. 

Que  siendo  este  Banco  vecino  de  Santa-Fé,  el  casp  vsr* 
saba  entre  una  Provincia  y  un  vecino  de  ella,  y  por  I9  tanto 
no  correpondia  á  la  jurisdicción  nacional. 

Que  además  las  leyes  sobre  circulación  de  monedas,  eran 
de  orden  público,  y  las  Provincias  podian  revocarlas  y  mo- 
dificarlas sin  violar  derechos  adquiridos,  ni  contrariar  las 
garantías  constitucionales. 

Conferido  traslado,  el  demandante  presentó  el  poder  por  el 
cual  la  Comisión  Directiva  de  la  Sociedad  Anónima  <  London 
and  River  Píate  Bank,  limited  »  autorizaba  al  Gerente  del 
Banco  en  Buenos  Aires  para  dirijir  y  administrar  todos  los 
asuntos  de  dicho  Banco  en  Buenos  Aires,  Córdoba  y  Rosarip ; 
y  dijo  que  si  las  sucursales  del  Rosario  y  Córdoba  tenían 
capital  y  estatutos  propios,  esto  era  para  reglar  sus  relaciones 
con  los  particulares,  y  no  para  constituirlas  en  casap  parti- 
culares é  independientes  de  la  de  Buenos  Aires. 

Que  por  consiguiente  él  tenia  personería  lejitima,  y  se  tra- 
table de  una  causa  ^ntre  una  Saciedad  y  un  vecin9  d$  j^a. 

VISTA  Pfl  $«SQR  PROf^lIRADOR  JfiHEBia 

•  •• 

Suprema  COfte:- 

Buenos  Aires,  Febrero  3  de  1876. 

.  ^-El  establecimiento  de  un  Bancp  de  emisión,   cuyas  notas 
han  de  tener  curso  en  las  oficinas  pública^^  ^o  es  ux^  in- 
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dustria,  6  acto  de  comeTcio  común,  que  pueda  ejercerse  siu 
leyes  e8pecialeft«   . 

Los  privilegios  en  el  caso  presente  tampoco  fueron  acor- 
dados indefinidamente,  sino  ppr  tres  años ;  y  la  ley  que  los 
acordó  para  todos,  pudo  lícitamente  ser  revocada  por  otra. 

Esta  ley,  además,  de  disposiciones  generales,  y  el  decreto 
particular  que  la  aplicó  al  Banco  de  Londres  en  el  Bosario, 
no  son  un  contrato  que  atribuya  acciones  de  daños  contra  los 
Poderes  Públicos. 

Esa  ley,  como  el  decreto,  son  actos  de  soberanía  provincial, 
que  si  no  se  oponen  á  la  Constitución,  Leyes  y  tratados  de 
lá  Nación,  ninguna  autoridad  puede  revisar. 

La  demanda,  que,  por  estas  razones,  ni  en  el  fondo  seria 
admisible,  ajuicio  del  Procurador,  menos  puede  serlo  de- 
lante de  la  declinatoria  deducida  por  la  Provincia  demandada. 

Las  sociedades  anónimas,  sea  como  casa  principal,  6  como 
sucursales,  tienen  su  domicilio  en  las  Provincias  de  sobera- 
nía propia,  donde  se  hallan  establecidas ;  y  si  por  esta  cir- 
cunstancia, la  del  Rosario  carecería  de  fuero  nacional,  tiene 
que  carecer  de  él  también  la  que  pretende  avocarse  el  domi- 
cilio y  representación  de  aquella:    * 

Como  se  dijo  antes,  por  otra  parte,  la  emisión  de  billetes 
con  curso  forzoso  en  las  oficinas  públicas,  no  es  el  simple 
hecho  industrial  ó  de  comercio  libre,  de  que  habló  el  Con- 
g^fAQ  ffrgeatifitp.  C09.  motivo  de  la  Consulta  ^  de  la  Provincia 
de  Entre-Rios,  y  no  siéi^do^q  la  ley  de  Santa-Fé  de  22  de  Junio, 
ningún  artículo  de  la  Constitución  Nacional  ha  violado. 

No  hay,  pues,  fuero  federal  por  razón  de  las  personas,  ni 
de  la  materia,  ni  de  la  constitucionalidad ;  y  esta  Supren^a 
Corte  debe  rechazar  la  *  demanda. 


Í0O  FALLOS  OB    LA  SOPIUUU  GORT£ 


F«ll«  de  la  SaprentA  €«rte. 

Baenos  Aires,  Febrero  8  de  187B. 

Visto:  por  los  fundamentos  espuestos  por  el  Señor  Procurador 
General  en  su  precendete  vista,  no  ha  lugar  con  costas  á  la 
demanda  interpuesta  por  D.  6.  E.  Maschwitz,  Jerente  del 
Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata  contra  la  Provincia  de 
Santa-Fé,  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios  ;  satis- 
fechas las  costas  y  repuestos  los  sellos,  archívense  los  autos. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL,  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS. —  J.  B.  GORQS- 
TIAGA.  —  I.    DOMINGCfiZ. 


CAVSA    X 


D^  Tercia  Galloso  contra  D.  Joaquín  Úller,  sobris  alimentos 

de  hijos  naturales, 


•  •••     •         ■..  «.. 

Sumario.  —  1*  £1  padre  natural,  tiene  el  deber  de  preattr 

alimentos  á  sus  hijos  indigentes. 

2®  Dichos   aliÉnentos  pueden  ser  regulados  á  arbitrio  ju- 
dicisl. 
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Caso.  —  D*  Teresa  Galloso,  argentina,  se  presentó  ante  el 
Juzgado  Federal,  en  Santa-Fé,  esponiendo :  Que  desde  siete 
años  atrás,  habia  estado  haciendo  vida  marital  con  D.  Joa- 
qnin  OUer,  estranjero,  de  cuya  unión  habian  tenido  tres 
hijos,  de  los  cuales,  vivian  dos,  Rosa  de  cuatro  años  y  Joa- 
quina de  tres.  Que  habiéndose  separado,  quedando  la  espo- 
nente  en  la  mas  completa  indigencia,  mientras  el  padre  de 
sus  hijos  gozaba  de  toda  clase  de  comodidades,  girando  un 
.  fuerte  capital,  se  veia  en  la  necesidad  de  demandarlo  para 
que  fuese  condenado  á  pasarle  una  cuota  alimenticia  para 
los  hijos,  designada  prudencialmente  por  el  Juez. 

Para  justificar  la  paternidad,  estado  de  pobreza  de  la 
esponente  y  de  fortuna  de  OUer,  ofreció  información  sumaria 
de  testigos. 

Producida  esta,  el  Juez  convocó  á  las  partes  á  juicio  ver- 
bal, pero  OUer  se  negó  á  asistir. 


F«ll«  fteü^ues  4e  9e«ei«ii« 


Rosario,  Noviembre  23  de  1875. 

Autos  y  vistos:  resultando  de  ellos  justificada  en  cuanto 
es  posible  la  paternidad  natural  de  D.  Joaquín  OUer,  de 
las  niñas  Rosa  y  Joaquina,  y  siendo  bastantes  las  pruebas 
producidas,  para  acordar  una  pensión  alimenticia  á  dichos 
menores,  que  se  hallan  en  poder  de  la  madre,  acuérdaseles 
dicha  pensión,  fijándose  en  veinte  pesos  fuertes  mensuales  para 
ambas;  los  cuales  entregará  el  padre  natural,  D.  Joaquín 
OUer,  á  la  madre  D*  Teresa  Oalloso,  á  contarse  desde  el  1^ 
del  entrante  mes,  en  cuyo  dia  hará  la  primera  entrega,  y 
asi  en  los  meses  sucesivos  ;  siendo  de  cuenta  del  mismo  OUer 
el  pago  de  las  costas  causadas,  en  conformidad  con  lo  dis- 
T.  vni  12' 
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puesto  por  el  artículo  729  del  Código  de  Procedimientos  de 

la  Provincia,    Repónganse. 

Fenelon  Zuvirta. 


De  este  auto  apeló  011er,  alegando  que  la  paternidad  no 
habia  sido  probada  como  lo  exige  la  ley ;  que  el  esponente 
7X0  era  el  único  que  habia  tenido  relaciones  ilícitas  con  D^ 
Teresa;  que  los  hijos  que  se  le  atribuyen  no  han  gozado 
jamás,  del  estado  de  familia  que  el  Juez  les  atribuye. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  15  de  1876. 

Yistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veintiuna  yuelta»  y  satisfechas  estas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DfiL  CARRIL.  — JOSÉ 
BARROS  PAZOS. — J.  B.  COROS- 
TUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
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CAUSA    XI. 


D,-  Darío  David  contra  la  Provincia  de  San  Luis  sobre  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.— i^  Las  espoliaciones  practicadas  por  rebeldes, 
entran  en  la  categoría  de  daños  causados  por  la  guerra  civil, 
á  qne  están  sujetos  nacionales  y  estrangeros,  y  de  que  nin^ 
guna  autoridad  nacional  ni  provincial  es  responsable,  por  ley 
espresa  y  jurisprudencia  umversalmente  consentida. 


Caso. — D.  Nemesio  Zanoletty  en  representación  de  D.  Dario 
David,  estrangero,  se  presentó  ante  la  ,Suprema  Corte  espo- 
niendo : 

Que  á  su  representado  le  fueron  espropiados  de  su  esta- 
blecimiento del  Morro,  Provincia  de  San  Luis,  varios  gana- 
dos en  el  mes  de  Octubre  de  1874,  por  orden  del  entonces 
comandante  del  tercer  Departamento  D.  Bamon  Moreno,  asi 
como  por  orden  del  Jefe  de  frontera  D.  N.  Sastre.  Que  el 
resumen  de  tales  espropiaciones  y  sus  valores  es  el  siguiente : 

39  Bueyes  gordos  á  $fts.  69 $fts.        2340 

278  muías  de  tiro  á      »     60 »       16.680 

306caballosá  »     18 »         5.508 

4  yeguas  madrinas  á    >       5 ........ .      »  20 

^  Z      24.548 
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Qne  si  Vien  estas  espropiaciones  se  hicieron  por  las  auto- 
ridades de  aquella  Provincia,  declaradas  después  en  rebelión, 
para  su  representado  investian  basta  el  dia  de  la  espropia- 
cion,  el  carácter  de  legalidad  en  que  se  bailaban  recono- 
cidas, y  como  estrangero  no  podia  en  manera  alguna  resis- 
tir la  entrega,  desde  que  las  órdenes  imponían  la  espropia- 
cion  forzosa. 

Promoviendo  la  respectiva  demanda  contra  el  Gobierno  de 
la  Provincia  de  San  Luis,  por  cuanto  por  orden  de  las  au- 
toridades se  procedió  ala espropiacion,  pidió  se  declarase  que 
la  Provincia  estaba  obligada  al  pago  de  la  suma  espresada. 

Acompañó  á  la  demanda  varios  recibos  firmados  por  los 
jefes  Pablo  Zuares,  Teodoro  Torres,  José  M*.  Ceballos,  J. 
M.  Garcia  por  orden  de  los  jefes.  Sastre  y  Ramón  Moreno, 
los  recibos  llevan  la  fecha  del  9  al  20  de  Octubre  de  1874. 

Corrida  vista  al  señor  Procurador  Jeneral  este  espuso : 


Suprema  Corte: 


Baenos  Aires,  Octubre  11  de  1875. 


Si  las  espropiaciones  forzosas  de  que  trata  esta  deman- 
da, fueron  ejecutadas  por  fuerzas  provinciales,  ó  por  orden 
de  sus  autoridades  legítimas,  debe  solicitarse  su  abono  ante 
estas. 

Si  hubiesen  tenido  lugar  por  las  fuerzas,  ó  por  orden  de 
las  autoridades  de  la  Nación,  la  petición  para  el  reembolso 
debe  deducirse  ante  ellas. 

Si  hubiesen  sido  simples  espoliaciones  practicadas  por  re- 
beldes, entrarían  en  la  categoría  de  daños  causados  por  la 
guerra  civil,  á  que  están  sugetos  nacionales  como  estran- 
geros,  y  de  que  ninguna  autoridad,  nacional  ni  provincial. 
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es  responsable,  por  ley  espresa,  y  jurisprudencia  universal- 
mente  consentida. 

El  Procurador  pide,  pues,  que  la  presente  demanda  sea 
rechazada  in  llmine. 

Carlos  Tejedor.      * 

En  seguida  se  corrió   traslado  al  Gobierno  de  San  Luis, 
por  quien  lo  evacuó  D.  Julián  Ortiz,   pidiendo  se  rechazara 
la  demanda  con  especial  condenación  en  costas. — Que  la  de- 
manda se  funda  en  el   hecho  falso  de  que  cuando  se  le  to- 
maron los  valores   reclamados,  aun  la  Provincia  no  se  habia 
declarado  en  rebelión,  cuando  lo  estaba  desde  el  mes  de  Se- 
tiembre anterior. — Que  aun  cuando  así  no  fuera,  la  Provin- 
cia no  podria  responder  por  el  valor  que  se  reclama. — Que 
las  personas  jurídicas  no  responden  de  los  actos  de  sus  man- 
datarios sino  en  cuanto  estos  obran  dentro  de  los  límites  de 
su  mandato,  siendo  en  lo  que  exceden,  «personal  su  responsa- 
bilidad, art.  7^  tít.  ^^  sec.  i\  lib.  !•,  C.  C— Que  la  Constitu- 
ción de  la  Provincia  de  San  Luis  no  solo  no  faculta  al  P.  E. 
para  imponer  contribuciones  ó  decretar  embargos,  por  sí  solo, 
sino  que  espresamente  se  lo  prohibe,  art.  36.— Que  por  con- 
siguiente los  únicos  responsables  serian  las  personas    que 
componían  el  Gobierno  y  que   mandaban  lo    que  no  les  era 
lícito.  —  Que  la  espropiacion  sin  ley  que  la  declare  y  sin  la 
previa  indemnización,  qs  un  delito  de  abuso  de  fuerza  6  de 
autoridad  de  que  no  puede    responder  el  Gobietno    porque 
las  personas  jurídicas  no  cometen  delitos. — Que  es  voz  pú- 
blica en  San  Luis    que  David  entregó    voluntariamente  los 
animales  que  hoy  cobra   al  Gobierno  por  no  reclamarlos  de 
de  sus  amigos  políticos. 
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Fallo  de  la  Saprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  10  de  18^5. 

Vistos:  por  los  fundamentos  espuestos  por  el  Señor  Pro- 
curador General  en  su  vista  de  foja  diez  y  siete,  no  ha  lugar 
á  la  demanda,  con  costas,  y  satisfechas  estas  y  repuestos  los 
sellos*  archívese. 

SALVADOR  H.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  BARROS 
PAZOS.  —  J.  B.  GOROSTUGA.  —  J.  DO- 
MÍNGUEZ. 


CAUSA    XII 


D.   Gabriel  Garda  y  Fous  contra  D^  Dorotea  Macho,  por 
tnolaeüm  de  correspondencia.   Sobre  jurisdicción. 


Sumario.  —  £1  delito  de  violación  de  correspondencia,  es 
justiciable  por  los  Tribunales  Nacionales,  solo  cuando  se 
sustraen  cartas  de  la  valija  ó  de  la  oficina  de  Correos. 
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Caso. — D.  Oabrlel  García  y  Fous,  acusó  á  D*  Dorotea 
Macho  por  haberse  hecho  entregar,  haber  abierto,  leído  y 
guardado  en  su  poder,  las  cartas  que  el  cartero  había  lleva- 
do para  él  á  su  domicilio ;  j  pidió  la  aplicación  de  la  pena 
establecida  por  el  artículo  5i  de  la  ley  nacional  penal,  re- 
servándose la  acción  civil  por  daños  y  perjuicios. 

Conferida  vista  al  Procurador  Fiscal,  éste  dijo,  que  no 
era  justiciable  por  los  Tribunales  Nacionales,  el  delito  acu- 
sado ;  y  que  el  artículo  51  citado,  se  refería  á  la  sustrac- 
ción de  cartas  de  una  valija  ó  de.  una  oficina  de  Correos. 

Fallo  del  ^aez  Seccional. 

Buenos  Aires,  Noviembre  18  de  1875. 

Por  los  fundamentos  espuestos  por  el  Procurador  Fiscal 
en  su  precedente  vista,  declárase  incompetente  este  Juzgado 
para  conocer  en  esta  causa,  haciéndose  saber,  en  su  con- 
secuencia, para  que  el  interesado  ocurra  donde  corresponda, 

Andrés  Ugarriza. 
Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  15  de  1876. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  tres ;  satisfechas  las  de  la  instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL. — JOSÉ 
BARROS  PAZOS. — I.  B.  GOROSTUGA. 
^—  J.  DOMÍNGUEZ.  —  SATURraRO  M.  LAS- 
PIUR. 
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CACBA     XIII. 


D.  Fedenco  Mallman  contra  D.  Daniel  González  y  C",  sobre 
desembargo.  Accidente  de  competencia. 


Sumario. — Para  que  una  causa  iniciada  por  un  estrangero 
contra  una  sociedad  comanditaria  corresponda  á  la  Justicia 
Nacional,  es  necesario  que  se  pruebe  la  nacionalidad  argen- 
tina de  todos  los  miembros  de  la  sociedad. 


Ca^o. — Don  Máximo  Speken  por  D,  Federico  Mallmann, 
se  presentó  ante  el  Juzgado  Federal  en  Mendoza  demandan- 
do á  D.  Daniel  González  y  C*  el  desembargo  de  un  molino 
y  terrenos  de  su  propiedad,  ubicados  en  esa  Provincia. 

En  un  otrosí  pidió,  para  justificar  que  el  caso  era  de  ju- 
risdicción Federal,  que  se  recibiese  información  de  testigos 
sobre  si  Mallmaan  era  estrangero  y  D.  Daniel  González  Ar- 
gentino. 

.  Con  esta  información,  Speken  pidió  se  declarase  justifica- 
do el  fuero  y  se  diera  traslado,  diciendo  que  siendo  Mall- 
man estrangero  y  González  argentino  estaba  cumplido  el 
requisito  de  la  ley,  siendo  inconducente  averiguar  Ifti  nació- 
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nalidad  de  los  otros  socios  de  Gronzalez  por  ser  una  Socie- 
dad colectiva  y  no  estar  ellos  incluidos  en  la  razón  social. 

El  Juzgado  proyeyó  ordenando  se  adelantase  la  informa- 
ción respecto  de  la  nacionalidad  6  vecindad  de  los  miembros 
de  que  se  compone  la  Sociedad  demandada,  y  que  jira  bajo 
la  razón  Daniel  González  y  C*. 

En  seguida  Speken  pidió  y  obtuvo  que  González  absolviera 
posiciones : 

1^  Si  la  Sociedad  bancaria  que  jira  bajo  la  razón  Daniel 
González  y  C*,  tiene  su  domicilio  legal  en  Mendoza. 

Que  es  cierto. 

2^  Si  el  absolvente  es  el  socio  director  esclusivo  de  dicha 
Sociedad  y  del  negocio  establecido  en  la  Provincia. 

Que  es  cierto,  agregando  que  el  contrato  de  Sociedad  es- 
taba rejistrado  en  la  escribanía  de  Lemos,  siendo  la  sociedad 
comanditaria  y  componiéndose  de  socios  de  diferentes  nacio- 
nalidades. 

A  solicitud  del  actor,  el  escribano  Astorga,  conservador 
de  la  escribanía  de  Lemos,  certificó  que  en  el  art.  i^  del 
contrato  de  Sociedad,  se  establece  el  domicilio  en  Mendoza  y 
que  la  Sociedad  era  comanditaria. 


Fallo  del  ^acz  de  Seeelon» 


Mendoza,  Julio  %i  de  1875. 

A  mérito  de  la  diligencia  que  precede,  y  no  resultando  jus- 
tificado que  el  presente  juicio  es  de  la  competencia  de  este 
Juzgado,  ni  por  su  naturaleza  ni  por  razón  de  las  per- 
sonas que  en  él  intervienen,  pues  solamente  se  ha  acredita- 
do la  nacionalidad  de  la  parte  demandante  y  el  domicilio 
legal   de  la  Sociedad  comanditaria  demandada,  pero  no  la 
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nacionalidad  argentina  de  todos  sus  miembros,  como  ha  de- 
bido hacerse  de  conformidad  al  art.  i °  de  la  ley  de  i4  de 
Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales,  no  tratándose  de  una  Sociedad  anó- 
nima, y  á  lo  dispuesto  en  el  proveído  ejecutoriado  de  fecha 
27  de  Julio  del  año  próximo  pasado. 

Se  declara  que  el  Juzgado  de  Sección  no  puede  entrar  á 
conocer  de  la  presente  causa,  mientras  no  se  acrediten  su- 
ñcientemente  los  estremos  indicados ;  hágase  saber  y  repón- 
gase el  papel. 

C.  S.  de  la  Torre. 

De  este  auto  apeló  el  demandante  y  el  recurso  se  le  otor- 
gó en  relación. 


Fallí»  de  la  Saprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  15  de  1876. 

Vistos;  por  sus  fundamentos,  y  no  siendo  Don  Daniel 
González  el  demandado,  sino  Don  Daniel  González  y  Com- 
pailía,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja 
treinta  y  ocho  vuelta  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS.— PASOS,— 'J.  B.  GOROSHAGA. 
— J.    DOMINGUZ. 
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CAUSA    XIT. 


D.  Tadeo  Rojo  contra  el  Fisco  Provincial  de  San  Juan,  por 
cobro  de  impuestos.    Sobre  competencia. 


Sumario.  —  !•  Las  cansas  sobre  cobro  de  impuestos  esta** 
blecidos  por  leyes  proTÍnciales,  corresponden  á  los  Tribunales 
de  Provincia. 

2°  El  Juez  de  la  demanda  lo  es  de  las  escepciones. 

3°  Si  alguna  de  estas  consiste  en  la  inconstitucionalidad 
de  la  ley  de  impuestos,  el  medio  legal  de  traer  el  caso  á  la 
Supremq,  Corte,  es  el  recurso  establecido  por  el  artículo  14 
de  la  Ley  de  Jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales,  6 
cumplir  la  ley  bajo  las  reservas  convenientes,  y  demandar 
en  seguida  á  la  Provincia  por   lo   indebidamente  percibido. 


Ciiso.  —  D.  Tadeo  Rojo,  ocurrió  al  Juzgado  de  Sección  de 
San  Juan,  para  que  ordenara  al  Juez  Provincial  se  abstu- 
viera de  conocer  en  el  juicio  que  el  Fisco  de  la  Provincia 
de  San  Juan  seguia  contra  él  por  cobro  de  impuesto  de 
peage,  que  él  habia  tachado  de  inconstitucional,  y  sobre  lo 
que  se  bailaba  pendiente  la  cuestión  ante  la  Suprema  Corte. 

Espuso   el    demandante,   que  á  pesar  de  esto,   el  Fisco 


kj 
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ProYincial  había  obtenido  del  Juez  de  Letras,  el  embargo 
sobre  una  finca  de  su  propiedad ;  y  estas  medidas  debian 
ser  consideradas  como  atentatorias. 


Fallo  del  Jaes  Seccional. 


San  Juan.  Setiembre  4  de  1875. 

Vistos,  y  considerando  especialmente:  que  por  los  tér- 
minos del  escrito  de  f.  1*,  deduciendo  competencia,  se  trata 
de  un  simple  juicio  ejecutivo  contra  el  ocurrente,  por  cobro 
de  derechos  fiscales;  juicio  que  en  ningún  sentido,  y  bajo 
ningún  concepto  corresponder ia  conocer  á  este  Juzgado,  sien- 
do la  constitucionalidad  ó  inconstitucionalidad  de  la  ley,  en 
cuya  virtud  se  cobra  el  impuesto,  materia  de  un  juicio  se- 
parado que  puede  promoverlo  6  nó  el  ejecutado,  ante  quien 
corresponda,  sin  que  por  ello  se  entienda  interrumpida  ó 
suspensa  la  ejecución. 

Por  estas  razones,  no  ha  lugar  á  la  «competencia  deducida, 
con  costas  al  ocurrente. 

Morcillo. 

D.  Tadeo  Rojo,  apeló,  y  se  le  concedió  el  recurso  en  re- 
lación. 

VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte  : 

Ráenos  Aires,  Febrero  10  de  1876. 

La  Justicia  Federal  no  ha  sido  instituida  para  revisar  las 
Constituciones  de  Provincia,  6  jxizgar  sus  leyes,  sino  cuando 
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en  SB  aplicación  á  personas  6  cosas,  violan  la  Constitución 
general,  las  leyes  ó  tratados  de  la  Nación. 

Si  la  ley,  cuya  suspensión  se  ha  pretendido  con  un  artí- 
culo de  competencia,  deducido  en  juicio  ejecutivo,  fuese 
realmente  inconstitucional,  como  se  alega,  ha  debido  em- 
pezarse por  cumpli^rla,  porque  á  nadie  es  lícito  resistir  las 
leyes  con  este  protesto;  demandando  en  seguida  á  la  Pro- 
vincia, por  la  devolución  de  lo  que  hubiese  percibido  in- 
debidamente. 

La  Suprema  Corte,  resolviendo  el  caso,  abrirla  opinión, 
sin  duda,  sobre  la  constitucionalidad  de  la  ley ;  pero  no 
conculcarla  la  soberanía  Provincial,  en  cuyo  nombre  se  hu- 
biese dado. 

Por  estos  motivos  y  los  concordantes  del  auto  recurrido, 
soy  de  opinión  que  se  confirme. 

Carlos  Tejedor. 


Fallo  de  la  Saprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  15  de  1876. 

Vistos :  considerando  que  el  juicio  promovido  para  el  cobro 
del  impuesto  de  peage,  establecido  por  ley  de  la  Provincia 
de  San  Juan,  es  de  la  esclusiva  competencia  de  las  autori- 
dades provinciales :  que  el  Juez  de  la  demanda,  es  necesa- 
riamente el  de  las  escepciones  que  tenga  que  oponer  al  de- 
mandado; y  que  si  alguna  de  estas  consiste  en  ser  la  ley 
que  se  trata  de  aplicar,  repugnante  á  la  Constitución  6  las 
leyes  nacionales,  el  medio  legal  de  traer  el  caso  á  esta  Su- 
prema Corte,  para  que  ejerza  la  jurisdicción  que  en  ese  y 
otros  casos  le  corresponde,  es  usar  del  recurso  que  acuerda 
el  artículo  catorce  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia, 
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contra  la  resolución  pronunciada  en  último  grado ;  ó  cum- 
plir la  ley  bajo  las  reservas  convenientes,  como  indica  el 
señor  Procurador  General,  y  demandar  en  seguida  á  la  Pro- 
vincia, por  la  devolución  de  lo  que  hubiese  percibido  in- 
debidamente. Por  estos  fundamentos,  se  confirma  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  ocho  vuelta,  y  satisfechas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M'  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  RARROS 
PAZOS.— J.  D.  GOROSTUGA.—  J.  DO- 
MÍNGUEZ. 


CAUSA    XT 


El  Fisco  Nacional  contra  A.  Devoto  y  hermanos,  sobre 

comiso  y  falsificación. 


Sumario.  —  1°  Cuando  del  sumario  sobre  defraudación  de 
la  renta  resulte  un  delito  común  conexo  con  aquella,  el  Ad- 
ministrador de  Aduana  debe  pasar  el  espediente  sin  resolución 
al  Juez  Nacional,  y  este  debe  resolver  en  un  solo  y  mismo 
juicio  las  dos  acciones. 
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2^  El  Juez  de  Sección  puede  mandar  sobreseer  en  la  acción 
sobre  el  delito  común  con  la  intervención  solamente  del  Pro- 
curador Fiscal ;  pero  no  puede  resolver  sobre  la  acción  de 
defraudación  de  rentas  sin  citar  y  oir  al  interesado. 

3^  Esta  omisión  induce  nulidad  en  todo  lo  obrado  en  el 
juicio  plenario. 

Caso.  —  La  Administración  de  Rentas  de  Buenos  Aires, 
levantó  un  sumario  contra  los  Sres.  A.  Devoto  Hnos.  por  ha- 
berse trasladado  doscientas  bolsas  de  harina  de  la  barca  ale- 
mana Yus  á  la  goleta  Buyelüa  sin  intervención  del  resguardo. 

Como  en  el  permiso  de  trasborde  se  denunció  la  falsiñ- 
cacion  de  firma  del  que  aparecia  haberlo  presentado,  el  Admi- 
nistrador de  Rentas  pasó  el  sumario  al  Juez  de  Sección  del 
Crimen. con  arreglo  al  artículo  i  126  de  las  Ordenazas  de 
Aduana. 

El  Juez  Sección  siguió  el  sumario,  y  concluido  este  pasó 
los  autos  al  Procurador  Fiscal,  quien  pidió  el  sobreseimiento 
respecto  del  delito  de  falsificación,  y  el  comiso  de  las  mer- 
caderías trasbordadas,  aplicando  lo  dispuesto  por  los  artí- 
culos 985,  986  y  988  de  las  Ordenanzas  de  Aduana. 

Sin  oir  á  los  Sres.  Devoto  Hnos.  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Jaez  Seeelonal. 


Buenos  Aires,  Noviembre  17  de  1875. 

Y  vistos :  por  lo  espuesto  por  el  Procurador  Fiscal  en  sn 
precedente  vista,  sobreséase  en  el  conocimiento  de  esta  causa 
respecto  á  la  acción  criminal  por  el  delito  de  falsificación,  y 
en  cuanto  á  la  precedente  de  contravención  en  el  trasbordo, 
estando  suficientemente  probada  la  infracción  del  artículo  99 
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de  las  Ordenanzas,  de  acuerdo  á  los  987  y  990  de  las  mismas, 
se  declara  que  los  doscientos  sacos  de  harina  á  que  se  refiere 
el  parte  de  f.  %  deberán  pagar  los  derechos  correspondientes 
al  Fisco ;  en  su  consecuencia  y  á  este  efecto,  líbrese  el  cor- 
respondiente oficio  á  la  Aduana,  acompañándole  el  espediente 
ad  efectum  videndi. 

Andrés  Ugarriza. 

El  Procurador  Fiscal  apeló  de  esta  sentencia,  de  la  que 
se  concedió  el  recurso  en  relación. 

La  Suprema  Corte,  para  mejor  proveer,  dio  traslado  á  los 
Sres.  Devoto  Hnos.  y  vista  al  Sr.  Procurador  General. 

Los  Sres.  Devoto  Hnos.  pidieron  la  nulidad  de  todo  lo 
obrado  por  no  habérseles  dado  audiencia,  ni  notificado  la 
sentencia  del  Juez  de  Sección. 


VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte : 


Buenos  Aires,  Febrero  9  de  1876. 


El  Administrador  de  Rentas  pudo  remitir  al  Juez  Seccional 
el  sumario,  desde  que  aparecía  una  falsificación  de  firma,  que 
tenia  por  su  fecha  estricta  relación  con  el  resultado  del  tras- 
bordo perseguido,  y  debia  por  lo  tanto  averiguarse  por  un 
Juez. 

Pero  el  Juez  de  Sección,  ordenando  de  acuerdo  con  el  pe- 
dido fiscal,  el  sobreseimiento  sobre  la  falsificación  por  falta 
de  prueba,  ó  imposibilidad  de  adelantarla,  debió  devolver  los 
antecedentes  al  Administrador,  á  fin  de  que  resolviese  ad- 
ministrativamente, como  le  correspondía,  el  trasbordo  veri- 
ficado, al  parecer,  sin  las  formalidades  de  ordenanza. 
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Este  procedimiento  no  puede  ni  debe  invertirse,  tanto  por 
la  competencia  especial  de  la  Administración  de  Rentas,  como 
por  los  recursos  que  de  sus  decisiones  tienen  los  conde- 
nados. 

Pienso,  pues,  que  Y.  E.  debiera  ordenarlo  así,  declarando 
nula  y  sin  efecto  la  sentencia  del  Juez  de  Sección. 

Carlas  Tejedor. 


WmllQ  de  1»  Saprem»  C0Fte« 

I 

Buenos  AireSi  Febrero  15  de  1876. 

Vistos  7  considerando  :  Primero.  Que  el  Administrador  de 
Rentas  debió  pasar  al  Juez  de  Sección,  sin  resolución^  el 
sumario  levantado  para  el  esclarecimiento  del  trasborde  he- 
cho con  trasgresion  de  las  leyes  de  Aduana,  por  los  Seño- 
res A.  Devoto  y  hermanos,  de  los  doscientos  sacos  de  harina, 
que  espresa  el  permiso  de  foja  primera,  desde  que  del  su- 
mario resultaba  que  se  habia  cometido  la  falsificación  de  una 
firma,  en  dicho  permiso,  cuyo  delito  tenia  relación  necesaria 
y  era  conexo  con  el  hecho  del  trasborde ; 

Segundo.  Que  el  Juez  de  Sección  debió  instruir  sánultár- 
neamente^  y  fallar  por  un  mismo  y  solo  juicio,  esas  dos 
acciones  diferentes,  á  que  daba  lugar  un  mismo  hecho ; 

Tercero.  Que  este  procedimiento  está  terminantemente 
proscripto  por  el  articulo  mil  ciento  veinte  y  seis  de  las 
Ordenanzas  de  Aduana,  y  ha  sido  observado  en  esta  causa 
por  el  Administrador  de  Rentas  y  por  el  Juez  de  Sección ; 

Cuarto.  Que  aunque,  concluido  el  sumario,  el  Juez  de  Sec- 
ción pudo  sustanciar  la  causa,  en  lo  relativo  al  delito  de 
falsificación  y  mandar  sobreseer  en  su  conocimiento,  con  la 
intervención  solamente  del  Procurador  Fiscal,  no  ha  podido 
T.  vm  13 


\ 


\ 
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hacer  lo  mismo  válidamente,  en  lo  tocante  á  la  acción  de- 
ducida contra  los  Señores  A.  Devoto  y  Compañía  sobre  el 
hecho  del  trasborde,  á  qnien  ha  debido  citar  y  oir  en  juicio 
antes  de  dar  sentencia,  y  hacérselas  saber  después  de  dictada. 
Por  estos  motivos,  se  declara  nulo  todo  lo  obrado  desde 
foja  treinta  y  seis  vuelta,  y  devuélvanse  los  autos  al  Jaez 
de  Sección,  previa  satisfacción  de  costas  y  reposición  de  sellos, 
para  que  sustancie  de  nuevo  esta  causa  y  sentencie  con  ar- 
reglo á  derecho. 

SALVADOR   M.  DEL  CARRIL. —J.    B.    «0- 
ROSTUGA.  —  J.    DOMÍNGUEZ 


CAVSA    XTI. 


D.    Gaspar    Zaragoza  y  D.  Francisco  Garda  contra  el  Dr. 
D.  Jorge  Echevarría  y  D.  Bruno  García  por  desembargo 

de  un  buque ;  sobre  juridisccion. 


Sumario.  1®.  —  El  Juez  de  lo  principal  debe  serlo  de  lo 
accesorio  é  incidentes  del  juicio. 

2^  Las  tercerías  deducidas  en  un  juicio  ejecutivo  son  in- 
oidentes  de  este. 
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3®  Correspondiendo  el  conocimiento  del  juicio  ejecntiyo  al 
Juez  de  Provincia,  es  este  el  competente  para  conocer  en  la  ter- 
cerias,  aunque  verse  esta  sobre  dominio  de  un  buque. 


Co^o.— El  Dr.  D.  Jorge  Echevarría  siguió  ante  el  Ju^sgado 
Civil  de  Buenos  Aires  un  juicio  ejecutivo  contra  D.  Bruno 

García  por  cobro  de  alquileres,  en  cuyo  juicio  se  trabó  em- 

« 

bargo  sobre  el  buque  tRio  de  Oroi^  denunciado  como  de 
propiedad   del  ejecutado. 

Los  Sres.  D.  Gaspar  Zaragoza  yD.  Francisco  García,  ale- 
gando ser  dueños  del  buque  embargado,  dedujeron  tercería 
escluyente,  y  pidieron  que  se  remitiese  la  cuestión  al  Juez 
Nacional  por  corresponder  á  esta  su  conocimiento  raiione  mar 
ierim. 

El  Juez  de  i*  Instancia  se  declaró  incompetente  |y  pasó  los 
autos  al  Juzgado  de  Sección. 

Fiill9  del  Jíaes  Seoelenal* 


fiaeaos  Aires,  Setiembre  24  de  1875. 

Resultando,  tanto  de  la  nota  de  remisión  de  los  presentes 
autos,  como  de  las  solicitudes  presentadas  ante  este  Juz- 
gado, y  de  los  autos  mismos : 

1^  Que  deducida  acción  ejecutiva  contra  D.  Bruno  García 
por  el  Dr.  Echevarría,  fué  denunciada  por  éste  y  embargada 
la  goleta  <  Río  de  Oro  »,  como  de  propiedad  del  ejecutado, 
deduciéndose  tercería  escluyente  por  Zaragoza  y  D.  Fran- 
cisco García,  diciéndose  sus  únicos  dueños. 

2^  Que  en  este  estado  y  cuando  se  le  había  ordenado  Xa 
tramitación  del  incidente,  declinaron  de  jurisdicción  los  opo- 
sitores,   diciendo  ser  de  esclusiva    competencia  de  la  ju- 
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risdiocion  federal  los  asuntos  sobre  la  propiedad  de  on 
bnqne,  declarándose  así  por  los  Tribunales  en  1*  y  2'  Ins- 
tancia. 

T  considerando:  1^. — Que  una  declaratoria  de  los  Tribu- 
nales Provinciales  no  puede  dar  jurisdicción  á  los  Tribunales 
Nacionales  en  los  casos  en  que  no  la  tiene  por  la  ley,  ni  las 
partes  consintiéndola,  pueden  prorogar  su  jurisdicción  por  ser 
esta  especial  y  priyativa  á  causas  y  personas  determinadas. 

V  Que  por  lo  mismo  y  para  evitar  la  nulidad  de  los  jui- 
cios, les  está  impuesto,  á  los  Juzgados  Federales,  el  deber 
de  no  dar  entrada  á  las  causas  que  se  traigan  ante  ellos 
si  no  es  una  vez  examinada  y  establecida  la  competencia ;  y 
resolver  sobre  esta  previamente. 

3^  Que  ya  se  considera  la  tercería  escluyente,  que  se  de- 
duce por  Zaragoza  y  García,  como  un  incidente  del  juicio 
ejecutivo  en  que  se  ha  deducido,  como  que  lo  i;raba  y  para- 
liza ;  ya  una  simple  emergencia,  se  halla  declarado,  en  vir- 
tud de  la  continencia  de  la  causa  y  la  independencia  de  las 
jurisdicciones,  nacional  y  provincial,  que  el  Juez  de  lo  prin- 
cipal lo  es  de  lo  accesorio  y  que  las  emergencias  de  un  juicio 
deben  ser  resueltas  en  los  mismos  Tribunales  en  que  se  ven- 
tilan los  que  dieron  lugar  á  ellas,  entre  otras,  en  la  causa  225, 
tomo  4""  y  2*  tomo  1^  de  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte. 

,  4®  Que  aún  aceptando,  que  no  fuese  tjBrcería  la  deducida, 
sino  un  embargo  ilegal,  esto  no  puede  ser  discutido  sino 
ante  los  Tribunales  Provinciales  ó  por  acción  ante  los  nació- 
les contra  quien  retenga  la  cosa  embargada  (causa  127,  to- 
mo 3^,  Fallos  de  la  Suprema  Corte). 

Por  estas  consideraciones,  me  declaro  incompetente  para 
conocer  en  la  presente  causa  y  devuélvanse  si  no  fuera  recu- 
rrido.   Bepónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 


De  XUSTICIÁ  ÜáÚtONÁL  Í9i 


F«ll9  de  la  Suprema   Carte* 


Buenos  Aires,  Febrero  15  de  1876. 

Vistos :  siendo  la  cuestión  de  competencia  la  única  sometida 
al  fallo  de  este  Tribunal,  en  virtud  del  recurso  deducido 
contra  el  auto  de  foja  sesenta  y  cuatro  á  sesenta  y  nueye,  y 
la  única  por  consiguiente  sobre  que  pueda  dictarse  resolución, 
sin  considerar  aisladamente  el  embargo  del  buque  ordenado 
por  el  Juzgado  Provincial,  se  confirma  por  sus  fundamentos 
el  auto  apelado,-  y  satisfechas  las  costas  por  el  recurrente, 
devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  — JOSÉ 
BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  G0R08- 
HAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
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CAVSA    XTII. 


D.  Abicay  da  Fonseca,   contra  D,  Manuel  López ^  por 

cobro  de  sueldos. 


SfJtmarto.  —  No  probando  el  actor  su  acción  y  sí  el  reo  sus 
escepcion^s,  la  demanda  debe  ser  rechazada. 


Caso.  —  Los  antecedentes  de  esta  causa  se  encuentran  es- 
pilcados  en  el 


F«ll9  del  JTueE  de  Seeel^n. 


Buenos  Aires,  Octabre  7  de  1875. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  D.  Abicay  da  Fonseca 
contra  D.  Manuel  López,  por  cobro  de  sueldos  devengados 
en  el  saladero  Cobo,  á  cargo  del  demandado  y  donde  sirvió 
el  demandante  como  mayordomo,  y  considerando : 

i^  Que  la  demanda  de  Fonseca  se  funda  en  el  hecho  de 
haber  servido  en  el  saladero  de  López  habiendo  quedado 
impago  de  cuatro  meses  de  sueldo,  que  estima  en  ps.  4000 ; 

2*  Que  el  demandado  ha  negado  haber  tenido  á  Fonseca 
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como  dependiente,  estableciendo  en  su  contestación  que  él 
no  era  mas  qne  nn  arrendatario  del  saladero,  qne  corria  á 
cargo  de  D.  Manuel  Albes  Pintos  y  que  Fonseca  era  un  de- 
pendiente de  este  de  quien  recibía  mensualmente  sus  suel- 
dos y; 

3^  Que  recibida  la  causa  á  prueba,'  resulta  por  declara- 
ción del  testigo  Albes  Pinto,  f.  35  vta.,  y  confesión  del  de- 
mandado, absolviendo  á  la  segunda  posición  del  pliego  de  f .  39, 
que  efectivamente  recibió  de  Pinto  ps.  600  mensuales,  hasta 
el  mes  de  Mayo  sin  que  aparezca  que  Eonseca  hubiese  pre- 
tendido prez  alguna  de  López  hasta  la  iniciación  de  la  de- 
manda. 

Pos  estos  fundamentos,  se  declara  que  el  actor  no  ha  pro- 
bado su  acción,  habiéndolo  hecho  el  demandado  con  su  es- 
cepcion,  quedando  en  su  consecuencia  D.  Manuel  López  libre 
de  la  demanda  contra  él  entablada  por  D.  Abicay  da  Fon- 
seca. 

Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarrtza. 

Habiendo  apelado  la  parte  de  Fonseea,  se  dictó  este 


V«ll9  de   la  Saprema  Carte 

Buenos  Aires,  Febrero  17  de  1676. 

Visto :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelí^dp  de  foja  noventa  j  seis  vuelta ;  satisfechas  las 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS,  — J.  f.  GOiVOS- 
TUGA. -^J.    DOMINGIJEZ. 
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CAVSA    XTIII 


D.  Luis  Arévalo,  contra  el  Fisco  Nacional  y  D.  David  Agüero, 

sobre  tercería  de  mejor  derecho. 


Sumario.—  1^  Las  enagenaciones  hechas  por  quien  cometa 
un  delito,  para  evadir  las  responsabilidades  consiguientes^  son 
revocables  á  instancia  del  acreedor. 

S"*  En  el  mismo  caso  se  hallan  las  hipotecas,  y  el  acree- 
dor hipotecario  no  tiene  derecho  preferente  sobre  el  mencio- 
nado acreedor. 

Caso. — El  Fiscal  de  la  Nación  siguió  un  juicio  contra  Don 
David  Agüero,  por  delito  de  rebelión  y  sustracción  de  mer- 
caderías cometida  en  Noviembre  de  1874. 

Dictada  sentencia  contra  Agüero,  el  Fiscal  pidió  y  obtuvo 
el  embargo  de  una  casa  de  aquel. 

D.  Luis  Arévalo  se  presentó  entonces  con  escritura  de  3 
de  Julio  de  1875  otorgada  por  Agüero  declarándose  deudor 
de  Arévalo  por  250  #  bolivianos  70  os.  procedentes  de  su- 
ministros hechos  durante  su  prisión,  y  garantiéndole  el  pago 
de  la  deuda  con  hipoteca  sobre  la  citada  casa;  y  dedujo  ter- 
cería de  mejor  derecho  para  ser  pagado  con  preferencia. 

El  Fiscal  contestó  que  la  hipoteca  era  posterior  al  delito 
y  sustracción  de  mercaderías  que  motivaba  la  ejecución,  y  que 
no  podia  dar  á  Arévalo  derechos  preferentes. 
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Fallo  del  JTaes  de  Seeelea. 


San  Jaan,  Setiembre  27  de  1975. 

Vistos:  en  la  tercería  de  mejor  derecho  promovida  por 
D.  Luis  Arévalo,  como  acreedor  hipotecario  dé  D.  David 
Agüero,  en  la  ejecución  deducida  contra  este,  por  el  Minis- 
terio Fiscal,  por  el  valor  de  unas  mercaderías  sustraídas  de 
la  Aduana  Nacional,  en  virtud  de  sentencia  ejecutoria ;  con 
lo  alegado  por  las  partes  y  constancias  de  estos  autos  y  los 
traídos  á  la  vista,  y 

Considerando:  i^  Que  el  tercer  opositor  fundó  su  acción 
de  preferente  derecho  al  pago,  con  el  valor  del  sitio  y  casa 
de  su  deudor  Agüero,  embargada  á  petición  fiscal,  en  la  es- 
critura de  crédito  hipotecario,  corriente  á  f.  1*,  otorgada  por 

Agüero  en  tres  de  Junio  del  corriente  arlo,  en  la  cual  consta 
haber  recibido  este  de  Arévalo  en  préstamo^  la  cantidad  de  pesos 
bolivianos  250.60  cts.,  á  un  año  de  plazo,  sin  interés,  hipote- 
cando el  sitio  y  casa  de  su  propiedad  que  en  ella  se  espresa. 

2*  Que  el  Sr.  Fiscal  contestando  la  demanda  se  opone  á 
la  eficacia  del  título  presentado  por  Arévalo,  fundándose  para 
ello  en  la  naturaleza  especial  del  crédito  que  persigue,  el  cual 
procede  de  sentencia  ejecutoriada  que  le  impone  el  deber  de 
ingresar  en  arcas  fiscales  el  valor  de  unas  mercaderías  sus- 
traídas por  el  mismo  Agüero  durante  el  dominio  de  la  rebelión 
en  esta  Provincia ;  habiendo  tenido  lugar  dicha  sustracción  en 
el  mes  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado  fecha  anterior 
al  crédito  del  tercer  opositor. 

3^  Que  esta  oposición  de  parte  del  Fiscal  importa  en  el 
presente  caso,  pedir  revocatoria  del  acto  jurídico  ejecutado 
por  Agüero  al  hipotecar  su  propiedad,  después  de  verificar  la 
sustracción  antedicha,  y  de  iniciarse  contra  él  el  juicio  cor- 
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respondiente,  á  fin  de  defraudar  los  derechos  fiscales  proce- 
dentes de  aquella   sustracción. 

4°  Que  constituido  Agüero  por  el  acto  de  aquella  sustrac- 
ción que  no  contradice,  su  partícipe  ó  cómplice  del  delito  de 
rebelión  que  dio  lugar  al  proceso  criminal  de  que  se  hace 
mención  en  el  mismo  título  presentado,  está  comprendido  en 
la  escepcion  contenida  en  el  art.  20,  tít.  2**,  sec.  2*,  lib.  2° 
del  Código  Civil,  autorizando  la  revocatoria  de  enagenacíoneá 
hechas  por  el  que  comete  un  delito  para  evadirse  de  las  res- 
,  ponsabilldades  consiguientes. 

5°  Que  aunque  el  delito  de  rebelión  ha  sido  posteriormente 
amnistiado  por  le;  del  Congreso,  no  se  entiende  la  amnistía 
para  los  efectos  meramente  civiles  ó  de  indemnización. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  definitivamente  y  declaro; 
que  el  tercer  opositor  D.  Luis  Arévalo  no  tiene  derecho  á  ser 
pagado  con  preferencia  al  crédito  fiscal,  del  producido  de  la 
venta  del  fundo  embargado  al  deudor  D.  David  Agüero,  con 
costas.  Hágase  saber,  pudiendo  el  actuario  notificar  esta  sen- 
tencia original  fuera  de  la  oficina,  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 


Fallo  de  la  Suprema  Certe* 

Basaos  Aires,  Febrero  19  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  quince^  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL. — ^JOSÉ  BARROS 
PAZOS. — J.  B,  GOROSTIAGA. — J.  DO- 
MÍNGUEZ. 
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CAVBA     XIX 


D.  León  López  y  D.  Estevan  Solicci,  contra  Rubio  y  Foley, 
por  cobro  de  pesos.    Incidente  sobre  falsedad  de 

una  notificación. 


Sumario.  —  i*  Las  notificaciones,  en  los  autos  pendientes 
ante  el  Juez  de  Sección,  deben  ser  hechos  por  sus  escri- 
banos. 

2^  Toda  notificación  hecha  en  contravención  á  la  ley,  anula 
lo  que  se  obre  después  de  ella,  y  el  Escribano  ó  TJgier  que 
la  hubiese  hecho,  pagará  veinticinco  pesos  fuertes,  por  la 
primera  vez,  cincuenta  por  la  segunda,  privándosele  del  oficio, 
si  después  (reincidiese. 

3^  No  puede  escusarse  la  omisión  de  la  ley  con  la  prác- 
tica de  mandar  hacer  las  notificaciones  por  medio  de  los 
dependientes  de  la  oficina. 

4^  Las  leyes  solo  pueden  ser  derogadas  por  otras  leyes, 
y  el  uso,  la  costumbre  ó  práctica,  no  pueden  crear  derechos, 
sino  cuando  las  leyes  se  refieren  espresamente  á  ellos. 


Caso.  —  En  unos  autos  seguidos  ante  el  Juzgado  Federal 
en  Buenos  Aires,  por  el  Dr.  D.  Luis  Fasulo,  en  represen- 
tación de  L.  León  López  y  de  D.  Estevan  Solicci,  contra 
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Bnbio  7  Foley,  por  cobro  de  sueldos,  como  vaquéanos  en  el 
vapor  €  Águila  »,  el  Juez  de  Sección  dictó  auto  de  prueba 
con  fecha  Junio.  2  de  1875. 

Las  palabras  «por  quince  dias  »,  señalando  el' término 
probatorio,  están  entre  líneas  y  salvadas  al  final  del  auto. 

Igual  interlineacion  y  salvada  de  la  misma  manera,  tiene 
la  cédula  en  que  aparece  notificado,  D.  Matias  Pinedo, 
apoderado  de  Rubio  y  Foley. 

En  26  de  Junio,  el  Escribano  puso  certificado  de  haber 
vencido  el  término  de  la  prueba,  y  en  30  del  mismo,  se 
notificó  á  las  partes,  que  los  autos  estaban  en  la  oficicina, 
á  los  efectos  del  articulo  177  de  la  Ley  de  Procedimientos. 

En  2  de  Julio,  D,  Matias  Pinedo,  por  los  demandados, 
espuso,  que  siendo  inexacto  que  el  término  de  prueba  hu- 
biese vencido,  pedia  que,  previo  certificado  del  actuario,  se 
declarase  que  el  término  subsistia,  y  que  debia  recibírsele 
la  prueba  que  iba  á  producir. 

Que  habiendo  sido  notificado  del  auto  de  prueba  el  3  de 
Junio,  y  no  habiéndose  determinado  el  término  que  se  fijaba, 
entendió,  como  era  natural,  que  fuesen  los  30  dias  de  la 
ley,  que  no  hablan  trascurrido.  Que  cuando  se  disponía  á 
presentar  interrogatorio,  se  le  hace  saber  que  el  término  ha 
vencido,  proviniendo  esta  confusión  de  un  error,  padecido 
en  la  oficina.  Que  advertido  el  Escribano,  de  que  el  auto 
de  prueba  no  señalaba  término,  lo  hizo  presente  al  Juez, 
después  de  haber  notificado  á  las  partes,  y  el  Juez  fijó  erl 
de  15  dias,  espresándose  así  entre  líneas;  pero  que  esto  no 
se  le  hizo  saber  por  un  descuido  de  la  oficina.  Que  estos 
hechos  que  habia  sabido  en  la  misma  oficina,  y  á  los  que 
es  ageno  el  esponente,  no  deben  perjudicar  los  intereses 
que  representa,  lo  que  sucedería  si  se  declarase  vencido  el 
término,  que  no  espiraba  hasta  el  15  de  Julio. 

El  Juez  ordenó  que  informase  el  actuario. 
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El  actuario  certificó  qne  al  copiarse  el  auto  de  prueba, 
se  omitió  por  un  olvido,  designar  el  término  porque  se 
recibía ;  y  en  el  momento  de  firmarlo  el  Juez,  hizo  agregar 
las  palabras  que  se  hallan  entre  renglones,  y  que  si  en  la 
cédula  se  encuentran  también  entre  renglones  esas  palabras, 
es  porque  se  hizo  la  cédula  al  mismo  tiempo  de  ponerse  en 
limpio  el  auto,  agregándolas  después  de  firmado. 

Fall9  dolí  Jues  de  Seeeloii* 

Buenos  Aires,  Julio  14  de  1875. 

Atento  el  precedente  certificado,  no  ha  lugar  á  lo  pedido 
por  la  parte  de  Rubio  y  Foley,  y  autos  como  están  lla- 
mados.-   Bepónganso'  los  sellos. 

Albarracm. 

Notificada  la  parte  de  Bubio  y  Foley,  espuso,  que  fun- 
dándose el  auto  en  una  base  falsa,  el  Juez  debia  rcTocarlo, 
por  contrario  imperio,  y  en  caso  contrario,  concederle  ape- 
lación para  ante  la  Suprema  Corte.  Que  el  auto  de  prueba 
no  designó  término  y  habiéndosele  notificado  en  esa  forma, 
el  término  no  pudo  ser  sino  el  máximun  de  la  ley.  Que 
habiendo  sabido  posteriormente  que  entre  renglones  se  habia 
puesto  las  palabras,  c  por  quince  dias  »,  hizo  diligencias 
para  saber  cual  era  el  origen  de  esta  informalidad,  y  la 
persona  encargada  de  averiguarlo,  vio  que  la  cédula  con 
que  se  le  habia  notificado,  no  designaba  el  término  de  prueba. 
Que  lo  hizo  notar  asi  al  dependiente  de  mesa,  porque  nunca 
es  posible  encontrar  al  actuario  en  la  oficina,  y  el ,  depen- 
.  diente  manifestó  entonces,  que  todo  provenia  de  que  el  Juez, 
después  de  haber  firmado  el  auto  y  después  que  se  habia 
notificado,  fué  advertido  de  la  falta  de  que  adolecía,  orde- 
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■dando  que  se  pusieran  las  palabras  que  apareeen  entre  li- 
neas. Qne  en  consecuencia  quedó  convenido  que  el  espe- 
nente  presentaría  el  escrito  anterior,  y  que  ordenada  la 
certificación  por  el  actuario,  éste  certiñcaria  la  verdad  en 
cumplimiento  de  su  deber.  Que  la  verdad  de  lo  que  espone 
es  confirmada  por  la  cédula  misma  en  que  se  le  notificó, 
en  la  cual  las  palabras  interlineadas  han  sido  salvadas  al 
fin  con  una  letra  pequeña  porque  era  chico  el  espacio  que 
quedaba  para  la  salvedad.  Pidió  se  proveyese  como  solicitó 
al  principio. 

En  un  otrosí  pidió  que  cualquiera  que  fuese  la  resolución 
se  salvasen  las  acciones  que  contra  el  escribano  pudiesen  cor- 
responderle  en  razón  de  los  perjitioios  que  su  proceder  lirregular 
irrogase  á  los  intereses  que  representa. 

El  Juez  negó  uno  y  otro  recurso  por  el  siguiente : 


Aiitoi 


Buenos  Aires,  Agosto  5  de  1875. 

Vistos  y  considerando :  i^  Que  si  es  verdad  que  el  auto 
de  prueba,  tiene  entre  líneas  la  designación  del  término,  se 
halla  esplicado  en  el  certificado  del  actuario  que  esa  enmenda- 
t^ra  tuvo  lugar  antes  que  se  comunicase  á  las  partes. 

2^  Que  el  ocurrente  tiene  afirmado  que  tuvo  con  posterio- 
ridad noticia  de  que  el  término  se  habia  fijado  y  no  reclamó. 

S^  Que  los  ocurrentes  mismos  han  ofrecido  el  certificado 
del  actuario,  el  que  lo  ha  dado  en  la  forma  única  que  haoe 
prueba  en  juicio. 

Por  estas  consideraciones  no  ha  lugar  á  la  revocatoria 

solicitada  ni  á  la  apelación  deducida  dp  conformidad  al  artí- 

-ovü»  905  de  la  ley  de  enjuiciamiento,  al  otrosí  como  se  pide 
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en  cnanto  haya  Ingar  por  derecho.    Bepóngase  el  sello  noti- 
fiqnese  con  el  original.-^ 

Isidoro  Albarracin. 

Notificado  Pinedo,  ocurrió  directamente  ante  la  Suprema 
Corte  que  concedió  el  recurso  declarando  que  no  se  trataba 
de  apelación  del  auto  de  prueba  j  que  se  alegaban  hechos 
que  com]^ometian  la  fé  pública  del  Escribano  de  Sección. 

Oidos  sobre  el  hecho  el  apelante  y  el  apelado,  se  recibió  á 
prueba  el  incidente,  y  con  la  producida  se  dictó  este 


Fallo  de  la  Superna  Ctairte* 

Buenos  Aires,  Febrero  34  de  1876. 

Vistos:  resultando  de  la  propia  confesión  del  actuario 
Don  Juan  Bisso,  á  foja  setenta  y  tres,  que  no  ha  notificado 
á  Pineda  el  auto  de  prueba  en  la  forma  establecida  por  el 
artículo  sesenta  y  ocho  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos; 
y  disponiendo  el  artículo  setenta  y  uno  que  toda  notifica- 
cion  que  se  hiciere  en  contravención  á  la  que  dicha  ley 
prescribe,  anulará  lo  que  se  obre  después  de  ella,  y  el  Es- 
cribano ó  Ujier  que  la  hubiere  hecho,  pagará  veinticinco  pesos 
fuertes  por  la  primera  vez,  cincuenta  por  la  segunda,  pri- 
vándosele .del  oficio,  si  después  reincidiese ;  no  pudiendo 
tampoco  escusarse  esta  omisión  con  la  práctica  de  mandar 
hacer  las  notificaciones  por ,  ixiedio  de  los  dependientes  de  la 
oficina,  porque  las  leyes  solo  pueden  ser  derogadas  en  toda 
ó  en  parte  por  otras  leyes,  y  el  uso,  la  costumbre  ó  práctica 
no  pueden  crear .  derecho,  sino  cuando  las  leyes  se  refieren 
espresamente  á  ellos ;  se  declara  nulo  todo  lo  actuado  desde 
el  auto  de  prueba,  el  cual  se  mandará  notificar  de  nuevo, 
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con  las  costas  de  la  instancia  al  actuario,  á  quien  se  declara 
también  incurso  en  la  multa  de  yeinticinco  pesos  fuertes  por 
la  primera  vez ;  satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

SALVADOR  MARfA  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
EARROS  PAZOS. —  J.  R.  GOROSTUGA.— 
S.  M.  LASPIUR. 


CAUSA    XX. 


D.  Vicente  Cuadrio  contra  la  Municipalidad  de  Las  Flores  por 
interdicto  de  amparo,  sobre  costas  jtuliciales. 


Sumario.  —  No  habiendo  temeridad  en  la  demanda,  aunque 
haya  sido  deducida  ante  Juez  incompetente,  no  procede  la 
condenación  en  costas  contra  el  actor. 


Caso.  —  D.  Vicente  Cuadrio  entabló  contra  la  Municipa- 
lidad de  Flores  un  interdicto  de  amparo  en  la  posesión  de 
una  quinta  cuya  compra  gestionaba  ante  la  misma  Munici- 
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palidad,  fundado  en  qne  esta  le  había  ordenado  la  suspensión 
de  todo  trabajo  de  labranza  durante  la  gestión. 

El  Juez  de  Sección  de  Buenos  Aires,  C(hi  fallo  de  24  de 
Noviembre  de  1875  se  declaró  incompetente  para  conocer 
en  la  demanda,  fundado  en  que  lo  relativo  á  la  posesión  de 
las  chacras  era  un  accesorio  de  lo  concerniente  á  la  escritu- 
ración de  la  propiedad,  y  correspondía  al  Juez  de  Paz  según 
la  ley  de  3  de  Noviembre  de  1870  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  cuya  jurisdicción  habia  reconocido  el  actor  por  el 
hecho  de  gestionar  ante  él  la  escrituración  de  la  propiedad. 

Cuadrio  aceptó  el  fallo,  pero  el  represent^inte  de  la  Munici- 
palidad apeló  de  él  por  no  haber  sido  Cuadrio  condenado  en 
las  costas. 


Fallo  de  la  Saprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1876. 

Vistos :  no  siendo  temeraria  la  demanda  interpuesta  por 
Don  Vicente  Cuadrio  contra  la  Municipalidad  de  Las  Flores, 
aunque  haya  sido  deducida  ante  Juez  incompetente,  se  con- 
firma el  auto  de  foja  treinta  y  ocho  en  la  parte  apelada,  y 
devuélvanse,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  J.  B. 
GOROSTUGA.  — J.  DOMÍNGUEZ.  — S. 
M.    LASPIUR. 


T.  vai  14 
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CAUSA     XXI 


El  Gobierno  de   Entre-Rios,  contra  D.    Germán  Ángel  Elia, 
por  cobro  de  pesos ;  sobre  jurisdicción. 


Sumario. — 1®  Las  causas  en  que  una  Provinoia  es  parte  son 
de  la  competencia  esclusiva  de  la  Suprema  Corte. 

2^  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales  determinada 
por  la  Constitución  no  es  prorogable  sobre  personas  ó  cosas 
ajenas  de  ella,  y  su  aplicación  debe  ser  sostenida  de  oficio, 
cuando  sea  alterada  voluntaria  ó  inconcientemente. 


Caso. — D.  Benjamín  del  Castillo,  por  la  Provincia  de  Entre- 
Bios,  pidió  el  reconocimiento  de  unos  documentos  firmados  por 
D.  Qerman  Ángel  Elia,  y  en  seguida  demandó  el  pago  eje- 
cutivo de  su  importe  ante  el  Juez  de  Sección  de  Buenos  Aires. 


Fallo  del  Jaes  Seeelonal. 


Baenos  Aires,  Noviembre  20  de  1875. 
Siendo  precaria  la  obligación  y  n¿  procediendo  la  ejecución 
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á  término  fijo,  no  ha  lugar  á  la  ejecución  y  pida  la  que  corres- 
ponde. 

Albarracin. 
Del  Castillo  apeló. 


Fallo  de  la  Saprema  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1876. 

Vistos  :  presentándose  la  Provincia  de  Entre-Rios  como  de- 
mandante en  este  asunto,  y  estando  dispuesto  por  el  artículo 
ciento  uno  de  la  Constitución  Nacional,  y  por  los  correlativos, 
siete  y  primero,  inciso  primero,  de  las  leyes  del  Congreso  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Federales,  que 
corresponde  á  esta  .Suprema  Corte  originaria  y  esclusivamente, 
el  conocimiento  de  los  asuntos  en  que  una  Provincia  es  parte  : 
no  siendo,  tampoco,  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales, 
determinada  por  la  Constitución,  prorogable  sobre  personas  ó 
cosas  agenas  de  ella,  aun  cuando  las  partes  litigantes  conven- 
gan en  la  prorogacion  (artículo  primero,  ley  de  procedimientos); 
y  siendo,  en  general,  el  orden  de  las  jurisdicciones  de  interés 
público,  y  por  lo  tanto,  deber  de  los  Tribuneles  sostener  de 
oficio  su  estricta  aplicación,  cuando  las  partes  intentasen  al- 
terar ó  renunciasen  voluntaria  ó  inconcientemente  á  él,  porque 
la  voluntad  de  las  partes  no  puede  dejar  sin  efecto  las  leyes  en 
en  cuya  observancia  estén  interesados  el  orden  público  ó  las 
buenas  costumbres,  ni  las  leyes  renunciarse,  sino  los  derechos 
concedidos  por  ellas  con  tal  que  solo  miren  al  interés  individual 
y  no  esté  prohibida  su  renuncia,  (Código  Civil  título  prelimi- 
nar, De  las  leyes,  artículos  diez  y  nueve  y  veinte  y  uno). 

Por  estos  fundamentos,  declárase  incompetente  al  Juzgado 
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de  Sección  para  conocer  en  este  asunto,  y  sin  efecto  todo  lo 
actuado.  Satisfechas  las  costas,  devuélvanse  los  autos  para  que 
se  notifique  al  actor  que  ocurra  donde  corresponda. 

SALVADOR  MARtA  DEL  CARRIL. — JOSÉ 
BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSTIAGA. 
—  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 


CAVSA     XXII. 


Sánchez,  Gari  y  C*  contra  la  Aduana,  por  cobro  de  tres  bultos 

de  yerba,  estraviados. 


Sumario.  —  i^  La  trasferencia  de  mercaderías  con  la  ano- 
tación correspondiente  de  la  Aduana,  sirve  al  nuevo  pro- 
pietario de  copia  de  factura  para  l£is  operaciones  subsi- 
guientes. 

2^  El  documento  de  cargo  contra  la  Aduana,  para  com- 
probar la  pérdida  de  mercaderías  introducidas  á  depósito,  es 
la  manifestación  hecha  en  la  copia  de  factura  con  los  re- 
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qnisitos  y  formalidades  prescriptas   por  las   Ordenanzas  de 
Adnana. 

3°  El  Fisco  responde,  en  caso  de  pérdida  de  mercaderías, 
por  lo  que  existe  en  las  copias  de  factura  para  depósito. 


Caso,  —  En  Octubre  de  1871,  los  Sres.  Sánchez,  Gari  y  C*, 
espusieron  ante  la  Administración  de  Rentas  en  Buenos  Aires, 
que  en  3  de  Agosto,  hablan  comprado,  á  Balbin  y  Plowes, 
en  remate  público,  58  bultos  yerba  paraguaya,  los  que  re- 
cibieron en  depósito,  de  una  partida  introducida  por  Goque- 
taux  y  Falcon.  Que  al  proceder  al  4espacho  de  estos  bultos, 
habia  resultado  que  faltaban  tres,  en  vista  de  lo  que  se 
habian  negado  á  retirar  los  existentes. 

Pidieron  se  dictasen  las  medidas  conducentes  á  esclarecer 
el  hecho. 

Por  orden  del  Administrador,  informó  la  Alcaidía,  que 
por  el  vapor  c  General  Nazar  » ,  se  manifestaron  421  bultos 
yerba ;  que  de  estos  constan  recibidos  en  depósito  418,  ha- 
biéndose entregado  363  y  existiendo  55,  faltando  para  com- 
pletar lo  manifestado,  los  3  bultos  reclamados. 

Corrida  vista  á  los  interesados^  estos  espusieron,  que  era 
inexacto  el  informe  del  Alcaide;  que  los  bultos  recibidos  en 
los  depósitos  habian  sido  421  y  no  418,  según  los  recibos 
del  ayudante,  puestos  en  las  papeletas  de  los  carros. 

Pedido  nuevo  informe  á  la  Alcaidía,  el  Alcaide  Martin, 
dijo ;  que  revisados  nuevamente  los  documentos  de  entrada, 
resultaban  so!o  418  los  bultos  introducidos,  aún  cuando  los 
recibos  dados  por  el  Guarda  Almacén  2^,  Garay,  espresan 
421  que  fué  lo  manifestado. 

Pedido  informe  al  Guarda  Garay,  éste  espuso :  que  no 
tenia  duda  que  los  421  bultos  habian  sido  recibidos  por  el 
Ayudante  1^,  Alcobendas,  por  quien  estaba  facultado  para 
firmar,  pues  nunca  le  habia  dicho  que  se  hubiese  recibido 
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menos,  sin  embargo  de  que,  por  las  papeletas  de  la  Alcaidía 
aparecía  el  recibo  de  4i8 ;  que  hasta  el  momento  de  sepa- 
rarse del  depósito,  permanecían  en  estiva  58  bultos. 

Pedido  informe  al  ex-6uarda  D.  José  Alcobendas,  dijo; 
que  cuando  se  recibió  dicha  yerba  en  el  depósito  á  su  cargo, 
se  encontraba  con  licencia  en  el  campo :  que  cuando  regresó 
el  Guarda  2®,  Garay,  que  habia  quedado  á  cargo  del  depósito, 
le  dio  los  datos,  por  los  que  puso  las  notas  en  las  papeletas 
parciales,  que  son  las  fidedignas  y  no  la  de  los  carros  que 
se  hacen  con  lápiz ;  qne  las  papeletas  parciales  solo  dan  418 
tercios ;  que  puede  ser  exacto  lo  de  los  58  tercios  estivados ; 
pero  que  también  puede  ser  que  se  hayan  sacado  3  para 
completar  los  pedidos  anteriores. 

La  Contaduría  informó,  que  constan  manifestados  AH  bul- 
tos, por  los  que  los  consignatarios  hablan  presentado  copias 
de  factura  á  depósito ;  que  en  el  manifiesto  hay  declarados 
en  duda  2  bultos,  los  que  sin  embargo,  los  consignatarios 
los  hablan  incluido  en  las  copias  de  factura. 

El  Resguardo  informó  que  se  habían  manifestado  421 
bultos,  los  que  por  la  relación  del  Guarda  de  á  bordo,  se 
hablan  desembarcado. 

Los  guardas  2°,  Gómez  y  Viltes,  informaron,  el  primero, 
que  nada  sabia  y  el  segundado,  que  en  la  estiva  a  que  se 
refiere  el  reclamo  solo  habia  55  bultos. 


Resolaclon  de  la  Aduana. 

Diciembre  13  de  1872. 

No  resultando  justificada  la  responsabilidad  del  Fisco,  de 
los  informes  tomados,  porque  de  ellos  resulta  que  en  los 
documentos  de  Aduana,  solo  constan  recibidos  en  depósito 
418  bultos  y  no  421  que  fueron  manifestados,   lo  cual  se 
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halla  confirmado  por  el  hecho  de  haberse  manifestado  dos 
bultos  en  duda,  y  por  la  declaración  del  O.  A.  2®  D.  Da- 
mián Yiltes,  y  no  siendo  la  papeleta  del  carrero  nn  docu- 
mento que  pueda  imponer  responsabilidad  al  Fisco,  no  ha 
lugar  4  este  reclamo  y  hágase  saber. 

Agurrre. 

Notificados  Sánchez,  Oari  y  C*,  pidieron  revocatoria  ó 
apelación  en  subsidio,  acompañando :  1  ^  un  certificado  de  los 
rematadores  'Balbin  y  Plowes,  en  que  hacen  constar  haberles 
vendido  en  remate  58  bultos  con  10,133  libs.,  los  que  fue- 
ron entregados  en  los  depósitos  fiscales,  resultando  existir 
el  número  de  bultos  vendidos;  y  2"^  31  papeletas  de  los 
carreros,  en  que  consta  que  el  empleado  Garay,  otorgó  reci- 
bos por  421  bultos. 

Concedida  la  apelación,  se  pasó  el  espediente  al  Juzgado 
Federal,  ante  quien  Sánchez,  Gari  y  C*,  espusieron :  que  de 
los  informes  del  Resguardo,  del  manifiesto,  de  la  relación 
del  empleado  de  á  bordo  y  de  la  declaración  de  Garay,  re- 
sulta evidente  que  los  bultos  fueron  42i  y  no  418;  que 
ante  las  papeletas  exhibidas,  nada  valen  los  informes  con- 
tradictorios de  la  Contaduría  y  del  Guarda  2^  Yiltes. 

Pidieron  se  revocara  la  resolución  del  Administrador  y  se 
condenara  á  la  Aduana  al  pago  de  los  tres  bultos  recla- 
mados. 

£1  Procurador  Fiscal  promovió  articulo,  alegando  que  el 
caso  no  era  de  los  que  se  puede  recurrir,  según  las  Orde- 
nanzas. 

El  Juez  de  Sección  rechazó  el  articulo  y  la  Suprema  Corte 
confirmó  con  costas  dicho  /alio. 

£1  Procurador  Fiscal,  contestando,  espuso  que  no  se  creia 
acreedor  á  la  condenación  en  costas,  pero  que  estaba  pronto  á 
abonarlas.  Que  la  demanda  debia  ser  rechazada  porque  no  es- 
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taba  comprobada  la  introducción  en  depósito  de  los  tercios 
de  yerba  reclamados. 

Que  los  recibos  otorgados  por  Garay,  no  son  los  docu- 
mentos que  deben  comprobar  la  entrada  en  depósito,  pues 
el  título  XI  de  la  Ordenanza,  prescribe  que  los  pedidos  á 
depósito  deben  hacerse  eu  dos  copias  de  factura,  de  las 
cuales  una  quedará  en  el  registro  del  buque  y  la  otra  se 
entregará  al  interesado  para  que  la  lleve  á  la  Alcaidía,  á 
fin  de  que,  confrontándola  con  las  papeletas  de  descarga, 
ponga  constancia  á  la  conclusión  de  quedar  recibidos  en  los" 
almacenes  los  efectos  en  ella  contenidos. 

Que  mientras  los  reclamantes  no  justifiquen  la  entrada  en 
depósitos  de  los  bultos  que  reclaman,  no  tienen  derecho  para 
hacer  responsable  de  su  pérdida  al  Erario  Nacional  y  mucho 
menos  cuado,  como  en  este  caso,  esos  bultos  no  han  entrado 
en  depósitos  fiscales. 

Después  de  llamar  autos,  el  Juzgado,  para  mejor  proveer 
ordenó  que  la  Aduana  informase  si  existía  la  copia  de  factura 
con  que  se  pidió  á  depósito  la  partida  de  yerba  y  cual  fué 
el  número  de  bultos,  y  que  Sánchez,  Gari  y  G*  presentasen 
el  otro  ejemplar  de  la  copia  de  factura  que  debió  entregárseles 
para  su  confrontación  con  los  papeles  de  descarga. 

Sánchez,  Gari  y  C*,  espusieron,  que  no  tenían  en  su  poder 
la  copia  exigida,  porque  ellos  hablan  sido  compradores  en 
remate,  de  los  58  bultos,  y  no  introductores. 

La  Aduana  informó  que  hablan  venido  á  la  consignación 
de  Coquetaux  y  Falcon  158'  bultos  yerba,  por  los  que  pre- 
sentaron copia  de  factura  á  depósito ;  que  de  esa  partida 
se  dio  transferencia  á  Sánchez,  Gori  y  C*  por  58  bultos  con 
peso  de  373  @  poco  mas  ó  menos,  con  fecha  24  de  Julio 
de  1871. 
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Fallo  del  Jaez  Seeeioiial< 


Baenos  Aires,  Noviembre  30  de  1875 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  los  Sres,  Sánchez,  Gari 
y  C^  reclamando  de  la  Aduana  3  bultos  yerba  comprados  en 
remate  y  de  los  que  los  dieron  transferencia  los  Sres,  Co- 
quetaux  y  Palcon,  de  los  bultos  venidos  á  su  consignación 
por  el  buque  General  Nazar  y  que  existian  en  los  almacenes 
de  depósitos  á  cargo  del  guarda  Alcobendas. 

Y  considerando:  que  aún  prescindiendo  de  las  papeletas 
de  los  carreros,   firmadas  por  el  segundo  del  depósito,  los 

informes  de  f comprueban  el  1°,  que  los  permisos  para 

depósitos  correspondientes  al  buque  «  General  Nazar  »,  com- 
prendian  421  bultos,  siendo  este  número  el  que  forma  el 
cargo  contra  la  Aduana ;  y  el  2^,  que  los  causantes  del  re- 
clamante, Sres.  Coquetaux  y  Falcon  le  hicieron  transferen- 
cia de  58  bultos,  teniendo  en  depósito  un  número  mayor; 
lo  que  establece  un  derecho  perfecto  de  parte  de  aquel  á 
obtener  el  número  de  bultos  que  importa  su  transferencia, 
cualquiera  que  haya  sido  la  falta  que  aparezca  en  el  carga- 
mento en  general. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  acuerdo  al  art.  304  de  las  Or- 
denanzas declárase  á  la  Aduana  en  la  obligación  de  indemnizar 
á  los  Sres.  Sánchez,  Gari  y  €•  por  la  pérdida  de  los  tres  bultos 
de  yerba  perdidos,  quedándole  salvos  sus  derechos  para  repetir 
de  quien  corresponda.  Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

De  esta  sentencia  apeló  el  Procurador  Fiscal  y  el  recurso 
se  le  otorgó  libremente. 

£1  Señor  Procurador  General  espresando  agravios,  dijo  ; 
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Suprema  Corte: 


Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1875 


£1  Procurador  General  espresando  agravios  dice  : 

Que  los  Sres.  Sánchez,  Gari  y  C',  nada  descargaron  ni  de- 
positaron, y  su  gestión  debió  rechazarse  in  limine. 

Es  parecer  del  Procurador  también  que  el  ministerio  fis-  ' 
cal  no  está  sugeto,  como  cualquier  particular,  á  costas. 

Prosiguiendo,  sin  embargo,  el  recurso  debe  observar  que 
en  esta  proceso  no  consta  en  forma  bastante  el  depósito  para 
responsabilizar  á  la  Aduana. 

Siempre  que  los  respectivos  consignatarios,  dice  el  arti- 
culo 305  de  las  Ordenanzas,  justifiquen  de  un  modo  feha- 
ciente que  alguna  de  sus  mercancías...  «ha  recibido deterio- 
ramiento,  faltas ,  ó  han  sido  hurtadas  dentro  de  los  alma- 
cenes fiscales  de  Aduana,  el  fisco  cubrirá  el  valor  del  bulto 

<  £1  fisco,  continua  el  306,  responderá  por  la  manifes^ 
tacion  hecha  en  la  copia  de  factura  para  depósito » 

Ahora  bien,  la  Contaduría  ha  dicho  : 

€  En  el  mismo  manifiesto  se  ha  declarado  en  duda  dos  bul- 
tos de  yerba  de  distintas  marcas.  » 

La  constancia  de  desembarque  de  421  bultos  por  el  Bes- 
guardo,  no  es  el  depósito  mismo. 

£1  certificado  de  los  rematadores  sobre  la  existencia  de 
los  58  bultos  el  3  de  Agosto  de  1871,  dia  de  la  venta, 
tampoco  hace  fé,  porque  no  es  declaración  en  forma. 

Su  entrega  de  que  él  trata  pudo  ademas  verificarse,  sin 
contar  ni  pesar,  como  es  de  práctica  comercial. 

El  Procurador  solo  encuentra  culpa  en  no  haberse  cumplido 
las  disposiciones  relativas  á  la  descarga;  pero  esta  falta  dis- 
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ciplinaria  no  puede  establecer  la  responsabilidad  de  la  Adana 
por  el  depósito. 

Pide  pues  que  la  sentencia  del  Juez  Seccional  sea  revo- 
cada, salvando  las  acciones  del  rematador  contra  el  consi- 
gnatario. 

C.  Tejedor. 

Corrido  traslado,  Sancbez,  Gari  y  C*  pidieron  la  confir- 
mación con  costas  de  la  sentencia  del   inferior. 

Dijeron  :  que  el  Ministerio  Fiscal  como  cualquier  parti- 
cular esta  sugeto  á  pagar  costas  en  los  juicios  en  que  es 
parte,  pues,  con  la  promulgación  del  Código  Civil  desapa- 
recieron los  privilegios  de  que  gozaba  según  la  antigua  le- 
gislación española. 

Que  si  el  manifiesto  contenia  dos  bultos  en  duda,  esos 
dos  bultos  entraron  á  la  Aduana  y  según  la  Contaduría  cons- 
ta en  la  factura  que  Cocquetaux  y  Falcon  tenian  158  bul- 
tos. Que  habiéndose  estraviado  los  3  bultos  en  la  Aduana , 
ella  debe  responder  por  su  valor ;  —  que  de  las  constancias 
de  autos  no  queda  duda  alguna  que  el  dia  del  remate  exis- 
tia toda  la  partida  vendida. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1876. 

Considerando ;  Primero.  Que  por  el  informe  del  Administra- 
dor  de  Bentas  Nacionales  á  foja  setenta,  resulta  probado,  que 
en  el  vapor  « General  Nazar  »,  que  con  procedencia  de  la  Asun- 
ción dio  entrada  en  la  Aduana  de  esta  ciudad,  el  diez  y  seis  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  setenta  y  uho,  bajo  el  paquete  número 
ciento  setenta  y  uno,  vinieron  á  la  consignación  de  los  Señores 
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Coquetaux,  G.  Palcon  y  Compañía,  ciento  cincuenta  y  ocho  bul- 
tos yerba,  por  los  que  presentaron  copia  de  factura  á  depósito. 

Segundo.  Que  consta  también  por  este  informe,  que  de  dicha 
partida  de  yerba,  se  di6  transferencia  en  veinticuatro  de  Julio 
de  mil  ochocientos  setenta  y  uno,  á  los  Señores  Sánchez,  Gari 
y  Compañía,  por  cincuenta  y  ocho  bultos  con  peso  de  trescien- 
tas setenta  y  tres  arrabas,  peso  mas  ó  menos. 

Tercero,  Que  prescindiendo  de  la  averiguación  sobre  el  nú- 
mero de  bultos  de  yerba  que  se  manifestaron  bajo  varias  mar- 
cas  y  bajo  el  nombre  de  diferentes  consignatarios,  en  el  mani- 
fiesto general  del  precitado  vapor,  basta  para  resolver  la  cues- 
tión que  se  agita  en  esta  causa  sobre  pérdida  de  tres  bultos 
de  yerba,  el  hecho  de  la  existencia  de  la  copia  de  factura  á  de- 
pósito por  ciento  cincuenta  y  ocho  bultos  yerba  presentado  por 
los  Señores  Coquetaux,  G.  Falcon  y  Compañía,  de  la  venta  ó 
trasferencia  que  estos  hicieron  á  los  Señores  Sánchez,  Gari  y 
Compañía  por  cincuenta  y  ocho  bultos  de  dicha  partida,  tras- 
ferencia que  debe  servir  á  los  nuevos  propietarios  de  copia  de 
factura,  para  las  operaciones  subsiguientes,  conforme  á  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  trescientos  cincuenta  y  siete  de  las 
Ordenanzas  de  Aduana. 

Cuarto.  Que  el  documento  de  cargo  contra  la  Aduana,  para 
comprobar  la  pérdida  de  mercaderías  introducidas  á  depósito, 
es  la  manifestación  hecha  en  la  copia  de  factura,  con  los  re- 
quisitos y  formalidades  proscriptas  por  las  Ordenanzas  de 
Aduana  en  los  artículos  doscientos  noventa  y  tres  á  trescientos 
cuatro,  porque  ese  documento  lleva  la  constancia  puesta  por 
la  Alcaldía,  de  quedar  recibidos  en  los  Almacenes  de  Aduana 
los  efectos  en  ella  contenidos. 

Quinto.  Que  el  Fisco  responde  en  caso  de  pérdida  de  merca- 
derías por  lo  que  conste  en  la  copia  de  factura  para  depósito, 
con  arreglo  á  la  disposición  del  artículo  trescientos  seis  de  las 
mismas  Ordenanzas. 
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Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sentencia 
apelada  de  foja  setenta  j  una  vuelta,  se  confirma  esta,  debien- 
do hacerse  el  abono  de  los  bultos  perdidos,  por  el  valor  sena- 
lado  ál  artículo,  en  la  Tarifa  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno, 
conforme  á  lo  prescripto  por  el  artículo  trescientos  seis  de  las 
Ordenanzas  de  Aduana.  Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos  devuélvanse  los  autos. 

SALVADOR  H.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 


CAVSA    XXIII 


El  Sindico  del  Concurso  de  D.  Cándido  Galvan  con  el  Banco 

de  Italia.   Incidente  sobre  término  para  deducir 

escepdones  en  el  juicio  ejecutivo. 


Sumario.  —  Cuando  todos  los  signatarios  de  un  contrato 
son  demandados  conjuntamente,  teniendo  un  interés  común 
y  constituyendo  una  sola  parte,  los  términos  deben  correr 
simultáneamente  para  todos,  y  no  pueden  por  lo  mismo  con- 
tarse sino  desde  la  última  notificación. 


/ 
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Caso.  —  El  Banco  de  Italia  seguía  una  ejecueion  contra  el 
vapor  <  North  »  en  que  tenia  derecho  el  concurso  de  D.  Cán- 
dido Galvan.  Hecha  la  citación  de  remate  el  7  de  Enero,  el 
Síndico  fué  notificado  el  dia  8  y  el  10  otros  interesados. 

El  dia  13  el  Síndico  opuso  la  escepcion  de  inhabilidad  del 
título,  la  que  fué  rechazada  por  el  Juez,  invocándose  el  ar- 
tículo 268  de  la  ley  de  Procedimientos,  por  haberse  presentado 
después  de  los  3  dias  señalados. 

El  Síndico  apeló  y  el  recurso  le  fué  negado  también,  por 
lo  que  ocurrió  de  hecho  ante  la  Suprema  Corte. 


Fallo  de  la  f^oprema  Corfe. 

Baenes  Aires,  Marzo  3  de  1876. 

Vistos  :  resultando  que  todos  los  signatarios  del  contrato 
de  foja  primera  fueron  demandados  conjuntamente,  teniendo 
un  interés  común  y  constituyendo  una  sola  parte  tanto  en 
el  juicio  como  en  el  contrato,  que  por  consiguiente,  los  tér- 
minos han  debido  correr  simultáneamente  para  todos  y  no 
pueden  por  lo  mismo  contarse  sino  desde  la  última  notifi- 
cación, se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  noventa  y  cinco  y 
satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

SALVADOR  H""  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  BARROS 
PAZOS.— J.  B.  GOROSTIAGA.— J.  DO- 
MITiGUEZ.  —  S.    M .  LASPIUR. 
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CAUSA    XXIY 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia  de  San  Juan,   contra 

la  Sucursal  del  Banco  Nacional,  sobre  cobro  de 

impuestos.    Incidente  sobre  competencia. 


Sumario.  —  i°  Los  Jaeces  de  Sección  son  incompetentes 
para  conocer  de  las  cuestiones  sobre  cobro  de  impuestos  pro- 
Tinciales. 

^°  No  hay  otro  medio  de  llevarlas  á  la  justicia  nacional 
cuando  se  alega  que  el  impuesto  es  inconstitucional,  que 
apelar  en  última  instancia  para  ante  la  Corte  Suprema,  ó 
poner  demanda  cotra  la  Provincia  después  de  pagar  el  im- 
puesto con  las  reservas  convenientes. 


Ca^o.  —  D.  Agustín  Elappenbach,  Gerente  de  la  Sucursal 
del  Banco  Nacional  en  San  Jnan,  se  presentó  ante  el  Juez 
de  Sección,  esponiendo :  que  habiendo  sido  notificado  de  una 
ejecución  que  por  cobro  del  impuesto  de  patentes  y  multa 
que  prescribe  la  ley  provincial  del  ramo,  seguida  por  el 
Procurador  Fiscal  de  la  Provincia,  contra  la  Sucursal  á  cargo 
del  esponente,  habia  resistido  el  pago,  fundándose :  primero, 
en  que  el  Banco   estaba  exonerado  por  una  ley    del    Con* 
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greso  de  pagar  toda  contribución  ó  impuesto  nacional  ó  pro- 
vincial ;  segundo,  en  que  la  justicia  proyincial  no  tenia  ju- 
risdicción para  resolver  cuestiones  que  afecten  por  su 
naturaleza  la  instiiucion  nacional  del  Banco  con  violación  de 
la  ley  de  su  creación  y  estatutos  orgánicos.  Que  como  esas 
observaciones  no  habian  sido  atendidas,  se  vein  en  el  caso 
de  ocurrir  al  Juzgado  Federal,  demandando  la  protección  de 
su  jurisdicción  por  ser  la  única  y  esclusiva  que  podia  conocer 
del  caso,  aspecialmente  regido  por  la  Constitución  Nacional. 
Que  el  inciso  5°  del  artículo  67  de  la  Constitución  Nacional 
confirió  al  Congreso  la  facultad  de  establecer  y  reglamentar 
un  Banco  Nacional ;  que  el  Congreso  usando  de  esta  facultad 
dictó  la  ley  de  5  de  Noviembre  de  1872,  en  cuyo  artículo  25 
dispuso  que  el  Banco  Nacional  y  sus  Sucursales  estarian  exen- 
tos de  toda  contribución  ó  impuesto,  sea  nacional  ó  provin- 
cial. Que  el  juzgamiento  y  conocimiento  de  toda  causa  por 
la  que  se  desconozcan  las  exenciones  y  privilegios  concedidos 
al  Banco,  no  podia  ser  resuelta  sino  por  1^  Justicia  Nacional. 
Que  en  el  presente  caso  se  trata  no  solo  de  la  existencia  de 
una  institución  de  carácter  nacional,  sino  también  de  nn 
punto  regido  especialmente  por  la  Constitución  y  por  una  ley 
del  Congreso. 

Pidió  se  librase  oficio  al  Juez  de  Letras  de  la  Provincia, 
formándole  competencia  para  el  conocimiento  y  resolución  de 
la  causa,  y  que  en  consecuencia  suspendiera  todo  procedi- 
miento y  remitiera  los  autos  al' Juzgado  de  Sección,  bajo 
apercibimiento. 

Fallo  del  Jnea  de  Seeelon. 

Buenos  Aires,  Julio  23  de  1875. 

Apareciendo  claramente  de  los  términos  del  escrito  que 
precede,   que  en  la  cuestión,   cuya  jurisdicción  se  reclama, 
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figura  como  parte  el  Fisco  Provincial,  ó  sea  la  Provincia ; 
circunstancias  que  hace  á  este  Juzgado  incompetente  para 
conocer  de  aquella,  de  conformidad  al  articulo  iOi  de  la 
Constitución  Nacional,  y  á  la  ley  de  competencia  del  mismo, 
fecha  14  de  Setiembre  del  63,  eu  su  artículo  l^',  inciso  1°. 
Se  declara  este  Juzgado  incompetente  para  el  conocimiento 
de  la  presente  causa,  pudiendo  el  reclamante  ocurrir  donde 
corresponda. 

Mor  etilo. 

Habiendo  apelado  el  Oerente  de  la  Sucursal  del  Banco,  la 
Snprema  Corte  di6  vista  al  Sr.  Procurador  General,  quien 
espresó : 

Snprema  Corte  : 

Buenos  Aires,  Febrero  S6  de  1876. 

Es  indudable  que  el  conocimiento  de  toda  causa  que  verse 
sobre  una  ley  de  la  Nación,  corresponde  á  la  Justicia  Fe- 
deral ;  pero  lo  es  igualmente  que  las  autoridades  de  Pro- 
vincia tienen  que  cumplir  sus  leyes  propias. 

En  este  conflicto,  no  toca  al  favorecido  por  una  ley  de  la 
Nación,  promover  una  simple  competencia,  para  resistir  ese 
cumplimiento,  y  á  que  pueda  contestarse  como  el  Juez  Sec- 
cional de  San  Juan;  sino  acatar  la  ley  de  la  Provincia,  ó 
el  mandato  de  sus  autoridades  y  traer  su  demanda  ante  esta 
Corte  por  violación  de  la  ley  Nacional. 

El  Procurador  solo^  en  este  sentido  pid^  la  confirmación 
d«l  auto  de  23  de  Julio. 

Cárhi  T^'edor, 
r.  vm.  15. 
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» .  >    ». 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires»  Marzo  3  úe  1876. 

Visto :  No  siendo  de  la  Competencia  del  Juez  de  Sección 
Ifts  cuestiones  sobre  oolnro:  de  yqpt|e9to9  provinciales ;  y  no 
teniendo  el  demandante  otro  medio  de  traerlas  ante  la  jn- 
risdiccion  nacional,  en  caso  de  alegar  qne  el  impuesto  recla- 
mado es  contrario  á  la  Constitución  6  á  las  leyes  nacionales, 
sino  usando  del  recurso  que  acuerda  el  artículo  catorce  de  la 
ley  de  jurisdicción  y  competencia,  contra  la  resolución  .pro- 
nunciada en  último  grado ;  ó  poner  demanda  contra  íá  l*rb- 
vincia  después  dé  pagar  el  impuesto  con  las  reservas  convd^ 
nientes.  Se  confirma  el  auto  apelado  de  conformidad  con  lo 
pedido  por  el  Señor  Procurador  General ;  satisfechas  las  oostas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL. -^lOSÉ  BAMOS' 
PAZOS.  —  I.  B.  GOROSTUOA.  '-^  J.  Dé^ 
imiCUEZ.  —  é.  M.  LASPIDft 


«  •  •  • 
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CAUSA    ZZT. 


La  Sociedad  de  Seguros  Mútiíos  Fluviales,  contra  D.  Bruno 

Garda,  por  tobro  de  pesos. 


Sumario.— V  Los  estatutos  son  la  ley  para  los   asociados. 

2^  Las  cuentas  forínadas  contra  un  socio  con  arreglo  á  los 
estatutos,  son  de  abono. 

3*^  El  libro  donde  el  Directorio  asienta  las  cuentas  de  los 
socios,  como  tales,  es  un  documento  social,  y  no  necesita  ser 
rubricado  para  obligar  á  los  asociados. 


Coio.^— El  Gerente  de  la  Sociedad  de  Seguros  Mutuos  Flu- 
viales demandó  al  socio  D.  Bruno  Garda  por  la  suma  de  905 
pe8O¿'05  cts.  fuertes,  procedentes  dé  cuotas  semestrales,  y  de 
las  de  siniestros  y  gastos,  que  según  el  libro  de  cuentas  de  los 
asociados»  debia  desde  el  1^  de  Agosto  de  1869  á  31  de  Diciembre 
de  1$71  en  que  cesó  de  ser  socio. 

GardH  no  contestó  la  demanda.  Compulsada  la  cuenta  con  loa 
libros  de  la  Compañía,  y  certificádose  ser  exacta,  aunque  el 
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libro  donde  estaba  consignada  no  era  rubricado,  se  dictó  el 
siguiente. 


V»ll«  ú^l  Jves  0eecloiial« 


Buenos  Aires,  Noviembre  36  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  en  rebeldía  contra  D.  Bruno 
García,  por  el  Oerente  de  la  Compañía  de  Seguros  Mutuos 
Fluviales,  por  cobro  de  chotas  correspondientes  á  su  buque 
«Rio  de  Oro»',  y 

Considerando:  i""  Que  los  estatutos  son  la  ley  preferente 
entre  los  asociados ;  y  las  cuentas  que  se  cobran  están  forma- 
das de  conformidad  á  lo  que  estos  prescriben,  y  visados  por 
el  Directorio,  como  en  ellos  se  establece. 

2°  Que  aunque  el  libro  de  que  han  sido  estraiola?,  no  e^stá 
rubricado  como  lo  informa  el  actuario^  .esji^  libro  no  es  propia- 
mente de  asientos  de  operaciones  comerciales,  sino  el  libro  de 
cuentas  y  procedimientos  de  los  asociados  con  el  Directorio  y 
no  con  estraños  ni  terceros ;  y  por  tanto  debe  prestársele  el 
crédito  de  un  documento  social  en  forma,  el  que  obliga  á  los 

•  •  •  »       .  -  • 

asociados  como  el  demandado,  según  los  estatutos. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  al  art.  i  85  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  fallo,  que  D.  Bruno  Oarcía  pague  á  los 
diez  días  de  notificado  á  la  Compañía  Italiana  de  Seguros  Jlu- 
víAles,  la  cantidad  de  205  pesos  fuertes. jB5  centayos,  que  arroja 
como  saldo  la  cuenta  de  f .  1 ,  con  los  intereses  á  estilo  de  plaza 
desde  la  demanda  y  costas  del  juicio.  Hágase  saber  orijinal  y 
repóngase  el  sello. 

Isidoro  Albctrraein.'  •• 


•  * 
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Vall«  lie  1»  0oprem»  emwte 

Baenos  Aires,  Mano  7  de  1876, 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  diez;  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  I. 
B.  GOROSTUGA.— J.  DOMIRGÜEZ. 
T-S.  M.   LAbPiUR. 


CAVSA    XXYI 


D.  Eleuterio  Fernandez,  contra  D.  Andrés  Asíarga,  por 
*  •:  reemboho  de  pago  de  iguala. 


Sumario. —  El  contrato  de  iguala  obliga  solo  á  las  partes 
contratantes,  y  no  á  las  que  no  han  tenido  parte  en  él. 
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Caso.—D.  Andrés  Astorga  promovió  juicio  contra  D.  Elen- 
terio  Fernandez,  ;  condujo  siendo  absuelto  este  con  costas 
á  Astorga. 

Téjnanáez  presentó  un  contrato  de  iguala  celebrada  con 
D.  Javier  Baca  para  defenderlo  en  el  pleito  por  la  «urna  de 
300  pesos  bolivianos,  y  pidió  que  Astorgo  fuese  condenada 
á  pagar  dicha  suma. 

Artorgo  se  negó,  diciendo  no  estar  conforme  con  ella,  y 
pidió  que  se  hiciera  la  tasación  judicial  de  las  costas,  á  cuyo 
pago  habia  sido  condenado. 


Vall«  úml  Suem  ^•••toB»!. 


San  Juan,  Octubre  15  de  1875. 

Vistos :  en  el  incidente  promovido  por  la  parte  de  D.  An- 
drés Astorgo,  desconociendo  el  pago  del  valor  de  la  iguala 
presentada  por  su  contrario  D.  Eleuterio  Fernandez,  celebrada 
con  Su  abogado  D.  Javier  Baca,  para  la  defensa  del  juicio  de 
despojo,  en  el  que  Astorga  resultó  condenado  en  costas,  y  pi- 
diendo la  regulación  de  los  honorarios  correspondientes,  con 
lo  alegado  por  las  partes  y  considerando  especialmente : 

1^  Que  si  bien  es  cierto  que  hay  decisiones  análogas  por 
la  Suprema  Corte,  declarando  las  igualas  celebradas  por  las 
partes  con  sus  abogados  en  un  juicio,  de  lejítimo  abono^  esas 
decisiones  no  comprenden  el  caso  presente,  en  que  el  abogado 
que  figura  en  la  iguala,  no  aparece  en  los  autos  respectivos, 
patrocinando  el  juicio  con  su  firma. 

2^  Que  por  el  solo  hecho  de  presentar  Fernandez  sus 
escritos  en  este  juicio,  sin  firma  de  abogado,  debe  entenderse 
que  se  sometió  implícitamente  á  la  tasación  que  de  ellos  se 
hiciese,  sin  tener  en  cuenta  sus  convenios   privados   con  el 
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aBógado,  desde  que  no  hay  constancia  alguna  que  el  qué  hizo 
íéB  eseritds,  séá  él  misino  abogado  que  figura  en  la  iguala. 
Por  estas  consideraciones,  resuelvo  este  incidente,  deela- 
tfíóido :  Qué  los  escritos  y  defensa  de  la  parte  de  Fernandez, 
á  cargo  de  Astorga  deben  ser  tasados  en  la  forma  de  estilo, 
éin  tenerse  en  cuenta  la  iguala  de  f.  iS6,  sin  costas,  re- 
poniéndose los  sellos. 

Morcillo, 


Fallo   de  1»  Suprema  C«rte< 


Baeno8  Aires,  Ifárzo  7  de  1876. 

Vistos :  obligando  el  contrato  de  iguala  solo  á  las  partes 
contratantes  y  no  á  los  tercetos  que  no  han  tenido  parte  en  él, 
se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  cincuenta  y 
Bueve,  con  costas,  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos  devuél- 
vanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  J. 
B.  GOROdTUGA.— J.  DOHDIGUEZ. 
—  6.  V.  LASPIUR. 


••  r 


r  • 
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OAVBA     XXTII 


F 

b^.  Irene  Castro  de  Romero,  contra  D,  Frandseo  lulo, 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1^  Imponiéndose  la  obligación  alternativa  de 
devolver  un  documento  de  crédito  ó  de  pagar  los  daños  y 
perjuicios,  el  mandatario  condenado  que  opte  por  este  último 
medio,  no  debe  mas  intereses,  como  perjuicios,  que  los  ven- 
cidos desde  el  dia  de  la  demanda. 

2^  Entre  los  perjuicios  de  la  falta  de  devolución  del  do- 
cumento, no  se  comprenden  las  costas  procesales,  que  traen 
su  origen  del  juicio  y  no  del  contrato. 


Caso.—VoT  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  30  de  Octubre 
de  1873,  se  condenó  á  D.  Francisco  Lillo  á  devolver  un  do- 
cumento de  284  pesos  que  habia  recibido  de  D*  Irene  Castro 
para  cobrar  á  D.  Manuel  Quiroga  en  10  de  Febrero  de  1866, 
6  dar  razón  de  su  paradero  dentro  de  un  término,  ó  en  su 
defecto  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  ocasionados 
á  dicha  señora. 

El  Juez  de  Sección  fijó  el  término  de  30  dias,  y  dentro  de 
él  Lillo  presentó  un  certificado  de  depósito  de  300  pesos  á  la 
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Orden  del  Juzgado,  diciendo  que  le  era  imposible  presentar 
el  documento  por  haberse  perdido  en  la  oficina  del  Juzgado 
de  Jachal  en  el  tiempo  de  la  invasión  de  Várela,  y  que  estaba 
dispuesto  á  abonar  mayor  suma  si  de  la  liquidación  de  capital 
é  intereses  resultase  mas  de  lo  depositado. 

La  Sra.  Castro  representada  por  un  Sr.  Astorga  contestó  que 
Lillo  debia  la  suma  de  938  pesos  33  centavos,  calculando  el 
capital,'  los  intereses  de  1  Vs  ^/o  desde  9  de  Octubre  de  1866 
en  que  debió  devolver  el  documento,  y  las  costas  del  juicio' 
según  la  cuenta  que  al  efecto  habia  formulado. 

Lillo  manifestó  que  la  cuenta  presentada  por  Astorga  era 
contraria  á  lo  dispuesto  por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte, 
porque  se  cobrabran  costas  que  este  Tribunal  no  habia  man- 
dado pagar,  y  porque  se  cobran,  como  perjuicios,  intereses 
desde  una  fecha  arbitraria,  cuando  ellos  se  debian  solo  desde 
la '  notificación  de  la  demanda. 


Fall«  del  Jímes  Secctonal. 


San  Juan,  Setiembre  29  de  1875. 

Vistos,  y  considerando:  1°  Que  la  segunda  partida  de  in- 
tereses de  la  cuenta  de  f .  77,  presentada  por  Astorgo,  no  está 
ajustada  á  los  términos  y  parte  decisiva  de  la  sentencia  de 
la  Suprema  Corte,  de  f.  76  vuelta  que  declara  á  Lillo  en  su 
calidad  de  mandatario,  sujeto  á  una  obligación  alternativa, 
sin  plazo  determinado,  debiendo  por  consiguiente  limitarse 
los  intereses  á  los  vencidos  desde  la  fecha  del  traslado  de  la 
demanda  como  le  reconoce  el  mismo  Lillo. 

2^  Que  las  partidas  restantes  de  la  misma  cuenta,  no 
pueden  ni  deben  ser  incluidas  en  los  daños  y  perjuicios  pro- 
cedentes de  la  inejecución  del  mandato,  por  cuanto  ellas  hacen 
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parte  de  las  costas  procesales  cansadas  en  el  juicio,  del  que 
traen  su  origen  directamente  y  no  del  contrato,  tanto  mas 
cnanto  qne  Lillo  no  ha  sido  condenado  en  costas  por  la  sen- 
tencia mencionada. 

Fot  estas  razones  resuelvo  que    la  cuenta  de  f.  77,  debe 
modificarse  en  el  sentido  reclamado  por  Lillo,  sin  costas. 

Morcillo. 


FMM  '««  1«  «ili^i^étftf»'  V€«#t«r.-  v-  ;^  : 


»t 


Buenos  Aires,  Mano  9  de  187^ 

;  •         •    •        i       •    :  -    -    ■  .         .       .         *  .  .     ■  •» 

Tistes:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  ochenta  y  ocho  vuelta,  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

SALTADOR  MARÍA  DEL  CARRIL.  —  lÓSÉ 
BARR08PAZ0S.— J.  B.  GÓROSTIAGA.^' 
S.  M.  LASPIUR. 


DI  JWnClÁ  NACIOflAL  SI9 


CAVSA.  ZZTIII 


Modas  y  MotUe$,  apelando  de  una  resolueion  dé  Aduana. 


Sumario.  —  Las    diferencias  de  calidad   en  artículos  im- 

f     •  .  •     •  •  -  ■   • 

portados  que  escedan  de   la  tolerada  por  la  ley,  se  penan 
con  dobles  derechos. 


£1  Guarda  D.  Francisco  Vincent,  dio  cuenta  que  le  habia 
sido  presentado  un  parcial  que  contenia  i  5,1 72  piezas  de 
pino  blanco  con  13,582  metros  cuadrados  para  despachar  del 
depósito  Saavedra;  que  esta  madera  pertenecía  al  carga- 
mento de  17,291  piezas  con  27,842  metros  cuadrados  del 
buque  Noruego  <  Dacapo  >  que  fué  depositado  por  cuenta  de 
Ledesma  Hnos.,  que  lo  transfirieron  á  D.  Fernando  Pérez. 

Que  en  el  cumplido  del  Resguardo  se  decía  haberse  depo- 
sitado 14,167  piezas  pino  blanco  trabajado  y  4,104  piezas 
sin  trabajar ;  y  que  como  en  el  manifiesto  y  en  el  parcial 
solo  pedían  pino  blanco  y  no  pino  trabajado,  trató  de  ver  la 
copia  de  factura,  la  cual  solo  decía  pino  blanco,  sin  embargo 
que  en  la  estiba  habia  pino  trabajado  y  sin  trabajar,  debiendo 
agregar  que  según  el  cumplido  del  Resguardo  aparecían  de- 
positadas 978  piezas  mas  de  la  cantidad  manifestada. 

Mandado  levantar  el  correspondiente  sumario,  resultó : 
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i^  Que  Maclas  y  Montes  habián  transferido' su  cargamento 
por  lo  cnál  se  siguió  con  ellos  el  jnicio ; 

2''  Que  para  comodidad  de  la  estiva  se  hablan  dividido  á 
bordo  algunas  piezas  de  madera,  por  cuya  razón  apare- 
cían 978  mas  que  las  manifestadas ; 

3°  Que  en  el  número  de  metros  hablan,  sin  embargo,  un 
esceso  sobre  el  manifiesto  de  504  metros  cuadrados,  y 

4°  Que  habiéndose  manifestado  pino  blanco,  resultó  i  1 ,829 
metros  pino  blanco  labrado  y  9,602  metros  sin  labrar:      * 

Concluido  el  sumario,  el  Administrador  resolvió  lo  sigyiexrte: 

Setiembre  14  de  1875. 

«ti- 

£n  vista  de  los  informes  que  preceden,  sobreséase .  en 
cuanto  á  la  dif erenpia  de  cantidad ;  y  respecto  á  la  dif Or 
renda  de  calidad,  pagúese  dobles  derechos  con  arreglo  al 
articulo  993  de  las  Ordenanzas  de  Aduana :  hágase  saber,  y 
fecho  pase  á  Contaduría  y  Tesorería  á  sus  efectos. 

Aguirre. 

Habiendo  Maclas  y  Montes  apelado,  espusieron  ante  el 
Juez'  de  Sección,  lo  siguiente:  —  Que  no  puede  suponerse 
que  haya  habido  intención  de  defraudar  al  Fisco,  y  que 
t)or'  consiguiente  no  ha  habido  delito  que  castigar.  —  Que 
habiéndose  introducido  el  pino  á  los  almacenes,  en  cantidad 
considerable,  y  siendo  esta  una  mercancía  que  se  presenta' 
desnuda,  era  imposible  todo  engaño,  como  podría  suceder 
en  efectos  cubiertos  ó  embalados.  —  Que  ademas,  el  afoto 
del  pino  es'  siempre  uno  mismo  ya  sea  trabajado  ó  sin  tra- 
bajar; lo  que  hace  indiferente  la  especificación  y  aleja  toda 
idea  de  fraude.  —  Que  las  ordenanzas  han  previsto  el  caso, 
dispensando,  en  el  artículo  1123,  de  toda  pena  cuando,  aun 
probada  la  infracción,  se  trata  de  un  hecho  imposible  de 
pasar   desapercibido. 


DE  JUSTICIA  N4CIOI9AL  9Si 

El  procurador  Fiscal  á  quien  se  corrió  vista,    espuso  lo 
siguiente: 


Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1875. 

Señor  Juez: 

La  resolución  de  Aduana  es  tan  favorable  para  los  recla- 
mantes, que  no  comprendo  como  hayan  apelado.  La  Adua- 
na H&' usado  de  sus  facultades,  porqué  ha  dispeüdadó '  á  los 
reclamantes  de  los  quinientos  cuatro  metros  pino,  pero  al 
hacer  esa  concesión,  tuvo  presante,  la  diferencia  en  la  cali- 
dad de  la  madera  manifestada,  y  el  error  encontrado  en 
la  cantidad,  para  conmutar  la  pena  de  comiso  con  la  de 
doble  derecho. 

Y;  S.  debe  confirmar  la  resolución  apelada. 

Machado. 


Fallo  del  Jaea  de  0eeeloii« 


Buenos  Aires,  Octubre  23  de  1875. 

Y  vistos  estos  autos  traídos  en  apelación  por  los  señores 
Hacías   y  Montes  recurriendo  de  la   resolución  de  Aduana 

de  foja  diez  vuelta  y  considerando:  1^  que  la  manifestación 

*  •  ■  •   .  ■   »  '         .  .. 

^4e  la  calidad  del  artículo  debe  hacerse  con  arreglo  á  la 
Tarifa  de  avalúos,  y  2"^  que .  habiendo  los  reclamantes  he- 
cho  la  manifestación  de  conformidad  á  lo  prescrito,  desde 
que  la  tarifa  no  hace  distinción  ninguna  entre  el  pino 
labrado  y  el  sin  labrar. 

Por  estos    fundamentos    se  revoca  dicha  resolución,   de- 
clarándose que  solo  están- obligados  al  pago  de  los  derechos 


i 
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éerrespondientes   al  articulo  manifestado;  en  su  consecuen- 
cia devuélvanse  los  autos  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  ügarrtza. 
De  este  auto  apeló  en  relación  el  Procurador  Fiscal. 

Vallo  úm  i»  SapreMí»  ^owtm. 


Buenos  Aires,  Mano  11  de  1876. 

Vistos:  Constando  de  autos  que  habiéndose  pedido  el 
despacho  por  el  manifiesto  y  copia  de  factura  de  diez  y 
siete  mil  doscientas  noventa  y  un  pies  pino  blanco,  que 
por  la  ley  de  Aduana  deben  satisfacer  el  diez  por  ciento 
de  derechos,  ha  resultado  entre  ellos  catorcr  mil  cielito 
sesenta  y  seis  pies  de  pino  labrado,  que  por  la  misma 
ley  de  Aduana  deben  satisfacer  el  veinte  por  ciento  de 
derechos;  estando  dispuesto  por  el  artículo  novecientos  no^ 
venta  y  tres  de  las  Ordenanzas  que  las  diferencias  de  ca- 
lidad que  excedan  de  la  tolerada  por  la  ley,  se  penen  con 
dobles  derechos;  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  veinte, 
confirmándose  el  del  Administrador  de  foja  diez  Vuelta ; 
satisfechas  las  costas  y  repuntes  los  sellos,    devuélvanse. 


SALYADOn  M*  DEL  GARRU.  —JOSÉ  BABROft 
]^A20S.^a.  B.  GOROSIXAGA.-^I.DO- 
HnMVEZ^-r-a.  M.  LASPtUB. 
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CAVSA   xxiz 


D.  Santiago  Pedemonte,  contra  la  Munie^Udad  de  San  Nteolái 

V 

dé  hs  Arroyos,  sobre  reivindicaeion.  Incidente  sobre  pruebas . 


.  Sumario. ^^i^  Todo  artículo  6  incidente  que  ocurrra  pen- 
jdimte  el  término  de  prueba,  produce  el  efecto  de  suspenderlo. 
2*.    Es  regla  de  procedimiento  que  durante   ese  término 
no  de>e  hacerse  otra  cosa  que  producir  las  pruebas. 


Case. —  La  causa  seguida  por  D.  Santiago  Pedemonte  contra 
la  l(unicipalidad  de  San  Nicolás  délos  Arroyos,  sobre  rel- 
T^^iidicacion  de  un  terreno,  fué  puesta  á  prueba  por  él  Jues 
de  Sección,  y  hecha  la  última  notificación  del  auto  respec- 
tivo el  17  de  Setiembre  de  i875,  siendo  el  término  todo 
^ordinario.  .     « 

.  rCóB-feeha  :9  de  Octubre,  el  Procurador  Campos  por  la 
Municipalidad  pidió  se  -librare  oficio  al  Juez  de  i*  Instan- 
cia de  San  Nicolás  para  que  ante  él  se  ratificaran  unos  tes- 
tigo's  que  habian  declarado  en  una  información  que  presentó 
como  parte  de  prueba  en  la  causa. 

El  juzgado  con  fecha  12  de  Octubre  proveyó  de  copformidad. 

El  dia  14,  D.  Daniel  Ocampo  por  Pedemonte  pidió  revo- 
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catoria  de  ese  auto  ó  apelación  en  subsidio  fundado  en  que 
el  contrario  no  había  indicado  ni   la  profesión  ni  el  domi- 
cilio de  los  testigos. 
, . .  Con  fecha  16  el  juzgado  corrió  traslado   de  la  revocatoria 
7  las  partes  fueron  notificadas  el  misino  dia. 

Con  fecha  20,  Campos  se  opuso  á  la  revocatoria  alegaijido 
que  en  la  información  habia  indicacióiies  bastantes  respecto 
á  los  testigos ;  pero  que  si  así  no  fuera  no  tendría  incon- 
veniente en  especificarlos  detalladamente  siempre  que  se  le 
diera  el  tiempo  necesario  para  pedir  j  recibir  informes  de 
San  Nicolás  de  los  Arroyos.  ^    . 

El  Juez  ordenó  el  mismo  dia  20,  que  la  contraparte  ma- 
nifestara dentro  de  24  horas  sí  estaba  conforme  con  la  sus- 
pensión del  término  probatorio,  y  el  23  en  que  fué  notificado 
•  Ocampo  manifestó  que  no  estaba  conforme. 

El  día  25,  el  actuario  puso  certificado  de  estar  vencido  el 
térníino  de  la  prueba  y  el  mismo  dia  Campos  se  presentó 
designando    el  domicilio  y  profesión  de  los  testigos. 

El  juzgado  resolvió  entonces  lo  siguiente : 


Buenos  Aires,  Octubre  27  de  1875. 

Con  lo  pespuesto  por  esta  parte  y  dejando  así  subsanados 
los  defectos  notados  por  su  contrario  no  ha  lugar  á  la  revo- 
catoria, y  llévese  adelante  el  auto  recurrido. 

Albarracin. 


Mas  habiendo  el  actuario  hecho  presente  al  Juez  que  no 
podía  dar  cumplimiento  al  auto  precedente  por  haber  ven- 
cido  el  término  de  prueba,  se  dictó  este: 
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Fallo  del  Jaes  de  Seecioi». 


Buenos  Aires,  Octubre  30  de  1875. 

Resultando  de  la  precedente  nota  y  certiñcado  del  actua- 
rio, que  el  término  de  prueba  ha  vencido  el  22  del  corriente 
mes;  que  la  parte  de  Pedemonte  ha  manifestado  no  estar 
conforme  con  la  suspensión  de  dicho  término,  y  que  por 
lo  tanto  el  juzgado  no  puede  hacerlo  sin  contrariar  la  letra 
y  espíritu  del  art.  92  de  la  ley  nacional  de  Procedimientos; 
que  la  Municipalidad,  por  el  hecho  de  no  haber  solicitado 
se  le  diese  el  plazo  acordado  en  el  citado  artículo  en  razón 
de  tener  que  rendirse  la  prueba  en  San  Nicolás  de  los 
Arroyos,  ha  renunciado  á  él ;  que  según  el  art,  120  de  la 
misma  ley  las^  partes  están  en  el  deber  de  manifestar  los 
nombres  de  los  testigos,  su  profesión  y  domicilio :  requisito 
que  no  ha  llenado  la  Municipalidad  en  tiempo  hábil ;  por 
estos  fundamentos  no  ha  lugar  á  lo  pedido  por    esta,    con 

costas.  Repónganse  los   sellos. 

Á  Ibarracm. 

De  este  auto  apeló  en  relación  el  Procurador  Campos. 


Fallo  de  la  Suprema  Carte. 

Buenos  Aires,  Mano  11  de  1875. 

Yistos :  resultando  que  con  fecha  nueve  de  Octubre  del  año 
pasado  pidió  el  representante  de  la  Municipalidad  de  San 
Nicolás  de  los  Arroyos  que  se  librase  oficio  al  Juez  de 
aquella  localidad  para  la  ratificación  de  los  testigos  exami- 
nados en  una  información  que  acompañó  en  copia  ;  que  el 
T.  vra  16. 
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Juez  de  Sección  accedió  de  plano  á  esta  solicitud  por  providencia 
de  foja  ciento  Veintinueve, techa  doce  de  Octubre;  que  el  ca- 
torce del  mismo  mes  pidió  revocatoria  de  esta  providencia  el 
apoderado  de  Fedepionte,  foja  ciento  cuarenta,  originando  este 
recurso  las  actuaciones  que  subsiguieron :  y  considerando  que 
todo  artículo  6  incidente  que  ocurre  pendiente  el  término 
de  prueba,  produce  el  efecto  de  suspenderlo,  porque  es  regla 
de  procedimiento  que  durante  ese  término  no  debe  hacerse 
otra  cosa  que  producir  las  pruebas,  se  revoca  por  estos  mo- 
tivos el  auto  apelado  de  foja  ciento  cincuenta  y  nueve  vuelta 
declarándose  que  el  término  debe  considerarse  suspendido 
desde  la  presentación  del  escrito  de  Fedemonteá  foja  ciento 
cuarenta ;  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos  de- 
vuélvanse. 

SALVADOR  11.  DEL  CARRIL. — ^JOSÉ  BARROS 
PAZOS. — J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DO- 
MÍNGUEZ. 
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CAI7SA    XXX 


D*  Azucena  A.  de  Ortiz,  contra  D.  Noé  Maqui  y  íT*",  sobre 

cumplimiento  de  un  contrato. 


m 

5umartb.— No  mejorándose  la  apelación  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  pri- 
mera rebeldía  que  acusa  el  apelado. 


Ceuo. — En  los  autos  seguidos  por  D*  Azucena  A.  de  Ortiz, 
contra  D.  Noé  Maqui  y  Hermanos  sobre  cumplimiento  de  un 
contrato,  el  Dr.  D.  Abel  Ortiz  representante  de  aquella,  acusó 
rebeldía  á  Maqui  por  no  haber  mejorado  el  recurso  dentro 
del  término  de  la  ley. 


Fallo  4e  la  ñupreukm  Corte 


Buenos  Aires,  Mano  11  de  1876. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  y  á  mérito 
de  la  disposición  contenida  en  el  artículo  doscientos  catorce 


^ 
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de  la  ley  de  procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación, 
7  devuélvanse  los  autos  previo  pago  de  costas  y  reposición 
de  sellos  por  el  apelante. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 


CAUSA    XXXI 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan,  contra 
D.  Juan  J.  Fernandez,   sobre  mejor  derecho. 


Sumario. — Puede  pedirse  la  revocación  de  un  acto  jurí- 
dico celebrado  en.perjuieio  de  un  acareeáor,  aunque  el  crédito 
sea  de   fecha  posterior  al  acto,    siempre  que  se  trate  de 
/      acciones  provenientes  de  un  crimen. 


É  É  * 


Caso,  —  Los  antecedentes  de  esta  causa  están  esplicados 
en  el 
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Fallo  del  Jaea  de  Seeelon. 


San  Jaan»  Setiembre  25  de  1875. 

Vistos :  en  la  tercería  de  dominio  promovida  por  D.  Juan 
José  Fernandez,  alegando  propiedad  de  la  casa  embargada 
á  D.  Ensebio  Méndez  en  el  juicio  ejecutivo  instaurado  á 
petición  del  Sr.  Fiscal  contra  dicho  Méndez;  en  ejecución 
de  la  sentencia  judicial  que  le  mandó  reembolsar  al  Erario 
público  de  la  Nación  el  valor  de  unas  mercaderías  sustraí- 
das por  su  orden  de  la  Aduana  Nacional  durante  el  domi- 
nio de  la  rebelión,  y  pidiendo  aquel  en  consecuencia  el 
desembargo  inmediato  de  dicha  easa,  con  lo  alegado  por 
las  partes,  lo  constante  de  autos  j  considerando  por  su 
mérito : 

1^  Que  el  tercer  opositor  fundó  su  dominio  al  sitio  j 
casa  embargada  en  la  escritura  de  fs.  1,  por  la  cual  cons- 
ta haber  i^omprado  el  mencionado  sitio  y  casa  á  D.  Ensebio 
Méndez  en  veinticinco  de  Enero  del  corriente,  fecha  ante- 
rior &  la  sentencia  que  condena  á  Méndez  al  pago  de  los 
valores  de  las  mercaderías  sustraídas. 

2^  Que  el  Sr.  Fiscal  contestando  á  la  demanda  de  ter- 
cería se  opone  á  la  eficacia  del  título,  fundándose  en  que  el 
crédito  fidcal  que  persigue  contra  el  citado  Méndez,  procede 
de '  una  sustracción  violenta  de  mercaderías  de  la  Aduana 
practicada  por  éste  en  el  mes  de  Noviembre  del  aao  pró- 
ximo pasado,  fecha  anterior  al  títnlo  de  xM)mpra  que  se  ha 
presentado,  el  cual  no  puede  por  ley,  ^  desvirtuar  las  res- 
ponsabilidades de  un  acto  anterior. 

3^  Que  por  su  parte  el  ejecutado  Méndez,  limitándose  en 
iu  escrito  de  foja  nueve,  á  adherirse  á  los  derechos  del 
tercer  opositor,  no  ha  contradicho  los  hechos  alegados  por 
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el  señor  Fiscal,  relativos  al  origen  del  crédito  que  motira 
la  ejecución. 

4^  Que  del  espediente  del  juicio  ordinario  promovido  por 
el  Fiscal  contra  Méndez,  por  cobro  del  valor  de  las  merca- 
derías sustraídas  de  la  Aduana  y  de  la  sentencia  condenatoria 
consentida  por  él,  consta  su  participación  y  responsabilidad 
en  aquella  sustracción ;  y  de  las  piezas  agregadas  en  co- 
pia, consta  asimismo  la  acusación  fiscal  y  sumario  levan- 
tado contra  Méndez  como  partícipe  y  bómplicede  la  rebelión 
nacional  que  dominó  la  Provincia  en  el  mes  de  Noviembre, 
teniendo  lugar  la  acusación  y  sumario  en  el  siguiente  mes 
de  Diciembre  último. 

5P  Que  la  oposición  del  señor  Fiscal  á  que  se  haga  valer 
un  título  de  compra  posterior  á  los  hechos  que  originaron 
el  crédito,  importa  pedir  como  acreedor  la  revocación  de 
actos  jurídicos  practicados  por  el  deudor  en  defraudación  de 
su  crédito. 

6^  Que  tal  revocación  en  el  presente  easo  está  espresa- 
mente  autorizada  por  el  artículo  veinte,  título  2^,  Sección 
2*,  Libro  2^,  Código  Civil,  bastando  que  el  hecho  que  dio 
lugar  á  la  condena  que  hoy  se  ejecuta,  y  el  proceso  cri- 
minal promovido  contra  el  deudor,  sean  anteriores  i  la 
enagenacion  de  cuya  revocación  se  trata. 

Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten: 

Fallo  definitivamente  juzgando,  y  declaro  no  haber  lugar 
al  desembargo  del  sitio  y  casa  solicitado  por  el  tercer  opo- 
sitor D.  Juan  José  Fernandez,  á  quien  se  dejan  á  salvo 
sus  derechos  contra  el  vendedor,  en  caso  de  rematarse  el 
fundo  reclamado.  -^  Con  costas.  —  Hágase  saber,  pudiendo  el 
actuario  notificar  esta  sentencia  original  fuera  de  la  oficina, 
y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 
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Fallo  de  1«  ñuprmwKkm  Corte* 


Baenos  Aires,  Mano  14  de  1876. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el  artículo 
segundo,  título  segundo,  sección  segunda,  libro  segundo  del 
Código  Civily  7  por  los  fundamentos  de  la  sentencia  ape- 
lada, se  confirma  esta  con  costas ;  satisfechas  las  de  la 
ii^stancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  MARlA  DEL  CAIiniL. -^JOSt 
BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSHAGA. 
—  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 


CAI7BA    XXXII 


D.  Ángel  Pastorini  contra  Palma,   GianoUi  y  Puedo  sobre 
cobro  de  daños  y  perjuicios  y  falso  flete. 


Sumario. — 1®  Los  cargadores  de  un  bizque  que,  en  un 
juicio  con  la  Aduana  sobre  contrabando,  se  hacen  en  una 
transacción    responsables    solidariamente    del    contrabando, 
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deben  responder  por  los  perjuicios  que  la  detención  del 
buque  pueda  ocasionar. 

2°  Las  mercaderías  que  se  encuentran  á  bordo  de  un 
buque  embarcadas  de  contrabando  se  presume  que  son 
propiedad  de  quien  las  compró,  salvo  que  pruebe  haber 
perdido  su  dominio. 

3^  La  absolución  de  posiciones  diciendo  no  recordar,  cuan- 
do la  pregunta  versó  sobre  los  principales  hechos  de  la 
causa,  debe  estimarse  como  una  confesión. 

4®  No  observándose  en  la  contestación  el  tanto  del  pedi- 
mento de  la  demanda,  debe  oon8Íde)?arse  aceptado. 


Caso,  —  La  discusión  de    esta  causa  está  esplicada  en  el 
siguiente 

Fallo  del  Jues  de   Secelon. 


Buenos  Aires,  Noviembre  de  1875. 

Vistos:  estos  autos  seguidos,  por  D.  Ángel  Pastorini 
contra  los  SS.  Palma,  Gianotti  y  Puccio  por  cobro  de 
falso  flete  de  mercaderías  embarcadas   en  la  «Pama  Italia-  | 

na»,  y  daños  y  perjuicios  por  estadías  del  dicho  buque  por 
causa  de  estar  sus  cargadores  perseguidos  por  las  autori- 
dades como  contrabandistas. 

Y    Considerando:    1®.   Que  los    SS.    Palma,    Gianotti   y  ^ 

■ 

Puccio  tenian  embarcados  en  la  «Fama  Italiana»  el  10  de 
Agosto  de  1872  los  12  bultos  á  que  se  refiere  el  conoci- 
miento de  f.  56. 

2®.  Que  los    mismos   SS.  compraron   á  Devoto  y  €•.  un  i 

cargamento  de  vinos  del  buque  <  Bondad»  é  hicieron  su 
transferencia  poniéndolo  á  sus  órdenes;  según  el  documento 
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de  f.  41,  y  del  bnqne  cBondad»  fueron  consignadas '  de  su 
cargamento  39  pipas  en  cuarterolas  á  la  orden  de  los  Stes. 
Palma,  según  recibo  del  piloto  á  f.  1  y  declaración  del 
capitán  á  f.  34. 

á^.  Que  habiéndose  suscitado  sospechas  sobre  que  ese 
cargamento  como  el  de  otros  buques  fueron  embarcados 
de  contrabando,  la  Administración  de  Aduana  primero,  y 
el  Juez  que  conoció  del  contrabando  después:  embargaron 
á  la  «Fama  Italiana»  con  registró  dé  viaje  para  el  Paraná. 

4^.  Que  por  esta  detención  como  por  el  falso  flete  de  los 
efectos  desembarcados  demandó  el  capitán  de  la  «Fama  Ita- 
liana», D.  Ángel  Pastorini,  á  Palma,  tSianotti  y  Puccio 
diciendo  ser  estos  señores  los  cargadores  de  la  mitad  del 
vino  recibido  de  trasbordo  de  la  barca  «Bondad»  y  «Zómco», 
hecho  que  estos  negaron,  confesando  haber  cargado  los  doce 
bultos  del  conocimiento  de  f.  56,  carga  inocente  al  contra- 
bando. 

5^.  Que  habiéndose  recibido'  á  prueba  se  ha  producido  el 
espediente  del  juicio  dé  contrabando  contra  los  SS.  Palma, 
Gianotti  y  Puccio  y  D.  José  Mernes  qué  concluyó  por  fran- 
saccíoií  á  f.  362  con  la  condenación  colectiva  á  estos  en- 
causados  al  pago  de  los  derechos  de  Aduana  y  irna  multa 
por  todas  las  mercaderías,  entre  las  que  figuran  las  car- 
gadas en  la  «Fama  Italiana»,  sin  especiñcarse  quienes  fueron 
los  cargadores  de  esto  último. 

Y  Considerando:  1*.  Que  aunque  no  ha  habido  senten- 
cia propiamente  dicha,  en  el  juicio  de  contrabando  acom- 
panado,  que  funde  las  responsabilidades  civiles  de  los 
delincuentes  y  sus  cómplices,  por  el  acta  de  transacción 
de  f.  362,  espediente  acompañado  y  fallo  aprobándola  de 
f.  375,  los  SS.  Palma,  Gianotti  y  Puccio  y  í).'  íosó  Mernes 
se  constituyen  solidariamente  responsables  del  contrabando 
que  dio  margen  á  la  detención,'  entre  otros  buques,  dé  la 
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«Fsrna  Italiana»,  j  por   tanto  lo   squ   igualmente   de   sus 
consecuencias, 

2^.  Que  habiéndose  probado  por  el  den^andante  que  el 
Tino  que  se  trasbordó  del  buque  cBondad»  y  cToruco»  al 
cFama  Italiana»  era  de  propiedad  de  Palma,  Oianotti  j 
Puccio,  comprado  por  estos  á  Devoto  y  Ca.  tiene  que  es- 
timarse que  solo  por  su  orden  y  como  propiedad  suya  pudo 
hallarse  en  la  cFama  Italiana»,  i  menos  que  pruebe  que 
habia  perdido  su  dominio  ó  transferidolo. 

3^.  Que  el  becho  confesado  por  estos  á  f.  186  del  espe- 
diente acompañado  que  los  señores  Wilner  y  Soraire  fueron 
los  encargados  por  ellos  para  llevar  su  carga  á  la  cFama 
Italiana»,  y  ser  esta  de  su  propiedad  como  queda  estable- 
cido; por  lo  que  es  de  presumirse  que  lo  hicieran  por  orden; 
y  el  no  menos  notable  de  pedirse  por  los  SS.  Palma, 
Gianotti  y  Puccio  que  se  les  entregue  la  carga  dicha  dudosa 
de  los  buques  en  que  se  habia  hallado  el  contrabando  á 
f.  i8i  espediente  acompañado. 

6^.  Que  al  mismo  fin  de  establecer  la  unidad  de  la  carga 
déla  fFama Italiana»  para  Palma,  Oianotti y  Puccio,  conduce 
e]  hecho  de  que  pjsdida  y  acordada  la  descarga  del  buque  por 
Pastoripi,  se  opusieron  á  su  descarga  los  dichos  Palma,  Gia- 
notti  y  Puccio-,^  que  comprometidos  á  dar  una  cuenta  de  la 
carga  bien  despachada  para  que  no  se  descargara,  no  inclu- 
yeron la  de  la  tFama  Italiana»  haciendo  así  que  por  el 
hecho  de  ellos  debidamente  protestado  (f.  124)  subsistiera 
el  embargo  6  detención;  y  sin  que  pudiera  alegarse  tampoco 
la  solicitud  de  Palma  y  Oianotti  que  recpnocí  por  fun- 
damento los  doce  bultos  ,del  conocimiento  de  foja  55, 
pues  estos  habían  sido  descargados  antes  de  la  solicitud  en 
que  se  opusieron  á  la  descarga. 

7^.  Que  habiendo  contestado  que  no  recordaban  al  ser 
interrogados    los  demandados   sobre  si  ellos    habían   dado 
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orden  al  oapitan  del  cTornoo»  para  remitir  i  la  cFama 
Italiana»  once  pipas  vino,  deben  estimarse  por  confesos 
desde  qne  la  pregunta  versa  sobre  los  principales  hechos 
de  la  cansa  y  no  puede  explicarse  esa  ignorancia  de  una 
manera  satisfactoria. 

9*.  Que  los  demandados  no  han  observado  ni  el  plazo  de 
la  detención,  ni  el  valor  del  falso  flete,  ni  la  indemnización 
por  estadías,  por  lo  que  deben  darse  por  confesados. 

Por  estos  fundamentos  de  conformidad  al  artículo  1235  del 
C6digo  de  Comercio,  fallo  que  los  señores  Palma,  Gianotti  j 
Puccio  paguen  á  los  diez  dias  de  notificados,  á  Don  Ángel 
Fastorini  la  suma  de  noventa  j  siete  pesos  treinta  j  siete 
centavos  fuertes  y  las  estadías  correspondientes  desde  el 
el  ocho  de  Agosto  de  1872  hasta  el  dia  en  que  se  hizo  la 
descarga  de  la  cFama  Italiana»  por  orden  del  Juez  de  Sec- 
ción en  lo  criminal  á  razón  de  doce  pesos  fuertes  por  dia, 
con  mas  los  intereses  legales  desde  la  demanda,  y  las  costas 
del  juicio.  Repónganae  los  sellos*  notifiquese  con  el  original 
y  devuélvase  el  espediente  acompañado. 

Isidoro  Álbarracin, 

De  esta  sentencia  apelaron  los  demandados. 

Fallo  de   1»  Snpreat»  Corte 

Buenos  Aires.  Mano  18  de  1879' 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  ochenta;  satisfechas  las  de  la  instan- 
cia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CAMIL.  -^  I08É 
BARROS  PAZOS.  — rJ.  B.  GOROSTIAGA. 
—  J.  DOMUCGIin.  —  8.  II.  lASPIUR. 
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i 

D.  Santiago  Bengolea  contra  Madas  y  Montes,  sobre  cumplí 
miento  de  un  contrato.    Incidente  sobre  personería. 


Sumario.  —  1**  Cuando  ¿n  comisionista  contrata  á  nombre 
6  por  cuenta  de  un  tercero,  no  hay  comisión  sino  mandato. 

2®  Aún  cuando  el  carácter  de  mandatario  no  sé  acredite, 
el  hecho  de  entenderse  el  tercero  con  el  mandante,  importa 
una  ratificación  que  rivalida  dicho  carácter. 

3^  El  mandatario,  en  sus  relaciones  con  los  terceros,  solo 
responde  si  contrae  á  nombre  propio. 


Caso.  —  En  Setiembre  de  1873,  D.  Guillermo  Bertrán, 
yendió  ¿jjf acias  y  Montfss,  por  cuenta  de  D.  Santiago  Ben- 
golea, un  cargamento  de  mas  ó  menos,  15,000  quintales  de 
carne,  que  debia  entregarse  en  San  Nicolás  de  los  Arroyos. 

Habiendo  surgido  algunas  dificultades  en  el  cumplimiento 
de  este  contrato,  Hacías  y  Montes  y  Bengolea,  nombraron 
á  D.  A^olliikríó'  Beifitez  paííá  dirii&irlas ;  pero  Benitez  se 
escusó  después  de  algún  f ietepb. 

En  Ju'áicT  de  1874,   Beiígolea  demandó  ante  el  Juez  de 
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Comercio  de  la  ^Provincia,  á  Macías  y  Montes,  la  suma  de 
863  Jf  21  cts.  Etes.i  por  saldo  adeudado  de  la  negociaojion. 

Maclas  y  Montes,,  declinaron  la  jurisdicciop  provincial, 
alagando  que  el  demandante  e^a  argentino  y  ellos,  estranjeroa, 
por  cuyo  motivo  la  causa  correspondía  al  Juez  de  Sección^ 
y  de  co3iformidad  de  partes  se  remitieron  á  éste,  los  autos. 

Ante  el  Juez  Federal,  Bengolea  reprodujo  la  demanda. 

Copr^ido  traslado,  Macías  y  Montes,  promovieron  artículo 
negando  personería  al  demandante  por  no  baber  contratado 
con  él  sino  con  D.  Guillermo  Bertrán. 

Dijeron  que  Bertrán  habia  sido  el  vendedor.,  que  i  él 
hablan  pagado  el  precio,  que  él  les  había  pasado  las  cuentas, 
y  con  él  hablan  celebrado  una  modificación  del  contrato  pri* 
mitivo.  Que  aún  cuando  Bertrán  vendiese  cosa  agena,  por 
cuenta  del  propietario,  para  los  esponentes,  el  vendedor  era 
el  único  obligado  y  quien  por  consiguiente  adquiría  derechos 
en  el  contrato,  siendo  Bengolea  un  tercero,  que  nada  tiene 
que  ver  con  los  esponentes,  sino  con  Bertrán  si  es  que  han 
sido  perjudicados. 

Que  las  prácticas  del  comercio  establecen  el  que  se  venda 
por  cuenta  de  un  tercero,  efectos  6  mercancías,  pero  los 
obligados  son  los  que  directamente  intervienen  en  el  contra- 
to, quedando  salva  la  acción  del  comitente  contra  el  comi- 
sionista, artículo  337  del  Código  de  Comercio. 

Que  no  puede  decirse  que  la  intervención  de  Bertrán  haya 
sido  como  corredor,  puesto  que  los  corredores  lo  fueron  Mar- 
ti y  Benitez. 

Acompañaron  varias  cuentas  pasadas  por  Bertrán  á'los 
esponentes,  que  se  dicen  provenientes  de  este  negoeit)  y  una 
modifieaoion  del  contrato  anterior,  en  cuanto  al  modo  de 
pagar  los  derechos.  .     i 

Corrido  traslado  del  articulo,  Bengolea  pidió  que  se  re- 
chazara con  costas. 
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Dijo,  qae  el  boleto  de  venta,  claramente  espresa  que  el 
contrato  se  hace  por  cuenta  del  esponeate,  como  único  pro- 
pietario de  las  carnes  vendidas,  siendo- Bertrán  un  interme- 
diario, como  comisionista  que  vendia  por  cuenta  del  comi- 
tente. Que  Bengolea  personalmente  ha  hecho  la  entrega  de 
las  carnes,  y  endosaba  los  recibos  al  comisionista  para  que 
los  cimbrase.  Que  habiendo  surgido  diñcultades  entre  Ber- 
trán y  los  compradores,  estos  mismoS'  solicitaron  entenderse 
directamente  con  Bengolea,  y  no  habiéndose  arreglado  nom- 
braron á  Benitez  para  dirimir  la  cuestión,  reconociendo  asi 
que  el  contrato  era  con  Bengolea  y  no  con  Bertrán.  Que 
.el  artículo  337  del  Código  de  Comercio  es  inaplicable,  pues- 
to que  de  autos  resulta  que  reconocieron  la  personería  de 
Bengolea  y  no  la  de  Bertrán. 

Acompañó  una  carta  con  la  firma  de  D.  Guillermo  Bertrán, 
en  que  este  declara  que  Macías  y  Montea  solicitaron  arre- 
glarse directamente  con  Bengolea  en  la  dificultad  suscitada, 
rechazaindo  la  intervención  de  Bertrán. 


Vallo  del  Jaes  de  Seeelon. 


Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1875. 

Vistos :  estos  autos  promovidos  por  D.  Santiago  Bengolea 
contra  los  Sres.  Macías  y  Montes  por  ejecución  de  un  con- 
trato de  compra  de  carnes  saladas;  y  especialmente  en  la 
articijilaeion  de  personería  por  el  último  contra  el  primero. 

T  considerando:  i^  Que. al  alegarse  que  D.  Santiago  Ben- 
golea no  tiene  personería  se  fundan  únicamente  los  deman- 
dados en  que  el  contrato  de  compra  de  carnes  se  hizo  con 
el  Sr.  Bertrán,  y  por  tanto,  como  comisionista  que  baee 
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suyas  las  acciones  y  dereclios  que  se  originan  del  contrato, 
y  consta  sin  embargo  del  contrato  mismo  que  al  contratar, 
Bertrán  espresa  que  lo  hace  por  D.  Santiago  Bengolea  6 
por  su  cuenta,  y  desde  ese  momento  no  es  tal  comisionista 
sino  mero  mandatario,  diferencia  que  se  halla  establecida 
en  el  inciso  2°,  artículo  300  del  Código  de  Comercio. 

2^  Que  aunque  con  posterioridad,  Bertrán  haya  admitido 
modificaciones  en  el  contrato  ó  al  contrato  sin  espresar  que 
procede  como  mandatario  ha  de  suponerse  eae  oarécter 
desde  que  no  consta  la  revocación. 

3"*  Que  aún  cuando  no  se  ha  acreditado  el  carácter  de 
mandatario  de  Bertrán,  el  hecho  de  haberse  entendido  Ha- 
cías y  Montes  con  Bengolea,  que  no  han  negado  estos  seño- 
res, importa  una  ratificación  que  rivalida  el  carácter  que 
invoca  y  el  contrato  celebrado. 

4^  Que  aunque  el  comisionista  está  directamente  obligado 
á  los  terceros  con  quienes  contrata,  y  estos  solo  pueden  res- 
ponder al  comitente  en  caso  de  cesión  del  primero,  lo  con- 
trario sucede  con  el  mandatario  en  sus  relaciones  con  los 
terceros,  en  cuyo  caso  solo  responde  si  contrae  á  nombre 
propio  y  queda  libre  de  toda  responsabilidad  para  con  los 
terceros,  presentándosejel  mandatario  á  la  ratificación  (artículos 
313  y  314  del  Código  de  Comercio),  lo  que  ha  tenido  lugar 
en  el  caso  ocurrente. 

Por  estas  consideraciones,  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la 
escepcion  de  falta  de  personería  deducida  por  los  Sres.  Ma- 
clas y  Montes  en  el  presente  litis  y  ordenándoles  en  con- 
secuencia evacúen  directamente  el  traslado  de  la  demanda 
pendiente.    Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracirín 
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De  este  auto  apelaron  Hacías  y  Montes,  y  el  recurso  se 
les  otorgó  en  relación. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  ochenta  y  una;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  COROS- 
TUGA.  -<  1.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 
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CAUSA     XXXIT. 


D.  Dionisio  Várela  contra  los  herederos  de  D.  José  B.  Molina, 
por  cobro  de  pesos,  procedentes  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  1  *  Las  acciones  civiles  que  nacen  del  delito 
de  rel)elion,  corresponden  al  conocimiento  de  los  Juzgados 
de  Sección,  cualquiera  que  sea  la  persona  demandada. 

2^  Pueden  ser  deducidas  independientemente  de  la  acción 
criminal,  después  de  la  muerte  del  responsable. 

3^  Todo  delito  hace  nacer  la  obligación  de  reparar  el  per- 
juicio que  de  él  resulta  á  otro ;  y  tal  es  la  imposición  de 
una  contribución  forzosa,  impuesta  á  consecuencia  del  delito 
de  rebelión. 

4^  Las  responsabilidades  que  nacen  de  los  hechos  de  la 
rebelión  no  se  estienden  hasta  la  obligación  de  indemnizar 
los  sueldos  que  han  dejado  de  percibir  los  empleados  pú- 
blicos separados  de  su  destino  á  consecuencia  de  aquella. 

5*  La  obligación  de  reparar  los  daños  causados  por  delito, 
pesa  solidariamente  sobre  todos  los  que  han  participado  en 
él,  y  pasa  á  los  herederos  de  estos,  que  hayan  aceptado  la 
herencia. 

6^  Declarado  nulo  el  embargo  y  Tenta  de  una  finca,  su 
dueño  tiene  derecho  á  cobrar  al  causante  los  intereses  del 
T.  vm  17 
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precio  que  recibió  desde   el  dia  del  embargo  hasta  el  de  su 
reintegración  en  la  propiedad  y  posesión  de  la  misma. 

7°  Cuando  las  pretensiones  de  las  partes  no  han  sido 
otorgadas  todas,  ni  todas  desestimadas,  cada  una  de  ellas 
debe  pagar  sus  costas. 


Caso,  —  Dictado  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  29  de 
Julio  de  1871  (Tomo  1^,  Serie  2%  página  301),  y  vueltos 
los  autos  al  Juez  de  Sección  de  Mendoza,  por  recusación 
del  de  San  Juan,  los  herederos  de  Molina  pidieron  el  re- 
chazo de  la  demanda  de  Tárela  por  no  ser  su  finado  padre 
responsable  de  los  perjuicios  sufridos  por  el  actor,  y  contra- 
demandaron  á  éste  para  que  fuera  condenado  á  pagarles  los 
arriendos  de  la  finca  embargada  desde  Marzo  16  de  1867, 
fecha  del  embargo,  hasta  Junio  16  de  1874,  á  razón  de  500 
ps.  anuales,  y  la  suma  de  204  ps.  67  cts.  bol.  que  les  debia 
por  reembolso  de  costas  en  el  espediente,  sobre  recusación 
del  Juez  de  Sección  de  San  Juan,  que  fueron  declaradas  de 
su  cargo. 

Várela,  sostuvo  que  ^Molina,  Gobernador  de  San  Juan,  era 
responsable  de  sus  actos  ilícitos  según  el  artículo  3,  título 
De  los  actos  ilicttos,  Código  Civil;  qne  no  debia  los  arrien- 
dos por  haber  sido  poseedor  de  la  finca,  de  buena  fé,  á 
mérito  de  adjudicación  in  solutura;  y  que  de  las  costas 
reclamadas  no  era  esa  la  forma,  ni  la  acción  que  debian 
deducir  los  herederos. 

Producidas  las  prue1)as,  y  alegádose  por  las  partes,  se 
dictó  el  siguiente 
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Mendoza,  Junio  7  de  1875. 

Y  vistor:  estos  autos  seguidos  entre  D.  Alejandro  Lio- 
veras,  como  apoderado  de  D.  Dionisio  Tárela,  y  D  Juan  G. 
Molina  por  sí  y  en  representación  de  sus  hermanos  D.  Sisto, 
D.  Bruno  y  D*  Sista  Molina,  por  cantidad  de  pesos  que  el 
primero  cobra  á  los  cuatro  últimos,  como  herederos  del  fina- 
do padre  de  ellos  D.  José  B.  Molina. 

El  primero,  acompañando  una  cuenta  por  valor  de  ps.  bol. 
4020,  deduce  demanda  por  dicha  cantidad  contra  los  últimos, 
espresando  que  en  el  año  de  i867,  bajo  el  imperio  y  por 
orden  del  Gobierno  de  hecho,  que  creó  la  rebelión  entonces 
producida,  compuesto  de  D.  José  Bernado  Molina  como  Go- 
bernador y  D.  Marcos  A.  Lloverás  y  D.  Federico  C.  Legrand 
como  Ministros,  fué  preso  en  la  ciudad  de  San  Juan,  en 
que  residía,  arrancándosele  del  seno  de  su  familia ;  obligado 
en  seguida,  hallándose  aún  encarcelado,  á  entregar  á  dicho 
Gobierno  una  contribución  de  ps.  bol.  2000;  destituido  luego 
d^l  puesto  de  Juez  del  Crimen,  que  desempeñaba  por  nom- 
bramiento  del  Gobierno  legal  que  había  sido  derrocado;  y 
finalmente,  desterrado  á  la  República  de  Chile,  en  dirección 
á  la  cual  se  le  hizo  salir  escoltado  por  una  partida  armada 
que  lo  condujo  hasta  la  Cordillera. 

Añade  que  estos  actos  arbitrarios  le  han  producido  per- 
juicios materiales,  por  valor  de  la  cantidad  demandada, 
según  resulta  de  las  diversas  partidas  de  la  cuenta  que 
acompaña,  y  que  siendo  los  demandados  responsables '  civil- 
mente, por  haber  aceptado  sin  limitación  la  herencia  de  su 
finado  padre  de  los  actos  de  éste,  procede  que  se  les  con- 
dene al  pago  con  las  costas  del  juicio. 
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Los  demandados  contestan  que  el  Gobernador  Molina  no 
es  responsable  dé  los  perjuicios  que  se  mencionan  en  las  5 
partidas  de  la  cuenta  acompañada  por  el  demandante ;  que, 
aunque  asi  no  fuera,  él  no  puede  ser  responsabilizado  civil- 
mente de  sus  actos  como  Gobernador,  sin  que  milite  pre- 
viamente el  juicio  que  á  tal  responsabilidad  le  obligue;  y 
finalmente,  que  el  espresado  D.  José  B.  Molina,  tuvo  dos 
ministros  que  ^  autorizaron  sus  actos,  y  que  siendo  en  todo 
casó  ellos  como  él  responsables  por  estos  de  mancomún, 
pero  no  solidariamente,  porque  no  hay  ley  alguna  que  así 
lo  decida;  no  puede  Yarela  demandar  por  la  totalidad  de 
los  perjuicios  que  alega  como  fundamento  de  su  acción. 

Después  de  contestar  así  la  demanda,  los  demandados  re- 
coiivinieron  á  Várela  por  el  valor  de  los  arriendos  de  la 
finca  de  Panquegua,  de  propiedad  de  ellos,  y  los  intereses 
correspondientes,  por  5  años  y  3  meses,  transcurridos  desde 
el  16  de  Marzo  de  1869,  en  que  el  mismo  Várela  en  juicio 
seguido  ante  el  Juzgado  Seccional  de  San  Juan,  que  fué 
declarado  nulo  por  resolución  de  la  Suprema  Corte  de  29 
de  Julio  de  1871,  hizo  embargar  esa  finca,  que  posterior- 
mente por  sentencia  judicial  le  fué  dada  en  pago  de  su 
crédito,  hasta  el  16  de  Junio  de  1874,  á  razón  de  $  500 
anuales ;  y  le  reconvienen  igualmente,  por  la  suma  de  ps. 
bol.  204.67  cts.,  valor  de  unas  costas  que  dicen  Várela  les 
es  deudor,  según  resulta  de  un  espediente  seguido  sobre 
recusación  del  Sr.  Juez  de  Sección  de  San  Juan. 

Contestando  la  reconvención,  el  demandante  sostiene  haber 
sido  poseedor  con  justo  título  y  de  buena  fé,  de  la  finca 
mencionada,  por  lo  cual  como  porque  hasta  esa  fecha  no  se 
habia  resuelto  aún  por  la  Suprema  Corte  la  apelación  que 
tenia  interpuesta  de  la  sentencia,  en  que  se  le  ordenaba  la 
restitución  del  inmueble,  el  cobro  de  los  arriendos,  no  pro- 
cedía. 
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Qne  en  cuanto  á  las  costas,  no  se  cobraban  en  la  forma 
7  Tía  qne  por  derecho  debian  cobrarse. 

La  cansa  fné  abierta  á  pmeba. 

T  considerando  en  cnanto  á  la  demanda :  1^  Que  se  halla 
plenamente  probado  en  autos  por  las  declaraciones  y  docu- 
mentos públicos,  corrientes  en  ellos,  como  por  el  reconoció 
miento  de  los  propios  demandados,  el  hecho  de  haber  de- 
sempeñado D.  José  Bernardo  Molina  el  cargo  de  Gobernador 
de  San  Juan,  en  la  época  de  la  rebelión  ocurrida  entre 
los  años  1866  y  i867,  siendo  sus  ministros  los  nombrados, 
D.  Marcos  A.  Lloverás  y  D.  Federico  C.  y  Legrand,  sin 
que,  por  otra  parte,  se  haya  alegado  por  dichos  demandados 
circunstancia  alguna  que  sirva  á  escusar  tal  hecho. 

^  Que  la  competencia,  asi  puesta  en  duda,  de  este  Juz- 
gado, para  entender  en  este  asunto,  sin  que  milite  un  otro 
jaicio  previo,  es  indiscutible  desde  que  se  trata  puramente 
de  acciones  civiles  que  nacen  del  delito  de  rebelión,  para 
cuyo  juzgamiento  como  para  el  de  las  acciones  que  de  él 
deriven  no  hay  mas  tribunales  competentes  que  los  nacio- 
nales sin  que  obste  en  manera  alguna  el  hecho  de  que  el 
causante  de  los  demandados  haya  desempeñado  el  cargo  de 
Gobernador  de  una  Provincia  en  la  época  en  que  los  actos 
que  dan  lugar  al  juicio  tuvieron  lugar,  porque  la  ley  es 
general  y  no  contiene  escepcion  alguna  respecto  de  los  he- 
chos de  tales  funcionarios,  que  precisamente  por  serlo,  cuan- 
do han  obtenido  su  autoridad  como  en  el  presente  caso, 
dorante  la  rebelión,  agravan,  según  la  ley,  las  responsabi- 
lidades consiguientes  á  toda  participación  en  aquella ;  á  lo 
que  se  agrega  qne  la  acción  civil  ha  podido  deducirse  legal- 
mente  con  prescindencia  é  independientemente  de  la  acción 
criminal,  después  del  fallecimiento  del  Sr.  Molina. 

3°  Que  la  primera  partida  de  la  cuenta  corriente  á  f .  i% 
del  cuerpo  principal  de  los  autos,  que  se  refiere  al   hecho 
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de  la  contribución  forzosa  de  ps.  bol.  2000,  impuesta  al  de- 
mandante por  el  Gobierno  revolucionario  que  precedió  al  Sr. 
Molina,  como  la  entrega  de  dicha  suma,  están  debida  y 
plenamente  justificadas  en  autos  con  las  declaraciones  de  D. 
Antonio  Gil,  f.  71,  de  D.  Juan  Grisóstomo  Quiroga,  f.  72, 
de  D.  Pedro  Caraffa,  f.  73  y  de  D.  Valentín  Gil,  f.  70, 
como  por  el  mérito  de  las  alegaciones  mismas  de  D.  Marcos 
A.  Lloverás,  en  aquel  cuerpo  de  autos. 

i^  Que  en  tal  caso  y  no  habiéndose  alegado  por  los  de- 
mandados escepcion  alguna,  para  escusar  esa  ilegal  y  arbi- 
traria imposición,  es  ineludible  la  responsabilidad  legal  que 
de  ella  se  deriva  contra  los  que  la  perpetraron,  pues  es  un 
principio  universal  de  jurisprudencia  y  una  disposición  es- 
presa de  la  ley,  que  todo  delito  como  todo  hecho  cometido 
por  culpa  ó  negligencia,  hacen  nacer  la  obligación  d«  reparar 
el  perjuicio  que  por  ellos  resulte  á  otro  (artículo  72,  tít. 
»»,  y  3^  tít.  9»,  Sec.  2*,  lib.  2^  del  Código  Civil.— Leyes  13, 
tít.  14,  Part.  5*  y  3*,  tít.  15,  Part.  6*). 

5^  Que  en  cuanto  á  los  perjuicios  que  forman  el  objeto 
de  la  tercera  partida  de  la  cuenta  arriba  mencionada,  y  que 
el  demandante  funda  en  el  hecho  de  haber  sido  separado 
por  el  Gobierno  de  Molina,  del  puestq  de  Juez  del  Crimen, 
que  desmpeñaba  bajo  el  imperio  de  la  administración  legal 
y  dejado  de  percibir  por  esa  causa  los  sueldos  correspon- 
dientes á  tal  destino,  no  ha  producido  justificación  alguna 
que  acredite  esta  falta  de  percepción,  una  ves  que  se  res- 
tableció el  orden  en  esta  Provincia,  y  por  otra  parte,  esos 
sueldos  no  son  estimables  ni  abonables  por  los  demandados, 
desde  que  no  es  lícito  suponer  que  el  demandante  continuara 
ó  pudiera  continuar  desempeñando  el  puesto  bajo  la  admi- 
nistración creada  por  el  derrocamiento  de  las  autoridades  le- 
gales, sin  hacerse  cómplice  de  los  mismos  hechos  que  dieron 
lugar  á  los  procedimientos  reprobados  de  que  se  queja,  y 
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porque  además,  por  estensas  qvm  se  consideren  las  respon- 
sabilidades que  nacen  de  los  hec  hos  de  la  rebelión,  ellas  no 
pueden  alcanzar  hasta  imponer  lia  obligación  de  indemnizar 
6  abonar  los  sueldos  dejados  de  percibir  por  los  empleados 
páblicos  separados  á  consecuencia  de  aquella,  de  sus  desti- 
nos, no  existiendo  ley  espresa,  principio  ni  consideración 
que  establezca  tal  respon8abilida,d. 

6^  Que  sobre  la  verdad  de  la  4*  y  5*  partida  de  la  cuenta 
espresada,  que  se  refieren  á  giststos  estraordi&arios  que  el 
destierro  impuesto  por  el  Gobiierno  de  Molina,  produjo  al 
demandante,  y  al  valor  de  dos  muías  que  le  fueron  arreba- 
tadas^ en  el  Departamento  de  lai  Iglesia,  por  una  montonera 
de  Várela,  no  se  ha  producido  n  i  intentado  producir  tampoco 
justificación  alguna,  y  no  pueden  así  ellas  ser  legalmente 
tomadas  en  consideración  para  ordenar  su  abono. 

7^  Que  la  obligación  de  repar  ar  los  danos  causados  por  un 
delito,  aunque  este  no  sea  de  los  penados  por  el  derecho 
criminal,  pesa  solidariamente  stobre  todos  los  que  han  par- 
ticipado en  él  (artículo  1-6,  tít .  8^,  sec.  2",  lib.  2^,  Código 
Ciril.— Leyes  IS,  tít.  i5,  y  20,  tít.  14,  Part.  ?■),  y  que  por 
consiguientei  en  el  presente  caso,  en  que  se  trata  de  un 
delito  del  dei^ecfao  criminal,  y  en  que  se  halla  probada  la 
responsabilidad  coínnn  de  los  miembros  del  Gobierno,  presi- 
dido por  el  padre  de  los  deman  dados,  en  el  hecho  de  la  con- 
tribución forzosa  impuesta  al  d  emandante,  no  puede  consta- 
tarse la  solidaridad  de  aquellos. 

8^  Que  es  igualmente  una  disposición  legal  (art.  33,  fít. 
8«,  sed.  2*,  ííb.  2í*  del  Código  Civil.— Ley  20,  tít.  14,  p.  ?•) 
que  lasi  responsabilidades  lega][es  procedentes  de  delito,  en 
caso  de  mueite  del  autót,  reoa  en  sobre  los  herederos  legíti-' 
mos  que  aceptando  la  herencia,  e  ntran  en  posesión  de  los  bienes 
del  finado,  como  sucede  en  este  caso  respecto  de  los  herederos  de 
D.   José  B.  Molina,  según  el  propio  asentimiento  de  ellos. 
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Considerando  en  cuanto  á  la  reconvención  dedifcida ;  í^ 
Que  de  los  espedientes  relativos  que  se  tienen  á  la  vista 
conio  parte  integrante  del  presente,  resulta  que,  con  fecha 
15  de  Mayo  de  1869  fué  embargada  por  orden  del  Sr.  Juez 
de  Sección  de  San  Juan  y  &  solicitud  del  demandante  señor 
Várela  la  finca  de  propiedad  de  los  demandados  á  que  ellos 
se  refieren,  y  que  esta  finca  permaneció  embargada  hasta  el 
17  de  Marzo  de  1871  en  que  se  dio  posesión  de  ella  al  mismo 
demandante  en  virtud  de  resolución  judicial  de  fecha  18  de 
Febrero  del  mismo  año,  ordenando  que  la  espresada  finca 
se  diera  en  pago  da  su  crédito  á  aquel,  per  no  haberse  pre- 
sentado postores  al  remate  de  la  misma,  y  que  por  escritura 
publica  de  fecha  15  de  Mayo  del  mismo  año  1869  Várela 
trasmitió  el  dominio  de  la  finca  á  D.  Alejandro  Lloverás 
por  el  precio  de  pesos  bolivianos  2,200. 

2°  Que  habiendo  obtenido  así  Várela  la  propiedad  del 
fundo  en  virtud  de  la  dación  en  pago  que  se  le  hizo  por  la 
resolución  judicial  citada,  debe  ser  considerado  como  un 
poseedor  de  buena  fé  del  mismo,  dueño  por  consiguiente 
desde  entonces  de  los  frutos  percibidos  mientras  que  por 
sentencia  judicial  yá  requerimiento  de  interesado  no  se  le 
hiciese  saber  la  invalidez  de  su  título  (art.  63  y  not&pal  64, 
tít.  l^  sec.  1*,  part.  2-,  lib.  2« ;  73  y  83,  tít.  2%  lib.  2^  del 
Código  Civil),  sin  obligación  tampoco  de  responder  de  los 
frutos  que  produjo  ó  pudo  producir  la  finca  mientras  perma- 
neció embargado ;  desde  que  durante  esa  época  no  era  po- 
seedor de  ella. 

3®  Que  Várela  aparece  no  haber  sido  notificado  ni  tenido 
noticia  oficial  del  recurso  de  apelación  de  hecho  que  los 
demandados  entablaron  en  26  de  Setiembre  de  1870  ante  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  del  fallo  condenatorio  del  Juez 
de  Sección  de  San  Juan,  que  le  sirvió  de  título  para  el  juicio 
ejecutivo  que  siguió  ante  este  Juzgado,  en  19  de  Agosto  de  1871 . 
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4^  Que  desde  esa  fecha  es  que  debe  ser  considerado  en  la 
obligación  de  restitirir  loa  frutos  de  <  la  casa  que  se  dio  en 
pago. 

5^  Que  en  este  caso,  esos  frutos  no  son  otros  que  los  inte- 
reses del  dinero  que  recibió  como  precio  de  la  venta  que  ve- 
rificó á  Lloverás  inmediatamente  de  la  dación  en  pago,  y  no 
los  arriendos  de  la  finca,  como  equivocadamente  se  pretende 
por  los  demandados. 

09  Que  en  cuanto  al  valor  de  las  costas,  segundo  objeto  de 
la  reconvención  deducida,  de  autos  consta  que  existe  sobre 
la  liquidación  y  verdadero  monto  de  la  misma,  oposición 
formulada  por  el  demandante  y  que  mientras  no  recaiga 
sobre  ella  resolución  judicial,  el  cobro  de  aquella^  es  Im- 
procedente. 

Por  estas  consideraciones  definitivamente  juzgando  declaro: 
que  los  herederos  de  D.  José  B.  Molina,  D.  Juan  O.,  Don 
Sisto,  D.  Bruno  y  D.  Sísta  Molina  son  deudores  al  deman^^^ 
dante  D.  Dionisio  Várela  de  la  suma  de  j)fbl.  2000  á  que 
se  refiere  la  primera  partida  de  la  cuenta  acompañada  á  la 
demanda  y  sus  intereses  correspondientes  hasta  el  efectivo 
pago  desde  el  22  de  Marzo  de  i  867 ;  debiendo  descontar  se 
de  ellos  los  intereses  que  correspondan  á  la  cantidad  de  pesos 
bolivianos  2,200  que  recibió  Várela  como  precio  de  la  finca 
de  propiedad  de  los  primeros  desde  el  16  de  Marzo  de  1871 
hasta  el  dia  en  que  se  verifique  también  su  pago,  y  abonarse 
intereses  unos  y  otros  con  arreglo  al  que  pagan  los  Bancos  Pú- 
blicos en  esta  ciudad;  absolviéndose  álos  demandados  del  cobro 
de  las  demás  partidas  de  la  cuenta  referida  y  al  demandante 
del  cobro  de  las  cantidades  objeto  de  la  reconvención  en  lo  que 
no  sea  los  intereses  espresados.  Con  costas  á  la  parte  de  los 
herederos  de  Molina.  Hágase  saber  con  el  original  y  repón- 
gase el  papel. 

Caltsto  S.  de  la  Torre. 
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Falle  del  Jíaes  Aeeeleaal. 


Baenos  Aires,  Setiembre  7  de  1875. 

Motivando  la  ejecución  de  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte 
Nacional  un  nuevo  juicio,  intímese  á  los  Sres.  Lloria  y  com- 
pañía nombren  su  perito  arbitro,  dentro  de  tercer  dia,  y 
resultando  de  autos  que  estos  residen  en  el  Baradero  co- 
métese la  diligencia  al  Juzgado  de  Paz  bajo  apercibimiento 
de  nombrárseles  de  oficio,  é  intímeseles  constituyan  domicilio 
legal  dentro  del  predícho   término,  6  nombren  procurador* 

Repóngase  el  sello. 

Á  Ibarracin. 


Felle  de  I»  Auprem»  Oerte. 

Baenos  Aires,  Marzo  21  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  noventa  vuelta,  satisfechas  las  de  la  instan- 
cia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M''  DEL  CARRIL.  —JOSÉ  BARROS 
PAZOS.— J.  B.  G0R0STIA6A.— i.  DO- 
MÍNGUEZ.—8.   M.  LASPIUR. 
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CAUSA  XXXTI 


D.  ÁnselíHO  Saenz  Valiente  contra  D.  Santiago  Stibourin, 

por  cobro  ejecutivo  de  alquileres. 


Sumario.  —  Entablada  por  el  locador  acción  ejecatiya  por 
cobro  de  alquileres,  debe  intimarse  el  pago  pnra  y  simple- 
mente, 7  no  con  la  condición  de  si  el  inqnilino  no  presen- 
tase recibo  en  el  acto  de  la  notificación. 


Caso —  D.  Anselmo  Saenz  Valiente,  argentino,  demandó  eje- 
cutivamente á  D.  Santiago  Subourip,  estrangero,  por  cobro  de 
8000  pesos  correspondientes  al  alquiler  de  la  casa  calle 
Esmeralda  n.  260  por  los  meses  de  Noviembre  y  Diciembre 
de  1875. 


Fall»  del  Jíaea  ••••toaal. 


Buenos  Aires,  Enero  87  de  1876. 

Hágase  la  intimación  que  se  pide  siempre  que  en  el  acto 

de  la  notificación  no  presente  los  recibos  que  acrediten  el 

pago  de  la  suma  que  se  cobra. 

Álbarracin. 
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Saenz  Valiente  apeló  por  la  condición  impuesta  al  auto, 
alegando  no  ser  ella  admitida  por  la  ley  de  juicio  ejecu- 
tivo, y  poder  la  misma  ofrecer  un  protesto  para  conyertir 
en  ordinaria  la  acción  ejecutiya  que  la  ley  civil  acuerda  al 
locador  para  el  cobro  de  alquileres. 


Falle  de  la  Suprema  Cei*te< 


Buenos  Aires,  Mano  %hét  1976. 

Vistos:  Compitiendo  al  tocador  acción  ejecutiva  para  el 
cobro  de  los  alquileres,  según  el  articulo  ochenta  y  seis, 
título  De  la  Locación,  Código  Civil,  se  revoca  el  auto  ape- 
lado de  foja  dos  vuelta,  satisfechas  las  costas  y  repuestos 
lol9  sellos,  devuélvase  para  que  él  Juzgado  de  Sección  pro- 
ceda, de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  articulo  dos- 
cientos  cincuenta  y  dos  de  la  Ley  de  Procedimientos.    . 

SALVADOR  MARlA  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS.— I.B.  GOíROSTIAGA.— 
S.  M.  MSPIUR. 
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CAUSA    ZXXTII. 


D.  Jacobo  García  Bravo  contra  D.  Carlos  Rojas  par  cobro 
de  sueldos  de  Capitán  del  buqtie  tSihia», 


Sumario.  —  Probadas  por  parte  del  demandado  las  escep- 
ciones  y  resultando  además  que  la  demanda  contiene  una 
plus  petition,  debe  ésta  ser  rechazada  con  el  cargo  de  costas 
al  actor. 


El  caso  se  baila  bien  determinado  en  el  siguiente 


Finito  del  Jlnes  Aeeelatial* 

iBaenos  Aires,  Octubre  3  de  187^. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Garlos  García  BraTo 
contra  D.  Carlos  Bojas  por  oobro  de  sueldos  como  Ca]^tan 
del  pailebot  cSilyia». 

T  de  que  resulta :  i®  Que  Jacobo  Garcia  Bravo  demanda 
á  D.  Carlos  Bojas  el  valor  de  63,627  {)eso8  moneda  corriente 
por   sus  sueldos  como   Capitán  del  pailebot   «Silvia»  desde 
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que  entró  á  mandarlo  en  Diciembre  de  1870  hasta  28  de 
Mayo  de  1872,  añrmando  que  Rojas  fué  socio  de  D.  Au- 
gusto de  la  Riestra  en  el  mencionado  buque. 

2°  Que  corrido  traslado  de  la  demanda  Rojas  se  escepciona 
que  han  sido  pagados  en  una  parte,  que  en  la  otra  parte  hay 
cosa  juzgada,  pidiendo  para  ^urtificar  las  esoepciones  que  se 
tenga  á  la  vista  el  espediente  seguido  por  el  mismo  Rojas 
contra  el  demandante. 

3^  Que  traido  á  la  vista  el  mencionado  espediente,  resulta 
en  efecto  que  en  Abril  de  1872  Bravo  demandó  á  Rojas  por 
sus  sueldos  como  Capitán  del  «Silvia»,  alegando  entre  otras 
razones  que  siendo  Rojas  socio  y  co-partícipe  del  «Silvia», 
debia  responderle  por  todos  sus  sueldos  que  detalló  en  la 
cuenta  de  f.  40  hasta  el  23  de  Mayo  de  1872. 

4^  Que  consta  igualmente  que  el  Juzgado,  después  de  re- 
cibir á  prueba  sobre  la  Sociedad  ó  co-participacion  de  Rojas 
con  Riestra  en  el  pailebot  «Silvia»  falló  declarando  que  no 
se  habia  probado,  y  la  Suprema  Corte  confirmó  esa  senten- 
cia por  sus  fundamentos  á  f.  360  del  dicho  espediente  á 
pesar  de  haberse  solicitado  por  Bravo  que  se  declarase  estar 
probada  esa  Sociedad. 

5^  Que  del  mencionado  espediente  consta  igualmente  que 
Rojas  pagó  á  Bravo  (á  f.  324)  el  saldo  de  sus  sueldos 
desde  Diciembre  de  1870  hi^ta  5  de  Setiembre  de  1871, 
de  conformidad  á  las  sentencias  antes  invocadas  y  á  su  cuenta 
de  f.  292. 

T  considerando :  1®  Que  la  escepcion  de  cosa  juzgada  pro- 
cede cuando  es  una  misma  la  cosa  litigada,  el  derecho  en 
virtud  del  cual  se  pretende  y  las  personas  que  intervienen 
en  el  juicio  (ley  19,  tít.  22,  p.  3*),  circunstancias  que  con 
curren  en  el  presente  caso,  pues,  son  los  sueldos  del  Capitán 
del  «Silvia»  por  igual  período  dé  tiempo,  como  se  vé  por 
el  primero  y  tercer  resultado ;  la  misma  causa  ó  derecho, 
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el  de  ser  Rojas  socio  de  Riestra,  el  armador  del  cSilvia»,  coma 
se  constata  con  el  cuarto  resaltando  y  el  primero  de,  la 
demanda  y  unas  mismas  las  personas  ; 

2^  Que  aunque  se  concibiera  el  resurso  como  acción  de 
nulidad  en  virtud  de  hallarse  nuevas  pruebas,  estas  debian 
ser.  documentos  decisiyo3  que  deben  presentarse  con  la  de- 
manda de  rescisión  de  la  sentencia,  pues  estando  dispuesto 
que  si  no  se  acompañan  con  ella  no  se  reciban  sino  bajo 
juramento  de  haber  sido  recien  conocidos,  no  es  conciliable 
este  juramento  con  el  hecho  de  basarse  en  ellos  la  rescisión 
que  se  opone  ; 

3^  Que  según  se  desprende  del  quinto  resultando,  Bravo 
se  halla  pagado  por  Rojas  de  sus  sueldos  debidos  por  Riostra 
como  Capitán  del  cSilvia»hasta  cinco  de  Setiembre  de  1871, 
y  por  tanto,  aún  suponiendo  la  Sociedad  que  alega  con  Ries- 
tra,  no  podria  cobrar  su  valor  mensualmente  ; 

4®  Que  no  solo  ha  probado  el  demandado  sus  escepciones 
plenamente,  sino  que  Bravo  á  mas  de  la  pltis  petition  en  su 
demanda,  ha  sido  temerario  alegando  hechos  contra  las 
constancias  de  autos  de  reciente  fecha,  lo  que  lo  hace  res- 
ponsable de  las  costas. 

Por  estas  consideraciones  fallo  absolviendo  á  D.  Carlos 
Rojas  de  la  presente  demanda  con  las  costas  al  demandante. 
Repónganse  los  sellos,  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Álbarracin. 


Fallo  de  la  SapÉpema  Carte< 


Baenoa  Aires,  Marzo  21  de  1876. 

Vistos :  por   sus   fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
T.  vui  18 
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sentencia  apelada  de  fojas  cincaenta  y  seis,  satisfechas  las 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
RARROS  PAZOS. — i.  R.  GOROSTIAOA. 
— ^J.    DOMUIGCEZ.  —  S.  M.  LASPtCR. 


CAUSA    ZXZTIll* 


D,  Jacinto  Maria  Agostini,  contra  los  Sres,  Matti  y  Piera, 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario, —  1**  El  encargado  para  pesar  y  recibir,  cumple 
con  el  encargo  pesando  y  recibiendo   lo  que  se  le  entrega. 

2°  Cumplido  el  encargo  y  no  objetada  en  tiempo  la  ope- 
ración del  pesador,  se  le  debe  la  comisión  convenida  y  los 
intereses  de  su  importe  desde  el  dia   de  la  demanda. 

3^  El  dolo  ó  la  negligencia  en  el  cumplimiento  del  encargo 
no  se  presumen,  y  deben  ser  probadas  por  quien  las  opone. 
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Cüso, — D.  Francisco  María  Agostini recibió  délos  Señores 
Matti  y  Pieía  el  encargo  (jle  pesar  y  recibir  mi  :cargamento 
de  i  102  toneladas  de  carbón  de  piedra  de  la  barca  «Cotorino 
Alcame».  Se  le  entregaron,  pesó  y  recibió  1095  toneladas 
de  lo  qne  4i6  ayíso  í  Matti  y  Fiera. 

£or  esto  Agostini  demandó  el  pago  de  su  comisión  á  razón 
de  5  pesos  por  tonelada,  y  la  suma  de  3600  pesos  por  daños 
y  perjuicios  por  la  demora  en  el  pago. 

Matti  y  Fiera  reconoció  el  hecho  del  encargo  y  la  comisión 
de  5  pesos  por  tonelada;  negó  la  deuda  de  3600  pesos  por  per- 
juicios en  la  demora,  y  reconvino  á  Agostini  por  el  importe 
de  18  toneladas  de  carbón  que  dijeron  haber  quedado  á  bordo, 
y  haber  debido  Agostini  exigir  y  pesar. 

Agostini  contestó  que  él  habia  cumplido  con  su  deber  re- 
cibiendo el  carbón  que  se  le  entregó,  y  nada  tenia  que  ver 
con  el  hecho  de  haber  quedado  mas  carbón  á  bordo. 

For  mandato  del  Juez,  D.  Manuel  Fiera  manifestó:  1^  Que 
habia  encargado  á  Agostini  para  pesar  el  carbón.  2^  Que  el 
conyino  en  retribuirle  á  tanto  por  tonelada.  3°  Que  Agostini 
le  dio  cuenta  de  haber  recibido  1095  toneladas.  4^  Que  creia 
que  esta  cantidad  no  era  exacta;  y  5^  Que  ese  carbón  fué 
consumido  en  uso  propio  en  parte,  y  en   parte  vendido. 


Fallo  del    JFaes  Seeelonal 

Buenos  Aires.  Noviembre  30  de  1875. 

Vistos:  estos  autos  seguidos  por  D.  J.  M.  Agostini,  contra 
Matti  y  Fiera  por  comisión  como  pesador  de  un  cargamento 
de  carbón  de  la  barca  «CotoriAO  Alcame»  y  daños  y  perjuicios 
por  retardo  en  el  pago,  y  contrademanda  de  los  últimos  por 
no  haber  recibido  cantidad  de  toneladas  que  pertenecían  al 
mismo  cargamento  y  de  que  resulta : 
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>  1^  Que  los  Síes.  Matti  y  Fiera  encargaron  á  Agostiñi  qne 
fuera  á  recibir  de  la  barca  mencionada  un  cargamento  de 
1102  toneladas  prometiendo  pagar  el  precio  usual  en  estos 
trabajos.  Que  la  entrega  se  hizo  á  bordo  por  el  capitán  á 
un  encargado  del  dueño  del  cargamento  dando  por  resultado 
recibido  y  pesado  para  Matti  j  Fiera  1095  toneladas  6  sea 
siete  toneladas  menos,  de  lo  que  dio  aviso  oportuno  Agostiñi; 
en  virtud  de  lo  que,  pide  le  sea  pagada  su  comisión  á  razón 
de  5  8  m/c.  por   tonelada. 

2**  Corrido  traslado  de  la  demanda  Matti  y  Fiera  reconvienen 
por  el  valor  de  18  toneladas  que  dicen  constarles  que  han 
quedado  á  bordo,  pertenecientes  al  cargamento  y  que  el  co- 
misionado al  pesar  estaba  en  la  obligación  de  haber  eligido 
y  pesado. 

T  considerando:  1°  Que  tanto  de  la  confesión  implícita 
que  resulta  de  no  haber  sido  empleado  sino  como  pesador  por 
Matti,  como  de  la  confesión  de  Fiera,  contestando  á  la  tercera 
pregunta  de  las  que  le  hizo  absolver  el  juzgado  á  f.  24 
vuelta  consta  que  Agostiñi  fué  ocupado  por  Matti  y  Fiera 
para  verificar  el  peso  de  un  cargamento  que  debía  recibir 
mediante  una  retribución  de  5  $  m/c.  por  oada  tonelada  que 
pesase. 

2^  Que  ni  los  demandados  han  alegado  que  fuera  depen- 
diente ó  empleado  para  reclamar  el  cargamento,  ni  puede 
suponerse,  sino  cuando  mas  que  estuviera  encargado  de  recibir 
desde  que  la  obligación  de  entregar  corresponde  al  vendedor 
y  por  consiguiente  Matti  y  Fiera  ó  su  mandatario  no  tenían 
mas  derecho  que  el  de  recibir,  y  Agostiñi  ha  alegado  que  no 
se  le  entregó,  mas  que  1095  toneladas  y  que  tenia  los  do- 
cumentos que  lo  comprobaban,  lo  que,  no  habiendo  sido  negado 
por  Matti,  importa  una  confesión  de  ser  cierto. 

3*^  Que  los  daños  y  perjuicios  provenientes  de  la  falta  de 
cumplimiento  de  la    obligación    de    entregar   una   suma  de 
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dinero,  no  son  otros  sino  el  interés  de  plaza  que  pudo  ganar 
ese  dinero  (art.  225  Código  de  Comercio). 

4°  Que  aunque  para  alegar  el  dolo  6  negligencia  del  man- 
datario en  la  operación  de  pesar  se  haya  hecho  valer  por 
Matti  y  Fiera  que  en  el  carbón  pesado  no  ha  debido  haber 
la  cantidad  que  denuncia,  por  cuanto  el  cargamento  total 
era  de  1102  toneladas  y  han  quedado  18,  después  de  entre- 
gar las  1095,  la  operación  del  medidor  ó  pesador  no  ha 
sido  objetada  en  tiempo;  y  por  la  confesión  de  los  deman- 
dados absolviendo  la  pregunta  cuarta  de  f.  se  ve  que  no 
les  consta  la  verdad  de  lo  contrario,  no  pueden  probarla,  desde 
que  la  han  consumido,  en  uso  propio  y  sin  medida,  una  parte 
de  ese  cargamento  pesado  por  Agostini,  cuya  circunstancia 
debia  establecer  para  hacer  valer  las  responsabilidades  por 
negligencia  ó  dolo,  como  que  es  de  derecho  no    presumirlas. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  que  los  Sres.  Matti  y  Fiera 
paguen  á  los  diez  dias  de  ejecutoriada  la  presente,  la  cantidad 
de  5475  $  m/c.  de  la  cuenta  de  f .  i  y  sus  intereses  á  estilo 
de  plaza  desde  la  demanda,  absolviendo  á  Agostini  de  la 
reconvención  que  han  intentado  contra  él.  Hágase  saber  ori- 
ginal y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Álbarracin. 


Fallo  de  la  Suprema  Cortfe. 

Buenos  Aires,  Marzo  23  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  seis,  y  satisfechas  estas  y  re- 
puestos los  sellos  devuélvanse. 

SALVADOR  H.  DEL  CARRIL.  -^  JOSÉ  BARROS 
PAZOS.  —  J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DO- 
MÍNGUEZ. —  S.  M.  LASMUR 
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CAUSA    XXXIX 


Macías  y   Montes  contra  D.  Enrique  Ochoa  y  C*  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario,  ^i"".  £1  artículo  221  del  Código  de  Comercio  hace 
responsable  de  todos  los  daño8  y  perjuicios  al  autor  de  todo 
becho  ó  de  toda  omisión  que  cause  perjuicio  á  otro,  aunque 
BO  haya  mala  fé  de  su  parte. 

2p.  Es  un  principio  general  que  los  contratos  deben  ejecu- 
tarse siempre  de  buena  fé  y  obligan  no  solo  á  lo  que  se  es- 
presa en  ellos,  sino  á  todas  las  consecuencias  que  la  equidad, 
el  uso  ó  la  ley  atribuyen  á  la  obligación,  según  su  natura- 
leza. 


Caso. — En  siete  de  Febrero  de  1874,  Macías  y  Montes 
compraron  á  Enrique  Ochoa  y  C  con  intervención  del  cor- 
redor Gowlan,  Koch  y  C*  un  cargamento  de  pino  venido  en  el 
buque  «Profeta»  á  bordo  según  estilo  de  plaza,  siendo  por 
cuenta  del  comprador  los  derechos  de  importación,  riesgos  y 
gastos  de  desembarque,  y  pagadero  á  seis  meses.  Para  la 
descarga  se  concedió  el  término  de  18  dias  corridos  conta- 
dos desde  el  siguiente  al  que  se  entregase  la  orden,  compro- 
metiéndose el  comprador  á  pagar  al  vendedor  50  $f.  diarios 
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por  cada  día  de  demora  que  resaltase.  En  el  contrato  se  hizo 
presente  qae  el  Capitán  creia  haber  arrojado  al  agua  como 
20  mil  pies  por  cuyo  motivo  oo  existiría  la  cantidad  men- 
cionada. 

En  Febrero  de  1875,  Maclas  y  Montes,  estrangeros  se 
presentaron  ante  el  Juzgado  de  Sección  esponiendo  qae  los 
Tendedores  Ochoa  y  G*,  argentinos,  hicieron  ante  la  Aduana 
la  manifestación  del  cargamento  una  vez  ajustado  el  con- 
trato de  venta  y  los  esponentes  principiaron  la  descarga  y 
trasbordo.  Que  al  termiuar  la  descarga  resultó  una  dife* 
rancia  tanto  en  el  número  de  piezas  cuanto  en  la  medida  con 
lo  manifestado,  dando  lugar  los  vendedores  á  que  la  Aduana 
detuviera  la  lancha  c  Bosa  Blanca  »  que  contenia  lo  último  de 
la  carga,  permaneciendo  asi,  durante  19  dias,  de  Marzo  26  á 
Abpl  14,  hasta  que  Ochoa  y  C*  arreglaron  esa  difíoaltad 
con  la  Aduana,  modificando  el  manifiesto.  Que  por  esos  19 
dias  de  demora  los  esponentes  fueron  condenados  por  el 
Juez  á  pagar  á  los  lancheros  Solari,  Grirondo  y  C  con  ex- 
cepción de  dos  dias,  la  suma  de  850  $fs.  Que  siendo  indu- 
dable que  los  vendedores  estaban  obligados  á  entregar  el 

• 

cargamento  saneado  y  sin  dificultad  alguna,  su  falta 
de  cumplimiento  los  hace  responsable  por  la  suma  espre- 
sada de  850  $  fs.,  por  la  que  entablaron  demanda  en  fornui. 

Corrido  traslado,  D.  Enrique  Ochoa  y  C*  contestaron  que 
entregada  y  descargada  la  mayor  parte  del  cargamento,  al 
descargar  la  « Bosa  Blanca »  la  Aduana  observó  el  mani- 
fiesto y  detuvo  la  descarga;  pero  que  las  observaciones  de 
la  Aduana,  lejos  de  ser  un  cargo  que  importasen  fraude  contra 
el  vendedor,  fué  una  mera  observación  de  cüculo,  perju- 
dicial al  vendedor  puesto  que  de  la  diferencia  observada, 
resultaba  haber  menor  número  de  piezas  del  que  arrojaba 
el  manifiesto,  dabido  á  la  reducción  á  metros» 

Que  sufriendo  Maclas  y  Montes  la  morosidad  de  los  pro- 
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cedimi6iitos  de  Aduana,  debieron  darle  a-viso  inmediatamente 
y  no  siete  dias  después  de  la  detención,  én  cuyo  tiempo 
los  compradores  hicieron  inútiles  é  infructosas  diligencias 
por  su  cuenta.  Que  no  es  exacto  que  la  lancha  hubiese 
estado  detenida  19  dias  sino  doce  y  de  ellos  solo  cinco 
podrían  serles  imputubles,  caso  que  su  responsabilidad  fue- 
se indiscutible.  Pero  que  los  esponentes  no  tienen  res- 
ponsabilidad alguna  por  esa  demora:  1^  porque  era  de  cuenta 
del  comprador  los  riesgos,  derechos  y  gastos  del  desembarque, 
y  cuando  mas  solo  puede  considerarse  esa  detención  como 
uno  de  tantos  riesgos  ó  contingencias  á  que  está  espuesta 
toda  descarga.,  dados  los  dificultosos  procedimientos  de  la 
Aduana;  2^  porque  solo  puede  existir  responeíabilidad  cuan- 
do hay  hecho  imputable  que  origine  culpabilidad,  sea  en 
razón  de  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación  ó  d^  la 
demora  en  la  ejecución,  según  el  articulo  219  del  Código 
de  Comercio,  y  en  ninguno  de  estos  casos  se  encuentran 
los  esponentes  pues  no  solo  no  han  dejado  de  cumplir  la  obliga- 
ción sino  que,  según  confesión  del  contrario,  no  ha  habido 
demora.  Que  tampoco  era  obligación  de  ios  esponentes  hacer 
el  manifiesto  que  hicieron,  pues  la  venta  se  hizo  de  tras- 
bordo, y  tocaba  al  comprador  que  era  verdadero  introductor 
hacer  la  manifestación  si  queria  introducir  asi  como  pudo 
omitirla  si  hubiese  querido  conducir  á  otro  puerto  la  carga 
Que  si  los  esponentes  hicieron  el  manifiesto  fué  compla- 
ciendo al  comprador  á  quien  facilitaban  los  datos  del  cono- 
cimiento que  habia  servido  de  base  para  la  venta.  Que 
habiéndose  hecho  la  venta  á  bordo,  esta  quedó  perfecta  y 
consumada  desde  el  momento  que  se  entregó  el  artículo. 
Que  si  el  manifiesto  tuvo  errores,  culpa  fué  de  los  intro- 
ductores que  no  lo  revisaron  antes.  Que  tan  lo  compren- 
dieron asi  Macías  y  Montes  que  ellos  mismos  trataron  de 
arreglar  el  asunto  con  la  Aduana  sin  dar  noticia  á  los  es- 
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-ponentes,  y  solo  cuando  no  pudieron  entenderse  ocurrieron 
á  ellos,  no  para  exijirles  el  cumplimiento  de  un  deber,  sino 
como  un  mero  seryicio  que  no  puede  convertirse  en  fuente 
de  una  reclamación, 

Gontrademandaron  ademas,  diciendo  que  la  descarga  debió 
hacerse  en  18  dias  á  contar  desde  el  9  de  Febrero  en  que 
empezó  terminando  el  plazo  el  28  del  mismo.  Que  no  ha- 
biendo concluido  hasta  el  28  de  Marzo,  Hacías  y  Montes 
son  deudores  de  28  dias  que  á  50  $f8.  diarios  hacen  una 
suma  de  1,400  ^fs.  de  los  que  solo  han  podido  conseguir 
500  ifts.  restando  en  consecuencia  900  ^fs.  Que  á  esta  suma 
debian  acumular  561  ¿fs.  70  es.  que  Macías  y  Montes  les 
adeudaban  por  almacenaje  y  eslingage  de  otros  efectos. 

Pidieron  se  rechazara  la  demanda  interpuesta  por  Macías 
y  Montes  y  se  aceptara  la  reconyencion  deducida  por  1,461 
¿(fs.  70  es. 

Corrido  traslado  de  la  reconvención,  Macías  y  Montes  con- 
testaron pidiendo  se  rechazara  la  contra  demanda  en  la  parte 
que  se  refiere  al  cobro  de  estadías  y  se  aceptase  la  consig- 
nación que  hacian  de  los  561  $fs.  70.  importe  de  almacenaje 
y  eslingage. 

Que  sobre  las  estadías  ha  habido  ya  cuenta  arreglada  y 
pagada.  Que  Ochoa  y  C*  pretenden  desvirtuar  el  arreglo 
que  hicieron  tranzando  la  cuestión  de  estadías  por  500  ^fs. 
diciendo  que  esa  fué  cantidad  recibida  á  cuenta,  cuando  lo 
fué  por  chancelación.  Que  la  razón  que  hubo  para  tranzar 
fué  que  el  capitán  demoró  la  entrega  haciéndola  lentamente 
por  falta  de  gente,  demora  que  era  imputable  á  Ochoa  y  C*. 
Que  tampoco  los  dias  de  demora  fueron  28  sino  26.  Que  si 
bien  el  contrato  estipulaba  el  número  de  dias  en  que  debia 
hacerse  la  descarga  y  lo  que  debia  abonarse  por  la  demora, 
esa  estipulación  se  hizo  para  salvar  las  obligaciones  de  los 
vendedores  con  el  Capitán  y  no  como  un  medio  de  lucro  para 
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ellos,  por  cuya  razón  la  transacción  se  hizo  por  500  ^fs. 
con  interyencion  del  Capitán.  Acompañó  á  la  contestación 
nna  libreta  del  Banco  Nacional  haciendo  constar  la  consigna- 
ción de  los  56i  jjffs.  70  es.  por  eslingage  j  almacenaje,  ;  nna 
cuenta  eorríiente  pasada  por  E.  Oohoa  y  C''  á  Hacías  y 
Montes,  con  nn  saldo  á  favor  de  estos,  el  12  de  Junio  de  1874, 
de  1398  |fs.  57  es.  Entre  las  partidas  del  Debe  figura 
la  siguiente:  Abril  18.  Por  valor  estadias  del  «Profeta» 
j^ffs.  500 


Fall»  del  JFaea  de  Seeelon. 


Baenos  Aires,  Octabre  5  de  1875. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Macias  y  Mon- 
tes, contra  los  Sres.  E.  choa  y  G^.,  por  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  proTenientes  de  falta  de  cumplimiento 
de  un  contrato  de  compra-yenta  de  madera  de  pino,  y  de 
que  resulta:  1^  Que  en  siete  de  Febrero  de  1874,  Maclas 
y  Montes  compraron,  con  intervención  del  corredor  Gow- 
land,  Koch  y  C*.,  el  cargamento  de  pino  del  buque  «  Pro- 
feta», abordo,  según  estilo  de  plaza,  siendo  de  cuenta  del 
comprador  los  derechos  de  importación,  y  sin  comprometer 
cantidad  fija,  por  haber  habido  echazón,  según  declaración 
del  Capitán ;  todo  lo  que  se  contiene  en  la  copia  del  con- 
trato de  f. 

2°  Que  al  concluirse  la  descarga  resultó  una  diferencia 
entre  el  manifiesto  hecho  ante  la  Aduana  y  el  número  de 
piezas,  como  la  medida  de  la  madera,  por  lo  que  la  Adua- 
na detuvo  á  la  lancha  <  Bosa  Blanca  » ,  que  conduela  lo  úl- 
timo de  la  carga,  hasta  que  los  Srés.  E.  Echoa  y  C*.  arre- 
glaran esa  dificultad  con  la  Aduana. 
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3^  Qne  esta  demora  de  la  lancha  ha  m<ytivado  que  los  due- 
ños de  la  misma  los  Síes.  Solari,  Giroudo  y  C*^.  demanda* 
sen  por  las  estadías  á  los  ^res.  Maclas  y  Montes,  por  las 
que  han  tenido  que  pagarles  ochocientos  cincuenta  pesos 
fuertes,  según  espediente  tramitado  ante  este  mismo  juz- 
gado. 

4^  Que  en  vista  de  esto  y  de  ser  una  obligación  del  ven- 
dedor entregar  saneada  la  cosa  vendida,  y  de  no  haberlo 
hecho  los  Sres.  Ochoa  y  G*.  originándoles  esos  perjuicios 
con  su  falta  de  cumplimiento,  vienen  á  demandar  su  indem- 
nización. 

5^  Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  los  demandados  E. 
Ochoa  y  C*,  se  niegan  á  la  indemnización,  alegando  que  sus 
obligaciones  de  vendedor  concluyeron  con  la  entrega  á  bordo, 
que  los  riesgos  de  desembarque  eran  de  cuenta  de  los  com- 
pradores; que  los  derechos  de  importación  estaban  á  su 
cargo  y  eran  ellos,  por  tanto,  los  verdaderos  introductores 
á  quienes  correspondía  hacer  el  maniñesto;  que  al  hacerlo 
Ochoa  y  €•,  fué  por  prestarles  un  servicio  fuera  del  contrato, 
y  que  si  hubo  error  en  el  manifiesto,  ese  error  en  vez  de 
ser  malicioso  era  inocente,  como  que  se  denunciaba  en  Adua- 
na, menos  de  lo  que  habia  en  el  buque. 

6^  Que  con  esta  defensa  deducen  contrademanda  por  esta- 
días del  buque  c  Profeta  »,  que  debiendo  estar  descargado 
el  28  de  Febrero,  por  los  compradores  Macías  y  Montes,  no 
lo  estuvo  hasta  el  28  de  Marzo,  lo  que  á  razón  de  cincuenta 
pesos  fuertes  diarios  hacen  la  suma  de  mil  cuatrocientos  pesos 
fuertes  (1400  jf),  de  los  que  solo  habia  recibido  quinientos 
fuertes  (500  f),'y  reconviene  además  por  quinientos  sesenta 
y  cinco  pesos  fuertes  (565  f)  por  almacenage  y  eslingage 
que  les  deben  los  demandantes. . 

7^  Que  contestando  á  la  contrademanda  los  Sres.  Macías 
y  Montes,  consignan  el  importe  del  almacenage  y  eslingage 
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qne  reconocen  deber,  y  alegan  ^Tl6  hnbo  arreglo  ó  transac- 
ción con  respecto  á  las  estadías  del  buque  «  Profeta  y^t  que 
concluyeron  por  el  pago  de  quinientos  pesos  fuertes  (500  jf) 
que  hicieron  á  los  demandados. 

Y  considerando :  i"^  Que  en  la  compra-yenta,  el  vendedor 
está  obligado  á  hacer  entrega  de  la  cosa  vendida  en  el  modo 
y  en  el  plazo  estipulado  en  el  contrato  (artículo  256  del 
Código  de  Comercio),  y  que  en  el  caso  ocurrente  la  entrega 
debió  ser  á  bordo  del  «  Profeta  »,  y  asi  se  hizo,  como  re- 
sulta de  la  demanda  misma  que  establece  que  la  lancha 
a  Rosa  Blanca  »  traeria  el  último  resto  del  cargamento  re- 
cibido por  los  compradores ;  y  se  comprueba  por  las  estadías 
que  Hacías  y  Montes,  pagaron  al  «  Profeta  »,  por  no  haber 
recibido  la  carga  en  el  plazo  estipulado. 

^  Que  siendo  la  entrega  á  bordo  y  á  cargo  de  los  com- 
pradores los  derechos  de  importación,  quedaban  estos  sosti- 
tuidos  en  los  derechos  de  los  vendedores  para  introducir  ó 
trasbordar  el  cargamento  comprado;  y  por  tanto,  la  obli- 
gación de  los  vendedores  cesaba  con  las  transferencias  en 
Aduana  y  la  entrega  á  bordo  como  lo  han  verificado;  que 
eran  bastantes  para  sostenerlos  en  su  carácter  de  introduc- 
tores del  cargamento. 

3^  Que  aunque  en  los  riesgos  .de  desembarque  estipulados, 
no  se  comprenden  sino  los  que  son  inherentes  á  las  opera- 
ciones del  trasporte  de  á  bordo  hasta  poner  en  tierra  los 
efectos  porteados,  no  se  escluye  que  asi  como  los  gastos,  sean 
de  cuenta  del  comprador  los  inconvenientes  para  el  recibo, 
una  vjez  que  el  vendedor  ha  cumplido  como  queda  dicho,  con 
la  obligación  de  poner  la  cosa  pesada  y  medida  á  disposición 
del  comprador  (artículo  526,  Código  de  Comercio) ;  y  por 
tanto,  no  les  es  imputable  el  embargo  hecho  para  la  verifica- 
ción de  disposiciones  de  Aduana,  como  las  que  han  moti- 
vado la  detención  de  la  <  Bosa  Blanca  ». 
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4^  Que  establecido  como  queda,  que  el  manifiesto  no  era 
obligatorio  á  los  vendedores,  la  circunstancia  de  haberlo  pre- 
sentado por  una  oficiosidad  Ochoa  y  C*,  como  estos  lo  sos- 
tienen, no  tuvo  por  objeto,  por  tanto,  adquirir,  modificar  ó  es- 
tinguir  obligaciones,  que  son  condiciones  para  que  los  hechos 
que  son  imputables  produzcan  obligación  (artículo  1^,  tít.  1^ 
sec.  i^,  lib.  S^*),  por  lo  que  no  es  legal  ni  equitativo  que  se 
responsabilisen  por  el  manifiesto  erróneo  que  produjeron,  y 
que  pudieron  y  debieron  verificar  los  Sres.  Macías  y  Montes. 

5^  Que  el  error,  de  hecho  no  perjudica,  cuando  ha  ha- 
bido razón  para  errar  (artículo  34  Título  citado  del  Código 
Civil),  y  es  razonable  suponer  que  habiendo  arrojado  al  mar 
parte  del  cargamento  sin  saberse  su  cantidad  sino  de  una 
manera  aproximativa,  como  se  vé  en  el  contrato,  se  hiciera 
un  manifiesto  que  según  se  espresa  diferia  en  muy  poco  de 
la  cantidad  manifestada ;  y  es  mas  razonable  aún.  creer  que 
se  ha  tenido  razón  para  errar,  cuanto  que  el  error  perjudi- 
caba al  que  lo  cometia. 

Y  considerando,  en  cuanto  á  la  contrademanda : 

1^  Que  los  demandados  Macías  y  Montes,  han  consignado 
el  valor  que  se  les  cobraba  por  almacenage  y  eslingage  sin 
oposición  de  los  acreedores  notificados  del  acto,  lo  que  im- 
porta y  hace  las  veces  de  pago. 

3P  Que  absolviendo  posiciones  los  Sres.  Ochoa  y  C*,  han 
manifestado  ser  suya  la  cuenta  corriente  de  f.  15,  en  la  que 
figura  una  partida  á  su  favor,  que  dice ;  Por  nuestra  cuen- 
ta, valor  estadías  del  «  Profeta  »,  la  que  no  estando  limita- 
da, como  han  pretendido  sostenerlo,  y  pasada  en  cuenta 
corriente  con  otras  negociaciones  hasta  el  12  de  Junio  de 
1874,  importa  un  documento  sin  reserva  ni  limitación  por 
arreglo  general  de  cuentas,  y  por  tanto,  hace  presumir  el 
pago  de  toda  deuda  anterior  á  la  fecha  del  arreglo  (artículo 
934,  Código  de  Comercio). 
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3"  Que  habiendo  confesado  los  contrademandantes,  absol- 
viendo la  posición  5*,  qne  las  estadías  que  cobraban  eran 
solo  para  indemnizar  las  que  se  babian  visto  obligados  á 
pagar  al  Capitán,  no  han  podido  agregar  que  ignoraban  si 
les  habian  pagado  mas  de  los  quinientos  pesos  fuertes  (600  jf) 
de  la  cuenta,  como  lo  hacen,  contestando  á  la  novena  pre- 
gunta, la  que  debe  tomarse  como  una  evasiva,  y  tenerla  como 
confesión  (artículo  115  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento) ,  pues 
no  es  presumible  que  los  consignatarios  igi^oren  si  deben  6 
nó  al  Capitán  por  estadías,  teniendo  el  deber  de  pasar  sus 
cuentas  al  despacharlo,  y  por  tanto,  estando  pago  el  Capi- 
tán por  las  estadías,  no  pueden  reclamiürlas  los  consignata- 
rios que  les  sustituyen  en  su  derecho  á  cobrarlas. 

4"*  Que  la  misma  consideración  es  aplicable  á  la  absolu- 
ción de  la  tercera  posición  por  el  socio  D.  Eduardo  Lanus 
que  interrogado  si  los  quinientos  pesos  fuertes  que  aparecen 
en  la  cuenta  pagada  por  Maoías  y  Montes,  fueron  conve- 
nidos por  el  absolvente,  por  estadías  del  «  Profeta  »,  con- 
testó evasivamente,  diciendo  que  solo  le  consta  que  estaban 
en  disposición  de  hacer  un  arreglo,  debiendo  haberlo  hoQho 
por  palabras  categóricas  que  importaran  la  afirmación  ó  la 
negativa,  pues  se  trataba  de  un  hecho  personal  que  no  es 
verosímil  que  pudiera  estar  olvidado. 

Por  estas  consideraciones,  fallo,  absolviendo  á  los  Sres. 
Ochoa  y  C*,  de  la  demanda  por  estadías  de  la  lancha  c  Bosa 
Blanca  » ;  y  á  los  Sres.  Hacías  y  Montes  de  la  contrademan- 
da por  estadías  del  buque  €  Profeta  »,  sin  costas;  y  orde- 
nando se  entregue  á  los  Sres.  E.  Ochoa  y  C^,  el  valor  de 

la  libreta  de  i librándose  el  oficio   correspondiente  al 

Banco  Nacional.    Bepónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el 
original. 

Isidoro  Albarracin, 
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De  esta  sentencia  apeló  D.  José  M*  Hnergo,  por  Hacías 
y  Montes,  y  el  reoüTSO  se  le  otorgó  libremente. 

Con  la  espresion  de  agravios,  contestación  y  nnas  posi* 
clones  absneltas  por  Ochoa  y  G*. 

Fallo  de  1»  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1876. 

Vistos  y  considerando :  En  cuanto  á  la  demanda.  Primero 
Que  de  las  posiciones  absueltas  por  los  demandados  Don  Enri- 
que Ochoa  y  Compañía  consta  que  ellos  eran  los  consigna- 
tarios del  buque  «Profeta»,  y  de  su  cargamento.  Segundo 
Que  cuando  Tendieron  á  Maclas  y  Montes  la  partida  de  pino 
de  tea,  ya  hablan  presentado  el  manifiesto  correspondiente 
que  las  Ordenanzas  les  imponen,  en  su  doble  carácter  de 
consignatarios  del  buque  y  de  la  carga,  por  cuyo  motivo 
hicieron  á  los  compradores  una  transferencia  para  la  Aduana ; 
no  siendo  por  consecuencia  exacto  que  la  presentación  del 
manifiesto  fuese  una  oficiosidad  á  que  no  estaban  obligados 
Tercero.  Que  el  error  cometido  en  el  manifiesto  por  los 
señores  Enrique  Ochoa  y  Compañía  respecto  de  la  partida 
de  pino,  motivó  el  embargo  de  la  cBosa  Blanca»  y  las 
estadías  que  han  abonado  los  demandantes.  Cuarto  Que  este 
error  es  imputable  á  los  demandados,  porque  pudo  y  debió 
ser  rectificado  por  ellos  en  la  manera  autorizada  por  las 
Ordenanzas,  al  menos  desde  el  momento  en  que  vendieron 
á  Macías  y  Montes,  porque  entonces  tenían  conocimiento  de 
él  puesto  que  lo  salvaron  en  el  contrato.  Quinto  Que  el 
articulo  doscientos  veinte  y  uno  del  Código  de  Comercio 
hace  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  al  autor  de  todo 
hecho  ó  de  toda  omisión  que  cause  perjuicio  á  otro,  aunque  no 
haya  mala  fé  de  su  parte.     Sesto   Por  último  que   es  un 
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principio  jeneral  artículo  ciento  nueve  del  Código  de  Comercio 
que  los  contratos  deben  ejecutarse  siempre  de  buena  fé,  y 
obligan  no  solo  á  lo  que  se  espresa  en  ellos,  sino  á  todas 
las  consecuencias  que  la  equidad,  ^el  uso,  ó  la  ley  atribuyen 
á  la  obligación  según  su  naturaleza;  por  estos  fundamentos, 
se  revoca  el  auto  apelado  en  la  parte  que  absuelve  á  los 
señores  Enrique  Ochoa  y  Compañía  de  la  demanda,  á  quienes 
se  declara  responsables  del  valor  de  las  estadías  cobradas 
por  los  demandantes,  y  se  confirma  en  la  parte  referente 
á  la  reconvención,  y  satisfechas  las  costas  de  la  instancia 
y  respuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M» 
LASPIUR. 


CAV8A    XI4 


D.   Adolfo   Manigot  contra  D.   Vicente  Casares   é  hijo  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario  1^  Cuando  se  sucitan  dudas  entre  el  acarreador 
y  el  dueño  de  los  efectos  sobre  su  estado  al  tiempo  de  la 
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entrega,  6  deben  determinarse  por  peritos  dichas  dudas,  ó 
deben  depositarse  los  efectos  en  almacén  seguro. 

2^  La  reclamación  debe  deducirse  dentro  de  las  24  horas 
siguientes  á  la  entrega. 

3°  En  ningún  caso  es  admisible  la  prueba  de  que  entre 
los  efectos  designados  en  la  carta  de  porte  se  contenían  otros 
de  mayor  valor,  6  dinero  metálico. 

El  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo  del  Jíaes  de  Seeeion. 

Buenos  Aires  Jolió  6  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Adolfo  Manigot  contra 
D.  Vicente  Casares  é  hijo  por  el  importe  de  la  cuenta  de 
f.  1*  proveniente  de  falta  de  mercaderías  en  uno  de  los  bultos 
desembarcados  por  Casares,  y  de  que  resulta: 

1**  Que  el  5  de  Febrero  se  desembarcaron  del  vapor  c  Te- 
mers »  para  D.  A.  Manigot,  cantidad  de  bultos,  conteniendo 
entre  otros,  cajones  de  camisas,  por  las  lanchas  de  D.  Vicente 
Casares ; 

2^  Que  una  vez  en  la  Aduana,  la  parte  de  Manigot  notó 
que  uno  de  los  cajones  habia  sido  abierto  y  se  le  hablan 
sustraído  cantidad  de  objetos  de  valor,  de  lo  que  reclamó 
á  los  lancheros ; 

3^  Que  el  bulto  que  se  decia  abierto  y  de  que  se  ha 
hecho  la  sustracción  era  uno  de  los  que  se  decían  contener 
eamisas,  en  el  conocimiento  (contestando  Manigot  á  pre- 
guntas del  Juzgado  á  f.  12); 

4°  Que  no  obteniéndose  indemnización  por  las  reclama- 
ciones extrajudiciales,  venia  á  demandarlos  judicialmente 
para  que  se  le  pagase  el  valor  de  los  objetos  sustraídos  según 
la  cuenta  f.  i*; 

T.  Tin.  19. 
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5®  Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  Casares  ha  resis- 
tido su  pago,  porque  no  se  habia  hecho  el  reclamo  dentro 
del  término  del  artículo  175  del  Código  de  Comercio,  ni 
habia  mas  carta  de  porte  que  el  conocimiento  que  no  men^ 
ciona  las  alhajas  que  se  cobran. 

Y  considerando  :  1^  Que  el  reclamo  por  pérdidas  como 
por  detrimento  que  se  encontrase  en  los  efectos  porteados 
no  puede  deducirse  contra  el  acarreador  sino  24  horas 
después  de  su  recibo  (art.  175  del  Código  de  Comercio)  y  en 
el  caso  ocurrente  se  ha  abierto  y  revisado  el  cajón  á  que 
se  refiere  la  demanda,  el  5  de  Febrero,  no  deduciéndose  la 
demanda  sino  el  11  del  mismo. 

2^  Que  aunque  la  parte  de  Manigot  sostiene  que  ha  recla- 
mado en  el  mismo  acto  de  los  acarreadores  Casares,  esa  recla- 
mación está  decidida  que  debe  ser  fundada  en  reconocimiento 
pericial,  pedido  judicialmente  de  conformidad  á  los  artículos 
1246  y  1247  del  Código  de  Comercio  que  son  aplicables  a^ 
acarreo  por  lanchas  en  virtud  de  la  regla  14*  del  misnfo 
Código,  según  lo  resuelto  en  la  causa  126  de  la  serie  2*  de 
los  fallos  de  la  Suprema  Corte ;  y  en  este  caso  no  se  ha 
pedido  ni  obtenido  el  reconocimiento  pericial  en  el  tiempo 
que  se  ñja  en  el  artículo  175  citado  ; 

3°  Que  no  habiendo  mediado  carta  de  porte  especial  entre 
Manigot  y  los  acarreadores  Casares,  y  habiéndoles  servido 
de  tal  á  estos  últimos  el  conocimiento  mismo  de  la  carga  del 
vapor  «Of  Temiers>  el  acarreador  solo  está  obligado  á  en- 
tregar los  efectos  porteados  de  conformidad  con  el  conoci- 
miento (artículo  169  del  Código  de  Comercio)  y  según  con- 
fesión del  demandado  se  ha  entregado  el  bulto  de  camisas  sin 
que  conste  en  el  conocimiento  que  alguno  de  estos  contenia 
alhajas,  como  las  que  se  cobran ;    . 

4°  Que  aún  admitiendo  la  obligación  de  indemnizar  las  pér- 
didas notadas,  en  ningún  caso  se  ha  de  admitir  al  cargador 
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la  prueba  de  que  entre  los  efectos  contenidos  en  la  carta  de 
porte,  hay  otros  de  mayor  valor  ó  dinero  metálico  (artículo 
17i,  inc.  2^),  y  la  domada  versa  sobre  estos  efectos,  que 
el  actor  confiesa  que  no  estaban  declarados  en  el  cono- 
miento  que  era  la  carta  de  porte,  y  la  que  obligaba  á 
Casares,  y  que  venian  en  un  bulto  de  los  llamados  cajones 
de  camisas. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  absolviendo  á  los  señores 
Casares  é  hijos  de  la  demanda  interpuesta  contra  ellos  por 
D.  A.  Manigot  por  indemnización  de.  mercaderías  que  ellos 
desembarcaron  del  vapor  «Temiers.» 

Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de  Im  Sapreum  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  38  de  1876. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos  y  en  atención  á  que  tam- 
poco se  ha  llenado  la  prescripción  del  artículo  ciento  setenta 
y  cuatro  del  Código  de  Comercio,  so  confirme  con  costas  el 
auto  apelado  de  ^fqja  doce  vuelta,  y  satisfechas  y  respuestos 
los  sellos  devuélvanse; 

SALVADOR  M.  DEL  CABBIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  jBOROSTlAGA 
—  I.   DOMlNGtEZ.  —  S.  M.  LASPIím. 
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CAV8A    Xlil 


D.  Florentino  Orgaz  y  Ca.  reclamando  de  una  resohicüm 

de  la  Aduana. 


Sumario. — 1^  Tanto  la  Aduana  como  el  comerciante  pue- 
den reclamar  de  la  clasiflcaoion  d6  los  géneros,  antes  de  sa- 
lir estos  de  la  Aduana. 

S^  Las  mercaderías  que,  aunque  fuera  de  los  Almacenes 
fiscales,  no  hubiesen  franqueado  las  oficinas  del  Resguardo 
no  se  consideran  fuera  de  la  Aduana  á  los  objetos  del  nú- 
mero anterior. 

3<'  Salidas  las  mercaderías  de  Aduana  cesa  el  derecho  de 
esta  j  del  comerciante  á  todo  reclamo;  pero  si  con  consen- 
timiento del  comerciante  las  mercaderías  volvieran  á  la 
Aduana  para  ser  revisadas,  la  nueva  clasificación  obliga  al 
comerciante. 

4^  La  Aduana  no  es  responsable  del  deterioro  que  puedan 
sufrir  los  efectos  por  el  calado  de  los  bultos  6  por  la  aper- 
tura de  los  fardos,  para  la  clasificación. 


Caso. — ^La  discusión  de  esta  causa  se  encuentra  esplicada 
en  el  sígnente: 
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Fallo  del  JTaes  de  Seeeioü» 

« 

Rosario,  Octabre  16  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  Sr.  D.  Florentino  Orgáz 
y  C*  contra  el  Fisco,  pidiendo  revocación  de  la  resolución 
administrativa  de  esta  Aduana,  de  f.  1*,  referente  á  los  de- 
rechos de  importación  que  corresponden  á  una  partida  re- 
cibida á  consignación  por  aquellos,  de  los  que  resulta  lo 
siguiente : 

Los  Sres.  Florentino  Orgaz  y  C",  recibieron  á  consignación 
trescientos  siete  tercios  yerba,  de  los  cuales,  introdujeron  á 
depósito  doscientos  treinta  y  dos,  y  solicitaron  despacho  di- 
recto por  los  demás. 

Conceptuando  ellos,  dicen,  averiada  toda  la  partida  de 
yerba,  lo  hicieron  presente  á  la  Aduana,  pidiéndole  fuera 
inspeccionada,  para  que  si  resultase  tal,  no  fuese  aforada 
como  buena,  y  sí  vendida  en  remate  público,  para  que  el 
precio  que  se  obtuviera  en  él,  fuese  la  base  del  aforo,  en 
conformidad  con  las  Ordenanzas  de  Aduana. 

En  tal  virtud»  uno  de  los  vistas  procedió  al  examen  de 
las  yerbas ;  mas  habiéndolo  solo  practicado  en  parte  de  los 
bultos,  declaró  averiada  toda  la  partida,  como  lo  decian  los 
Sres.  Orgaz  y  C*,  y  autorizó  el  remate ;  el  cual  tuvo  lugar 
el  21  de  Mayo,  figurando  los  Sres.  Ledesma  Hnos.  como 
compradores  de  toda  ella,  que  se  suponía  toda  averiada,  al 
Ínfimo  precio  de  diez  y  [cuatro  reales  arroba. 

Verificada  la  venta,  los  mismos  Sres.  Órgaz  y  G*  y  no  los 
compradores  Ledesma  Hnos.,  entregaron  ciento  cuarenta  y 
siete  bultos,  que  llevaron  á  la  Tropa  de  Leal  Hnos.,  que 
estaba  cargando  para  el  interior ;  sin  que  conste  tampoco  en 
ninguna  pafrte,   la  autorización  que  para  esto  les  liubiesen 
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dado  los  compradores,  ó  al  menos  los  qne  figuraron  como 
tales.  Además  tenían  cargados  para  llevar  siete  carros  en- 
frente de  la  Aduana  con  (/uince  tercios  cadtf  u|io ;  hallándose 
en   la  calle  los  restantes,  para  ser  igualmente  conducidos. 

En  tales  circunstancias,  D.  Deolindo  Muñoz,  uno  de  los 
que  habían  sido  postores  en  el  remate,  denunció  al  Admi- 
nistrador de  Rentas,  que  la  partida  de  yerba  que  los  Sres. 
Orgaz  y  C''  habían  presentado  como  averiada,  y  que  se  había 
vendido  y  aforado  como  tal,  no  lo  estaba  en  su  totalidad,  y 
que  por  tanto,  se  había  damnificado  ilegalmente  al  Fisco. 

Con  tal  motivo,  el  Administrador  ordenó  que  inmediata- 
mente se  suspendiese  la  conducción  de  la  yerba,  y  que  los 
ciento  cuarenta  y  siete  bultos,  estraidos  ya,  volviesen  á  la 
Aduana,  para  verificar  el  hecho  denunciado.  Cuando  los  Sres. 
Orgaz  y  C*  fueron  notificados  de  esta  resolución  personal* 
mente,  no  opusieron  la  menor  resistencia  ni  protesta,  redu- 
ciéndose á  solicitar  no  se  les  gravase  con  los  gastos  de  la 
reconducción  de  los  bultos  estraidos ;  á  lo  que  difirió  el  Ad- 
ministrador. Y  sí  asi  procedieron  dichos  Sres.  Orgaz  y  C^, 
fué  sin  duda,  porque  creyeron  que  el  Administrador  procedía 
en  la  órbita  de  sus  facultades,  ó  porque  les  asistía  la  per- 
suacion  de  que  un  segundo  examen  de  la  yerba  daría  el 
mismo  resultado ;  y  finalmente,  porque  no  se  les  ocurrió  que 
les  asistian  los  derechos  que  posteriormente  han  deducido, 
pues  de  otro  modo  no  se  concibe  su  deferencia. 

Devuelta  la  carga  á  la  Aduana,  el  Administrador  nombró 
una  comisión  de  comerciantes  integrada  c(m  un  Vista  y  el 
mismo  denunciante  Muñoz,  para  que  la  revisasen  prolija-* 
mente.  Los  Sres.  Orgaz  y  C*  indignados  con  el  denuBcian- 
te,  redujeron  su  oposición  á  pedir  se  le  separase  de  la  Co- 
niision,  por  suponerlo  parcial,  por  el  hecho  de  la  denuncia, 
asi  se  hizo,  nombrándose  otro  comerciante  en  su  lugar.  La 
Gomision  hizo  el  mas  prolijo  examen  de  la  yerba»  banenmu 
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do  al  efecto  todos  los  tercios;  siendo  de  advertir  que  los 
mismos  Orgaz  y  C"  tía  acompañaron  en  sns  investigaciones, 
no  solo  haciéndpri^  indicaciones  «0Dr.e  el  modo  de  practicar- 
las, sino  también  perforando  personalmente  algunos  tercios ; 
todo  lo  que  no  solo  comprueba  el  perfecto  conocimiento  que 
tenian  de  los  propósitos  de  la  Aduana  sino  su  asentimiento 
á  ellos.  Del  nuevo  examen  resulta  que  de  los  trescientos  siete 
tercios,  setenta  j  tres  estaban  bastante  averiados:  noventa 
7  tres  con  poca  avería  y  ciento  cuarenta  y  uno  sin  ninguna ; 
viniendo  por  consiguiente,  á  quedar  comprobado  el  hecho 
denunciado,  á  saber:  que  la  yerba  habia  sido  equivocada- 
mente calificada  como  totalmente  averiada,  por  sus  consig- 
natarios Orgaz  y  C*,  que  pidieron  su  remate  en  tal  concepto  ; 
mal  despachada  por  examen  incompleto,  y  damnificado  en 
consecuencia  el  Fisco  en  sus  legítimos  derechos. 

Con  tal  motivo,  el  Administrador  dictó  la  resolución  de 
f.  i*,  por  la  que  dispuso  que  la  yerba  fuese  despachada  con 
el  aforo  legal  correspondiente  á  la  calidad  {verdadera  de 
ella,  según  el  dictamen  de^  la  Comisión  integrada  con  un 
Vista. 

Y  considerando:  !<*  Que  si  bien  por  el  artículo  453  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana,  se  dispone  que  c  No  podrá  ni  la 
c  Aduana,  ni  el  comerciante,  reclamar  contra  la  clasificación 
c  de  los  géneros  después  de  salir  éstos  de  la  Aduana,  de- 
€  hiendo  satisfacer  al  Fisco  los  empleados  que  hayan  inter- 
€  venido  en  la  clasificación,  las  cantidades  que  por  culpa 
€  suya  haya  dejado  de  percibir  » ;  en  el  caso  actual  no  pue- 
de considerarse  estraida  la  yerba  de  la  jurisdicción  aduanera, 
con  escepcion  de  los  ciento  cuarenta  y  siete  bultos  conducidos 
á  la  Tropa,  pues  los  demás  se  hallaban  aún,  aunque  fuera 
de  las  Almacenes  en  el  territorio  de  la  Aduana,  sin  haber 
todavía  franqueado  las  oficinas  del  Resguardo,  que  tiene  el 
derecho  de  vigilar,  y  aún  retener  la  carga  que  no  es  es- 


280  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

traída  como  corresponde,  lo  que  aún  no  se  habia  verificado 
con  los  tercios  qne  se  hallaban  cargados,  j  en  la  calle. 

2^  Que  respecto  de  los  ciento  cuarenta  y  siete  bultos  man- 
dados devolver,  los  demandantes  se  prestaron  á  ello  volun- 
tariamente, sin  objeción  ni  protesta  alguna,  como  también 
á  que  fuesen  examinados  como  todos  los  demás ;  renuncian- 
do así  ipso  facto  cualquier  derecho  que  les  hubiera  podido 
asistir  por  el  citado  artículo  de  las  Ordenanzas,  limitándose 
á  pedir  como  lo  obtuvieron,  que  se  les  exonerase  de  los  gas- 
tos de  la  reconducción  de  los  bultos. 

3^  Que  además,  aún  cuando  tales  hechos  no  hubieran  te- 
nido lugar,  el  precitado  artículo  de  las  Ordenanzas,  interpre- 
tándolo racionalmente,  solo  puede  esceptuar  de  un  nuevo 
examen  y  aforo  á  las  mercaderías  estraidas,  cuando  habiendo 
sido  examinadas  por  los  Vistas,  como  corresponde  por  el  ar- 
tículo 128  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  hubiesen  sido  er- 
róneamente clasificadas  ;  pero  no  cuando  han  sido  clasificadas 
erróneamente  por  no  haber  sido  examinadas:  como  sucede 
en  este  caso  en  que  solo  se  inspeccionó  una  parte  de  la  car- 
ga, y  se  la  despachó  por  completo  como  averiada,  no  estándolo ; 
con  grave  menoscabo  de  los  intereses  fiscales. 

4^  Que  si  bien  en  el  caso  que  se  ventila,  la  conducta  del  vista 
ha  podido  ser  motivada  por  una  omisión,  y  no  por  un  delito,  otra 
interpretación  al  artículo  de  las  Ordenanzas,  daria  lugar  á  pro- 
cedimientos dolosos  y  fraudulentos,  de  tan  difícil  prueba,  como 
por  ello  de  fácil  repetición ;  lo  que  sin  duda  sucedería,  desde 
que  las  mercaderías  no  pudiesen  ser  revisadas,  detenidas  y 
aun  devueltas,  si  fuere  posible,  aun  dada  la»  denuncia  de  un 
fraude;  que  nunca  puede  cobijarse,  bajo  las  leyes  dictadas  pre- 
cisamente para  prevenirlo  y  castigarlo:  sea  por  parte  de  los  co- 
merciantes, de  los  vistas  ,  ó  por  connivencia  entre  ellos ;  que 
dando  por  otra  parte  el  calumniador  ó  falso  denunciante,  sujeto 
i  las  responsabilidades  civiles  y  criminales  á  que  diere  lugar. 
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5°  Qne  según  la  letra  y  el  espíritu  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana,  es  un  deber  imperioso  del  Administrador  evitar  in- 
mediatamente  como  lo  ha  hecho  de  esta  vez,  todo  acto  cul- 
pable ú  omisión  de  los  empleados  de  su  dependencia,  y  del 
comerciante,  que  tienda  á  menoscabar  el  Pisco  de  los  impues- 
tos que  está  encargado  de  percibir. 

6*  Que  sin  entrar  á  juzgar  la  moralidad  que  en  el  foro 
interno  haya  guiado  á  los  denunciantes  en  tales  emergencias 
de  este  asunto,  se  presenta  sin  embargo  inesplicable  por  el 
mérito  de  autos,  que  siendo  ellos  los  consignatarios  de  la 
carga  y  por  consiguiente  los  interesados ,  en  el  cumplimiento 
de  sus  deberees  como  tales,  en  que  el  artículo  no  se  venda 
como  averiado,  no  estándolo  en  su  totalidad,  por  un  precio 
inferior  del  verdadero,  han  tomado  el  mayor  interés  en  que 
que  se  mantenga  la  primera  y  errónea  clasificación  que  se 
hizo  de  él,  y  su  venta  en  remate,  presentándolo  como  com- 
pletamente averiado,  no  estándolo;  quienes  también  pi- 
dieron la  separación  del  denunciante  Muñoz  de  la  comisión 
por  suponerlo  parcial  contra  esa  primera  y  errónea  clasifica- 
ción; y  quienes  sin  haber  aparecido  como  compradores  de 
la  yerba,  resultan  estrayendo  parte  de  ella  para  su  pro- 
pia casa;  sin  que  baste  á  esplicar  este  hecho  lo  que  espo- 
nen en  el  5"  párrafo  de  su  escrito  de  f.  2,  de  que  se  pro- 
ponian  rectificar  allí  su  peso  habiendo  ya  los  primeros  (bul- 
tos) sido  pesados  por  ellos  en  los  almacenes  fiscales  pues  que , 
como  cuando «  y  donde  fueron  pesados  unos,  debieron  y  pu- 
dieron serlo  todos. 

7^  Que  á  estas  consideraciones  se  añade  lo  que  sin  con- 
tiadiccion  observa  el  Administrador  en  su  informe  de  f.  12. 
€  Que  en  ninguno  de  los  permisos  se  babia  manifestado  por 
€  los  interesados  Sres.  Florentino  Orgaz  y  Ca.,  que  la  men- 
€  cionada  yerba  fuese  averiada:  Que  de  toda  esta  partida 
c  solo  fueron  examinados  por  el  vista  ciento  diez  bultos:  » 
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Y  que  no  obstante  esta  circunstancia  se  habian  vendido,  co- 
mo averiados,  en  remate  público  los  tres  cientos  siete  tercios 
en  nn  solo  lote. 

8^^  Qne  no  es  exacto  que  un  artículo  ó  mercancía  que  sea 
de  mala  calidad,  deba  conceptuarse  como  averiado,  pues  en 
tal  caso  debe  pagar  el  impuesto  correspondiente  por  la  ley 
á  su  calidad,  y  no  al  precio  que  se  obtenga  en  remate,  des- 
de que  este  solo  es  permitido  para  los  efectos  averiados ;  ora 
sean  de  buena  ó  mala  calidad; — estando  en  este  último  caso 
según  el  estudio  de  la  Comisión,  los  ciento  cuarenta  y  un 
bultos  que  han  resultado  sin  averia  alguna,  y  que  sin  em- 
bargo fueron  vendidos  como  averiados.  Por  estos  funda- 
mentos y  según  los  artículos  128  y  siguientes  de  la  Ordenanza 
de  Aduana,  respecto  de  los  deberes  de  los  vistas;  328  y  va- 
rios otros  conducentes  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  referen- 
tes á  las  facultades  de  esta  para  evitar  el  menoscabo  de  los 
derechos  fiscales ;  se  confirma  con  costas  la  resolución  refe- 
rida de  f.  1  del   Administrador  de  rentas.    Bepónganse  los 

sellos, 

FeneUm  Zuviria. 

De  esta  sentencia  apelaron  Orgaz  y  Ca. 
De  la  espresion  de  agravios  se  corrió  vista  al  señor  Pro- 
curador General,  quien  espnso: 

Baenos  Aires,  Octubre  13  de  1975. 

El  contrabando  mismo  no  es  averiguado  después  de  sali- 
do de  la  Aduana,  6  de  pasar  inapercibido  por  ella. 

La  naturaleza  del  delito  y  el  secreto  conveniente  al  co- 
mercio y  mil  hechos,  han  aconsejado  siempre  esta  especie  de 
longanimidad. 

En    el  presente  caso  no  se  trata  de  un  verdadero  contra- 


bando.  ¿Qué  contrabando  seria  este  de  mercaderías  remata- 
das en  la  Aduana  misma  y  en  presencia  de  sus  empleados? 

Ejecutado  el  remate,  la  yerba  tuvo  salida  en  parte,  pues 
estaba  ya  en  casa  del  vendedor  6  consignatario ;  y  en  parte 
no,  puesto  que  se  cargaba  todavía  cuando  se  recibió  la  de- 
nuncia. 

Indudablemente  la  Aduana  carecía  de  derecho  para  hacer 
volver  la  yerba  desde  la  casa  de  comercio,  y  someterla  á  nue- 
vo examen;  pero  no  puede  entenderse  lo  mismo  de  lo  que 
se  hallaba  en  su  poder,  por  no  haberse  cargado,  6  salido  de 
su  recinto  con  el  pase  respectivo. 

En  este  incidente  ha  habido  de  parte  de  la  Aduana  exceso, 
y  de  la  casa  de  comercio  una  condescendencia  que  aboga  en 
favor  de  su  buena  fé,  y  que  debe  tomarse  en  cuenta. 

No  está  probado  tampoco  que  si  la  Aduana  hubiese  limi- 
tado la  investigación  á  los  tercios  existentes  en  su  poder,  el 
resultado  hubiera  sido  el  mismo  contra  los  demandantes. 

Del  mismo  reconocimiento  posterior  á  la  denuncia,  resulta 
además,  que  mercantilmente  hablando,  toda  la  partida  de 
yerba  podría  suponerse  malísima. 

El  procurador  por  todo  esto  es  de  opinión  que  Y.  E.  fa- 
lle equitativamente  el  asunto,  reformando  la  resolución  ad- 
ministrativa y  sentencia  de  primera  instancia  en  la  parte  con- 
denatoria, y   absolviendo  á   la   Aduana  de  la  demanda  de 

daños  y  perjuicios  entablada  contra  ella. 

C.  Tejedor. 

Falloí  de  1»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Mano  38  de  1876. 
Vistos  y  considerando:  Primero.  Que  de  la  disposición  del 
artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  tres  de  las  Ordenanzas,  ae 
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CAI7SA    XI.II 


D^  Florencia  Pinto  de  Araoz,  reelamundo  de  resoluciones  de 

los   Tribunales  de  Buenos  Aires. 


Sumario.  —  1®  Si  los  Tribunales  Superiores  de  las  Provin- 
cias, interpretando  un  artículo  de  la  Constitución  Nacional  y 
una  ley  del  Congreso,  declarasen  que  no  son  aplicables  al  caso, 
esta  decicion  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte  Federal. 

2^  El  artículo  séptimo  de  la  Constitución,  después  de  pres- 
cribir en  su  primera  parte  que  los  actos  públicos  y  proce- 
dimientos judiciales  de  una  Provincia  gozan  de  entera  fé  en 
las  demás,  faculta  al  Congreso  para  determinar  por  leyes  ge- 
nerales cual  será  la  forma  probatoria  de  aquellos  actos  y  pro- 
cedimientos, y  cuáles  los  efectos  legales  que  prodwen^  una  vez 
que  se  hallen  revestidos  de  esa  forma. 

3^  La  ley  de  26  de  Agosto  de  1863,  dictada  por  el  Congreso 
en  cumplimiento  y  como  complementaria  del  artículo  cons- 
titucional, determina  en  los  tres  primeros  artículos,  la  forma 
que  deben  tener  los  actos  y  procedimientos  judiciales  para  que 
se  tengan  por  auténticos,  y  establece  en  el  4^  que  así  auten- 
ticados deben  surtir  ante  todos  los  tribunales  y  autoridades 
en  todo  el  territorio  de  la  Nación  los  mismos  efectos  legales 
que  en  la  Provincia  en  que  se  hayan  originado, 

4^  £1  respeto  debido  á  estas  pres<jipciones  de  la  ley  y  de  la 
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Constitución  exige,  no  solamente  que  se  dé  entera  fé  y  crédito 
en  una  Provincia  á  los  actos  j  procedimientos  judiciales  de 
otra,  debidamente  autenticados,  sino  que  ordena  se  les  atri- 
buya los  mismos  efectos  que  hubieran  de  producir  en  la  Pro- 
yincia  de  donde  emanan. 

5®  El  artículo  segundo,  título  «De  los  derechos  j  obliga- 
ciones del  heredero»,  Código  Civil,  no  debe  entenderse  de 
modo  que  dé  lugar  á  que,  siempre  que  los  bienes  que  com- 
ponen una  sucesión  se  hallen  diseminados  en  diferentes  lu- 
gares, sea  necesario  abrir  tantas  sucesiones  independientes  las 
unas  de  las  otras,  cuantos  seaíi  los  puntos  en  que  se  halle 
alguna  parte  de  esos  bienes. 

6^  En  todo  caso,  las  disposiciones  especiales  de  un  Código 
no  pueden  prevalecer  sobre  las  de  leyes  generales  de  un  carác- 
ter político  y  constitucional. 

1^  Los  Tribunales  de  una  Provincia  no  pueden  ampararse 
en  la  nulidad  de  los  procedimientos  de  los  Tribunales  de  otra, 
para  negarles  eficacia,  estando  debidamente  autenticados, 

8**  Dicha  nulidad  solo  puede  ser  declarada  por  los  Tribu- 
nales de  la  Provincia  en  que  los  procedimientos  hubiesen 
tenido  lugar,  y  mientras  esto  no  suceda  son  válidos  y  surten 
los  mismos  efectos  en  toda  la  Bepública. 


Caso.  —  En  los  autos  testamentarios  del  finado  Dr.  D.  Daniel 
Araoz,  el  Juez  de  1*  Instancia  en  lo  Civil  de  la  ciudad  de 
Jujuy,  dictó  la  siguiente  providencia : 

Jujay,  Mano  17  de  1875. 

Vistos :  con  lo  espuesto  en  el  dictamen  fiscal  que  antecede, 
no  obstante,  estar  ajustado  severamente  á  las  prescripciones 
de  la  ley,  de  conformidad  al  espíritu  del  artículo  62  del  en- 
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juiciamíento  civil,  que  da  al  Juez  la  facaltad  de  interpretar  las 
leyes,  según  su  ciencia  y  conciencia  respecto  del  caso  que  debe 
decidir : 

Se  declara  legal  el  certificado  de  la  partida  de  defunción  de 
f.  1*  sin  el  requisito  de  autenticación  y  el  informe  de  f.  3. 

En  su  mérito,  dejando  al  Ministerio  Fiscal  salvo  su  derecho 
para  gestionar  en  representación  de  los  ausentes  acreedores 
y  legatarios  de  parte  alícuota :  se  resuelve,  instituyendo  á  la 
Sra.  /)*  Florencia  Pinto  de  Araoz,  heredera  legitima  y  uni- 
versal del  finado  su  hijo  el  Dr.  Daniel  Araoz,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  3®,  cap.  a"",  tít.  9°  c  Del  orden  de 
las  sucesiones  intestadas  »,  libro  4^  del  Código  Civil. 

Al  efecto,  y  como  lo  solicita  dicha  seaora  presentante,  dé- 
sele el  testimonio  á  que  se  refiere  en  su  pedimento  con  las 
citaciones  que  corresponden.  Reintégrese  y  archívese. 

M-  Belisario  de  Árze. 

Con  copia  auténtica  de  esta  resolución  y  poder  en  forma  de 
D'  Florencia  Pinto  de  Araoz,  D.  Adolfo  E.  Carranza  se  pre- 
sentó ante  el  Juez  de  1^  Instancia  en  lo  Civil  de  la  ciudad 
de  Buenos  Aires,  pidiendo  se  librase  oficio  á  los  Bancos  de 
Londres  y  Comercial  de  esta  plaza  para  que  con  él  se  enten- 
dieran  en  cuanto  á  la  liquidación  y  entrega  de  fondos  que  tenia 
depositados  el  finado  Dr.  Araoz. 

Corrida  vista  al  Agente  Fiscal,  este  espuso  que  nada  tenia 
que  oponer. 

El  Juez  de  i*  Instancia  resolvió  lo  sigKiente : 

Buenos  Aires,  Mayo  29  de  1975. 

Autos  y  vistos:  considerando  que  el  infrascrito  no  es  el 
Juez  que  conoce  de  la  testamentaria  del  Dr.  D.  Daniel  Araoz 
y  al  que  únicamente  corresponde  proveer  las  peticiones  que 
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86  deduzcan,  referente  á  los  bienes  testamentarios.  Por  esto, 
no  ha  lugar  á  lo  que  en  el  escrito  de  f.  5  se  solícita,  y  ocurra 
ante  quien  corresponda,  entregándosele  estas  actuaciones,  pre- 
vio pago  de  costas.   Bepóngase  el  sello. 

C.  L.   Marenco. 

Notificado  Carranza,  pidió  revocatoria  ó  apelación  en  sub- 
sidio. Dijo  que  el  de  la  testamentaria  era  el  Juez  de  Jujuy, 
pero  que  á  aquel  Juez  no  se  podia  pedir  la  posesión  de  bienes 
existentes  en  Buenos  Aires.  Que  el  heredero,  ascendiente  ó 
descendiente  entra  en  posesión  de  la  herencia  en  virtud  de 
un  derecho  propio  sin  ninguna  formalidad  ni  intervención  de 
Jueces,  según  lo  dispone  el  artículo  1°,  tít.  4,  lib.  4*^,  C.  C. 
Que  en  virtud  de  esta  prescripción  sn  comitente  se  encuentra 
en  posesión  de  todo  lo  que  tenia  el  finado  Dr.  Araoz  en  Jujuy 
sin  haber  recurrido  para  ello  el  Juez  de  aquella  Provincia, 
sino  tan  solo  para  hacerse  declarar  heredera,  para  poder  jus- 
tificar ante  los  jueces  de  Buenos  Aires  su  derecho  hereditario 
á  fin  de  que  se  le  pusiese  en  posesión  de  los  bienes  que  el 
finado  tenia  aquí,  por  prescribirlo  así  el  artículo  2^  del  título 
citado.  Que  el  documento  acompañado  acredita  suficientemente 
el  título  á  la  herencia  y  el  fallecimiento  del  causante.  Que  si 
la  forma  en  que  se  ha  hecho  la  declaración  de  heredero  no 
es  correcta,  esto  no  altera  el  fondo  de  la  declaratoria  que  es 
lo  único  que  el  Juez  debe  legalmente  tener  en  vista,  pues  aún 
cuando  hubiese  terceros  con  derecho  á  los  bienes  dejados  por 
el  causante,  estos  podrían  deducir  sus  acciones  ante  el  Juez 
del  último  domicilio  contra  el  poseedor  de  la  herencia. 

El  Agente  Fiscal,  á  quien  se  corrió  vista,  dijo  que  hallán- 
dose conforme  con  las  observaciones  precedentes,  reproducía 
su  vista  anterior. 

El  Juez  de  1*  Instancia  proveyó  lo  siguiente : 

T.  vin  20 
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Buenos  Aires,  Junio  7  de  1875. 

Vistos  y  considerando :  ^^  Que  el  artículo  2°,  tít.  4**,  lib.  4° 
del  Código  Civil,  citado  en  el  escrito  de  f.  8,  dispone  sola- 
mente que  el  heredero  tiene  derecho  para  solicitar  del  Juez 
del  territorio  donde  se  encuentren  los  bienes,  la  posesión  de 
estos,  acreditando  la  muerte  del  causante  y  su  titulo  á  la  he- 
rerencia ; 

2^  Que  según  la  prescripción  establecida  en  el  mismo  artí- 
culo, esa  justificación  debe  rendirse  cuando  los  herederos  se 
encuentran  fuera  de  la  República  ó  fuera  de  la  ProTincia  donde 
se  hallen  los  bienes ; 

3°  Que  tal  prescripción,  para  ser  cumplida,  requiera  indis- 
pensablemente que  el  carácter  de  heredero  del  que  solicita 
la  posesión,  se  justifique  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  ó 
de  la  Provincia  donde  se  encuentran  los  bienes ; 

4^  Que  el  testimonio  presentado,  que  corre  á  f.  i,  no  es 
bastante  para  acreditar  ante  este  Juzgado  el  carácter  de  he- 
redero que  se  invoca  sin  que  previamente  se  justifique,  á  juicio 
del  infrascripto  y  con  arreglo  al  artículo  citado,  lo  necesario 
para  acceder  á  la  petición  deducida ; 

5^  Que  de  no  hacerlo  así,  debe  ocurrir,  como  generalmente 
se  hace,  al  Juez  que  ha  conocido  del  juicio  testamentario  para 
que  disponga  lo  conveniente  respecto  de  los  bienes  aquí  exis- 
tentes, dirijiéndose  al  efecto  las  comunicaciones  que  corres- 
pondan ; 

6^  Que  por  otra  parte,  el  acceder  á  la  petición  que  contiene 
el  escrito  de  f.  5,  importa  dar  á  la  que  se  titula  heredera  la 
propiedad  definitiva  de  los  bienes  que  se  encuentran  en  esta 
ciudad,  en  contravención  á  la  disposición  del  artículo  ya  citado 
que  ordena  solamente  que  pueda  darse  la  posesión  de  tales 
bienes. 
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*  Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  que  en 
el  escrito  citado  se  solicita,  pero  atenta  la  apelación  que  en 
subsidio  se  interpone,  se  otorga  en  relación^  elevándose  los 
autos  á  la  Cámara  de  Apelación  en  turno  en  la  forma  de 
estilo.   Bepónganse  los  sellos. 

Carlos  L.  Marenco. 

Elevados  los  autos  á  la  Cámara  1*  de  Apelación,  esta  dictó 
la  siguiente  resolución : 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1875. 

Y  vistos :  por  los  fundamentos  espuestos  en  los  conside- 
randos 1",  2°,  3^  y  4*»  del  auto  de  f.  12,  y  considerando  ade- 
mas :  1^  Que  la  muerte  del  autor  de  la  sucesión  y  el  título 
á  la  herencia  deben  ser  acreditados  ante  el  Juez  del  territorio 
á  quien  se  pide  la  posesión  de  la  herencia  (artículo  2°,  tít.  4'', 
lib.  4^  Código  Civil); 

2^  Que  esta  justificación  debe  producirse  en  la  misma  forma 
determinada  para  los  otros  parientes  á  que  se  refiere  el  artí- 
culo 3^  del  mismo  título,  á  los  cuales  están  equiparados  los 
ascendientes  y  descendientes  en  el  caso  de  estar  fuera  de  la 
Bepública  ó  fuera  de  la  Provincia  donde  se  hallen  los  bienes, 
porque  no  reconociendo  la  ley  sino  dos  medios  de  adquirir 
la  posesión  hereditaria,  por  derecho  y  judicialmente,  y  no  cor- 
respondiendo la  primera  sino  á  los  ascendientes  y  descendientes 
cuando  se  hallen  en  el  mismo  lugar  de  los  bienes  ( artículo  1^ 
del  título  citado),  la  posesión  que  corresponde  á  un  ascen- 
diente que  se  halla  fuera  de  la  Provincia  donde  están  los 
bienes,  es  la  judicial,  del  mismo  modo  que  á  los  demás  pa- 
rientes ó  sucesores  legítimos  que  no  sean  ascendientes  ni  des- 
cendientes ; 

3^  Que  para  que  el  Juez  pueda  decretar  la  posesión  judicial 
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de  la  herencia,  es  menester  que  se  pruebe  ante  él  el  título 
á  esta,  prueba  que,  á  falta  de  testamento,  no  puede  rendirse 
sino  con  las  formalidades  que  determinan  las  leyes  de  proce- 
dimiento para  los  juicios  ab  intestato ; 

4°  Que  esta  interpretación  es  la  misma  que  da  el  autor  del 
Código  á  los  artículos  1°,  2°  y  3**  del  título  citado,  en  la  nota 
al  primero  de  ellos  cuando  dice  que  limitada  da  posesión 
hereditaria  por  derecho  solo  á  las  sucesiones  entre  ascendientes 
y  descendientes  (en  el  caso  del  articulo  1®),  siguiendo  en  los 
demás  casos  de  sucesiones  intestadas,  la  ley  6*,  tít.  22,  lib.  10, 
Novísima  Recopilación,  y  en  las  sucesiones  por  testamento  la 
ley  de  Partida  también  citada,  que  es  la  2,  tít.  14,  Part.  6* ». 
Se  confirma  el  auto  apelado  de  f .  6  vta.  en  cuanto  no  hace 
lugar  á  la  petición  deducida  de  f.  5,  sin  perjuicio  de  que  el 
apoderado  de  la  Sra.  D*  Florencia  Pinto  de  Araoz  haga  uso 
de  su  derecho  en  la  forma  que  corresponde.  B opónganse  los 
sellos  y  devuélvanse. 

Eguia.  —  Martínez.  —  Basavilbaso. 

Devuelto  el  espediente,  el  Juez  de  1*  Instancia  recibió  del 
de  igual  clase  de  Jujuy  un  exhorto  auténtico,  conteniendo : 

1°  Un  escrito  presentado  ante  él  per  D*  Florencia  Pinto  de 
Araoz  en  que  espone  que  después  de  haber  sido  declarada  he- 
redera universal  de  su  hijo  finado,  dio  poder  en  forma  para 
recuperar  en  Buenos  Aires  los  intereses  que  aquí  habia  dejado 
su  hijo,  adjuntando  un  testimonio  de  su  declaratoria  de  he- 
redera. Que  habiéndose  negado  los  Bancos  á  entregar  los  fon- 
dos que  tenian  en  depósito,  ocurrió  al  Juzgado  de  1*  Instancia, 
quien  también  se  habia  negado  á  dar  las  órdenes  necesarias, 
declarándose  incompetente  por  cuanto  la  sucesión  estaba 
abierta  en  Jujuy.  Pidió  se  librase  exhorto  al  Juez  de  1*  Ins- 
tancia de  Buenos  Aires,  para  que  ordenase  á  las  casas  Bancaiias 
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referidas  para  que  entregasen  á  su  apoderado  los  intereses  que 
tuviesen  de  su  finado  hijo,  y  2^  el  auto  siguiente : 


Jujuy,  4unio  10  de  1876. 

Estando  la  ocurrente  declarada  heredera  lejítlma  y  universal 
del  finado  su  hijo  Dr.  D.  Daniel  Araoz  por  auto  de  17  do  Marxo 
último :  como  se  pide,  en  su  mérito  líbrese  el  exhorto  suple* 
torio  que  se  menciona  en  este  escrito,  con  los  insertos  precisos 
y  en  legal  forma,  al  Juez  de  igual  clase  de  la  ciudad  do  Dua* 
nos  Aires  á  efecto  de  que  notifiquen  á  las  casas  bancarias  de 
<  Londres  y  Bio  de  la  Plata  >  y  al  Comercial  « Wanklyn  »  alU 
establecidos,  la  formal  entrega  al  apoderado  de  la  ocurrente 
D.  Plácido  S.  de  Bustamante  de  todos  los  intereses  que  exis- 
tieren en  su  poder  pertenecientes  al  referido  finarlo  1)t,  1), 
Daniel  Araoz,  previa  citación  de  Ministerio  Fiscal  y  con  la 
correspondiente  nota  de  atención. 

Julia, 

Habiendo  D«  Adolfo  E.  Carranza  pedido  qoo  so  diera  eitm- 
plimiento  i  este  exhorto,  se  corrió  vista  al  Agenta  VíuhI^ 
quien  pidió  se  eoatertara  al  Juez  de  Jojay  tr^*efíhíeu4^  «1 
auto  de  7  de  Joaio  y  el  eottliniiatorío  de  Agosto  3  4e  IS7& 


T  tvtos :  de  dwrforaudad  eon  lo  eopiesto  por  d  Agente  lu^ 
caL  90  ha  H^ar  i  lo  qtie  ^  f'At  eu  el  es^Üo  4e  f .  91  y  ^mu 
téstese  él  exlMrt^  de  f .  S  es  la  f or»a  fue  e»  la  ff ^^Meoto 
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De  este  auto  apeló  Carranza  j  el  recurso  se  le  otorgó  en 
relación : 


FALLO  DE  LA  GJUURA  1*  DE  APELAGIOHES. 


Buenos  Aires,  Octubre  21  de  1875. 

Por  los  fundamentos  del  auto  corriente  á  fs.  17  y  18. 
T  considerando  ademas:  1°  Que  si  bien  la  jurisdicción  sobre 
la  sucesión  del  finado  Dr.  D.  Daniel  Araoz  ha  correspondido 
al  Juez  de  la  Provincia  de  Jujuy  en  la  que  aquel  ha  tenido  su 
último  domicilio  (artículo  6^  tít.  1%  Sec.  1%  lib.4%  Código 
Civil  )f  esta  jurisdicción  no  es  ostensiva  á  dar  al  heredero 
posesión  de  los  bienes  de  la  sucesión  que  están  fuera  del  lugar 
donde  ella  se  ejerce,  porque  tal  posesión  debe  pedirse  por  el 
heredero  al  Juez  del  territorio,  acreditando  la  muerte  del  autor 
de  la  sucesión  y  el  título  á  la  herencia,  como  espresamente  lo 
establece  el  artículo  2^  tít.  4^  de  la  sección  y  libros  citados  ; 

2®  Que  es  un  deber  del  Juez,  antes  de  dar  la  posesión  que 
se  pide,  examinar  si  los  documentos  que  se  le  presentan  para 
acreditar  el  fallecimiento  y  el  título  á  la  sucesión,  son  6  no 
suficientes  para  comprobarlos,  como  lo  disponía  la  ley  45,  tít. 
32,  lib.  2,  Becopilacion  de  Indias  que  ha  servido  de  fundamento 
al  artículo  2^  citado,  en  las  palabras  <  y  bien  examinados  y 
han  de  ser  herederos  y  de  otra  forma  no  serán  oidos  ni  ad- 
mitidos » ; 

3^  Que  en  el  considerando  4^  del  auto  de  f.  12,  reproducido 
en  el  de  f.  17,  el  Juez  a  quo  adujo  como  fundamento  para  no 
hacer  lugar  á  la  petición  de  f.  5,  que  el  testimonio  de  f.  1* 
no  era  bastante  para  acreditar  á  su  juicio  el  título  de  la 
representada  por  D.  Adolfo  E.  Carranza  á  la  sucesión  del 
Dr.  Araoz; 
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4®  Que  si  bien  el  artículo  7®  de  la  Constitución  Nacional 
dispone  que  los  procedimientos  judiciales  de  una  Provincia, 
gozan  de  entera  fé  en  las  demás,  esta  prescripción  no  obsta  á 
que  los  Tribunales  de  la  Provincia  en  que  tales  procedimientos 
quieran  hacerse  valer,  sin  desconocer  su  autenticidad,  puedan 
negarles  efectos  legales,  cuando  de  ellos  mismos  resulta  que 
no  son  ajustados  á  las  leyes  en  que  han  debido  fundarse  y 
consiguientemente  presentan  vicios  de  nulidad  manifiesta ; 

5°  Que  esta  interpretación  no  es  contraria  al  artículo  4^  de 
la  ley  Nacional  de  26  de  Agosto  de  1863,  reglamentaria  de 
aquel  artículo  de  la  Constitución,  porque  no  pudiendo  surtir 
efectos  legales,  por  uso  ni  por  ley  un  auto  nulo,  en  la  Pro- 
vincia de  Jujuy  de  donde  procede  el  que  en  testimonio  corre 
á  f.  1*^,  tampoco  debe  surtirlos  ante  los  Tribunales  de  esta 
Provincia,  por  mas  justificada  que  esté  su  autenticidad ; 

6^  Que  del  testimonio  mencionado  resulta  que  el  Juez  de 
Jujuy  no  se  ha  ajustado  á  la  ley  al  dictar  el  auto  en  que  <  re- 
suelve instituyendo  á  la  Sra.  Florencia  Pinto  de  Araoz  he- 
redera legítima  y  universal  del  finado  su  hijo  el  Dr.  D.  Da- 
niel Araoz  >,  porque  este  auto  no  ha  sido  precedido  de  las 
justificaciones  que  deben  preceder  á  toda  declaratoria  de  he- 
rederos en  los  juicios  ab  iníestalo. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  f.  30 
vta.  en  cuanto  no  hace  lugar  á  la  petición  de  f.  29  y  devuéi- 
Tanse,  y  repónganse  los  sellos. 

Eguia.  —  Martínez.  —  Basavilbaso. 

De  este  auto  apeló  Carranza  para  ante  la  Snprema  Corte 
Nacional,  invocando  el  inciso  2",  artículo  14  de  la  ley  sobre 
jorisdiccion  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  y 
habiéndosele  ordenado  ocurrir  donde  eorreapondíera,  ocurrió 
ante  dicho  tribunal  esponiendo: 

Que  siendo  la  sentencia  de  última  instandA  de  loa  Tri- 
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banales  de  Frovinoia  contraria  al  articulo  7^  de  la  Consti- 
tución Nacional  j  á  la  ley  del  Congreso  reglamentaria  de 
dicho  artículo,  invocados  por  su  letrado  en  el  informe  oral, 
ocurría  ante  la  Corte  Nacional,  amparándose  en  el  inciso  2^ 
del  artículo  14  citado. 

Después  de  recordar  los  antecedentes  del  asunto,  agrega, 
que  la  resolución  de  la  Cámara  de  apelaciones  importa:  1^ 
desconocer  por  completo  el  artículo  7^  de  la  Constitución  y 
los  artículos  2^,  3^  y  4^  de  la  ley  sobre  autenticación,  fecha 
26  de  Agosto  de  1863 ;  2"*  desconocer  la  soberanía  y  juris- 
dicción de  las  Provincias  para  dictar  sus  respectivas  leyes 
de  procedimientos,  jurisdicción  privativa  garantida  por  la 
misma  Constitución  Nacional;  3°  Que  importa  el  que  cada 
Provincia  tenga  el  derecho  de  fiscalizar,  aprobar  ó  anular  el 
procedimiento  seguido  en  las  demás  de  la  Bepública,  por  me- 
dio de  sus  respectivas  autoridades  judiciales;  4^  que  impor- 
ta falsear  los  principios  de  nuestro  gobierno,  y  herir  la  in- 
dependencia de  los  Poderes  Públicos  de  los  Estados  Federa- 
les. Que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  Juez  de  Jujuy  no 
hubiese  observado  la  ley  de  procedimientos  de  la  Provincia, 
no  correspondería  á  los  tribunales  de  Buenos  Aires  apreciar 
la  violación,  sino  á  los  de  aquella  Provincia,  á  petición  de 
cualquier  interesado  ó  del  Ministerio  Fiscal;  que  según  nues- 
tra forma  de  gobierno  y  las  leyes  citadas,  cada  Provincia 
tiene  el  deber  de  prestar  entera  fé  á  los  actos  y  procedi- 
mientos judiciales  de  las  otras;  debiendo  estos  producir 
todos  sus  efectos  legales  en  todas  las  de  la  República,  es- 
tando autenticadas  en  la  forma  que  marca  la  ley  nacional. 

Pidió  que  previa  la  tramitación  del  caso,  se  revocara  la 
sentencia  recurrida,  haciendo  la  declaratoria  sobre  el  punto 
disputado  que  establece  el  artículo  16  de  la  ley  de  Jurisdic- 
ción. 

Coa  el  espediente  á  la  vista,  la  Suprema  Corte  para  me- 
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jor  proceder  dio  vista  al  señor  Procurador  Oeneral,  quien 
se  espidió  del  modo  siguiente: 


Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Febrero  11  de  1876, 

En  los  exhortes  entre  jueces  de  distintos  territorios,  pi- 
diendo diligencias  judiciales,  el  exhortado  se  limita  á  prac- 
ticarlas sin  resolver  nada,  sino  cumplir  resoluciones  ajenas. 

Si  los  exhortes  tienen  por  objeto  sentencias  de  Tribuna- 
les estrangeros,  los  exhortados  no  están  obligados  á  cumplirlas, 
sin  que  ante  ellos  mismos  se  haga  la  jestion  correspondiente,  y 
se  examine  en  justicia,  esceptuando  el  caso  de  compromisos 
internacionales. 

Declarada  en  Jujuy  Doña  Florencia  Pintos,  heredera  d^ 
su  hijo  el  Dr^  Araoz, .  un  apoderado  con  los  documentos  con- 
venientes, pudo  presentarse  solicitando  de  las  casas  banca- 
rias  de  Buenos  Aires  que  tienen  depósitos  de  dinero  la  en- 
trega, y  con  su  negativa  demandarlas  en  forma  ante  la 
justicia  territorial,  que  resolverla  el  punto  con  pleno  cono- 
cimiento. 

Los  tribunales  de  esta  provincia  no  han  negado  crédito  al 
testimonio  presentado,  ni  anulado  por  sí  ni  ante  sí  la  decla- 
ración de  heredera  hecha  en  Jujuy,  sino  encontrándolo  in- 
suficiente para  ordenar  que  Ips  bancos  aludidos  ese  entien- 
dan» con  el  apoderado  de  la  heredera,  cen  cuanto  á  la  liqui- 
dación» y  entrega  de  los  dichos  fondos. 

No  han  violado  pues  ninguna  ley  nacional  referente  á  au- 
tenticidad de  documentos  entre  provincias,  ni  menos  desco- 
nocido la  soberanía  de  estas  para  dictar  sus  respectivas  le- 
yes de  procedimientos,  únicos  casos  del  ejercicio  de  la  juris- 
dicción de  esta  Corte. 

T.  vm  21 
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EiB  tal  imteligesKMA»  creo  inadmiaibla  el  reoursoi.y  pi4o  st 
rechazo,  con  devolacion  de  I93  aoítoa^  remitidos  pot' informe* 

C.  Tejedor. 


Fallo  de  1»  Suprema  Corte. 

Buenoa  Aires,  Marzo  38  de  1876. 

Vistos:  re9«tlt99dp . qpfi  hftlüiíendq  CaJUeeido  en. laiPi^moía 
d^.SaUa  el  Dqqtoi?  Doq  Dai^l  Axaozr  natural  y  yeciuoi  de  la 
4b  Jujuj,  se  a^rié  la.  swesioa  en  eete  últimQ  lugar,  y  f»í 
decl^irada  heredara  legítima  del  finado».  sQhinadre  Doña  i'lor 
reacia  Pintos  d%  Arao;z;:  qaei  oon^ppdeí;  snistttnldiei  de  esa 
señora  y  testimonio  del  auto  en  que  se  le  de.clflT^l^iQ^rjili: 
se, presentó  Dg©.  4<ÍQlfpi  5.-  Gataranía»  ante  el  Juez  de  psisfwra 
Instancia  de  esta  Ciudad,  pidiendo,  seühipierai  saber; al. ]^cii9t 
de  Londres  y  Rio  de  la  Plata  y  al  CoiriQrjCial,  que  cpn..éj/ 
se  entendieran  para  la  liquidación  y  entrega  de  Iqs  f ojudos 
pertenecientes .  al.  finado,  que  díchoj^  establecimientos  tenian. 
en  depósito;  que  los  TribuQale$  de  esta  Provincia  no  bipíe- 
ron  lugar  á  esa  solicitud,  fundándose  en  que,  seguid  el  ar- 
tículo dos,,  título  de  los  c  Derechos  y  obligaciones  del  he- 
redero »^  Código  Civil,  debia.  pedirle  la  entrega  ante  los 
jueces  locales,  justfjloando  á.  satiS{faccion  de  los  mismos 
jueces,  el  fallecimiento  del  autor  d^  la  sucesión  y  é\  titulo 
i  la  herencia ;  en  que  esta  juatificacíon,  á  falta  de  testa- 
mento, no  podia  rendirse,  sino  con  las  formajlidades  que.  pires- 
criben  las  Leyes  para  los  juicios  al^-inte&tato;  j  en  que  el 
testin^pi^io  del  auto, del  Juez  de,  Jujuy,  no  erp.  bastante 
pava  acir^ditar,  ante  I09  Tribnnaleg  de  esta.  PrQvinc^  el  ca- 
rifskeiX^  de  heredero,  inypcadvO:  pw  la  .señora  ¡.dei  ks^i.Mx^^ 
durante  el  curso  de  esas  actuaciones,  el  .appder.ad9  d«  .di^ctoi. 
I. 


sdidrai  pirdsrétttó  un  e]nioito  dirigido  por  el  Jíi6¿  de  la  su- 
cesión en  Jnjuy  al  de  esta  Ciudad,  pidi^¿><>Ie  que,  efn- razón 
de  híib^t  sido  aqtuella  dedicada  hiaredérá  *  de  su  hijo  el 
Dootdr  D^n  Daniel  Araoz,  Üiciera  saber  &  los  dos  Bancos 
antes  mencionados,  que  le  entregasen  los  fondos  dé  la  per- 
tenencia del  finado,  que  existiesen  en  sú  pMer*;  que  los 
Tribunales  de  la  Proyincia  se  negaron  taknbien  á  dar  onm- 
plimieAto  al  exborto,  por  lais  mismas  razones  antes  espuelas 
y  otras  concordantes.  T  conf  motiTO  de  haber  inroeade  eü 
sQ  apoyo,  el  represeátante  de'  la  heredera,  el  artículo  sétimo 
de  la  Constitución  Nacional  y  la  Ley  del  Congreso  eomple- 
mentaria  del  mismo  artículo,  la  Cáinara  Prorinciaí  agrega 
los  fundamentos  que^  obran  <á  foja  yeinticinco  vuelta  y  foja 
veintiséis,  en  las  cuales  se  consignan  los  siguientes  prin- 
cipioá :  Prmerú.  Que  la  ptescripción  dú  artículo  sétimo  de 
la  OdbíltituciQn  ne  obsta  á  que  los  Tíribunaleá  de  lá  Provin- 
cia en  que  se  trata  de*  hacer  valer  los  procedimientos  judi- 
ciales de  otra,  puedan  negarles  efectos  legales,  ciando  de 
ellos  mismos  resulta  que  no  son  ajustados  á  las  Leyes  en 
que  han^  debido  fundarse.  Segundo.  Que  está  interpretación 
no  es  contraria  al  artículo  cuarto  de  la  Ley  Nacional  de 
veintiséis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  por- 
que no  pudiendo  surtir  efectos  legales,  por  uso  ni  por  ley, 
un  auto  nulo  en  la  Provincia  de  Jujuy,  tampoco  debe  surtir 
esos  efectos  ante  los  Tribunales  de  esta  Provincia,  por  muy 
justificada  que  esté  su  autenticidad.  Tercero.  Que  el  Juez 
de  Jujüy,  según  el  testimonio  presentado,  no  se  ha  ajustado 
á  la  Ley  al  dictar  el  auto  en  que  declara  heredera  á  la 
señora  de  Araoz,  porque  ese  auto  no  ha  sido  precedido  de 
las  justificaciones  que  deben  preceder  á  toda  declaratoria  de 
heredero  en  los  juicios  ab-intestato. 

*  •      •     •  •        • 

Habiendo  sido  interpuesto  en  consecuencia  al  presente  re- 
curso,  acogiéndose  el  recurrente  á  la  disposición  del  articulo 
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catorce  de  la  Lej  sobre  jurisdicción  y  competencia  de-los 
Tribunales  NacioBales. 

Y  considerando :  Primero.  Que  el  caso  está  claramente 
comprendido  ea  1$  disposición  del  tercer  inciso  d^l  articulo 
catorce  citado,  desde  que  los  Tribunales  Provinciales,  inter- 
pretando un  artículo  de  la  Constitución  y  una  ley  del  Con- 
greso, han  declarado  que  son  inaplicables,  y  no  los  obliga 
á  dar  efectos  legales  á  la  resoluciop  del  Juez  de  Jujay,  de 
que  se  trata^;  de  donde  9e  deduce,  que  el  recurso  es  pro- 
cedente, y  que  la  Suprema  Corte  tiene  la  necesaria  juris- 
dicción para  tomarlo  en  consideración  y  resolverlo. 

Segundo.  Que  el  artículo  sétimo  de  la^  Constitución,  des- 
pués de  prescribir  en  su  primera  parte,  que  los  actos  pú- 
blicos y  procedimientos  judiciales  de  una  ProvincijA  gozan 
de  entera  fé  en  las  demás,,  faculta  al.  Congreso  para  deter- 
minar por  leyes  generales  cuál  será  la  forma  probatoria  de 
aquellos  actos  y  procedimientos,  y  cuáles  los  efectos  legales 
que  produjesen,  unja  vez  que  se  hallen  revestidos  de  esa 
forma. 

Tercero.  Que  la  Ley  de  veintiséis  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  tres,  dictada  por  el  Congreso  en  cumpli- 
miento.y  como  complementaria  del  artículo  constitucional, 
determina  en  los  tres  primeros  artículos  la.  forma  que  deben 
tener  los  actos  y  procedimientos  judiciales  para  que  se 
tengan  por  auténticos ;  y  establece  en  el  cuarto,  que  asi 
autenticados  deben  surtir  ante  todos  los  Tribunales  y  auto- 
ridades en  todo  el  territorio  de  la  Nación  los  mismos  efectos 
legales  :qu^  en  la  Provincia  en  que  se  hayan  originado. 

Cuarto.  Que  el  respeto  debido  á  estas  prescripciones  de  la 
I^cy  .y  de  la  Constitución,  exige,  no  solamente  que  sedé 
entera  fé  y  crédito  en  una  Provincia  á  lo;s  actos  y  proce- 
dimientos judiciales  de  otra,  debidamente  autenticados,  sino 
que  ordena  se  les  atribuya  los  mismos  efectos  que  hubieran 
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de  producir  en  la  ProTÍncia  de  donde  emanasen ;  y  sin  em- 
bargo, los  Tribunales  de  esta  Provincia,  que  sin  dificultad 
admiten  lo  primero,  respecto  á  los  documentos  presentados, 
se  han  creído  autorizados  á  negar  lo  segundo. 

Qumio,  Que  el  artículo  del  Código  Cítü  en  que  se  han 
apoyado  no  debe  entenderse  de  modo  que  dé  lugar  á  que 
siempre  que  los  bienes  que  componen  una  sucesión  se  hallen 
diseminados  en  diferentes  lugares  sea  necesario  abrir  tantas 
sucesiones,  independientes  las  unas  de  las  otras,  cuantos  sean 
los  puntos  en  que  se  halle  alguna  parte  de  esos  bienes, 
porque  este  es  un  gravísimo  inconveniente  que  el  mismo 
Código  ha  querido  evitar  adoptando  la  doctrina  de  los  ar- 
tículos cinco  y  seis,  título  de  las  <  Sucesiones  >  como  se  vé 
por  las  notas  que  la  ilustran;  y  en  todo  caso  las  disposi- 
ciones especiales  de  un  Código  no  pueden  prevalecer  sobre 
las  de  leyes  generales  de  un  carácter  político  y  constitucional. 

Sesto.  Qae  tampoco  puede  admitirse  que  los  Tribunales 
de  esta  Provincia  se  funden  en  la  nulidad  de  los  procedi- 
mientos del  Juez  de  Jujuy,  porque  esto  implicaría  la  facultad 
en  cada  Provincia  de  variar  los  actos  y  resoluciones  judi- 
ciales de  las  demás ;  y  esta  facultad  lejos  de  estar  acordada 
por  ley  alguna,  es  manifiestamente  contraria  á  la  naturaleza 
de  nuestras  instituciones, 

Sétimo,  Que  la  nulidad  solo  puede  ser  declarada  por  los 
mismos  Tribunales  de  la  Provincia  en  que  los  procedimien- 
tos hubiesen  tenido  lugar,  en  virtud  de  recursos  legales  di- 
rectamente interpuestos  ante  ellos  y  mientras  esto  no  se 
verifique  y  los  actos  ó  procedimientos  se  hallen  en  vigor  en 
dicha  Provincia,  deben  ser  tenidos  por  válidos  y  surtir  los 
mismos  efectos  en  toda  la  República;  y 

Octavo,  Que  estos  principios  son  de  mas  sencilla  aplica- 
ción en  casos  como  el  presente,  en  que  no  aparece  persona 
interesada  que  haga  oposición. 
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Fot  estos  fundra^^ntos»  se  declara  qae  el  auto  del  Juez 
de  Jnjny,  declarando  hereder;»  legítima  del  Doctor  Araoz, 
i  su  madre  Doña  Jlorencia  Pintos  de  Araoz,  debe  surtir  to- 
dos  sus  efectos  .legales  en  esta  Proyincia ;  y  que  la  reso- 
lución recurrida  .^n  que  se  niega  tales  efectos,  por  Jl^^.^^zo- 
nes  espreaadas,  viola  el  artícelo  sét^iiuo  ^e  ,1^  Cpust^toÓQU  j 
el  artícalo  cuajtro  jde  la  Ley  de  T^tia^s  da  i^go^to  4^  mi 
ochocientos  .sesei^ta  .y  tres ;  y  dev^élyaiise  pxévio  pago  iíb 
costas,  al  Tr^buwl  de  sp  procedencia,  á  Ip^  efectos  dial  ^ax- 
tioulo  diez  y  seis  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competeucia. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL. — JOSÉ  BitíimOS 
1>A20S. — J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DO- 
miNGIJEZ. 


jCAUSA  ipíiiiii. 


D.  Fortunato  Cattarini  contra  el  Juez  de  Paz  de  Ranchos 
por  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

r  • 

Sobre  competencia. 


Suw^rio.^— 1°  PeJ^ajB  reíJolucioíi^  de  Iqs  Jueoies  Proifiqcia- 
les  en  materia  de  su  competencia  no  puede  ocurrirá  4  los 


'DE  raSnOBk  lUCMHüAL  SOS 

Ttibuiiales  Naóionsles,  sitaó  «n  Im  caaos  y  f(«iDa  qoe  déHér- 
mtea  >él  «PticiLlo  44  de  la  ley  sotoe  jntísdiceion  jr  oompe- 
te&da  'de  eakod. 

2^  Las  demandas  sobre  reparación  de  úvñffi  y  perjuíoins 
caudados  por  los  proeedimieiiikos  de  un  Jaez  PrOTi&oial,  ^o 
eompé^dín&éti  al  conooiilcrieiita  ée  U  Jmlieia  Naoiontl. 


■^*M.4i*J       JiiHi   1 1 


Caso, — í).  Fortunato  Cattarini,  estrangero,  dematidó  al  Juez 
de  Paz  de  Raiíchos  por  el  abono  del  valor  de  veinte  y  dos 
animales  vacunos  de  su  propiedad,  que  alegó  haberle  sido 
embargados  al)usivamente  por  orden  de  dicho  funcionario. 

£1  Juez  de  Paz  D.  Manuel  Faramiñan  espuso  que  Catta- 
rini y  otros  fueron  procesados  de  oficio  por  robo  de  hacien- 
das, y  el  embargo  tuvo  lugar  en  el  juicio  criminal,  que  con- 
cluyó  condenándose  á  una  multa,  al  resarcimiento  de  los  da- 
ños y  á  las  costas  por  sentencia  consentida. 

Agregó  que  habiendo  procedido  en  materia  de  su  compe- 
tencia, sns  actas  no  podian  ser  sometidas  al  conocimientp 
de  la  Justicia  Kacional,  y  que  el  Juez  de  Sección  debía  de- 
clararse  incompetente. 

Como  prueba  úe  lo  espuésto  el  Juez  de  Paz  acompañó  el 
espediente  del  proceso  criminal. 

Fallo  dd  JíacB  Seccional. 


Buenos  Aires,   Noviembre  3  cLe  1^5. 

Vistos:  en  la  escepcion  de  incompeteucU  A^^P^^^  JKMT  ^ 
Jm^  de  P;íz  4®  B^nchoa,  co» ,  la  ^usa  que  contra  él  promo- 
yió  P.  Sputja^ato.  Catiwii|ii.<p^^  indemnización  de  daños  y  per- 
jaic^qa*  ¿  cousecuQ^eia  4b  («n, embargo  de  ganado. 

Y   considerando: 
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1^  Que  del  espediente  acompañado ,  como  de  confesión  de 
la  parte  actora  consta  que  el  embargo  ha  sido  decretado  en  la 
prosecución  de  una  causa  criminal  y  por  tanto,  en  todo  co- 
mo Juez  de  la  materia. 

2°  Que  de  las  resoluciones  de  los  jueces  provinciales  en 
materia  de  su  competencia,  solo  pueden  entender  los  Tribu- 
nales Nacionales  en  la  forma  prescrita  por  el  art.  14  de  la 
ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  esos  tribunales  que 
no  es  el  caso  actual. 

3^  Que  se  halla  declarado  que  la  demanda  sobre  repara- 
ción de  daños  y  perjuicios,  provenientes  del  modo  de  proce- 
der de  un  Juez  provincial  en  una  causa  pendiente  ante  los 
Tribunales  de  Provincia  no  corresponde  á  la  Justicia  Na- 
cional (Causa  i  14  de  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte,  tomo 
2^,  Serle  2')  y  ese  es  el  estado  en  que  se  ha  promovido  la 
presente  demanda. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  incompetente  i 
este  Juzgado  para  entender  y  resolver  el  juicio  que  contra 

« 

el  Juez  de  Paz  de  Ranchos  ha  deducido  D.  Fortunato  Cat- 
tarini.  Hágase  saber  original,  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 

■ 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  30  de  1876. 
Vistos:   Por  sus  fundamentos   se  confirma  con  costos  el 

r 

auto  apelado  de  foja  setenta  y  tres,  y  satisfechas  y  repues- 
tos los  sellos  devuélvanse. 

'SALVADOB  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSTIAGA. 
— J.   DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LaSPIUR. 
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CAV8A     XI.I¥. 


El  capitán  del  vapor  «  Washingtonr^  sobre  recusación  del  Jue% 

de  Sección  en  Buenos  Aires, 


Sumario,  —  Siendo  inadmisible  por  estemporánea  una  de- 
manda, no  puede  fallarse  un  artículo  deducido  sobre  recu- 
sación del  Juez. 

Caso, — D.  Pabla  Frugoni,  por  D.  Emilio  Dehnike,  capitán 
del  vapor  c Washington»  se  presentó  ante  el  Juez  de  Sec- 
ción esponiendo: — Que  por  el  hecho  de  ordenat  el  Juzgado 
la  detención  del  vapor  yá  cargado  y  pronto  para  empren- 
der viage,  el  capitán  promovió  la  cuestión  de  que  no  podia 
decretarse  esa  detención,  y  que  por  lo  tanto  debia  dejarse 
Sin  efecto,  responsabilizando  á  los  consignatarios  y  demás  por 
los  daños  y  perjuicios  causados. 

Que  el  Juez  insistió  en  esa  resolución  y  apelada  para  ante 
la  Suprema  Corte,  fué  convenido  con  la  parte  contraria,  dar 
fianza  bajo  la  base  de  reservarse  el  capitán  sus  acciones  para 
reclamar  los  daños  y  perjuicios,  preseindiéAdoee  del  auto  del 
inferior  en  que  insistía  en  la  detención. 

Que  al  resolver  el  Juez  el  punto  sobre  fletes  y  demás,  es- 
pera que  condenará  también  á  los  consignatarios  en  todos  los 
daños  y  perjuicios  causados  al  buque  y  al  capitán;  pero  que 
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esa  incidencia  sobre  la  detención  del  «Washington»  ya  car- 
gado 7  pronto  para  hacer  viaje  constituye  un  reclamo  apar- 
te de  la  materia  del  pleito  y  de  los  daños  y  perjuicios. 

Que  en  virtud  de  estos  antecedentes,  la  parte  del  capitán 
presentó  escrito,  manifestando  que  iba  á  hacer  valer  esas  ac- 
ciones; pero  que  .h#bie]ido  el  ¿'oez  munifestado  opinión  en 
el  auto  mencionado  f.  218,  por  lo  que  debia  considerarse  im- 
pedido, correspondía  dársele  los  testimonios  competentes  para 
ocurrir  ante  el  otro  Juez  con  el  objeto  indicado.  Que  el  Juz- 
21^  ipo  h^^o  lug^r  á  .tal  prpcedimieato  y  apelado  e3te  auto, 
la  Suprema  Corte  .xciaolvió  que  .^o  habiendo  aun  sido  falla- 
da la  cuestión  principal  sobre  cobro  de  fletes,  ni  habiéndo- 
se tampoco  entablado  en  forma  la  demanda  que  se  anun- 
ciaba sobre  indemnización  d^  daños  y  perjuicios  por  la  de- 
tención dpi  vapor,  se  confirmaba  dicho  auto  en  cuanto  impor- 
taba no  hacer  lugar  á  la  solicitud  deducida  para  que  el  juez  se 
declarase  impedido.  Que  atento  lo  espuesto  entablaba,  con  ar- 
i^^lp  í^l  ppQrVi^io  qelebxado  9>ivte  la  Corteóla  demanda  ¿ppr^los 
dwQs  y  parjiicLos  causados  ^  vapor  cWashiagton»,  en  vir- 
bf4  ^  ¥  6^en  de  detención  cuando  ya  estaba  id  buq^e 
c{^2;gado  y  pronto  para  emprender  viage,  cuyos  perjuicios  e^- 
%ÍH^  m  3,5@0  ^b8.  esterlina^  con  los  inteqres^s  y  las  QQst^aa. 

^B.  un  otrosí,  dijo  une  .<^n  arreglo  á  lo  espuesto  y  habieudo 
Ql.<^T:i^Z'mf^nj|fes»tado  ppfnion  e^  el  punto  oofis^teria  de  e^te  apun- 
to, lo  recusaba  de  conformidad  zl  art.  43  iuciso  T"  d^  l^  ^^J 
4e  Fr^of^íwexLtps  y  pedia  se  pasase  la  demanda  jQou  1o;3  t^s- 
IriipoiiJjG^  CAQiipetc^iiit^s  al  otro  Juez  de  lección. 

B^euo»  AÍFies.  Noviembra  10  de  ,1875. 

En  lo  iprinoípal  traslado  y  al  otrosí,  no  istaniíestándfMe  por 
el  !8olioi(aoite  qjue  el  Juez  baya  dado  6  emitido  opinión,  ^gú 


'M  ramotá  morottAt  MU 

Tísta  de  antos,  fnera  de  juiolo,  que  non  Un  rlrmutnknoUM 
qne  se  requieren  por  el  inoUo  S"  que  invooA)  y  ahutlt^mln  \m 
el  contrario  &  resoluoionoii  judloiiUort  qun  no  puotlt^n  llniími'- 
se  opinión  del  Juez  en  ol  Rontido  qun  In  dA  In  Itiy  no  Im  lu- 
gar á  la  recusación  deducida.  UepónifauMn  Ion  Ntilltm. 

Alharnm, 


Fallo  ée  ím  ñupw^mm  C%rl#f 

Tistes:  Xo  podiendo  admitim^  A^munAñ  nlKiifin  pfrf  inAum- 
niarion  de  daooü  j  perjnidoff,  p^/r  ln  A^mUm  4^i  fnpfff 
«Washington»  ni  por  eoiMí^^ent^  itf«t«f%#r  M  íneiámiUi  4éi 
recvsarion  ntsentraKi  no  m  r^nfí}f%  \%  mf^^Vum  f^n^phí  n^' 
¥ie  ciAto  <le  fletov,  es  tmnpthnifffíUf  ñn  U  IfÚDtUlff  p*á  ^tü 
Corle,  en  e«t^  mí/iino  Murr^to^  4^fl4ftjim  4l  $HH 
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CAUSA    XI^T 


D.  Pablo  Frugoni  y  D.  Santiago  Pott  contra  el  Dr.  D.  Ángel 

F.  Costa,  por  cobro  de  honorarios. 


SwminQ.—  El  ténuino  de  24  horas  fijado  por  la  Ley  de 
^ranpjely  pfira  abonar  la  cuenta  de  oostas  y  honorarios,  se 
refiere  á  estos,  cpando  han  sido  regalados  é  inolnidos  en  la 
planilla  de.  postas. 


Caso, — En  un  pleito  seguido .  entre  el  Dr.  D.  Ángel  P. 
Costa  y  D.  Juan  Marshall,  fueron  empleados  á  solicitud  del 
Dr.  Costa,  los  peritos  D.  Pablo  Frugoni  y  D.  Santiage  Pott 
como  intérpretes. 

Estos  presentaron  su  cuenta  de  honorarios  por  la  suma 
de  40  ps.  ftes. 

Se  hizo  saber  la  cuenta,  y  no  habiéndose  hecho  oposición, 
los  peritos  pidieron  contra  el  Dr.  Costa  el  pago  dentro  de 
tercero  dia. 

El   Juez  proveyó  de  conformidad. 

D.  Mariano  Orma,  apoderado  del  Dr.  Costa,  reclamó,  di- 
ciendo que  no  habia  prestado  conformidad  con  la  cuenta  ; 
que  le  parecía  exagerada,  y  estaba  dispuesto  á  pagar  14  ^ 
á  cada  uno  de  los  intérpretes. 
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Fallo  del    Jaes  Sceelonal 


Buenos  Aires,  Noviembre  3  de  1875. 

No  habiendo  la  parte  del  Dr.  O^sta,  rechazado  la  cuenta 
de  los  intérpretes  Frugoni  j  Pott,  dentro  del  término  de  las 
24  horas  fijadas  por  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  no 
ha  lugar  á  lo  solicitado  por  su  procurador  Sr.  Orma,  y  re- 
póngase el  sello. 

Álbarnaem* 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  1'  de  1876. 

Vistos :  refiriéndose  el  artículo  sesto  de  la  Ley  de  Araneel, 
de  veintiséis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres, 
que  fija  el  término  de  veinticuatro  horas  para  abonar  la 
cuenta  de  costas  y  honorarios,  á  los  de  esta  clase  corres- 
pondientes á  peritos  incluidos  en  aquella,  cuando  se  hubiesen 
regalado;  y  no  resultando,  que  los  honorarios  devengados 
por  los  intérpretes  Don  Santiago  Pótt  y  Don  Pablo  Frugoni 
hayan  sido  regulados,  ni  incluido,  en  la  planilla  de  costas, 
se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  nueve,  y  satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  para  que  en  'vista 
de  la  disconformidad  se  mande  practicar  la  regulación  cor- 
respondiente. 

SALVADOR  M.  DEL  GAKIUL.  --  I08É 
BARROS  PAZOS.  -^  I.  B.  fiOROS« 
TUGA.  —  J »  DOMUIGDU.  ^,  S.  M. 
LAáPlUR. 
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CAVtlA,   XrS»TI« 


Sifnp9iín\yt,' ÁtiAgno  contra  D.  Mariano  Bülinghunt  por 
cumplimiento  de  un  contrato  sobre  infracción 

de  la  Ley  de  Sellos. 


Sumario.  —  En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  so« 
nlétídós  á  la  Justicia '!N^ácioii£Lrpot  acto  voluntario  dé  las 
p&Hé¿,  la  ley  nacional  dé  sellos  queda  cumplida  reponiéndose 
el  sello  qué  corresponde  al  valor  del  contrato  que  se  presen- 
té eñ  juicio. 


Coso. -^  Los  señores  Simpson  y  Ariagno,  estrangeros,  de- 
mandaron ante  el  Juzgado  Nacional  de  Bnenos  Aires  á  Don 
Maiiano  Billíngurst,  argentino,  sobre  compUmiento  de  un  con- 
trato .  de  obra  escrito  en  papel  comun,  que  acompañaron  á  la 
demanda.. 

Puesta  por  el  actuario  nota  de  cno  corresponde»  al  docu- 
manto  acompsñado^.  ed  Proomrader  fiscal  pidió  el  pago  del  de- 
CBpio^ácL valor  del  sella  correspondiente  y  siguió  juicio  eje- 
cuüve,  pox  balMr  los.  «eñof es' Simpson  y  Ariagno  opuesto  que 
el  contrato  no  era  su>etei'á/la  jurisdicción  nacional  ratione 
matericet  y  no  estaba  comprendido  en  la  ley  de  sellos. 


p^  ímnm^  iVí^9»jm,,  $ii 


l^fiüé  tfeft  Jtam  Sécntoviüri 


Buenos  Aires,  Noyiembre  30  de  1875. 

Vistos  y  considerando: 

1?  Que-  se  halla  declarado  por  l^  Supremac  Corte  que  el 
decuple,  por  la  falta  del  sello  correspondiente,  no  procede  síq^, 
en  el  paso  de  que  la  obligación,  da  que  acredita  el  docuznen- 
to,  esté  sugeta  por  su  naturaleza  al  eonoclmiente  y  juris- 
dicción, federal^  lo  qua  no  sucede  en  el  casa  ocurrente  en 
que  la  jurisdicción  procede  en  virtud  de  la  nacionalidad  de 
las  partes ; . 

2^  Que  aunque  se  estimara  que  no  hay  lugar  á  Iqk.eseep- 
cion  de.inibábilidad  dd  título  que  se  alega,  el  Juzgado  pue- 
de revocar  el  auto  de  solvendo  siempre  que  solicitado  por  la 
parte,  estime  que  procede  la  reposición  como  en  este  caso. 
Por  estas  consideraciones,  fallo  dejando  sin  efecto  el  decreto 
de  22  de  Julio,  y  ordenando  la  devolución  del  depósito   de 

f.  35.  Bepóngaise  el  sello. 

Isidoro  Albarracin, 

Apelado  este  auto  por  él  procurador  fiscal,  ante  •  la  Stipi^- 
ma  Corte  se  espidid  la  siguiente: 


VISTA  DEL  SESOft  PROCURADOR  JEN6RAL 


Sixprema  *Corte ." 


Buenos  Aires,  Febrero  21  de  1876. 


£}  contrato  de  que  se  traiía  im^  íihé  entendido  opt^ctmar 
m«lLte  en  papel  selUd^í  ni  provin^ijil  ni .naciimi^. . . 
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Si  los  señores  Simpson  hubieran  elejido  la  justicia  de  la 
Provincia,  la  obligaciOR  de  la  multa  previa  hubiera  sido  la 
misma. 

Pero  por  sus  conyeniencias  escojieron  la  justicia  de  la  Na- 
ción, y  por  esta  razón  se  pretende  que  están  libres  de  toda 
multa. 

No  .puede  á  juicio  del  procurador  admitirse  semejante  teo- 
ría 

Presentado  el  documento  ante  la  justicia  federal,  es  ella 
la  que  antes  de 'admitir  las  acciones,  debia  poner  la  multa, 
y  lo  mas  que  podia  exigirse  seria  que  esta  fuese  con  arre- 
glo á  la  ley  de  Provincia,  y  para  ella. 

No  creo,  pues,  arreglada  á  derecho  la  resolución  del  Juez 

de  Sección,  y  pido  sea  revocada. 

Carlos  Tejedor. 

Cuno  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  T  de  1876^ 

Vistos  y  considerando: 

Primero. — Que  el  artículo  segundo  de  la  ley  na<  ^nal  de 
sellos  dispone  que  «toda  obligación  sobre  cuenta  I^^^Bgocio 
sujeto  á  jurisdicción  nacional,  y  á  pagarse  en  la  NaSKn,  se 
escriba  en  el  papel  sellado  que  corresponde»; 

Segundo. — Que  teniendo  las  partes  en  el  presente  caso, 
la  opción  de  ocurrir,  por  su  distinta  nacionalidad,  á  la  ju- 
risdicción provincial  6  nacional,  han  preferido  esta  última, 
y  ante  ella  han  promovido  el  correspondiente  juicio; 

Tercero. — Que  quedando  por  este  acto  voluntario  sujeto 
el  asunto  á  la  jurisdicción  nacional,  debe  reponerse  el  sello 
del  valor  del  contrato  presentado,  en  cumplimiento  de  la  pre- 
citada ley,  y  de  conformidad  con  la  jurisprudencia  estable- 
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cida  por  resoluciones  de  esta  Saprema  Corte  en  casos  igua- 
les; 

Por  estos  motivos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  siete,  y 
repuestos  los  sellos  de  actuación,  devuélvanse  los  autos  al  Juez 
de  Sección  para  que  imponga  la  reposición  del  sello  nacio- 
nal correspondiente  al  valor  del  contrato  de  foja  catorce. 

SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL.  —JOSt 
BARROS  PAZOS.—  J.  B.  GOROSTIAGA.— 
J.  DOMÍNGUEZ.  —  8.  M.  LASPIUR. 


CAVSA    XI.TII 


Üon  Marcolino  Yañes  sobre  tercería  en  la  ejecución  de  Don 
Sebastian  Carrion  contra  D.  Carlos  Walrond, 


Sumario.  —  Las  renuncias   de  derecho    ante   los   Jueces, 
deben  tomarse  en  el  sentido  estricto  que  se  hacen. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  ante  el  Juzgado  Federal 
de  San  Juan  por  D.  Sebastian   Carrion   contra   D.  Carlos 

T.  VIII  22 
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Walron  sobre  pago  de  mejoras  hechas  en  un  fundo, 
D.  Marcolino  Tañes  se  presentó  deduciendo  tercejía  de  do- 
minio y  basando  su  acción,  entre  otros  documentos,  en  uno 
de  fecha  1**  de  Junio  de  1870  en  el  que  Walrond  declara 
haber  vendido  á  Yañes  el  fundo  en  cuestión.  Este  docu- 
mento aparece  firmado  por  Walrond,  Tañes  y  los  testigos 
D.  David  Agüero  y  D.   Saturnino  Pérez. 

Corrido  traslado,  D.  Daniel  S.  Aubone  por  Carrion  con- 
testó entre  otros  puntos,  que  era  falso  que  hubiese  podido 
tener  lugar  en  1870  la  compra  del  terreno  que  refiere  ej 
instrumento  privado  de  1®  de  Junio  de  1870,  porque  Wal- 
rond no  estuvo  entonces  en  San  Juan  ni  incidentalmente 
y  el  testigo  Agüero  en  la  misma  época  se  hallaba  relegado 
en  Jachal  por  el  Gobernador  de  entonces,  siendo  por  tanto 
simulado  ese  documento. 

En  seguida  se  recibió  la  causa  á  prueba,  debiendo  con- 
traerse la  testimonial  á  los  hechos  alegados  para  fundar  la 
simulación  ó  falsedad  del  documento. 

La  parte  de  Tañes  produjo  algunas  declaraciones  da  tes- 
tigos con  el  fin  de  acreditar  que  Walrond  estubo  en  San 
Juan  en  la  fecha  del  documento  y  que  Agüero  aunque  re- 
sidia  en  Jachal,   iba  con  frecuenoia  á  la  Capital. 

La  parte  de  Carrion   pidió  un  comparendo  de  las  partes 
en  persona,  á  los  objetos    del  -artículo  156  y  siguientes  de 
la  Ley  de  Procedimientos,    insistiendo   en  la  falsedad   del 
documento  referido. 
El  Juez  proveyó  de  conformidad. 

Notificado  Tañes,  pidió  revocatoria  diciendo  que  el  artí- 
culo invocado  por  el  contrario  carecía  de  aplicación  al  caso, 
pues  que  el  documento  no  se  habia  argüido  de  falso  ni  ne- 
gádose  que  la  letra  y  firma  sean  del  otorgante,  sino  que 
eran  falsos  los  hechos  contenidos  en  el  documento. 
En  un  otrosí  pidió,  que  habiendo  incurrido  el  contrario 
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en  el  caso  del  artículo  5^  de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1863, 
se  le  ordenase  presentar  sus  escritos  con  ñrma  de  letrado. 

Corrido  traslado,  Aubone  contestó  que  como  el  contarlo 
aceptase  el  auto  de  prueba  y  se  esforzara  en  probar  lo  con- 
trario de  lo  que  el  esponente  argüyó  en  su  defensa,  él  á 
su  vez  aceptó  sostener  lo  que  no  ofreció  probar,  porque  cuan- 
do dijo  que  podia  probar  tales  ó  cuales  hechos,  no  quisó  de- 
cir que  estaba  dispuesto  á  probarlos.  Que  bajo  este  supuesto 
fué  que  propuso  la  prueba  reclamada;  pero  que  incumbien- 
do al  Fiscal  perseguir  el  crimen  cometido,  deferia  á  que  no 
tuviera  lugar  el  juicio  y  renunciaba  el  término  de  prueba 
pendiente,  por  no  serle  necesaria  la  prueba  en  la  defensa  de 
su  derecho. 

En  un  primer  otrosí  pidió  también  se  obligara  al  contra- 
rio á  presentar  sus  escritos  con  firma  de  letrado;  y  en  un 
segundo  otrosí  se  le  admitiera  el  escrito  en  papel  común  por 
no  haber  sellado  qu  la  Oficina  de  Bentas  Nacionales. 


F»ll«  del  Jíiies  de  Seeelon. 


San  Juan,  Noviembre  20  de  1875. 

A  lo  principal;  de  común  consentimiento  de  partes  queda 
^sin  efecto  el  decreto  fecha  11  del  corriente  á  foja  27;  y  en 
cuanto  á  la  renuncia  del  término  probatorio,  importando  ella 
el  reconocimiento  de  la  efectividad  del  documento  de  f .  4<, 
único  punto  sometido  á  prueba  de  testigos  en  esta  causa,  ha- 
ciéndose por  lo  tanto  inútil  su  prosecución,  téngasele  por  re- 
nunciado, siendo  de  su  cargo  las  costas  causadas  en  el  inci- 
dente de  revocatoria,  reservándose  para  la  definitiva  sobre 
las  causadas  en  el  término  probatorio;  no  se  hace  lugar  á 
las  peticiones  recíprocas  de  las  partes  para  que  la  contraria 
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se  presente  con  firma  de  letrado ;  al  otrosí,  del  escrito  que 

antecede,  admítese  con  cargo  de  oportuna  reposición  hasta  la 

presente  foja  inclusive. 

.  Morcillo. 

Notificado  Aubone  apeló  diciendo  que  al  renunciar  los  dias 
que  faltaban  por  correr  del  término  probatorio,  su  intención 
no  habia  sido  la  interpretada  por  el  Juez  en  su  auto,  cuan- 
do declara  que  debe  tenerse  por  reconocida  la  autenticidad 
del  documento  de  f.  4,  sino  que  su  objeto  único  fué  demos- 
trar que  con  la  prueba  rendida  de  contrario,  le  bastaba  para 
que  se  declarase  falso  el  documento. 

Concedido  el  recurso  en  relación,  se  dictó  este 


Fullo  úm  1»  Saprenm  Corto* 

« 

Baenos  Aires,  Abril  6  de  1876. 

Vistos :  no  importando  la  renuncia  de  la  audiencia  verbal 
ni  de  los  dias  que  faltan  del  término  de  prueba,  el  reco- 
nocimiento por  el  ejecutante  del  documento  impugnado  de 
falso  contra  el  cual  alega  ademát  otras  razones,  se  revoca 
el  auto  apelado  en  cuanto  declara  reconocida  la  efectividad 
del  documento  de  foja  cuatro,  y  satisfechas  las  costas  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse,  para  que  el  Juez 
de  Sección  proceda  conforme  á  derecho. 

SALVADOR    M.   BEL    CARRIL.  —JOSÉ 
BARROS  PAZOS.— J.  DOM INGCEZ. — 
S.  M.  LASPIUR 
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CAUSA    XliYIII 


El  Dr.  D.  Ángel  F.  Costa,  contra  el  Gerente  de  la  Compañía 
de  Seguros  mLondon  and  Lancashtrey>  por  cobro  de  honorarios 


Sumario. — La  cuestión  particular  sobre  honorarios  entre 
la  parte  condenada  en  costas  en  un  juicio  y  su  propio  abo- 
gado, no  se  halla  comprendida  en  la  sentencia  condenatoria. 


Caso. —  Las  Compañías  de  Seguros  cLancashire»  y  cLondon 
and  Lancashire»  fueron  condenados  al  pago  de  una  suma  á 
favor  de  D.   Manuel  Pinto .  y  las  costas  del  juicio. 

El  abogado  de  ellas,  Dr.  D.  Ángel  F.  Costa,  presentó  su 
cuenta  de  honorarios  por  la  suma  de  siete  mil  pesos  fuertes, 
y  pidió  que  los  Gerentes  de  las  Compañías  prestaran  su 
conformidad. 

El  Gerente  de  la  Compañía  cLondon  and  Lancashire»  se 
negó  á  prestar  conformidad,  y  el  Dr.  Costa  pidió  la  regulación 
que  se  hizo  por   la  suma  de  6000  $  fuertes. 

Dicho  Gerente  protestó  contra  esta  operación,  diciendo  que 
él  no  habia  encargado  su  representación  al  Procurador  Doy- 
henard  á  quien  el  Dr.  Costa  habia  dirigido  como  abogado,  y 
que  no  se  hallaba  en  la  obligación  de  abonarle  honorarios. 

Habiendo  el  Dr.  Costa  reclamado,  de   la  regulación  por 
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baja,  y  ordenádose  por  el  Juez  el  comparendo  de  estilo,  el 
Gerente  sostuvo  que  antes  de  todo  debia  resolverse  el  ar- 
tículo previo  suscitado  por  él. 


F»llo  del  Jfaea  Seeelonul. 


Buenos  Aires,  Febrero  19  de  1876. 

Tratándo&e  en  el  caso  de  la  ejecución  de  una  sentencia  en 
que  se  hace  solidaria  por  las  costas  á  la  Compañía,  que  esta 
parte  representa,  y  no  estando  en  la  estación  del  juicio  en 
que  pueda  ser  atendida  la  excepción,  no  ha  lugar  alo  solicitado. 

Albarracin, 


F»llo  die  la  Svpreatt»  Corte* 

Buenos  Aires,  Abril  8  de  1876. 

Vistos :  estando  ya  ejecutada  la  sentencia  de  esta  Supre- 
ma Corte  con  el  pago  de  las  cantidades  demandadas  y  de  las 
costas  en  que  fué  condenada  la  parte  vencida,  y  tratándose 
al  presente  de  una  cuestión  particular  de  honorarios  entre 
esta  última  y  su  abogado,  que  no  ha  sido  comprendida  en 
aquella,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  novecientos  treinta 
y  dos,  satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse  al  Juez  de  Sección  para  que  proceda  de  confor- 
midad á  lo  dispuesto  en  el  artículo  segundo,  título  segundo  de 
la  ley  nacional  de  Arancel. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
RARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GORO^TIAGA. 
—  J.   DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA    XlilX. 


D.  José  Pagano^  contra  D.  Federico  Moreno, 
sobre  cumplimiento  de  un  contrato.  Incidente  sobre  nulidad  de 

un  laudo  arbitral. 


Sumario, —  Corresponde  á  los  Jueces  de  Sección  el  cono- 
cimiento en  primera  instancia  de  los  recursos  deducidos  de 
los  laudos  arbitrales,  cuando  la  causa  no  es  de  jurisdicción 
originaria  de  la  Suprema  Corte. 


Caso. — ^^Con  fecha  3  de  Agosto  de  18751a  Suprema  Corte 
confirmó  un  fallo  del  Juez  de  Sección  en  San  Juan  en  que 
se  declaró  que  las  obras  ejecutadas  por  D.  José  Pagano  para 
D.  Federico  Moreno  debian  [ser  estimadas  por  peritos  ar- 
bitradores. 

En  cumplimiento  de  este  auto  se  nombró  de  común  con- 
sentimiento de  partes  en  calidad  de  peritos  arbitradores,  á 
D.  Diego  Roura,  D.  Napoleón  Burgoa  y  D.  Desiderio  Bravo, 
quienes  debian  espedirse  en  el  término  de  40  dias,  á  contar 
desde  la   aceptación  que  fué  el  22  de  Octubre  de  1875. 

En  1^  de  Diciembre,  el  Juzgado  á  solicitud  verbal  de  los 
peritos  arbitradores  prorogó  el  término  para  espedir3e,  hasta 
el  vencimiento  del  próximo  feriado,  quedando  habilitados  los 
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días  del  mismo  feriado  que  creyesen  necesarios  hasta  llenar  * 
su  cometido. 

El  dia  8  de  Enero  de  1876  devolvieron  los  arbitros  el  es- 
pediente con  la  pericia  que  lleva  la  fecha  de  4  de  Enero, 
y  con  una  nota  de  fecha  8  en  que  los  arbitros  Bravo  y 
Boura  espresan  no  haberles  sido  posible  entregar  la  opera- 
ción con  fecha  4  por  no  haber  estado  suscrita  por  Burgoa, 
y  haber  este  accidentalmente  estado  en  el  campo  y  el  es- 
pediente encerrado  en  sü  casa. 

El  Juez  puso  el  siguiente 

DECRETO 

San  Juan,  Enero  10  de  1876. 

Hágase  saber  á  las  partes  el  laudo  que  antecece,  teniéndose 
por  aprobada  la  operación  arbitral,  sin  perjuicio  de  lo  que 
por  derecho  comprende,  y  á  fin  de  proceder  á  la  regulación 
de  honorarios  de  los  peritos,  hágaseles  saber  por  el  actuario, 
informen  sobre  los  dias  de  trabajo  empleados  en  dicha  ope- 
ración, y  repónganse  los  sellos. 

}i(yr  cilio. 

Notificada  la  parte  de  Pagano  espuso  que  el  Juez  solo 
por  un  error  involuntario  habia  podido  librar  el  auto  ante- 
rior ;  que  los  arbitros  si  bien  fueron  nombrados  peritos  ar- 
bitradores,  para  la  operación,  al  presentarla  el  8  de  Enero 
hablan  terminado  en  su  mandato  por  haber  vencido  el  plazo 
acordado,  pues  la  feria,  según  la  ley  nacional  concluye  el 
dia  6  de  Enero,  desde  cuyo  dia  esos  individuos  dejaron  de 
tener  carácter  judicial. 

Que  no  teniendo  carácter  legal  el  laudo  espedido  usaba  del 
derecho  de  no  pasar  por  él  porque  era  injusto  y  lo  perjudicaba 
en  no  menos  de  8090  $,  y  por  tanto  ocurría  diciendo  de 
nulidad  del  laudo. 
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£1  Juez  mandó  eleyar  los  autos  á  la  Suprema  Corte  por 
medio  del  siguiente 


DECRETO 

San  Jaan,  Enero  12  de  1875. 

No  estando  establecido  en  la  ley  de  la  materia  el  proce- 
dimiento que  corresponde  al  presente  recurso,  y  fundándose 
la  nulidad  en  haber  fallado  los  arbitros  fuera  del  término, 
admítese  el  presente  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  de 
conformidad  á  los  artículos  546  y  549  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento de  la  Provincia,  entendiéndose  concedido  en  relación, 
con  emplazamiento  de  las  partes  para  ante  la  Suprema  Corte  en 
el  término  de  cuarenta  dias  de  la  notificación.  Remítase  el 
espediente  por  el  próximo  correo,  reponiéndole  los  sellos. 

Morcillo. 


Falle  de  le  Saprem»  Certe. 


Buenos  Aires,  Abril  12  de  1876. 

Vistos:  estando  establecido  como  jurisprudencia  por  varios 
fallos  de  esta  Suprema  Corte,  que  corresponde  al  Juez  de 
Sección,  el  conocimiento  en  Primera  Instancia  del  recurso 
deducido  del  laudo  arbitral,  porque  á  él  le  competiría  la 
decisión  del  asunto  sobre  que  recae  el  laudo,  si  no  hubiese 
sido  sometido  á  arbitramento  y  por  no  ser  caso  de  jurisdic- 
ción originaria  ante  esta  Suprema  Corte,  devuélvanse  los 
autos,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  para  que 
el  Juez  de  Sección  proceda  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
las  leyes  generales  que  reglamentan  los  procedimientos  sobre 
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juicio  arbitral,  y  que  son  supletorias  de  la  nacional  en  lo 
que  no  se  opongan  á  sus  disposiciones,  según  el  artículo 
trescientos  setenta  y  cuatro  de  la  misma. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  BARROS 
PAZOS.  —  J.  B.  GOROSHAGA.  —  J.  DO- 
MÍNGUEZ. —  S.  M.  LaSPIUR 


CAUSA     Ia. 


jD.   Estanislao   Pérez,    contra   D.   Juan  Manuel  Cárrega   y 
D.  Ñuño  Seixas,  sobre  tercería  de  dominio. 


Sumario, —  El  dominio  sobre  las  cosas  muebles  no  puede 
adquirirse  sin  la  tradición  de  ellas. 


Caso, — D.  Juan  Manuel  Cárrega,  en  juicio  ejecutivo  contra 
D.  Ñuño  Seixas,  pidió  y  obtuvo  el  embargo  de  los  muebles 
de  la  casa  habitación  de  Seixas. 

D.  Estanislao  Pérez  con  un  documento  de  compra  hecha 
á  Beixas  de  parte  de  dichos  muebles,  alegó  ser  dueño  de  estos 
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7  dedujo  oposición  al  embargo  por  tercería  fondada  en  dt)- 
minio. ' 

Gárrega  á  la  vez  que  observó  que  la  fecha  del  docnmento 
estaba  alterada,  por  lo  qne  entendía  que  la  compra  fné 
posterior  al  embargo,  alegó  que  los  muebles  vendidos  hablan 
continuado  en  poder  de  Seixas,  y  por  consiguiente  no  habian 
podido  salir  de  su  dominio. 


Fallo  del  Jfvea   Séeelonal. 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1875. 

Vistos  estos  autos  de  tercería  de  dominio  deducida  por  Don 
Estanislao  Pérez  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  D.  Juan 
M.  Cárrega,  contra  D.  Ñuño   Seixas,  y  considerando: 

1^  Que  el  dominio  que  se  alega  sobre  los  muebles  em- 
bargados, se  basa  únicamente  en  el  contrato  de  f.  1^,  y 
consta  del  mismo  que  no  se  hizo  por  Seixas  tradición  á  Pérez 
de  los  mencionados  muebles,  continuando  estos  en  su  poder 
sin  cuya  tradición  no  puede .  obtenerse  el   dominio. 

2^  Que  aun  cuando  el  mencionado  convenio  de  compra- 
venta aparece  estendido  con  anterioridad  al  embargo,  la  fecha 
se  halla  visiblemente  enmendada,  y  de  las  posiciones  de  Pérez, 
absolviendo  á  la  tercera  pregunta,  consta  que  la  venta  tuvo 
lugar  cuando  Seixas  vivia  en  la  calle  de  Pichincha,  y  de  lo 
que  declara  este  que  no  se  mudó  á  la  calle  de  Pichincha, 
sino  en  Agosto,  de  lo  que  se  desprende  la  falsedad  ó  an- 
tidatacion  del  mencionado  documento  desde  que  aparece  fir- 
mado ó  estendido  en  Junio. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  á  lo  dispuesto 
por  los  artículos  99  del  título  de  la  compra-venta  del  Có- 
digo Civil,  y  H  y  12  de  los    Hechos  y  actos  jurídicos  del 
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mismo  Código,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  tercería  deducida 
por  D.  Estanislao  Pérez,  sobre  los  bienes  muebles  embar- 
gados en  ejecución  que  sigue  Cárrega  contra  Seixas,  con  las 
costas  al  opositor  Pérez.  Hágase  saber  original  y  repónganse 
los  sellos. 

Isidoro  Albarraciñ. 


Vullo  de  la  Saprem»  Corte* 

Bueaos  Aires,  Abril  30  de  1876. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirman,  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  treinta  j  una,  y  satisfechas,  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL. — JOSÉ  BARROS 
PAZOS. — J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DO- 
MÍNGUEZ.—S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA    lil 


D.  Félix  M.  Brizuela,  contra  el  Gobierno  de  Córdoba,  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato.  Incidente  sobre  competencia. 


Sumario. —  i^  El  acto  de  un  remate  es  en  sí  mismo  un  con- 
trato perfecto  de  compra  venta,  que,  tratándose  de  bienes 
inmuebles,  no  necesita  para  su  legalidad  y  validez  ser  es- 
tendido en  escritura  pública. 

2^  La  escritura  en  este  caso  solo  importa  la  autenticación 
ex-post  facto  del  acto  del  remate  y  no  un  contrato. 

3^  Para  la  validez  de  las  escrituras  públicas  se  requiere  que 
estén  firmadas  por  todos  los  interesados  que  aparecen  como 
parte  en  ellas. 

4^  Si  la  escritura  se  estiende  á  favor  de  otra  persona  que 
la  designada  como  comprador  en  el  acto  del  remate,  se  pro- 
duce  una  cesión  de  acciones  no  siendo  el  boleto  endosable. 

5^    El  cesionario  tiene  que  seguir  la  jurisdicción  del  cedente. 

6^  Siendo  el  cedente  natural  y  vecino  de  una  provincia 
demandada  por  el  cesionario,  vecino  de  otra  provincia,  la  jus- 
ticia nacional  no  es  competente  para  conocer  de  la  causa 
por  razón  de  las  personas. 
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Caso. —  En  un  remate  de  tierras  fiscales  de  la  Provincia 
de  Córdoba,  dado  en  la  cindad  de  Buenos  Aires,  el  26  de 
Agosto  de  1874,  D.  Carlos  Bouqnet  compró  una  área  de  poco 
mas  de  131  leguas,  estendiéndose  el  boleto  á  su  favor,  debiendo 
el  precio  ser  pagado  en  un  documento  garantido  á  ocho  meses 
de  plazo.  j 

Seis  dias  después,  Bouquet  transfirió  á  D.  Félix  M.  Bri- 
zuela  y  D.  Guillermo  Bertrán  el  boleto  de  remate  en  virtud 
de  un  nuevo  contrato  escrito  por  el  que  les  vendia  los  campos 
comprados  por  doble  precio,  y  bajo  la  condición  entre  otras 
de  que  la  escritura  se  otorgaría  por  el  Gobierno  de  Córdoba 
directamente  á  su  favor,  ó  previamente  al  Sr.  Bouquet  quién 
le  haría  la  transferencia  según  lo  prefiriese. 

Tanto  el  Sr.  Bouquet  como  D.  Tomás  Armstrong,  comisio- 
nado por  el  Gobierno  para  la  venta,  pidieron  á  este  que  man- 
dase la  escritura  á  favor  de  los  Señores  Brizuela  y  Bertrán 
y  así  se   hizo. 

D.  Guillermo  Bertrán  por  su  parte,  hizo  en  escritura  pú- 
blica una  declaración  de  que  aun  cuando  él  aparecía  como 
comprador  con  Brizuela,  no  era  así,  sino  que  su  intervención 
había  sido  por  convenir  á  los  intereses  de  Brizuela. 

Remitida  la  escritura  á  Buenos  Aires,  Bouquet  demandó 
á  Brizuela  ante  el  Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Provincia, 
el  cumplimiento  del  contrato  celebrado  con  él,  cuyo  asunto 
concluyó  con  un  convenio  en  que  Brizuela  entregó  un  pagaré 
firmado  por  él  y  recibió  el  título  del  campo. 

Con  estos  antecedentes  y  habiéndose  suscitado  serias  di- 
ficultades para  la  ubicación  y  posesión  de  estas  tierras,  por 
cuanto  la  mayor  parte  de  ellas  habían  sido  vendidas  á  parti- 
culares por  los  Gobiernos  colindantes  de  Buenos  Aires  y  Santa 
Fé.  Brizuela  demandó  al  Gobierno  de  Córdoba,  ante  la  Su- 
prema Corte,  el  cumplimiento  de  el  contrato  y  la  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios. 
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El  Dt.  D.  Santiago  Cáoeres  por  la  Provincia,  sin  constatar 
la  demanda  y  promoviendo  artículo  previo,  pidió  al  Tribunal 
que  se  declarase  incompetente  para  conocer  de  la  cansa . 

Dijo  que  el  comprador  de  las  tierras  en  el  remate  no  fné 
Brizuela  sino  Bonquet  que  era  natural  y  vecino  de  Córdoba, 
que  la  transferencia  de  Bouquet  á  Brizuela  no  dá  á  este 
otros  derechos  que  los  que  aquel  tenia,  siendo  el  Tribunal 
competente  el  provincial  de  Córdoba;  que  si  la  escritura  apa- 
recía otorgada  por  el  Gobierno  á  favor  de  Brizuela  y  Bertrán 
era  porque  procedió  en  virtud  de  los  datos  inexactos  que  le 
enviaron  Bouquet  y  Armstrong,  sin  que  pudiese  sospechar 
que  otro  habia  sido  el  comprador;  que  la  condición  del  remate 
de  hacer  el  pago  en  documento  garantido  no  habia  sido 
cumplida  por  Brizuela,  que  dio  un  pagaré  firmado  solo  por 
él,  Bertrán  y  el  otro  comprador,  pagaré  mancomunado  y 
no  solidario;  que  el  título  estaba  indebidamente  en  pbder  de 
Brizuela  pues  que  no  debia  entregársele  si  no  cumplía  antes 
la  condición  referida;  finalmente,  que  la  escritura  era  nula 
en  la  forma  por  no  estar  firmada  mas  que  por  uno  de  los 
contratantes. 

Corrrido  traslado  del  artículo,  Brizuela  contestó  que 
Bouquet  al  comprar  en  el  remate  hizo  presente  á  los  re- 
matadores y  á  la  Comisión  que  representaba  al  Gobierno  de 
Córdoba  que  la  compra  se  hacia  para  el  esponente  y  Ber- 
trán á  quienes  aceptó  la  Comisión  por  conceptuarlos  bien 
garantidos ;  que  en  las  notas  de  las  ventas  en  remate  man- 
dadas al  Gobierno  aparece  por  esta  razón  su  nonibre  y  no 
el  de  Bonquet ;  que  esta  manera  de  proceder  comprando  en 
los  remates  una  persona  para  otra,  es  muy  común  y  admi- 
tida en  Buenos  Aires;  que  la  sostitucion  del  nombre  de 
Bouquet  por  el  de  Brizuela  y  Bertrán  en  la  obligación  con- 
traída en  el  remate,  aceptada  por  los  rematadores,  consen- 
tida por  la  Comisión  ad  hoc  y  conocida  y  consentida  por  el 
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Gobierno,  los  constituye  en  compradores  originarios  en  re- 
lación al  vendedor,  y  que  reconocido  en  ese  carácter  fué 
que  se  estendió  la  escritura  á  su  favor  y  se  terminó  con 
ellos  la  negociación  iniciada  con  Bouquet;  que  no  conte- 
niendo el  boleto  del  remate  propiamente  una  venta  sino 
una  promesa,  el  Gobierno  que  después  consumó  el  contrato 
con  otro,  no  puede  alegar  esa  promesa  para  declinar  de  ju- 
risdicción; que  entregado  el  documento  del  precio,  no  que- 
daba mas  persona  obligada  que  el  Gobierno  que  debia  en- 
tregar las  tierras,  siendo  por  lo  tanto  la  escritura  un  acto 
unilateral  que  por  lo  mismo  bastaba  que  estuviese  firmada 
por  solo  la  parte  obligada ;  que  en  el  remate  no  se  exigió 
que  el  pagaré  del  precio  estuviese  garantido  por  una  segunda 
firma,  y  que  el  Comisionado  del  Gobierno  único  habilitado 
para  interpretar  esa  clausula,  recibió  el  documento  en  la 
forma  que  viene,  sin  observación  alguna. 

Pidió  se  rechazara  el  artículo  con  espresa  condenación 
en  costas. 

El  Sr.  Procurador  General  á  quien  se  corrió  vista,  dic- 
taminó. 


Suprema  Corte : 


Bueaos  Aires,  Febrero  13  de  1876. 


La  ley  ha  querido  que  el  fuero  federal,  que  es  un  privi- 
legio fundado  en  altas  consideraciones,  no  esté  á  disposi- 
ción de  intereses  ó  combinaciones  particulares.  Por  eso  ha 
dispuesto  que  para  surtir  el  fuero  federal  es  preciso  que  el 
derecho  que  se  disputa  pertenezca  originariamente,  y  no  por 
cesión  ó  mandato,  á  ciudadanos,  extrangeros  ó  vecinos  de 
otras  provincias  respectivamente. 

Según  el  informe  de  la  Comisión  que  precedió  el  remate, 
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los  campos  de  que  trata  este  espediente,  fueron  comprados 
directamente  por  el  Sr.  Bouquet  quien  transfirió  sus  dere- 
chos á  la  compra  á  los  señores  Brizuela  y  Bertrán,  c  endo- 
sándole el  boleto  de  rematen. 

De  acuerdo  por  lo  tanto  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  8 
de  la  ley  de  14  de  Septiembre  de  1863,  y  con  esta  aser- 
cion,  cuya  yerdad  no  ha  sido  negada,  pido  el  rechazo  de  la 
demanda. 

C.  Tejedor. 


Fullo  de  1»  Sapreatt*  Corte. 


Baenos  Aires,  Abril  95  do  1876. 

Vistos,  y* considerando:  Primero,  que  de  la  nota  fecha 
quince  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro,  di- 
rigida por  el  demandante  Don  Félix  M.  Brizuela  al  Gobier- 
no de  la  ProTincia  de  Córdoba  y  que  acompaña  á  la  deman- 
da, así  como  de  los  demás  documentos  presentados,  consta, 
que  el  comprador  de  las  tierras  fiscales  vendidas  por  el  co- 
misioiiado  de  aquel  Gobierno  en  el  remate  del  veinte  y  seis 
de  Agosto  del  mismo  año  en  esta  ciudad,  fué  Don  Carlos 
Bouquet,  quien  transfirió  seis  dias  después  al  Señor  Bri- 
zuela el  boleto  de  remate  en  virtud,  de  un  nuevo  contrato 
escrito  por  el  que  le  vendia  los  campos  comprados,  por  do- 
ble precio,  y  bajo  la  condición  entre  otras,  de  que  la  escri- 
tura se  otorgarla  por  el  Gobierno  de  Córdoba  directamente 
á  su  favor,  ó  previamente  al  Señor  Bouquet  quien  le  haria 
la  transferencia,  según  lo  prefiriese;  contrato  que  figura  en 
los  autos  seguidos  entre  ambos  ante  uno  de  los  juzgados  en 
lo  civil    de  esta  provinda  y  qne  se  han  traido  á  la  vista. 

Segundo.  QxLQ  esto  mismo  reconoce  y  espone  Bouquet  en 
T.  vin  23 
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SU  escrito  de  demanda  eoatia  Bríaraela  por  falta  d?  cumpU- 
miento  al  contrato  mencionado. 

Tercero.  Que  el  acto  del  remate  es  en  sí  misnio  nn  con- 
trato perfecto  de  compra-venta,  <iue,  tratándose  de  b.i^^i^ 
inmuebles,  no  necesita  para  su  legal^ad  y  validez  ser  es- 
tendido en  escritura  ]^ública  (i»:tiOQlo  cuarenta  y  oc^o  Ti- 
tulo de  los  contratos,  Código  Civil),  finiendo  la  escritura  en 
este  caso  á  importar  tan  solo  la  autenticación  ex  jfQf^t  factq 
del  acto  del  remate,  pero  no  un  contrato,  porque  no  habia 
objeto  ni  posibilidad  jurídica  de  volver  á  vender  lo  que  ya 
estaba  vendido,  y  mucho  menos  si  apareciese  firmada  por 
una  sola  de  las  parteSi  pues  el  artículo  4mz  de  los  instru- 
mentos públicos  del  Código  Civil  «requiere  esencialmente 
para  su  validez  que  esté  firmado  por  todos  los  interesados 
que  af)atezó»n  craio  parte  <en  él ». 

Cuarto.  Que  el  hecho,  pues,  <le  haberse  estendido  por  el 
Gobierno  de  Córdoba  la  escritura  pública  directamente  á  fa- 
vor del  Sr.  Brizuela*  heoho  en  que  funda  Ciste  la  presente 
demanda,  calificándolo  de  novación,  después  de  todo  lo  es- 
puesto y  debiendo  suponerse  que  la  intención  de  las  partes 
ha  sido  constituir  un  acto  jurídico,  solo  puede  tomarse  co- 
mo el  cumplimiento  de  la  condición  antes  referida  del 
contrato  de  Bouquet  con  el  demandante;  pues  de  los  autos 
resulta  que,  tanto  Bouquet,  como  el  Señor  Amstrong,  comi- 
sionado del  Gobierno  de  Córdoba,  pidieron  á  este  que  man- 
dase estender  la  escritura  á  favor  del  demandante ;  siendo 
de  notar,  además,  que  dicha  escritura  oon^iene  otras  obli- 
gaciones que  de  hecho  ha  rechazado  el  Señor  Brizuela,  co- 
mo la  de  dar  en  pago  documentos  garantidos. 

Quinto.  Que  la  transferencia  hecha  por  Bouquet  i  Brizne- 
la  del  boleto  de  remate  en  virtud  del  contrato  escrito  ya  d^ 
tado,  no  siendo  el  boleto  un  papel  endozable*  es  simple- 
mente una  cesión  de  acciones,  en  ouyo   caso  el  cesionario 
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tiene  que  seguir  la  jurisdicción  del  cedente,  según  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  octavo  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y 
competencia  de  los  Tribunales  Nacionales. 

Sesto.  Que  de  lo  alegado  y  consentido  resulta  igualmente, 
que  el  Señor  Bouquet  es  natural  y  vecino  de  la  Provincia 
de  Córdoba,  por  cuya  circunstancia  ni  41  ni  su  cesionario  pueden 
demandar  á  dicha  provincia  ante  la  justicia  nacional.  Por 
estos  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedi- 
do por  el  Señor  Procurador  General,  se  declara  incompeten- 
te esta  Suprema  Corte  para  conocer  de  la  presente  deman- 
da, devolviéndose  los  autos  traidojs  &  la  vista  &  la  Suprema 
Corte  de  la  Provincia,  con  satisfacción  de  las  costas  cau- 
sadas y  reposición  de  sellos. 

SAIiYAJMm  M.  BEL  GimOL.  *-^  lOSÉ 
3AEIÍ0S  PAZ08.-*J.  B.  GOROSTIÁGA. 
-^J.   DOIONGUBZ.  —  S.  M.  LASPJUR. 
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CAUSA    lili. 


D.   Bernardo  Iturraspe  contra  los  herederos  de  D. 
Santiago  Costa.  Sobre  eviccion  y  saneamiento. 


Sumario.  —  1^  Todo  vendedor  debe  salir  á  la  eviccion  y 
saneamiento  de'  la  co^a  vendida. 

2^  Su  obligación  existe  ann  cuando  en  la  escritura  nada 
se  convenga  al  respecto. 

3**  Puede  sin  embargo  el  comprador  renunciar  á  ese  de- 
recho 7  la  renuncia  es  válida. 


Caso.  —  Los  antecedentes  de  esta  causa  se  encuentran  es- 
pilcados  en  el 


Fallo  del  JTuez  de  Seeelon. 


Rosario,  Noviembre  3  de  1875. 

Vistos:  estos  autos  seguidos  entre  D.  Domingo  Panelo 
por  D.  Bernardo  Iturraspe,  contra  la  testamentaria  de  D. 
Santiago  Costa,  sobre  eviccion  y  saneamiento  de  un  terreno, 
resulta  de  ellos  lo  siguiente : 
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En  yeinte  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  D*  Jodef a 
Babaza  de  Costa,  persuadida  que  su  esposo  murió  debiendo 
á  D.  Bernai^o  Iturraspe  cinco  mil  y  mas  pesos^  dióle  en 
pago  por  la  escritura  de  foja  tres  7  cuatro,  los  terrenos  & 
que  ella  se  refiere,  con  la  condición  terminantamente  con- 
venida de  que  la  testamenteria  no  quedaba  obligada  á  la 
evtccion  y  saneamiento  áe  los  terrenos  .transferidos  en  .pago. 

Empero  el  escribano  encargado  de  asentar  la  escritura 
pública  pot  un  descuido,  6  por  no  estar  enterado  de  lo  con- 
venido al  respecto,  y  siguiendo  las  prácticas  ordinarias, 
estableció  motu  propio  la  obligación  de  evinctr  y  sanear. 
Mas  la  enagenante  se  rehusó  suscribir  la  escritura,  mientras 
tal  clátLSula  no  fuese  testada  y  suprimida ;  lo  que  en  efecto 
se  hizo  con  pleno  conocimiento  7  consentimiento  de  Iturraspe. 

No  obst&pte  esta  circunstancia,  Iturraspe  se  presenta  ¿07 
exigiendo  la  eviccion  7  saneamiento  de  la  testamentaria, 
que  la  falta  7  supresión  de  la  cláusula  testada  por  mutuo 
convenio,  no  enerva  su  derecho  para  exijir  la  eviccion; 
porque,  según  derecho  todo  vendedor  está  obligado  á  evincix 
7  sanear;  7  porque  uno  de  los  herederos  D.  Pedro  Puig, 
hijo  político  de  la  señora  albacea  cedente,  en  virtud  de  una 
sumaria  información  qae  dice  ha  producido  posteriormente, 
ha  hecho  declarar  de  su  propiedad  parte  de  los  terrenos 
que  le  fueron  dados  en  pago  por  aquella;  no  existiendo  sin 
embargo,  este  hecho  justificado  en  autos;  7  habiendo  por 
el  contrario  sido  negado  por  la  parte  demandada. 

Considerando  1"^  Que  es  punto  de  derecho  establecido  é 
incontrovertible,  según  se  establece  en  la  demanda,  que  todo 
enagenante  responde  por  la  eviccion;  si  bien  en  los  casos, 
7  modos  establecidos  por  la  le7  art.  1®,  tít.  13,  Üb.  2^,  sec.  3*. 
C.  C. ) ;  lo  que  procede  aun  cuando  tal  obligación,  no  esté 
sentada  en  la  escritura,  porque  ello  es  natural  en  el  con- 
trato (art.  9  del  mismo  título). 
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2^  Que  es  igualmente  de  es^reso  derecho  q^ne  "en  obliga- 
ción puede  declinarse,  aumentarse  6  disminuirse^  á  voluntad 
de  las  partes  (srts.  iO  y  19,  inciso  S^'  del  ttiismo  título); 
pues  que  esta  es  la  suprema  ley  de  los  cóhtivtos,  mientras 
no  pugne  con  ciertas  prohibiciones  legales  que  las  Tioian 
fundamentalmente;  lo  que  nó  ocurre  en  este  caso;  viniendo 
pot  tárUtd  á  estribar  toda  la  cuestiod  actual,  en  la  averi- 
guación de  sS  kabú  ó  na  óonvem  efleai  entré  los  contra- 
yente^, de  que  la  euagenante  quedase  libre  iee^imon. 

9"  Que  eé  de  todo  punto  indudable  según  el  mérito  de  la 
prueba  producida,  que  ese  convenio  eficaz  existió,  estipulán- 
dose expresamente  coiño  condición  ^>ie  qna  nm  aun  cuando 
no  etista  é&crüo  en  el  in^trüniento  jiúblico ;  no  habiendo  el 
demandante  presentado  prueba  alguna  en  sosten  de  su  de- 
manda y  én  contraposición  á  las  muy  amplias,  producidas 
por  la  parte  demandada  en  apoyo  de  su  escepcion;  limi- 
tándose aquel  á  la  Consideración  general  de  que  no  habien- 
do nada  sentado  en  la  escritura,  debe  entenderse  que  el 
enagenanté  está  obligado  á  evincir  y  sanear ;  cuando  consta 
que  se  borró  la  cláusula  en  que  por  error  se  estableció  esa 
obligación. 

4°  Que  tan  coñcluyentés  son  esa^  pruebas  de  que  la  oeden- 
te  no  quizo  obligarse  á  tal  cosa  y  que  el  adquiriente  cén- 
vino  en  ello^  que  él  mismo  Iturraspe  absolviendo  la  primera 
posición,  confiesa  áf.  77  «que  es  ciério  que  se  cohvúw  en  no 
€  estipular  espresanieñte  la  eviccioii  y  sanéfámiento  y  en  su 
V  consecuencia  se  tentaron  (en  la  escritura)  las  palabras  que 

*  * 

«  hacian  relación  á  esta. »  Sin  que  por  tanto  pueda  con- 
cebirse tal  supresión,  sino  era  por  el  espreso  convenio  de  que 
la  enagenanté  no  quedaria  obligada  á  la  eviccion  y  sanea- 
miento;  pues  dé  lo  contrario,  seria  insensato  el  acto  de 
borrar  una  cláusula  que  era  la  espresion  de  una  obligación 
aceptada;  salvo   que  se  juzgue,   que  procediendo  Iturraspe 
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6011  perfacBs  mala  fé^  jireteudiecle  dolosamesttd  h^cei  coEsenT 
tjr  i  la  oedente  que  siipvimieado  esa  oltosila  qaedal^a  des-* 
obligada,  Teserrindése,  sin  embargo,  el  designio  de  obligs^r-f 
la  en  un  mso  dado,,  alegando  que  debe  reputarse  Tljente  la 
fKbtigaoton  desdé  que  por.  esorito  no  eotiste  que  no  se  contrajo ; 
tomor  e&  de  feupon^,  por  M  nagatíta  i  l^  seeoMÜft  pps^ieipn 
egtareeUamBiitB  ligada  ia>n  Ift  priiietai  qu4  absolYié  a^r^iiativa^ 
mente.  Mas  las  leyes  no  han  sido  dictadas  para  í^o^^o^x 
"tañes  propósitos,  ni  para  obligar  á  quien  w^  quiso  obligarse 
eñ  lo^  orátoátos  .emanados  de  la  libre,  voluntada 

S^  Que  t9  otra  ptuéba  de  que  tal  obligación  no  eomttó  la 
eártff  de  f .  86  escrita  fxat  él  mismo  Iturraspe,  á  D.  Fedro  Fuig, 
en  la  ooal  al  a2menázarlo  oon  pleito,  y  refiriéndose  á  la  escri- 
tura ^e  lo  constituyó  dileño  del  campo,  le  dico:  pues  lafOflta 
de  evieeixAi  y  scalMkmimtQ  no  le  favorece^  como  f^l  ves^  Vd.  lo 
.cree  desde  ^  es  Vd^  el  vendedor:  lo  que  comprueba . que  el 
mismo  reeonodta  en  el  contrato  la  Jalto^í  h  mesxñstenciq,  de 
una  obliffaekÉu  que  boy  &  los  cinco  afio9  pretende  hacer  efeot- 
íBvb;  haciéndola  naoet^;  reconociendo  al  misBM)  tiempo  en  esa 
cfflrlla^  que  soto  púa  reputar  vendedor  del  terr«m>  i  Fuig  se 
cree  con  derecho  para  ^xi|if le  eyi^cion  y  sape^mlento  de  un 
caihpo  qte  segusr  la  éeeritui^a  que  él  mismo  presenta^  api^ece 
énagéttide  póí  la.  «ílb$cea  mdat  I>  Joi^ofa  B.  de  Costa^  y  no 
por  Fifig; 

6^  Que  sr  ¿  plisar  de'  todos  astee  antecedentes  emanados 
del  is&smb  Itüriaspe,  ejtistie£re  alguana  ^uda  de  que  precedió 
el  cbuTenio  de-  b)o  okliga/fw  &  la  ^ecioni  desaparece  con  la 
dedaracioa  del  testigo  J>.  iQtuillermo  Mian^z  (f  •  SQ:  tUi,.)  que 
lo  fué  también  en  la  escritura  y  quien  asegura;  «  Que  fué 
€  conTemdo  no  responder  de  la$  indipada^  obligacioi^s  de 

<  evicciott  y  saneamiento ;  que  le  Ojfijstaba,  i  Gfmsecuenoía 
c  del  convenio  i  que  se  retere,  se  testó  la  cláusula  de  eric- 

<  ciim  y  saneamietito  puest$  eu:  la  escrituira  irrefleiiyamente 
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«por  el  escribano  otorgante».  Error  del  escribano,  que 
precisamente  ha  venido  á  ser  cansa  de  qne  se  oomprnebe 
de  nna  manera  plena  la  voluntad  de  la  enagenante  y  lo 
convenido  espresamente  por  las  partes,,  de  que  no  eanstiese 
la  obligación  de  eviccion  y  sanear;,  pues  sin  ese  error  pu- 
diera al  menos  haber  sido  discutible  di^cha  obligación,  ale- 
gándose que  no  habia  sido  la  mente  suprimirla  por  haberla 
callado, 

7°  Que  poderosamente  concurre  á  corroborar  la  no  exis- 
tencia de  la  obligación,  el  informe  del  Dr.  Iriondo  (f.  92 
vta. )  que,  como  abogado,  aconsejó  á  la  parte  de  la  testa- 
mentaria, en  lo  referente  á  desobligarla  en  el  contrato,  del 
deber  de  evincir  y  sanear  que  no  querian  tomar  sobre  sí 
los  herederos ;  en  lo  que  se  le  decia  estar  conforme  IturraS" 
pe,  quien  no  queria,  sin  embargo,  que  esto  constase  en  el 
título ;  seguramente  por  algún  motivo  particular  interno, 
mas  ó  menos  plausible,  que  no  es  necesario  sondear.  T 
siendo  aquella  la  voluntad  de  la  señora  y  de  los  herederos^ 
y  de  acuerdo  con  los  consejos  de  su  abogado,  no  es  posible 
olvidar  que  eso  fué  lo  convenido  por  Iturraspe  al  testarse 
la  cláusula  ya  asentada  en  la  escritura. 

8^  Que  ni  aún  se  ha  intentado  probar  por  el  demandan- 
te, como  lo  aseguró,  que  D.  Pedro  Puig,  hijo  político  de 
D.  Santiago  Costa,  se  haya  apoderado  de  parte  del  oampo 
que  se  le  dio  en  transacción,  siendo  tal  hecho  negado  por 
la  parte  demandada,  no  habiéndose,  por  tanto,  justificado, 
que  ha  llegado  el  caso  de  pretender  eviccion  y  saneamiento, 
aún  cuando  tal  obligación  existiese,  máxime  no  existien- 
do. 

Por  estos  fundamentos,  se  absuelve  de  la  demanda  y  se 
declara  desobligada  á  la  testamentaria  de  D.  Santiago  Costa, 
del  deber  de  evincir  y  sanear  el  terreno  dado  en  pago  por 
la  Albacea  D*  Josefa  Eabaza  de  Costa  á  D.  Bernardo  Itu- 
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Ttaspe,  á  que  se   refiere  la  escritura  de  fojas  874,  con 
costas.    Hágase  saber  j  repónganse  los  sellos. 

Fenelon  Zuviria. 
Habiendo  apelado  Itqrt&spe  ^^  iisió  ijity 


Fallo  do   la  Suprema  Corto 


Buenos  AireS)  Abril  27  dé -1876. 

Vistos;  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  ocho,  y  satisfechas  7  respuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEt  CARRIL. -^  JOSÉ  BARR08 
PAZOS. —J.  B.  GOROSTUGA. — J.  DO- 
BUNGUEZ;  —  S.  M.  LA8PIUR. 


f  , 
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CAtBA    IiIII. 


D.  José,  D^  Teresa  y  D^  Francisca  Vinas,  contra  la  Provtneui 
de  EnÉfte-rRios^  por  cobro  de  pesos.  {Sobre  personería. 


Sumario.  —  La  declararoiia  de  herederos*  para  surtir  los 
efectos  legales,  debe  ser  dictada  por  Juez  competente,  y  este 
es  «1  del  lugar,  donde  se  abrió  la  sucesión  del  causante. 


MkrfM 


Caso.  —  Don  Jésé$  Doña  Teresa  j  Don  Francisco  Viñas, 
demandaron  á  la  Provincia  de  Entre-Sios,  invocando  su 
calidad  de  herederos  de  su  difunta  madre  I>  Magdalena 
Díaz  de  Vinas,  hermana  j  heredera  á  la  vez,  de  D.  Fran- 
cisco Diaz  juntamente  con  D*  Francisca  Diaz,  y  mas  tarde 
heredera  de  esta  también. 

La  Suprema  Corte,  oon  fallo  de  27  de  Octubre  de  1874, 
no  hizo  lugar  á  la  demanda  por  no  haberse  presentado  los 
justiñcativos  de  la  calidad  hereditaria  invocada. 

En  16  de  Setiembre  de  1875,  D.  Juan  Axigós  en  repre- 
sentación de  los  Sres.  Viñas,  reprodujo  la  demanda  acom- 
pañando la  declararoria  de  herederos  aXhdntestatOf  de  D. 
Francisco  Diaz,  dictada  en  favor  de  aquellos  por  el  Juez  del 
distrito  de  Palacio  en  Barcelona. 

Opuesta  por  el  Representante  de  la  Provincia  de  Entre- 
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Bíos,  con  otras  escepciones  la  invalidez  de  la  declaratoria» 
por  ser  emanada  de  Juez  incompetente,  se  dictó  el  si- 
guiente 


Fallo  4e  !•  Siiiirf^mA^Copte. 

Baenos  Aires,  Abril  27  de  1876. 

Resultando  de  lo  espuesto  por  el  apoderado  de  los  deman- 
dantes en  diversos  escritos,  especialmente  á  fojas  sesenta  y 
cinco  y  ochenta  y  dos,  que  Don  Francisco  Díaz  y  Perrer  murió 
en  la  Provincia  de  Entre-Bios  donde  residía ;  y  que  allí  se 
abrió  la  sucesión  y  se  formó  el  espediente  testamentario 
siendo  Albacea  Don  Esteban  Barter:  no  emanando,  por  lo 
tanto,  de  Juez  competente  la  declaratoria  de  liered,eros  de 
que  instruye  el  testimonio .  presentado  y  que  obra  de  fojas 
ciento  seis  á  ciento  diez,  y  no  pudiendo  surtir  por  esta  razón 
los  efectos  que  se  pretende ;  no  ha  lugar  á  lo  solicitado  por 
Don  Juan  Arigós,  y  previo  pago  de  costas  por  el  mismo, 
archívese. 

SALVABOR  M.  DEL  CARRIL.  — JOSÉ 
BARROS  PA2B0S.  —  J.  B.  GOROS- 
TUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 
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CAUSA    lilT 


D.  Federico  Moreno  contra  D.  Tristón  y  D.  Domingo  Valagtier. 
Sobre  indemniza^non  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario. — 1**  No  habiéndose  probado  los  hechos  en  que  se 
apoya  la  demanda,  esta  no  puede  ser  admitida. 

2®  La  confesión  calificada  es  indivisible,  y  no  corresponde 
al  demandado  la  prueba  de  las  escepciones,  cuando  no  se  ha 
probado  la  demanda. 

Caso.  — Está  detalladamente  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo  del  JTaes  Serelonal* 


San  Juan,  Octubre  28  de  1875. 

Vistos :  entre  D.  Luis  Cavillotti,  como  apoderado  de  D.  Fe- 
derico Moreno  y  los  Sres.  D.  Tristan  y  D.  Domingo  Valaguer 
(padre  é  hijo)  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que 
el  primero  demanda  contra  los  segundos,  procedentes  del  va- 
lor de  una  tropa  de  muías  y  otros  animales  que  le  fueron  arre- 
batados durantes  el  dominio  de  la  rebelión  en  esta  Provincia, 
en  el  mes  de  Noviembre  último,  con  lo  alegado  por  las  partes, 


DE  ICSTIGU  NAaONÁL  Su 

lo  constante  de  autos,  j  considerando  por  sn  mérito :  1^  que 
la  demanda  de  daños  interpuesta  por  Moreno  ascendiendo  esta 
á  la  suma  i  5,055  ^  bolivian  os  50  centavos,  segi;in  aparece  de 
la  minuta  de  foja  dos,  se  funda  en  que  los  demaiidados  Yala- 
gner,  puestos  al  servicio  dé  la  rebelión  durante  su  dominio^en  la 
Provincia,  son  partícipes  j  responsables  del  arrebato  de  su 
tropa  de  muías  y  su  entrega  á  los  rebeldes,  de  que  procede 
aquella  cuenta,  por  cuanto  el  primero  D.  Tristan  Yalaguer, 
Comandante  j  Subdelegado  del  Departamento  de  Angaco  ór-^ 
denó  hacer  bajar  aquellas  del  Cerro  del  «  Pié  de  Falo  >  donde 
se  ocultaban,  por  medio  de  una  partida  armada,  encabezada 
por  su  hijo  D.  Domingo  Yalaguer,  quien  después  de  cumplir 
con  dicha  comisión  condujo  las  muías  á  la  Estancia  del  pri- 
mero, entregándolas  en  següda  al  gefe  de  la  rebelión,  General 
Arredondo ;  ;  ' 

2^  Qmc  los  demandados  contestando  ^  la  demanda  espohen,  el 
primero  :  D.  Tristan  Yalaguer,  que  si  bien  en  esa  época  ejer- 
ció el  cargo  de  Subdelegado  que  anteriormente  desempeñaba 
no  lo  hizo  personalmente,  pues  delegó  sus  funciones  en  otra 
persona,  siendo  falso  de  todo  punto  que  fuera  Comandante 
Militar  del  Departamento,  j  falso  que  haya  espedido  orden  al- 
guna relativa  á  la  tíópa  de  muías  del  actor ;  en  cuanto  al  se- 
gundo, D.  Domingo  Yalaguer,  contestó  que  fué  en  clase  de 
vaqueano  al  Cerro  del  c  Pié  de  Palo  >  acompañando  á  la  par- 
tida armada  á  las  órdenes  de  un  oficial  de  los  rebeldes,  en'  vir- 
tud, de  orden. terminante  y  reiterada  del  gefe  de  la  rebelión, 
cuya  partida  llevada  orden  de  disolver  unas  montoneras  exis- 
tentes' en  el  Cerro,  y  que  si  bien  eLreferído  oficial  gefe  de  la 
partida  dispuso  hacer  bajar  las  muías  del  actor  con  ld9  capa^ 
taces  que  las  cast odiaban,  él  no  tuvo  parte,  ni  intervención  al- 
guna en  ese  acto,  siendo  el  mismo  oficial  quién  ordenó  se  en- 
serraran  las  muías  en  la  finca-de  su  padre  D.  Tristan,  para 
entregarse  á  sos  dueaos,  en  circunstancias  que  el  gefe  de  la 
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rebelión  General  Arredondo  di6  la  orden  al  mismo  de  oondn^ 
cirlas  i  esta  ciudad  para  destinarlas  al  serTioio  de  sos  fuersaa, 
eomo  le  hizo ; 

3^  Qme  abierta  la  eansa  i  prueba  sob^e  los  beohos  contra* 
dictorios  y  la  legitimidad  de  las  partidas  de  la  ouenita  de  daños 
y  perjaicioSf  segtin  consta  del  anto  de  f.  il  ^a^  se  mi^xAó  el  tér- 
mino deaigpiado  9in  que  las  partes  l^ayaa  produtcido  prueba  algur 
lia  sobre  los  hechos. alegados,  rnsnltando  qne  la  .demanda  carece 
de  base  por  la  falta  de  prneba  de  los  hechos  en  qw  ae  apoya ; 

4°  Qne  con  respecto  al  demandado  D.  Domingo  Y4Iaguer, 
si  bien  confiesa  su  concnrrencia  al  acto  de  la  toma  de  las  mn^ 
las,  deduce  al  propio  ti9n>po  esoepciones  que,,  i  ser  ciertasi 
lo  eximen  de  toda  responsabilidad  con  relación  al  hecho  pria* 
oipal,  por  no  aparecer  ni  como  ejecutor  ni  como  cómplice  en 
su  perpetración ; 

JS''  Que  en  este  caso,  no  estando  probada  la  demanda,  no 
.corresponde  al  demandado  In  prueba  de  las  esoepciones,  como 
lo  pretende  el  actor,  pues  la  confesión  de  aquel  es  calificada, 
y  siendo  por  su  naturaleza  indivisible,  debe  aceptarse  en  todas 
sus  partes; 

6^  Que  por  el  mérito  de  los  autos,  y  la  esposicion  de  los  de- 
m^andados,  aparece  que  el  actor  ha  tenido  alguna  razón  para 
promoTcr  el  presente  juicioi  resultando  inadmisible. la  deman- 
da, solo  por  la  falta  de  prueba  en  la  estación  competente  del 
juicio,  ^ro^^edente  de  un  error  de  cálculo; 

Por  estas  oonsideraciones,  fallo  definitlramente  esta  oausa, 
declarando  absueltos  de  la  demsmda  á  los  Señores  D.  Tristan 
y  D.  Domingo  YaUguer,  por  falta  de  prueba  legal  de  los  he^ 
choB  9n  que  se  funda  la  demanda,  debiendo  cada  parte  pagar 
sus  prppú^  costas  y  las  comunes  por  mitad.  Hágase  saber  pn- 
üfií^o  tíi  actuario  notificar  esta  sentencia  original  fuera  de  lü 
«ft^i^  y  repónganse  los  sellos. 

NitíaMel  Morcillo^ 
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WmUm  4le  1»  •«yveaM^  Covte 


Baenos  Aires  Abril  29  de  1876. 

Vistos :  Por  ios  fnaduiexLtos  se  jconfirma^  ooi^  cos^s^  ti  «uto 
apelado  de  foja  sesenta  y  uno  vuelta,  y  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélTanse. 

SALTAnOli  M.  DBL  GAUnfiL.  ^lOSÉ  BAMOS 

tAíós: — j.  B  J '  ü<mosmGA:  «^  i.  ^oitíif- 


^ ,  \f 


*  <  i 


CAU8A  I^T. 


por  c$bro  deprntUf  saht  cmUf^Bmeioa. 


Sumario  i^  —  No  tratánflose  d^  ju2gar  los  actos  de  los  po- 
deres  públicos  de  una  Frovinoia,  sin6  simplemente  del  im- 
porte de  una  deuda*  el  caso  puede  ser  sometido  al  conoci- 
miento de  los  Tribunales. 
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2**  Habiendo  los  Poderes  Públicos  Provinciales  declarádose 
incompetentes  para  reAolver:  en  iin.reelai]íO,..ne  pnede  decirse 
que  hay  sobre  él  juicio  radicado  en  lo  contencioso  adminis- 
trativo. 

3^  El  estrangero  puede  demandar  á  una  Provincia  ante 
la  Corte  Suprema,  aunque  sea  vecino  dé  ella.   '  * 


Qaso. — Don  Barrjpilis,  estrangero,  dueño  de  una  botica 
establecida,  en  la  Ciudad  de  Corrientes,  presentó  al  Gobier- 
no de  la  Provincia  una  cuenta  de  medicinas  tomadas  de  esa 
botica  por  la  comisión  nombrada  por  el  Gobierno  durante  la 
epidemia  de  la  fiebre  amarilla  de  1871. 

El  Gobierno  ofreció  una  suma  que  Barralis  rehusó  por  lo 
que  pasó  el  asunto  á  la  legislatura  de  la  Provincia,  para  que 
resolviera  sobre  el  reclamo. 

La  Legislatura  proveyó  c ocurra  donde  corresponde». 

Entonces  Barralis  interpuso  demanda  por  la  suma  de  3440  $ 
39  centavos  fuertes  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  ante 
la  Suprema  Corte. 

El  representante  do  la  Provincia  de  Corrientes  opuso  la 
escepcion  de  incompetencia,  alegando  que  se  trataba  de  juz- 
gar los  actos  de  los  Poderes  Públicos  de  una  Provincia; 
que  el  reclamo  debia  ser  resuelto  por  los  Poderes  Provin- 
ciales en  juicio  contencioso  administrativo;  c(ue  este 'juicio 
ya  se  hallaba  radicado  ante  ellos^  por  haber  Barralis  pre- 
sentado el  reclamo  al  Poder  Ejecutivo  y  al  Legislativo;  y 
que  Barralis  era  vecino  de  Corrientes;  razones  todas  que, 
según  él,  probaban  la  falta  de  jurisdicción  de  la  Suprema 
Corte  para  conocer  en  la  demanda. 


., 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  2  de  1876. 

Vistos:  Resaltando  de  los  documentos  que  corren  á  fojas 
ciento  Guarento  y  dos  y  siguientes  del  espediente  agregado 
que  la  Botica  Italiana  fué  ocupada  en  virtud  de  órdenes  del 
Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia  de  Corrientes,  nombrando 
el  mismo  la  comisión  que  debia  hacerse  cargo  del  estable- 
cimiento, y  otra  mas  tarde  para  que  procediese  á  su  clau- 
sura, dando  cuenta  de  su  cometido:  que  presentada  la  re- 
clamación de  Barralis,   el  Gobierno,  á  indicación  del  minis- 
terio fiscal,  hizo  una  propuesta  de  pago  que  no  tuvo  efecto, 
por  no  haber  sido  admitida  por  el  interesado :  que  con  es- 
tos antecedentes  la   demanda  actual  ha  sido  puesta  contra 
la  Provincia;  no  siendo  el  objeto  del  juicio  calificar  y  juz- 
gar los  actos  de  sus  Poderes  Públicos,   sino  decidir  si  el 
cobro  que  se  hace  es  justo  y   qué   cantidad  debe  pagarse 
por  los  artículos  de  la  Botica  consumidos  durante  la  ocu- 
pación: Constando  de  fojas   doscientos  cuarenta  y  ocho  á 
doscientos  cuarenta  y  nueve,  que  tanto  el  Poder  Ejecutivo 
como  el  Lejislativo  de  la  Provincia  demandados  se  han  decla- 
do  incompetentes  para  dictar  resolución  en  este  asunto,  man- 
dando que  el  interesado  ocurra  donde  corresponda:  no  pu- 
diendo  decirse  en  presencia  de  esto  que  se  ha  radicado  un 
juicio  contencioso  administrativo  ante  las  autoridades  pro- 
vinciales; Considerando   que  la  declaración  mencionada   no 
ha  dejado   otro   arbitrio    al  reclamante,  qi^e  ocurrir  &  los 
Tribunales  de  Justicia;  y  que  al  hacerlo  ha  podido  elegir 
la  jurisdicción  provincial  6  la  nacional,  en  virtud  de  su  ca- 
lidad de  estrangero ;  no  siendo  necesario  que  á  esta  calidad 
se  una  la  de  ser  vecino  de  otra  Provincia,  con  arreglo  al  artícu- 
T.  VIII.  24. 


I 


346  FALLOS  DE  LA    SUPREMA  CORTE 

lo  primero  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tri- 
bunales nacionales ;  por  estos  fundamentos  y  de  comf ormidad  en 
este  último  punto  con  el  Señor  Procurador  General,  no  ha 
lugar  á  la  escepcion  de  incompetencia  deducida,  y  el  repre- 
sentante de  la  Provincia  de  Corrientes,  conteste  la  demanda. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS.  —  1.  B.  GOROS- 
TUOA.  —  J .  DOMmGCEZ.  —  S.  M. 
LASPI13R. 


CAUSA  I.YI 


D.  Juan  José  Ruiz  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Áires^ 
por  cumplimiento  de  un  controlo.   Sobre  competencia. 


Sumario.  —  1°  Entablada  y  seguida  una  causa  ante  los 
Tribunales  Proñrinciales,  la  jurisdicción  concurrente  de  estos, 
se  entiende  prorogada  aunque  se  hayan  declarado  incompe- 
tentes por  considerarlo  de  carácter  administrativo. 

2°  Prorogada  la  jurisdicción,  la  causa  no  puede  ser  traida 
á  la  justicia  nacional  sino  por  el  recurso  previsto  por  el  artí- 
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Culo   14  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales. 


Caso.  —  D.  Juan  José  Ruiz,  estrangero,  contrató  con  la 
Municipalidad  de  Buenos  Aires  la  estraccion  de  basuras  en 
una  parte  del  municipio,  mediante  una  remuneración  deter- 
minada. 

Este  contrato  estipulado  en  14  de  Julio  de  1870,  fué  res- 
cindido por  la  Municipalidad  en  19  de  Agosto  de  dicho  año. 

Buiz  demandó  á  la  Municipalidad  sobre  cumplimiento  del 
contrato  ante  el  Juez  de  1*  Instancia  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  Dr.  D.  Luis  Beláustegui. 

Este  declaró  por  sentenciado  13  de  Enero  de  1873,  que  la 
causa  era  de  carácter  administrativo  y  que  el  Juzgado  de  1* 
Instancia  era  incompetente  para  conocer  en  ella,  pudiendo 
Ruiz  ocurrir  á  la  Municipalidad  y  hacer  uso  en  caso  necesario 
del  recurso  que  acuerda  el  artículo  31  de  la  ley  orgánica  de 
la  Municipalidad. 

Confirmado  este  auto  por  el  Tribunal  Superior,  Ruiz  ocur- 
rió al  Juzgado  Nacional  reproduciendo  ante  éi  la  demanda 
interpuesta  contra  la  Municipalidad. 

El  Procurador  Municipal  opuso  las  escepciones  de  cosa  juz- 
gada é  incompetencia  por  haber  sido  pr erogada  la  jurisdicción 
provincial. 


Fallo  del   Jaes  SaecioMAi 


Buenos  Aires,  Noviembre  4  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  José  Ruiz,  ciu- 
dadano oriental,  contra  la  Municipalidad  de  la  ciudad  de 
Buenos  Aires  de  los  que  resulta : 
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i^  Que  en  catorce  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta,  Ruiz 
celebró  con  la  Municipalidad  el  contrato  que  en  testimonio 
corre  á  f.  2,  comprometiéndose  el  primero  á  practicar  la  es- 
tracción  diaria  de  la  basura  de  una  parte  del  municipio, 
mediante  la  remuneración  pecuniaria  que  se  establece,  y  reser- 
vándose la  segunda  en  la  cláusula  13  el  derecho  de  suspender 
el  contrato  siempre  que  el  contratista^  no  cumpliese  lo  esti- 
pulado. 

2^  Que  la  Municipalidad  suspendió  en  efecto  la  ejecución 
del  contrato,  como  resulta  de  la  acta  de  la  sesión  de  diez  y 
nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta,  que  corre  á  f . 
27  vuelta. 

3^  Que  en  consecuencia  D.  Juan  José  Ruiz,  entabló  la  de- 
manda de  f.  7  para  que  la  Municipalidad  fuera  condenada  á 
la  ejecución  del  contrato  ^ó  á  la  indemnización  de  los  daños 
y  perjuicios  que  al  demandante  se  han  seguido  de  la  injusti- 
ficada rescisión  que  estima  en  un  millón  trescientos  mil  pesos 
moneda  corriente. 

4"  Que  contestada  la  demanda  por  el  Procurador  Municipal 
á  f .  32,  se  escepciona  con  el  derecho  de  rescisión  y  con  que 
el  conocimiento  de  la  causa  correspondía  á  la  Municipalidad, 
tratándose  de  un  negocio  administrativo  ó  de  utilidad  pública. 

5°  Que  con  fecha  trece  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta 
y  tres,  se  pronunció  la  sentencia  de  f.  76  en  que  el  señor 
Juez  de  i*^  Instancia  se  declara  incompetente  para  entender 
en  la  demanda,  y  en  consecuencia,  nulo  cuanto  se  ha  obrado 
ante  la  jurisdicción  ordinaria  civil,  debiendo  ocurrir  ante  quien 
corresponda,  resolución  confirmada  á  f.  143  en  cuatro  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  por  el  Tribunal 
Superior  de  la  Provincia. 

6^  Que  á  f.  149  se  presenta  Ruiz  ante  este  Juzgado,  es- 
poniendo que  habiéndole  mandado  ocurrir  á  las  autoridades 
competentes  para  hacer  valer  sus  derechos  contra  la  Munici- 
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palidad,  cree  que  lo  es  este  Juzgado  desde  que  él  es  ciudadano 
oriental  y  vendría  á  quedar  trabado  el  litigio  entre  un  estran* 
gero  y  un  ciudadano,  y  que  si  antes  se  habia  demandado  á 
las  Municipalidades  ante  los  Jueces  de  la  Provincia,  era  en 
fuerza  de  que  no  estaba  bien  definida  la  personalidad  jurídica, 
punto  que  ha  sido  aclarado  por  el  Código  Ciril,  que  en  conse- 
cuencia, reproduciendo  la  demanda  de  f.  7,  venia  á  pedir  la 
indemnización  de  perjuicios  antes  solicitada. 

7^  Que  corrido  traslado  á  la  Municipalidad,  ésta  contestó  : 
i^  Que  obsta  á  la  demanda  la  escepcion  de  cosa  juzgada  en 
cuanto  por  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia,  cor- 
rientes á  fs.  75  y  145,  se  ha  declarado  que  el  presente  juicio 
versaba  sobre  una  materia  contencioso-administrativa ;  2^ 
Que  esta  escepcion  se  confirmaba  por  el  hecho  de  haber 
ocurrido  Ruiz,  que  se  dice  ciudadano  oriental,  á  la  justicia 
de  Provincia,  renunciando  por  consiguiente  el  Fuero  Federal 
que  le  concede  la  ley ;  3®  Que  por  el  hecho  de  haberse  contes- 
tado la  demanda  sin  oponer  la  declinatoria,  se  entiende  pro- 
rogada  la  jurisdicción  provincial  y  el  asunto  debe  seguir  y 
fenecer  en  dicha  jurisdicción  sin  poder  salir  de  ella,  por  nin- 
gún recurso  según  la  ley ;  4®  Que  tampoco  se  ha  entablado 
el  recurso  de  apelación  de  las  sentencias  pronunciadas  por  los 
Tribunales  Superiores  de  Provincia,  que  introduce  el  artículo 
14  de  la  ley  nacional.  Corrido  traslado  de  la  escepcion,  se 
contestó  que  la  escepcion  deducida  no  era  de  las  legales,  que 
en  las  escepciones  dilatorias,  espresamente  innumeradas  en  la 
ley,  no  se  comprende  la  de  cosa  juzgada  de  naturaleza  peren- 
toria que  debe  reservarse  para  definitiva,  continuándose  la 
causa  por  lo  que  pedia  se  rechazara  el  artículo. 

Y  considerando :  V  Que  la  escepcion  de  cosa  juzgada  que 
se  hace  valer  por  parte  de  la  Municipalidad,  lleva  por  impli- 
cación la  de  incompetencia  de  este  juzgado  para  conocer  en 
esta  causa,  punto  que  debe  ser  resuelto  con  preferencia  á  cual- 
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quier  otro,  no  siendo  prorogable  la  Jurisdicción  Federal  y  de- 
biéndose evitar  lai  nulidad  que  recaerla  sobre  todo  procedi- 
miento, en  caso  que  se  reservase  para  definitiva  el  fallo  de 
la  escepcion ; 

2*"  Que  los  fallos  de  f.  75  y  su  confirmatoria  de  f .  145  han 
declarado  incompetente  al  Juez  de  1  *  Instancia  para  conocer 
en  la  demanda  entablada  por  D.  Juan  José  Buiz,  contra  la 
Municipalidad,  y  en  consecuencia,  nulo  cuanto  se  hlk  observado 
ante  la  Jurisdicción  Ordinaria  Civil ; 

S**  Que  el  hecho  de  haber  ocurrido  Buiz,  de  nacionalidad  es- 
tranjero,  demandando  á  la  municipalidad,  si  bien  es  cierto  que 
importa  la  renuncia  del  Fuero  Federal,  eli  casos  ordinarios,  no 
tiene  aplicación  en  el  presente  en  que  se  ha  declarado  nula 
esa  misma  demanda  y  todas  sus  actuaciones  según  las  sen- 
tencias de  f.  75  y  f.  445; 

4*  Que  la  litis  contestación  trabada  entre  Buiz  y  la  Mu- 
nicipalidad no  ha  constituido  próroga  de  jurisdicción,  exis- 
tiendo las  mismas  razones  por  motivo  de  la  nulidad  de  que 
se  hace  referencia  en  el  considerando  anterior; 

5^  Que  por  igual  razón  no  habia  motivo  para  entablar  el 
recurso  de  apelación  de  la  sentencia  ante  el  Superior  Tribunal 
de  la  Provincia  corriente  á  f.  145,  puesto  que  quedando  sin 
efecto  lo  actuado,  no  se  causaba  ningún  perjuicio  á  Buiz ; 

6**  Que  el  artículo  14  de  la  ley  de  Jurisdicción,  que  establece 
la  próroga  de  jurisdicción  para  el  estranjero  que  demanda  á 
un  nacional  ante  un  Tribunal  de  Protincia,  debe  entenderse 
en  el  sentido  de  que  el  Juez  á  quien  se  ocurra  sea  competente 
y  de  ningún  modo  cuando  no  lo  es,  y  cuando  ademas  se  de- 
clara nulo  todo  lo  actuado,  lo  que  importa  que  las  partes  se 
hallan  en  aptitud  de  ocurrir  á  la  autoridad  que  crean  compe- 
tente, sin  que  se  entiendan  ligados  por  un  recurso  ó  una  Oon- 
testacion  á  la  demanda  ilegales ; 

7^  Que  para  la  próroga  de  jurisdicción   se  necesita  con- 
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sentimiento,  que  la  ley  presume  en  los  casos  antes  enuncia- 
dos, j  una  de  las  causas  que  vician  el  consentimiento  en  los  he- 
chos es  el  error,  particularmente  el  de  derecho  cuando  se 
ocurre  á  una  autoridad  incompetente  puesto  que  no  puede 
prorogarse  lo  que  no  existe. 

8^  Que  las  resoluciones  de  f.  75  y  145  solo  importan  la 
disencion  y  declaración  de  la  incompetencia  del  juzgado  de 
primera  instancia,  no  siendo  mas  que  una  razón  la  natura- 
leza de  contencioso  de  la  causa. 

9^  Que  estando  fijado  por  la  ley  los  objetos  de  la  juris- 
dicción federal,  no  es  posible  traspasarlos;  ni  pueden  ser 
derogados  por  una  ley  municipal,  la  nacional  que  establece 
la  competencia  con  respecto  &  las  personas,  existiendo  ade- 
mas causas  análogas  de  que  conoce  la  justicia  federal,  exis- 
tiendo también  resoluciones  conformes  de  la  Suprema  Corte. 

En  virtud  de  estas  consideraciones,  se  declara  este  Juzgado 
competente  para  conocer  en  la  presente  demanda,  que  debe 
contestarse  por  la  Municipalidad  en  el  término  legal,  en  con- 
formidad al  artículo  85  de  la  ley  de  Jurisdicción.  Repónganse 
los  sellos  y  notiflquese  con  el  original. 

Isidoro  Álbarracin, 


Fall#  4e  1»  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo^S  de  1876. 

Vistos  estos  autos,  promovidos  por  Don  Juan  José  Buiz,  ciu- 
dadano oriental,  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires, 
sobre  ejecución  de  un  contrato,  é  indemnización  de  daños 
é  intereses; 

Y  considerando  :  Primero.  Que  según  consta  de  autos,  esta 
causa  ha  sido  entablada  y  seguida  ante  los  Tribunales  Provin- 
ciales ; 
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Segundo,  Que  considerándola  éstos  de  carácter  administra- 
tivo, se  han  declarado  incompetentes  para  conocer  en  ella  por 
sentencias  ejecutoriadas  que  se  registran  á  fojas  setenta  y  cin- 
co y  ciento  cuarenta  y  cinco,  y  han  dejado  solamente  á  salvo  el 
derecho  del  demandante,  para  llevar  su  reclamo  ante  la 
misma  Municipalidad  y  para  usar  en  caso  necesario  del  re- 
curso que  le  permite  el  artículo  treinta  y  una  de  la  ley 
orgánica  de  dicha  Corporación ; 

Tercero»  Que  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Provinciales 
fué  prorogada  en  tal  caso  y  la  causa  no  puede  ser  traida  hoy 
á  la  jurisdicción  nacional  por  recurso  alguno,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  doce  de  la  ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacio- 
nales, salvo  en  los  casos  especificados  en  el  artículo  catorce 
de  la  misma  ley. 

Por  estos  motivos,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  señor  Procurador  Gejieral,  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  ciento  setenta  y  tres,  y  satisfechas 
que  sean  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los 
autos. 

SALVADOR  M*  DEL  CARRIL.  —JOSÉ  DARROS 
FAZOS.— J.  D.  GOROSTIAGA.—  J.  DO- 
MÍNGUEZ. —  S.  M.  LASPIUR. 
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CAVSA   I^VII. 


Los  patrones  de  los  vapores  Fanny,   Helvecia  y  Kate  y  el 

maquinista  del  Kate,  contra  Matti  y  Piera,  por 

cobro  de  salario.    Sobre  embargo. 


Sumario,  —  No  puede  precederse  al  emtargo  de  nn  buque 
por  el  crédito  de  salarios  de  la  tripulación,  sino  en  los  casos 
previstos  por  el  título  25  de  la  ley  de  Procedimientos. 


Caso.  —  Los  patrones  de  los  vapores  c  Fanny  »,  c  Helvecia » 
y  cEate»  y  el  maquinista  del  «Kate»,  demandaron  á  los 
Sres.  Matti  y  Fiera,  propietarios  de  dichos  vapores,  la  suma 
de  195.860  ps.  por  salarios  y  mantención  de  los  actores  y  de 
la  tripulación,  fundando  la  demanda  en  cuentas  de  debe  y 
haber  formuladas  por  estos. 

En  otrosi  pidieron  el  embargo  é  inhibición  de  vender  ó  gra- 
var los  buques,  invocando  el  privilegio  acordado  al  crédito 
por  los  artículos  H30  y  4131  del  Código  de  Comercio. 

El  Juez  de  Sección  ordenó  el  embargo  en  caso  ^de  resultar 
que  los  demandantes  hubiesen  servido  á  bordo  como  capitanes. 

Matti  y  Fiera  reclamaron  del  embargo,  diciendo:  1°  Que 
los  actores  no  presentaban  prueba  alguna  de  su  crédito :  2^ 
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Que  las  cuentas  no  eran  estraida  de  los  libros,  sino  formuladas 
por  los  actores,  y  no  estaban  comprendidas  en  el  caso  de  los 
artículos  1130  y  1131  invocados;  3^  Que  la  demanda  deducida 
era  ordinaria,  y  no  podia  empezar  por  un  embargo,  y  propu- 
sieron que  quedara  subsistente  la  inhibición  de  enagenar. 
El  Juez  de  Sección  dictó  el  siguiente  {^uto : 


Fallo  del  Juez  Seeelonal» 


Buenos  Aires,  Marzo  30  de  1876. 

Teniendo  en  consideración  que  las  cuentas  presentadas,  no 
son  aquellas  á  que  se  refieren  los  artículos  1130  y  1131,  pre- 
sentadas después  de  concluido  el  último  viaje  y  estractadas 
de  los  libros  de  á  bordo,  á  que  la  ley  acuerda  privilejio  en  el 
pago,  y  que  en  la  forma  que  se  ofrecen  son  simples  apuntacio- 
nes de  las  partes  para  la  justificación  de  la  demanda.  Que  esta 
no  puede  principiar  por  embargo ;  y  en  vista  de  haberse  acep- 
tado por  los  demandados  que  se  ordenase  la  inhibición,  déjase 
sin  efecto  el  decreto  de  24  de  Marzo,  en  cuanto  al  otrosi, 
limitándose  á  ordenar  la  inhibición  de  venta  de  los  mencio- 
nados buques,  y  líbrense  los  oficios  necesarios. 

Albarracin. 
Apelado  este  auto,  fué  confirmado  por  el 


de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Mayo  2  de  1876. 

Vistos  y  considerando  que,  por  privilegiado  que  sea  el  cré- 
dito por  salarios  de  la  tripulación  de  un  buque,  solo  puede 
precederse  al  embargo  de  este  en  los  casos  previstos  en  el  tí- 
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tulo  veinte 7  cinco  de  la  ley  de  procedimientos;  que  no  so 
alega  tazón  especial  que  sea  atendible  para  que  en  este  caso 
se  dicte  esa  medida,  y  que  en  el  estado  actual  de  las  cosas,  la 
inhibición  garante  suficientemente  los  derechos  de  los  de- 
mandantes ;  por  estos  motivos  y  los  concordantes  del  auto  ape- 
lado se  confirma  este  con  costas,  y  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
HAGA  .  —  J.  DOMÍNGUEZ .  —  S. 
H.  LASPIUR. 


CArsA    I4TIII. 


D,  Pedro  Oubiñas  contra  D.  Creceneio  Aeosta  y  D.  Demetrio 
Alsina,  por  daños  y  perjuicios.    Sobre  formación 

dé  competencia. 


Sumario,  —  Declinada  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de 
Provincia,  por  la  articulación  correspondiente,  y  tramitada 
esta,  no  se  puede  al  mismo  tiempo  proponer  la  contienda  de 
competencia  por  inhibitoria  ante  la  justicia  nacional. 


Caso.  — Los  Sres.  D.  Creceneio  Aeosta  y  D.  Demetrio  Al- 
sina demandaron  ante  el  Jue2  de  i'  Instancia  del  Depar- 
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tamento  del  Sud,  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  á  D. 
Pedro  Ouviñas,  por  la  suma  de  187,000  pesos,  procedentes, 
según  decia,  del  valor  de  efectos  de  propiedad  de  los  deman- 
dantes, saqueados  durante  la  rebelión  de  1874,  por  una  partida 
de  rebeldes  que  obedecía  las  órdenes  de  Ouviñas,  como  Co- 
mandante general,  en  el  Partido  del  Azul  y  Gefe  de  fronteras, 
al  servicio  de  la  rebelión,  y  de  las  ganancias  que  habrían 
resultado  de  los  efectos  robados. 

D.  Pedro  Ouviñas  promovió  artículo  previo,  oponiendo  la 
falta  de  jurisdicción  en  el  Juez  de  Provincia,  por  correspon- 
der el  conocimiento  del  asunto  á  la  justicia '  federal. 

Sustanciado  el  artículo,  el  Juez  de  i^  Instancia  no  hizo 
lugar  á  él. 

Ouviñas  apeló  para  ante  la  Cámara  de  Apelaciones  del 
Departamento  mencionado,  y  se  le  negó  el  recurso  por  ha- 
berlo interpuesto  fuera  de  tiempo. 

Apeló  entonces  de  hecho  ante  la  misma  Cámara,  y  pen- 
diente el  recurso,  se  presentó  al  Juzgado  Nacional  de  Buenos 
Aires,  para  que  promoviera  contienda  de  competencia  á  los 
Tribunales  de  Provincia. 

El  Juez  de  Sección  se  declaró  incompetente  para  conocer 
en  la  petición  de  Ouviñas. 

Interpuesto  recurso  ante  la  Suprema  Corte,  se  confirió 
vista  al  Sr.  Procurador  General,  y  se  pidió  informe  al  Juez 
de  i*"  Instancia. 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL. 

Suprema  Corte  : 

Buenos  Aires,  Febrero  19  de  1876. 

Aceptando  D.  Pedro  Ouviñas,  el  puesto  de  Gefe  de  fron- 
teras, por  la  rebelión  de  Setiembre,  contra  los  Poderes  de 
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la  Nación,  foé  parte  en  este  delito;  y  como  tal,  solo  jus- 
ticiable por  los  Tribunales  Federales,  en  el  hecho  principal 
como  en  el  accesorio  de  los  daños. 

Creo  por  lo  tanto,  que  debe  revocarse  la  resolución  re- 
currida, devolviéndose  los  autos  al  inferior  para  que  pro- 
mueva la  competencia. 

C.  Tejedor. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1876. 

Vistos :  resultando  del  informe  del  Juez  de  primera  Ins- 
tancia del  Departamento  del  Sud  de  esta  Provincia,  que  el 
solicitante  demandado  ante  aquel  Juzgado,  interpuso  ante 
el  mismo  la  declinatoria  de  jurisdicción  como  escepcion  di- 
latoria, y  que  tramitada  y  resuelta  en  su  contra,  apeló  de 
dicha  resolución  para  ante  la  respectiva  Cámara  de  Apela- 
ciones ;  que  por  lo  tanto,  no  ha  podido  al  mismo  tiempo  y 
pendiente  aquel  recurso,  ocurrir  ante  la  justicia  nacional 
para  proponerla  por  inhibitoria,  pues  el  artículo  quince  de 
la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  autoriza  á  usar  de  uno 
ú  otro  medio  pero  no  de  los  dos  simultáneamente,  ni  del 
uno  después  del  otro. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  fo- 
jas  declarándose  no  haber  lugar  á  la  formación  de  com- 
petencia solicitada ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL.  — iOSÉ 
BARROS  PAZOS.— .1.  B.  GOROSTUGA* 
i.    DOMlNGt'RZ.  —  S.  M.  LASPtUR. 
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CAITSA    I^IX 


Sabana  y  C*.  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires. 
Sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario. ^l"^.  La  parte  condenada  por  sentencias  ejecu- 
toriadas á  no  turbar  á  los  propietarios  y  poseedores  de  un 
terreno,  no  puede  estipular  en  seguida  un  contrato  de  obras 
sobre  el  mismo  terreno. 

2^  Si  los  empresarios  de  las  obras  fueran  impedidos  de 
continuarlas  á  consecuencia  de  las  sentencias  mencionadas, 
aquella  se  halla  en  la  obligación  de  responder  de  todos  los 
daños  causados  á  estos  por  la  falta  de  cumplimiento  de  sus 
obligaciones. 

3^  El  resarcimiento  de  los  daños  é  intereses  compronde 
el  yalor  de  las  pérdidas  sufridas,  y  el  de  las  utilidades  que 
se  han  dejado  de  percibir,  como  consecuencia  inmediata  y 
necesaria  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación  con- 
traída. 

4^  Cuando  una  decisión  judicial  se  funda  en  un  error 
material  6  de  cálculo,  ó  presente  en  sus  clausulas  alguna 
oscuridad  6  ambigüedad,  es  i  los  mismos  jueces  que  la  han 
dictado  á  quienes  corresponde  reparar  el  error  si  es  repara- 
ble y  esplicar  el  sentido  de  lo  que  fuere  ambiguo. 
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Caso. — Lw  Sres.  Sabaria  j  C\  estranj^of,  eekrlmirmí  era 
la  Comisión  nombrada  al  efecto  pof  b  línnítipalidad  de 
Buenos  Aires  en  22  de  Diciembre  de  1873  n  eootrato  de 
obras  para  eonstmir  on  moro  en  el  torreao  de  b  Cbaea^ 
rita  dentro  del  término  de  cuatro  meses  j  mtü». 

Los  emj^esarios  empezaron  los  trabajos  j  u»físnm  los  m^ 
teriales  correspondientes. 

A  los  27  dias  de  empezados  los  trabajos,  se  lesi  íatímí  la 
suspensión  por  la  autoridad  judicial  i  in^taaeia  de  toi  Siesi. 
Boncoroni  j  Brovn^  poseedores  del  terrea»  ^mA^t  ser  kaHas, 
j  cuja  posesión  se  habia  mandado  respetar  f^c  iecS^»oas 
ejecutoriadas  en  juicio  entre  aqueCíOs  j  !a  X^i^kq^lldad  d« 
Buenos  Aires. 

Dienm  cuenta  i  este  que  les  ordeuA  tmtíáamm  V»  trafe- 
jos,  ffffwtWiido  indenmizarlea   por  la  saspfüuisa 
Fmpn'udidM  nsemiente  las  obiaa,  se  ka  ktso 
tímaeÍQn  i  los  ein^  dias. 

CoiLtfsaj^:^  por  tereera  r^  \fA  trabaja  cm  ifial  «dím 
j  provesa  de  la  X^w^cfaüdad,  se  le<i  6r4»¿  f^i^  f^Krza  ar- 
madía €i  abaa^iía^  de  la  6  ota  j  el  4í^^I%;a  étl  l^cns*. 

CsB  <st^  ac.te<«d/>ii^^»  Ii>i  íír^,  íízh%ru  i¡é3i^»b\^  cm^ 
la  VuairáaLliaii  Wf  d^fuv  eymítratar  srn  UA^:^  d^  «nftsemt^ 
ci0u  $ri-.T5f  t'írr^Ti-/  '1 1^  i/#  le  ptUiiei^;»  y  ^ra  y^wM^  »- 
bía  iái»  ^:5á*aa.ii  i  a='*  tnrr-vw.  la  ^^wüíw.^.v  «>  eí  J«Bf3»¿^ 
5ieí:!ti:  par»  \t*  fi.^T»  ^y,*i/íA,n;t4^  i  Uul^ir*ft:zafí^  Ivi 


f  p^rf-ijrtiíf    f*ir::vf    pw    f*  ^v,y^   j  <f<M:  rrCiar»  « 


«n  7i>-iií  Li^f  -í  *?•»*»  á-w  T^-íj^íA  -U:    ttkft  }^r*^i4^  <e  awíe>' 
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I''  Qoe  la  promesa  de  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
cobrados  por  las  suspensiones  de  la  obra  en  el  cementerio 
de  la  Chacarita  se  halla  plenamente  probada:  1^  £n  el  hecho 
de  habérseles  abonado  $  25,000  á  cuenta  de  esos  reclamos, 
después  de  pagado  el  saldo  por  los  trabajos  recibidos  y 
garantidoles  en  el  Banco  Nacional  por  una  letra  de  Sabaria, 
valor  de  $  60,000,  á  cuenta  de  los  mismos  reclamos,  como 
lo  confiesa  el  Sr.  Canard,  Presidente  de  la  Municipalidad, 
absolviendo  las  preguntas  3*  y  4*  del  interrogatorio  de  f,91 . 
^°  Porque  así  lo  confiesa  igualmente,  obsolviendo  la  5*  pre- 
gunta, donde  agrega  que  les  habia  prometido  igualmente 
que  la  cuestión  sobre  esos  reclamos  se  hiciera  por  arbitros, 
y  3"*  Por  la  declaración  de  los  Sres.  Sebastian  Casares  y 
Estovan  Señorans  que  siendo  miembros  de  la  Comisión  de 
obras  públicas  contestan  que  les  consta  de  la  promesa  de 
indemnizar  esos  daños  y  que  ellos  fueron  autorizados  para 
avalorar  los  trabajos  hechos,  los  materiales  existentes  y  los 
perjuicios  sufridos,  lo  que  no  llevaron  á  cabo  por  haber  cesa- 
do en  esos  dias  en  su  cargo  municipal,  lo  que  se  desprende 
de  la  contestación  de  estos  señores  á  la  primera  parte  del 
auto  de  prueba  y  á  la  8^  pregunta  del  interrogatorio  de  f .  91 , 
lo  que  importa  una  confesión,  dado  el  carácter  que  desem- 
peñaban. 

2^  Que  aunque  no  existiera  esa  promesa,  es  una  obligación 
que  emana  de  la  naturaleza  de  los  contratos,  y  en  el  caso 
ocurrente,  de  que  es  un  deber  del  locatorio  ó  dueño  de  la 
obra,  sanear  el  terreno  en  que  ha  de  construirse  y  facilitar 
al  arquitecto  ó  empresario  los  medios  que  de  él  dependan 
para  la  ejecución  de  las  obras,  siendo  responsable  por  los 
daños  y  intereses,  siempre  que  por  su  culpa  retardarse  6  no 
cumpliese  con  esta  obligación. 

3^  Qne  aunque  el  caso  fortuito  6  la  fuerza  mayor  exonera 
al  deudor  de  una  obligación  de  los  daños  é  intereses  por  su 
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sentimiento,  que  la  ley  presume  en  los  casos  antes  enuncia- 
dos, y  una  de  las^  causas  que  vician  el  consentimiento  en  los  he- 
chos es  el  error,  particularmente  el  de  derecho  cuando  se 
ocurre  á  una  autoridad  incompetente  puesto  que  no  puede 
pr  erogar  se  lo  que  no  existe. 

8^  Que  las  resoluciones  de  f.  75  y  i45  solo  importan  la 
disencion  y  declaración  de  ia  incompetencia  del  juzgado  de 
primera  instancia,  no  siendo  mas  que  una  razón  la  natura- 
leza de  contencioso  de  la  causa. 

9^  Que  estando  fijado  por  la  ley  los  objetos  de  la  juris- 
dicción federal,  no  es  posible  traspasarlos;  ni  pueden  ser 
derogados  por  una  ley  municipal,  la  nacional  que  establece 
la  competencia  con  respecto  á  las  personas,  existiendo  ade- 
mas causas  análogas  de  que  conoce  la  justicia  federal,  exis- 
tiendo también  resoluciones  conformes  de  la  Suprema  Corte. 

En  virtud  de  estas  consideraciones,  se  declara  este  Juzgado 
competente  para  conocer  en  la  presente  demanda,  que  debe 
contestarse  por  la  Municipalidad  en  el  término  legal,  en  con- 
formidad al  artículo  85  de  la  ley  de  Jurisdicción.  Repónganse 
los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin, 


Fiill#  de  ln  Suprema  Corte 

Baenos  Aires,  Mayo]3  de  1876. 

Vistos  estos  autos,  promovidos  por  Don  Juan  José  Buiz,  ciu- 
dadano oriental,  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires, 
sobre  ejecución  de  un  contrato,  é  indemnización  de  daños 
é  intereses ; 

Y  considerando  :  Primero.  Que  según  consta  de  autos,  esta 
causa  ha  sido  entablada  y  seguida  ante  los  Tribunales  Provin- 
ciales ; 
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anteriores,  reducidos   los  perjuicios  por  útiles   inservibles, 
materiales  perdidos  y  talleres,  etc.,  á  pesos  20,000. 

8°  Que  en  cuanto  á  la  5*  partida,  aunque  se  halla  en 
las  condiciones  de  las  anteriores,  en  cuanto  al  establecimiento 
de  un  almacén  y  fonda  para  los  trabajadores  j  era  conve- 
niente á  la  empresa  j  por  tanto  su  clausura  violenta  por 
causa  de  la  Municipalidad,  debió  ocasionar  perjuicios,  na 
estando  justificados  sino  por  la  declaración  del  socio  habi- 
litado, no  tiene  la  suficiente  justificación  por  no  ser  testigo 
imparcial. 

9°  Que  en  cuanto  á  las  utilidades  á  que  se  refiere  la  9* 
partida,  ellas  han  sido  estimadas  equitativas  por  los  peritos 
nombrados  por  las  partes  á  f.  102,  que  en  cuanto  ella  tiene 
lá  fuerza  probatoria  que  les  dá  el  artículo  601  del  Código 
de  Comercia  como  sentencia  arbitral,  j  que  debe  rectificarse 
con  arreglo  á  la  rectificación  del  cubaje  á  que  se  refieren 
los  peritos, 

Por  estas  consideraciones,  leyes  citadas  y  artículos  17,  18 
y  19,  tít.  !•,  Sec.  1%  Código  Civil,  7%  tít.  3^  Sec.  y  ley 
citadas,  y  ley  1",  tít.  14,  P.  3*,  fallo  que  la  Municipalidad 
pague  á  los  diez  dias  de  liquidada  la  cuenta  de  f .  9  con  la  su- 
presión de  la  5*  partida  y  deducciones  y  rectificaciones  que  se 
contienen  en  los  considerandos  de  la  presente,  y  al  pago  de 
los  intereses  desde  la  demanda,  á  cuyo  efecto,  consentida  y 
ejecutoriada  que  sea,  comparezcan  las  partes  á  nombrar  un  li* 
quidador.  Repóngase  los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarraem. 


La  Municipalidad  apeló,  conformándose  los  señores  Saba- 
lia  con  el  auto  del  Juez  de  Sección. 


DE  JUSTICIA  hácional  365 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Abril  27  de  1876, 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Señores  Sabaria  y  com- 
pañía, contra  la  Municipalidad  de  esta  ciudad,  sobre  daños 
é  intereses  causados  por  inejecución  de  las  obligaciones  con- 
traidas en  un  contrato  de  locación-conducción  de  obras,  y 
pendientes  ante  esta  Suprema  Corte  por  recurso  de  apelación 
interpuesto  por  el  apoderado  de  la  Municipalidad,  de  la  sen- 
tencia pronunciada  por  el  Juzgado  de  Sección,  resulta,  que 
las  cuestiones  que  se  agitan  en  esta  causa,  como  en  todo 
juicio  sobre  daños  é  intereses,  son  dos:  primera  ¿Se  deben 
los  daños  é  intereses?  segunda:  ¿En  qué  consisten,  y  en  cuán- 
to deben  estimarse? 

Y  considerando,  respecta  á  la  primera  cuestión: 

Primero. — Que  la  Municipalidad  celebró  el  contrato  de 
locación-conducción  de  obras  de  fojas  tres,  sabiendo  que  ella 
no  podia  disponer  del  terreno  en  que  debian  construirse 
las  obras  contratadas,  porque  sabia  que  no  era  de  su .  pro- 
piedad, y  que  le  habia  sido  prohibido  espresamente,  por  sen- 
tencias ejecutoriadas  de  Tribunales  competentes,  toda  per- 
turbación, &  sus  actuales  dueños  y  poseedores,  Don  Ángel 
Roncoroni  y  Don  Hugo  Brown; 

Segundo.  —  Que  en  los  autos  traídos  á  la  vista  para  me- 
jor proveer,  se  registran  efectivamente  las  sentencias  eje- 
cutoriadas que  contienen  esa  resolución;  siendo  de  notarse 
que  la  del  Juzgado  de  Sección,  fué  dictada  en  trece  de  Se- 
tiembre de  mil  ocho  cientos  setenta  y  tres,  y  notiñcada  al  Pro- 
curador de  la  Municipalidad  en  quince  del  .mismo  mes ;  y  la 
de  esta  Suprema  Corte  de  Justicia  en  once  de  Octubre  de 
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aquel  año,  y  notifica  en  la  misma  fecha  al  Procurador  mu- 
nicipal ; 

Tercero. — Que  la  Municipalidad,  sin  embargo,  faltando  á 
la  obediencia  debida  á  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  ce- 
lebró, con  los  Señores  Sabaria  7  Compañia  en  veinte  y  dos 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  treSj  es  decir  se- 
tenta  y  dos  dios  después,  de  notificársele  la  sentencia  final 
de  esta  Suprema  Corte,  el  contrato  de  locación-conducción 
de  obras,  que  corre  á  foja  tres,  determinando  para  la  cons- 
trucción de  ellas,  el  mismo  terreno  poseído  por  los  Señores 
Boncoroni  7  Brown,  7  cu7a  posesión  se  le  habia  intimado 
respetar  7  no  perturbar  en  manera  alguna; 

Cuarto.  — Que  no  habiendo  los  Empresarios  podido  nevar 
á  cabo  las  obras  contratadas  en  dicho  terreno,  porque  el 
Juez  de  Sección  mandó,  en  cumplimiento  de  lo  juzgado  7 
sentenciado,  impedir  la  ejecución  de  ellas,  por  medio  de  la 
fuerza  pública  puesta  al  efecto  á  su  disposición  por  el  Poder  Eje- 
cutivo Nacional,  la  Municipalidad  debe  responder  de  todos 
los  daños  é  intereses  causados  á  los  Señores  Sabaria  7  Com- 
pañia por  la  falta  de  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  con- 
forme &  lo  proscripto  por  el  inciso  tercero,  artículo  once, 
del  titulo  sobre  naturaleza  7  origen  de  las  obligaciones,  del 
Código  Civil; 

Quinto.  —  Que  no  puede  decirse  que  la  inejecución  de  las 
obras  provenga  de  caso  fortuito ;  porque  la  Municipalidad  sa- 
bia que  no  podía  disponer  lícitamente  del  terreno  en  que 
debian  construirse,  7  debia  proveer  que  los  Jueces  me  de- 
jarían burlar  sus  resoluciones,  7  mandarían  impedir  la  eje- 
cución de  ellas. 

5esto.  —  Que  el  contrato  de  fojas  tres,  tampoco  adolece 
de  los  vicios  de  nulidad  que  le  opone  el  Procurador  de  la 
Municipalidad;  porque  consta  que  la  comisión  especial  que 
lo  celebró,  JTué  nombrada  con  ese  objeto :  7  en  tal  carácter 
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pidió  públicamente  propuestas  cerradas  para  la  constraccion 
de  las  obras,  según  se  vé  por  el  aviso  inserto  en  el  diario 
presentado  á  foja  doscientos  cuarenta  y  cinco;  habiendo 
solo  aceptado  la  de  los  Señores  Sabaria  y  Compañia  por  consi- 
derarla mas  ventajosa,  entre  muchas  otras  propuestas  que  se 
hablan  presentado ;  y  porque  la  validez  de  dicho  contrato  ha 
sido  reconocida,  por  el  hecho  de  haber  sido  ejecutado  par- 
cialmente   por  ambas  partes ; 

Por  estos  motivos  y  los  concordantes  de  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  ciento  catorce,  se  confirma  esta,  en  la  parte 
que  declara  que  la  Municipalidad  debe  indemnizar  á  los  Se- 
ñores Sabaria  y  Compañia,  todos  los  daños  é  intereses  que 
por  su  culpa  les  ha  causado  la  inejecución  de  las  obras  que 
se  determinan  en  el  contrato  de  foja  tres. 

Considerando,  sobre  la  segunda  cuestión : 

Primero,  —  Que  el  resarcimiento  de  los  daños  é  intereses 
comprende  el  valor  de  las  pérdidas  sufridas,  y  el  de  las  uti- 
lidades que  han  dejado  de  percibirse,  como  consecuencia  inmcr- 
diata  y  necesaria  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción contraída  (artículos  primero  y  segundo,  título  tercero, 
parte  primera,  sección  primera,  libro  segundo,  del  Código 
Civil) ;  y  que  á  esta  clase  pertenecen,  los  que  se  determinan 
en  la  sentencia  apelada,  y  se  cobran  por  la  cuenta  de  foja 
nueve ; 

Segundo.  —  Que  la  justificación  y  estimación  de  las  nue- 
ve partidas  que  forman  dicha  cuenta,  son  apreciadas  y  juz- 
gadas por  esta  Suprema  Corte,  en  los  términos  siguientes: 

Primera  partida :  que  la  pérdida  sufrida  en  la  recision  del 
contrato  de  cal,  importante  cuarenta  y  dos  mil  pesos  moneda 
corriente  ha  sido  comprobada  por  el  documento  reconocido 
de  foja  cincuenta  y  cinco ;  y  que,  aunque  esa  rescisión,  pa- 
ra los  efectos  del  presente  juicio,  debia  hacerse  judicial- 
mente y  con  citación  de  la  Municipalidad,  esta  sin  embargo 
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no  la  ha  contradicho,  ni  existe  motivo  alguno  que  haga 
presumir  su  falsedad,  6  que  sea  una  confabulación  de  las 
partes,  con  el  fin  de  defraudar  á  la  Municipalidad,  pesos  mo- 
neda corriente,  cuarenta  y  dos  mil ^  42,000 

Segunda  partida :  que  la  pérdida  por  disolución  de  los  con- 
tratos sobre  ladrillos,  dtsbe  reducirse  á  sesenta  y  cinco  mil  pe- 
sos ;  porque  esta  es  la  única  cantidad  que  resulta  comprobada 
por  los  documentos  de  fojas  cincuenta  y  nueve,  sesenta  y 
sesenta  y  uno,  pesos  sesenta  y  cinco  mil ^  65,000 

Tercer  partida :  que  los  perjuicios  causados,  por  la  pérdida 
de  los  talleres  preparados  para  la  construcción  de  las  obras, 
han  sido  estimados,  previa  inspección  por  los  peritos  nom- 
brados, en  la  suma  de  veinte  mil  pesos,  (foja  ciento  dos); 
y  debe  estarse  á  esta  estimación,  por  considerarse  equita- 
tiva, pesos  veinte  mil ^  20,000 

Cuarta  partida :  que  la  indemnización  por  el  gasto  hecho  en 
pozos  para  sacar  agua,  ha  sido  avaluada  por  los  mismos  pe- 
ritos, en  dos  mil  quinientos  pesos,  y  que  es  también  de 
legítimo  abono,  dos  mil  quinientos ^  2,500 

Quinta  partida :  que  el  daño  que  se  cobra,  por  el  almacén  y 
fonda,  que  hubo  que  sacarse  precipitadamente  del  local  en  que 
fueron  establecidos,  ha  sido  rechazado  justamente  por  la  sen- 
tencia apelada,  y  los  demandantes  se  han  conformado  con  esta 
resolución ; 

Sesta  partida :  que  la  pérdida»  proveniente  de  la  casa  cons- 
truida para  peones  y  depósito  de  materiales,  ha  sido  estimada 
por  los  peritos  en  veinte  mil  pesos,  y  debe  ser  también  sati- 
fecha  veinte  mil ^  20,000 

Sétima  partida :  que  la  indemnización  que  se  reclama  de  se- 
tenta y  tres  mil  trescientos  cuarenta  y  siete  pesos,  por  pago  de 
jornales  á  albañiles,  peones,  y  capataces  en  veinte  y  tres  dias 
que  estuvieron  suspendidas  las  obras,  no  debe  ser  admitida ; 
porque  dicho  pago  no  ha  sido  bien  probado,  pues  la  única 
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prueba  que  se  ha  producido,  es  la  declaración  de  Don  H.  Fey- 
taux  á  foja  ochenta  y  cinco,  y  esta  no  es  suficiente;  y  por- 
que, aun  suponiendo  cierto,  que  ese  pago  se  hubiese  hecho, 
seria  indebidamente  hecho,  como^  que  no  hay  obligación  de 
abonar  jornales  en  dias  que  no  trabajan,  á  obreros  conchava- 
dos  por  dia; 

Octava  partida :  que  el  perjuicio  de  doce  mil  pesos  que  se  re- 
clama, como  adelanto  hecho  al  herrero  encargado  de  la  cons- 
trucción de  dos  portones  de  fierro,  no  ha  sido  comprobado; 
porque  ni  del  contrato  presentado  á  foja  ochenta  y  una,  ni  de 
la  declaración  del  herrero  Don  F.  Marty,  á  foja  ciento  una,  que 
son  las  únicas  pruebas  producidas  sobre  esta  partida,  consta 
que  dicho  adelanto  se  hubiese  hecho ;  y  en  consecuencia,  no 
debe  ser  abonado ; 

Novena  partida :  que  aún  cuando  la  cantidad  de  doscientos 
setenta  y  dos  mil  trescientos  veinte  y  ocho  pesos,  que  la  sen- 
tencia apelada  manda  pagar  á  los  Señores  Sabaria  y  Compañía, 
como  utilidad  que  dejaron  de  percibir,  por  no  haber  la  Muni- 
cipalidad cumplido  la  obligación  que  con  ellos  contrajo,  pro- 
Tenga  de  la  diferencia  según  la  cuenta  comparativa  de  fojas 
sesenta  y  dos  y  sesenta  y  tres,  entre  eLcosto  efectivo  de  las 
obras,  y  el  costo  convenido  con  la  Municipalidad,  y  su  exac- 
titud se  haya  comprobado  con  el  inferna  de  los  peritos  nom- 
brados, sin  embargo,  debe  notarse,  que  para  proceder  asi  á  la 
estimación  de  esta  importante  partida,  se  ha  cambiado  en  la 
prueba,  y  en  la  sentencia  apelada,  la  base  de  apreciación  que 
se  fijó  en  la  demanda,  es  decir,  un  tanto  por  ciento,  como 
beneficio  que  debia  reportarse  sobre  el  costo  efectivo  de  las 
obras. 

Que  siendo  esta  base  la  mas*;  clara  y?la  menos  espuesta  á 
errores,  debe  volverse  á  ella,  á  juicio  de  este  Tribunal,  y  asig- 
narse como  mas  equitativo,  un  veinte  por  ciento  sobre  la  suma 
que  costar ia  la  ejecución  de  las  obtas  contratadas,  para  formar 
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tamento  del  Sud,  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  á  D. 
Pedro  Ouviñas,  por  la  suma  de  187,000  pesos,  procedentes, 
según  decia,  del  valor  de  efectos  de  propiedad  de  los  deman- 
dantes, saqueados  durante  la  rebelión  de  1874,  por  una  partida 
de  rebeldes  que  obedecía  las  órdenes  de  Ouviñas,  como  Co- 
mandante general,  en  el  Partido  del  Azul  y  Gefe  de  fronteras, 
al  servicio  de  la  rebelión,  y  de  las  ganancias  que  habrían 
resultado  de  los  efectos  robados. 

D.  Pedro  Ouviñas  promovió  artículo  previo,  oponiendo  la 
falta  de  jurisdicción  en  el  Juez  de  Provincia,  por  correspon- 
der el  conocimiento  del  asunto  á  la  justicia  federal. 

Sustanciado  el  artículo,  el  Juez  de  l'^  Instancia  no  hizo 
lugar  á  él. 

Ouviñas  apeló  para  ante  la  Cámara  de  Apelaciones  del 
Departamento  mencionado,  y  se  le  negó  el  recurso  por  ha- 
berlo interpuesto  fuera  de  tiempo. 

Apeló  entonces  de  hecho  ante  la  misma  Cámara,  y  pen- 
diente el  recurso,  se  presentó  al  Juzgado  Nacional  de  Buenos 
Aires,  para  que  promoviera  contienda  de  competencia  á  los 
Tribunales  de  Provincia. 

El  Juez  de  Sección  se  declaró  incompetente  para  conocer 
en  la  petición  de  Ouviñas. 

Interpuesto  recurso  ante  la  Suprema  Corte,  se  confirió 
vista  al  Sr.  Procurador  General,  y  se  pidió  informe  al  Juez 
de  1^  Instancia. 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL. 

Suprema  Corte : 

Buenos  Aires,  Febrero  19  de  1876. 

Aceptando  D.  Pedro  Ouviñas,  el  puesto  de  Gefe  de  fron- 
teras, por  la  rebelión  de  Setiembre,  contra  los  Poderes  de 
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la  Nación,  fué  parte  en  este  delito ;  y  como  tal,  solo  jus- 
ticiable por  los  Tribunales  Federales,  en  el  hecho  principal 
como  en  el  accesorio  de  los  daños. 

Creo  por  lo  tanto,  que  debe  revocarse  la  resolución  re- 
currida, devolviéndose  los  autos  al  inferior  para  que  pro- 
mueva la  competencia. 

C.  Tejedor. 


Vallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1876. 

Vistos :  resultando  del  informe  del  Juez  de  primera  Ins- 
tancia del  Departamento  del  Sud  de  esta  Provincia,  que  el 
solicitante  demandado  ante  aquel  Juzgado,  interpuso  ante 
el  mismo  la  declinatoria  de  jurisdicción  como  escepcion  di- 
latoria, y  que  tramitada  y  resuelta  en  su  contra,  apeló  de 
dicha  resolución  para  ante  la  respectiva  Cámara  de  Apela- 
ciones; que  por  lo  tanto,  no  ha  podido  al  mismo  tiempo  y 
pendiente  aquel  recurso,  ocurrir  ante  la  justicia  nacional 
para  proponerla  por  inhibitoria,  pues  el  articulo  quince  de 
la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  autoriza  á  usar  de  uno 
ú  otro  medio  pero  no  de  los  dos  simultáneamente,  ni  del 
uno  después  del  otro. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  fo- 
jas   declarándose  no  haber  lugar  á  la  formación  de  com- 
petencia solicitada ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL.  — JOSÉ 
BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTIAGA. 
J.    DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 
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1^  Que  en  catorce  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta,  Ruiz 
celebró  con  la  Municipalidad  el  contrato  que  en  testimonio 
corre  á  f.  %  comprometiéndose  el  primero  á  practicar  la  es- 
traccion  diaria  de  la  basura  de  una  parte  del  municipio, 
mediante  la  remuneración  pecuniaria  que  se  establece,  y  reser- 
vándose la  segunda  en  la  cláusula  13  el  derecho  de  suspender 
el  contrato  siempre  que  el  contratista  no  cumpliese  lo  esti- 
pulado. 

2^  Que  la  Municipalidad  suspendió  en  efecto  la  ejecución 
del  contrato,  como  resulta  de  la  acta  de  la  sesión  de  diez  y 
nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta,  que  corre  á  f . 
27  vuelta. 

3^  Que  en  consecuencia  D.  Juan  José  Ruiz,  entabló  la  de- 
manda de  f.  7  para  que  la  Municipalidad  fuera  condenada  á 
la  ejecución  del  contrato  ^ó  á  la  indemnización  de  los  daños 
y  perjuicios  que  al  demandante  se  han  seguido  de  la  injusti- 
ficada rescisión  que  estima  en  un  millón  trescientos  mil  pesos 
moneda  corriente. 

4"  Que  contestada  la  demanda  por  el  Procurador  Municipal 
á  f.  32,  se  escepciona  con  el  derecho  de  rescisión  y  con  que 
el  conocimiento  de  la  causa  correspondía  á  la  Municipalidad, 
tratándose  de  un  negocio  administrativo  ó  de  utilidad  pública. 

5°  Que  con  fecha  trece  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta 
y  tres,  se  pronunció  la  sentencia  de  f.  76  en  que  el  señor 
Juez  de  1^  Instancia  se  declara  incompetente  para  entender 
en  la  demanda,  y  en  consecuencia,  nulo  cuanto  se  ha  obrado 
ante  la  jurisdicción  ordinaria  civil,  debiendo  ocurrir  ante  quien 
corresponda,  resolución  confirmada  á  f.  143  en  cuatro  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  por  el  Tribunal 
Superior  de  la  Provincia. 

6^  Que  á  f.  149  se  presenta  Buiz  ante  este  Juzgado,  es- 
poniendo que  habiéndole  mandado  ocurrir  á  las  autoridades 
competentes  para  hacer  valer  sus  derechos  contra  la  Mumci- 
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palidad,  cree  que  lo  es  este  Juzgado  desde  que  él  es  ciudadano 
oriental  y  Tendria  á  quedar  trabado  el  litigio  entre  un  estran- 
gero  y  un  ciudadano,  y  que  si  antes  se  habia  demandado  á 
las  Municipalidades  ante  los  Jueces  de  la  Provincia,  era  en 
fuerza  de  que  no  estaba  bien  definida  la  personalidad  jurídica, 
punto  que  ha  sido  aclarado  por  el  Código  Civil,  que  en  conse- 
cuencia, reproduciendo  la  demanda  de  f.  7,  venia  á  pedir  la 
indemnización  de  perjuicios  antes  solicitada. 

7^  Que  corrido  traslado  á  la  Municipalidad,  ésta  contestó  : 
1^  Que  obsta  á  la  demanda  la  escepcion  de  cosa  juzgada  en 
cuanto  por  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia,  cor- 
rientes á  fs.  75  y  145,  se  ha  declarado  que  el  presente  juicio 
versaba  sobre  una  materia  contencioso-administrativa ;  2^ 
Que  esta  escepcion  se  confirmaba  por  el  hecho  de  haber 
ocurrido  Buiz,  que  se  dice  ciudadano  oriental,  á  la  justicia 
de  Provincia,  renunciando  por  consiguiente  el  Fuero  Federal 
que  le  concede  la  ley ;  3®  Que  por  el  hecho  de  haberse  contes- 
tado la  demanda  sin  oponer  la  declinatoria,  se  entiende  pro- 
rogada  la  jurisdicción  provincial  y  el  asunto  debe  seguir  y 
fenecer  en  dicha  jurisdicción  sin  poder  salir  de  ella,  por  nin- 
gún recurso  según  la  ley ;  4^  Que  tampoco  se  ha  entablado 
el  recurso  de  apelación  de  las  sentencias  pronunciadas  por  los 
Tribunales  Superiores  de  Provincia,  que  introduce  el  artículo 
14  de  la  ley  nacional.  Corrido  traslado  de  la  escepcion,  se 
contestó  que  la  escepcion  deducida  no  era  de  las  legales,  que 
en  las  escepciones  dilatorias,  espresamente  innumeradas  en  la 
ley,  no  se  comprende  la  de  cosa  juzgada  de  naturaleza  peren- 
toria que  debe  reservarse  para  definitiva,  continuándose  la 
causa  por  lo  que  pedia  se  rechazara  el  artículo. 

Y  considerando :  1*"  Que  la  escepcion  de  cosa  juzgada  que 
se  hace  valer  por  parte  de  la  Municipalidad,  lleva  por  impli- 
cación la  de  incompetencia  de  este  juzgado  para  conocer  en 
esta  causa,  punto  que  debe  ser  resuelto  con  preferencia  á  cual- 


838  FALLOS  M  LA  SmffllU  CORTB 


CAtJÉA    IiIIi. 


JD.  José,  D^  Teresa  y  D*  Francisca  Viñas,  contra  la  Provmcia 
dt  Ef^e-rRiaSi  por  oobr^  de  pesos.  [Sobre  personería. 


Sumario.  —  La  declararoria  de  herederos^  para  surtir  U>8 
efectos  legales,  debe  ser  dictada  por  Juez  competente,  y  este 
es  «1  del  lugar,  donde  se  abriá  la  snoesion  del  causante. 


lH  á 


Caso,  —  Don  Jésé^  Doña  Teresa  y  Don  Francisco  Viñas, 
demandaron  á  la  Provincia  de  Entre-Bios,  invocando  su 
calidad  de  herederos  de  su  difunta  madre  D*  Magdalena 
Diaz  de  Viñas,  hermana  y  heredera  á  la  vez,  de  D.  Fran- 
cisco Diaz  juntamente  con  D*  Francisca  Diaz,  y  mas  tarde 
heredera  de  esta  también. 

La  Suprema  Corte,  eon  fallo  de  27  de  Octubre  de  1874, 
no  hizo  lugar  á  la  demanda  por  no  haberse  presentado  los 
justificativos  de  la  calidad  hereditaria  invocada. 

En  16  de  Setiembre  de  1875,  D.  Juan  Axigós  en  repre- 
sentación de  los  Sres.  Viñas,  reprodujo  la  demanda  acom- 
pañando la  declararoria  de  herederos  ab-intestatOf  de  D. 
Francisco  Diaz,  dictada  en  favor  de  aquellos  por  el  Juez  del 
distrito  de  Palacio  en  Barcelona. 

Opuesta  por  el  Bepresentante  de  la  Provincia  de  Entre- 
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ríos,  con  otras  escepciones  la  invalidez  de  la  declaratoria, 
por  ser  emanada  de  Juez  incompetente,  se  dictó  el  si- 
guiente 

Fallo  4e  !•  9«|UP^mii  Corte* 

Buenos  Aires,  Abril  27  de  1876. 

Resaltando  de  lo  espuesto  por  el  apoderado  de  los  deman- 
•dantes  en  diversos  esoritosi  éspfecialmente  á  fojas  sesenta  y 
cinco  7  ochenta  j  dos,  que  Don  Francisco  Díaz  y  Fetrer  murió 
en  la  Frovincia  de  Entre-Rios  donde  residía ;  y  que  allí  se 
abrió  la  sucesión  y  se  formó  el  espediente  testamentario 
siendo  Albacea  Don  Esteban  Barter:  no  emanando,  por  lo 
tanto,  de  Juez  competente  la  declaratoria  de  herederos  de 
que  instruye  el  testimonio ,  presentado  y  que  obra  de  fojas 
ciento  seis  á  ciento  diez,  y  no  pudiendo  surtir  por  esta  razón 
los  efectos  que  se  pretende ;  no  ha  lugar  á  lo  solicitado  por 
Don  Juan  Arigós,  y  previo  pago  de  costas  por  el  mismo, 
archívese. 

SALVABOR  M.  DEL  CARRIL.  — JOSÉ 
BARROS  PAaOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASraiR. 


340  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


CAUSA    IiIT 


D.  Federico  Moreno  contra  D.  Trist<m  y  D.  Domingo  Valaguer. 
Sobre  indemnizcLcion  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario. — l^  No  habiéndose  probado  los  hechos  en  que  se 
apoya  la  demanda,  esta  no  puede  ser  admitida. 

2**  La  confesión  calificada  es  indivisible,  y  no  corresponde 
al  demandado  la  prueba  de  las  escepciones,  cuando  no  se  ha 
probado, la  demanda. 

Caso.  —Está  detalladamente  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo  del  JTaes  Seceiomal* 


San  Juan,  Octubre  28  de  1875. 

Vistos :  entre  D.  Luis  Cavillotti,  como  apoderado  de  D.  Fe- 
derico Moreno  y  los  Sres.  D.  Tristan  y  D.  Domingo  Valaguer 
(padre  é  hijo)  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que 
el  primero  demanda  contra  los  segundos,  procedentes  del  va- 
lor de  una  tropa  de  muías  y  otros  animales  que  le  fueron  arre- 
batados durantes  el  dominio  de  la  rebelión  en  esta  Provincia, 
en  el  mes  de  Noviembre  último,  con  lo  alegado  por  las  partes, 
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lo  constante  de  autos,  y  considerando  por  su  mérito :  !•  que 
la  demanda  de  daños  interpuesta  por  Moreno  ascendiendo  esta 
á  la  suma  i  5,055  ¿  bolivian  os  50  centaTos,  según  aparece  de 
la  minuta  de  foja  dos,  se  funda  en  que  los  demandados  Yala- 
guer,  puestos  al  servicio  dé  la  rebelión  durante  su  dominiojen  la 
Provincia,  son  partícipes  y  responsables  del  arrebato  de  su 
tropa  de  muías  y  su  entrega  á  los  rebeldes,  de  que  procede 
aquella  cuenta,  por  cuanto  el  primero  D.  Tristan  Yalaguer, 
Comandante  y  Subdelegado  del  Departamento  de  Angaco  or- 
denó hacer  bajar  aquellas  del  Cerro  del  «Pié  de  Palo»  donde 
se  ocultaban,  por  medio  de  una  partida  armada,  encabezada 
por  su  hijo  D.,  Domingo  Yalaguer,  quien  después  de  cumplir 
con  dicha  comisión  condujo  las  muías  á  la  Estancia  del  pri- 
mero, entregándolas  en  seguida  al  gefe  de  la  rebelión,  General 
Arredondo;  í 

^  Que  los  demandados  contestando  ^  la  demanda  espohen^  el 
primero :  D.  Tristan  Valaguer,  que  si  bien  en  ésa  época  ejer- 
ció el  cargo  de  Subdelegado  que  anteriormente  desempeñaba 
no  Ib  hizo  personalmente,  pues  delegó  sus  funciones  en  otra 
persona,  siendo  falso  de  todo  punto  que  fuera  Comandante 
Militar  del  Departamento,  y  falso  que  haya  espedido  orden  al- 
guna relativa  á  la  ttópa  de  muías  del  actor ;  en  cuanto  al  se- 
gundo, D.  Domingo  Yalaguer,  contestó  que  fué  en  clase  de 
vaqueano  al  Cerro  del  «  Pié  de  Palo  »  acompañando  á  la  par- 
tida armada  á  las  órdenes  de  un  oficial  de  los  rebeldes,  en  vir- 
tud, de  orden  terminante  y  reiterada  del  gefe  de  la  rebelión^ 
cuya  partida  llevada  orden  de  disolver  unas  montoneras  elis- 
teñtes  en  el  Cerro,  y  que  si  bien  eLreferido  oficial  gefe  de  la 
partida  dispuso  hacer  bajar  las  muías  del  actor  con  los  capa- 
taces que  las  custodiaban,  él  no  tuvo  parte,  ni  intervención  al- 
guna en  ese  acto,  siendo  el  mismo  oficial  quién  ordenó  se  en- 
serraran  las  muías  en  la  finca  «de  su  padre  D.  Tristan,  para 
entregarse  á  sos  dueños,  en  cizcunstancias  que  el  gefe  de  la 
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rebelión  General  Arredondo  di6  la  orden  al  mismo  de  condup 
cirlas  á  esta  ciudad  para  destinarlas  al  servido  de  sns  fnersas, 
fiomolohizo; 

3^  Qne  abierta  la  cansa  á  prneba  sob^rd  los  heobos  cotitra* 
dirtorios  y  la  legitimidad  de  las  partidas  de  la  Gnenita  de  daños 
y  perjnieinfii  según  consta  del  anto  4e  f.  il  ^a^  se  ^i^ció  él  tér- 
mino desífpiado  ^m  que  las  partes  j^ayaa  prodiitcido  pnieba  algn^ 
na  sobre  los  hechos. alegados,  rnsnltando  que  la  .demanda  carece 
de  base  por  la  falta  de  prneba  de  los  beohos  en  qoiO  se  apoya; 

4^  Que  con  respecto  al  demandado  J>.  Domingo  Talaguer, 
si  bien  confiesa  su  conenrrencia  al  acto  de  la  toma  de  las  mu*^ 
las,  deduce  al  propio  tian^po  esoepciones  que,.  &  ser  ciertas, 
lo  eximen  de  toda  responsabilidad  con  relación  al  hecho  pria» 
oipal,  por  no  aparecer  ni  como  ejecutor  ni  como  cómplice  en 
su  perpetración ; 

5^  Qcfe  en  este  caso,  no  estando  probada  la  demanda,  no 
x)oiiresponde  al  demandado  la  prueba  de  las  esoepciones,  como 
lo  pretende  el  actor,  pues  la  confesión  de  aquel  es  calificada, 
y  siendo  por  su  naturaleza  indivisible,  debe  aceptarse  en  todas 
sus  partes; 

6°  Que  por  el  mérito  de  los  autos,  y  la  esposioion  de  los  de- 
nyandados,  aparece  que  el  actor  ha  tenido  alguna  razón  para 
promover  el  presente  juicioi  resultando  inadmisible. la  deman- 
da, solo  por  la  falta  de  prueba  et  la  estación  competente  del 
]u|cio«  procedente  de  un  error  de  cálculo; 

Por  estas  consideraciones,  fallo  definitivamente  esta  causa, 
dedari^do  absueltos  de  la  demanda  á  los  Señores  D.  Tristan 
y  D.  Domingo  Yalaguer,  por  falta  de  prueba  legal  de  los  he^ 
jchos  ^n  que  se  funda  la  demanda,  debiendo  cada  parte  pagar 
s^s  propif^  costas  y  las  comunes  poi;  mitad.  Hágase  saber  pu- 
üfiváo  el  actuario  notificar  esto  sentencia  original  fuera  de  to 
pftei^  y  icepóngai^e  los  seUos. 

líiUaiMel  MúTcülo. 
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WmVkm  «e  1»  S«pveHii^  C^vte 


Buenos  Aires  Abril  29  de  1876. 

Vistos :  Por  $u^  fimdwifiíitos  se  jOonfiTina.  co^  cps^as^  «1  «uto 
apelado  de  foja  sesenta  y  uno  vuelta,  y  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

SALTAMR  M.  DBL  GABlKll.  --  lOSÉ  BARHOS 
>AJÍ¿«:— J.  B.''^ÉdBTlAGAt  ^i; ^eM&f- 


'   »  í    ;;.•:'       I '.  j ;,.. 


CAUSA  liT. 


/).  íoits  Aarmltt,  ctíñára  ia  ffimmm4e  Cementes 
por  c^ito  db /tamil  seAm  cmif^SBmwk. 


Sufnarto  i®  —  Ko  tratándose  dja  juzgar  los  actos  de  los  po- 
deres  públicos  de  una  Provincia,  sin6  simplemente  del  im- 
porte de  una  deuda,  el  caso  puede  ser  sometido  al  conoci- 
miento de  los  Tribunales. 
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2°  Habiendo  los  Poderes  Públicos  Provinciales  declarádose 
incompetentes  para  reaolyer:  en.nQ:ieelamo,.  no  puede  decirse 
que  hay  sobre  él  juicio  radicado  en  lo  contencioso  adminis- 
trativo. 

3^  El  estrangero  puede  demandar  á  una  Provincia  ante 
la  Corte  Suprema,  aunque  sea  vecino  de  ella.    ' 


f 


C(íSO. — Son  Barralis,  estrangero,  dueño  de  una  botica 
establecjida.  en  la  Ciudad  de  Corrientes,  presentó  al  Gobier- 
no de  la  Provincia-  una  cpenta  de  medicinas  tomadas  de  esa 
botica  por  la  comisión  nombrada  por  el  Gobierno  durante  la 
epidemia  de  la  fiebre  amarilla  de  1871. 

El  Gobierno  ofreció  una  suma  que  Barralis  rehusó  por  lo 
que  pasó  el  asunto  á  la  legislatura  de  la  Provincia,  para  que 
resolviera  sobre  el  reclamo. 

La  Legislatura  proveyó  c ocurra  donde  corresponde». 

Entonces  Barralis  interpuso  demanda  por  la  suma  de  3440  $ 
39  centavos  fuertes  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  ante 
la  Suprema  Corte. 

El  representante  de  la  Provincia  de  Corrientes  opuso  la 
escepcion  de  incompetencia,  alegando  que  se  trataba  de  juz- 
gar los  actos  de  los  Poderes  Públicos  de  una  Provincia; 
que  el  reclamo  debia  ser  resuelto  por  los  Poderes  Provin- 
ciales en  juicio  contencioso  ádmilaistrativo;  que  este  juicio 
ya  se  hallaba  radicado  ante  ellos^  pior  haber  Barralis  pre- 
sentado el  reclamo  al  Poder  Ejecutivo  y  al  Legislativo;  y 
que  Barralis  era  vecino  de  Corrientes;  razones  todas  que, 
según  él,  probaban  la  falta  de  jurisdicción  d.e  la  Suprema 
Corte  para  conocer  en  la  demanda. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  2  de  1876. 

Vistos :  Resultando  de  los  documentos  que  corren  á  fojas 
ciento  cuarento  y  dos  y  siguientes  del  espediente  agregado 
que  la  Botica  Italiana  fué   ocupada  en  virtud  de  órdenes  del 
Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia  de  Corrientes,  nombrando 
ei  mismo  la  comisión  que  debia  hacerse  cargo  del  estable- 
cimiento, y  otra  mas  tarde  para  que  procediese  á  su  clau- 
sura, dando  cuenta  de  su  cometido:  que  presentada  la  re- 
clamación de  Barralis,   el  Gobierno,  á  indicación  del  minis- 
terio fiscal,  hizo  una  propuesta  de  pago  que  no  tuvo  efecto, 
por  no  haber  sido  admitida  por  el  interesado:  que  con  es- 
tos antecedentes  la  demanda  actual  ha  sido  puesta  contra 
la  Provincia;  no  siendo  el  objeto  del  juicio  calificar  y  juz- 
gar los  actos  de  sus  Poderes  Públicos,   sino  decidir  si  el 
cobro  que  se   hace  es  justo  y   qué   cantidad  debe  pagarse 
por  los  artículos  de  la  Botica  consumidos  durante  la  ocu- 
pación: Constando  de  fojas   doscientos  cuarenta  y  ocho   á 
doscientos  cuarenta  y  nueve,   que  tanto  el  Poder  Ejecutivo 
como  el  Lejislativo  de  la  Provincia  demandados  se  han  decla- 
do  incompetentes  para  dictar  resolución  en  este  asunto,  man- 
dando que  el  interesado  ocurra  donde  corresponda:  no  pu- 
diendo  decirse  en  presencia  de  esto  que  se  ha  radicado  un 
juicio  contencioso  administrativo  ante  las  autoridades  pro- 
vinciales; Considerando   que  la  declaración  mencionada   no 
ha  dejado   otro    arbitrio    al  reclamante,  que  ocurrir  á  los 
Tribunales  de  Justicia;  y  qne  al  hacerlo  ha   podido  elegir 
la  jurisdicción  provincial  6  la  nacional,  en  virtud  de  su  ca- 
lidad de  estrangero ;  no  siendo  necesario  que  á  esta  calidad 
se  una  la  de  ser  vecino  de  otra  Provincia,  con  arreglo  al  artícu- 

T.  VIII*  24. 
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lo  primero  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tri- 
bunales nacionales;  por  estos  fundamentos  y  de  comformidad  en 
este  último  punto  con  el  Señor  Procurador  General,  no  ha 
lugar  á  la  escepcion  de  incompetencia  deducida,  y  el  repre- 
sentante de  la  Provincia  de  Corrientes,  conteste  la  demanda. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TlkCk.  —  J.  D01III9GUEZ.  —  8.  H. 
LASPIím. 


CAUSA  I.TI 


D.  Juan  José  Ruiz  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires, 
por  cumplimiento  de  un  contrato.    Sobre  competencia. 


Sumario.  —  1**  Entablada  y  seguida  una  causa  ante  los 
Tribunales  Provinciales,  la  jurisdicción  concurrente  de  estos, 
se  entiende  prorogada  aunque  se  hayan  declarado  incompe- 
tentes por  considerarlo  de  carácter  administrativo. 

2^  Prorogada  la  jurisdicción,  la  causa  no  puede  ser  traida 
á  la  justicia  nacional  sino  por  el  recurso  previsto  por  el  artí* 
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GTzlo  14  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales. 


Caso.  —  D.  Juan  José  Euiz,  estrangero,  contrató  con  la 
Municipalidad  de  Buenos  Aires  la  estraccion  de  basuras  en 
una  parte  del  municipio,  mediante  una  remuneración  deter- 
minada. 

Este  contrato  estipulado  en  14  de  Julio  de  1870,  fué  res- 
cindido por  la  Municipalidad  en  19  de  Agosto  de  dicho  año. 

Buiz  demandó  á  la  Municipalidad  sobre  cumplimiento  del 
contrato  ante  el  Juez  de  1*  Instancia  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  Dr.  D.  Luis  Beláustegui. 

Este  declaró  por  sentenciado  13  de  Enero  de  1873,  que  la 
causa  era  de  carácter  administrativo  j  que  el  Juzgado  de  1* 
Instancia  era  incompetente  para  conocer  en  ella,  pudiendo 
Buiz  ocurrir  á  la  Municipalidad  y  hacer  uso  en  caso  necesario 
del  recurso  que  acuerda  el  artículo  31  de  la  ley  orgánica  de 
la  Municipalidad. 

Confirmado  este  auto  por  el  Tribunal  Superior,  Buiz  ocur- 
rió al  Juzgado  Nacional  reproduciendo  ante  éi  la  demanda 
interpuesta  contra  la  Municipalidad. 

El  Procurador  Municipal  opuso  las  escepciones  de  cosa  juz- 
gada é  incompetencia  por  haber  sido  pr erogada  la  jurisdicción 
provincial. 


Valí»  del   Jíaem  Secci#auil 


Buenot  Aireí ,  Noviembre  4  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  José  Buiz,  ciu- 
dadano oriental,  contra  la  Monieipalidad  de  la  ciudad  de 
Buenos  Aires  de  los  que  resulta : 
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I''  Que  en  catorce  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta,  Buiz 
celebró  con  la  Municipalidad  el  contrato  que  en  testimonio 
corre  á  f.  2,  comprometiéndose  el  primero  á  practicar  la  es- 
traccion  diaria  de  la  basura  de  una  parte  del  municipio, 
mediante  la  remuneración  pecuniaria  que  se  establece,  y  reser- 
vándose la  segunda  en  la  cláusula  13  el  derecho  de  suspender 
el  contrato  siempre  que  el  contratista  no  cumpliese  lo  esti- 
pulado. 

2^  Que  la  Municipalidad  suspendió  en  efecto  la  ejecución 
del  contrato,  como  resulta  de  la  acta  de  la  sesión  de  diez  y 
nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta,  que  corre  á  f . 
27  vuelta. 

3^  Que' en  consecuencia  D.  Juan  José  Buiz,  entabló  la  de- 
manda de  f.  7  para  que  la  Municipalidad  fuera  condenada  á 
la  ejecución  del  contrato  ^ó  á  la  indemnización  de  los  daños 
y  perjuicios  que  al  demandante  se  han  seguido  de  la  injusti- 
ficada rescisión  que  estima  en  un  millón  trescientos  mil  pesos 
moneda  corriente. 

4''  Que  contestada  la  demanda  por  el  Procurador  Municipal 
á  f.  32,  se  escepciona  con  el  derecho  de  rescisión  y  con  que 
el  conocimiento  de  la  causa  correspondia  á  la  Municipalidad, 
tratándose  de  un  negocio  administrativo  ó  de  utilidad  pública. 

5°  Que  con  fecha  trece  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta 
y  tres,  se  pronunció  la  sentencia  de  f.  76  en  que  el  señor 
Juez  de  1^  Instancia  se  declara  incompetente  para  entender 
en  la  demanda,  y  en  consecuencia,  nulo  cuanto  se  ha  obrado 
ante  la  jurisdicción  ordinaria  civil,  debiendo  ocurrir  ante  quien 
corresponda,  resolución  confirmada  á  f.  143  en  cuatro  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  por  el  Tribunal 
Superior  de  la  Provincia. 

6°  Que  á  f.  149  se  presenta  Buiz  ante  este  Juzgado,  es- 
poniendo que  habiéndole  mandado  ocurrir  á  las  autoridades 
competentes  para  hacer  valer  sus  derechos  contra  la  Munici*- 
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palídad,  cree  que  lo  es  este  Juzgado  desde  que  él  es  ciudadano 
oriental  y  vendria  á  quedar  trabado  el  litigio  entre  un  estran- 
gero  y  un  ciudadano,  y  que  si  antes  se  habia  demandado  á 
las  Municipalidades  ante  los  Jueces  de  la  Provincia,  era  en 
fuerza  de  que  no  estaba  bien  definida  la  personalidad  jurídica, 
punto  que  ha  sido  aclarado  por  el  Código  Civil,  que  en  conse- 
cuencia, reproduciendo  la  demanda  de  f.  7,  venia  á  pedir  la 
indemnización  de  perjuicios  antes  solicitada. 

7°  Que  corrido  traslado  á  la  Municipalidad,  ésta  contestó  : 
1^  Que  obsta  á  la  demanda  la  escepcion  de  cosa  juzgada  en 
cuanto  por  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia,  cor- 
rientes á  fs.  75  y  145,  se  ha  declarado  que  el  presente  juicio 
versaba  sobre  una  materia  contencioso-administrativa ;  2** 
Que  esta  escepcion  se  confirmaba  por  el  hecho  de  haber 
ocurrido  Ruiz,  que  se  dice  ciudadano  oriental,  á  la  justicia 
de  Provincia,  renunciando  por  consiguiente  el  Fuero  Federal 
que  le  concede  la  ley ;  3°  Que  por  el  hecho  de  haberse  contes- 
tado la  demanda  sin  oponer  la  declinatoria,  se  entiende  pro- 
rogada  la  jurisdicción  provincial  y  el  asunto  debe  seguir  y 
fenecer  en  dicha  jurisdicción  sin  poder  salir  de  ella,  por  nin- 
gún recurso  según  la  ley ;  4^  Que  tampoco  se  ha  entablado 
el  recurso  de  apelación  de  las  sentencias  pronunciadas  por  los 
Tribunales  Superiores  de  Provincia,  que  introduce  el  artículo 
14  de  la  ley  nacional.  Corrido  traslado  de  la  escepcion,  se 
contestó  que  la  escepcion  deducida  no  era  de  las  legales,  que 
en  las  escepciones  dilatorias,  espresamente  innumeradas  en  la 
ley,  no  se  comprende  la  de  cosa  juzgada  de  naturaleza  peren- 
toria que  debe  reservarse  para  definitiva,  continuándose  la 
causa  por  lo  que  pedia  se  rechazara  el  artículo. 

Y  considerando :  1*^  Que  la  escepcion  de  cosa  juzgada  que 
se  hace  valer  por  parte  de  la  Municipalidad,  lleva  por  impli- 
cación la  de  incompetencia  de  este  juzgado  para  conocer  en 
esta  causa,  punto  que  debe  ser  resuelto  con  preferencia  á  cual- 
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quier  otro,  no  siendo  prorogable  la  Jürisdioeion  Federal  y  de- 
biéndose eyitar  lá  nulidad  que  recaeria  sobre  toda  procedi- 
miento, en  caso  que  se  reservase  para  definitiva  el  fallo  de 
la  esoepcion ; 

2^  Que  los  fallos  de  f.  75  y  su  confirmatoria  de  f.  145  han 
declarado  incompetente  al  Juez  de  i '  Instancia  para  conocer 
en  la  demanda  etitablada  por  D.  Juan  José  Buiz,  contra  la 
Municipalidad,  y  en  consecuencia,  nulo  cuanto  se  ha  observado 
ante  la  Jurisdicción  Ordinaria  Civil ; 

3°  Que  el  hecho  de  haber  ocurrido  Buiz,  de  nacionalidad  es- 
tranjero,  demandando  á  la  municipalidad,  si  bien  es  cierto  que 
importa  la  renuncia  del  Fuero  Federal,  en  casos  ordinarios,  no 
tiene  aplicación  en  el  presente  en  que  se  ha  declarado  nula 
esa  misma  demanda  y  todas  sus  actuaciones  según  las  sen- 
tencias de  f.   75  y  f.  145; 

4*  Que  la  litis  contestación  trabada  entre  Buiz  y  la  Mu- 
nicipalidad no  ha  constituido  próroga  de  jurisdicción,  exis- 
tiendo las  mismas  razones  por  motivo  de  la  nulidad  de  que 
se  hace  referencia  en  el  considerando  anterior; 

5°  Que  por  igual  razón  no  habia  motivo  para  entablar  el 
recurso  de  apelación  de  la  sentencia  ante  el  Superior  Tribunal 
de  la  Provincia  corriente  á  f.  145,  puesto  que  quedando  sin 
efecto  lo  actuado,  no  se  causaba  ningún  perjuicio  á  Buiz ; 

6^  Que  el  artículo  14  de  la  ley  de  Jurisdicción,  que  establece 
la  próroga  de  jurisdicción  para  el  estranjero  que  demanda  á 
un  nacional  ante  un  Tribunal  de  Provincia,  debe  entenderse 
en  el  sentido  de  que  el  Juez  á  quien  se  ocurra  sea  competente 
y  de  ningún  modo  cuando  no  lo  es,  y  cuando  ademas  se  de- 
clara nulo  todo  lo  actuado,  lo  que  importa  que  las  partes  se 
hallan  en  aptitud  de  ocurrir  á  la  autoridad  que  crean  compe- 
tente, sin  que  se  entiendan  ligados  por  un  recurso  ó  una  con- 
testación á  la  demanda  ilegales ; 

7^  Que  para  la  próroga  de  jurisdicción  se  necesita  con- 
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sentimiento,  que  la  ley  presume  en  los  casos  antes  enuncia- 
dos, y  una  de  las  cansas  que  vician  el  consentimiento  en  los  he- 
chos es  el  erroT,  particularmente  el  de  derecho  cuando  se 
ocurre  á  una  autoridad  incompetente  puesto  que  no  puede 
prorogarse  lo  que  no  existe. 

8^  Que  las  resoluciones  de  f.  75  y  i  45  solo  importan  la 
disencion  y  declaración  de  la  incompetencia  del  juzgado  de 
primera  instancia,  no  siendo  mas  que  una  razón  la  natura- 
leza de  contencioso  de  la  causa. 

9^  Que  estando  fijado  por  la  ley  los  objetos  de  la  juris- 
dicción federal,  no  es  posible  traspasarlos;  ni  pueden  ser 
derogados  por  una  ley  municipal,  la  nacional  que  establece 
la  competencia  con  respecto  á  las  personas,  existiendo  ade- 
mas causas  análogas  de  que  conoce  la  justicia  federal,  exis- 
tiendo también  resoluciones  conformes  de  la  Suprema  Corte. 

En  virtud  de  estas  consideraciones,  se  declara  este  Juzgado 
competente  para  conocer  en  la  presente  demanda,  que  debe 
contestarse  por  la  Municipalidad  en  el  término  legal,  en  con- 
formidad al  artículo  85  de  la  ley  de  Jurisdicción.  Repónganse 
los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 


VMl»  «e  ln  Svyrema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo]3  de  1876. 

Vistos  estos  autos,  promovidos  por  Don  Juan  José  Buiz,  ciu- 
dadano oriental,  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires, 
sobre  ejecución  de  un  contrato,  é  indemnización  de  daños 
é  intereses ; 

Y  considerando  :  Primero.  Que  según  consta  de  autos,  esta 
causa  ha  sido  entablada  y  seguida  ante  los  Tribunales  Provin- 
ciales ; 
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Segundo.  Que  considerándola  éstos  de  carácter  administra- 
tivo, se  han  declarado  incompetentes  para  conocer  en  ella  por 
sentencias  ejecutoriadas  que  se  registran  á  fojas  setenta  y  cin- 
co y  ciento  cuarenta  y  cinco,  y  han  dejado  solamente  á  salvo  el 
derecho  del  demandante,  para  llevar  su  reclamo  ante  la 
misma  Municipalidad  y  para  usar  en  caso  necesario  del  re- 
curso que  le  permite  el  artículo  treinta  y  una  de  la  ley 
orgánica  de  dicha  Corporación ; 

Tercero.  Que  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Provinciales 
fué  prorogada  en  tal  caso  y  la  causa  no  puede  ser  traida  hoy 
á  la  jurisdicción  nacional  por  recurso  alguno,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  doce  de  la  ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacio- 
nales, salvo  en  los  casos  especiñcados  en  el  artículo  catorce 
de  la  misma  ley. 

Por  estos  motivos,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  señor  Procurador  Gejieral,  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  ciento  setenta  y  tres,  y  satisfechas 
que  sean  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los 
autos. 

SALVADOR  M*  DEL  CARRIL.  —JOSÉ  BARROS 
PAZOS.— J.  B.  GOROSTIAGA.—  J.  DO- 
MÍNGUEZ. —  S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA   I^YII. 


Los  patrones  de  los  vapores  Fanny,  Helyecia  y  Kate  y  fil 

maquinista  del  Kate,  contra  Mattí  y  Ptera^  por 

cobro  de  salario.   Sobre  embargo. 


Sumario. —  No  puede  proeederse  al  embargo  de  nn  bri/|fie 
por  el  crédito  de  salarios  de  la  tripaladon^  ^¡n¿  en  íff%  eíí%^fn 
previstos  por  el  título  25  de  la  lej  de  Proeedtmjeotfr^, 


Caso.  —  Los  patrones  de  los  Ts^ore)  <  Vzmnj  >^  € 
y  €Eate>  j  el  maquinista  del  <Kati!r>.  i?mmi<torw  á  )<r<< 
Sres.  Matti  y  Fiera,  propietarios  de  í.-'í<m  Tap^reif,  b  íimw 
de  195.860  ps.  por  salarios  y  ma2:te'3f'/I*m  i^  Itii  a^^^re^t  y  4<» 
la  tripulación,  fundando  la  AfiLa^ix  ^a  ineataA  4e  ^h^  y 
haber  fonmilada.)  por  e^t/>s. 

En  otrosi  pidieron  el  embar^'»  e  'jJlSvj'íoo,  ía  -fnn/ter^  ^;^ 
var  los  hnq^t^^  mr^-^ando  el  prírliíoi  .üsirüutn  :U  ftPilxtA 
por  los  znífr/,^H  H30  y  H31  del  ^-úúrt  le  lanuff^in. 

El  Jnez  de  a^Al.',tt  /^rden^  el  eaitiBOT  -ai  ^aao  ji<»  nwiwxr 

los  actwe^  v>  ^re^e^hi^U^/M  ^f»evt  fri^m»  u*  «i  rrHtirn     ir 
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Que  las  cuentas  no  eran  estraida  de  los  libros,  sino  formuladas 
por  los  actores,  y  no  estaban  comprendidas  en  el  caso  de  los 
artículos  1130  y  H 31  invocados;  3^  Que  la  demanda  deducida 
era  ordinaria,  y  no  podía  empezar  por  un  embargo,  y  propu- 
sieron que  quedara  subsistente  la  inhibición  de  enagenar. 
El  Juez  de  Sección  dictó  el  siguiente  auto : 


Fallo  del  Jíuex  Seeelonal. 


Buenos  Aires,  Marso  30  de  1876. 

Teniendo  en  consideracioii  que  las  cuentas  presentadas,  no 
son  aquellas  á  que  se  refieren  los  artículos  1130  y  1131,  pre- 
sentadas después  de  concluido  el  último  viaje  y  estractadas 
de  los  libros  de  á  bordo,  á  que  la  ley  acuerda  privilejio  en  el 
pago,  y  que  en  la  forma  que  se  ofrecen  son  simples  apuntacio- 
nes de  las  partes  para  la  justificación  de  la  demanda.  Que  esta 
no  puede  principiar  por  embargo  ;  y  en  vista  de  haberse  acep- 
tado por  los  demandados  que  se  ordenase  la  inhibición,  déjase 
sin  efecto  el  decreto  de  24  de  Marzo,  en  cuanto  al  otrosi, 
limitándose  á  ordenar  la  inhibición  de  venta  de  los  mencio- 
nados buques,  y  líbrense  los  oficios  necesarios. 

Albarracin. 
Apelado  este  auto,  fué  confirmado  por  el 


Fallo'  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Mayo  2  de  1876. 

Vistos  y  considerando  que,  por  privilegiado  que  sea  el  cré- 
dito por  salarios  de  la  tripulación  de  un  buque,  solo  puede 
precederse  al  embargo  de  este  en  los  casos  previstos  en  el  tí- 
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tnlo  veinte  y  cinco  de  la  ley  de  procedimientos;  que  no  se 
alega  tazón  especial  qne  sea  atendible  para  que  en  este  caso 
se  dicte  esa  medida,  y  que  en  el  estado  actual  d^  las  cosas,  la 
inhibición  garante  suficientemente  los  derechos  de  los  de- 
mandantes ;  por  estos  motiyos  y  los  concordantes  del  auto  ape- 
lado se  confirma  este  con  costas,  y  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  lOSÉ 
BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TUGA .  —  J.  DOMUIGUEZ .  —  S. 
M.  LASPICR. 


CAUSA    I.TIII. 


D.  Pedro  Oubiñas  contra  D.  Creeeneio  Acosta  y  D.  Demetrio 
Alsina,  por  darlos  y  perjuicios.    Sobre  formación 

de  competencia. 


Sumario.  —  Declinada  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de 
Provincia,  por  la  articulación  correspondiente,  y  tramitada 
esta,  no  se  puede  al  mismo  tiempo  proponer  la  contienda  de 
competencia  por  inhibitoria  ante  la  justicia  nacional. 


Caso.  —  Los  ñren,  1).  Ctecencio  Acosta  y  D.  Demetrio  Al- 
sina  demandaron  ante  ol  Juez  de  i*  Insfaraeia  del  Depar- 
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tamento  del  Sud,  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  á  D. 
Pedro  Ouviñas,  por  la  suma  de  187,000  pesos,  procedentes, 
según  decia,  del  valor  de  efectos  de  propiedad  de  los  deman- 
dantes, saqueados  durante  la  rebelión  de  1874,  por  una  partida 
de  rebeldes  que  obedecía  las  órdenes  de  Ouviñas,  como  Co- 
mandante general,  en  el  Partido  del  Azul  y  Gefe  de  fronteras, 
al  servicio  de  la  rebelión,  y  de  las  ganancias  que  habrían 
resultado  de  los  efectos  robados. 

D.  Pedro  Ouviñas  promovió  artículo  previo,  oponiendo  la 
falta  de  jurisdicción  en  el  Juez  de  Provincia,  por  correspon- 
der el  conocimiento  del  asunto  á  la  justicia  federal. 

Sustanciado  el  artículo,  el  Juez  de  1^  Instancia  no  hizo 
lugar  á  él. 

Ouviñas  apeló  para  ante  la  Cámara  de  Apelaciones  del 
Departamento  mencionado,  y  se  le  negó  el  recurso  por  ha- 
berlo interpuesto  fuera  de  tiempo. 

Apeló  entonces  de  hecho  ante  la  misma  Cámara,  y  pen- 
diente el  recurso,  se  presentó  al  Juzgado  Nacional  de  Buenos 
Aires,  para  que  promoviera  contienda  de  competencia  á  los 
Tribunales  de  Provincia. 

El  Juez  de  Sección  se  declaró  incompetente  para  conocer 
en  la  petición  de  Ouviñas. 

Interpuesto  recurso  ante  la  Suprema  Corte,  se  confirió 
vista  al  Sr.  Procurador  General,  y  se  pidió  informe  al  Juez 
de  1*  Instancia. 

• 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL. 

Suprema  Corte  : 

Buenos  Aires,  Febrero  19  de  1876. 

Aceptando  D.  Pedro  Ouviñas,  el  puesto  de  Gefe  de  fron- 
teras, por  la  rebelión  de  Setiembre,  contra  los  Poderes  de 
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la  Nación,  fué  parte  en  este  delito;  y  como  tal,  solo  jus- 
ticiable por  los  Tribunales  Federales,  en  el  hecho  principal 
como  en  el  accesorio  de  los  daños. 

Creo  por  lo  tanto,  que  debe  revocarse  la  resolución  re- 
currida, devolviéndose  los  autos  al  inferior  para  que  pro- 
mueva la  competencia. 

C.  Tejedor. 


Vallo  de  la  Saprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1876. 

Vistos :  resultando  del  informe  del  Juez  de  primera  Ins- 
tancia del  Departamento  del  Sud  de  esta  Provincia,  que  el 
solicitante  demandado  ante  aquel  Juzgado,  interpuso  ante 
el  mismo  la  declinatoria  de  jurisdicción  como  escepcion  di- 
latoria, 7  que  tramitada  y  resuelta  en  su  contra,  apeló  de 
dicha  resolución  para  ante  la  respectiva  Cámara  de  Apela- 
ciones; que  por  lo  tanto,  no  ha  podido  al  mismo  tiempo  y 
pendiente  aquel  recurso,  ocurrir  ante  la  justicia  nacional 
para  proponerla  por  inhibitoria,  pues  el  artículo  quince  de 
la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  autoriza  á  usar  de  uno 
ú  otro  medio  pero  no  de  los  dos  simultáneamente,  ni  del 
uno  después  del  otro. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  fo- 
jas  declarándose  no  haber  lugar  á  la  formación  de  com- 
petencia solicitada ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL.  — JOSÉ 
BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSTUGA. 
J.    DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.   LASPIUR. 


I. 
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1°  Que  en  catorce  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta,  Ruiz 
celebró  con  la  Municipalidad  el  contrato  que  en  testimonio 
corre  á  f.  2,  comprometiéndose  el  primero  á  practicar  la  es- 
traccion  diaria  de  la  basura  de  una  parte  del  municipio, 
mediante  la  remuneración  pecuniaria  que  se  establece,  y  reser- 
vándose la  segunda  en  la  cláusula  13  el  derecho  de  suspender 
el  contrato  siempre  que  el  contratista  no  cumpliese  lo  esti- 
pulado. 

2^  Que  la  Municipalidad  suspendió  en  efecto  la  ejecución 
del  contrato,  como  resulta  de  la  acta  de  la  sesión  de  diez  y 
nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta,  que  corre  á  f . 
27  vuelta. 

3^  Que,' en  consecuencia  D.  Juan  José  Ruiz,  entabló  la  de- 
manda de  f.  7  para  que  la  Municipalidad  fuera  condenada  á 
la  ejecución  del  contrato  ^ó  á  la  indemnización  de  los  daños 
y  perjuicios  que  al  demandante  se  han  seguido  de  la  injusti- 
ficada rescisión  que  estima  en  un  millón  trescientos  mil  pesos 
moneda  corriente. 

4""  Que  contestada  la  demanda  por  el  Procurador  Manicipal 
á  f.  32,  se  escepciona  con  el  derecho  de  rescisión  y  con  que 
el  conocimiento  de  la  causa  correspondía  á  la  Municipalidad, 
tratándose  de  un  negocio  administrativo  ó  de  utilidad  pública. 

5®  Que  con  fecha  trece  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta 
y  tres,  se  pronunció  la  sentencia  de  f.  76  en  que  el  señor 
Juez  de  l'^  Instancia  se  declara  incompetente  para  entender 
en  la  demanda,  y  en  consecuencia,  nulo  cuanto  se  ha  obrado 
ante  la  jurisdicción  ordinaria  civil,  debiendo  ocurrir  ante  quien 
corresponda,  resolución  confirmada  á  f.  143  en  cuatro  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  por  el  Tribunal 
Superior  de  la  Provincia. 

6^  Que  á  f.  149  se  presenta  Ruiz  ante  este  Juzgado,  es- 
poniendo que  habiéndole  mandado  ocurrir  á  las  autoridades 
competentes  para  hacer  valer  sus  derechos  contra  la  Munici- 
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palidad,  cree  que  lo  es  este  Juzgado  desde  que  él  es  ciudadano 
oriental  y  yendria  á  quedar  trabado  el  litigio  entre  un  estran- 
gero  y  un  ciudadano,  y  que  si  antes  se  habia  demandado  á 
las  Municipalidades  ante  los  Jueces  de  la  Provincia,  era  en 
fuerza  de  que  no  estaba  bien  definida  la  personalidad  jurídica, 
punto  que  ha  sido  aclarado  por  el  Código  Ciril,  que  en  conse- 
cuencia, reproduciendo  la  demanda  de  f.  7,  venia  á  pedir  la 
indemnización  de  perjuicios  antes  solicitada. 

7^  Que  corrido  traslado  á  la  Municipalidad,  ésta  contestó  : 
1°  Que  obsta  á  la  demanda  la  escepcion  de  cosa  juzgada  en 
cuanto  por  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia,  cor- 
rientes á  fs.  75  y  145,  se  ha  declarado  que  el  presente  juicio 
versaba  sobre  una  materia  contencioso-administrativa ;  2^ 
Que  esta  escepcion  se  confirmaba  por  el  hecho  de  haber 
ocurrido  Buiz,  que  se  dice  ciudadano  oriental,  á  la  justicia 
de  Provincia,  renunciando  por  consiguiente  el  Fuero  Federal 
que  le  concede  la  ley ;  3®  Que  por  el  hecho  de  haberse  contes- 
tado la  demanda  sin  oponer  la  declinatoria,  se  entiende  pro- 
rogada  la  jurisdicción  provincial  y  el  asunto  debe  seguir  y 
fenecer  en  dicha  jurisdicción  sin  poder  salir  de  ella,  por  nin- 
gún recurso  según  la  ley ;  4^  Que  tampoco  se  ha  entablado 
el  recurso  de  apelación  de  las  sentencias  pronunciadas  por  los 
Tribunales  Superiores  de  Provincia,  que  introduce  el  artículo 
14  de  la  ley  nacional.  Corrido  traslado  de  la  escepcion,  se 
contestó  que  la  escepcion  deducida  no  era  de  las  legales,  que 
en  las  escepciones  dilatorias,  espresamente  innumeradas  en  la 
ley,  no  se  comprende  la  de  cosa  juzgada  de  naturaleza  peren- 
toria que  debe  reservarse  para  definitiva,  continuándose  la 
causa  por  lo  que  pedia  se  rechazara  el  artículo. 

Y  considerando :  1"^  Que  la  escepcion  de  cosa  juzgada  que 
se  hace  valer  por  parte  de  la  Municipalidad,  lleva  por  impli- 
cación la  de  incompetencia  de  este  juzgado  para  conocer  en 
esta  causa,  punto  que  debe  ser  resuelto  con  preferencia  á  cual- 
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2^  Que  68  igualmente  de  esj^reso  derecho  que  ^sa  obliga- 
ción puede  declinarse,  aumentarse  6  disminuirse,  &  voluntad 
de  las  partes  (arts.  10  y  13,  inciso  S^*  del  mismo  título); 
pues  que  esta  es  la  suprema  le j  de  los  contratos,  mientras 
no  pugne  con  ciertas  prohibiciones  legales  que  las  yician 
fundamentalmente ;  lo  que  nó  ocurre  en  este  caso ;  yiniendo 
fot  t^úté  á  estribar  toda  la  cuesiioá  actual,  en  la  ánreri- 
guáclon  de  sí  hubo  6  no  aonvervió  efleai  entré  los  contra- 
yentes, de  que  la  eiiagenaikte  quedase  íibre  ie  e^iecwn. 

3^  Que  ed  de  todo  punto  indüdalbile  según  el  mérito  de  la 
prueba  producidd,  que  ese  convenio  eficaz  existió,  estipulán- 
dose espresamenté  coiiio  condición  sitie  qua  mn  aun  cuando 
no  eiista  escrito  en  el  instruniento  público ;  no  habiendo  el 
demandante  presentado  prneba  alguna  en  Sosten  de  su  de- 
manda 7  én  contraposición  &  las  muy  amplias,  producidas 
por  la  parte  demandada  en  apoyo  de  su  escepcion;  limi- 
tándose aquel  á  la  Consideración  general  de  que  no  habien- 
do nada  sentado  en  lá  escritura,  debe  entenderse  que  el 
enageñante  está  obligado  á  evincir  y  sanear ;  cuando  consta 
que  se  borró  la  cláusula  en  que  por  efror  se  estableció  esa 
obligación. 

4^  Que  tan  concluyentés  son  esa^  pruebas  de  que  la  oeden- 
te  no  quizo  obligarse  á  tal  cosa  y  que  el  adquiriente  con- 
vino  en  ello,  que  él  mismo  Iturraspe  absolviendo  la  primera 
posición,  confiesa  áf.  77  cqtie  es  cierto  qué  se  convino  en.  no 

•  •  •  .  • 

«  estipular  espresamenté  la  eviccioñ  y  sanéfamiento  y  en  su 
V  eoñseauencia  se  tentaron  (en  la  escritura)  las  palabras  que 
€  hacían  relación  á  esta. »  Sin  que  por  tanto  pueda  con- 
cebirse  tal  supresión,  sino  era  por  el  espreso  convenio  de  que 
la  enagenante  no  quedarla  obligada  á  la  eviccion  y  sanea- 
miento;  pues  dé  lo  contrario,  seria  insensato  el  acto  de 
borrar  una  cláusula  que  era  la  espresion  de  una  obligación 
aceptada;  salvo  que  se  juzgue,   que  procediendo  Iturraspe 
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ooB  perfMlGs  audn  fé,  p^etendie^  dotoBameilte  hq^eer  coagenr 
til  á  la  oeéente  que  svpiimiiBdo  esa  ol&osila  quedaba  des- 
obllifadai  leaerTándése,  sin  embargo,  el  designio  de  obligs^^ 
la  en  nn  mso  dado,,  alegando  que  debe  repata^^ee  Tijeiite  la 
fiJUigaoíon  desdé  que  por  esorito  no  cónsul  que  no  se  contrajo ; 
tamor  e&  de  impone,  por  Iéu  negatita  i  la&  segí]»!]^  pp^Qipn 
etrtareeUamBpta  ligada  eon  Im  priiheca'  qii4  absolyi^  a&rfuai^iv^ 
mente.  Mas  las  leyes  no  han  sido  dictadas  para  fqarpf^c^r 
-taS»  pFoptfsitoff,  ni  para  obligar  á  qnien  na  quüo  obligarse 
0¿  lo^  oentoátos .  emanados  de  la  libre,  voluntada 

6^  Q6e^  ea^  otra  ptuéba  de  qne  tal  obligiaGioii  no  easisfió  la 
caitff  de  f .  86  escrita  fot  úl  misino  Itturraspe,  é  D.  Pedro  Fuig, 
en  la  onai  al  aimenázarlo  oon  pleito,  j  refiriéndose  á  la  e^cri- 
tnra  q[ne  lo  constituye  diieño  del  campo,  le  dice-:  pues  lafc^lta 
de  evieeiotí  y  scMMnmntQ  no  le  fuvorecfi  como  tal  ves^  Vd.  lo 
.cree  desde  t¡ué  es  Vd.  elwnded^:  lo  que  comprueba .  que  el 
ñiismo^  reeonoi&ia  en  el  contrato  la  Jaita,  la  metxnstencia  de 
mn  obli^amtn  4ae  boy  á  los  cinco  afio9  pretende  hacer  efec*- 
fivs;  haciéndola  naoe>;  reconociendo  al  imsBM>  tiempo  en  esa 
cartar  qñe  soh  para  repntat  '■  vendedor  del  terreip  á  Pnig  se 
cree  con  derecho  par»  exi|H:le  eyiecion  y  sappwilento  de  un 
coihpo  qilfi  segmr  la  ^e^tiiüa  qne  élisis^io  presenta,  api(P^ece 
énagftMde  pmí  la.  «ílbaícoa  vitídaí  I>  Josefa  B.  de  Costa^y  no 
'  por  pTíi^i 

6^  Que  sr  á  pestt  de'  todos  oBtes  antecedentes  cognados 

,del  nÜBmb  Ittirraspe,  existiese  alguam  ^uda  de  que  precedió 

.el  couTenio  de-  tio  obliga/Me  &  la  efñecion,  desaparece  con  la 

dedlúraeion  del  te¿tigo.I>.  iS^UJeimo  Munpz  (f.  89- ?t^.)  que 

lo  fué  también  en  la  escritura  y  quien  asegura ;   «  Que Jfué 

€  eonvenido  no  responder  de  la^  indií>ada9  pbUgacioojSs  de 

. «  e¥icckm  y  saneamiento ;  que  le  epnstabaí  d  c^secuenoía 

€  del  convenio  á  que  se  refiere^  se  teetó  1^  pláusjüa  de  evic- 

€  ci<m  y  saneamiento  puesta  eu:  la  escritura  irrefle;My9mente 
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«por  el  escribano  otorgante».  Error  del  escribano,  qne 
precisamente  ha  yenido  á  ser  causa  de  que  se  compruebe 
de  una  manera  plena  la  voluntad  de  la  enagenante  y  lo 
convenido  espresamente  por  las  partes, .  de  que  no  existiese 
la  obligación  de  eviccion  y  sanear;,  pues  sin  ese  error  pu- 
diera al  menos  haber  sido  discutible  dicha  obligación,  ale- 
gándose que  no  habia  sido  la  mente  suprimirla  por  haberla 
callado. 

7<*  Que  poderosamente  concurre  á  corroborar  la  no  exis- 
tencia de  la  obligación,  el  informe  del  Dr.  Iriondo  ( f .  92 
Tta. )  que,  como  abogado,  aconsejó  á  la  parte  de  la  testa- 
mentaria, en  lo  referente  á  desobligarla  en  el  contrato,  del 
deber  de  evincir  y  sanear  que  no  querían  tomar  sobre  sí 
los  herederos ;  en  lo  que  se  le  decia  estar  conforme  Iturras^ 
pe,  quien  no  queria,  sin  embargo,  que  esto  constase  en  el 
título ;  seguramente  por  algún  motivo  particular  interno, 
mas  6  menos  plausible,  que  no  es  necesario  sondear.  T 
siendo  aquella  la  voluntad  de  la  señora  y  de  los  herederos, 
y  de  acuerdo  con  los  consejos  de  su  abogado,  no  es  posible 
olvidar  que  eso  fué  lo  convenido  por  Iturraspe  al  testarse 
la  cláusula  ya  asentada  en  la  esQ^itura. 

8^  Que  ni  aún  se  ha  intentado  probar  por  el  demandan- 
te, como  lo  aseguró,  que  D.  Pedro  Puig,  hijo  político  de 
D.  Santiago  Costa,  se  haya  apoderado  de  parte  del  campo 
que  se  le  dio  en  transacción,  sieüdo  tal  hecho -negiulo  por 
la  parte  demandada,  no  habiéndose,  por  tanto,  justificado, 
que  ha  llegado  el  caso  de  pretender  eviccion  y  saneamiento, 
aún  cuando  tal  obligación  existiese,  máxime  no  existien- 
do. 

Por  estos  fundamentos,  se  absuelve  de  la  demanda  y  se 

declara  desobligada  á  la  testamentaria  de  D.  Santiago  Costa, 
del  deber  de  evincir  y  sanear  el  terreno  dado  en  pago  por 
la  Albacea  D*  Josefa  Rabaza  de  Costa  á  D.  Bernardo  Itu- 
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rraspe,  &  qne  se   refiere  la  escTitnra  de  fojas  3  y  4,  con 
costas.    Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Fenelon  Zuviria. 
Habiendo  apelado  Itunaspe  sa  distó  í§t$ 


Vallo  de   la  Saprema  Corte 


Buenos  Aires,  Abril  27  dé  1876. 

Vistos;  por  sns  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  ocho,  y  satisfechas  y  respnestos 
los  sellos,  deynélTanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  —  JOSÉ  BARBOS 
PAZOS. —J.  B.  GOROSTUGA.  —  i.  DO- 
MÍNGUEZ; —  S.  H.  LA8PIUR. 
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aquel  año,  y  notifica  en  la  misma  fecha  al  Procurador  mu- 
nicipal; 

Tercero. — Que  la  Municipalidad,  sin  embargo,  faltando  á 
la  obediencia  debida  á  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  ce- 
lebró, con  los  Señores  Sabaria  j  Compañía  en  veinte  y  dos 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres^  es  decir  se- 
tenta  y  dos  dios  después,  de  notificársele  la  sentencia  final 
de  esta  Suprema  Corte,  el  contrato  de  locación-conducción 
de  obras,  que  corre  á  foja  tres,  determinando  para  la  cons- 
trucción de  ellas,  el  mismo  terreno  poseído  por  los  Señores 
Boncoroni  y  Brown,  y  cuya  posesión  se  le  habia  intimado 
respetar  y  no  perturbar  en  manera  alguna ; 

Cuarto.  — Que  no  habiendo  los  Empresarios  podido  llevar 
á  cabo  las  obras  contratadas  en  dicho  terreno,  porque  el 
Juez  de  Sección  mandó,  en  cumplimiento  de  lo  juzgado  y 
sentenciado,  impedir  la  ejecución  de  ellas,  por  medio  de  la 
fuerza  pública  puesta  al  efecto  á  su  disposición  por  el  Poder  Eje- 
cutivo Nacional,  la  Municipalidad  debe  responder  de  todos 
los  daños  é  intereses  causados  á  los  Señores  Sabaria  y  Com- 
pañía por  la  falta  de  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  con- 
forme á  lo  proscripto  por  el  inciso  tercero,  artículo  once, 
del  título  sobre  naturaleza  y  origen  de  las  obligaciones,  del 
Código  Civil; 

Quinto.  -^  Que  no  puede  decirse  que  la  inejecución  de  las 
obras  provenga  de  caso  fortuito ;  porque  la  Municipalidad  sa- 
bia que  no  podia  disponer  lícitamente  del  terreno  en  que 
debían  construirse,  y  debia  proveer  que  los  Jueces  me  de- 
jarían burlar  sus  resoluciones,  j  mandarían  impedir  la  eje- 
cución de  ellas. 

Sesto.  —  Que  el  contrato  de  fojas  tres,  tampoco  adolece 
de  los  vicios  de  nulidad  que  le  opone  el  Procurador  de  la 
Municipalidad;  porque  consta  que  la  comisión  especial  que 
lo  celebró,  ifué  nombrada  con  ese  objeto :  y  en  tal  carácter 
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pidió  públicamente  propuestas  cerradas  para  la  construcción 
de  las  obras,  según  se  vé  por  el  aviso  inserto  en  el  diario 
presentado  á  foja  doscientos  cuarenta  y  cinco;  habiendo 
solo  aceptado  la  de  los  Señores  Sabaria  y  Compañía  por  consi- 
derarla mas  ventajosa,  entre  muchas  otras  propuestas  que  se 
hablan  presentado ;  y  porque  la  validez  de  dicho  contrato  ha 
sido  reconocida,  por  el  hecho  de  haber  sido  ejecutado  pa,r- 
cialmente    por  ambas  partes  ; 

Por  estos  motivos  y  los  concordantes  de  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  ciento  catorce,  se  confirma  esta,  en  la  parte 
que  declara  que  la  Municipalidad  debe  indemnizar  á  los  Se- 
ñores Sabaria  y  Compañía,  todos  los  daños  é  intereses  que 
por  su  culpa  les  ha  causado  la  inejecución  de  las  obras  que 
se  determinan  en  el  contrato  de  foja  tres. 

Considerando,  sobre  la  segunda  cuestión : 

Primero.  —  Que  el  resarcimiento  de  los  daños  é  intereses 
comprende  el  valor  de  las  pérdidas  sufridas,  y  el  de  las  uti- 
lidades que  han  dejado  de  percibirse,  como  consecuencia  inme:- 
diata  y  necesaria  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción contraída  (artículos  primero  y  segundo,  título  tercero, 
parte  primera,  sección  primera,  libro  segundo,  del  Código 
Civil) ;  y  que  á  esta  clase  pertenecen,  los  que  se  determinan 
en  la  sentencia  apelada,  y  se  cobran  por  la  cuenta  de  foja 
nueve ; 

Segundo.  —  Que  la  justificación  y  estimación  de  las  nue- 
ve partidas  que  forman  dicha  cuenta,  son  apreciadas  y  juz- 
gadas por  esta  Suprema  Corte,  en  los  términos  siguientes: 

Primera  partida :  que  la  pérdida  sufrida  en  la  recision  del 
contrato  de  cal,  importante  cuarenta  y  dos  mil  pesos  moneda 
corriente  ha  sido  comprobada  por  el  documento  reconocido 
de  foja  cincuenta  y  cinco;  y  que,  aunque  esa  rescisión,  pa- 
ra los  efectos  del  presente  juicio,  debia  hacerse  judicial- 
mente y  con  citación  de  la  Municipalidad,  esta  sin  embargo 
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no  la  ha  contradicho,  ni  existe  motivo  alguno  que  haga 
presumir  su  falsedad,  6  que  sea  una  confabulación  de  las 
partes,  con  el  fin  de  defraudar  á  la  Municipalidad,  pesos  mo- 
neda corriente,  cuarenta  y  dos  mil ^  42,000 

Segunda  partida :  que  la  pérdida  por  disolución  de  los  con- 
tratos sobre  ladrillos,  dBbe  reducirse  á  sesenta  y  cinco  mil  pe- 
sos ;  porque  esta  es  la  única  cantidad  que  resulta  comprobada 
por  los  documentos  de  fojas  cincuenta  y  nueve,  sesenta  y 
sesenta  y  uno,  pesos  sesenta  y  cinco  mil ^  65,000 

Tercer  partida :  que  los  perjuicios  causados,  por  la  pérdida 
de  los  talleres  preparados  para  la  construcción  de  las  obras, 
han  sido  estimados,  previa  inspección  por  los  peritos  nom- 
brados, en  la  suma  de  veinte  mil  pesos,  (foja  ciento  dos); 
y  debe  estarse  á  esta  estimación,  por  considerarse  equita- 
tiva, pesos  veinte  mil ^  20,000 

Cuarta  partida, :  que  la  ijidemnizacion  por  el  gasto  hecho  en 
pozos  para  sacar  agua,  ha  sido  avaluada  por  los  mismos  pe- 
ritos, en  dos  mil  quinientos  pesos,  y  que  es  también  de 
legítimo  abono,  dos  mil  quinientos ^  2,500 

Quinta  partida :  que  el  daño  que  se  cobra,  por  el  almacén  y 
fonda,  que  hubo  que  sacarse  precipitadamente  del  local  en  que 
fueron  establecidos,  ha  sido  rechazado  justamente  por  la  sen- 
tencia apelada,  y  los  demandantes  se  han  conformado  con  esta 
resolución ; 

Sesta  partida :  que  la  pérdida  proveniente  de  la  casa  cons- 
truida para  peones  y  depósito  de  materiales,  ha  sido  estimada 
por  los  peritos  en  veinte  mil  pesos,  y  debe  ser  también  sati- 
fecha  veinte  mil ^  20,000 

Sétima  partida :  que  la  indemnización  que  se  reclama  de  se- 
tenta y  tres  mil  trescientos  cuarenta  y  siete  pesos,  por  pago  de 
jornales  á  albañiles,  peones,  y  capataces  en  veinte  y  tres  dias 
que  estuvieron  suspendidas  las  obras,  no  debe  ser  admitida; 
porque  dicho  pago  no  ha  sido  bien  probado,  pues  la  única 
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prueba  que  se  ha  producido,  es  la  declaración  de  Don  H.  Fey- 
taux  á  foja  ochenta  y  cinco,  y  esta  no  es  suficiente ;  y  por- 
que, aun  suponiendo  cierto,  que  ese  pago  se  hubiese  hecho, 
seria  indebidamente  hecho,  como^  que  no  hay  obligación  de 
abonar  jornales  en  dias  que  no  trabajan,  á  obreros  conchava- 
dos  por  dia; 

Octava  partida :  que  el  perjuicio  de  doce  mil  pesos  que  se  re- 
clama, como  adelanto  hecho  al  herrero  encargado  de  la  cons- 
trucción de  dos  portones  de  fierro,  no  ha  sido  comprobado; 
porque  ni  del  contrato  presentado  á  foja  ochenta  y  una,  ni  de 
la  declaración  del  herrero  Don  F.  Marty,  á  foja  ciento  una,  que 
son  las  únicas  pruebas  producidas  sobre  esta  partida,  consta 
que  dicho  adelanto  se  hubiese  hecho ;  y  en  consecuencia,  no 
debe  ser  abonado ; 

Novena  partida :  que  aún  cuando  la  cantidad  de  doscientos 
setenta  y  dos  mil  trescientos  veinte  y  ocho  pesos,  que  la  sen- 
tencia apelada  manda  pagar  á  los  Señores  Sabaria  y  Compañía, 
como  utilidad  que  dejaron  de  percibir,  por  no  haber  la  Muni- 
cipalidad cumplido  la  obligación  que  con  ellos  contrajo,  pro- 
Tenga  de  la  diferencia  según  la  cuenta  comparativa  de  fojas 
sesenta  y  dos  y  sesenta  y  tres,  entre  eLcosto  efectivo  de  las 
obras,  y  el  costo  convenido  con  la  Municipalidad,  y  su  exac- 
titud se  haya  comprobado  con  el  informe  de  los  peritos  nom- 
brados, sin  embargo,  debe  notarse,  que  para  proceder  asi  á  la 
estimación  de  esta  importante  partida,  se  ha  cambiado  en  la 
prueba,  y  en  la  sentencia  apelada,  la  base  de  apreciación  que 
se  fijó  en  la  demanda,  es  decir,  un  tanto  por  ciento,  como 
beneficio  que  debia  reportarse  sobre  el  costo  efectivo  de  las 
obras. 

Que  siendo  esta  base  la  mas*]  clara  yHa  menos  espuesta  i 
errores,  debe  volverse  á  ella,  á  juicio  de  este  Tribunal,  y  asig- 
narse como  mas  equitativo,  un  veinte  por  ciento  sobre  la  suma 
que  costaría  la  ejecución  de  las  obtas  contratadas,  para  formar 
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la  cuenta  de  la  utilidad  que  los  empresarios  han  dejado  de 
percibir.  Y  qne  por  consecuencia,  ascendiendo  dicha  suma, 
según  la  cuenta  de  fojas  sesenta  y  dos  á  ochocientos  cincuenta 
y  ocho  mil  doscientos  once  pesos  moneda  corriente,  y  reba- 
jando de  ella  la  cantidad  pagada  de  ciento  veinte  y  siete  mil 
seiscientos  cincuenta  y  ocho  pesos  por  valor  de  la  parte  eje- 
cutada de  las  obras,  y  la  de  cien  mil  pesos  por  materiales  que 
los  empresarios  tenian  preparados  en  el  lugar  en  que  se  cons- 
truían y  que  se  han  reservado  cobrarlos  en  otro  juicio,  resulta 
como  saldo  del  costo  efectuado  de  las  obras,  la  cantidad  de 
seiscientos  setenta  mil  quinientos  cincuenta  y  tres  pesos,  y 
como  importe  del  veinte  por  ciento  de  utilidad  sobre  esta  can- 
tidad, la  suma  de  ciento  treinta  y  cuatro  mil  ciento  diez  pesos, 
que  es  la  que  debe  satisfacer  á  los  Señores  Sabaría  y  Compañía, 
por  lucro  cesante  comprendido  en  la  indemnización  de  los  da- 
ños é  intereses  que  la  Municipalidad  les  ha  causado,  pesos 
ciento  ochenta  y  cuatro  mil  ciento  diez $  184,110 

Considerando  por  último :  Que  importando  el  juicio  y  esti- 
mación de  los  daños  é  intereses  que  se  espresan  en  las  partidas 
precedentes,  el  valor  de  doscientos  ochenta  y  tres  mil  seis- 
cientos diez  pesos  moneda  corriente,  y  que  restándose  de.  esta 
cantidad  los  veinte  cinco  mil  pesos  pagados  á  cuenta  de  ellos, 
por  la  Municipalidad,  según  consta  á  foja  ciento  sesenta  y  una, 
resulta  por  saldo  y  consecuencia  final,  la  suma  de  doscientos 
cincuenta  y  ocho  mil  seiscientos  diez  pesos  moneda  corriente 
en  que  quedan  apreciados  definitivamente  todos  los  daños  é 
intereses  que  reclaman  los  Señores  Sabaría  y  Compañía. 

Por  estos  fundamentos,  se  condena  á  la  Municipalidad  de 
esta  ciudad  al  pago  á  los  Señores  Sabaría  y  Compañía,  y  en 
0^  término  de  diez  dias,  de  la  precitada  cantidad  de  doscientos 
cincuenta  y  ocho  mil  seiscientos  diez  pesos  moneda  corriente, 
con  los  intereses  correspondientes  desde  el  dia  de  la  demanda 
y  bajo  la  taza  que  cobra  en  sus  descuentos  el  Banco  de  la 
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ProTÍncia,  reformándose  al  efeoto  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  catorce,  en  la  parte  que  no  estnyiese  conforme  con  este 
fallo.  En  consecuencia,  j  previa  satisfacción  de  costas  j  re- 
posición de  sellos,  devuélyanse  los  autos,  junto  con  los  traídos 
para  mejor  proreer.  Notifíquese  ooñ  el  original. 

SALVADOR  lURÍA  DEL  CARRIL.— 
JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GO- 
ROSTUGA.  —I.  DOMÍNGUEZ. 


Los  Sres.  Sabaría  y  C*,  dentro  del  término  no  legal,  pidieron 
á  la  Suprema  Corte  aclaración  de  los  términos  del  fallo  que 
alegaban  ser  ambiguos,  y  rectificación  de  un  error  que  decían 
haberse  sufrido  respecto  de  la  novena  partida  de  la  cuenta 
de  perjuicios. 


Fallo  de  Im  Suprema  CTorte. 

Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1876. 

Atenta  esta  solicitud  de  los  Señores  Sabaria  y  Compañía 
sobre  aclaración  y  rectificación  de  algunas  declaraciones  con- 
tenidas en  la  precedente  sentencia  de  esta  Suprema  Corte. 

Considerando:  Primero,  Que  cuando  una  decisión  judicial 
se  funda  en  ún  error  material  6  de  cálculo,  ó  presenta  en 
sus  cláusulas  alguna  oscuridad  ó  ambigüedad,  es  á  los  mis- 
mos Jaeces  que  la  han  dictado,  á  quienes  corresponde  re- 
parar el  error,  si  es  reparable,  y  esplicar  el  sentido  de  lo 
que  fuere  ambiguo,  conforme  á  lo  dispoestó  por  el  artículo 
doscientos  treinta  y  dos  de  la  ley  de  procedimientos. 

Segundo.  Que  las  bases  fijadas  en  la  partida  novena»  y 
último  considerando  de  dicha  sentencia,  para  liquidar  la  cuenta 
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de  utilidades,  y  el  saldo  que  la  Municipalidad  debe  pagar  por 
indemnización  de  daños  é  intereses,  son  las  siguientes: 
Primero:  Asignar  como  utilidad  que  los  Señores  Sabaria 
y  Compañía  han  dejado  de  percibir  por  la  inejecución  del  con* 
trato  celebrado  con  la  Municipalidad,  el  veinte  por  ciento  sobre 
la  cantidad  calculada  por  ellos,  como  costo  efectivo  de  las  obras; 
Segundo.  Bebajar  de  esta  suma,  como  utilidad  parcial  ya  per- 
cibida por  ellos,  el  mismo  veinte  por  ciento  sobre  la  cantidad 
que  á  fojas  ciento  treinta  y  ocho  vuelta  y  ciento  cincuenta  y 
cuatro,  confiesan  haber  recibido,  en  pago  de  la  parte  ejecu- 
tada de  las  obras;  Ter^^ero.  Bebajar  también  de  aquella 
suma  el  mismo  veinte  por  ciento,  sobre  el  valor  de  los  materia- 
les, que  quedaron  en  el  lugar  de  las  obras,  y  que  los  Señores 
Sabaria  y  Compañía  se  reservaron  cobrarle  en  otro  juicio ;  por- 
que debe  considerarse  esta  utilidad,como  comprendida  también 
en  la  avaluación  que  aquellos  hicieron  de  dichos  materiales 
i  foja  ciento  cincuenta  y  cuatro;  puesto  que  en  el  costo 
calculado  de  las  obras,  debe  entrar  no  solamente  el  valor  de  la 
obra  de  mano,  sino  también  el  de  los  materiales;  CiMrto. 
Deducir,  por  último,  de  la  suma  total  á  que  ascienden  los 
daños  é  intereses,  que  debe  satisfacer  la  Municipalidad,  los 
veinte  y  cinco  mil  pesos  moneda  corriente  que  los  Señores 
Sabaria  y  Compañía  confiesan  haber  recibido,  y  que  este 
Tribunal  ha  juzgado  que  deben  imputarse  al  presente  re- 
clamo y  descontarse  de  su  importe  porque  consta  del  interroga- 
torio de  foja  noventa  y  una,  y  de  la  declaración  del  Doctor 
Canard,  i  foja  noventa  y  cinco  vuelta,  que  dichos  veinte  y 
cinco  mil  pesos  fueron  pagados  á  cuenta  de  los  reclamos 
de  los  Señores  Sabaria  y  Compañía,  porque  ellos  mismos  han 
manifestado  á  foja  ciento  cincuenta  y  cuatro  que  los  recibieron 
sin  especificarse  si  era  á  cuenta  de  los  materiales  abandona- 
dos, 6  de  los  danos  é  intereses,  porque  el  procurador  municipal 
ha  asegurado  á  foja  ciento  sesenta  y  una  que  según  el  recibo 
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que  existe  en  la  Municipalidad,  esa  cantidad  fué  entregada 
en  diez  y  siete  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro 
á  cumia  de  los  materiales,  daños  y  perjuicios^  que  cobran  los 
Señores  Sabaria  y  Compafiia,  y  finalmente,  porque  en  el  primer 
considerando  á  foja  ciento  quince  Tuelta,  de  la  sentencia 
apelada,  cuya  confirmación  han  pedido  los  demandantes,  se 
afirma  que  los  referidos  veinte  y  cinco  mil  pesos  fueron 
pagados  á  cuenta  de  la  reclamación  por  daños  é  intereses ; 

Tercero.  Que  estas  mismas  bases,  han  sido  espuestas  clara- 
mente en  la  sentencia  de  esta  Suprema  Corte,  y  que  no  hay  en 
ellas  oscuridad  ó  ambigüedad  alguna. 

Se  declara  por  estos  motiyos,  no  haber  lugar  á  la  aclara* 
cion  que  piden  los  Señores  Sabaria  y  Compañía. 

T  considerando,  respecto  al  error  de  cálculo  que  se  ha 
padecido  en  la  partida  novena  de  la  sentencia,  al  liquidar  la 
utilidad  que  se  ha  dejado  de  percibir,  y  cuya  rectificación  se 
pide: 

Primero  Que  Hay  evidente  error  de  cálculo,  al  deducir  de 
la  suma  de  ochocientos  cincuenta  y  ocho  mil  doscientos  doce 
pesos,  costo  efectivo  de  las  obras,  la  de  doscientos  veinte  y 
siete  mil  seiscientos  cincuenta  y  ocho  pesos,  importe  de  la 
parte  ejecutada  y  de  los  materiales  abandonados,  y  asentar 
como  resta  la  cantidad  de  seiscientos  setenta  mil  quinientos 
cincuenta  y  tres  pesos,  en  vez  de  seiscientos  treinta  mil  qui- 
nientos cincuenta  y  cuatro  pesos ; 

Bectíficase  este  error  y  sus  consecuencias,  formándose  la 
cuenta  de  utilidades  á  que  se  refiere  la  partida  novena,  y  la 
del  saldo  que  debe  pagar  la  Municipalidad,  en  los  términos 
siguientes : 

Partida  novena: 

Costo  efectivo  de  las  obras,  según  cuenta 
de  foja  sesenta  y  dos $  858.212 

Bástase  de  esta  suma,  por  importe  recibido 
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de  la  parte  ejecutada  de  las  obras,  y  de  los 
materiales  que  quedaron  en  el  lugar  en  que 
debían  construirse $  2S7.658 


Queda  por  resta $  630.554 

Aplicado  sobre  esta  suma  de  seiscientos 
treinta  mil  quinientos  cincuenta  y  cuatro  pesos, 
el  veinte  por  ciento  que  se  asigna,  oomo  utilidad, 
que  los  señores  Sabaria  y  Compañía  dejaron 
de  percibir  con  la  inejecución  del  contrata,  re- 
sulta, en  vez  de  la  cantidad  de  ciento  treinta 
y  cuatro  mil  ciento  diez  pesos,  qu«  espresa  la 
sentencia,  la  de  ciento  veinte  y  seis  mil  ciento 
diez  pesos  moneda  corriente  ochenta  céntimos.    $  126.110  80 

O  lo  que  es  lo  mismo : 

Veinte  por  ciento,  sobre  los  ochocientos  cin- 
cuenta y  ocho  mil  doscientos  doce  pesos  mo- 
neda corriente,  costo  efectivo  de  las  obras. .  •     $  171 .64^  40 

Baja  del  veinte  por  ciento  sobre  los  ciento 
veinte  y  siete  mil  seiscientos  cincuenta  y  ocho 
pesos,  pagados  por  la  parte  ejecutada  de  las 
obras 25.531  60 

Baja  también  del  veinte  por 
ciento  sobre  los  cien  mil  pesos, 
importe  de  los  materiales  que  que- 
daron en  el  lugar  de  las  obras. . .     20.000         $    45.531  60 

$  126.110  80 

Resulta  como  saldo  de  la  utilidad  que  dejó 
de  percibirse  la  misma  cantidad  de  ciento 
veinte  y  seis  mil  ciento  diez  pesos  ochenta 
centavos  moneda  corriente. 

Agregada  á  esta  cantidad  la  de  ciento  cua- 
renta y  nueve  mil  quinientos  pesos, 149.500 
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á  que  montan  las  otras  partidas  que  por  la  sen- 
tencia se  declaran  de  legítimo  abono,  se  tiene  la 
suma  de  doscientos  setenta  y  cinco  mil  seis- 
cientos diez  pesos  ochenta  céntimos, 275.610  80 

como  importe  total  de  los  daños  é  intereses 
que  debe  satisfacer  la  Municipalidad. 

Deduciéndose  por  último  de  esta  suma  los 
veinte  y  cinco  mil  pesos  recibidos  á  cuenta  25.000 
por  los  señores  Sabaria  y  Compañía  resulta 
como  saldo  final  de  la  cuenta  de  daños  é  inte-* 
reses,  la  cantidad  de  doscientos  cincuenta  mil 
seiscientos  diez  pesos  y  ochenta  centavos. . . .        250.610  80 

En  consecuencia,  y  quedando  asi  rectificado  el  error  de  cál- 
culo que  se  ha  padecido  en  la  precedente  sentencia,  se  condena 
á  la  Municipalidad  de  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  al  pago  á 
los  señores  Sabaria  y  Compañía,  de  la  precitada  cantidad  de 
doscientos  cincuenta  mil  seiscientos  diez  pesos  ochenta  cénti- 
mos moneda  corriente,  por  indemnización  de  daños  é  in- 
tereses, en  lugar  de  la  de  doscientos  cincuenta  y  ocho  mil 
seiscientos  diez  pesos  que  determina  dicha  sentencia;  mante- 
niéndose las  otras  disposiciones  que  ella  contiene.  Devuél- 
vase como  está  mandado  y  notifiquese  con  el  original. 

SALVADOR  MAIUA  DEL  CARRIL.— JOSÉ 
BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTIAGA. 
— J.  DOMÍNGUEZ. 
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«    «    • 


CAUSA   I.X 


D.  Andrés  Astarga  contra  D.  Vicente  Rodríguez,  por  salarios 

y  gastos  de  administración.  Sobre  apelación  y 

nulidad  de  un  laudo  arbitral. 


Sumario.  —  Los  recursos  de  apelación  y  nulidad  de  un 
laudo  arbitral  deben  ser  conocidos  y  resueltos  por  el  Juez 
á  quien  habria  correspondido  la  decisión  del  asunto,  si  no 
hubiese  sido  sometido  á  arbitramento. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  Astarga  contra  D.  Vi- 
cente Bodriguez,  sobre  salarios  y  gastos  de  la  administra- 
ción de  una  finca  y  sus  productos,  se  ordenó  el  nombramiento 
de  peritos  con  carácter  de  arbitradores. 

Fueron  nombrados  como  tales  los  señores  D.  Clemente 
Segundo  Buiz,  D.  Juan  de  Dios  Maradona  y  D.  Pedro 
José  Herrera,  á  quienes  se  fijó  el  término  de  30  días  para 
fallar. 

Los  peritos  Buiz  y  Herrera  laudaron  dentro  del  término, 
de  conformidad,  y  mandaron  el  laudo  al  perito  Maradona  para 
que  lo  firmase  por  no  haber  concurrido  á  la  citación  hecha 
con  ese  objeto. 

El  perito  Maradona  ocurrió  al  Juez  de  Sección  esponiendo 
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las  razones  porque  no  había  firmado  el  laudo.  ¿  Oídos  los  demás 
arbitros,  el  Juez  declaró  que  no  hubo  razón  para  no  firmarlo 
7  mandó  que  el  laudo  se  notificase  á  las  partes. 

Notificado  éste,  Astarga  apeló  é  interpuso  el  recurso  de 
nulidad  del  laudo  por  considerarlo  gravoso  y  por  no  haber 
sido  observadas  las  formas. 

El  Juez  de  Sección  concedió  el  íectirso  para  ante  la  Su« 
prema  Corte. 


Fall*  de  la  Sapreata  ümrte* 

Buenos  Aires,  Mayo  9  de  1876. 

Vistos :  no  compitiendo  á  esta  Suprema  Corte  de  Justicia 
el  conocíjnienta  en  primera  instancia  de  loa  recursos,  de  apela- 
ción 7  nulidad  deducidos  por  Don  Andrés  Astarga,  por  no  ser 
uá  cado  de  jurisdicción  originaria,  sino  al  Juez  de  Sección, 
porque  á  él  le  correspondería  la  decisión  del  asunto,  sobre 
que  versa  el  laudo  apelado,  si  no  hubiese  sido  sometido  á 
arbitramento;  conforme  á  la  jurisprudencia  establecida  por 
varios  fallos  de  este  TribunaL  Devuélvanse  al  Juez  de  Sec- 
cion  para  que  proceda  con  arreglo  ^  derecho,  previa  satis- 
facción de  costas  7  reposición  de  sellos. 

SALVADOR  M'  DEL  CAERIL.  —  JOSÉ  BARROS 
PAZOS.  —J.  B.  GOROSIUGA.  —  J.  DO- 
MÍNGUEZ. —  S.;  M.   LASFIUR. 


T.  VIH.  26. 
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.    I 


«  « 


CAUSA     I4XI 


El  Dr.  D.   iuan  Raices  contra  Ú.   Eriiesto  ISeuteführ,  par 

indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


• ' 


•  i  • 


Sumaria.  —  Un  aviso  ptibfic&dt)  por  ^üién  Se  et^¿  cofíi  deí*- 
dicf  fi  ún  iiinitiet>lé,  ímándádo  Vender  en  i^emáto  pbi-  el  poset- 
dór,  fiaciendo  saber  que  la  tenta  será  núta  por  existhf  juicio 
^pendiente  al  respecto;  no  acarrea  rei»pDnsabilitfa<Í  por  l<op  per- 
juicios que  ócacioné  1¿  no  realizacíion  de  la  ven^. 

^  Es  nñ  deber  de  los  rematadores  anunciar  tan  anticipa- 
ción ia  Calidades  7  condiciones  buena;s  ó  mala»  de  lásiespíecies 
en  Tenta,  entre  las-  cuales  d^be  com^rendeirse  la  de  9er  liti- 
giosas. .  .  • 

3^  Si  el  rematador  no  diera  ese  anuncio,  puede  hacerlo  un 
interesado  en  uso  de  sú  derecho. 


i  . 


Caso.  —  En  una  ejecución  del  Banco  Hipotecario  de  Buenos 
Aires  contra  D.  Ernesto  Beuteführ,  se  Tendieron  en  remate 
unos  terrenos  ubicados  en  Moreno,  adjudicándolos  al  mejor 
postor  que  fué  el  Dr.  D.  Juan  Raices.  Beuteführ  protestó  con- 
tra la  venta  é  inició  pleito  contra  el  Banco,  pero  esta  se  Uctó 
á  efecto  y  el  comprador  pagó  el  precio  y  tomó  posesión  de  loa 
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'  •  I 

ta^enos^-qiiie.aubdiyf^iiéixdQloa  después  los  pnso.enyeuta.por 
intermedio  de  tos  maitiUeros  BaMn  y  Flowes, 

£1  día  anteríQi  al  aannciado  para  el  remate,  Beatefohr 
.pi(1>l^  en I^ojas  sueltas  y: e^ los  diarios  un  ayiso  en  quepre- 
tíuq  que  la. venta  de.  sus :  teirrenos  .  ordenada  por  el  Dr.  Brices 
era  nula  y  de  ning^n^  Talor,  por  conseouencia  de  un  pleito  que 
iseguia  eontra .  el  Banco  Hipotecario,  protestando  en  conse- 
cuencia contra  la  venta  ydejanda  á  salvo  sus  derechos  contra 
cualquier  comprador. 

Después:  del*  remate  en  que  solo  pe.  vendierpn  muy]  pocos 
lotes  y  á  l>ajo  precio,/0l  Dr.  Bfíices  demsoidó  i  Beuteführ  por 
los  danos  y  perjuicios  que  el  aviso  le  habia  causado,  los  que 
estima  en  20,000  ps.  f  tes. 

BeutefAlpr .  contestó  que  al  publicar  el  aviso  babi%  ^echo 
■USO .  de  un  disrecbo  perfecto,  porque,  mientras  i^o  se  resQlviera 
el  pleito  que  tenia  con  el  Bapco  sobre  la  nulidad  de  la  yen^ 
al  Dr.  Kaices,  la  propiedad  no  podia  ser  trasmitid^  por  este. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  sobrpla  importancia 
de  los  perjuicios  reclamados  por  el  Dr.  Baices,  y  con  la  pro- 
ducida se  dictó  este  . 


Fall*  del  JTaes  de  9eeet««i. 


Buenos  Aires,  Diciembre  2  dé  1675. 

T  vi§tos: ,  estos  autos  iniciados  por  el  Dr.  í).  ^u<^n  It^ices, 
contra  D.  Ernesto  Beuteführ,  por  indemnización  de  danos  y 
perjuicios,  ocasiona4os  por  la  publicación  de  un  m^ifiesjtp  he- 
cho al  público,  en  Noviembre  10  del  año  1873,  dirijido  á  es- 
torbar la  venta  que  para  el  dia  siguiente  habia  dispuesto  el 
demandante  4c  unos  terrenos  de  sj^l  propiedad,  situados  en  el 
pueblo  de  c  Moreno  »,  y  resultando  de  ellos,  que  ejecutado 
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Benteführ  por  el  Banco  Hipotecario,  puso  este  en  remate  di- 
chos  terrenos,  recayendo  lá  própiedsid  en  D.  Jnan  Raices 
por  ser  el  mas  alto  postor  en  el  témate ;  que  á  su  vez  el  com- 
prador anunció  el  remate  de  siete  (T)  manzanas    de  dichos 
terrenos,  divididos  en  lotes  de  Veinte  y  seis  varas  de  frente 
pot  cincuenta  de  fondo,  estando  encargados  dédiohti  operación 
los  rematadores  Balhiñ  jr  Plowes*;  que  D,  Erbesto  B^títefülir, 
habiendo  estado  disconforme  con  la  venta  hecha  per  él  Banco 
Hipotecario,  se  presentó  ante  este  Juzgado  sosteniendo  la  nu- 
lidad de  dicha  venta  j  ademas  en  la  víspera  del  remate  dio  á 
luz  el  manifiesto  de  f.  i,  previniendo  á  lod  licitadores  de  la 
nulidad  de  la  compra  que  iban  á- hacer,  fijando  dicho  mani- 
fiesto en  la  estación  de  <  Moreno  »  ó  insertándolo  además  en 
los  diarios  de  esta  ciudad ;  que  llegado  el  día  del  rematé  anón- 
ciado  por  el  Dr.  Baices,  se  presentaron  los  reniatadores  y  el 
interesado  con  varios  concurrentes  en  el  lugar  d^l  remate»  no- 
tándose en  este  acto  poca  animación  en  las  ofertas,  cuya  causa 
que  no  pudo  comprender  el  Interesado,  halló  ser  la  publicación 
de  dicho  manifiesto  j  su  fijación  en  la  Estación ;  que  instruido 
de  esta  causa  el  interesado,  después  de  haberse  rematado  va- 
rios lotes  á  baje  precio,  determinó  suspender  el  remate  dé  los 
demás,  presentándose  ante  este  Juzgado  protestando  de  los 
daños  j  perjuicios  contra  el  autor  de  dicha  publicación  D. 
Ernesto  Beutéffthr  y  demandándolo  por  su  importe  que  esti- 
maba en  la  cantidad  de  quinientos  mil  pesos  moneda  corriente; 
que  contestando  Bentefñhr  la  ^smanda,  sostiene  el  derecho 
que  le  asistía  para  hacer  la  publicación  y  contradice  la  ava- 
luación de  los  per juiciois  coínó  enormes  i  que  recibida  la  causa 

•  •  • 

á  prueba  sobre  el  hecho  de  la  importancia  de  los  perjuicios 

•  •  •  .  * 

causados,  ha  presentado  Raices  el  testimonio  de  varios  testigos 
que  acreditan  el  hecho  de  haber  disminuido  el  niimero  ó  im*- 
portañola  de  las  ofertas  en  razón  del  temor  que  habia  inspi- 
rado á  los  licitadores^  de  verse  envueltos  en  pleitos,  la*  publica* 


¿ion  áel  manifiesto  dé  Benteführ,  llegando  algunos  de  ellos  & 
avaluar  el  iinpoftfe  de  los  perjuicios  en  lá  suma  de  cuatroicientod' 
á  quinientos  mil  pesos ;  que  ademas  ha  pteséntado  la  cuenta, 
de  f.  23  con  el  recibo  de  los  Sres.  Balbin  y  tlowes,  por  la 
suma 'de  SI ,988  ps.  m^.  importe  de  los  gastos  dfel  remate,* 
cuya  cuenta  reconocida  por  los  rematadores  no  ha  sido  contra- 
dicha porBe^effthr. 

T  coxksiderande :  !<"  Que  sin  tekier  ea  cñe&ta  las  acoioníes 
que  pudieron  corresponder  i  Beutefñhr  contra  el  Buaco  Hipo- 
tecario para  establecer  la  nulidad  de  la  venta  hechai  ¿  favor  de 
D.  Juan  Salces,  salía  fuera  de  la  tebita  de  sus  derechos  al 
perjudicar  la  venta  que  se  ptróponia ;  hacer  este  último  contra 
quien  no  tenia'  acdon  alguna  que  ejercitar ; 

2®  Que  estas  mismas  acciones  contra  el  Banco  Hipotecario»  base 
de  las  medidas  conservatorias  que  dice  Beutef  ühr  Mbertenído 
que    tomar,   han  sido  declantdas'  ineficaces    por  ^  sentencia 

ejecutoriada ; 

3^  Que  siendo  esta  publicación,  intentada  al  objeto  de  per- 
judicar al  Dr.  Baices  en  la  venta  de  esos  terrenos,  que  legal- 
mente  habia  comprado  al  Banco  Hipotecario,  un  acto  ilícito 
por  parte  de  Benteführ,  obliga  á  este  á  la  indemnización  de 
los  daños  y  perjuicios  que  hubiese  causado  ;  artículo  3,  tít.  8, 
De  los  Actos  Iñcil'os,  Código* 'Civil;  \      ^ 

4^  Que  para  decidir  sobre  la  importancia  de  los  perjuicios 
causados,  debe  tenerse  ,en  cuenta  los  que  fuesen  consecuencia 
inmediata  y  necesaria  del  acto  que  los  motiva,  artículo  3,  tít.  3**, 
De  los  Daños  é  Intereséis  de  las  Obligaciones^  Código  Civil ; 

5®  Que  la  publicación  hecha  por  Béuteführ  solo  pudo 'pro- 
ducir el  efecto  inmediato  de'  suspender  el  dia  deÉdgnado  para 
eí  remate,  pero  áe  ningtiná  manera  impedir '  la  venta  Indefini- 
damente, pues  cada  interesado'  podía  haber  tomado  los  datos 
necesarios  sobre  el '  estado  de  la  causa  de  Béuteftthr  con  el 
Banco  Hipotecario ;  '  • 
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6^  Que  exL  ^te  concepto .  no  puededepirseque  dicjia  pul^li- 
eaoion  Ii^ya  sido  la  cauí^a  inmediata  de  la  no  xea^izapioii  de,  las 
ganancias  queelDr.  Raices  esperaba  4^  sqs  terrenos,  p^^s  á 
ser  exactos  pudo  ol^t^nprlos  en  nna  venta  sttb)$ig;nie^t^,  estando 
en  sus  manos  el  poder  djisipar.  Jos  temores  in^p^ados  por  la 
pnblioacion  de  Beateftthj^,  j        . 

7^  Qne  como  efecto  inmediato  de  la  suspensloai  del  remate« 
solo  pueden  considerarse  >  los  gastos  hechos  para  este  aeto 
cnya  importancia  consta  de  la  cuenta  de  f .  38i. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  i  los  artícnlos  citados* 
fallo  condenando  á  D.  Ernesto  iBeuteftlhr  por  indénmisacion 
de  daños  y  perjuicios  y  á  favor  del  Dr.  I)«  Juan  Raíces  al  p|^Q 
de  la  suma  de  31  ,-988  pei^s  moneda  corriente ;  y  suai  int^eses 
al  ocho  por  ciento  anual  desde  la  época  del  desembolsa,  Fe- 
brero 7  del  74  hasta  el  de*  ísupiago;  los  que  deberán  liquidarse 
por  el  actuario.   Hágase  saber  y  repdnganise  los  sellos. 


Andrés :  Ugarrüa. 


Be  este  auto  apelaron  ias  dos  partes. 


Fall*  de  la  9a|i|i*eii||^^  C^irfff< 


Buenos'  Aires,  Mayo  9  de  187é. 


»  • 


Yi^tps  y  coAsid?ran4o,:  J^rin^((ro.  Qpe  ai.  anunciar  el  deman- 
dado ]po;ci^  Ernesto  Beutefu^r«  por  avisoj^.  publicados  en  l^^jas 
sn^lija?  é.  ^asertos,  en  los  d^rip^,  que  jia  ve^ta  en  remate  de 
unos  tárenos  ordenaba  ppr  el  Doctor.  Dpn  Juan  Ba^ipes,  era 
nula  y,^e  ningiin  y^lo^r  por  aosisecuencfa  ^c  un  pleito  (j^ue  por 
respe9to  4^  ellos  se^a  e^  jjnisn^o  denf^n4ad9  ^qu  el  Banco  Hi- 
potecario, no  ha  hecho  mas  que  consignar  u^  hephp  cierto  en 
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cnanto' á  la  existencia  del  pleito  pencUepite,  y  ns^r  al  mismo 
tiempo  de  afi  deiecbo/para  que  su  silencio  bo' pudiera  inter-* 
pretarse  en  ningnn  tiempo  como  i^n  consentimieato  tácito. 

Segundo,  Qne  aunque  eaUfioa  de  n.ula  y  de  ninguu  valor  la 
Tenta  en  remate  por  cíonsecuencia  del  plieito  pendiepte,  tal  ca* 
lifloacio»  no  es  juba  que  un  juieio  individi^al  suyo,  cuyo  al* 
canee  está  suficientemente  limitado  y  ^apUc^dopop  la  razou 
q^  4á  á  fíQ(])^tij|¡iua9Ípn^.de  iiojan^r^  que  no  pueda  tener  la  in- 
tención que  ^e  le  ajbril^uye  de  baber  querido  causar  daño  mali- 
ciQsi^ente« .   . 

Tercero.  Que  estandq  ade^ias  en  el  deber  el  rematador  por 
los  articules  ciento  quince  y  ciento  diez  y  seis  del  Código  de 
Comercio  (que  es  la  ley  especial  que  regla  los  deberes  del  re- 
matador en  las  ventas  en  remate)  y  también  por  el  artículo  cua- 
renta y  tres,  capítulo  tercero,  título  primero  de  los  contratos  en 
general  del  Código  Civil,  de  anunciar  con  anticipación  las  ca- 
lidades y  condiciones  buenas  ó  malas  de  las  especies  en  venta, 
entre  los  cuales  debe  comprenderse  la  de  ser  litijiosas,  menos 
puede  por  esto  hacerse  un  cargo  al  demandado  por  haberse  an- 
ticipado á  dar  por  si  este  ^Ofioci|ni0a|o /al {público  desde  que 
era  interesado  ;  no  siendo  tampoco  exacto  como  se  afirma  en 
la  sentencia  apelada  que  la  cosa  hubiese  dejado  de  ser  litijosa 
cuando  se  publicaron  los  avisos,  por  haberse  pronunciado  re- 
solución definitiva  ya  sobré  ella,  pues  de  lo  alegado  por  ambas 
partes  litigantes,  resulta  lo  contrario. 

Cuarto.  Que  no  puede,  pues,  calificarse  como  acto  ilícito 
la  publicación  hecha  por  Beuteführ,  desde  que  contenia  la  es- 
presion  de  la  verdad  y  era  hecha  en  ejercicio  de  un  derecho 
como  interesado  y  de  conformidad  con  lo  ordenado  por  las 
ley^,  pues-  nemo  vddfitur  -.dolo  faceré  quv  suf  jure  ufitur. 

* 

Quinto.  Que  por  jlo  tanto,  ^nn  en  el  caso  de  que  fhpibiese 
causado  algún  perjuicio  dicha  publicación  al  dema¡i4^n4;e,  no 
seria  responsable  de  él  el  demandado,  poique  el  qjue  ejerce 
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nti  derecho  conforme  &  los  leyes  no  respoiíde  del  perjuicio  qu« 
resulte  de  este  ejercicio,  segtm  el  artíxjtúo  sesto,  tftüld  oetavo, 
de  los  «Actos  Ilícitos»  Código  Civil. 

"Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
noventa  y  tres,  declarándose  absuelto  de  la  demanda  al  de- 
mandado ;  satisfechas  las  costas  de  la  instancia  yrel^tiestos 
los  sellos  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARBIL.  —  lOSfc 
BARROS  PAZOS.— J.B.  GOROS- 
TIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  8.  M. 
LASPltJR.' 


CA17SA     I.XII. 


•  1 


D.  Santiago  Pedezert,  contra  D.  Gerónimo  Verdeal,  capitán 
del  vapor  ^Primer  Argentino)^,  sobre  indemnización  de 

danos  y  perjuicios.. 


.'. 


Sumario.T-i^  Loís  daños  y  perjuicios  á  cargo  del  deudor, 
no  dehlen  comprender  si  no  los  que  han  sido  consecuencia  inme- 
diata y  directa  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación, 
und  en  caso  de  dolo. 


►  JF»  Ef'oWígadé' á' entregar  Títi  dinero;  sin  conocimiento  de 
sn  destinó,  no  pnede  proveer,  y  no  está  obligado  á  pá¿ár  los 
perjuicios  que  se  derivan  de  no  babetse  consuníadblnna  coinpra 
á  cuyo  precio  era  destinado  el  dinero. 

3^  Estos  perjuicios  podrían  solo  consid§n^i[se  como  una 
consecuencia  remota*  e  indirecta  de  la  falta  de  cumplimiento 
de  la  obligación  de  entregar  el  dúiero. 

4t^  Son  ponsecueAcia .  iis^diata  j  directa  de  aquella  los 
intereses  del  dinero,  y  los  gastos  hechos  para  su  entrega. 


Cojo.— -liOs  Sres.  Anderson  y  Russell,  de  Buenos  Aires,  re- 
mitieron á'D:  Santiago  Pedezert,  al  Paraná,  enl^  de  Fe- 
brero de  18Í5,  un  cajón  conteniendo  diez  mil  pesos  fuertes 
por  medio  del  vapor  cPrimer  Argentino»  al  mando  de  D. 
Gerónimo  Yerdeal,  debiendo  ser  entregado  el  cajón. á  la  feliz 
llegada  de  dicho  vapor  al  puerto  del  Paraná. 

El  vapor  llegó  el  15  de  Pedrero,  pero  no  tenia,  a  su  bordo 
el  cajón  de  dinero,  que  recien  llegó  con  ptro  vapor  el  18 
del  mismo  mes  al  Paraná. 

El  Sr.  Pedezert  alegando  que  ese  dinero' era  ^destinado  á 
la  compra  de  ganados  por  cuenta  de  los  remitentes,  y  que, 
la  falta  de  su  entrega  había  causado  la  disolución  de  los  con- 
tratos  dé  compra,  haciendo  perder  á  los  dueños  del  dinero 
el  lucro  d'e.  un  peso  por  cabeza*,  y  á  él  la  comisión,  y  pro- 
vocado  gastos  en  las  diligencias  practicadas .  para*  conocer  ^el 
paradero  del  cajón,  y  poder  conseguir  su  entrega,  demaiidó, 
al  capitán  del  vapor  por  el  pago  de  la  suma  de  3544  pesos 
fuertes*  en  qué  avaluábalo^  daños  y  perjuicios,  y  acompañó 
la  cuenta  detallada  de  ellos,  cuyas  partidas  5f,  6*  y  7*^  se 
rérériaU  á  los  gastos   indicados.  '  ... 

ITegádosé  por  el  capitán  su  Responsabilidad  por  los  perjni- 
cíód  reclamados  por  no'  ser  consecuencia  directa  de  la  falta 
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de  enjtxega-  del  di^pro,  7  eH,  derejdbio  i  oobrar  U  iadenmí- 
zacioA  d^  gastos  por  ^I  Yxcio  ie•pl^s  petüion  en  la  demanda, 
después  de  producidas  1^  prael)as,    se  dictó  el   signieate 


f  #llo  del  JTaea    Seecloiiiil< 

I         i     '  .  I'  .       •        ■      . 


Paran&/Octabre  2  de  1875. 

Vistos:  estos  autos  seguidos  por  |I>.  Santiago  Fedezert 
contra  el  capitán  del  cPrimer  Argentino»  D.  Gerónimo  Yer- 
deal,  demandando  la  supjia  de  3544  pesos  Ij^oUtíauo^  por  d#9s 
7  perjuicios,  q^ue»  como  espose  en  el  escríj^ode  L  id  á |L  i6, 
adjiantando  los  documentos  de  f«  1  ^  f.  1%.  as^^^i^a  ^u^  \j^ 
son  debi4os  como  procedentes  de  la  resolución  dicl  cpi^trato 
en  compras  de  ga^ados  vacuno^  de  que  se  lialUlDi^  comij^ionadot 
gastos  nechos  en  los  .apartes  de  trppa  del  qi^ipjO  gi^nsi^o  7 
lucros,  que  ha.  perdido,  todo  por  no  hahér^ele  entregi^Ap  p^r 
el  demandado  Yerdeal  el  dia  15  de  Febrero  del  presente  ano 
sino  con  el  retardo  que  corre  de  ese  dia  al  i  8  del  spgisn^o 
mes,  los  10,000  pesos  fuertes  en  oro  que  le  fueron  enviados 
de  Buenos  Aires  por  conducto  del  capitán  Verdea!  en  el  m^en- 
cionado  vapor  según  el  documento  de  L  2  con  la  calidad  de 
ser  entregados  á  su  llegada  á  este  puerto  qi^e  fué  el  15  del  in* 
dicado  mes;  7  considerando  por  lo  que  resulta  7  aparece  de 
I9  alegado  7  probado : 

1®  Que  en  el  conocimiento  de  remisión  ó  porte  de  los 
10,000  pesos  fuertes  mandados  en  el  referido  yapor  (ine*  ei^ 
clase  de  paquete  de  pasageros,  hace  la  carrera  ei^tre  ol  puerto 
de  Buenos  Aires  7  el  de  Santa  Fé,  7  este  del  Paraná,  no 
sé  designaba  dia  fijo,  preciso  7  determinado  para  la  entT3fSf^ 
del  dinero^  sino  dn^ci^ente  que  seria  hecha  á  sn  llegada 
cfeliz»  pero  no  en  determinado  dia,  precisamente  sisi  duda* 
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por  np  poderse  comprometer  ni  pa^ctar  un^  término  de  esa 
clase,  atendidos  los  incidentes  de  navegación,  incidentes  que 
sujetan  á  las  embarcaciones  ó  vapores  paq^uetes  á  demoras, 
atrasos  ó  retardos  sobre  los  dias  señalados  en  los  avisos  de 
su  entrada  y  salida  en  los  puertos  que  recorren  copio  tales 
paquetes. 

2^  Que  por  la  indicada  consideración  se  desprende,  la 
de  que  no  podia  naturalmente  haberse  hecho  depender  de 
dia  fijo,  como  preciso  é  indispensable,  otra  negociación  con 
terceros,  sujetándola  á  una  entrega  6  compromiso  contingente 
é  inseguro,  para  marcado  dia,  como  lo  era  la  de  la  entrega 
ó  recibo  de  los  enunciados  10,000  pesos. 

3^  Que  el  negocio  de  compra  y  aparto  de  ganados,  así 
pox  esto  ^cuanto  por  el  telegrama  de  f •  27,  el  mandantje  del 
Sr.  Fedezert  para  dicha  compra,  le  ordena  con  fecha  16  que  no 
largue  las  tropas  (se  con^prende  las  que  tuviera  hechas)  porque 
le  mandaba  coro»  á  mas  de  los  10,000  fuertes  de  Buenos 
Aires;  se  viene  á  demostrar  que  la  negociación  del  ganado 
no  dependía  directa  ni  inmediatamente  del  dinero  procedente 
delaremes?.  de  Buenos  Aires. 

A^  Que  la  d^termin,acion  tomada  por  el  Sr.  Fedezert  el 
15,  disponijendo  que  se  largaran  las  tropas  que  babiaman-^ 
dado  apartar  ó  contratar  con  los  Sres.  Monsau  y  Eodriguez 
i  mérito  de  no  haber  recibido  á  la  llegada  del  vapor  que 
fué  el  i5  los  10,000  fuertes  de  Buenos  Aires  no  pued,e  ser 
imputable  i  esa  falta,  atenta  la  circunstancia  de  no  depender 
iudi#pen8i^blcmente  de  esa  remesa,  como  lo  justifica  el  tete;* 
granel  citado,  la  compra  ó  el  negocio  del  ganado  de  que  era 
agente  conúsionado  el  8r.  Pedezert,  y  que  {ifLiama^,  si  Ipien 
los  Srjes.  Monsau  y  Bodriguez,  á  quienes  Fedezert  l^s.  tenia 
eiicargado  la  conipra  ó  el  aparto  del  ganado  le  exigieron 
dinero  para  gastos,  por  las  cartas  de  f .  29[  y  f .  SO  eq.  la  de 
Monsau  de  fecha  12  y  remitida  á  Pedezert  adjupt^  i  la  d^ 


388  FALLOS   DE  LA  SUPREBIA  CORTE 

Bodríguez  de  f.  14  en  aquella  le  dice  Monsau  cdespues  de 
manifestarle  que  necesita  dinero»  que  las  tropas  ó  el  aparto 
del  ganado  podían  hacerse  en  la  semana  subsiguiente  á  la 
fecha  de  su  carta,  lo  que  quiere  decir,  que  no  habia  causa 
tan  premiosa  ó  urgente  porque  antes  de  este  término  se  hubiese 
podido  por  necesidad  dar  la  orden  de  disolverse  el  encargo 
que  *  les  tenia  dado;  pues  que  también  por  esa  misma  carta 
se  comprueba  que  las  tropas  6  el  aparto  del  ganado  aun  no 
se  hallan  hechas. 

5"*  Que  por  las  antedichas  consideraciones  no  resulta  tam- 
poco  de  los  hechos  alegados  ú  ocurridos,  que  al  tiempo  de 
otorgar  el  conocimiento  del  porte  de  los  10,000  pesos  hayan 
podido  préveerse  los  daños  y  perjuicios  reclamados,  por  la 
demora  en  la  entrega  del  dinero  á  la  llegada  del  vapor  que 
fué  el  15;  pues  qué  tampoco  aparece  constancia,  de  que*  el 
conductor  hubiera  conocido  el  objeto  6  empleo  á  que  era 
deistináda  la  suma  de  dinero  que  se  remitía  en  un  cajón  cerrado 
y  sellado,  y  en  cuya  condición  debia  ser  entragado  como  se 
entregó  el  dia  18  del  mismo  mes  f.  58. 

6*  Que  así  mismo  no  está  constatado,  de  que  la  demora 
en  la  entrega  del  dinero  haya  ocurrido  6  sido  causada  por 
dolo  lo  qué  era  de  necesidad  probar,  en  atención  al  re- 
conocido principio  jurídico,  de  que  el  dolo  en  los  hechos 
no  puede  suponerse  ni  presumirse,  sino  que  es  necesario 
qué  se  pruebe.  En  cuyo  mérito,  si  bien*  en  el  caso  presente 
puede '  imputarse,  por  presunción,  la  demora  de  la  entrega 
del  dinero,  el  error  ó  equívoco  de  haber  anotado  en  la  lista 
general  de'  encomiendas  ó  bultos  que  condujera  el  vapor  el 
cajón  de  los  10,000  ps.  entre  los  que  tenían  destino  para  el 
Rósaíio  y  tto  á  este  puerto,  también  por  presunción  puede 
atribuirse,  sin  violencia,  á  aquel  error  6  equívoco  que  pro- 
dujo*  la  demora,  á  la  circunstancia  de  no  haberse  puesto 
pBro  lofi  remitentes    del  cajón    el  rótulo  de  su  dirección  al 
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Paraná,  como  es  de  costumbre  hacerlo  en  todos  los  bultos  6 
encomiendas  conducidas  por  Ids  vapores  paquetes,  y^atin'  con 
los  mismos  bultos  de  equipage  que  llevan  los  pasagerós  &  su 
inmediata  inspección  y  cuidado,  para  evitar  así  los  estravfos 
7  cambios  que  suelen  s\iGeder  6  ocurrir  por  la  precipitación 
con  qu«  se  hace  el  embarque  y  desembarque,  á  causa  del 
poco' tiempo  que  tienen  de  parada  en  los  puertos. 

7^^  Que  por  todos  los  datos  precedentes,  de  los  hechos 
que  arrojan  los  autos  se  manifiesta  igualmente,  que  los 
daños  y  perjuicios  demandados  no  se  encuentran  fundados,  ni 
reclamados  con  el  acuerdo  ni  conformidad  de  lo  que  determi- 
nan los  artículos  ^  y  S^"  del  tít.  3",  lib.  2S  del  Código  Ci- 
vil t  ni  menos  con  lo  prescrito  en  el  art.  223  del  Código 
de  Comercio:  V  Por  no  depender,  como  queda  demostrado, 
dichos  daños  y  perjuicios  directa  ni  inmediatamente  de  la  no 
entrega  de  los  10,000  ps.  precisamente  el  dia  15*  de  Fébre- 
rO)  respecto  á  que  no  dependia  de  solo  esa  entrega  de  di- 
nero la  negociación  emprendida  de  la  compra  de  ganados; 
según  lo  indicado  en  los  considerandos  tercero  y  cuarto. 
^  Por  no  haberse  podido  preveet  los  referidos  daños  y  per- 
juicios al  otorgarse  el  conocimiento  de  carga,  como  se  ha 
patentizado  también  en  el  considerando  quinto  y  3^  Por  no 
hallarse  comprobado  el  dolo  como  se  demuestra  en  el  consi- 
derando precedente,  en  la  demora  de  la  entrega  que  se  hizo 
no  el  15,  sino  el  IS  del  mismo  mes,  documento  de  f.  58. 

8^  Que  en  corroboración  de  la  ilegitimidad  de  la  acción 
ó  reclamo  interpuesto,  demandando  el  pago  de  los  dados  jr 
perjuicios  que  dan  mérito  al  presente  asunto,  considerándose 
«1  caso  propuesto,  como  no  puede  dejar  de  considerársele  por 
rigor  de  estricta  justicia,  en  el  caso  de  las  obligaciones  á  entíre- 
gar  &  pagar  ciertas  sumas  determinadas  de  especie  ó  cantidad>, 
m  la  forma  que  se  ha  recibido,  viene  á  concurrir  también  la 
consideración  que  dispone  el  artículo  225  del  citado  Código  Íq 
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C<^«rcío  que  Jieauelve  (especialmente  cuando  se  ha  entregi^do 
^  pftgado  lo.  qne  debía  pagarse  6  entregarse)  sin  otra*  clase 
de  ^^nos  é;  intereses  que  el  de  la  condenación  en  los  inte' 
teses  c(Hrríentes  por  la  demora  y  no  en  otros. 

tí^  Que  por  otra  parte,  no  se  encuentra  justificada  ni  arre- 
glada debidamente  la  cuenta  de  los  daños,  perjuicios  j  lucros 
de  que  se  reclama  6  hace  cargo  en  razón :  1^  De  que  las  par- 
tidas que  se  apUcan  á  loÉi  tales  daños  y  perjniciost  con  mas 
los  lucros  que  se  dice  dejaron  de  utilizarse  por  la  demora  de 
la  entrega  de  los  iQ.OQO  ftierteát  resultaron  .  cargados  como 
procedentes  csoUmente^^  de,  U  falta  de  esta  suma,  sin «ad- 
yettir  que,  con  respecto  á  la  tiegoeii^cion  de  la  compra  de  ha 
nül  novecientas  cabezae  de  ganado  yacunó  qfue  determ&a  la 
cuenta)  se  ha  omitido  el  indicar  el  preció  i  que  se  compraron '6 
debieroti  habersíe  com'^ado ;  pues  qtté,  sin  esa  indioacion, 
no  puede  conocerse  ^i  el  to  haberse  realizado  la  negociación 
6  compra  dependió  6  resultó  de  la  falta  de  los  10,000  fuertes, 
como  importe  do  ella,  para  imputar  á  esa  falta  dichos  daños 
y  perjuicios  demiandados;  2^  Porque  tampoco  sé  encuentra 
.acreditado  el  cargo  qlie  por  comisión  se  hace  pesat  en  ella, 
QOn  refcírencia  á  los  ganados  de  Echague  y  Denis,  pites  qué 
aparece  contradicho  por  la  declaración  de  este,  f.  71.  3°'Qu!é 
en  igual  condición  se  encuentra  la  partida  cde  lo  :que  se 
dioe>  reclamado  por  el  saladerista,  desde  que  ño'  se  presenta 
otro  comprobante  que  lo  declarado  por  este  mismo  á  f.  67 
vuelta  y  68. 

10;  Que  considerando  en  fin  qué  por  todo  lo  demostrado 
y  espuesto  la  cueiíta  ó  cargo  de  los  daños  y  perjfuicios  se 
halla  en  las  condiciones  que,  por  exceso  6  falta  dé  com«- 
probante,  determinan  las  leyes  4Sy  43  deltít.  %  F^r't.3% 
para  perder  aun  el  derecho  queipodia  correspondet  debi- 
damente. 

Por  tales  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  se  declara: 
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^n^  Bo  l^a  lugar  á  los  daños  y  pej^jüic^oa  reclamados,  por  el 
dexaandante  D.  Saatia^o  Pedeaert,  oontra  el  demandado;  el 
capiian  del  vapor  cPrimer  Argentino»  D.  Gerónimo  Yerdeal» 
con  costas.  Repónganse  los  sellos. 

Antonio  ZuM. 


Bueooa  Airea,  Mayo  11  de  1876. 

Considerando :  que,  aún  en  caso  de  dolo,  los  daños  y  per- 
juicios á  cargo  del  deudor  no  deben  comprender  sino  lo  que 
ha  sido  consecuencia  inmediata  y  directa  de  la  falta  de 
cumplimiento  de  la  obligación.:  que  no  se  halla  en  este  caso 
lo  que  se  reclama  con  referencia  á  las  compras  de  hacienda 
que  quedaron  sin  efecto  por  falta  de  entrega  oportuna  del 
dinero  conducido  por  el  vapor  Primer  Argentino',  que  este 
resultado  no  podia  ser  previsto  por  el  capitán,  que  solo 
se  obligó  á  conducir  y  entregar  el  dinero,  sin  conocimiento 
de  su  destino,  y  solo  podria  considerarse  como  una  conse- 
cuencia remota  é  indirecta:  que  el  telegrama  de  foja  veinte 
y  siete,  tin  dia  posterior  á  la  llegada  del  vapor  al  Paraná 
prueba  que  pudo  ser  remediada  fácilmente  lá  fátta  del  di- 
nero conducido :  considerando  sin  embargo,  que  el  capitán 
es  responsable  de  la  demora  con  que  entregó  el  dinero;  y 
que  sou:  además  de  legítimo  reembolso  los  ^stos  espresados 
en  las  partidas  cinco,  seis  y  siete  ,de  la  cuenta  foja  once: 
por  estos  fundamentos,  por  los  concordantes  de  la  sentencia 
apelada,  y  con  arreglo  á  lo.  dispuesto  por  los  artículos  dos- 
cientos veinte  y  tres  y  doscientos  vetóte  y  cinco  del  Código 
de  Comercio  se  confirma  aquella  en  cuanto  no  hace  lugar  á  los 
perjuicios  indirectos  reclamados ;  y  reformándose  en  lo  de- 


392  FALLOS  D£  LA  SUPREMA  CORTE 

mas,  se  declara  obligado  al  capitán  del  vapor  c  Primer  Ar- 
géntino »  i  pagar  al  *  demandante  el  iñtetés^  corriente  desde 
'  el  diá  de  lá  llegada  de  dicho  rapor'  al  puerto  del  Paraná 
hasta  la  efectiva  entrega  del  dinero  conducido ;  y  el  impor- 
te  de  los  gastos  designado  en  el  último  considerando,  sin 
especial  eondentoion  en  costas,  debiendo  ser  satisfechas  las 
de  todo  el  juicio,  según  hayan  sido  causadas;  y  devuelvan-» 
se,  previo  pago  de  las ,  de  esta  instancia. 

SALVADOR  M^  DEL  CARRIL.— JOSÉ  BARROS 
PAZOS.— J.  B.  GOROSTIAGA.— J.DO- 
HINGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 


'  I  t 


CAVSA   liXIII 


Criminal  contra  John  Maddan  por  heridas  inferidas  á 
William^  Brown  á  bordo  de  la  Barca  Inglesa  a  Mar  y  y^ 


Sumarió. -^i^  )¡Í6  existiendo  la  prueba  evidente  de  que  las 
heridas  inféfi,das  fneroh  lá  causa  de  la  muerte,  el  delito  de 
heridas  no  puede  cónsideratse  como  él  de  homicidio  volunta- 
rio cometido  con  pretaiedititcion ; 

'2°  La  pena  aplicable  es  la  tsorrespendienté  al  delito  de  he- 
ridas graves ;  ' 


»  » 
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Cofo.-^Juan  M^dan^  cocmoro  déla  barca  inglesa  cMaiy», 
surta  en  el  puerto  de  Buenos  Aires,  ^después  de  haber  insul- 
tado á  Guillermo  B^own*  segundo  piloto  de  la  misma*  le  in- 
firió heridas  graves. 

El  herido  fué  llevado  al  Hospital  Inglés,  donde  murió  al 
dia  sigaiente. 

Puesto  el  heridor  á  disposición  del  Juez  Nai,Gional  en  lo 
Criminal,  se  le  siguió  el  correspondiente  proceso,  dictándo- 
se este 


F«ll«  del  Jaea  Seeel«ii«l. 


Buenos  Aires,  Noviembre  2  de  1875. 

Y  vistos:  estos  autos  seguidos  contra  John  Maddan  por 
heridas  inferidas  á  William  Brown,  á  bordo  de  la  Barca  In- 
glesa €  Mary  »  donde  el  primero  hacia  el  servicio  de  cocinero  j 
el  segundo  era  el  segundo  piloto,  y  resultando  de  autos,  por 
las  declaraciones  contestes  del  Capitán  del  buque,  D.  Gefren 
Batisi  y  del  práctico  D.  Santiago  Boch,  fs.  1  y  28,  suficien- 
temente probado  el  hecho,  de  que  el  procesado  subió  sobre 
cubierta  en  busca  de  Brown,  que  se  hallaba  ejecutando  una 
maniobra  para  hacerse  á  la  vela,  lo  provocó  con  insultos  y 
armado  de  un  cuchillo  se  fué  sobre  él,  y  le  infirió  la  herida 
que  según  el  certificado  médico  de  fs.  15  ocasionó  su  muerte; 
sin  que  sea  admisible  la  escusa  que  hace  el  procesado  en  su 
declaración  de  haber  cometido  el  hecho  en  ^e^^nsa  propia, 
tanto  porque  resulta  lo  contrario  de  la  esposicion  del  citado 
D.  Santiago  Boch  que  dice  que  no  hubo  provocacipn  alguna 
por  parte  de  Brown  y  que  las  heridas  que  aquel  presentaba 
en  la  cara  fueron  ocasionados  por  él,  Boch,  cuando  lo  toinó 
del  cuello  y  lo  derribó,  cuanto  porque  recibida  la  causa  á 
prueba  no  se  ha  producido  ninguna  al  efeícto* 

T.  vin  87 
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San  Luis.  La  fundaba  contra  la  testamentaria  en  el  hecho 
de  que  la  letra  no  habia  sido  aceptada  ni  pagada  á  su  ven- 
cimiento por  los  Sres.  Caries  y  Ramos,  del  Rosario,  contra 
quienes  habia  sido  ella  girada,  y  contra  González,  primero, 
en  el  de  ser  éste  tenedor  del  ganado,  y  posteriormente,  en 
el  hecho  de  ser  socio  de  Olguin  y  de  haber  éste  realizado 
la  compra  para  la  Sociedad.] 

Tramitada  la  causa  hasta  pronunciarse  sentencia,  fué  ape- 
lada esta,  y  posteriormente,  anulado  el  procedimiento  de  1* 
Instancia,  por  sentencia  suprema  de  Febrero  6  de  1872, 
determinándose  en  esta,  que  hallándose  reducida  la  deman- 
da de  Zorrilla,  contra  González  y  la  testamentaria  de  Olguin 
al  cobro  del  valor  de  la  letra  que  el  primero  sostenía  pro- 
ceder de  parte  del  precio  de  una  tropa  de  ganado  vendida 
por  él  á  la  Sociedad  que  Olguin  tenia  con  González,  para 
esa  clase  de  negocios,  era  sobre  la  verdad  de  estos  hechos 
negados  por  Olguin,  que  debia  versar  la  prueba  y  no  sobre 
los  que  hablan  sido  designados  por  el  Juez  que  falló  en 
1*^  Instancia  la  causa. 

Devueltos  los  autos  y  vencido  ya  el  término  de  prueba, 
Zorrilla  desistió  de  su  acción  contra  la  testamentaria,  de- 
jando subsistente  únicamente  la  deducida  contra  González. 

Y  considerando :  1**  Que  la  existencia  de  un  contrato  de 
Sociedad  entre  el  Sr.  Daniel  González  y  D.  José  S.  Olguin, 
para  negociar  en  ganados,  está  plenamente  justificado  por  la 
escritura  original  de  f.  223,  reconocida  judicialmente  á  f. 
56  vuelta. 

2^  Que  este  contrato  es  perfectamente  válido,  pues  en  él 
dos  socios,  á  mas  de  su  crédito  ponen  su  trabajo.  Olguin 
comprando  los  animales  en  San  Luis  ó  donde  mas  convenga 
y  González  haciendo  las  ventas  ó  mandando  los  ganados  á 
Chile.    (Artículo  387  y  389  del  Código  de  Comercio). 

3^  Que  aunque  González  declara  á  f .  53,  que  ese  contrato 


/  •   • 
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6\ienbá  Aireé  tfayó  13  tté  18^6. 

Yistos:  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
?rooiici4or  fléniral,  se  ooíBfifcma  el  wiio  spelado*'  de  iojoa  eua- 
renta  y  ook&t  Ir  educiéndose  la  pena  á  dies  añbs.  de  presidie. 
Comuniqúese  por  ofitúo  al  Poder  üijeoutiyo  f  devaélransa.  • 

SALVADOR  HAI^A  D^L  CARRIL.— JO$É 
BARROS  PAZOS. —|.  B.  G0R0STU6A. 
J.   DOMWCqSZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 


CAVSA    I.XIT 


El  Fisco  Nacional  o&ntra  B.  Curínilo  y  D.  Attíébrio  Hqjo, 
por  cobro  de  pesos.  Sobre  rebeldía. 


Sumario. -^l^  £1  Juez  está  autorizado  para  suspender  la 
declaración  de  rebeldía,  y  ordenar  ^vke  el  Uiig^nt^  sefik  iniieva- 
níente  emplazado,'  cuando  por  fu^s^a  mayor  no  ;pueda  con^pa- 
Tecer  en  el  término  señalado. 
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^  El  haber  manifestado  la  parte  fiscal  que  se  ha  hallado 
en  la  imposibilidad  de  espedirse  en  un  traslado  dentro  del 
término  legal,  y  elbahéiVé^  Sájifedtdb  en  01  totes -de  ser  declara- 
do en  rebeldia,  son  motivos  que  deben  tomarse  en  cuenta 
para  revocar  la  declaración  de|  rebeldía. 


Coió.^r-'El  Procurador  Fiscal  -demandó  á  los  señores  D. 
Gainih)  7  D.  Anselmo  Boje  por  el  pago^de  15,768  pesos  37 
cts.  inertes  á  favor  del  Fisco  Nacional,  y  sus  intereses. 

Los  Sres.  Bojo  contestaron  la  demanda,  negando  la  deuda 
y  tecoiivitileron  al  Fisco  'pdt  la  suma  de  11,113  pesos  48 
cts.'  fuet'fe's,"qite  alegaban  serles  debida. 

Se  confirió  traslado' de  la' reconvención,  y  el  Fiscal  no  la 
contestó  dentro  del  término. 

Los  Sres.  Bojo  acusarpn .  rebeldía,  se  intimó  al  Fiscal 
evacuase  el  traslado  dentro  de  24  horas.  Pasado  este  tér- 
mino,  se  volvió  á  acusar  rebeldia. 

El  Juez  de  Sección  ordenó  certificase  el  actuario  y  con  su 
certificado  declaró  contestado  el  traslado  en  rebeldia. 

Antes  del  auto  del  Juez,  el  Procurador  fiscal  presentó  el 
escrito  de  contestación.      '     ' 

El  juzgado  ordenó  su  devolución. 

El  procurador  fiscal  pidió  revocatoria  y  apeló  in  subsidium, 
diciendo  que  se  habia  hallado  en  la  imposibilidad  de  contestar 
el  traslado  en  los  dias  de  término  legal. 


Fallo  del    Suem  Secelonal 


Buenos  Aires,  Enero  13  de  1876. 
Vistos :  en  esté  mcidente  de  rebeldia  y  considerando : 
I**    Qué*  er señor  Písóal  üó  ha  alegado  hecho  ni  invocado 
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ley  '(^ne  antorize  el  privilegio  que  quiere  hacer  valer  para 
no  incurrir  en  los  efectos  de  la  releldia,  contra  el  principio 
de  la  completa  paridad  de  la  persona  jurídica  que  repre- 
senta, con  la  persona  de  existencia  visible  en  la  secuela 
del  juicio,  lo  que  se  hace  necesario,  pues  como  privilegio 
está  obligado  á  establecerlo. 

2^  Que  la  Suprema  Corte  tiene  declarado  en  el  ta,90  de 
Ocampo  contra  la  Aduana  del  Rosario,  causa  86  de  los  fallos, 
tomo  3^  Secc.  2*,  que  salvo  los  basos  en  que  al  Fiscal  se  le 
interpela  para  que  dé  las  vistas,  está  obligado  cuando  es 
parte  en  juicio  á  hacer  el  cómputo  de  los  términos,  acusar 
rebeldías  y  mejorar  recursos  como  simple  particular,  de  que 
se  desprende  que  está  sujeto  en  un  todo  al  procedimiento,  y 
por  tanto  sujeto  á  incurrir  en  los  efectos  de  la  rebeldia  con- 
signados en  el  artículo  12  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 

3*  Que  en  los  efectos  de  la  rebeldía  se  incurre  por  el 
mero  lapso  de  las  veinte  y  cuatro  horas,  una  vez  que  ha  sido 
decretada,  sin  necesidad  de  nueva  rebeldia  por  ese  término, 
bastando  la  simple  nota  del  actuario  en  que  se  haga  constar, 
como  sucede  én  e^te  caso. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la 
revocatoria  solicitada,  y  en  su  consecuencia  desglócese  el 
escrito  presentado  y  concédesfe  la  apeladioii*  en' reIa6ion pre- 
pónganse los  sellos  y  notífíquese  con  el  original.         ' 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de   la  Suprema  Carte 

Buenos  Aires,  Mayo  16  de  1876. 

Vistos  y  considerando:   que  aunque  el  Ministerio  Fiscal, 
cuando  ejerce  sus  funciones,  como  parte  principal^  en  un 
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procesOf  e^tíl  ^xi^eta  á  tod^s  lajs-  ol>lÍ£[acioiies.  impuestas.  4  ^^ 
Utigantea  -ep  ^  la  ^^stapiH^eiou  de  los  juicioa/  p^rcjna  m  \^9J 
by  alguna  que  lo  exima  de  ellos;  i^t(^Qd^dOv  s^  ^jxfb^gf^ 
en  el  presente,  caso  i.los  siguienjtes  piaUyos  :   . 
.  Primero.  T-Qfj/ie  ^^roaaradox  J?iscal  Iw^.cQnt^stíjdo.i.  la-de- 
manda,  antes  de  ser  declarado  por  el  J^e^  ea  f  ebejijlia*    * 
f'$^fun4p^-^(iw  i^  iV^aaif estado  ^n  su  «sor Up  de  fQ^as 
ciivourati^;  j^cjneot  .li^be^rs^  eoscoalirado  tjf.  h  impfiífifkilidad 
de  espedirse  en  jd  t^miuo.  i^enal^de ;    .     .  ^;> 

Jcnipero..— Que;, ^],,Ju6;^eati  autorisadypwP^a.t susp^djer  la 
dedqxacij^  de  xebeldia«  j  ^ocdeaar  c(ue  «1  litigaute  sea,  uuera- 
mante  empj[aza4o9  cnaad-o,  por  fuerza  mayxir  ,901  puadct  compa-* 
r ecor  en  el .  términx)  del  emplazamiento,  gqgun. .  lo  px^scxipto 
PPT  el  articulo  ciento  ochental  j .  oolia  de  la  ley^  de  .Procedi- 
mientos,; 

Cwa;ri€^'^ Que  ^r. el  artículo  cic^nto  noYi^nta 7  xu^atco. de;  la 
vñsmaleyy.  basta  .el  condenado  .^n.  rebeldüa,.  pued/d.  solifíitax 
la  rescisión  ^de,  la  *  sentancia,.  pox  ausencia,  enfermedad  grave  i 
otro  Accidente  .semejante,  '  ' 

Se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  seamta  ;  dos  suelta; 
satfjBfediaii  qw  sean  las  cosjbas  7.  repuestos  ios  seUoa,  .devuél- 
Vfinse  loaau^os.al  Juez  de. -Soccíoa,  para  que  sentencie  y  de* 
ci4&  la  Msansa  .epDi  atreglo;  á  rdeíacIiG, 
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SALVADOR  M.   DEL  CAURIL.  —  JOSÉ  BARROS 
'  l^izOS.  —  J.    B.    GOROSTIAGA. — J.    DO- 


MÍNGUEZ. —  S.  M.  LASPIUR. 
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{^afranzc^  -y  A^mrre  qmtra  eJL  Tesoro  NacioBal^ 

por  cobro  de  pesos.  .    ,  ' 


Sumario — 1^  El  Ministerio  fiscal,  cuando  ejerce  sus  fun- 
ciones, como  parte  principal  en  un  proceso,  está  sujeto  á 
todas  las  obligin€iie^i]B9ut8te$«árhft  titlufdfttes. 

2^  Por  lo  mismo  se  halla  sujeto  á  los  términos  estableci- 
dos por  la  }e;  de^prpcedimi^ntos  é  incurre  en  rebeldía  no  con- 
testando la  demanda  dentro  de  ellos. 

3*  Lo0  jueces  están  autoiriiíadofs  á  8Udpet(Íer  Ui'  déoIamMíibn 
én  tebeldfa,  y  ordenat  4ue  el  fitigante  sea  ndevAmentr  em-' 
plazado  cuando  por  fuerza  mayo^  to  puede  ^otap^recer-  en 
el  táimino  del  emplazáinlento.  ,■''''' 

'  {*  £1  ¿oüdeiíádo  en  'rebeldía  puede  solicitar  la  Tesciston  de 
la  ^Htenéia'  por  auseiibia,  enfermedad-  grícve  ú  otro  aeciden- 
te  semejante.  .  '         .  .  ^   .  •         . 

5°  Alegándose  por  el  Ministerio  fiscal  que  por  causas  co- 
nocidas q^^  no  lia  .estia^P  e^  su  voli)n;tad  el  preyenirla^.410 
pudo  espedirse  en  el  térjoúnp.  Ifjgal,  el^  juez.no  debe,  declarar 
la  rebeldis^,  sino  sustanciar  y.  decidir  .la ,  ,cau^  ,,^on  arreglo^ 
á  derecho. 
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CAUSA    I.XIX. 


El  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata,  contra  la  Provincia 

de  Santa-Fé,  por  daños  y  perjuicios  Incidente 

sobre  recurso  de  revisión. 


Sumario.  —  El  recurso  do  revisión  no  procede  sino  en  los 
casos  del  artículo  241  de  la  ley  de  procedimientos. 


Caso.  —  Dictado  el  fallo  de  8  de  Febrero  de  1876,  el  Ge- 
rente del  Banco  de  Londres  dedujo  el  recurso  de  revisión. 
Sus  fundamentos  se  hallan  espuestos  en  la  siguiente : 


TISTA  DEL  SR.  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1876. 

En  el  exordio  de  la  demanda  se  alegó  la  inconstitucionalidad 
de  la  ley  de  22  de  Junio  de  1875,  y  se  pidió  el  restableci- 
miento de  la  fuerza  del  contrato  celebrado  con  el  Gobierno 
de  Santa-Fé  el  22  de  Noviembre  de  1865,  y  una  indemni- 


fiíoaAi  l)asta.9l  acto,  esterioi  de  ¡an  iiQjQtp  40  afiack|cipf:^/i  el 
$^^6pio  de  armas^  etQ.    f  ..   .    .   ^ ,      .     ..:      .y    z, 

4^  ^0  sieip4Q  ^lua&es»  síb6  pQlJlUcpj^,  los  .d^itpa'^  €^.M 
proponen   los   conspiradores,  la  pena  poT  la  tent^tiv^  e^;l^ 
de  de^tí^iro  y  peeiíaiaria  conjunta  ó  fieparaiiiaxaeni».    •/ 
.  Sf'r  Eatas  pppas  na  s^  consideran  cosiq.  ca?por;^l^;fep' ^[^ 
práotlcai.  .  .  '      *  .,-t     . 

6^  La  javispradencia  y  las  leyes  esplny^n  la^  asoar^c^iaoiQn 
bajo  fianza,  en  los  casos  de  aplicación  de  verdadei^.  p^XMrf 
wrp^rales* 

7*  En  las  causas  .CTiminales  el  reo  debe  estar  px0^n.(;e,jj 
no  puede  sex  Iteito  desdle  una  tierra  de  asilo  qxi^  se.  ba 
tomado  para  escapar  á  la  justicia,  dirigir  peticiones  ppr  9Í 
ó  por  medio  de  apoderado. 


•.•.■.•■  •   . 

Caso.  —  Juan  G.   Bookart  y  otros,   firmaron  el  siguiente 

pactos.  .       , 

£a  la  Ciudad  de ,  Biteuos  Airesr  &  once  dias  de^  mes  de 

»  *  •       « 

S^tienpLbre  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  reunidos  en 
l^  casa  de^p^  Juan^  G,  Bookart,  á  l^s  dos  de  la  t^r^^^  un  • 
número  de  personas,  amigos  y  republicanos  todos ^  .aoi]^. ob- 
jeto de  prpjparar  los  ^trabaj os  políticos  que  deben  wihar  la 
patria  Argentina,  dq|la.  miseria  y  ruina  á  <iue,,Ja,.  |leyan 
unos  cuantos  hijos  desnaturalizados  y  picaros,  ;ben^Qs,  ^cor- 
dado ppr  unanimidad  de  pensamientos,  en  celebra;:  t^K^P"* 
lemnp .  QO]3W?romÍ90  bajp  las  base?  sigiqiieAtea  :  /  • 

l^Nps^.  l^os, alhajo  orinados,  J4iraipps.^p9i;..elvPioj^/^e,.^fi 
libertad  de  los  pueblo?,  y.  ^e ,  la^ .  }ej^i^  4^^  Ja,  .yQr^a^sf.^ 
igualdad  republicana  y.  dQmx)crátic£h  oomjP¡ppr  nuestra' nombre 
y  honor  y  por  ese  pvñal.[q[ue  Aenemps  ^  .la  yistf^»  cpmpli^ 
ppntoda  fidelidad  y  hasta  la  muerte,  pon  los,  artículos  si- 
guientes:  ...  -       - 


>• 
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manda  ó  reconvención,  presentar  nuevos  documentos  decisivos, 
reclamar  la  reforma  de  una  sentencia,  formulada  por  docu- 
mentos ó  testimonios  falsos,  ó  cuando,  como  decia  el  inciso  i^, 
la  sentencia  iiubiese  recaído  sobre  cosas  no  pedidas  por  las 
partes ;  y  tampoco  ha  tenido  lugar  nada  de  esto. 
El  recurso  debe  ser  pues  rechazado  con  costas. 

Carlos  Tejedor. 

« 

Fallo  de  la  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1876. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Se- 
ñor Procurador  General  en  su  precedente  vista,  no  ha  lugar,  con 
costas,  al  recurso  de  revisión  interpuesto,  y  archívense  como 
eátá  mandado,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL. — JOSÉ 
BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSTIA- 
GA. — J.   DOMÍNGUEZ. 


que  tMío  ^Mlft  iot  onieíia  en  otra  ^tatte/  es*  y ^éfbe  ser  éxx^ 
^Ma  efn  lofa  ^eírtas  easos  de  "siletído  por  los  cddfgbs  comu- 
nes^ cott  Ik  niodérseiüüdelas  peitlak  qtielía  Iñtifdídddo  Ik 
•prébtlcat  ' 

La  ientatíta;  por  otro  lado;  e¿  infts  6  metiófir  grate  c6mo 
«I  •  delito  miiuiío,  Iregtm  que  deii^yam  cometido  6  ^noyeetado 
con  ocasión  de  Sí  flditos  parti(!falaresr,  porque  lefn  tal  caisó, 
la  ley  qnrere  qae  él  úAitú  político  sea  toñsMérado  ^cée'sotio, 
7  los  particnlaiest  castigádOá  con  la  pena '  ^teyo1^  qti6  les 
corréspénda.  -^   :  -  . 

La  pelíi^,  adeiliás,  eú  él  caso  de  lc(oiísdmkrse  ^ef 'delito,  eb 
de  diez  años-do  destiei4ró  contra  los  ^ilUi&d  ^ifíítíipkték,' i 
'qiie  se  agripará/  mediando  ciertas  óircunstáneias,  iiuiL  multa 
de  dos  i  ^eis  mif  pesos;  c4n'  disminnoión'  ñña  j  otr¿«  segnti 
la  categoría  de  los  reos,  6  sustitución  alternativa  éit  ios  iné- 
ros*  ejecutores  por'  el  éerVíció  militar  ^de  front^a  6  una  mul- 
ta, 7  solo  cuando  ha7a  tam1)ien  seducción  de  ^ropk6,^sb 
aplicarán  trabajos  forzados: 

Importa  finalmente  dejar  aquí  consignado  que  por  pefnais 
corj^otále^  sie  entiende  én  jeiíefál  todas  las  que  iio  sou^e- 
Ctohnritts,  tt  bfétsiVaá  del  hoñór;  '7  qtíe  poi*  'cdnsi^uletrtá, 
el  de^tierlro^y  servicio  de  las  aritíaS,  'se  liilliñ  (^bmprenftfdob 
eirtre  ellas  f  si  bien  alfeutíOé'Ukmaiki 'fcbrporales','á'laS  áftiisti- 
ras  thiicamente,  escluyendo  ^or  k)  tanto  el  destierro,  f  a^( 
parece  '  haberlo  consagrado^  esta'  'Cóirtte  misma  bii  algtiiiofa 
'casos  de  escarcelácion.' 

Con  estos  antecedentes, 'cotii]^ÍS¿iá(^s'alitff  a  tatf  óoñsbndkb 
ad  proceso;  porque  ese  conocimleiito'  es  igliáh^leilit!^  nece- 
sario pata  decidir*  si  la  sGÜicittld  dé  esca^celacioñ;  tráidfc 
ante  esta  <36rt^i  T  qtic  nunca 'det)ié  t»áraíízár^  la  secUbla  dá 
asunto  principalt  merece  ser  aféiidÍda''á';p¿B8ir'^ef^(inr8b 
del  fiscal.  ^    -  '    :!'  ,  íá  .     .^  c-....-,;...;;. 

Desde  que  empezó   este   prooesO   én  NoTiéífabré'  del  itfib 
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pasado,  xantíiio^  testigps  se  hw.  interrogado ;  pero  esa  multitad 
de .  declaraciones  nada  ha  quitado  ni  agregado  el  pacto  de  asor 
ciacion  formados  por  los  trece  republicGomSt  como  ellos  se  titu- 
laban; 7  de  la  acta  que  lo  contiene,  resulta  que  su  objeto  era : 

f  Salvar  la  ps^tria  argentina  de  la  miseria  y  ruina  i  que 
la  llevan  unos  cuantos  hijos  desnaturalizadas  y  pícaroa  »•••. 
f  paira  volverla  al  sendero  de  felicidad  j  progreso  » 

Para  .fúcanzar  este  objeto,  acordaron,  las  siguientes  bases : 

Trabajar  y  reunirse  en.  secreto.  . 

Proporcionarse  armas  con  que  poder  defenderse  y  vxfJ^ 
durante  lar  lucha  c  y  tpds^  vez  que  fuese  ^  neciesario  j  hasta 
la  conclusioiL  de  nuestro  grandioso  propósito  ». 

« 

Beconocer  á  Bookart  de  Gef e  Superior  c  dQ  nuestras  po- 
liticas  empresas  »,  ayudándole  con  sus  consejos,  toda  vez 
que  él  lo  solicitase.  ; 

Obligarse  Bookart  á  c  buscar  el  medio  como,  ii^demnizar 
nuestros  trabajos  y  sacrificios  >.  .     , 

Obedecer  los  conspiradores  al  Gefe,  c  aunque  para  ello 
tuviéramos  que  nadar  en  un  gran  rio  de  sangre  »• 

Pensión  para  las  familias  de  los  que  murieran  «  en  de- 
fensa de  los  derechos  de  un  pueblo  ^ibre  »  y  castigos  por 
ellos  mismos  al  delator  6  delatores,  con  la  pena  de  muerte. 

Puede  tomarse  á  lo  serio  cuanto  se  quiera,  semejante 
plan,  siempre  resultará  que  no  se  proyectará  por  él  delitos 
comunes,  homicidios,  y  ni  robos ;  sino  simplemente  la  muerte 
de  los  enemigos  políticos  en  combate,  y  recompensas  pecu- 
niarias á  los  afiliados .  en  caso  de  éxito. 

Y  de  estos  hechos  son  culpables  los  conspiradores  de  to- 
dos  tiempos,  sin  que  esto  desnaturalizo  el  carácter  de  cqm- 
plot«  ni  tenga  por  la  lejr  otra  agravación  que  la  multa  pe- 
cuniaria agregada  á  la  da  destierro.    . 

Apartemos  pues  la  pena  de  trabajos  forzados,  desde  que 
no  consta  seducción  de  tropas. 
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Apartemos  tamlsieii  la  de  seryicios  á  las  armas,  aplicable 
únicamente  á  los  m^ros  ejecutores,  imposibles  sin  la  consu- 
mación del  delito. 

Apartemos  por  último  las  penas  contra  los  delitos  co- 
munes que  no  fueron  el  propósito  de  los  conspiradores,  ni 
pudieron  en  todo  caso  tener  lugar,  sino  después  de  consu- 
mada la  rebelión  6  durante  el  combate. 

Quedan  solamente  como  penas  aplicables  á  los  reos  que  han 
elevado  la  súplica  de  escarcelacion,  las  de  destierro  j  las 
pecuniarias  conjunta  6  separadamente. 

La  cuestión  entonces  que  tiene  la  Corte  que  resolver  en  la 
presente  incidencia,  es  si  del  acto  de  todos  estos  anteceden- 
tes y  principios,  corresponde  otorgar  la  escarcelacion  soli- 
citada bajo  fianza,  y  mi  opinión  es  sin  trepidar  por  la  afir- 
mativa, desde  que  es  evidente  ya  que  de  este  proceso  no 
resultará  aplicación  de  verdaderas  penas  corporales,  que  son 
las  únicas  que  según  la  jurisprudencia  y  las  leyes  escluyen 
la  escarcelacion  bajo  fianza. 

Junto  con  este  incidente  ha  venido  también  al  conoci- 
miento de  la  corte  el  de  apelación  de  un  apoderado  de  los 
prófugos  Defeo  y  Ferrari,  firmantes  del  pacto  de  asociación 
contra  la  resolución  del  Juez  Seccional,  que  ha  rehusado 
ordenar  la  entrega  de  una  carpintería  y  mueblería  de  la 
propiedad  de  aquellos,  abandonada  por  su  fuga,  cerrada  por 
la  Policía,  quizá  en  su  interés  mismo  y  puesta  con  los  reos 
á  disposición  del  Juzgado. 

Este  auto  del  Juez  Seccional,  en  mi  opinión,  debe  ser  con- 
firmado, porque  en  las  causas  criminales,  el  reo  acusado  debe 
estar  presente,  para  defender  ante  los  tribunales  sus  derechos 
de  cualquier  género ;  y  no  puede  ser  lícito  desde  una  tierra 
de  asilo,  que  se  ha  tomado  para  escapar  á  la  justicia»  dirigir 
peticiones,  por  sí  6  por  medio  de  apoderado. 

C.  Tejedor. 
T.  vm  28 
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Fallo  de  1»  Sapreni»  Corte. 

Buenos  Aires,  Mayo  16  de  1876. 

T 

Vistos:  de  acnerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Se- 
ñor Procurador  General  en  la  vista  que  precede,  se  revocan 
los  autos  de  fojas  quinientos  setenta  y  seis  y  seiscientas 
nueve  en  la  parte  en  que  se  niega  la  escarcelacion  bajo 
fianza  á  los  apelantes  Guillermo  Torrens,  Nereo  Vázquez  y 
Félix  Costa,  y  se  confirman  los  autos  de  foja  seiscientos 
diez  y  nueve  vuelta  y  foja  seiscientas  catorce  vuelta. 

Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL. —JOSÉ  RARROS 
PAZOS.  —  J.  R.  GOROSTIAGA.  — J.  DOMÍN- 
GUEZ. —  S.  M.  LASPiUR. 
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CAUSA    I^XTI 


EL  Dr.  D.  Ántonto  Battüana  contra    D.  José  Raffo,  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario. — 1^  El  juicio  seguido  ante  la  jurisdicción  comercial 
de  la  Provincia  debe  considerarse  radicada  ante  los  Tribuna- 
les Provinciales,  aunque  en  última  instancia  se  decclare 
nulo  lo  actuado  por  corresponder  la  causa  á  la  jurisdicción 
civil. 

2^  Radicado  el  juicio  ante  los  Tribunales  de  Provincia  debe 

fenecer  allí,  7  solo  podrá  apelarse  á  la  Suprema  Corte  Nació- 

•1' 

nal  en  los  casos  especificados  en  el  artículo  14  de  ^a  ley  sobre 
competencia  7  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  de 
i4  de  Setiembre  de  1863. 

3**  Entre  esos  casos  no  se  encuentra  el  de  haber  cambiado 
de  nacionalidad  una  de  las  partes  pendiente  el  juicio  anulado 
7  no]  para  apelar,  sino  para  iniciar  el  pleito  ante  la  Justicia 
Nacional. 


Caso. — El  Dr.  Antonio  Battilana,  ciudadano  argentino,  de- 
mandó á  D.  José  Baffo,  italiano,  por  el  pago  de  50,000  pesos 
procedentes  de  un  pagaré  por  dicha  suma  con  la  firma  de  Baffo 
al  pié. 
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Conferido  traslado  Raffo  contestó  que  Battilana  había  ya 
seguido  un  juicio  contra  él  por  el  cobro  de  la  citada  suma  ante 
al  Tribunal  de  Comercio  de  la  ProTincia;  que  la  Cámara  de 
apelación  en  lo  Comercial  babia  declarado  falso  y  fraudulento 
el  citado  pagaré,  como  resultaba  de  la  sentencia  que  acom- 
pañaba en  copia;  que  aunque  el  Superior  Tribunal  de  Justicia 
en  3^  Instancia  habia  declarado  nulo  lo  obrado  por  corresponder 
la  causa  á  la  jurisdicción  civil,  no  por  eso  dejaba  de  ser  falso 
y  fraudulento  el  pagaré  que  fundaba  la  nueva  demanda  que 
Battilana,  después  de  tomada  la  carta  de  ciudadanía,  instau- 
raba ante  la  Justicia  Nacional. 

El  Procurador  de  Raffo  esplicaba  el  modo  como  pudo 
Battilana  hacer  la  falsificación,  diciendo  que  el  primero, 
que  no  sabe  leer  ni  escribir  sino  su  propio  nombre,  habia 
confiado  la  gestión  de  una  causa  por  cobro  de  alquileres 
contra  un  Sr.  Ibañez  al  Dr.  Battilana,  quien  bajo  el  protesto 
de  hacerle  firmar  escritos  en  la  causa  le  habia  sin  duda 
hecho, poner  la  firma  al  pié  del  pagaré. 

El  mismo  procurador  opuso  en  su  consecuencia  la  escep- 
cion  de  falsedad,  y  pidió  que  se  pasase  la  causa  al  Juez  del 
Crimen,  del  mismo  modo  que  lo  habia    ordenado  la  Cámar^ 
de  Apelación  de  la  Provincia  en  lo  Comercial.  ^ 

Abierta  la  causa  á  prueba,  producida  esta,  y  presentados  los 
alegatos,  se  dictó  el  siguiente : 

Fallo  del  Jíueae  de  Seeelon. 

^ 

Buenos'Aires,  Febrero  21  de  1876. 

Vistos;  los  autos  seguidos  por  el  Dr.  Antonio  Battilana, 
ciudadano  argentino,  contra  D.  José  Baffo,  estrangero,  por 
cobro  de  pesos^  de  lo  que  resulta  lo  siguiente : 

1^  Que  en  23  de  Mayo  de- 1874,  el  Dr.  Antonino  Battilana 
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presentó  al  Juzgado  el  siguiente  documento;  c Pagaré  á  D. 
Antonio  Battilana  la  cantidad  de  cincuenta  mil  pesos  mone- 
da corriente  >  c  José  Raffo, »  y  con  él  pone  demanda  contra 
el  deudor  por  la  devolución  de  la  suma  espresada,  sus  intere- 
ses y  oostas. 

2^  Que  corrido  traslado  de  la  demanda  contestó  Baffo  á 
fs.  34  desconociendo  absolutamente  la  deuda;  que  nunca  ha 
recibido  en  mutuo  la  cantidad  que  espiesa  el  documento;  que 
la  firma  de  f .  1  es  falsa,  ó  por  lo  menos  le  lia  sido  arrancada 
por  engaño  ó  dolo. 

3^  Que  la  prueba  del  dolo  se  encuentra  en  los  hechos  si- 
guientes, que  demuestran  los  antecedentes  como  ha  sido  fir- 
mado el  documento :  que  patrocinando  Battilana  á  Baffo  en 
dos  asuntos  que  tramitaban  ante  el  Juzgado  de  1*  Instancia, 
aquel  exigió  á  este  papeles  con  firma  en  blanco,  para  llenar- 
los con  memoriales  qué  debian  ser  presentados ;  que  por  este 
hecho,  abusando  de  la  circunstancia  de  no  saber  Baffo  mas 
que  firmar,  le  arrancó  la  firma  del  documento  de  f .  i. 

4P  Que  Battilana  nunca  le  ha  prestado  cantidad  alguna, 
razón  por  la  cual  no  se  ha  reconocido  como  deudor :  que  no 
han  tenido  ningún  otro  negocio,  fuera  del  ya  dicho  como 
abogado;  á  mas  de  que  las  estrechas  facultades  pecuniarias 
de  Battilana  no  le  permitían  hacer  el  desembolso  de  una 
fuerte  suma  como  la  que  cobra. 

5^  Que  por  otra  parte  la  forma  esterna  del  documento  de 
f.  i  adolece  de  los  vicios  siguientes :  que  se  notan  varias  le- 
tras, tintas  diversas,  redacción  incorrecta,  palabras  restringi- 
das, fechas  inciertas,  posterior  al  documento;  y  que  Batti- 
lana se  encuentra  en  el  imprescindible  deber  de  probar  la 
obligación. 

6^  Que  recibida  la  causa  á  prueba  á  fs.  92,  se  señalaron 
como  puntos  de  ella  los  siguientes : 

1°  Simulación,  fraude,  falsedad  ó  falta  de  causa  de  la  obli- 
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gacion];  2^  Si  Raffo  sabe  escribir  solo  el  nombre;  3®  Que 
Battilana  en  la  época  de  la  suscricion  del  documento  no  teni  a 
otro  negocio;  que  era  su  abogado,  y  carecía  de  fondos ;  4**  Que 
se  firmó  el  documento  en  blanco. 

7^  Que  la  prueba  rendida  por  Battilana  es  la  siguiente  : 
1°  el  reconocimiento  prestado  ante  el  Juez  de  Comercio  á  fs- 
134,  en  el  que  Raffo  agrega  que  no  debe  la  cantidad;  2^ 
El  documento  de  foja  101,  por  el  que  consta  que  D.  Bernar- 
do del  Fino  pagó  &  Battilana  la  suma  de  538  ^  fuertes  en  16 
de  Noviembre  de  1871 ;  3°  El  informe  del  Banco  de  Lon- 
dres que  espresa  haber  depositado  Battilana  las  siguientes 
cantidades : 

Año  de  1873  Junio  27  g  10,000  m/c. 
€     «   1875  Mayo  22  «  17,300      « 
€      «      €      Abril    7  «     1,100      « 

4^  A  f .  156  corre  la  escritura  de  sociedad  de  Battilana 
con  Gasalí  de  fecha  18  de  Agosto  de  1871;  S"»  A  fs.  18f, 
208  y  226,  corren  las  posiciones  de  Battilana  á  Raffo  y  á 
fs.  188  y  191  las  declaraciones  de  los  testigos  presentados 
por  aquel. 

8^  Que  la  prueba  de  Raffo  consta  de  lo  siguiente : 

1<>  Posiciones  á  Battilana  de  fs.  198  á  224;  2^  Declara- 
ciones de  Estovan  y  Andrés  Antonio  Raffo  á  fs.  203  y  206 
que  declaran  sobre  el  principio  de  relación  de  Raffo  y  Bat- 
tilana, testigos  que  han  sido  tachados;  3"^  Informe  de  los 
calígrafos  á  fs,  216  que  precisamente  han  reconocido  el  do- 
cumento de  f.  1  en  relación  á  la  letra,]  tinta  y  sus  demás 
pormenores,  y  considerando: 

1^  Que  aun  cuando  reconocida  la  firma  de  un  documento, 
queda  reconocido  su  contenido,  al  que  alega  haber  puesto  la 
firma  en  blanco  le  queda  siempre  el  resurso  de  probar  que 
lo  que  se  ha  consignado  en  él  no  es  lo  que  se  ha  tenido  inten- 
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clon  de  hacer  ó  de  contratar  (art.  6,  tit.  3  De  lo^  instrtuaen-» 
tos  privados,  C.  Civil.) 

2"^  Que  Baffo  ha  alegado  que  puso  su  firma  en  blanco  en 
el  papel  en  que  se  ha  estendido  el  documento  que  nos  ocupa; 
y,  aun  cuando  no  se  hubiese  probado,  el  hecho  justificado 
plenamente  en  autos,  de  no  saber  leer  ni  escribir  y  sí  úni- 
camente dibujar  su  nombre,  haría  que  este  documento  se  ha? 
liase  en  las  condiciones  de  aquellos  á  que  se  refiere  el  articulo 
antes  citado,  que,  al  dejar  al  obligado  la  facultad  de  redar- 
güir el  contenido  del  documento,  quizá  prevenía  contra  el 
abuso  de  confianza  del  portador  de  la  firma  en  blanco;  y 
seria  el  mismo  que  el  que  ocurriría  al  que  no  sabiendo  leer 
ni  escribir  se  le  hiciera  firmar,  como  á  Baffo,  sin  que  cons- 
tara que  se  le  leyó  á  lo  menos. 

3^  Que  aunque  no  puede  hacerse  por  testigos  la  prueba  de 
que  las  obligaciones  firmadas  en  blanco  no  son  las  conveni- 
das ;  esto  no  obsta  á  que  alegándose  dolo  para  obtener  la  fir- 
ma, pueda  este  comprobarse  por  presunciones,  con  mayoría 
de  razón  alegándose,  como  se  alega,  que  no  ha  habido  in- 
tención alguna  de  obligarse:  pues  si  no  fuera  así,  resultaría 
que  no  dejando  ordinariamente  el  dolo  rastro  visible  alguno,, 
seria  ineficaz  la  acción  de  la  justicia  para  proteger  á  los  que 
eligiera  como  víctimas,  en  la  mayoría  de  los  casos,  que  es  el 
objeto  primordial  de  la  legislación. 

4^  Que  concurren  en  el  presente  caso  como  presunciones 
para  comprobar  el  dolo  con  que  se  obtuvo  la  firma  de  Baffo 
y  la  falsedad  de  la  obligación:  1^  La  confesión  de  Batti- 
lana  que  contestando  á  la  cuarta  de  las  posiciones  de  f.  198, 
dice:  Que  Baffo  puso  siempre  su  firma  en  los  papeles  que 
le  presentaba  (él  cBattilana»)  razón  por  la  que  es  de  pre- 
siunirse  que  lo  hiciera  en  el  papel  que  nos  ocupa;  pues, 
aun  cuando  Battilana  ha  pretendido  establecer  que  esas  fir- 
mas eran  en  papel  de  actuaciones  y  no  en  papel  de  cin- 
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cuenta   pesos  m/o.  como  el  del  documento,  Baffo  ha  de- 
jado probado  que  no  distingue  las  cantidades  y  por  tanto 
que  no  ha  podido  apercibirse  del  sello;  2°  que  el  documen- 
to de  f.  1  se  halla  estendido  j  guardando  el  margen  pres- 
crito para  las  actuaciones  judiciales,   j  no  para  los  docu- 
mentos de  crédito,  como  que  se  prestarian  así  á  las  agre- 
gaciones y  reformas;  y  que  hace  presumir  que  la  fíríua  fué 
solicitada  para  un  memorial  ó  diligencia  en  el  juicio  que  le 
seguía  Battilana  á  Baffo;   3^  Que  aun  cuando  Battilana  ha 
pretendido  probar  contra  lo  aseverado  por  Baffo,  que  á  prin- 
cipios de  1873  tenia  fondos  bastantes  para  hacer  el  prés- 
tamo que  motivó  el  documento,   la  prueba  no  solo  es  defi- 
ciente, sino  que  arroja  presunciones  contra  esa  aseveración : 
pues  si  bien  es  cierto  que  un  testigo  declara  haberle  visto 
en  su  poder  (á  Battilana)  la  suma  de  cincuenta  mil  pesos, 
no  lo  es  menos  que  esto  acaecia  un  año  antes  del  préstamo; 
mientras  que  de  los  informes  dé  los  Bancos  se  desprende  que 
no  ha  tenido   depósito  alguno  en  ellos  sino  después  de  la 
fecha  del  documento  (1873)  y  que  depositaba  en  ellos  hasta 
sumas  insignificantes,  de  lo  que  se  desprende  que  el  testigo 
mencionado  ha  podido  ser  inducido  en  error,  atribuyendo  á 
Battilana  la  propiedad  de  billetes  que  este  pudo  conservar 
como  depositario  ó  mandatario  de  un  tercero;  pues  no  es  creí- 
ble que  teniendo  el  hábito  de  poner  en  depósito  cantidades 
fnfimias,  como  las  de  mil  cien  pesos  que  figuran  en  el  Ban- 
co dé  Londres,  guardara  en  su  poder  la  mayor  de  cincuen- 
ta mil  pesos  m/c;  y  no  es  de  creerse  que  en  asuntos  de 
esta  índole,  intetesado  Battilana,  como  lo  estaba,  economí- 
zase esfuerzos  para  vindicarse,  aunque  no  le  incumbiese  la 
prueba;   4®  Que  lo  mismo  puede  decirse  del  hecho  de  ha- 
ber Battilana  formado  sociedad  comercial,  en  18  de  Agosto 
de  1871;  pues  aunque  se  ha  agregado  el  contrato  y  consta 
que  el  capital  de  esa  sociedad  fué  de  cincuenta  mil  pesos  ] 


pof  ofada  asoeiadoi  no  *  hay  coñstadoia  de  que  s«  entregara  ese 
capital,  ni  era  necesario  ttatáñdose  de  sociedad  de  temateá  y 
no  'se  ha  establecido  erresnltado  de  esa  sociedlid,'  lo  que  era 
fácil  siempre  qne  habieta  favorecido  á  Battilana,  desde  que 
esa  sociedad  ha  tenido  qne  llevar  los  libros  correspondientes. 

5^  Que  ratificada  por  las  partes  la  pmeba  producida  ante 
los  Tribunales  de  Provincia  á  f.  iresnlta  qne  Battilana  nada 
ha  probado  ni  Intentado  probar  ante  este  Juzgado  contra 
la  prueba  producida  por  Raffo  de  que  antes  del  préstamo 
que  cobra,  en  esa  época,  no  tuvo  fondos  Battilana  para  pa- 
gar un  mandamiento  por  quinientos  pesos  m/c.  ni  bienes  que 
dar  á  embargo. 

6^  Que  aun  suponiendo  á  Battilada  en  posesión  de  esa  can- 
tidad 7  á  Baffo  en  el  de  necesitarla  (lo  que  no  ha  probado 
Battilana  á  pesar  de  haber  intentado  hacerlo),  constando 
como  consta  que  Battilana  no  conoció  á  Baffo  sino  i  prin- 
cipios de  1873,  y  con  motivo  de  un  pleito  que  le  defen- 
día, no  es  de  presumirse  que  una  relación  tan  reciente  en 
dos  de  Febrero,  autorizase  un  préstamo  de  esa  importancia, 
sin  otra  garantía  que  la  firma  de  Raffo ;  y  es  inverosímil 
que  por  ese  préstamo  se  firmase  vale  á  la  vista  y  al  porta- 
dor, desde  que,  como  lo  sostiene  Battilana,  se  solicitó  dicho 
préstamo  para  negocios  y  por  uo  tener  fondos  y  no  se  lle- 
naron esos  objetos  desde  que  se  contraia  la  obligación  de 
pagarlo  en  el  acto  á  cualquier  tenedor  del  documento. 

7^  Que  no  se  esplican  la  falta  de  enunciación  de  causa 
que  Battilana  como  abogado  no  podia  ignorar,  que  hacia  me- 
nos eficaz  el  documento,  ni  la  omisión  de  fecha  que  confie- 
sa al  absolver  posiciones  á  f.  198 ;  ni  se  esplican  tampoco 
las  diversas  clases  de  tintas  empleadas  y  el  blanco  en  que 
puso  su  noinbre,  sino  como  otras  tantas  maniobras  emplea- 
das para  abusar  de  la  buena  fé  de  Baffo  y  de  la  confianza 
que  le  prestaba  como  á  su  abogado. 

T.  VIII.  29. 
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8^  Que  el  hecho  de  haber  enmendado  «1  dia  de  la  f  echa»  des- 
pués de  consignado,  se  presta  á  presumir  que  el  eonsigaado 
primeramente  podía  dar  y  facilitar  la  prueba  de  la  coartada» 
no  dándose  como  no  se  dá  razón  para  la  enmienda. 

9^  Que  todas  estas  consideraciones  se  corroboran  si  se  tie* 
ne  en  cuenta  la  honradez  de  Baffo  acreditada  sobradamen- 
te en  autos,  en  contraposiiúon  de  las  falsedades  en  que  apa- 
rece incurriendo  Battilana,  según  resulta  de  la  copia  de  la 
sentencia  de  f..  14  y  que  no  ha  sido  impugnado  en  esta  par- 
t^,  basándose  además  en  informes  autorizados. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  de  la  sentencia 

acompañada  en  copia,  fallo  absolviendo  de  la  demanda  á  D« 

José  Baffo,  con  costas.  Bepónganse  los  sellos  y  notifíquese 

con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 

Battilana  apeló  de  este  fallo  solo  en  relación  para  ante  la 
Suprema  Corte. 

Falle  da  1»  Saprem»  Certe 

Buenos  Aires,  Mayo  18 'de  1876. 

Vistos  y  considerando :  que  el  presente  juicio  se  encuentra 
ya  radicado  ante  la  jurisdicción  provincial,  puesto  que  se- 
guido allí  en  diferentes  grados  y  después  de  recibir  varias 
sentencias,  el  tribunal  superior  de  justicia  en  tercera  ins- 
tancia si  bien  ha  anulado  las  instancias  anteriores  por  haber- 
se iniciado  el  pleito  ante  el  juzgado  de  comercio  debiendo 
serlo  ante  el  de  lo  civil,  ha  reconocido  por  el  mismo  hecho 
que  él  corresponde  á  la  jurisdicción  general  de  la  provincia ; 
y  estando  dispuesto  por  el  scrtículo  catorce  de  la  ley  nacional 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacioiía-^ 
les,  que  una  vez  radicado  un  juicio  ante  los  Tribunales  ¿te 
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Provincia,  será  sentenciado  y  fenecido  en  la  jurisdicción  pro- 
vincial, y  que  solo  podrá  apelarse  á  la  Corte  Suprema  de  las 
sentencias  definitivas  de  los  Tribunales  Superiores  de  Pro- 
vincia en  los  casos  que  especifica,  entre  los  cuales  no  se 
encuentra  el  que  ahora  se  invoca  no  para  apelar,  sino  para 
iniciar  el  pleito  ante  lá  }urÍ8dieclón*i4clt»nal,  de  haber  cam- 
biado de  nacionalidad  una  de  las  partes,  pendiente  el 
juicio. 

Por  estos  fundamentos,  dejándose  sin  efecto  todo  lo  actua- 
do ante  la  jurisdicción  nacional,  se  declara  que,  el  presente 
juicio  debe  ser  sustanciado  y  fenecido  en  la  jurisdicción  pro- 
vincial; y  satisfechas  las  costas  de  la  presente  instancia  y 
repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

SALVABOE  M.  DEL  GARRII^.  —  JOSÉ 
BARROS  PAZOS. — i.  B.  GOROSTlAGA. 
— J.    DOMIIiGUEZ.— S.   M.   LASPIUR. 
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qué  no  se  trataba  .de  ¿jar  aibitrariamente  una  cantidad,  sino 
de  establecer  qu^  utilidades  podia  dejar  el  contrato.  Qne 
tratándose  de  ñn  informe  pericial,  el  Jaez  ha  debido  limitar 
su  auto  á  hacerlo  conocer  á  las  partes  para  que  lo  con- 
sientan 6  l'e  hagan  sus  observaciones  t  después  dictar  la 
resolución  final. 

-Pidió  se  dejara  sin  efecto  la  parte  del  auto  que  manda 
cumplir  lo  resuelto  por  los  arbitros,  declarando  que  estos 
no  hablan  llenado  su  misión,  y  mandando  que  se  les  deyol- 
viera  el .  espediente  para  que  procediesen  al  avalúo  de  las 
utilidades  ó  pérdidas  á  que  daria  lugar  el  cumplimiento  del 
contrato,  y  en  caso  omiso  ó  denegado  se  le  concediera  ape- 
lación para  ante  la  Suprema  Corte. 

Oorrido  traslado  á  la  parte  de  Stephen  y  Vonviller,  con- 
testaron que  el  procedimiento  de  los  peritos  arbitradores 
habia  sido  ajustado  ala  naturaleza  de  su  cometido  y  á  las 
prescripciones  legales ;  que  los  peritos  tenian  que  hacer  el 
justiprecio  de  las  utilidades  debidas,  procediendo  como  ar- 
bitros arbitradores^  siendo  ese  el  carácter  que  les  dá  la  ley, 
la  sentenéia  de  la  Suprema  Corte  y  el  acta  de  su  nom- 
bramiento, siendo  por  tanto  inex'aoto  que  los  peritos  hayan 
sido  nombrados  para  emitir  un  informe  &  opínioh  y  no  para 
pronunciar  un  fallo.  ' 

Que  los  peritos  no  han  estado  obligados  á  entrar  en  las 
consideraciones  d^  detalle  que  indica  Camuso;  ni  menos  á 
inspeccionar  el  buque  •  qué  ha  suñrido  nuevas  alteraciones  y 
oonstilicciodés,'  y  qué  se  hallaba  y  se  halla  en  puertos  es- 
txangéros.      ;.•:•' 

Qne  ni  en  la  sentenfeia  ni  en  el  aéta"  del  juicio  verbal  se 
determinó  la  manera  cómo  *debian  proceder  los  peritos,  que- 
dando ^1  punto  librado  á  su  pericia  y  conciencia. 

Que  para  fijar  las  utilidades  que  pudiera  dejar  eL  contra- 
to siendo  hombres  entendidos  en  es|i  clase  de  trabajos,  bas* 
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taba  qne  estudiasen  el  contrato,  pues  de  sus  especificaciones 
resulta  la  magnitud  y-oalídad  d^  los  trabas  contratados, 
lo  que  bastaba  para  determinar  el  monto  de  las  ganancias» 
las  que  de  común  acuerdo  entre  los  tres  arbitradores  fueron 
fijadas  en  22  Vt  Ve 

Que  lo  que  pasó  entre  los  dos  arbitros  Palacios  y  Fader 
y  después  entre  los  tres,  no  puede  saberlo  Camuso,  pues 
ese  acto  fué  reservado  á  los  jueces  y  al  escribano  autori- 
zante. 

Que  como  arbitros  arbitradores  y  no  de  derecho,  han  pro- 
cedido y  debido  proceder  según  su  creencia  y  conciencia  á 
verdad  sabida  y  buena  fé  guardada,  sin  estar  sugeto  á  las 
formalidades  de  un  juicio,  ni  tener  siquiera  la  obligación 
de  oir  á  las  partes,  si  no  lo  creen  necesario,  según  la  ley 
23,  tít.  4%  Part.  3*. 

Que  la  firma  de  Palacios  puesta  en  el  laudo,  demuestra 
la  temeridad  de  las  afirmaciones  de  Camuso^  pues  un  hom- 
bre capaz  y  honrado  no  se  deja  envolver  en  confabulaciones 
y  bien  pudo  firmar  en  decidencia  si  no  hubiese  estado  con- 
forme con  la  opinión  de  sus  colegas  reunidos  para  mayor 
garantía,  en  casa  del  Abogado  de  Giró  y  Dermit. 

Que  los  recursos  de  apelación  y  nulidad  interpuestos  en 
subsidio  tampoco  debian  admitirse:  i^  porque  el  procedi- 
miento de  los  peritos  arbitradores  no  encerraba  ningún  vi- 
cio que  lo  invalidara;  2^  porque  esa  decisión  era  inapela- 
ble y  no  infería  agravios  que  justificasen  las  quejas  de  Ca- 
muso;  3^  porque  la  ley  de  Procedimientos  Nacionalest  artículo 
205,  no  permite  que  subsidiariamente  se'  iníterpongan  los 
recursos  de  revocatoria  y  apelai»oa  6  nulidad. 
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Fallo  del  Jues  de  Secclen. 


Buenos  Aires,  Enero  14  de  1876. 

Vistos  y  considerando :  i**  Que  en  el  caso  actual  se  trata 
de  determinar  las  ganancias  que  .correspondían  á  Stephens 
y  Yonviller,  á  consecuencia  de  la  falta  de  cumplimiento  del 
contrato  sobre  reparaciones  del  vapor  cConde  d'Eu»,  cues- 
tiones que  por  su  naturaleza  deben  resolverse  por  peritos 
arbitradores. 

2""  Que  en  este  sentidp  se  ha*  redactado  la  petición  de  f. 
254  en  que  se  pide  comparendo  para  el  nombramiento  de 
de  arbitros  arbitradores,  que  determinen  las  ganancias. 

3°  Que  el  acta  de  f.  258  espresa  literalmente  que  nom- 
bran peritos  arbitradores,  presentes  ambas  partes  y  sus  res- 
pectivos letrados,  lo  que  no  puede  permitir  la  alegación  de 
ignorancia. 

4^  Que  allí  mismo  se  comprometen  las  partes  i  obedecer 
lo  que  los  dichos  peritos  arbitradores  resuelvan. 

5^  Que  también  prescinden  de  la  confección  de  la  escri- 
tura pública,  formalidad  que  es  ma^  necesaria  para  los  jue- 
ces arbitros. 

6^  Que  la  nulidad  alegada  &  f.'Sí72,  se  funda  en  que  los 
peritos  arbitradores  carecen  de  facultad  para  pronunciar  el 
laudo  de  f.  263  y  de  la  confabulación  de  ellos  para  perju- 
dicar á  Giró. 

70  ^xiQ  de  niiiguna  paarte  de  los  autos  puede  deducirse  que 
hayan  procedido  con  mero  earáoter  ilustrativo. 

8^  Que  la  confabulación  se  reduce  á  lo  que  ha  pasado  en 
el  acuerdo,  lo  cual  no  constando  de  autos  y  siendo  por  su 
naturaleza  secreto,  no  puede  citarse  como  argumento,  contra 
las  sentencias. 
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9®  Que  la  falta  de  reconocimiento  del  buque,  el  no  ha- 
berse practicado  en  detalle,  apreciando  cada  una  de  las  obras 
que  eran  materias,  no  constituyen  mas  que  accidentes  que 
no  atañen  á  la  resolución  en  su  forma  ni  pueden  influir  en 
que  esta  se  declare  como  nula. 

10^  Que  aunque  supusiéramos  la  fuerza  y  eficacia  de  estas 
razones,  ellas  miran  al  fondo  de  una  cuestión  sometida  á 
juicio  de  peritos  arbitradores,  y  no  son  causas  para  decla- 
rar la  nulidad  del  laudo  espedido  con  las  condiciones  y  for- 
malidades legales,  según  lo  ha  declarado  la  Suprema  Corte, 
pág.  322,  tomo  3^    Segunda  Serie. 

Se  declara  firme  y  valedero  el  laudo  de  f.  263,  con  costas. 
Repónganse  los  sellos,  y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 

Habiendo  apelado  la  parte  de  Giró  y  Dermit,  se  dictó 
este 


Fallo  de  la  Saprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1876. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  trescientos  quince;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALVADOR  M.  DEL  CARRIL.  — J^SÉ 
BARROS  PAZOS.  —  J,.  B.  CIORQS- 
TUGA.  —  J.  DOMraCUBZ.  ^  S.  II. 
LASPIUR. 
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CAUSA    I4XTIII. 


D.  José  Antonio  Zorrilla,  contra  D,  Daniel  González,  por 

cobro]  de  pesos. 


Sumario.  —  1°  El  contrato  de  Sociedad,  con  el  objeto  de 
negociar  en  ganados,  por  el  cnal  los  socios  convienen  en 
comprarlos  á  crédito  y  poner  su  trabajo,  es  válido. 

2^  Dicho  contrato  constante  de  escritura  pública,  firmado 
por  los  socios,  subsiste  para  los  terceros,  aunque  se  alegue 
la  disolución 'de  la  sociedad,  si  esto  no  ha  sido  justificado. 

3^  Las  presunciones  graves  y  concordantes,  hacen  prueba 
en  las  causas  comerciales,  en  las  que  debe  precederse  á 
verdad  sabida  y  buena  fé  guardada. 

4^  Otorgada  una  letra  por  precio  de  una  partida  de  ga- 
nado, comprada  para  la  Sociedad,  cada  socio  es  responsable 
solidariamente  del  pago  de  su  importe. 

5*^  £1  ototgamiento  de  una  letra  que  tenga  su  origen, 
aunque  haya  sido  firmada  esta  por  un  socio  y  no  por  la 
razón  social,  no  constituye  novación  que  exima  del  pago  á 
los  demás  socios. 

6^  Para  ello  es  necesario  que  se  manifieste  claramente  la 
voluntad  de  libertar  de  la  obligocion  á  la  Sociedad  ó  á  los 
demás  socios. 
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7**  No  probándose  la  provisión  de  fondos  por  parte  del 
girante,  no  pnede  alegarse  por  él  la  caducidad  de  la  letra 
por  falta  de  aviso  del  protesto. 


Caso. — D.  José  Antonio  Zorrilla  demandó  á  la  Testamen- 
taria de  D.  José  S.  Olgnin  y  á  D.  Daniel  González,  por  el 
pago  de  3400  ps.  bol.,  importe  de  una  letra  firmada  por 
Olguin. 

Esta  letra  fué  otorgada  por  Olguin  para  pagar  á  Zorrilla 
el  precio  de  un  ganado  que  habia  comprado  para  la  Socie- 
dad José  Olguin  y  C*,  cuyos  socios  eran  Olguin  y  Gon- 
zález. 

Dictada  sentencia  absolutoria,  la  que  fué  revocada  por 
fallo  de  la  Suprema  Corte  de  6  de  Febrero  de  1872,  orde- 
nándose la  prueba  de  los.  hechos  alegados  por  Zorrilla,  éste 
prosiguió  la  demanda  solo  contra  D.  Daniel  González. 

Producida  la  prueba  correspondiente,  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Jaes  SereloniAl* 


Mendoza,  Octubre  V  dei  1875. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  José  Antonio  Zor- 
rilla, natural  de  España  y  vecino  de  la  Provinoia  de  Santa- 
I'é,  y  D.  Daniel  González,  argentino. y  vecino  de  esta,  por 
cobro  de  tres  mil  cuatrocientos  pesos,  valor  de  la  letra  de 
f.  232,  intereses  y  costas. 

El'Sr..  Zorrilla,  interpuso •  su  demanda  al^mismo  tiempo 
que  contra  el  Sr.  González,  contra  la  testamentaria  de  D. 
José  S.  Olguin,  librador  de  la  espresada  letra,  que,  según- 
el  mismo  Zorrilla,  procedía  de  parte  del  precio  de  una. can- 
tidad de  novillos  que  vendió  al  último,   en  la  Provincia  de 
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San  Luis.  La  fundaba  contra  la  testamentaria  en  el  hecho 
de  que  la  letra  no  había  sido  aceptada  ni  pagada  á  su  ven- 
cimiento por  los  Sres.  Caries  y  Ramos,  del  Rosario,  contra 
quienes  habia  sido  ella  girada,  y  contra  González,  primero, 
en  el  de  ser  éste  tenedor  del  ganado,  j  posteriormente,  en 
el  hecho  de  ser  socio  de  Olguin  y  de  haber  éste  realizado 
la  compra  para  la  Sociedad.] 

Tramitada  la  causa  hasta  pronunciarse  sentencia,  fué  ape- 
lada esta,  y  posteriormente,  anulado  el  procedimiento  de  i" 
Instancia,  por  sentencia  suprema  de  Febrero  6  de  1872, 
determinándose  en  esta,  que  hallándose  reducida  la  deman- 
da de  Zorrilla,  contra  González  y  la  testamentaria  de  Olguin 
al  cobro  del  valor  de  la  letra  que  el  primero  sostenía  pro- 
ceder de  parte  del  precio  de  una  tropa  de  ganado  vendida 
por  él  á  la  Sociedad  que  Olguin  tenia  con  González,  para 
esa  clase  de  negocios,  era  sobre  la  verdad  de  estos  hechos 
negados  por  Olguin,  que  debia  versar  la  prueba  y  no  sobre 
los  que  hablan  sido  designados  por  el  Juez  que  falló  en 
1^  Instancia  la  causa. 

Devueltos  los  autos  y  vencido  ya  el  término  de  prueba. 
Zorrilla  desistió  de  su  acción  contra  la  testamentaria,  de- 
jando subsistente  únicamente  la  deducida  contra  González. 

T  considerando :  1®  Que  la  existencia  de  un  contrato  de 
Sociedad  entre  el  Sr.  Daniel  González  y  D.  José  S.  Olguin, 
para  negociar  en  ganados,  está  plenamente  justificado  por  la 
escritura  original  de  f.  223,  reconocida  judicialmente  á  f. 
56  vuelta. 

2^  Que  este  contrato  es  perfectamente  válido,  pues  en  él 
dos  socios,  á  mas  de  su  crédito  ponen  su  trabajo.  Olguin 
comprando  los  animales  en  San  Luis  ó  donde  mas  convenga 
y  González  haciendo  las  ventas  ó  mandando  los  ganados  á 
Chile.    (Artículo  387  y  389  del  Código  de  Comercio). 

3^  Que  aunque  González  declara  á  f .  53,  que  ese  contrato 
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no  tuYO  efecto,  no  consta  que  ha  cnmplido''con  la  prescripción 
del  artículo  492  del  Código,  por  lo  que  respecta  á  la  publi- 
cación de  la  disolución  de  la  Sociedad,  como  debió  hacerlo 
si  efectivamente  se  hahia  rescindido  ó  dejado  sin  efecto, 
tratándose  de  una  Compañía  constante  de  escritura  firmada 
por. las  partes. 

4^  Que  además,  el  mismo  González  confiesa  que  los  gana- 
dos le  fueron  remitidos  por  Olguin,  lo  que  también  resulta 
de  las  declaraciones  de  fs.  241,  243,  246  y  247,  sin  que 
haya  dado  una  razón  satisfactoria,  sobre  la  causa  en  cuya 
virtud  le  fueron  remitidos,  pues  ya  se  niega  á  dar  esplica- 
cion  alguna,  ya  declara  que  los  compró  sin  justificarlo  sin 
embargo,  como  es  de  verse  á  fs.  H  y  siguientes  y  40  vta. 

5^  Que  estos  hechos  demuestran  clara  y  evidentemente  á 
la  par  que  la  realidad  y  ejecución  del  contrato  de  González 
con  Olguin,  la  verdad  de  que  la  compra  del  ganado,  hecha 
por  el  último  á  Zorrilla,  fué  para  la  Sociedad,  y  que  ha 
obligado  por  consiguiente  á  esta  como  á  cada  uno  de  sus 
miembros. 

6^  Que  en  cuanto  á  la  procedencia  de  la  letra  que  dá 
lugar  á  la  cuestión,  existen  las  siguientes  graves  y  concor- 
dantes presunciones :  1*  La  estipulación  contenida  en  el  con- 
trato de  f.  234,  en  virtud  de  la  cual,  el  pago  de  la  ha- 
cienda vendida  por  Zorrilla,  debia  verificarse  á  plazos  y  fir- 
mándose pagarées  por  Olguin ;  estipulación  ratificada  por  la 
declaración  del  testigo  D.  Nicanor  Fernandez  (f.  240)  en 
su  contestación  á  la  segunda  pregunta  del  interrogatorio 
presentado  por  Olguin ;  2^  El  no  haber  probado  González, 
ni  aún  indicado  siquiera  el  pago  íntegro  de  la  hacienda  por 
la  Sociedad  á  Olguin,  pues  dada  la  responsabilidad,  que, 
como  á  socio  en  la  negociación,  le  imponían  la  ley  y  el 
contrato  de  f.  233,  es  claro  que  á  él  le  cumplía  alegar  y 
probar  dicho  abono;  3^  La  cláusula  2*  del  mismo  contrato 
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*  Casd.**-D.  Saltiistiaiio  Galup  é  hijos  d^mand^on'  ante'  el 
Juez  de  GomeTtio  á  Matti  y  Fiera  por  el  iñiporte  de  3,3&4 
ps.  fts.  50  otYs.  procedentes  de  un  documento  fitmüdo  & 
favor  de  ellos. 

Matti  y  Fiera  alegaron  ser  estrangeros,  y  los  Sres.  6a- 
lup  é  hijtís,  argentinos,  por  lo  qne  declinaban  de  la  jurisdic- 
ción provinbial. 

Se  aceptó  de  conformidad  de  partes  la  declinatoria,  y  los 
Sres.  Galup  é  hijos,  demandaron  á  Matti  y  Fiera  ante  el 
Juzgado  Federal. 

Matti  y  Fiera  volvieron  á  declinar  de  jurisdicción,  dicien*- 
do  que  D.  Salustiano  Galup,  padre,  era  francés. 

Negado  este  hecho,  se  abrió  la  causa  á  prueba. 

Durante  el  término  se  probó  solamente  que  un  Sr.  Serres 
empleado  de  Galup  é  hijos  era  francés,  é  interesado  en  las 
utilidades  de  la  casa. 


Fallo  del  JaeM  Seeelonal» 


Buenos  Aires*  Mayo  14  de  1876. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D«  Salustiano  Galup  é 
hijos  contra  los  Sres.  Matti  y  Fiera  y  especialmente  el  in- 
cidente sobre  jurisdicción  y  resultando :  .       . 

1^  Que  habiéndose  declinado  de  jurisdicción  á  solicitud  de 
la  parte  de  Matti  y  fiera,  se  declaró  por  los  Tribunales  de 
la  Frpvinciala  competencia  de  los  Tribunales  Federales  | en  el 
conocimiento  de  está  causa,  y  en  su  virtud  los  Sres.  Galup, 
se  presentaron  ante  este  Juzgado  en  virtud  de  haberse  es- 
tablecido la  diversa  nacionalidad  de  las  partes. 

i'^  Que  alegando  nuevos  datos  sobre  la  nacionalidad  del 
Sr.  Galup,  la  parte  de  Matti  y  Fiera  interpuso  escepcion  de 
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minar  si  por  el  hecho  del  recibo  de  la  letxa  como  parte  del 
precio  del  ganado  y  haber  sido  ella  suatírita  por  otro  iiom« 
bre  que  el  de  la  razón  social,  se  verificó  ó  no  novación,  de 
suerte  que  en  caso  afirmativo,  se  hallen  estinguidas  aquellas 
acciones. 

10.  Que  á  este  respecto  es  de  considerar:  1°  Que  es  un 
principio  universalmente  reconocido,   que  para  que  se  en- 
tienda que  el  contrato  primeramente  celebrado  queda  estin- 
guido  por  otro  posterior,   es  menester  que  aparegen  clara- 
mente la  voluntad  de  los  contrayentes  6  que  como  dice  el 
artículo  983   del   Código  de   Comercio,  concordante  con  el 
12,  tít.  8,  Sec.  1,  Lib.  2  del  Código  Civil,  la  voluntad  de  ve- 
rificar  la   novación,    resulte    claramente   del  acto,    por   la 
incompatibilidad  de  las  obligaciones  ó  de  otra  manera,  c  pues 
la  novación  no  se  presume  »,  como  que  envuelve  la  renuncia 
implícita  de  los  derechos  adquiridos  por  el  primer  contrato; 
2^  Que  del  testo  de  esas  disposiciones  como  de  la  doctrina 
de  los  autores,  se  infiere  que  hay  siempre  una  presunción 
jurts  contra  la  novación,  máxime  siendo  ella  perjudicial  á 
aquel  á  quien  se  opone,  y  que  por  consiguiente,  el  que  la 
alega  debe  probar  de  un  modo  terminante,  que  los  otorgan- 
tes al  hacer  el  nuevo  contrato  quisieron  echar  por  tierra  el 
antiguo;    ?^  Que   en  el  presente  caso  no  aparece  de  parte 
alguna,  que  la  intención  de  las  partes  haya  sido  sustituir 
el  contrato  primitivo  de  compra-venta  con  la  letra  de  cambio 
en  cuestión,   sino  mas  bien  servirse  de  esta  como  de  un  me- 
dio de  facilitar  el  cumplimiento  de  aquel,  sin  que  pudiera 
alterar  ni  estinguir  los  efectos  del  mismo;    4^  Que  es  por 
otra  parte,  disposición  espresa  del  artículo  984  del  Código 
de  Comercio,  correlativo  del  13  del  tít.  ya  citado,  del  Có- 
digo Civil,  que  la  novación  no  se  verifica  por  el  mero  hecho 
de  recibir  el  acreedor  en  letras  de  cambio  el  importe  de  lo 
que  se  le  debe,  y  que,  con  escepcion  del  caso  en  que  declara 
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haber  sido  satisfecho  ó  anote  en  sus  libros  el  pago  de  la 
deuda  sin  referencia  á  las  letras  recibidas,  lo  cual  no  se 
ha  alegado  ni  menos  probado  en  este  caso,  por  González ; 
conserva  todos  los  derechos  y  privilegios  del  antiguo  crédito 
unido  á  las  nuevas  garantías  ofrecidas  por  el  deudor  con  la 
entrega  de  las  letras ;  y  5^  Que  no  basta  tampoco  la  sus- 
titución de  un  nuevo  deudor  para  que  la  novación  tenga 
efecto,  si  en  la  nueva  estipulación  no  se  ha  esplícitamente 
consignado  la  liberación  del  deudor  primeramente  constitui- 
do, pues  asi  se  halla  espresamente  establecido  en  la  ley  15, 
tít.  14,  Part.  5"  y  en  los  artículos  985  del  Código  de  Co- 
mercio y  14  del  título  respectivo  del  Código  Civil. 

11.  Que  en  lo  espuesto  en  el  anterior  considerando,  debe 
concluirse  que  aun  en  el  supuesto  de  hallarse  estinguidas  las 
acciones  resultantes  de  la  letra  de  cambio  no  pagado,  no  debe 
suceder  lo  mismo  respecto  de  las  que  nacen  del  contrato  de 
compra-venta,  del  cual  aquella  letra  procede. 

12.  Que  por  otra  parte  no  resulta  tampoco  justificada  la 
caducidad  de  la  letra  alegada  por  la  parte  de  González,  pues 
no  ha  probado  éste  que  haya  habido  por  parte  del  girante,  sufi- 
ciente provisión  de  fondos  en  poder  del  girado,  no  obstante  la 
manifestación  en  contrario  hecha  por  este,  para  negarse  á  la 
aceptación  y  pago  de  la  letra,  según  resulta  del  testimonio  del 
protesto  corriente  á  f.  28,  ni  por  consiguiente  que  le  haya 
podido  resultar  perjuicio  alguno  de  la  falta  de  aviso  del  pro- 
testo en  los  términos  del  art.  840  del  Cod.  de  Comercio.  Cir- 
cunstancia aquella  indispensable  para  que  queden  estinguidas 
las  acciones  resultantes  de  la  letra  contra  el  librador  ó  quien 
lo  represente,  según  la  verdadera  inteligencia  del  art.  840  ya 
citado,  porque  faltando  ello  no  habia  razón  alguna  de  justicia 
para  negar  al  portador  de  buena  fé  la  acción  que  en  casos  mas 
graves  aun,  le  acuerdan  los  artículos  798,  843  y  890  del  mismo 
Código  el  170  del  Código  Francés  y  al  536  del  Código  Español 
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de  los  cuales  está  copiado  con  ligeras  diferencias  el  840  del 
nuestro. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  declaro: 
que  el  demandado  D.  Daniel  González  como  socio  de  D.  José 
J.  Olguin,  en  la  negociación  de  ganados  que  da  lugar  á  la  pre- 
sente cuestión,  es  ledp^dbble  sAidarlainente  y  está  obligado  á 
abonar  á  D.  José  A.  Zorrilla,  en  el  término  de  diez  dias,  la  su- 
ma de  3400  ps.  bolivianos,  valor  de  la  letra  f .  232,  con  los  inte- 
reses desde  el  dia  de  la  notificación  de  la  demanda,  computadas 
según  lo  que  abonan  los  Bancos  Públicos  de  esta  Ciudad,  has^a 
su  efectivo  pago  y  costas  del  juicio.. Hágase  saber  con  el  ori- 
ginal y  repóngase  el  papel. 

C.  de  la  Torre. 


Fallo   de  1»   Saprein»  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la 
sentencia  apelada  de  foja  doscientos  noventa  y  uno ;  satis- 
fechas las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos»  devuélvanse 
los  autos. 

SALVADOR  MAKlA  DEL  CARRIL.  —JOSÉ 
BARROS  PAZOS. —  J.  B.  GOROSTIAGA.— 
J.  DOMÍNGUEZ. — S.  M.  LASPICR. 


T.   VIH.  30 
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CAUSA    I«XIX. 


El  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata,  contra  la  Provincia 

de  Santa-Fé,  por  daños  y  perjuicios  Incidente 

sobre  recurso  dé  revisión. 


Sumario.  —  El  recurso  do  revisión  no  procede  sino  en  los 
casos  del  artículo  S41  de  la  ley  de  procedimientos. 


Caso.  —  Dictado  el  fallo  de  8  de  Febrero  de  1876,  el  Ge- 
rente del  Banco  de  Londres  dedujo  el  recurso  de  revisión. 
Sus  fundamentos  se  hallan  espuestos  en  la  siguiente : 


VISTA  DEL   SR.   PROGCRÁDOR    GENERAL. 


Suprema  Corte: 

Baenos  Aires,  Mayo  8  de  1876. 

En  el  exordio  de  la  demanda  se  alegó  la  inconstitucionalidad 
de  la  ley  de  22  de  Junio  de  1875,  y  se  pidió  el  restableci- 
miento de  la  fuerza  del  contrato  celebrado  con  el  Gobierno 
de  Santa-Fé  el  22  de  Noviembre  de  1865,  y  una  indemni- 
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zaoidn*  por  los  perjaicios  sufridos  pon  la  qn^na  de  billetes 
en  ejecución  de  la  ley. 

En  el  cuerpo  de  dicho  escrito,  se  relataron  los  antece- 
dentes de  la  instalación  del  Banco  del  Rosario ;  y  se  invocó 
espresamente,  y  por  repetidas  veces,  el  contrato  que  autorizó  la 
emisión,  de  acuerdo  con  la  ley  generi^l  de  18  de  Setiembre 
de  1865, 

Desde  un  principio,  pues,  la  ley  y  el  contrato  fueron  los 
fundamentos  de  la  demanda,  y  hubo  necesidad  de  tomarlos 
en  consideración,  para  abrir  juicio  sobre  el  artículo  de  in- 
competencia, promovido  por  el  representante  de  'la  Provin- 
cia, y  sin  resolver  nada  sobre  e][  fondo. 

Para  fundar  el  recurso  de  revisión,  ajustándolo  al  inciso  1® 
del  artículo  241  de  la  ley  de  la  materia,  se  alega  ahora  por 
el  escrito,  de  este  recurso : 

Que  la  demanda  no  pidió  la  declaratoria  de  curso  forzoso, 
ni  la  conservación  de  los  privilejios  del  Banco,  caducado  el  68, 
ni  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  por  inejecución  del 
contrato, 

Y  se  solicita:  Que  Y.  E.  haga  respetar  los  artículos  14 
y  17  de  la  Constitución  Nacional^  que  garanten  á  todos  los 
habitantes  de  la  República  el  ejercicio  de  toda  industria  lí- 
cita, y  la  inviolabilidad  de  la  propiedad. 

La  demanda  no  pidió  en  efecto  la  declaración  de  curso 
forzoso,  ni  la  conservación  de  los  privilejios   del  Banco,  si 

m 

bien  como  se  ha  visto  pidió  indemnización  de  los  daños  cau- 
sados por  la  quema  de  billetes,  en  ejecución  de  la  ley;  pero 
tampoco  fué  resuelto  nada  de  esto,  sino  la  incompetencia  de 
la  Corte  pata  entender  de  la  demanda  contra  Santa-Fé,  en 
los  términos  y  por  los  fundamentos  deducidos. 

El  recurso  de  revisión,  ademas,  no  se  ha  establecido  para 
analizar  opiniones  del  Procurador  General,  ó  los  fallos  de  esta 
Corte,  sino  para  salvar  omisiones  sobre  capítulos  de  la  dc'^ 
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manda  ó  reconvención,  presentar  nuevos  documentos  decisivos, 
reclamar  la  reforma  de  una  sentencia,  formulada  por  docu- 
mentos ó  testimonios  falsos,  ó  cuando,  como  decia  el  inciso  4°, 
la  sentencia  liubiese  reeaido  sobre  cosas  no  pedidas  por  las 
partes ;  7  tampoco  ha  tenido  lugar  nada  de  esto. 
El  recurso  debe  ser  pues  rechazado  con  costas. 

Carlos  Tejedor. 
Fallo  de  la  Saprema  Corte* 

« 

Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1876. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Se- 
ñor Procurador  General  en  su  precedente  vista,  no  ha  lugar,  con 
costas,  al  recurso  de  revisión  interpuesto,  y  archívense  como 
está  mandado,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

SALVADOR  Haría  del  CARRIL. — lOSÉ 
BARROS  PAZOS. —J.  B.  GOROSTIA- 
GA. — J.' DOMÍNGUEZ. 
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CAUSA  I4XX 


El  Gobierno  del  Paraguay  contra  D.  Anacarsis  Lanús^ 

sobre  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario. — Un  documento  no  comprendido  en  ningnno  de 
los  incisos  del  artículo  249  de  la  ley  de  Procedimientos,  no 
trae  aparejada  ejecución. 

Caso.  —  D.  Juan  S.  Godoy,  en  representación  del  Gobierno 
del  Paraguay,  se  presentó  ante  el  Juez  de  Sección  en  Bue- 
nos Aires  pidiendo  que  D.  Anacarsis  Lanús  reconociera  el 
siguiente  documento : 

€  £1  abajo  firmado  confiesa  que  ha  recibido  del  Ministerio 
de  Hacienda  la  cantidad  de  cincuenta  mil  pesos  en  diez  mil 
billetes  brasileros  de  valor  de  diez  mil  reis  cada  uno,  que 
componen  la  suma  espresada,  para  llevarlos  &  Buenos  Aires  á 
negociar,  cambiándolos  á  metálico  y  remitir  ó  entregar  á  S» 
S.  el  Encargado  de  Negocios  de  la  República  en  París  IX 
Cá^4ido  Barreiro,  debiendo  dar  aviso  oportuno  de  la  remisión 
de  dichos  fondos ;  y  para  constancia  firmo. 

€  Asnneion,  Febrero  1*  de  1875. 

€  Anacarsis  Lanús. » 
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.  Habiendo  Lanús  manifestado  judicialmente  que  era  suya 
la  firma  del  documento  y  cierto  el  contenido,  Godoy  espuso 
que  los  fondos  no  hablan  sido  entregados  al  Ministro  de  la 
República,  residente  en  París,  por  lo  que  pedia,  de  conformi- 
dad al  artículo  252  de  la  ley  de  Procedimientos  Nacionales, 
que  se  dictara  auto  d»  saliendo .  OQQtí^a^el  deudor. 


Fallo  del  Suex  úe  Seeelon» 

Buenos  Aires,  Marzo  7  de  1876. 

No  estando  el  documento  de  foja  1*  comprendido  en  el  artí- 
culo 249  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  no  ha  lugar. 

Isidoro  Álbarractn. 

Notificado  el  ejecutante,  pidió  revocatoria  ó  apelación  en 
subsidio  diciendo  que  precisamente  en  virtud  del  inciso  ^ 
del  artículo  citado  por  el  Juez  es  que  ha  iniciado  la  ejecu- 
ción, por  ser  el  título  un  documento  privado  reconocido  en 
juicio,  que  trae  por  consiguiente  aparejada  ejecución*. 

Concedida  la  apelación  en  relación  se  dictó  este 

Fallo  de  la  Saprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1876. 

YiBtos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  ^de  foja  veinte  y  siete  vuelta  y  satisfechas  y 
j  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

SALTADOR  M""  DEL  CARRIL.  —  XOSÉ  RARROS 
PAZOS.— J.  R.  GOROSTIAGA.— J.DO^ 
WRGUEZ^  —  S.  M«  LASPUIR» 
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CAUSA    I«XXI. 


D.  Pablo  Borgiaqui  contra  D.  Tulio  Méndez,  sobre  fianza 


Sumario.  —  Las  palabras  cliso  y  llano  pagador  >,  emplea- 
das en  nn  documento  de  fianza,  constituyen  al  fiador  en  paga- 
dor principal,  y  le  privan  del  beneficio  de  escnsion. 


Caso. — D.  Tnlio  Méndez  garantia  á  favor  de  D.  Pablo 
Borgiaqui  el  pago  de  los  alquileres  de  la  casa  calle  Paraná 
núm.  367  de  propiedad  de  este,  alquilada  por  D*  Santos 
Carrizo. 

Borgiaqui  demandó  ejecutivamente  á  la  Sra.  Carrizo  por 
^1  abono  de  los  alquileres  debidos,  pero  habiendo  manifestar» 
do  esta  que  no  tenia  dinero  con  que  pagar,  ni  bienes  que  dar 
á  embargo,  el  propietario  demandó  á  D.  Tulio  Méndez  por  el 
pago. 

Este  opuso  que  no  era  fiador  solidario,  y  que  tenia  derecho 
al  beneficio  de  escusion,  manifestando  que  la  Sra.  Carrizo 
tenia  una  propiedad  en  San  José  de  Flores  que  podia  ser  em- 
bargada. 
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Fallo  del  JTaea  9eeelonal< 


Baenos  Aires,  Febrero  18  de  1876 

Vistos  y  consideraindo :  que  por  loi  términos  empleados  en 
el  documento  de  fianza  de  constituirse  «  fiador  y  llano  paga- 
dor», D.  Tulio  Méndez  se  reconoce  principal  pagador:  por 
lo  que  aunque  sea  con  la  calificación  de  fiador  es  deudor  soli- 
dario (art.  20  del  tít.  De  la  Fianza,  C.  Civil)  y  puede  como  tal 
ser  demandado  antes  que  el  deudor  principal.  .Fallo  no 
haciendo  lugar  á  la  excepción  de  orden  alegada  por  D.  Tulio 
Méndez.    Hágase  saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de   la  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Junio  I*"  de  J876 

Vistos :  no  significando  las  palabras  <  liso  y  llano  pagador  > 
empleadas  en  el  documento  de  foja  diez,  sino  constituirse  el 
que  suscribe  en  principal  pagíidor,  con  arreglo  al  artículo 
veinte,  título  De  la  Fianza,  Código  Civil,  y  por  sus  funda- 
mentes,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  veinte 
y  tres  vuelta;  satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los 
sellos,  devoélvañse. 

SALVADOR  MARÍA  DEL  CARRIL.  — 
40SÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GO- 
IIOSTIAG A .  -—  J .  DOMÍNGUEZ. 
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CAUSA    I.XXII 


Mattt  y  Piera  contra  D.  Domingo  Etchart^  por  cobro  de  pesos. 

Sobre   competencia. 


Sumario.  — El  artículo  14,  inciso  2  de  la  ley  de  jurisdicción 
y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  concede  el  recur- 
so ante  la  Suprema  Corte  de  las  sentencias  definitivas  dic- 
tadas por  los  tribunales  de  Provincia  en  juicios  radicados 
ante  ellos,  y  no  de  -autos  que  no  son  definitivos,  ni  dictados 
en  juicios  radicados. 


Caso.  —  D.  Domingo  Etchart  presentó  ante  el  Tribunal  de 
Comercio  de  Buenos  Aires  el  siguiente  documento  protestado: 

€  Sres.  Matti  y  Fiera.  Sírvanse  Vds.  pagar  por  mi  orden 
>  y  cnenta,  á  la  orden  de  D.  Domingo  Etchart  la  cantidad  de 
»'sei8  mil  novecientos  diez  y  seis  pesos  m/c.  importe  que 
»  adeudo  i  dicho  señor  por  provisión  para  el  vapor  «Cisne». 
»  —Buenos  Aires,  Julio  13  de  1875. — Manuel  Pazos.  » 

c  Está  conforme  y  será  pagado  por  los  que  firman. 

<  Matii  y  Piera.  » 

Etchart  entabló  acción  ejecutivs  cratra  Matti  y  Piera,  y 
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el  Juez  de  Comercio  dictó  contra  ellos  el  auto  de  solvendo 
y  el  mandamiento  de  embargo. 

Matti  y  Piera  presentaron  declinatoria  de  jurisdicción,  ale- 
gando que  el  caso  correspondia  á  la  jurisdicción  nacional, 
por  tratarse  de  provisiones  á  un  buque. 


AUTO  DEL  JUEZ  BE  COMERCIO 

Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1875. 

•  ... 

Tistes:  ía  declinatoria  de  jurisdicción  intentada  por  ÍbI  eje- 
cutado  Matti  y  Piera,  fundándose  en  que  el  origen  de  la  obli- 
gación contenida  en  el  documento  de  f.  1  proviene  de  su- 
ministros hechos  para  un  buque,  por  cuya  causa  este  asunto 
corresponder  al  conocimiento  de  la  justicia  fed.eral,  según 
lo  dispuesto  en  el  artículo  2  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863.  —  T  considerando: 

I''  Que  por  el  artículo  7^  del  Código  de  Comercio,  inciso 
3°  este  asunto  es  de  carácter  cprneTcial. . 

i""  Que  tratándose  de  letras  de  cambio  como  es  el  documen- 
to de  f .  1 ,  nada  importa  el  contrato  que  les  haya  dado  orí- 
gen,  artículo  775  del  Código,  pues  la  jurisdicción  especial  y 
legislación  propia  de  éstos  documentos,  es  independiente  del 
origen  que  ellos  tengan; 

3^  Que  el  ejecutado  al  aceptar  la  letra  de  f.  1  no  ha  he- 
cho contrato  alguno  marítimo. 

Por  esto  no  ha  lugar  con  costas  á  la  declinatoria  solici- 
tada por  el  ejecutado,  y  sígasele  ejecución  según  su  estado. 

/.  C.  Lagos. 

« 

Matti  y  Piera  apelaron  trnte  la  Cámara  de  apelaciones  en 
lo  Comercial,  y  esta  ordenó  se  devolvieran  los  autos  al  Juez 
de  Comercio  para  cfiie ''llevase  adelántelos  ptocedi»ieú4x)8. 


.  Ocurrieron  entonces  á,  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Na- 
cional, que  co.nfirió  ]vista  al  señor  Procurador  General. 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Junio  5  de  1876. 

Las  acciones  ordinarias,  como  las  ejecutivas  deben  dedu- 
cirse ante  juez  competente^  y  eiumdo  así  no  se  hace;  puede 
el  demandado  resistir  al  conocimiento  de  juez  incompetente - 

La  parte  de  Matti  y  Fiera  ha  resistido  en  los  presentes 
autos,  pero  sin  incitar  la  jurisdicción  nacional  oportunamen- 
te, y  recurriendo  por  el  contrario  del  Juez  de  1*  instancia  á 
la  Cámara  de  apelaciones  de  la  provincia,  que  confirmó  su  re- 
solución. 

El  articulo  de  declinatoria  podia  decirse  en  tal  caso  radi- 
cado y  fenecido  ante  la  jurisdicción  provincial  y  el  recurso 
apoyado  en  el  artículo  14  de  la  ley  federal,  inciso  2**. 

Pero  ese  artículo,  14  habla  de  juicios  jad^icados,  que  no  exis- 
ten mientras  no  se  intenta  la  demanda,,  y  de  sentencias  de- 
finitivas pronunciadas  por  los  Tribunales  Superiores  de  Pro- 
vincia, que  no  han  tenido  lugar. 

El  otro  artículo  17  que  se  invoca,  tampoco  es  aplicable,  por 
cuanto  él  se  refiere  á  las  competencias  que  se  «susciten-i  ins- 
tancia de  parte,  sobre  jurisdiccjion  de  I03.  jueces  nacionales. 

Corresponde,  pues,  rechazar  este  recurso. 

Carlos  leedor ' 

Fallo  de  1»  Suprema  Corte 

.  •       •  -.   •      • '  '  •    .     , . 

Buenos  Airea,  Jopio  9  de  1876.  • 
Vistos:  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General  no  ha  logar. id  recurso  inteij«e^,  sa- 
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tisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  libran- 
do el  correspondiente  oficio. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. —J.   DOMÍNGUEZ.— 
S.  M.  LASPIUR. 


CAVSA    liXXIII. 


El  Capitán  Gastaldi  del  vapor  €  Capitán  y^  contra  D.  Anjel 
Benatit  sobre  nombramiento  de  arbitro. 


Sumario, —  l^  Solo  en  caso  de  negativa  de  la  parte  para 
nombrar  arbitro,  corresponde  al  Juez  el  nombramiento  de 
oficio. 

2^  No  es  negativa  la  dilación  de  una  manifestación  ordenada 
bajo  apercibimiento  en  términos  generales. 


Caso.  —  D.  Anjel  Benati  demandó  al  Capitán  Gastaldi  por 
indemnización  de  daños  y  perjuicios  procedentes  de  un 
choque. 

Llamadas  las  partes  á  nombramiento  de  arbitros,   la  del 


DE  lUSTiaA  NACIONAL  445 

Capitán  Gastaldi  nombró  por  su  arbitro  á  D.  Antonio  Some- 
llera. 

El  actuario  dio  cuenta  de  no  haber  podido  notificar  al  Sr^ 
Somellera  por  ignorar  su  domicilio. 

La  parte  de  Benati  pidió  se  intimara  á  Gastaldi  mani* 
festase  en  el  acto  de  la  notificación  el  domicilio  del  señor 
Somellera,  bajo  apercibimiento  de  lo  que  hubiere  lugar  en 
derecho. 

El  Juez  de  Sección  proveyó  de  conformidad. 

El  apoderado  de  Gastaldi  espuso  que  no  podia  hacer  la 
manifestación  en  el  acto  de  la  notificación,  porque  ignoraba 
el  domicilio,  pero  que  lo  haria  por  escrito. 

Pasados  algunos  dias,  Benati  acusó  rebeldía,  y  pidió  que 
haciéndose  efectivo  el  apercibimiento,  se  nombrara  de  oficio 
á  otro  arbitro  en  reemplazo  del  Sr.  Somellera. 

El  Juez  dictó  auto  de  conformidad  y  nombró  á  otro 
arbitro. 

Antes  de  ser  notificado  de  este  auto  el  apoderado  de  Gas- 
taldi manifestó  el  domicilio  del  Sr.  Somellera,  y  pidió  se  le 
notificara  su  nombramiento. 

El  juzgado  no  hizo  lugar  á  la  petición  por  estar  fuera  de 
tiempo,  y  no  concedió  en  seguida  la  apelación  que  se  inter- 
puso. 

Gastaldi  apeló  de  hecho,  y  después  de  recibido  el  informe 
correspondiente  del  Juez  de  Sección,  se  dictó  el  siguiente: 

Fallo  de  la  ftaprem»  Cort«« 

Buenos  Aires,  Jaoio  3  de  1876 
Eesultando  del  precedente  informe  que  el  apoderado  de 
Gastaldi  presentó  escrito  el  dia  veinte  y  cinco  de  Febrero 
manifestando  el  domicilio  del  arbitro  que  habia  nombrado, 
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qxie  el  motivo  que^  alegó  para  no  hacerlo  ea  el  acto. de  la 
notificación  era  atendible:  y  que  el  apercibimiento  que  én 
términos  generalee  oottenia  la  providienGia  en  que  se  mandó 
hacer  la  manifestación,  debia  limitarse  á  ordenar  el  nombra- 
miento de  otro  arbitro,  no  pudiendo  recurrirse  al  nombra- 
miento de  oficio  sino  en  caso  de  negativa  ú  omisión  por 
parte  del  interesado;  sé  revoca  por  estos  motivos  el  auto 
apelado  y  devuélvanse  estas  actuaciones  para  que  se  agreguen 
á  sus  antecedentes ;  previo  pago  de  costos  y  reposición  de 
sellos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  — J.  B.  GOROS- 
TUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 


CAVSA    liXXIT 


D..Antero  Bckrriga,  contra  D.  Guillermo  Gibbs,  por  deslinde 

y  reivindicación.  Sobre  competencio^. 


•  ••  ^  ;       >    fl  !»•>  »  < 


.>    «. . 


Sumario.  —  Los  Tribunales  Nacionales  no  son  competentes 
para  entender  en  la*  acción  de  reivindicación  de  un  condómino 
ódntta  un  terceto  por  razón  de  las  persoi^as,  si  no  le  son  al 
hñsmo  tiempo  para  todos  los  demás  condóminos. 
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'  Caso.  —  D.  Antero  Barriga,  Cónsul  Chileno  residente  en 
Mendoza,  demandó  á  D.  Gnillermo  Qibbs,  inglés,  por  deslinde 
y  restitoGion  de  nnos  campos  llamados  Ancón  y  la  Carrera,  d^ 
los  cnales  era  condómino  con  su  hermano  D,  José  Miguel  Bar- 
riga, chileno. 

El  demandado  opnso  entre  otras  escepciones  la  de  incom* 
potencia  del  Jnzgado  Nacional,  alegando  que  el  condomino  D^ 
José  Miguel  Barriga  no  podía  demandarle  ante  la  Justicia 
Nacional  por  no  ser  esta  competente  en  causa  entre  dos  eti* 
trangeros ;  y  que  por  consiguiente  no  podia  demandarle  tam- 
poco ante  ella  el  actor,  atento  lo  dispuesto  por  el  artículo  i  O 
de  la  lej  nacional  sobre  competencia  de  i  4  de  Botiombro 
de  1863. 

D.  Antero  Barriga  contestó  que  la  demanda  habla  sido  in- 
terpuesta por  él  solo,  porque  estaba  por  dividir  el  condominio 
con  su  hermano,  según  resultaba  de  los  documentos  que  acom- 
pañaba. 


Falla  d«l  jro#s  ••••laniil* 

MendoM,  Julio  SI  de  1874. 

Y  vista,  la  presente  articulación  promovida  por  la  parte  da 
B.  Guillermo  Gíbbs,  y  considerando :  que  la  demanda  de  f ,  5& 
ha  sido  interpuesta  por  el  Cónsul  de  la  Bepública  de  Chile 
B.  Antero  Barriga,  en  su  calidad  de  condomino  del  terreno 
cuestionado  con  su  hermano  D.  José  Miguel  Barriga,  preten* 
diendo  así  reivindicar  derechos  comunes  sobre  dichos  terrenos. 

Que  cuando  dos  ó  mas  personas  tienen  derecho  á  La  misma 
cosa  en  virtud  de  un  mismo  título  y  deba  deducirlo  contra  la 
misma  persona*  el  interés  de  la  Justicia  exige  que  no  sean 
Tarios  los  jueces  que  entiendan  y  decidan  de  la  acción  que 
e<mipeta  i  cada  condomino  por  el  peligro  de  que  la  misma 


A48  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  «CORTE 

accioa  sea  decidida  de  distiato  modo  por  cada  Juez,  coa  me- 
noscabo de  la  Administración  de  Justicia. 

Que  así  según  el  artículo  10  de  la  Ley  Nacional  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tri-« 
bunales  Nacionales,  toda  vez  que  dos  ó  mas  personas  pretendan 
ejercer  una  acción  solidaria,  para  que  caigan  bajo  la  Juris- 
dicción Nacional,  debe  atenderse  á  la  nacionalidad  de  todos 
los  miembros  de  la  comunidad,  de  tal  modo  que  cada  uno  de 
ellos  individualmente  tenga  el  derecho  de  demandar  ó  ser 
demandado. 

Que  en  tal  caso,  tratándose  al  presente  de  la  reivindica- 
ción de  una  finca  perteneciente  en  común  al  demandante  y 
un  estranjero  contra  otro  estranjero,  y  estableciéndose  por  el 
artículo  7  y  sus  concordantes,  tít.  S'',  lib,  3  del  Código  Civil, 
que  cada  uno  de  losxondóminos  de  la  cosa  indivisa  pueda  ejer- 
citar la  reinvindicacion  por  el  todo  de  dicha  cosa  y  ninguno 
por  una  parte  material  y  determinada  de  ella,  es  aplicable  la 
razón  fundamental  del  citado  artículo  10,  y  no  se  halla  asi  el 
demandante  en  las  condiciones  requeridas  por  el  mismo  artículo. 

Que  no  obsta  á  esto  el  documento  privado  de  división  pre- 
sentado por  la  parte  del  Sr.  Barriga  y  cuya  nulidad  se  ha 
invocado  por  la  del  Sr.  Gibbs  en  el  informe  in  voce  tenido  ante 
el  Juzgado  tanto  por  haber  sido  presentado  con  posterioridad 
al  artículo  de  incompetencia  y  no  ser  él  de  fecha  cierta  con 
relación  al  demandado  (artículos  23  y  24,  tít.  5®,  Sec.  2*,  lib  2^ 
del  Código  Civil)  cuanto  porque  es  él  efectivamente  nulo  según 
la  disposición  del  artículo  48,  tít.  1^,  Sec,  3^,  libro  del  mismo 
Código ;  sin  que  pueda  tampoco  aplicarse  al  presente  caso  la 
disposición  que  considera  á  cada  condómino  como  dueño  desde 
su  oríjen  de  la  porción  que  se  le  haya  asignado  por  la  parti- 
ción, por  cuanto  esa  disposición  solo  se  refiere  indudablemente 
i  los  efectos  de  la  división  y  no  á  las  formas  de  la  misma. 

Por  estas  consideraciones,  y  prescindiendo  de  las  demás  es- 
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oepciones  deducidas  de  conformidad  al  artículo  83  de  la  Ley 
Nacional  de '  Procedimientos :  este  Juzgado  se  declara  incom- 
petente para  conocer  en  este  juicio,  con  costa,  hágase  saber  y 
repóngase. 

Caliste  S.  de  la  Torre. 


Fulla  de  1»  Saprent»  Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  6  de  1976. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  siete,  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos 
deyuélyase. 

« 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GO- 
ROSTUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S. 
M.    LASPnjR. 


T.  VIH  31 
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CAVSA  liXXY 


D.  Nicaeio.Orofío  contra  D.  Gamito  Aldao,  sobre  liquidación  de 

una  Sociedad. 


Sumario. — Las  cuestiones  que  su  susciten  con  motivo  de  la 
liquidación  de  un  sociedad,  deben  ser  dirimidas  por  arbitros 
arbitradores. 


Cyoso. — D.  Nicacio  Oroño,  vecino  de  Buenos  Aires,  se  pre- 
sentó ante  el  Juzgado  Federal  en  Santa  Fé  esponiendo :  Que 
en  1861  convino  con  su  hermano  político  D.  Camilo  Aldao  en 
formar  una  sociedad  accidental  de  capital  é  industria  para 
contratar  la  proveeduria  del  ejército  del  Qobierno  de  la  Confe- 
deración, bajo  la  base  de  que  de  las  utilidades  que  del  nego- 
cio se  reportaran,  se  le  daria  una  cuarta  parte  por  sus  trabajos 
personales  como  socio  industrial.  Que  concluida  la  negocia» 
cion,  recibieron  en  pago  documentos  de  crédito  por  valor  de 
un  millón  doscientos  seis  mil  novecientos  treinta  y  ocho  pesos 
y  43,062  pesos  en  dinero.  Que  reorganizada  la  Nación  los 
documentos  de  crédito  fueron  reconocidos  en  parte  y  abona- 
dos en  fondos  públicos,  que  vendidos  produjeron  398,422  ^ 
31  centavos,  lo  que  sumado  á  lo  recibido  antes  en  dinero  hace 
la  cifra  de  441,484  j$f  31  centavos.    Que  deducido  el  capital 
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introducido  por  Aldao  y  sas  intereses  en  la  suma  de  419,408  j$f 
resulta  como  ganancia  líquida  la  cantidad  de  322,076  ^  31 
centáYos,  de  los  cw^opippfftmsoBa  áfl  táaciiártá  farte  que  le  cot<^ 
responde,  se  le  adeudan  80,51d  fi  80  centaiK)s^coiL  Jos  iut^e- 
séb^ebrrespoiirfientes  por  razón  ule  la  demojí^.  ,  -  ^^.  i  ..,.;.i .  m 
'Pidi6,'  ehtatltíiido '  formal  demanda  .contra  J)\.  Gamilo^^ldao»^ 
que  fuera  "cmi&eñado 'al  pagó  de  la  cuarta  j)arte4ue^como>«tiw 
lidádésTlesultase  de  la  líquida'doü  del  negocio  da  la  proveeduría 
coh  ^lor  interesas 'legales  y  las,  cortas  del  juicio^'  .>    ,.(,^^0^)1* 

Gorri&tr^^rasladd,  D«  Gamito' Aldao,  sin  Gonte8tar4a?  deanant^ 
da,  prometió  artículo  diciendo  que  era  inexacto  ^e-la^^fcié^- 
dad  para  la  proveeduría  se  hubiese  formado  MmA  espM^^Dié^ 
sino  con  Itt^á^n! Aldao  y  Cullen,  que  la<^omponianfól^3r  ]>''tr4)sé 
María  CuUen  solidariamente,  siendo  el  Sr.  Oroño  el  gerente 
que  lleyaba  la  firma  social. 

Pidió  en  consecuencia  que  se  rechazara  la  demanda  tal  co- 
mo se  deducía. 

Corrido  traslado  del  artículo,  D.  Mariano  López,  por  Oroño, 
pidió  se  rechazara  con  esprissa  condenación  en  costas,  y  se  or- 
denara  á  Aldao  contestara  derechamente  en  el  término  de  la 
ley.  Dijo  que  era  inexacto  que  la  sociedad  para  la  proveeduría 
haya  símMjkkáV\¡6^  tó^íSlfin  Aldao  y  CuUen  sino  solo  con 
D.  Camilo  Aldao  y  que  él^por  coirsiguijente  debla'ccílítesiaf  lá 
deiiaida:^'^         ,    '  :        .  .......  -^^.^u. 

En'el'térmíno  de  prueba  á  ¿lue  fué  labíertó  eMñcidérñterP'. 
NicacicTcítoño^y  D:  Camilo  Aldao  erfrépfesentancrolí^  de  Tó¿ 


de  abiQOO'ílfsrdebiendo  espBdirse  los' liquidadores  €n  iBtlgrMi- 

no  de  50  días.        ^       /...'.       /     "  . 

Aprobado  el  convenio  y  pasados  loB  autos  áloV  li<ítíiaa'dbré8 
estos  dejaron  trascurrir  con  exceso  el  téndllí(r"^u'e^'  ib"  tSs 
había  aenálado  páxa^  espedirse. 
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En  este  estado,  D.  Mariano  López,  por  Oroño,  espaso  qne 
Bo  habiéndose  espedido  los  liquidadores,  y  desengañado  de  qne 
por  el  medio  de  la  liquidación  nunca  se  conseguirla  arribar 
á  la  terminación  de  la  causa,  pedia  que,  habiendo  caducado 
el  compromiso,  se  procediera  adelante  en  el  juicio  pendiente 
ordenando,  conforme  á  su  estado»  que  desde  la  fecha  cor- 
riera el  término  de  prueba  en  el  incidente  pendiente. 

Corrida  vista  á  la  parte  de  Aldao,  este  espuso  que  habia 
aceptado  el  arbitramiento  para  evitar  escándalo,  seguro  de 
que  el  resultado  final  seria  el  mismo ;  pero  ya  que  Oroño  que- 
ría que  el  asunto  volviese  á  la  jurisdicción  ordinaria  no  tenia 
porque  oponerse. 

Pidió  que  el  Juez  resolviera  lo  que  fuera  de  justicia. 


Ea11«  del  Jíaea  de  flieeelon* 


Rosario,  Febrero  21  de  1876. 

Vistos :  en  atención  á  que  el  presente  asunto  según  lo  han 
apreciado  las  partes  en  sus  respectivos  escritos,  versa  sobre 
liquidación  y  arreglos  de  los  intereses  sociales  entre  los  Sres. 
Oroño  y  Aldao,  y  á  mérito  de  lo  dispuesto  al  respecto  por  los 
artículos  51 1  y  512  del  Código  de  Comercio  que  prescriben:  c^ue 
todas  las  cuestiones  sociales  que  se  suscitasen  entre  los  só~ 
dos  durante  la  existencia  de  la  sociedad,  su  liquidación^  ó 
partición,  serán  decididas  por  jueces  arbitradores,  hayan  ó 
no  estipulado  asi  en  el  contrato  de  sociedad;  disposiciones 
que  están  de  acuerdo  con  lo  resuelto  por  la  Suprema  Corte  en 
casos  análogos;  comparezcan  las  partes  á  hacer  el  nombramiento 
de  los  arbitros  en  la  audiencia  del  veinte  y  tres  del  corriente  á 

» 

las  once  de  la  mañana.  Repóngase. 

Fenelon  Zuviria, 
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De  este  auto  apeló  la  parte  de  Qroño. 

Fallo  de  1»  Saprem»  Corte 

Baenos  Aires,  Innio  6  de  18%. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confinna  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  cincuenta  y  tres,  y  satisfechas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse,  para  que  las  partes  procedan  al  nombra- 
miento de  arbitros  bajo  nueva  escritura  de  compromiso. 

JOSÉ  BABEOS  PAZOS.—  J.  B.  GOBOSTUGA. 
—  J.  BOMOf GCEZ.  —  S.  M.  USPIUB. 


CAUSA    I.XXTI. 


Varios  puesteros  contra  D.  José  M.  Lagos,  sobre  jactancia. 


Sumario. -^En  casos  análogos  se  dicta  análoga  resolacion. 


CcLSO.—T).  Francbco  Pascualetti  en  representación  de  i 9 
puesteros  estrsngeros  establecidos  en  las  secciones  5*,  i  3*  y 
15*  de  Policía  se  presentó  al  Juzgado  Federal  esponiendo:  — 
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Que  sus  representados  ejercían  de  mucho  tiempo  atrás  la  in- 
dustria de  puesteros,  espendiendo  al  vecindario  la  carne  y 
verdura  del  consumo  diario,  cuya  industria  la  ejercian  en 
uso  de  los  deréc'ffoS 'gáranl^á' pot  ^os  artículos  14  de  la 
Constitución  Nacional  y  25  de  la  Provincial,  y  con  beneplá- 
cita:ri<ck6iatit«lridftdiis^^«ílicipales  á  las  que  habian  paga- 
do y  seguiau^gando  ice  -impuestos,  relativos.  — r  Que  de  esta 
industri^^^^Map  Jieelif^^li^  jmSHí  imfV^^ritQ,  radicándose 
hasta  ^  el  punt^  ^^^^^S9ti  ^^V^  ^^  ^^^^  propietarios  de 
las  casas  que  ocupan,  y  de  hacer  valiosos  contratos  para 
la  suministración  anual  de  reses  y  verduras.  —  Que  sin  em- 
bátgo  del'  antiguo  Y-pstí&W^tf  í^xis  representados,  ellos 
habian  sido  últimamente  turbados  de  una  manera  arbitraria 
por  los  Comisarios  de  Policía,  quienes  les  habian  ordenado 
cerrar  y  desalojar  sus  puestos  dentro  de  un  perentorio  tér- 
mino. Que  interrogados  los  Comisarios  sobre  el  origen  de 
esta  orden,  habian  contestado  que  era  á  solicitud  de  Don 
José  M.  Lagos,  empresario  del  Mercado  Libertad,  quien 
pretendia  tener  un  privilegio  esclusivo  para  ejercer  en  dicho 
radio  la  industria  indicada.  —  Que  la  propiedad  y  el  uso  de 
las  industrias  lícitas  son  inviolables  por.  las  Constituciones 
Nacional  y  Provincial,  y  nadie  pueíe  ser  privado  de  ellas 
sino  en  virtud  de  sentencia  fundada  en  ley,  artículos  17  de 
la  Constitución  Nacional  y  8*^  de  la  Provincial.  —  Que  Lagos 

ipales,   y  los 

Comisarios  de  Sección  carecían  de  autoridad  para  intimarles 
clausura  y  desalojo  sin  previa  orden  ó  disposición  judicial.  — 
Qué7fiIbdereoh<y%^ifyUfi|;io'^le)^b  por  Lagos^ era. tina, yarda- 
dera  jactancia  que  importaba  perjuicio  y  menoscabo  á  los  inte- 
reses de  sus  represejitados;  quienes  no  podían  permitirle  que 
sin  recurrir  á  los  Tribunales  tratase  de  conseguir  de  los  comi- 
sarios órdenes  inconstitucionales  y;  arbitrarias. 
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Pidió,  entablando  la  correspondiente  acción  de  jactancia,  é 
invocando  las  legreB  «46  y  47,  Tít;-  2%  F^rt«  3%  se  obligase  á 
dicho  Sr.  Lagos,  argentino,  á  poner  formal  demanda  para 
probar  sus  pretendidos  derechos,  bajo  apercibimiento  de  im- 
ponérsele perpetúo  siléilcio. 

t!n  un  otrosí  dijo  qué  estando  para  vencerse  para  algunos 
el  término  impuesto  por  los  Comisarios  para  la  clausuira  y 
¿esalojo,  era  urgente  y  pedia  que  para  evitar  todo  abuso  se 
librase  oficio  al  Gefe  de  Policía,  para  que  los  Comisarios  se 
abstuvieran  de  todo  procedimiento  mientras  el  Juzgado  re* 
solvia  16  que  fuera  de  justicia. 

El  Juzgado  ordenó  que  Lagos  dedujera  dentro  del  término 
de  nueve,  días  las  acciones,  que  tuviese,  y  al  otrosí  se  mandó 
iibrar  el  ofició  solicitado. 

Kotiñcado  Lagos  espuso  que  la  demanda  era  tan  temeraria 
como. falsa  la  jactancia;  que  la  clausura  de  los  puestos  habia 
sido  ordenada  por  la  Municipalidad  en  cumplimiento  de  órdenes 
vigentes  que  prohiben  la  existencia  de  puestos  dentro  del  ra- 
dio,de  los  Jklexcados  Públicos,  sin  que  el  nombre  del  esponente 
ni  su  persona. hayan  fíguríido  pata  nada,  desde  que  se  trataba 
simplemente  de  un  acto  administrativo  de  la  corporación, 
cumpliendo  deberes  ineludibles  contraidos  por  sus  antecesb- 
res. 

Pidió  queiiteftta  te  falsedad  del  fundamento  de  la  demanda 
se  dejara  sin  efecto  en  el  dia  y  sin  otro  trámite  la  orden  de 
suspensión  comunicada  á  la  Policía,  condenando  á  los  repre- 
sentados por  Pascualetti  en  los  costos  del  juicio ;  y  que  como 
la  demanda  le  habia  causado  perjuicios  que  estimaba  en 
cinco  mil  pesos  fuertes,  esperaba  que  en  esa  suma  fuesen 
condenados  los  demandantes. 

Acompaño  varios  documentos  justificativos. 
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Fallo  del  JTaes  de  Seeeloii» 


Vistos :  en  los  autos  seguidos  por  D.  Fraucisco  Pascualetti 
poi  varios  puesteros»  contra  D.  J.  M.  Lagos,  por  jactancia,  y 
considerando : 

V  Que  de  los  documentos  acompañados  por  el  demandado 
resulta  que  no  solo  no  se  establece  que  Lagos  haya  pedido 
el  desalojo  de  que  se  quejan,  sino  que  esto  ha  sido  ordenado 
por  la  Municipalidad  por  intermedio  de  su  Presidente. 

2o  Que  aunque  el  Juzgado  pudo  ser  competente  para  en- 
tenderse en  la  colisión  de  derechos  de  particulares,  aunque 
tuvieran  por  origen  actos  de  la  Municipalidad,  es  ,incompe- 
tente  para  entender  sobre  las  resoluciones  6  acuerdos  de  los 
Poderes  Provinciales,  como  la  Municipalidad,  si  no  es  en 
cuanto  á  los  actos  que  ejecutan  como  persona  jurídico  en 
igualdad  con  las  personas  particulares  y  no  en  sus  funciones 
de  Poder  Público. 

Por  estas  consideraciones,  fallo,  no  haciendo  lugar  &  la 
demanda  interpuesta,  y  en  su  consecuencia  déjese  sin  efecto 
la  orden  librada  á  la  Policía,  con  costas  á  los  demandantes. 
Hágase  saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  Albdrraem. 
Habiendo  apelado  Pascualetti  se  dictó  este 

Fallo  de  la  Sapreniá  Corte. 


Buenos  Aires,  ionio  10  de  1877 

De  conformidad  con  la  jurisprudencia  establecida  por  fallos 
de  esta  Suprema  Corte  en  casos  análogos,  se  confirma  con 
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dostos,  el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  tres;  dejándose  á 
salvo  á  Don  José  Maroelino  Lagos  su  acción  por  indemniza- 
cion  de  daños  y  perjuicios ;  satisfechas  las  costas  y  repuestos 
los  sellos  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS,— J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
JLASPIUR. 


CAUSA     liXXTlI. 


Salíistiano  Galup  é  hijos  contra  Matti  y  Fiera  por  cobro  de 

pesoSi  sobre  competencia. 


Sumario. ~rl^  El  dependiente  interesado  en  parte  de  las 
utilidades  de  un  negocio,  no  es  socio,  ni  solidario  en  los 
créditos  y  deudas  de  la  casa. 

2°  Su  nacionalidad  no  influye  en  la  jurisdicción  que  cor- 
responda en  las  causas  que  se  suscitan  entre  los  socios  prin- 
cipales de  la  casa  y  sus  deudores. 

3®  Es  temeraria  la  escepcion  que  se  opone  contra  lo  juz- 
gado á  instancia  del  mismo  opositor. 
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'  Caió,—D.  Salx&tiaiio  Galup  é  hijos  demandáuron'  Ai^te  el 
Juez  de  GomeTcio  á  Matti  y  Fiera  por  el  iíQporte  de  3,354 
ps.  fts.  50  otvs.  procedentes  de  un  dcoumento  fitmddo  & 
favor  de  ellos. 

Matti  y  Fiera  alegaron  ser  estrangeros,  y  los  Sres.  Ga- 
lup  é  iiijds,  argentinos,  por  lo  que  declinaban  de  la  jurisdic- 
ción proviiibial. 

Se  aceptó  de  conformidad  de  partes  la  declinatoria,  y  los 
Sres.  Galup  é  hijos,  demandaron  á  Matti  y  Fiera  ante  el 
Juzgado  Federal. 

Matti  y  Fiera  volvieron  &  declinar  de  jurisdicción,  dicien- 
do que  D.  Salustiano  Galup,  padre,  era  francés. 

Negado  este  hecho,  se  abrió  la  causa  á  prueba. 

Durante  el  término  se  probó  solamente  que  un  Sr.  Serres 
empleado  de  Galup  é  hijos  era  francés,  é  interesado  en  las 
utilidades  de  la  casa. 


Fallo  del  JToes  Seeeloiial» 


Buenos  Aires,  Hayo  14  de  1876. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D*  Salustiano  Galup  é 
hijos  contra  los  Sres.  Matti  y  Fiera  y  especialmente  el  in- 
cidente sobre  jurisdicción  y  resultando: 

1^  Que  habiéndose  declinado  de  jurisdicción  &  solicitud  de 
la  parte  de  Matti  y  í^iera,  se  declaró  por  los  Tribunales  de 
la  Frpvinciala  competencia  de  los  Tribunales  Federales  | en  el 
conocimiento  de  está  causa,  y  en  su  virtud  los  Sres.  Galup, 
se  presentaron  ante  este  Juzgado  en  virtud  de  haberse  es- 
tablecido la  diversa  nacionalidad  de  las  partes. 

2*^  Que  alegando  nuevos  datos  sobre  la  nacionalidad  del 
Sr.  Galup,  la  parte  de  Matti  y  Fiera  interpuso  escepcion  de 
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incompetencia^  yaia  c«topA«e$Ér?  aaft  ^^I^^SkágeAo,  preten- 
diendo que  el  Sr.  Galnp  era  estranjero  y  por  tanto  lo  eran 
entre  ambos  litigantes  y  no  correspondia  al  fuero   federal. 

3°  Que  recibida  la  causa  á  prueba  se  ha  limitado  esta  á 

las  posiciones  de  f en  las  que  se  h^  neeado  ser  cierto 

que  el  Sr.  Galup  8eá*7ráricést  coinó  se  preienae  por  Matti  y 
Fiera,  habiendo  contestado'  en  el  mismo  sentido  el  Sr.  Cón- 
sul :^xwiciis,¿y^ .ífC^AM  l.ttMM  i 

Gonside^j^;^o¿ál^QJI^*-auJ94ftka  es  verda<l  qu^  ^n  las  posi- 
ciones de  f los  Sres;  Galup  han, conf osado  quje  interyiene 

en  sus  negocios  de  import|cj|i2a^¡¿,^§BgftfU3^  el  S^,  B^es, 
y  este  es  estranjero,  no  han  confesado  que  sea  socio  sino  de- 
pendiente autorizado  para  firmar  á  su  nombre  é  interesado 
en  el  20  por  ciento  de  las  utilidades  de  esos  negocios,  lo  que 
es  conforme  &  lo  que  prescribe  el  C.  de  Comercio  en  el  artículo 
151,  sin  que  pueda  deducirse  de  estos  hechos,  por  consi- 
guiente, que  Serres  sea  socio,  ni  dar  á  su  carácter  de  de- 
pendiente el  de  interesado,  con  facultades  de  intervenir  ea 
la  gestión  de  los  negocios  de  sus  principales. 

2^  Que  aunque  pudiera  alegarse  que  Serres  está  intere- 
sado en  el  cob^^n^  i^  iaftr^  m  baMa  'Últ#  iMerés  para  cons- 
tituirlo acreedor  solidario  con  Galup  é  hijos,  por  estar  solo 
interesado  en  las  utilidades  que  reconozca  la  sociedad,  y  es 
necesario  esa  solidaridad  según  el  artículo  10,  invocado  de  la 
ley  de  Procedimentos  Nacionales,  para  que  se  .perdiese  el 
fuero  en  este  caso.  ..  |v  9 

no 

dad  de  Galup,  que  dijo  ser  francés ;  y  hay  malicia  en  el 
hecho  de  deducir  sin  prueba  alguna,  una  escepcion  contra 
la  cosa  juzgada  á  solicitud  y  de  conformidad  í  eon  lo  pedido 
por  la  patte  misma  de  Matti  y  Fiera.  í    ' 

Por  estas  consideraciones :  fallo  no  haciendo    lugar  á .  ln 
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escepcion  de  incompetencia  con  costas.    Repónganse  los  se< 
líos  7  notifiqnese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracm. 


Fall«  de  la  Saprema  €«rte 

Baenos  Aires,  Janio  13  de  1876 

Vistos :  por  sns  fundamentos,  se  confirma,  con  costos,  el 
auto  apelado  de  foja  sesenta  y  dos  vuelta,  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TUGA.  —  S.  M.  LASPIUR. 


CAUSA     I.XXT1II. 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Comercio  y  el  de 

Sección  de  Biienos  Aires  en  la  causa  de  Roque  Piaggio 

é  hijos  con  D.  David  Bruce,  sobre  cobro  de  arriendos. 


5timartb.*— i^El  arrendamiento  de  un  buque  para  llamarse 
fletamento  debe  tener  por  objeto  una  carga  que  transportar 
y  probarse  por  escrito. 
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2^  No  siendo  asi,  la  gestión  para  su  cobranza  no  pertenece 
á  la  jurisdicción  nacional  por  razón  de  la  materia. 


Caso. — Los  Sres.  Boque  Fiaggio  é  hijos  alquilaron  á  D. 
Í)ayid  Bruce  el  vapor  c  Bepública  >  para  el  dia  de  la  regata 
que  tuvo  lugar  en  el  rio  Lujan,  con  el  objeto  de  dar  un  ban- 
quete, y  demandaron  á  Bruce  por  el  pago  del  importe  del 
alquiler  ante  el  Juzgado  de  Comercio. 

Bruce  decUnó  de  jurisdicción,  alegando  que  la  causa  per- 
tenecía á  la  Jurisdicción  Nacional  por  tratarse  de  un  fleta- 
mente,  que  es  un  contrato  perteneciente  al  comercio  marí- 
timo. 

El  Juez  de  Comercio  no  hizo  lugar  &  la  declinatoria 
fundándose  en  que  no  se  trataba  de  un  acto  de  comercio 
marítimo. 

Bruce  ocurrió  directamente  al  Juez  de  Secciont  y  este  se 
declaró  competente  fundándose  en  que  la  causa  era  de  esdasi- 
va  competencia  nacional. 

Trabada  la  contienda,  y  remitidos  los  autos  &  la  Suprema 
Corte,  se  espidió  la  siguiente: 

VISTA  DEL  SEflOR  FROGUIUDOR  GENERAL. 


Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Abril  96  de  1876. 

La  declinatoria  fué  opuesta  sin  contestar  la  demanda. 

Si  este  asunto  fuese  pues  de  los  enumerados  detallada- 
mente por  la  Ley  del  63,  ó  siquiera  estuviese  comprendido  en 
su  fórmula  general,  la  jurisdicción  provincial  no  podría  con- 
siderarse prorogada  por  la  calidad  de  privativa  que  tiene  para 
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Püfríoa». 

dro>,  «Amalita»  y  «Félix»,  y  D.  Ñuño  Seixas  (hijo)  sobre  ter- 
cería de  dominio  y  desembargo. 

Sumario. — i**  Las  cosas  dadas  como  capital  de  nna  sociedad 
pertenecen  á  esta,  y  responden  á  las  deudas  sociales. 

2<»  La  escritura  de  disolución  de  sociedad  no  registrada  y  pu- 
blicada^  no  produce  efecto  contra  los  terceros  acreedores  de  la 
sociedad  ó  de  alguno  de  los  socios. 

3^  Las  obligaciones  contraidas  por  el  mandatario  en  desempe- 
ño del  mandato  afectan  válidamente  el  mandante. 

i^  Entre  dichas  obligaciones  esta  la  de  que  las  embarcaciones 
del  iBandaRter  espondeo  por  los  sueldos  debidos  á  sus  tripulantes, 
empleados  en  ellas  por  el  mandatario 84 

CAUSA  CXIX. 

Criminal^  contra  D.  Valerio  Bengochea^  por  rebelión  y  delitos 
comunes. 

Sumario. — i""  El  delito  de  rebelión  se  halla  comprendido  en 
la  ley  general  de  amnistia  de  22  de  Julio  de  1875. 

2®  Dada  por  compurgada  con  la  prisión  sufrida  la  responsabi- 
lidad del  delincuente  por  delitos  comunes  cometidos  con  oca- 
sión de  la  rebelión,  deben  ser  de  su  cargo  las  costas  del  pro- 
ceso       89 

CAUSA  CXX. 

D.  Bernardo  Iturraspe  contra  D.  Alfredo  de  Arteaga,  por  co- 
bro ejecutivo  de  pesos. 

Sumario. — 1**  Hay  novación  de  contrato  cuando  entre  los 
mismos  obligados  han  convenido  modificar  6  cambiar  sus  respec- 
tivas obligaciones,  ó  cuando  con  voluntad  del  acreedor  se  ha 
sostituido  un  deudor  á  otro,  ó  cuando  por  voluntad  del  acree- 
dor, del  deudor  y  de  un  tercero,  se  so$ti(uye  este  á  aquel. 

¿o  Uq  acreedor  subsidiario  no  puede  tener  otros  ni  mayores 
derechos  que  el  principal,  y  desapareciendo  los  de  este,  desa- 
parecen los  de  aquel 95 

CAUSA  CXXL 
D.  Tomás  SampieUo  contra  los  Sres.  Bonaeíaasson  y  Hei- 
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CAUSA   liXXIX  • 


D.  Lucio  Doncel  contra  D.  José  María  Batís,  por  cobro 

ejecutívo  de  pesos. 


5umar¿o.—<  Las  palabras  cen  la  parte  qae  no  resalte  estar 
garantido  >  pnestas  en  nn  concordato  por  nn  acreedor  prenda- 
rio con  garaatías  superiores  á  la  dead^  solo  pueden  tener 
por  objeto  no  perjadicar  la  garantía,  eyitanto  la  aplieaeion 
de  Uv  doctrina  del  inciso  3''  del  art.  16i6  del  Código  de  Co- 
n^ercio* 


Co^o.— En  23  de  Octubre  de  1875,  D.  José  MI  Batís 
firmó  nn  pagaré  á  la  orden  de  D*  Lucio  Doncel  por  la  can- 
tidad de  7,532  $  7ti  ctvs.  fuertes,  pagaderos  á  los  60  dias,  y 
en  caso  de  no  pagar  correría  el  interés  del  i  Vi  Vo  mensuales. 

Protestando  este  pagaré  á  su rvencímiento,  D.  Lucio  Doncel, 
argentino,  inició  ejecución  contra  D.  José  M.  Batis,  estran- 
gero,  por  la  cantidad  adeudada,  intereses  j  costas. 

Dictado  el  mandamiento  Batis  dio  á  embargo  ocho  pagarés 
que  dijo  se  encontraban  en  poder  del  ejecutante  como  prenda 
y  garantía  del  crédito  que  cobra,  según  el  recibo  que  exhibió. 
cLos  pagarées  son  firmados  á  favor  de  Batis  por  yarias  per- 
sonan, con  una  suma  de  8832  $  26  ctvs.  bolivianos. 
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Hecho  saber  este  embargo,  el  ejecutante  espuso  que  era 
insuficiente:  1**  porque  la  suma  en  caución  representada  en 
esos  pagarées  habia  disminuido  en  984  $  81  ctvs.  importe  de 
uno  de  los  pagarées  que  vencido  y  no  pagado  habia  sido  pro- 
testado; 2^  porque  todos  los  otros  pagarées  de  la  caución 
eran  á  plazos  largos  y  de  imposible  descuento.  Que  si  bien 
por  el  artículo  259  de  la  ley  de  Procedimientos,  habiendo  bienes 
dados  en  prenda  6  hipoteca,  el  embargo  debe  trabarse  primero 
on  ellos,  ese  artículo  se  refiere  á  bienes  verdaderos  y  reales  y  no 
á  simples  promesas  de  pago  que  pueden  ser  satisfeqhas  6  no 
y  que  no  pueden  ser  vendidas  no  solo  porque  no  se  encontrarla 
comprador  sino  también  porque  la  subasta  seria  un  ataque  al 
crédito  de  los  firmantes.  Pidió  que  se  ampliara  el  embargo 
trabándose  también  en  mercaderías  de  pertenencia  del  deudor. 
£1  Juez  mandó  ampliar  y  se  amplió  el  embargo  hasta  la  sxuna 
de  tres  mil  pesos  bolivianos. 

Citado  de  remate,  el  ejecutado  opuso  las  excepciones  de 
quita  y  espera  en  la  parte  del  crédito  que  no  fuera  satisfecho 
con  las  garantías  acordadas,  pidiendo  en  consecuencia  que  la 
sentencia  de  trance  y  remate  se  limitara  á  ordenar  la  venta 
de  los  documentos  de  la  caución,  debiendo  levantarse  el  em- 
bargo trabado  en  las  mercaderías,  condenando  al  ejecutante 
en  las  costas,  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  el  embargo. 
Dijo  que  al  firmar  el  pagaré  de  la  ejecución  entregó  al  acree- 
dor los  documentos  que  corren  eü  autos  en  garantía  de  un 
crédito.  Que .  posteriormente,  celebró  el  esponente  un  con- 
venio con  sus  s^ereedores  sobre  la  base  de  .abonarles  un  40  % 
de  sus  créditos  en  tres  pagarées  garantidos  á  6,  12  y  18 
meses,  y  un  10  %  mas  álos  tres  anos  sin  garantía.  Que 
Doncel  aceptó  y  firmó  este  convenip,  con  la  declaración  si- 
guiente :  « £n  la  parte  que  no  resulte  estar  garantido, »  y 
que,  como  tenia  ocho  pagarées  en  garantía  de  un  crédito, 
aceptó  el  convenio  por  el  saldo  que  resultase  á  su  favor,  eje- 
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catadas  que  fuesen  las  garantías.     Que  de  esto  resultaba  que 
el  ejecutante  no  tenia  derecho  para  proceder  á  embargar  otros 
bienes  á  fin  de  percibir  el  valor  íntegro  del  crédito  como  lo 
pretende,  desde  que  está  sugeto  á  un  convenio  posterior  de 
quita  y  espera  de  parte  de  su  crédito.     Que  por  consiguiente 
oorrespondia  que  Doncel  prosiguiese  la  ejecución  de  los  docu- 
mentos dados  en  prenda,  y  realizados  estos  ocurriese  por  los 
pagarées  que  debia  otorgarle  con  arreglo  al  convenio  aceptado 
y  firmado  por  él,  en  el  saldo  que  resultase  de  los  pagarées* 
Corrido  traslado.  Doncel  pidió  no  se  hiciera  lugar  á  las  excep- 
ciones opuestas  con  costas.    Dijo  que  no  era  cierto  que  hubie- 
se concedido  &  Batis  quita  y  espera  por  el  crédito  de  la  eje- 
cución.   Que  Batis  maliciosamente  hace  aparecer  que  por  la 
cláusula  «  en  la  parte  que  no  resulte  estar  garantido,  >  si  por 
los  diferentes  obligados  no   fuesen  satisfechas  á  su  venci- 
miento las  obligaciones  que  entregó  en  caución,  el  crédito 
quedarla  sujeto  al  convenio,  recibiendo  solo  y  en  pago  de  él  el 
cuarenta  por  ciento.     Que  cuando  Batis  le  pidió  que  firmase 
ese  convenio,  no  tuvieron  á  la  vista  ni  el  importe  del  crédito 
ni  el  de  los  garantías,  y  como  podia  ó  no  haber  en  ese  momento 
alguna  parte  de  su  crédito  que  no  estuviese  garantido^  sus- 
cribió con  esa  cláusula  que  no  importaba  otra  cosa  que  sujetar- 
se al  convenio  por  la  parte  de  su  crédito  que  no  resultase 
estar  garantido  en  ese  momento,  sumados  que  fuesen  su  cré- 
dito y  los  valores  dados  en  caución,  no  pudiendo  tampoco  ser 
de  otro  modo,  porque  ni  el  esponente  podia  poner  en  duda  la 
solvabilidad  de  los  obligados  por  esos  documentos,  ni  tenia 
porque  sujetar  su  crédito  garantido  á  las  estipulaciones  con- 
tenidas en  el  convenio  de  quita  y  espera.     Que  después  de 
examinado  su  crédito  y  las  garantías  dadas  para  su  pago,  se 
vio  que  estando  el  primero  totalmente  garantido,  su  firma  en 
el  convenio  de  quita  y  espera,  ningún  valor  tenia,  por  lo  mis- 
mo que  no  resultaba  parte  alguna  de  su  crédito  que  no  estu- 
T.  vm.  3i 
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viese  garantida.  Que  si  una  de  las  obligaciones  de  la  garantía 
no  ha  sido  pagada  es  debido  á  las  maquinaciones  de  Batís,  y 
la  interpretación  que  dá  á  la  cláusula  del  convenio  de  esperas  que 
tietíe  por  objeto  coligarse  con  los  deudores  de  las  obligaeiones 
caucionadas,  para  que,  no  satisfaciéndolas  los  deudores/ pueda 
aquel  quedarse  con  un  60  %  de  su  deuda  para  repartirse  con 
los  deudores  de  las  obligaciones  de  la  caución. 

En  seguida  se  |>uso  la  causa  á  prueba  sobre  los  kB<eho3 
4^1egados  en  los  respectivos  escritos. 

Con  la  prueba  producida  si  dictó  e^e 


VMIo  del  Xues  úé  9eeeíon. 


Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1876. 

Vistos :  estos  autos  ejecutivos,  seguidos  por  D.  Lucio  Don* 
cel  contra  D.  José  M.  Batis,  resulta  de  ellos  lo  siguiente  : 

En  Junio  23  de  1875,  Batis  firmó  á  favor  de  Doncel  el 
pagaré  de  f.  -1  por  valor  de  7,532  ps.  73  ets.  fuertes,  &  se- 
senta dias  de  plazo.  Vencido  este,  fué  protestado  el  pagaré. 
Entablada  la  acción  ejecutiva  por  su  tenedor,  se  libró  man- 
damiento .  de  solvendo,  f .  6,  en  virtud  del  art.  851  del  Có- 
digo de  Comercio. 

A  f.  7,  no  habiendo  pagado  el  deudor,  se  pidió  j  libró 
mandamiento  de  embargo,  que,  se  efectuó  según  las  dili- 
gencias de  f.  16  y  17.  En  la  estación  oportuna,  el  ejecuta- 
do á  f.  19,  opuso  la  esoepcion  de  quita  y  espera,  fundán- 
dose en  que  Doncel  habia  suscrito  el  concordato  de  f.  28, 
celebrado  entre  el  deudor  y  sus  acreedotes.  El  ejecutante 
pidió  se  desestimasen  esas  escepciones,  porque  si  biená  los 
ruegos  de  Batis  suscribió  el  concardato,  lo  faizo  solo,  con  :1a 
reserva  y  condición  que  antecede  á  su  firma»  es  decir,  solo 
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en  la  parte  que  no  resulte  estar  garantido  su  crédito ;  pues  que 
importando  la  deuda  7,532  ps.  73  cts.  fuerteá,  y  los  docu- 
mentos que  tenia  en  garantia,  dados  por  Batis,  8,832  ps,  26 
cts.  bolivianos  (reducidos  aquellos  á  esta  moneda,  importan 
9,8(^  ps.  96  cts.  l)oliyianos),  resulta  solo  descubierto  sin 
garantía,  la  suma  de  1060  ps.  70  cts.  bolivianos,  único  á  que 
pudiera  obligarlo  á  Doncel  según  el  concordato. 

Abiertas  las  escepciones  á  prueba,  Batis  ha  abundado 
demasiado  en  improcedentes  é  inútiles  declaraciones,  sin  ha- 
ber probado  las  escepciones  que  dedujo,  si  no  es  en  el  senti- 
do limitado  de  la  espresada  diferencia.  Al  paso  que  Doncel 
ha  justificado  que  después  de  haber  firmado  el  concordato, 
han  estado  ocupándose  con  Batis  del  arreglo  completo  6  pa- 
go íntegro  áél  documento  que  se  cobra  (declaración  respe- 
table é  imparcial  del  Corredor  D.  Juan  Ortiz,  f.  75  y  76 
de  José  E.  Bianchi,  f.  67). 
Y  considerando: 

1^  Que  el  documento  que  se  cobre  acompañado  de  la  pro- 
testa de  f'  2,  trae  aparejada  fuerza  ejecutiva,  art.  249,  in- 
ciso 5  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos ;  como  también 
Doncel  habiendo  reconocido  su  firma  al  pié  del  concordato, 
está  obligado  á  subordinarse  á  él  con  la  reserva  contenida 
en  la  cláusula  que  antecede  á  su  firma,  es  decir,  en  la  parte 
que  no  resultare  estar  garantido  su  crédito. 

2^  Que  los  documentos  de  diversos  deudores,  constantes 
á  f.  2  que  Doncel  tenia  recibidos  en  garantía  ó  en  prenda 
dados  por  Batis,  importan  8,832  ps.  26  cts.  bolivianos ;  re- 
sultando entre  esta  suma  y  la  del  pagarés  que  se  cobra  solo 
la  diferencia  de  1060  ps.  70  cts.  bolivianos  en  descubierto, 
y  la  única  por  tanto  á  lo  que  puede  referirse  la  cláusula 
puesta  por  Doncel, 

3^  Que  no  hay  razón  alguna  para  interpretar  de  otro  mo- 
do esta   limitación,  pues  no  puede   suponerse  sin  atribuir 
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insensatez  i  Doncel,  que  teniendo  su  deuda  numéricamente 
garantida  casi  en  su  totalidad,  por  los  pagarées  que  con> 
servaba  en  su  poder,  quisiera*  despojarse  voluntariamente  de 
esa  garantia  y  perder  un  sesenta  por  ciento  como  los  demás 
acreedores  que  no  la  tenian;  siendo  mas  racional  y  natural 
que  al  ceder  Doncel  á  los  ruegos  de  Batis,  aceptase  el  sacri- 
ficio solo  por  los  mil  y  tantos  pesos  que  tenia  á  descubierto' 

4^  Que  ademas  de  estas  consideraciones,  no  cabe  duda  al- 
guna que  esa  fué  la  mente  que  precedió  á  esa  ñrma,  si  se 
atiende  á  la  declaración  concluyente  y  de  todo  punto  imparcial 
del  corredor  D.  Juan  Ortiz  de  f.  75  y  76,  por  lo  cual  cons- 
ta que  después  de  baber  firmado  Doncel,  trataba  este  con 
Batis  del  pago  integro  del  documento  ;  y  de  la  declaración 
gualmente  imparcial  de  D.  José  R.  Biancbi  de  f.  77;  por  lo 
cual  consta;  que  Batis  1&  rogaba  á  Doncel  firmóse  en  la  se- 
guridad que  no  se  le  orijinaria  pérdida  alguna,  mientras  que 
por  el  concordato,  aceptado  sin  limitacioii  como  lo  preten- 
de Batis,  se  le  orijina  la  enorme  pérdida  de  un  sesenta  por 
ciento  &  que  indebidamente  y  faltando  á  su9  promesas  ,^  quie- 
re someterle  mediante  una  interpretación  violenta  dada  á  la 
restricción  escrita  por  Doncel  antes  de' firmar. 

5°  Que  es  fuera  de  duda  que  los  documentos  particulares, 
como  son  los  que  tiene  Doncel  en  prenda  ó  garantía,  son  eje- 
cutables y  vendibles  como  cualquier  otro  bien,  según  el  art. 
258  inciso  6^  de  la  Ley ;  sin  que  esto  importe  lesión  alguna  al 
crédito  de  los  obligados  por  ellos;  pues  el  que  usa  de  un 
derecho  á  nadie  ofendOf  en  concepto  legal ; 

6**  Que  si  bien  por  el  art.  259  de  la  Ley  de  Procedimientos 
,cuando  hay  bienes  dados  en  prenda  se  debe  proceder  contra 
ellos,  antes  que  contra  ningunos  otros,  también  es  cierto  que 
no  alcanzando  esos  bienes  para  el  pago,  es  necesario  ampliarse 
•  el  embargo  en  otros,  cómo  se  ha  hecho;  siendo  indudable,  que 
ni  aun  asii  alcanza  á  cubrir  la  cantidad.que  se  cobra. 
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Por  estos  fundamentos,  llévese  adelante  la  ejecución  en 
los  documentos  embargados,  anotados  á  f .  8  por  valor  de 
ocho  mil  ochocientos  treinta  y  dos  pesos,  veinte  y  seis  centavos 
bolivianos,  en  las  mercaderías  embargadas  corrientes  á  f.  17, 
con  costas  al  ejecutado  según  el  art.  267  de  la  Ley  de  Pro- 
cedimientos; quedando  obligado  el  ejecutante  á  aceptar  el 
concordato  por  el  valor  áe  mil  sesenta  pesos,  setenta  centavos 
bolivianos,  que  importa  la  diferencia  entre  el  valor  nominal 
de  aquellos  y  el  de  la  obligación  que  se  cobra.  Repónganse 
los  sellos. 

Fenelon  Zuviria, 


Fallo   de  la   Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  T  de  1876. 

Vistos  y  resultando  que  librada  ejecución  contra  Don  José 
María  Batis,  por  el  importe  del  pagaré  de  foja  primera,  y  tra- 
bado embargo,  no  solo  en  los  documentos  de  crédito  dados 
en  garantía,  según  el  recibo  de  foja  ocho,  sino  también  en 
las  mercaderías  relacionadas  á  foja  diez  y  siete,  opuso  el  eje- 
cutado oportunamente  las  excepciones  de  quita  y  espera  por 
la  parte  del  crédito  que  no  fuese  pagada  con  los  valores  de 
la  garantía :  que  para  fundar  y  justificar  la  oposición,  alegó 
que  el  ejecutante  Don  Lucio  Doncel  babia  firmado  con  los 
demás  acreedores  el  convenio  de  foja  veinte  y  ocho,  no  im- 
portando otra  cosa  las  palabras  que  preceden  á  su  firma, 
«  en  la  parte  que  no  resulta  estar  garantido»,  sino  que  acep- 
taba el  convenio  por  el  saldo  que  resultase  á  su  favor,  eje- 
cutadas que  fuesen  las  garantías:  que  el  ejecutante  por  su 
parte  rechaza  esta  interpretación  de  la  cláusula  con  que 
puso  su  firma,  y  sostiene  que  lo  único  que  ella  importa  es 
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sujetarse  al  convenio  por  la  parte  de  su  crédito  que  en  aquel 
momento  no  estuviese  garantida,  y  que,  estando  aquel  total- 
mente garantido,  su  firma  en  el  convenip  no  tiene  valor  nin- 
guno (foja  veinte  y  dos  vuelta) ^ 

Y  considerando :  Primero,  Que  al  absolver  el  ejecutante 
las  posiciones  de  foja  treinta  y  cuatro  ha  confesado  que  en 
el  valor  del  pagaré  de  foja  primera  está  comprendido  el  precio 
de  dos  mil  pesos  en  que  Batis  le  compró  un  molino  de  atahona, 
y  que  el  absolvente  retiene  ese  mismo  molino  en  calidad  de 
prenda. 

Segundo.  Que  por  consiguiente,  á  los  valores  espresados 
á  foja  diez  y  siete  debe  agregarse  el  del  molino,  y  entonces 
resulta  claramente  que  la  garantía  escede  en  mucho  al  im- 
porte del  crédito  garantido,  como  lo  afirma  el  acreedor;  y 
lo  que  se  establece  á  este  respecto  en  la  sentencia  apelada  no 
tiene  base  ni  en  la  realidad  de  los  hechos,  ni  en  lo  alegado 
por  las  partes. 

Tercero.  Que  no  puede  admitirse  que  al  poner  su  firma 
Doncel  ignorase  cual  era  la  verdadera  situación,  desde  que 
entre  la  fecha  del  convenio  y  la  de  los  documentos  de  foja 
diez  y  siete  solo  media  el  intervalo  de  unos  pocos  dias,  y 
estaba  ademas  en  su  mano  salir  de  la  duda  en  cualquier 
momento. 

Cuarto,  Que  tampoco  puede  admitirse,  por  ser  ilícito,  que 
firmase  por  pura  complacencia,  para  inducir  á  otros  acreedo- 
res á  que  lo  hiciesen  también. 

Quinto.  Que  no  habiendo  parte  ninguna  del  crédito  que 
no  estuviese  garantido  á  satisfacción  del  acreedor,  solo  es 
posible  atribuir  á  la  reserva  en  cuestión  el  objeto  de  no  per- 
judicar la  garantía,  evitando  la  aplicación  de  la  doctrina  del 
inciso  tercero,  artículo  mil  sescientos  diez  y  seis  Código  de 

Comercio. 
Sesto.  Que  lo  contrario  crearía  en  favor  del  ejecutante  una 
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posición  excepcional  y  una  estension  de  privilegio,  en  per- 
juicio no  solo  del  deudor  común  sino  de  los  demás  acreedo- 
res, y  del  fiador  del  convenio. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada, 
y  se  declara  que  la  ejecución  solo  debe  llevarse  adelante  sobre 
los  bienes  dados  en  garantía,  incluso  el  molino,  y  por  lo  que 
no  resultase  cubierto  debe  el  acreedor  sujetarse  al  convenio, 
que  aceptó;  levantándose  el  embargo  trabado  en  otros  bienes: 
y  que  las  costas  de  la  ejecución  son  á  cargo  del  deudor,  es- 
cepto  las  causadas  desde  foja  diez  y  nueve  que  serán  satisfechas 
según  hayan  sido  causadas. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.—  J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — S. 
M.   LASPIUR. 
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CAUSA     liXXX. 


El  Presidente  de  la  Comisión  de  Aguas  Corrientes,  Cloacas  etc. 

de  la  Ciudad  de  Buenos  Aires,  contra  D.  Gerónimo 

Pérez  sobre  construcción  de  un  conducto  de 

aguas  de  tormenta. 


Sumario.  —  1°  Los  casos  de  perjuicios  causados  por  la  ad- 
ministración en  la  ejecución  de  los  trabajos  públicos,  á  la 
propiedad  particular,  sin  que  haya  incorporación  al  dominio 
público  de  ninguna  parte  de  ella,  son  restricciones  impuestas 
al  dominio  privado  solo  en  el  interés  público. 

2^  Estas  restricciones  son  regidas  por  el  derecho  admi- 
nistrativOy  y  las  acciones  que  nazcan  de  ellas  por  indemniza- 
ción de  perjuicios,  deben  deducirse  ante  la  autoridad  admi- 
nistrativa que  con  sus  hechos  ó  los  de  sus  agentes  los  haya 
causado  ó  pretenda  causarlos. 

3^  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  no  es  pro- 
rogable,  aun  cuando  las  partes  convengan  en  la  prorogacion . 


Caso. — D.  Emilio  Bunge,  Presidente  de  la  Comisión  de 
Aguas  Corrientes,  Cloacas,  Adoquinado  etc.  se  presentó  ante 
el  Juez  de  Sección  esponiendo : — Que  según  los  planos  aproba- 
dos para  las  obras  de  salubrificacion  de  la  Ciudad  y  por  los 
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que  se  están  haciendo  esos  trabajos,  el  conducto  de  agua  de 
tormenta  qne  vá  por  la  calle  de  Garay  tenia  que  prolongarse 
hasta  el  rio  &  encontrar  sn  desagüe  natural  j  necesario. — 
Que  llegando  la  calle  de  Garay  &  la  de  Colon,  se  encuentra 
cerrada  por  un  terreno  de  propiedad  de  D.  Gerónimo  Pérez,  por 
debajo  del  cual  es  necesario  abrir  el  cano,  ya  que  la  autoridad 
administrativa  no  ha  abierta  esa  calle.  Que  Pérez  fué  avisado 
del  trabajo  que  era  necesario  hacer,  y  se  le  ofreció  abonar  el 
importe  de  los  perjuicios  que  la  obra  le  causaba,  si  perjuicio 
habia  en  la  construcción  de  una  sólida  galeria  subterránea  al 
través  de  su  terreno,  y  proponiendo  nombrar  peritos  para  que 
determinasen  la  existencia  del  perjuicio  y  su  importe.  Que  el 
propietario  se  ha  opuesto,  y  exige  que  la  Comisión  le  abone  la 
suma  de  600,000  pesos  como  condición  para  consentir  la  pro- 
longación del  conducto  de  tormenta. — Que  esta  resistencia 
producida  por  un  deseo  de  ganancia  ilegitima,  lo  pone  en  la 
necesidad  de  entablar  demanda  contra  Pérez,  y  pidió  se  le  orde- 
nara abstenerse  de  impedir  la  construcción  de  la  obra  mencio- 
nada, declarando  que  la  existencia  del  perjuicio  que  la  obra  pue- 
da ocasionarle  y  su  importe  deben  ser  determinados  por  peritos. 
Sustanciada  la  causa  se  dictó  el  siguiente: 


KaIIo  del  Jíues  de  Seeeton. 


Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1876. 

Vistos:  estos  autos  seguidos  por  la  comisión  de  aguas  cor- 
rientes, cloacas,  y  adoquinado,  contra  D.  Gerónimo  Pérez,  por 
espropiacion  del  terreno  necesario  para  la  continuación  de  un 
conducto  de  aguas  de  tormenta  y  de  que  resulta : 

i^  Que  la  mencionada  comisión  creada  para  llevar  á  cabo 
las  obras  de  salubrificacion,  fué  autorizada  igualmente  por  la 
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ley  de  su  oreacion  para  adoptar  los  planps  necesarios  para  ello 
según  la  ley  de  26  de  Setiembre  de  i  870. 

%^  Que  estos  planos  fueron  aprobados  y  en  ellos  se  trasa  un 
canal  de  tormenta  atravesando  subterráneamente  los  terrenas 
de  D.  Gerónimo  Pérez  que  tiene  en  continuación  de  la, 
calle  de  Garay, 

3^  Que  en  vista  de  la  resistencia  de  este  senori  para  con- 
sentir ^  los  trabs^os  y  á  falta  de  acuerdo  sobre  espropiaeion, 
la  comisión  venia  en  demandar  para  que  se  declare  que  eiitaba 
obligado  Pérez  ¿  aceptar  la  espropiaeion  y  debia  veni^r  al 
juicio  de  indemnización,  fundándose  en  que  aunque  no  hay  ley 
que  baya  ordenado  la  espropiaeion,  está  declarada  la  uti^idM 
pública  de  esas  cobras  en  la  mencionaba  ley  y  en  la  forma^  que 
se  adoptase  en  el  plano  acepta(],o  por  la  comisión. 

4P  Que  corrido  traslado  de  la  demaQda,  D.  Geri^nimo  Perq^ 
ha  sostenido  que  no  estaba  obligado  á  venir  al  juicio  de 
esptQpiacion.  1^  Porque  no  era  una  servidumbre  ni  las  res- 
tricciones al  derecho  de  propiedad  que  se  hablan  impuesto  en 
el  Código  en  utálidad  de  los  propietarios  vecinos;  2^  Por- 
que aunque  asi  no  fuera  solo  el  poder  administrativo  pudo 
imponerle  este  gravamen  á  su  terreno  y  la  Municipalidad  se 
negó  á  hacerlo,  habiendo  cosa  juzgada  con  esa  resolución  que 
no  se  apeló,  y  finalmente  que  la  espropiaeion  por  causa  de 
utilidad  pública,  debía  ser  calificada  por  ley  y  no  se  hallaba 
en  este  caso,  ni  era  necesario  que  el  caño  de  tormenta  pasase 
por  sus  terrenos. 

T  considerando:  1**  Que  el  derecho  que  se  invoca  por  la 
comisión  de  Aguas  CorrienteSt  no  puede  conceptuarse  una  ser- 
vidumbre que  se  constituye  únicamente  en  servicio  de  fundos 
colindantes,  ni  se  comprende  entre  las  que  limita  la  propiedad 
por  derecho  común  que  tienen  el  mismo  límite,  la  utilidad  de 
de  los  terrenos  {^4y&<^i^tes ;  y  por  tanto  no  pueden  ser  impues- 
tos sino  en  virtud  de  títulos  que  no  se  tienen  ni  se  alegan ; 
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^  Que  no  puede  llevarse  á  efecto  la  construcción  dol  cano 
de  tormenta  que  se  pretende  hacer  pasar  por  los  terrenos  de^ 
Pérez,  sin  hacerse  la  espropiacion  del  terreno  subterráneo i 
que  fuera  necesario  para  esas  obras ;  lo  que  no  puede  hacerse 
parcialmente  por  cuanto  está  prohibido  por  el  articulé  7^  de 
las  «Restricciones  al  dominio,»  la  división  horizontal  de  la 
propiedad  edificada,  debiéndose  hacerse  valer  las  mismas 
razones  en  el  caso  ocurrente  en  que  los  terrenos  han  sido  relle- 
nados y  puestóse  diques  para  edificarlos;  prohibición  fundada  en 
los  inconvenientes  de  las  servidumbres  que  se  hacen  necesarias 
para  el  uso  respectivo  de  la  propiedad,  y  que  en  este  caso  soa  de 
tenerse  en  cuenta  desde  que,  tratándose  de  obras  como  el  canal 
de  tormentas,  son  de  preveerse  que  su  conservación  y  reparo- 
cion  demande  la  necesidad  permanente  de  esas  servidumbres. 

3^  Que  habiéndose  acordado  por  ley  á  la  comisión  de  aguas 
corrientes  la  facultad  de  aprobar  los  planos  y  llevar  adelante 
las  obras  de  salubrifícacion  de  la  ciudad,  se  le  han  concedido 
implícitamente  los  poderes  necesarios  para  ello ;  y  por  tanto 
el  de  demandar  la  espropiacion  de  los  terrenos  por  donde  pasen 
los  canales  de  tormenta  en  caso  de  ser  necesarios. 

4^  Que  aunque  la  espropiacion  por  causa  de  utilidad  pública 
debe  ser  ordenada  por  ley,  y  se  ha  alegado  que  en  el  presente 
caso  no  ha  habido  la  declaración  lejislativa  que  autorice  la  que 
se  demanda,  siendo  un  principio  de  derecho  constitucional  que 
concesión  de  un  poder  importa  la  de  las  facultades  necesarias 
la  para  ponerlo  en  ejercicio,  y  por  tanto  que  el  de  llevar  ade- 
lántelas obras  de  salubrificacion  por  terrenos  que  no  son  fis- 
cales enciérrala  facultad  de  espropiarlos,  con  tanta  mas  razón 
cnanto  que  esas  obras  han  sido  declaradas  de  utilidad  pública 
por  la  Lejíslatura,  siendo  esta  condición  la  que  da  facultad 
para  la  espropiacion,  y  este  principio  ha  sido  reconocido  por 
la  Suprema  Corte  en  el  caso  de  espropiacion  en  la  cansa  86. 
Tomo  6^,  de  sus  fallos  en  circunstancias  análogas ; 
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ferido  terreno,  cuja  propiedad  debiera  ser  trasferida  por  auto- 
ridad judicial  del  dominio  privado  al  dominio  público,  no  es 
el  caso  de  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública ;  y  que 
falta  por  consiguiente,  entre  la  sentencia  apelada  y  la  deman- 
da interpuesta,  la  conformidad  que  las .  leyes  exigen,  para  la 
validez  de  los  fallos  judiciales  ; 

Tercero.  Que  es  un  caso  de  indemnización  de  perjuicios, 
que  el  propietario  tiene  indudablemente  el  derecho  de  recla- 
juar,  cuando  los  trabajos  públicos,  autorizados  por  la  admi- 
jiistracionv  sin  desposeerle  de  parte  alguna  de  su  inmueble, 
le  causan  sin  embargo  un  perjuicio  cualquiera,  temporario 
6  permanente,  sea  restringiéndole  6  embarazándole  s.u  goce, 
sea  disminuyéndole  el  valor  de  su  propiedad; 

Cuarto.  Que  este  caso  ninguna  relación  tiene  con  lo  que  se 
llama  servidumbre  de  utilidad  pública ;  porque  establecidas 
por  disposiciones  espresas  de  las  leyes,  estas  servidumbres 
se  fundan  solamente  en  la  voluntad  manifiesta  del  legislador  ; 

Quinto,  Que  los  casos  de  perjuicios  causados  por  la  admi- 
nistración, en  la  ejecución  de  los  trabajos  públicos,  á  la  pro- 
piedad particular,  sin  que  baya  incorporación  al  dominio 
público  de  ninguna  parte  de  ella,  son  restricciones  impuestas 
al  dominio  privado,  solo  en  el  interés  público,  y  son  regi- 
das por  el  derecho  administrativo,  según  lo  dispuesto  por 
^1  artículo  primero,  título  sesto,  libro  tercero.  Código  Civil; 
debiendo  por  tanto,  las  acciones  por  indemnización  de  per- 
juicios, á  que  ellas  pueden  dar  lugar,  deducirse  ante  la  au- 
toridad administrativa  que  con  sus  hechos  ó  los  de  sus  agentes 
los  haya  causado  ó  pretenda  causarlos ; 

Sesto.  Que  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales, 
determinada  por  la  Constitución,  no  es  prorogable  sobre  per- 
sonas 6  cosas  agenas  de  ella,  aun  cuando  las  partes  liti- 
gantes convengan  en  la  prorogacion,  conforme  á  lo  proscripto 
portel  artículo  primero  de  la  ley  sobre  procedimientos. 
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Por  estos  fuEíd&mentos  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  treinta  y  seis,  y  se  declara  que  en  cuanto  al  impedi- 
mento de  la  construcción  de  la  obra  en  cuestión  y  á  la  in- 
demnización de  los  perjuicios  que  puede  ella  t)casionar,  ocurran 
las  partes  ante  quien  corresponda. 

Satisfechas  en  consecuencia  las  costas  y  repuestos  los  se- 
llos, devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  ^-^  J.  B.  GO- 
ROSTIAGX.-^J.  DOBIINGUÉZ.— 
S.  M.   LASPIím. 


CAUSA    liXXXI 


Casares  é  Hijos,  contra  ü.  Ernesto  Ingersen,  sobre  lanchaje. 

Incidente  sobre  costas. 


Sumaria. —  No  puede  ser  condenado  en  costas  el  demandado 
cuando  los  términos  de  la  demanda  son  equívocos  y  no  puede 
por  tanto  atribuirse  á  mala  fé  la  oposición  de  aquel. 


Caso. —  D.  Vicente  Casares  é  Hijos  por  sí  y  en  repre- 
sentación de  D.  H.  A.  Green,  agentes  del  vapor  «Olbers»', 
se  presentaron  al  Juzgado   Federal    en  Btienos  Aires,  espo- 
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2°.  Que  si  los  Sres.  Casares  han  invocado  la  representa- 
ción de  los  Sres,  Green  y  C*  consignatarios  del  vapor, 
no  es  porque  se  tratara  de  fletes  de  Europa,  sino  porque  de- 
biendo hacerse  la  descarga  en  lanchas  por  los  agentes  del 
vapor  á  cargo  y  cuenta  de  los  consignatarios  de  la  cátgá, 
los  lancheros  Sres.  Casares  no  tenian  personería  contra 
Ingersen  con  quien  no  habian  contratado  la  descarga. 

3^.  Que  tanto  del  hecho  de  la  consignación  del  flete 
por  lanchage  como  de  haber  consentido  en  su  pago  se 
desprende  que  se  debia  y  por  tanto  no  ha  habido  lesión 
sino  ejercicio  de  un  derecho  al  pedirse  el  embargo  de  las 
mercádetíás. 

4^.  Que  no  habiéndose  desconocido  derecho  alguno  á  la 
parte  de  Ingersen  por  los  procedimientos  de  los  Sres.  Ca- 
sares, se  ha  procedido  con  temeridad,  deduciendo  la  de- 
manda que  se  ha  presentado;  solicitando  declaraciones  que 
no  se  habían  comprometido. 

Por  estas  consideraciones  falló:  absolviendo  á  los  Sres.  Ca- 
sares  é  hijos   de  la    demanda  interpuesta  por  parte  de  In-      « 
gersen,  con  costas  á  este  último.    Hágase  saber  original   y 
repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin, 
Ingersen  apeló  por  la  condenación  en  costas 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Julio  6  do  1876. 

Vistos:  siendo  equívocos  los  tértninos  empleado^  en  la 
demanda  de  foja  dos' por  Casares  é  hijos,  tanto  mas  cuanto  que 
invocan  la  pe'rsóttéría  del  agente  del  vapor  «0/feéri».  D.  É.  A. 
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Creen;  y  no  pudiendo  atribuirse  á  mala  fé  lo  pretendido  por 
parte  de  Ingersen,  se  revoca  la  sentencia  apelada,  en  cnanto 
á  la  condenación  en  costas  á  que  se  contrae  el  recurso,  debiendo 
ser  satisfechas  según  hayan  sido  acusadas;  y  devuélTanse  pre- 
vio pago  de  las  de  esta  instancia  y  reposición  de  sellos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. — ^J.  B.  GOROSTIAGA. 

— J.    DOMÍNGUEZ.— S.  M.    LaSPIDR.  I 


tlVlBMCE: 


De  las  causas  cootenídas  en  el  Tomo  OeUfO  de  la  2*  serie 


t>oiitliiu»cloii  del  afto  i(»9ft 


Pafina*. 

Acuerdo  nombrando  Conjueces  para  el  año  1876 5 

CAUSA  CVII. 

D.  Carlos  Villamonte  contra  D.  Juan  Van  Deurs,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.— í^  Termina  el  mandato  por  hacerse  imposible  el 
objeto  sobre  que  versa. 

i^  Terminado  el  mandato,  no  puede  el  mandatario  cobrar  los 
gastos  que  haga  con  posterioridad,  á  nombre  del  mandante. 

3^  Un  documento  espedido  en  país  estranjero  para  que  sea 
considerado  auténtico  en  Ja  República,  es  necesario  que  esté 
legalizado  por  un  Cónsul  Argentino  en  dicho  país. 

A^  Las  enmendaturas  en  parte  sustancial  de  un  documento, 
no  salvadas  al  final,  dan  derecho  á  la  parte  contra  quien  be  pre- 
senta, para  argüir  su  nulidad. 

5**  El  que  ante  los  tribunales  de  la  República  alegue  leyss  ei- 
trangeras,  tiene  que  probarlas  cc^mo  un  hecho. 

6^  No  estando  conferida  en  un  poder  la  facultad  de  sostituir, 
solo  queda  obligado  el  mandante  en  el  caso  que  la  sostitucion 
sea  conveniente  ó  necesaria 7 
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CAUSA  CVIII. 

D.  Luis  Bellesi,  capitaa  del  vapor  Henr;  J.  Daviuson,  contra 
los  señores  Rubio  y  Foley,  sobre  cobro  de  sueldos. 

Sumario. — 1^  El  capitán  tiene  derecho  al  pago  de  sus  sueldos, 
aunque  existan  dificultades  sobre  las  cuentas. 

i^  Por  consiguiente,  dichos  sueldos  no  pueden  ser  retenidos 
por  otras  obligaciones  que  no  se  refieran  á  sus  servicios. 

3^  £1  cobro  de  sueldos  es  ejecutivo,  y  no  puede  oponerse  á 
él  un  crédito  ilíquido,  y  cuya  existencia  no  se  halle  aún  de- 
finida      14 

CAUSA    CIX. 

Criminal,  contra  D.  Francisco  Nieva,  Juez  partidario  del  De- 
partamento de  Poman,  sobre  infracción  de  la  ley  nacional  de 
elecciones. 

Sutnarío.— No  probado  el  delito,  el  acusado  debe  ser  ab- 
suelto 17 

CAUSA   ex 

D.  Adolfo  E.  Carranza  contra  Shaw  hnos.,  sobre  cumplimien- 
to de  un  contrato. 

Sumario. — No  espresando  agravios  el  apelante  en  el  término  de 
la  ley,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía  que 
acuse  el  apelado 20 

CAUSA  CXI. 

Criminal,  contra  Severo  CLumbita,  pof  delito  de  rebelión, 
otros  comunes  y  asesinatos  cometidos  con  ocasión  de  esta,  y 
civil  por  cobro  de  pesos,  seguida  por  D.  Ermenejildo  Jaramillo. 

Sumarto.— 1^  La  ley  de  amnistía  de  Julio  26  de  1875  compren- 
de todos  los  delitos  políticos  anteriores  á  ella. 

9fi  Los  delitos  comunes  que  no  son  otra  cosa  que  elementos  del 
de  rebelión  ó  circunstancias  agravantes  del  mismo,  como  contri - 
J)ucíones  de  dinero,  exacoiones  de  hacienda,  reclutamientos,  etc., 
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etc.,  deben  considerarle  perdonados  con  el  delito  principal,  sal- 
vas las  acciones  civiles  que  competen  á  los  damnificados. 

3»  Respecto  de  los  verdaderos  delitos  comunes  en  que  el  Juez 
de  i<*  Instancia  no  se  ha  pronunciado,  declarándose  incompeten- 
te, la  Corte  Suprema  no  tiene  mas  jurisdicción  que  la  de  resol- 
ver el  punto  de  la  competencia. 

4®  La$  garantías  acordadas  por  el  articulo  18  de  la  Constitu- 
ción, no  sufren  menoscabo  por  la  alteración  que  ocurra  en  las 
jurisdicciones  establecidas,  y  atribuyendo  á  nuevos  Tribunales 
permanentes  cierto  género  de  causas  de  que  antes  conocían  otf os^ 
cuya  jurisdicción  se  suprime  ó  se  restrinje. 

b°  Ningún  principio  se  opone  á  que  los  Tribunales  Nacionales, 
ejerzan  la  jnrisdicion  que  les  confiere  la  ley  penal  de  1863  so- 
bre los  delitos  comunes  cometidos  con  ocasión  de  la  rebelión  an- 
tes de  dicha  ley. 

6^  La  jurisdicción  no  cesa  por  el  hecho  de  haber  sido  perdo- 
nado el  delito  de  rebelión,  porque  es  con  ocasión  de  este  que 
se  cometieron  aquellos. 

7"  El  testimonio  de  los  cómplices  no  hace  fé  en  juicio  para 
imponer  responsabilidades  civiles  al  acusado 22 

CAUSA  CXII. 

La  Municipalidad  de  la  Ciudad  de  Buenos  Aires  contra  D. 
Juan  Cotta,  por  cobro  de  peso?.— Incidente  sobre  competencia. 

Sumarto.— Resultando  inexacto  el  hecho  en  que  se  funda  una 
escepcion  de  incompetencia^  de  no  estar  de  turno  el  Juez  ante 
quien  se  dema^nda,  la  escepcion  debe  ser  rechazada  con  costas. ..    40 

CAUSA  CXIII. 

D.  Manuel  Pinto  contra  las  Compañías  anónimas  de  Segufos 
K  Lancashire  insurance»,  y  «  London  and  Lancashíre  )^  sjobre 
cumplimiento  de  contrato  de  seguro. 

Sumario. — l^*  El  incendio  se  presume  inculpable  por  parte 
del  asegurado. 

2o  El  valorado  la  cosa  asegurada  se  presume  ser  el  fijado  en  la 
póliza. 
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3^  Los  aseguradores  son  admitidos  á  la  prueba  contraría,  cuan- 
do dicho  valor  no  baya  sido  fijado  por  peritos,  ó  aleguen  fraude 
en  la  declaración  del  asegurado  respecto  de  él. 

4<>  El  falso  precio  de  las  cosas  perdidas  no  anula  el  seguro, 
ni  exime  á  los  asegurados  del  pago  del  verdadero. 

5<>  El  precio  no  objetado  en  la  contestación  se  presume  exacto. 

6»  No  ba  lugar  á  su  reducción  por  error  ó  fraude,  si  del  balan- 
ce practicado  resulta  solo  una  diferencia  de  3  por  ciento,  que 
por  otra  parte  tenga  esplicacion  razonable. 

7""  Hecha  la  relación  del  siniestro  y  diligencias  practicadas 
por  el  asegurado  en  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  deben 
confesarse  ó  negarse  categóricamente  los  hechos  por  los  asegu- 
radores. 

8»  La  contestación  de  que  pocoi  ó  riinguno  de  los  hechos  son 
ciertos^  constituye  una  respuesta  evasiva  é  importa  confesión. 

d<>  Las  sociedades  de  seguros  que  no  son  mutuas,  son  consi- 
deradas como  personas  jurídicas  en  igualdad  de  condiciones  le- 
gales, como  los  simples  particulares. 

10.  Ellas,  como  estos,  no  pueden  sustraerse  á  las  disposiciones 
iroperativai  ó  prohibitivas  que  rigen  la  materia  de  seguros,  y  el 
pacto  en  contra  se  tiene  por  no  escrito. 

12.  Tal  es  la  disposición  que  autoriza  al  Juez  para  deferir  al 
juramento  del  asegurado  el  precio  cierto  de  las  cosas  muebles 
incendiadas  en  defecto  de  pruebas  positivas. 

13.  La  cláusula  de  la  póliza  de  deber  el  asegurado  acompañar 
su  reclamo  por  perjuicios  con  pruebas  razonables^  es  ampliativa, 
y  no  restrictiva  de  los  medios  de  prueba. 

14.  Alegado  por  el  asegurado  el  incendio  de  los  libros,  es 
razonable  la  prueba  testimonial,  máxime  cuando  la  existencia 
de  las  cosas  incendiadas  tiene  un  principio  de  prueba  por 
escrito. 

15.  El  demandado  que  no  prueba  sus  escepciones  debe  ser 
condenado  en  costas. 

16.  Existiendo  precedentes  bastantes  para  autorizar  el  escla- 
recimiento del  cohecho  de  un  testigo,  deben  ser  pasados  al 
Juez  del    Crimen 43 
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CAUSA  CXIV. 

Los  Sres.  Storni  Hermanos,  apelando  de  una  resolución  de 
la  Aduana. 

Sumario, — Jio  mejorándose  la  apelación  en  el  lérmino  del  em- 
plazamiento, se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera  rebeldía 
que  acusa  el  apelado 63 

CAUSA  CXV. 

El  Fisco  Nacional  contra  la  Sucursal  del  Banco  Argentino  en 
el  Rosario,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — 1<>  El  Fisco  por  sus  créditos  contra  un  particu- 
lar, no  tiene  obligación  de  entrar  en  concurso  ni  sufrir  mora- 
torias. 

2"*  Proviniendo  el  crédito  de  una  letra  de  cambio,  puede 
iniciarse  juicio  ejecutivo. 

3°  Cuando  la  casa  girante  y  aceptante  son  una  misma  per- 
sona jurídica,  aunque  la  una  sea  sucursal  de  la  otra,  son  ina- 
plicables las  doctrinas  sobre  protesto  y  provisión  de  fondos.  .  .     64 

CAUSA  CXVI. 

El  Procurador  Fiscal  d<-  la  Sección  de  Santa-Fé,  contra  D. 
Francisco  Truanes,  sobre  desalojo. 

Sumario, — Para  interponer  el  interdicto  de  desalojo  es  nece- 
sario probar  la  anterior  posesión  de  la  cosa 74 

CAUSA  CXVII. 

Contra  D.  Gerónimo  Rodríguez,  D.  Faustino  Fernandez  y  D. 
Irene  Zapata*  por  infracción  de  la    ley  nacional  de  elecciones. 

Sumario. — Según  la  ley  nacional  de  elecciones  puede  cas- 
tigarse con  la  multa  de  doscientos  pesos  fuertes,  el  becho  de 
no  concurrir  los  escrutadores  á  la  formación  de  las  mesas.  ...   ^79 

CAUSA  CXVIII. 

D.  Ñuño  M.  Seixas  (padre)  contra  los  patrones  de  las  lanchas 
«Eduarda»,    cJuncab,  cVivoratá»,   «Paz   Oriental»,    «San  Pe- 
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droi,  cAmalita»  y  «Félix»,  y  D.  Ñuño  Seixas  (hijo)  sobre  ter- 
cería de  dominio  y  desembargo. 

Sumario. — 1<>  Las  cosas  dadas  como  capital  de  una  sociedad 
pertenecen  á  esta,  y  responden  á  las  deudas  sociales. 

2<*  La  escritura  de  disolución  de  sociedad  no  registrada  y  pu- 
blicada^ no  produce  efecto  contra  los  terceros  acreedores  de  la 
sociedad  ó  de  alguno  de  los  socios. 

9»  Las  obligaciones  contraidas  por  el  mandatario  en  desempe- 
ño del  mandato  afectan  válidamente  el  mandante. 

4®  Entre  dichas  obligaciones  esta  la  de  que  las  embarcaciones 
del  nundaBter  esponden  por  los  sueldos  debidos  i  sus  tripulantes, 
empleados  en  ellas  por  el  mandatario 84 

CAUSA  CXIX. 

Criminal,  contra  D.  Valerio  Bengochea,  por  rebelión  y  delitos 
comunes. 

Sumario. — 1°  El  delito  de  rebelión  se  halla  comprendido  en 
la  ley  general  de  amnistía  de  22  de  Julio  de  1875. 

2*  Dada  por  compurgada  con  la  prisión  sufrida  la  responsabi- 
lidad del  delincuente  por  delitos  comunes  cometidos  con  oca- 
sión de  la  rebelión,  deben  ser  de  su  cargo  las  costas  del  pro- 
ceso       89 

CAUSA  CXX. 

D.  Bernardo  Iturraspe  contra  D.  Alfredo  de  Arteaga,  por  co- 
bro ejecutivo  de  pesos. 

Sumario. — 1*^  Hay  novación  de  contrato  cuando  entre  los 
mismos  obligados  han  convenido  modificar  ó  cambiar  sus  respec- 
tivas obligaciones,  ó  cuando  con  voluntad  del  acreedor  se  ha 
sostituido  un  deudor  á  otro,  ó  cuando  por  voluntad  del  acree- 
dor, del  deudor  y  de  un  tercero,  se  sostiluye  este  á  aquel. 

2»  Un  acreedor  subsidiario  no  puede  tener  otros  ni  mayores 
derechos  que  el  priacipal,  y  desapareciendo  los  de  este,  desa- 
parecen los  de  aquel 95 

CAUSA  GXXL 
D.  Tomás  Sampietro  contra  los  Sres.  BonneiBaason  y  Heí- 
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decker,  y  los  Sres.  Descarop  Pousset  etfils,  sobre  entrega  de 
mercaderías  y  daños  y  perjuicios. 

Sumario. — l^'  Los  cargadores  de  mercaderías  no  pueden 
transferir  sino  los  derechos  ;  acciones  que  tienen  sobre  el  car- 
gamento. 

2^  Estos  derechos  son  el  de  retención  de  la  carga^  y  el  de 
pedir  su  embargo  por  los  gastos  y  comisión,  pero  no  el  de  apro- 
piársele, y  menos  por  razón  de  créditos  ágenos  á  ese  seryicio. 

3*  Reconocida  por  los  consignatarios  de  los  cargadores  la  pro- 
piedad de  las  mercancías  á  favor  de  un  tercero,  y  el  pago  de 
los  fletes  hecho  por  este,  deben  aquellas  proceder  á  la  entrega 
dentro  del  tercero  dia. 

Í9  El  propietario  de  la  carga  no  tiene  derecho  á  exigir  de 
sus  consignatarios  la  indemnización  de  perjuicios  por  la  deten- 
ción de  ella,  si  consintió  la  resolución  que  la  manda  entregar 
sin  hacer  mención  de  dicha  indemnización,  si  la  causa  de  la 
detención  ulterior  ha  sido  la  falta  de  conocimiento  no  presenta- 
do á  la  Aduana  por  el  propietario^  y  si  no  hizo  gestión  alguna 
para  evitar  el  daño  que  los  efectos  podían  sufrir  por  el  transcur- 
so del   tiempo 101 


CAUSA  CXXII 

• 

D.  Luis  Dagnino  de  Antonio  contra  el  concurso  de  D.  Bernar- 
do Delfino  y  Ca.  y  la  Aduana,  sobre  preferencia  de  crédito. 

Sumario. — Las  mercaderías  existentes  en  la  Aduana  y  desti- 
nadas á  cubrir  una  deuda  fiscal,  no  deben  entrar  á  la  masa 
del  concurso  de  acreedores,  aun  cuando  el  deudor  ó  dueño 
de  ellas  esté  concursado 105 

CAUSA  CXXIII 

Criminal,  contra  D.Salvador  J.  Jofré  y  D.  Ricardo  González, 
por  injurias  por  la  prensa.   Sobre  jurisdicción. 

Siimano.— l^'  El  juzgamiento  de  los  abusos  de  la  palabra 
por  la  prensa,  es  esclusiva  de  la  Justicia  Provincial. 

2»  La  Justicia  Nacional    solo  procede  aplicando  la  Conslitu- 
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cion  y  leyes  nacionales,  y  no  puede  imponer  otras  penas  que 

las  que  estas  establecen. 
3"  Ninguna  Ley  Nacional  impone  penas  á  los  abusos  de  la 

libertad  de  la  prensa,  cuando  estos  hieren  á  personas  privadas 

ó  á  empleados  á  quienes  no  se  ha  concedido  esta  inmunidad 

por  la  Constitución 110 

CAUSA  CXXIV 

El  Padre  Fray  Lorenzo  Morales,  Provincial  de  la  Orden  de 
la  Merced,  en  Córdoba,  contra  la  Provincia  de  Catamarca.  So- 
bre reivindicación. 

Sumario, — l^'  El  Sumo  Pontífice  no  tiene  ni  conserva  el  do- 
minio sobre  bienes  raices,  silos  en  territorio  de  la  República 
y  donados  á  Órdenes  religiosas  dentro  de  ella. 

2»  Una  Orden  religiosa  existente  en  una  Provincia,  no  pue- 
de estender  sucursales  á  otra,  sin  las  formalidades  establecidas 
para  su  introducción. 

3"  Un  Vicario  estranjero  no  puede  otorgar  jurisdicción  den- 
tro del  territorio  de  la  República,  sin  acuerdo  de  las  autori- 
dades civiles. 

i^  Rechazada  una  acción  por  falta  de  personería  en  el  re- 
presentante y  en  la  persona  representada,  el  subsanamiento  de 
la  del  primero  no  basta  para  dar  nueva  causa  á  la  acción,  y 
promover  de  nuevo  el  juicio  ya  juzgado ;  .  113 


JkNO    1996 


CAUSA  I 

Criminal,  contra  Domingo  Saravia  por  heridas  inferidas  á  Mar- 
tin Ruiz  en  el  territorio  del  Chaco. 
Sumario.-— í^  Cuando  la  muerte  del  herido  no'es  inmedia- 
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ta,  ni  existe  praeba  de  haber  sido  mortales  las  heridas,  el  he- 
cho debe  ser  juzgado  como  delito  de  heridas  y  no  de  homi- 
cidio. 

2^  La  pena  por  delito  de  heridas  está  librada  al  arbitrio  de 
los  jueces,  cuando  no  ha  habido  asechanzas  ó  no  se  ha  proce- 
dido sobre  consejo  ó  habla  hecho. 

3»  Las  circunstancias  de  haber  sido  muchas  las  heridas,  de 
haber  sido  inferidas  con  intención  de  matar  y  sin  preceder  riña^ 
y  de  haber  muerto  el  herido,  justifican  la  imposición  de  la 
pena  de  seis  años  de  presidio  con  trabajos  forzados 12f 

CAUSA  II 

El  Procurador  Fiscal,  en  recnrso  de  queja  contra  el  Juez 
de  Sección  de  Mendoza,  por  procedimientos  ilegales. 

Stimarío.— Siendo  satisfactorias  las  esplicaciones  dadas  por 
el  Juez  respecto  de  la  legalidad  de  sus  procedimientos,  no  es 

admisible  el  recurso  de  queja,  fundado  en  la  ilegalidad  de  aque- 
llos   127 

CAUSA  líl. 

Bacqué  H°<>*  contra  las  Compañías  de  Seguros  la  c  Probidad  i 
y  la  «Alianza»,  sobre  nombramiento  de  arbitros. 

Sumario. — l^  Convenido  por  el  contrato  de  seguro  que  la  in- 
demnización de  pérdidas  ó  daños  ú  ofro  asunto  cualquiera  que 
motivase  cuestión  debe  ser  sometida  arbitralmente,  las  partes 
se  hallan  en  la  obligación  de  nombrar  arbitros  para  que  resuel- 
van en  el  reclamo  de  los  asegurados. 

2o  El  aviso  previo  que  según  el  contrato  debe  pasar  el  asegu- 
rado á  la  Compañía,  la  presentación  de  libros,  el  estado  de  las 
existencias  antes  del  incendio,  son  incidentes  de  la  demanda  de 
indemnización,  y  como  tales  deben  ser  apreciados  por  los  ar- 
bitros  ; i30 

CAUSA  IV. 

Agustin  Maza  y  C*.  en  recurso  de  queja  contra  el  Tribunal 
Superior  de  la  Provincia  de  Santa-Fé. 
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Sumario. — 1®  La  Justicia  Nacioaai  no  puede  estorbar  la  per- 
cepción de  impuestos  provinciales,  mientras  no  sea  declarada 
inconstitucional  la  ley  de  su  creación  en  juicio  contencioso  en- 
tre los  interesados  y  las  autoridades  de  Provincia. 

2<>  El  juicio  que  inicia  el  rematador  de  los  impuestos  contra 
ciudadanos  vecinos  de  la  Provincia,  corresponde  al  conocimien- 
to de  los  Tribunales  Provinciales. 

3®  Los  demandados  no  pueden  declinar  su  jurisdicción  por 
el  hecho  de  haber  obrado  como  agentes  de  un  vecino  de  dis- 
tinta Provincia,  que  no  es  demandado,  y  del  cual  no  tienen 
la  representación  legal;  ó  por  la  inaplicabilídad  de  la  ley  de 
impuestos  al  caso  en  cuestión,  que  constituye  solo  una  escepcion 
perentoria  sobre  el  fondo  de  la  causa 133 

• 

CAUSA  Y. 

D.  Hateo  Alorda,  contra  D.  Cecilio  Echevarría  é  hijo,  por  co- 
bro de  sueldos. 

Sumario, — 1®  Presumiéndose  exacta  la  cuenta  que  funda  la 
demanda,  debe  mandarse  pagar  su  importe,  si  no  se  ha  probado 
la  verdad  de  la  contracuenta  en  que  se  ha  fundado  la  reconven- 
ción. 

2»  No  son  admisibles  como  descargo  las  sumas  que  el  deman- 
dado hubiese  afianzado  poir  el  actor,  sin  haber  verificado  sn 
pago 136 

CAUSA  VI, 

Mallman  y  C^,  con  el  Fisco  Nacional,  sobre  pago  de  derechois 
de  Aduana. 

Sumario. — 1®  La  manifestación  de  especie^  calidad  y  cantidad 
de  las  mercaderías,  debe  ser  hecha  en  los  términos  de  la  tarifa,  ó 
con  arreglo  al  artículo  113  de  las  Ordenanzas,  en  caso  de  igno- 
rarse alguna  de  esas  circunstancias. 

io  ^Q  cumpliéndose  con  dichas  disposiciones,  se  incurre  en 
la  pena  que  establece  el  arlicnlo  993  de  las  mismas,  aunque  la 
omisión  no  proceda  de  dolo 140 
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CAUSA  vn. 

D«  María  G.  de  Medina  con  el  procurador  Fiscal,  sobre  exone- 
ración del  servicio  militar  de  Francisco  Medina. 

Stimarto.— lo  La  enumeración  hecha  én  el  articulo  2»  y  si^ 
guientes,  titulo  &>,  sección  1*,  libro  1<>,  Código  Civil,  indica  el 
orden  en  que  debe  producirse  la  prueba  sobre  la  filiación  de 
una  persona,  cuando  sea  posible  seguirla,  siendo  la  prueba  de 
la  posibilidad  á  cargo  de  quien  la  sostiene  y  no  del  que  la  niega. 

^^  Guando  hay  imposibilidad  ó  gran  dificultad  para  ofrecer  tes- 
timonio de  los  libros  parroquiales  ó  municipales,  sobre  la  filia- 
ción de  una  persona,  la  ley  admite  cualquier  género  de  puebas 
inclusa  la  de  testigos. 

3p  El  hijo  único  que  atiende  á  la  subsistencia  de  su  madre 
^íuda,  es  exonerado  por  la  ley  de  prestar  servicio  militar  fuera 
de  su  distrito 144 

CAUSA  VIII. 

D.  Guillermo  Mackay  contra  Enrique  Ochoa  y  C*.,  por  cobro 
de  fletes  y  estadías ;  sobre  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda. 

Sumario.— i^  La  omisión  de  la  suma  demandada  no  constituye 
un  defecto  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  cuando  se  fijan 
en  esta  las  bases  de  la  liquidación  de  aquella. 

i^  La  copia  del  conocimiento  no  es  necesaria  cuando  el  ca- 
pitán demanda  el  pago  del  flete  y  estadías^  no  contra  los  carga- 
dores, sino  contra  los  consignatarios  del  buque 153 

CAUSA  IX. 

El  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata^  contra  la  Provincia 
de  Santa-Fé,  por  daños  y  perjuicios,  sobre  falta  de  personería 
é  incodipeteneia. 

Sufnario. — i^  El  establecimiento  db  on^^Banco  de  emisión,  cu- 
yas notas  se»  de   curso  en  las  oficinas  públicas,  no  es  un 
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acto  de  comercio    coman,  que  pueda  ejercerse  sin  leyes  es- 
peciales. 

2o  La  ley  de  Provincia  que  concede  ese  privilegio  á  todos  los 
Bancos  establecidos  en  su  territorio,'  no  importa  un  contrato 
que  atribuye  acción  de  daños  cnntra  los  Poderes  Públicos ; 

3o  Esa  ley  es  un  acto  de  soberanía,  que  no  siendo  contraría 
á  la  Constitución,  leyes  y  tratados  de  la  Nación,  no  puede  ser 
violada  por  ninguna  autoridad. 

4o  La  misma  puede  por  consiguiente  ser  licitamente  revoca- 
da por  otra  ley. 

50  Las  Sociedades  Anónimas  tienen  domicilio  en  la  Provin- 
cia donde  funcionan,  sea  como  casa  principal  ó  como  sucursal..  156 

CAUSA  X. 

D*  Teresa  Calloso  contra  D.  Joaquín  Oller,  sobre  alimentos  de 
hijos  naturales. 

^timarto.— lo  El  padre  natural  tiene  el  deber  de  prestar  ali- 
mentos á  sus  hijos  indigentes. 

2o  Dichos  alimentos  pueden  ser  regulados  á  arbitrio  judicial. .  160 

CAUSA  XL 

D.  Darío  David  contra  la  Provincia  de  San  Luis,  sobre  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios. 

Sumario. — lo  Las  espoliacíones  practicadas  por  rebeldes,  en- 
tran en  la  categoría  de  daños  causados  por  la  guerra  civil,  á  que 
están  sujetos  naciunales  y  estrangeros,  y  de  que  ninguna  auto- 
rídad  nacional  ni  provincial  es  responsable,  por  ley  espresa  y  ju- 
risprudencia umversalmente  consentida 163 

CAUSA  XU. 

D.  Gabriel  García  y  Fous  contra  D»  Dorotea  Hacho^  por  viola- 
ción de  correspondencia.  Sobre  jurisdicción. 
iSttfftarto.— Él  delito  de  violación  de  correspondendaí  es  jus- 
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ticiable  por  los  Tribunales  Nacionales,  solo  cuando  se  sustraen 
cartas  de  la  valija'  ó  de  la  oficina  de  Correos >.... 166 


CAUSA  XIII. 

D.  Federico  Mallman  contra  D.  Daniel  González  y  C*,  sobre 
desembargo.    Accidente  de   competencia. 

Sumario, — Para  que  una  causa  iniciada  por  un  eslrangero  con- 
tra una  sociedad  comanditaria  corresponda  á  la  Justicia  Nació-,, 
nal,  es  necesario  que  se  pruebe  la  nacionalidad  argentina  de  to- 
dos los  miembros  de  la  sociedad •  • , .   168 


CAUSA  XIV. 

D.  Tadeo  Rojo  contra  el  Fisco  Provincial  de  San.  Juan,  por 
cobro  de  impcrestos.     Sobre  competencia. 

Sumario* — 1^  Las  causas  sobre  cobro  de  impuestos  estableci- 
dos por  leyes  provinciales,  corresponden  á  los  Tribunales  de 
Provincia. 

2o  El  Juez  de  la  demanda  lo  es  de  las  escepciones. 

3^  Si  alguna  de  estas  consiste  en  la  inconstitucionalidad  de  la 
ley  de  impuestos,  el  medio  legal  de  traer  el  caso  á  la  Suprema 
Corte,  es  el  recurso  establecido  por  el  artículo  14  de  la  Ley  de 
Jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales,  ó  cumplir  la  ley  bajo 
las  reservas  convenientes,  y  demandar  en  seguida  á  la  Provincia 
por  lo  indebidamente  percibido... ; 171 


CAUSA  XV: 

El  Fisco  Nacional  contra  A.  Devoto  y  hermanos,  sobre  comiso 
y  falsificación. 

Sumario.—i^  Cuando  del  sumario  sobre  defraudación  de  la 
renta  resulte  un  delito  común  conexo  con  aquella,  el  Administra- 
dor de  Aduana  debe  pasar  el  espediente  sin  resolución  al  Juez 
Nacional,  y  este  debe  resolver  en  un  solo  y  mismo  juicio  las 
dos  acciones. 

2o  El  Juez  de  Sección  puede  mandar  sobreseer  en  la  acción 
T.  VIH.  34 
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sobre  el  delito  común  con  la  intervención  solamente  del  Procura- 
dor Fiscal ;  pero  no  puede  resolver  sobre  la  acción  de  defrauda- 
ción de  rentas  sin  citar  y  oir  al  interesado. 

3o  Esta  omisión  induce  nulidad  en  todo  lo  obrado  en  el  juicio 
plenario .,. 174 


CAUSA  XVI. 

D.  Gaspar  Zaragoza  y  D.  Francisco  Garcia  contra  el  Dr.  Jorge 
Echevarría  y  D.  Bruno  Garcia  por  desembargo  de  un  buque. 
Sobre  jurisdicción. 

Sumario. — 1»  El  Juez  de  lo  principal  debe  serlo  de  lo  acceso- 
rio é  incidentes  del  juicio. 

2o  Las  tercerias  deducidas  en  un  juicio  ejecutivo  son  inci- 
dentes de  este. 

3o  Correspondiendo  el  conocimiento  del  juicio  ejecutivo  al 
Juez  de  Provincia,  es  este  el  competente  para  conocer  en  la  ter- 
cería, aunque   verse  esta  sobre  dominio  de  un  buque.  • 178 


CAUSA  XVII. 

D.  Abicay  da  Fonseca,  contra  D.  Manuel  López,  por  cobro  de 
sueldos. 

bumario. — No  probando  el  actor  su  acción,  y  si  el  reo  sus  es- 
cepciones,  la  demanda  debe  ser  rechazada 18:3 


CAUSA  XVIII. 

D.  Luis  Arévalo,  contra  el  Fisco  Nacional  y  D.  David  Agüero, 
sobre  tercería  de  mejor  derecho. 

Sumario. — 1®  Las  enagenaciones  hechas  por  quien  comete  un 
delito,  para  evadir  las  responsabilidades  consiguientes^  son  re- 
vocables á  instancia  del  acreedor. 

2»  Eli  el  mismo  caso  se  hallan  las  hipotecas,  y  el  acreedor  hi- 
potecario no  tiene  derecho  preferente  sobre  el  mencionado 
acreedor 184 
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CAUSA  XIX. 

D.  León  López  y  D.  Este  van  Soliccí,  contra  Rubio  y  Foly,  por 
cobro  de  pesos.    Incidente  sobre  falsedad  de  una  notificación. 

Sumario.—X^  Las  notificaciones,  en  los  autos  pendientes  ante 
el  Juez  de  Sección,  deben  ser  hechos  por  sus  escríbanos. 

i^  Toda  notificación  hecha  en  contravención  á  la  ley,  anula 
lo  que  se  obre  después  de  ella,  y  Escribano  ó  Ugier  que  la 
hubiese  hecho  pagará  veinticinco  pesos  fuertes,  por  la  pri- 
mera vez,  cincuenta  por  la  segunda,  privándosele  del  oficio,  si 
después  reincidiese. 

3^  No  puede  escusarse  la  omisión  de  la  ley  con  la  práctica 
de  mandar  hacer  las  notificaciones  por  medio  de  los  dependientes 
de  la  oficina. 

40  Las  leyes  solo  pueden  ser  derogadas  por  otras  leyes,  y 
el  uso,  la  costumbre  ó  práctica,  no  pueden  crear  derechos^ 
sino  cuando  las  leyes  se  refieren  espresamente  á  ellos 187 

CAUSA  XX. 

D.  Vicente  Cuadrío  contra  la  Municipalida  de  Las  Flores  por 
interdicto  de  amparo,  sobre  costas  judiciales. 

Sttmario.— No  habiendo  temeridad  en  la  demanda,  aunque 
haya  sido  deducida  ante  Juez  incompetente,  no  procede  la  con- 
denación en  costas  contra  el  actor • 192 


CAUSA  XXI. 

El  Gobierno  de  Entre-Rios,  contra  D.  Germán  Anjel  Ella,  por 
cobro  de  pesos ;  sobre  jurisdicción. 

Sumario. — 1®  Las  causas  en  que  una  Provincia  es  parte,  son 
de  la  competencia  esclusiva  de  la  Suprema  Corte. 

2^  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales  determinada 
por  la  Constitución  no  es  prorogable  sobre  personas  ó  cosas 
ajenas  de  ella,  y  su  aplicación  debe  ser  sostenida  de  oficio, 
cuando  sea  alterada  voluntaria  ó  inconscientemente  •••...•,..  194 
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CAUSA  XXII. 

Sánchez,  Gari  y  C*  contra  la  Aduana,  por  cobro  de  tres  bul- 
tos de  yerba  eslraviados. 

Sumario. —  I®  La  Irasferencia  de  mercaderías  con  la  anotación 
correspondiente  de  la  Aduana,  sirve  al  nuevo  propietario  de 
copia  de  factura  para  las  operaciones  subsiguientes. 

2<>  El  documento  de  cargo  contra  la  Aduana,  para  comprobar 
la  pérdida  de  mercaderías  introducidas  á  depósito,  es  la  mani- 
festación hecha  en  la  copia  de  factura  con  los  requisitos  y  forma- 
lidades proscriptas  por  las  Ordenanzas  de  Aduana. 

30  El  Fisco  responde^  en  caso  de  pérdida  de  mercaderías,  por 
lo  que  existe  en  las  copias  de  factura  para   depósito 196 

CAUSA  XXIII. 

El  Sindico  del  Concurso  de  D.  Cándido  Calvan  cOn  el  Banco 
de  Italia.  Incidente  sobre  término  para  deducir  escepciones  en 
el  juicio  ejecutivo. 

Sumario, — Cuando  lodos  los  signatarios  de  un  contrato  son 
demandados  conjuntamente,  teniendo  un  interés  común  y  cons- 
tituyendo una  sola  parle,  los  términos  deben  correr  simultánea- 
mente para  todos,  y  no  pueden  por  lo  mismo  contarse  sino 
desde  la  última  notificación 205 

CAUSA   XXIV. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia  de  San  Juan,  contra 
la  Sucursal  del  Banco  Nacional,  sobre  cobro  de  impuestos.  Inci- 
dente sobre  competencia. 

Sumario. — 1»  Los  Jueces  de  Sección  son  incompetentes  para 
conocer  de  las  cuestiones  sobre  cobro  de  impuestos  provin- 
ciales. 

2°  No  hay  otro  medio  de  llevarlas  á  la  justicia  nacional  cuan- 
do se  alega  que  el  impuesto  es  inconstitucional,  que  apelar  en 
última  instancia  para  ante  la  Corle  Suprema,  ó  poner  demanda 
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contra  la  Provincia  después  de  pagar  el  impuesto  con  las  reservas 
convenientes 207 


CAUSA  XXV. 

La  Sociedad  de  Seguros  Mutuos  Fluviales,  contra  D.  Bruno 
Garcia,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  \°  Los  estatutos  son  la  ley  para  los  asociados. 

2^  Las  cuentas  formadas  contra  un  socio  con  arreglo  á  los 
estatutos,  son  de  abono. 

3*^  El  libro  donde  el  Directorio  asienta  las  cuentas  de  los  socios, 
como  tales,  es  un  documento  social,  y  no  necesita  ser  rubricado 
para  obligar  á  los  asociados 211 


CAUSA  XXVL 

D.  Eleuterio  Fernandez,  contra  D.  Andrés  Astorga,  por  reem- 
bolso de  pago  de  iguala. 

Sumario.  —  El  contrato  de  iguala  obliga  solo  á  las  partes  con- 
tratantes, y  no  á  las  que  no  han  tenido  parte  en  él 213 

CAUSA  XXVII 

D*  Irene  Castro  de  Romero,  contra  D.  Francisco  Lillo,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario.--^  Imponiéndose  la  obligación  alternativa  de  de- 
volver un  documento  de  crédito  ó  de  pagar  los  daños  y 
perjuicios,  el  mandatario  condenado  que  opte  por  este  último 
medio,  no  debe  mas  intereses,  como  perjuicios,  que  los  vencidos 
desde  el  dia  de  la  demanda 

2®  Entre  los  perjuicios  de  la  falta  de  devolución  del  docu- 
mento, no  se  comprenden  las  costas  procesales  que  traen  su 
origen  del  juicio  y  no  del    contrato 216 

> 

CAUSA  xxvm. 

Maclas  y  Montes,  apelando  de  una  resolución  de  Aduana. 
Sumario.  ^Las  diferencias  de  calidad  en  articules  importados 
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que  escedan  de  la  tolerada  por  la  ley,  se  penan  con  dobks 
derechos 219 


CAUSA  XXIX. 

D.  Santiago  Pedemonte,  contra  la  Municipalidad  de  San  Nicolás 
de  los  Arroyos,  sobre  reivindicación.   Incidente  sobre  pruebas. 

Samario. — 1<>  Todo  articulo  ó  incidente  que  ocurra  pendiente 
el  término  de  prueba,  produce  el  efecto  de  suspenderlo. 

2»  Es  regla  de  procedimiento  que  durante  este  término  no 
debe  hacerse  otra  cosa  que  producir  las  pruebas 223 

CAUSA  XXX. 

D«  Azucena  A.  de  Ortiz,  contra  D.  Noé  Maqui  y  H""*,  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato. 

5timarto.— No  mejorándose  la  apelación  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldía  que  acusa  el  apelado. . 227 

CAUSA  XXXI 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan,  contra  D.  Juan 
J.  Fernandez,  sobre  mejor  derecho. 

Sumario. -*Puede  pedirse  la  revocación  de  un  acto  jurídico 
celebrado  en  perjuicio  de  un  acreedor,  aunque  el  crédito  sea 
de  iecha  posterior  al  acto,  siempre  que  se  trate  de  acciones 
provenientes  de  un  crimen 228 


CAUSA  XXXII. 

D.  Ángel  Pastoríni,  conti'a  Palma,  Gianotti  y  Puccío»  sobre 
cobro  de  daños  y  perjuicios  y  falso  flete. 

Sumario.— í^  Los  cargadores  de  un  buque  que  en  un  juicio 
con  la  Aduana  sobre  contrabando,  se  hacen  en  una  transacción 
responsables  solidariamente  del  contrabando,  deben  responder 
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por  los  perjuicios  que  la  detención  del  buque  pueda  ocasionar. 

2<»  Las  mercaderías  que  se  encuentran  á  bordo  de  un  buque 
embarcadas  de  contrabando  se  presume  que  son  propiedad  de 
quien  las  compró,  salvo  que  pruebe  haber  perdido  su  dominio. 

3®  La  absolución  de  posiciones  diciendo  no  recordar,  cuando 
la  pregunta  versó  sobre  los  principales  hechos  de  la  causa, 
debe  estimarse  como  una  confesión. 

4*  No  observándose  en  la  contestación  el  tanto  del  pedimento 
de  la  demanda,  debe  considerarse  aceptado 231 


CAUSA  XXXIIL 

D.  Santiago  Bengolea,  contra  Maclas  y  Montes,  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato.  Incidente  sobre  personería. 

Sumario. — l^  Cuando  un  comisionista  contrata  á  nombre  ó 
por  cuenta  de  un  tercero,  no  hay  comisión  sino  mandato. 

i^  Aún  cuando  el  carácter  de  mandatario  no  se  acredite, 
el  hecho  de  entenderse  el  tercero  con  el  mandante,  importa 
una  ratificación  que  rivalida  dicho  carácter. 

3^  El  mandatario,  en  sus  relaciones  con  los  terceros,  solo 
responde  si  contrae  á  nombre  propio 236 

CAUSA  XXXIV. 

D.  Dionisio  Várela,  contra  los  herederos  de  D.  José  6.  Mo- 
lina, por  cobro  de  pesos,  procedentes  de  daños  y  perjuicios. 

Sumario.-^  i^  Las  acciones  civiles  que  nacen  del  delito  de 
rebelión,  corresponden  al  conocimiento  de  los  Jucgados  de  Sec- 
ción, cualquiera  que  sea  la  persona  demandada. 

2o  Pueden  ser  deducidas  independientemente  de  la  acción 
criminal,  después  de  la  muerte  del  responsable. 

3^  Todo  delito  hace  nacer  la  obligación  de  reparar  el  per- 
juicio que  de  él  resulta  á  otro;  y  tal  es  la  imposición  de  una 
contribución  forzosa,  impuesta  á  consecuencia  del  delito  de 
rebelión. 

i*  Las  responsabilidades  que  nacen  de  los  hechos  de  la  re- 
belión, no  se  estienden  hasta  la  obligación  de  indemnizar  los 
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que  escodan  de  In  toli*^  />  ''  y^^dos   públicos 

derechos y '  '*  ^  /  /^'/»>^^^^' 

V  v'  ^Vjusados  por  delito, 

^>/>)^»;;r^^/iíO  participado  ea  él, 

"    .  ^'6.  '''l!-€^ KIssí  aceptado  la  herencia. 


D.  Santiagr 
de  los  Arro 


'•  *'X^:;í^^íV'^,'  ienla   de    una  finca,  su 

/  ;*  Vv^^\^  causante  los  intereses  del 

IOS  Airo  ^Iv^^'^fíííj  del  embargo  hasta  el  de  su 

Saman  >;'// ^;^/''^.'^''y  j  /  posesión  de  la  mi&m^. 

f  rmi»  '^r 'i^'j  f'^^ies  de  las  partes  no  han  sido  otor- 

^í  '^/'/^'t^i/i/"^^'*^>  ^^^*  '^"^  *^®  ®*'^s  ^®^®  P^?*^ 

íii'^'i^':'^ • 


eltérmir  >^v>^^;,^ 

debe 


241 


^y^"-  CAUSA  XXXV. 


/.f/¿o,  contra  los  Sres.  Lloria  y  C*,   sobre  ava- 
n  P^^¿5  y  perjuicios. 

^¡00  ^^  ^i^  avaluación  de  los  daños  y  perjuicios  ordenada 

^'^v/^^"*'^J^  diclada  en  rebeldía  del  demandado,  constituye  un 

púf^^^^aso^  J  "^  puede  hacerse  sin  previa  citación  y  audiencia 

CAUSA  XXXVI. 

f).  AQselmo  Saenz  Valiente  contra  D.  Santiago  Subourin,  por 
cobro  ejecutivo  de  alquileres. 

Sumario, — Entablada  por  el  locador  acción  ejecutiva  por  cobro 
de  alquileres,  debe  intimarse  el  pago  pura  y  simplemente,  y  no 
con  la  condición  de  si  el  inquilino  no  presentase  recibo  en  el  acto 
de  la  notificación. .; . . ..' 253 

CAUSA  XXXVII. 

D.  Jacobo  Garcia  Bravo,  contra  D,  Garlos  Rojas,  por  cobro  de 
sueldos  de  Capitán  del  buque  cSilvia». 

Sumario, — Probadas  por  parte  del  demandado  las  escepciones,  y 
resultando  además  que  la  demanda  contiene  una  plus  petitiun, 
debe  ésta  ser  rechazada  con  el  cargo,  de  costas  al  actor 255 
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CAUSA  XXXVIII. 

D.  Jacinto-  María  Agostíni,  contra  los  Sres.  Matti  y  Piera,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario. — í^  El  encargado  para  pesar  y  recibir,  cuníiple  con 
el  encargo  pesando  y  recibiendo  lo  que  se  le  entrega. 

2<>  Cumplido  el  encargo  y  no  objetada  en  tiempo  la  operación 
del  pesador,  se  le  debe  la  comisión  convenida  y  los  intereses 
de  su  importe  desde  el  día  de  la  demanda. 

3o  El  dolo  ó  la  negligencia  en  el  cumplimiento  del  encargo  no 
se  presumen^  y  deben  ser  probadas  por  quien  las  opone 258 


CAUSA  XXXIX. 

Macias  y  Montes,  contra  D.^  Enrique  Ochoa  y  C*.,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario. —i^  El  artículo  22.1  del  Código  de  Comercio   hace  . 
responsable  de  todos  los  daños  y  perjuicios  al  autor  de  todo  hecho 
ó  de  toda  omisión  que  cause  perjuicio  á  otro,  aunque  no  haya 
mala  íh  de  su  parte'. 

2<>  Es  un  principio  general  que  los  contratos  deben  ejecutarse 
siempre  de  buena  fé  y  obligan  noseloálo  que  se  espresa  en 
ellos,  sino  á  todas  las  consecuencias  que  la  equidad,  el  uso  ó  la 
ley  atribuyen  á  la  obligación,  según  su  naturaleza. 262 


CAUSA  XL. 

D.  Adolfo  Manigot,  contra  D.  Vicente  Casares  é  hijo,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.--l^  Cuando  se  suscitan  dudas  entre  el  acarreador  y 
el  dueño  de  los  efectos,  sobre  su  estado  al  tiempo  de  la  entrega,  ó 
deben  determinarse  por  peritos  dichas  dudas,  ó  deben  depositarse 
los  efectos  en  almacén  seguro. 

2°  La  reclamación  debe  deducirse  dentro  de  las  24  horas  si- 
guientes á  la  entrega. 
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cion  y  leyes  nacionales,  y  no  puede  imponer  otras  penas  que 

las  que  estas  establecen. 
3"  Ninguna  Ley  Nacional  impone  penas  á  los  abusos  de  la 

libertad  de  la  prensa,  cuando  estos  hieren  á  personas  privadas 

ó  á  empleados  á  quienes  no  se  ha  concedido  esta  inmunidad 

por  la  Constitución 110 

CAUSA  CXXIV 

• 

El  Padre  Fray  Lorenzo  Morales,  Provincial  de  la  Orden  de 
la  Merced,  en  Córdoba,  contra  la  Provincia  de  Catamarca.  So- 
bre reivindicación. 

Sumario. — 1<*  El  Sumo  Pontífice  no  tiene  ni  conserva  el  do< 
minio  sobre  bienes  raices,  sitos  en  territorio  de  la  República 
y  donados  á  Órdenes  religiosas  dentro  de  ella. 

2»  Una  Orden  religiosa  existente  en  una  Provincia,  no  pue- 
de estender  sucursales  á  otra,  sin  las  formalidades  establecidas 
para  su  introducción. 

3'^  Un  Vicario  estranjero  no  puede  otoi^nr  jurisdicción  den- 
tro del  territorio  de  la  República,  sin  acuerdo  de  las  autori- 
dades civiles. 

4<>  Rechazada  una  acción  por  falta  de  personería  en  el  re- 
presentante y  en  la  persona  representada,  el  subsanamiento  de 
la  del  primero  no  basta  para  dar  nueva  causa  á  la  acción^  y 
promover  de  nuevo  el  juicio  ya  juzgado -.  .  113 


AJÜTO    1996 


CAUSA  I 

Criminal,  contra  Domingo  Saravia  por  heridas  inferidas  á  Mar- 
tin Ruiz  en  el  territorio  del  Chaco. 
Sumario. ^i^  Cuando  la  muerte  del  herido  no*  es  iumedia- 
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ta,  ni  existe  prueba  de  haber  sido  mortales  las  heridas,  el  he- 
cho debe  ser  juzgado  como  delito  de  heridas  y  no  de  homi- 
cidio. 

2^  La  pena  por  delito  de  heridas  está  librada  al  arbitrio  de 
los  jueces,  cuando  no  ha  habido  asechanzas  ó  no  se  ha  proce- 
dido sobre  consejo  ó  habla  hecho. 

30  Las  circunstancias  de  haber  sido  muchas  las  heridas,  de 
haber  sido  inferidas  con  intención  de  matar  7  sin  preceder  riña^ 
j  de  haber  muerto  el  herido,  justifican  la  imposición  de  la 
pena  de  seis  años  de  presidio  con  trabajos  forzados 12f 

CAUSA  II 

El  Procurador  Fiscal,  en  recurso  de  queja  contra  el  Juez 
de  Sección  de  Mendoza,  por  procedimientos  ilegales. 

Sumarío.— Siendo  satisfactorias  las  esplicaciones  dadas  por 
el  Juez  respecto  de  la  legalidad  de  sus  procedimientos,  no  es 
admisible  el  recurso  de  queja,  fundado  en  la  ilegalidad  de  aque- 
llos   127 


CAUSA  líl. 

Bacqué  ü^^*  contra  las  Compañías  de  Seguros  la  c  Probidad  » 
y  la  «Alianza»,  sobre  nonbbramiento  de  arbitros. 

Sumario. — 1"  Convenido  por  el  contrato  de  seguro  que  la  in- 
demnización de  pérdidas  ó  daños  ú  ofro  asunto  cualquiera  que 
motivase  cuestión  debe  ser  sometida  arbitralmente,  las  partes 
se  hallan  en  la  obligación  de  nombrar  arbitros  para  que  resuel- 
van en  el  reclamo  de  los  asegurados. 

2»  El  aviso  previo  que  según  el  contrato  debe  pasar,  el  asegu- 
rado á  la  Compañía,  la  presentación  de  libros,  el  estado  de  las 
existencias  antes  del  incendio,  son  incidentes  de  la  demanda  de 
indemnización,  y  como  tales  deben  ser  apreciados  por  los  ar- 
bitros  '. 130 

CAUSA  IV. 

Agustín  Maza  y  C>.  en  recurso  de  queja  contra  el  Tribunal 
Superior  de  la  Provincia  de  Santa-Fé. 
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Sumario.— l^  La  Justicia  Nacional  no  puede  estorbar  la  per- 
cepción de  impuestos  provinciales,  mientras  no  sea  declarada 
inconstitucional  la  ley  de  su  creación  en  juicio  contencioso  en- 
tre los  interesados  y  las  autoridades  de  Provincia. 

2»  El  juicio  que  inicia  el  rematador  de  los  impuestos  contra 
ciudadanos  vecinos  de  la  Provincia,  corresponde  al  conocimien* 
to  de  los  Tribunales  Provinciales. 

3^  Los  demandados  no  pueden  declinar  su  jurisdicción  por 
el  hecho  de  haber  obrado  como  agentes  de  un  vecino  de  dis- 
tinta  Provincia,  que  no  es  demandado,  y  del  cual  no  tienen 
la  representación  legal;  6  por  la  inaplicabilídad  de  la  ley  de 
impuestos  al  caso  en  cuestión,  que  constituye  solo  una  escepcion 
perentoria  sobre  el  fondo  de  la  causa 133 

CAUSA  V. 

D.  Hateo  Alorda,  contra  D.  Cecilio  Echevarría  é  hijo,  por  co- 
bro de  sueldos. 

Sumario. — 1^  Presumiéndose  exacta  la  cuenta  que  funda  la 
demanda,  debe  mandarse  pagar  su  importe,  si  no  se  ha  probado 
la  verdad  de  la  contracuenta  en  que  se  ha  fundado  la  reconven- 
ción. 

2<*  No  son  admisibles  como  descargo  las  sumas  que  el  deman- 
dado hubiese  afianzado  poi*  el  actor,  sin  haber  verificado  su 
pago 136 

• 

CAUSA  VI. 

Hallman  y  O,  con  el  Fisco  Nacional,  sobre  pago  de  derechos 
de  Aduana. 

Sumario.— i^  La  manifestación  de  especie,  calidad  y  cantidad 
de  las  mercaderías,  debe  ser  hecha  en  los  términos  de  la  tarifa,  ó 
con  arreglo  al  articulo  113  de  las  Ordenanzas,  en  caso  de  igno- 
rarse alguna  de  esas  circunstancias. 

i^  No  cumpliéndose  con  dichas  disposiciones,  se  incurre  en 
la  pena  que  establece  el  articalo  993  de  las  mismas,  aunque  la 
omisión  no  proceda  de  dolo 140 


i 
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CAUSA  vri. 

D«  María  G.  de  Medina  con  el  procurador  Fiscal»  sobre  exone- 
ración del  servicio  militar  de  Francisco  Medina. 

Sumario.—i^  La  enumeración  hecha  én  el  articulo  i^  y  si* 
guientes,  título  5»,  sección  1*,  libro  i<>,  Código  Civil^  indica  el 
orden  en  que  debe  producirse  la  prueba  sobre  la  filiación  de 
una  persona,  cuando  sea  posible  seguirla,  siendo  la  prueba  de 
la  posibilidad  á  cargo  de  quien  la  sostiene  y  no  del  que  la  niega. 

2<»  Cuando  hay  imposibilidad  ó  gran  dificultad  para  ofrecer  tes- 
timonio de  los  libros  parroquiales  6  municipales,  sobre  la  filia- 
ción de  una  persona,  la  ley  admite  cualquier  género  de  puebas 
inclusa  la  de  testigos. 

3o  El  hijo  único  que  atiende  á  la  subsistencia  de  su  madre 
viuda,  es  exonerado  por  la  ley  de  prestar  servicio  militar  fuera 
de  su  distrito « 144 

CAUSA  vm. 

D.  Guillermo  Mackay  contra  Enrique  Ochoa  y  C>.,  por  cobro 
de  fletes  y  estadías ;  sobre  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda. 

Sumario.— l^  La  omisión  de  la  suma  demandada  no  constituye 
un  defecto  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  cuando  se  fijan 
en  esta  las  bases  de  la  liquidación  de  aquella. 

2»  La  copia  del  conocimiento  no  es  necesaria  cuando  él  ca- 
pitán demanda  el  pago  del  flete  y  estadías^  no  contra  los  carga- 
dores, sino  contra  los  consignatarios  del  buque 153 

CAUSA  IX. 

El  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata,  contra  la  Provincia 
de  Santa-Fé,  por  daños  y  perjuicios,  sobre  falta  de  personería 
é  incoihpetencia. 

Sumario. — i^  El  establecimiento  dh  un.Banco  de  eúiisiou,  cu- 
yas notas  sean  de   curso  en  las  oficinas  públicas,  no  es  un 


• 
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sobre  el  delito  común  con  la  intervención  solamente  del  Procura- 
dor Fiscal;  pero  no  puede  resolver  sobre  la  acción  de  defrauda- 
ción de  rentas  sin  citar  y  oir  al  interesado. 

3^  Esta  omisión  induce  nulidad  en  todo  lo  obrado  en  el  juicio 
plenario , 174 


CAUSA  XVI. 

D.  Gaspar  Zaragoza  y  D.  Francisco  García  contra  el  Dr.  Jorge 
Echevarría  y  D.  Bruno  Garcia  por  desembargo  de  un  buque. 
Sobre*  jurisdicción. 

Sumario. — I®  El  Juez  de  lo  principal  debe  serlo  de  lo  acceso- 
rio é  incidentes  del  juicio. 

io  Las  tercerías  deducidas  en  un  juicio  ejecutivo  son  inci- 
dentes de  este. 

3»  Correspondiendo  el  conocimiento  del  juicio  ejecutivo  al 
Juez  de  Provincia,  es  este  el  competente  para  conocer  en  la  ter- 
cería, aunque   verse  esta  sobre  dominio  de  un  buque 178 


CAUSA  XVII. 

D.  Abicay  da  Fonseca,  contra  D.  Manuel  López,  por  cobro  de 
sueldos. 

Sumario. — No  probando  el  actor  su  acción,  y  st  el  reo  sus  es- 
cepciones,  la  demanda  debe  ser  rechazada 18á 

CAUSA  xvin. 

D.  LuisArévalo,  contra  el  Fisco  Nacional  y  D.  David  AgQero, 
sobre  tercería  de  mejor  derecho. 

Sumario. — 1^  Las  enagenaciones  hechas  por  quien  comete  un 
delito,  para  evadir  las  responsabilidades  consiguientes»  son  re- 
vocables á  instancia  del  acreedor. 

2»  Eu  el  mismo  caso  se  hallan  las  hipotecas,  y  el  acreedor  hi- 
potecario no  tiene  derecho  preferente  sobre  el  mencionado 
acreedor 184 
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CAUSA  XIX. 

D.  León  López  y  D.  Estevan  Solicci,  contra  Rubio  y  Foly,  por 
cobro  de  pesos.    Incidente  sobre  falsedad  de  una  notificación. 

iSumarío.— io  Las  notificaciones,  en  los  autos  pendientes  ante 
el  Juez  de  Sección,  deben  ser  hechos  por  sus  escribanos. 

2^  Toda  notificación  hecha  en  contravención  á  la  ley,  anula 
lo  que  se  obre  después  de  ella,  y  Escribano  ó  Ugier  que  la 
hubiese  hecho  pagará  veinticinco  pesos  fuertes,  por  la  pri- 
mera vez,  cincuenta  por  la  segunda,  privándosele  del  oficio,  si 
después  reincidiese. 

30  No  puede  escusarse  la  omisión  de  la  ley  con  la  práctica 
de  mandar  hacer  las  notificaciones  por  medio  de  los  dependientes 
de  la  oficina. 

4»  Las  leyes  solo  pueden  ser  derogadas  por  otras  leyes,  y 
el  uso,  la  costumbre  ó  práctica,  no  pueden  crear  derechos, 
sino  cuando  las  leyes  se  refieren  espresamente  á  ellos 181 

CAUSA  XX. 

D.  Vicente  Cuadrio  contra  la  Hunicipalida  de  Las  Flores  por 
interdicto  de  amparo,  sobre  costas  judiciales. 

Sumario.— Jio  habiendo  temeridad  en  la  demanda,  aunque 
haya  sido  deducida  ante  Juez  incompetente,  no  procede  la  con- 
denación en  costas  contra  el  actor 192 


CAUSA  XXI. 

El  Gobierno  de  Entre-Rios,  contra  D.  Germán  Anjel  Elta,  por 
cobro  de  pesos;  sobre  jurisdicción. 

Sumario,— i^  Las  causas  en  que  una  Provincia  es  parte,  son 
de  la  competencia  esclusiva  de  la  Suprema  Corte. 

i^  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales  determinada 
por  la  Constitución  no  es  prorogable  sobre  personas  ó  cosas 
ajenas  de  ella,  y  su  aplicación  debe  ser  sostenida  de  oficio, 
cuando  sea  alterada  voluntaria  ó  inconscientemente . . .  • 194 
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CAUSA  XXII. 

Sánchez,  Gari  y  C  contra  la  Aduana,  por  cobro  de  tres  bul- 
tos de  yerba  eslraviados. 

Sumario, —  1°  La  trasferencia  de  mercaderías  con  la  anotación 
correspondiente  de  la  Aduana,  sirve  al  nuevo  propietario  de 
copia  de  factura  para  las  operaciones  subsiguientes. 

2o  El  documento  de  cargo  contra  la  Aduana,  para  conipr  bar 
la  pérdida  de  mercaderías  introducidas  á  depósito,  es  la  mani- 
festación hecha  en  la  copia  de  factura  con  los  requisitos  y  forma- 
lidades proscriptas  por  las  Ordenanzas  de  Aduana. 

3^  El  Fisco  responde,  en  caso  de  pérdida  de  mercaderías^  por 
loque  exisie  en  las  copias  de  factura  para   depósito 196 

CAUSA  XXIII. 

El  Sindico  del  Concurso  de  D.  Cándido  Calvan  con  el  Banco 
de  Italia.  Incidente  sobre  término  para  deducir  escepciones  en 
el  juicio  ejecutivo. 

Sumario. — Cuando  todos  los  signatarios  de  un  coritrato  son 
demandados  conjuntamente,  teniendo  un  interés  común  y  cons- 
tituyendo una  sola  parte,  los  términos  deben  correr  simultánea- 
mente para  todos,  y  no  pueden  por  lo  mismo  contarse  sino 
desde  la  última  notificación 205 

CAUSA   XXIV. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia  de  San  Juan,  contra 
la  Sucursal  del  Banco  Nacional^  sobre  cobro  de  impuestos.  Inci- 
dente sobre  competencia. 

Sumario. — 1<»  Los  Jueces  de  Sección  son  incompetentes  para 
conocer  de  las  cuestiones  sobre  cobro  de  impuestos  provin- 
ciales. 

2*"  No  hay  otro  medio  de  llevarlas  á  la  justicia  nacional  cuan- 
do se  alega  que  el  impuesto  es  inconstitucional,  que  apelar  en 
última  instancia  para  ante  la  Corte  Suprema,  ó  poner  demanda 
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eoutra  la  Pravincia  después  de  pagar  el  impuesto  con  las  reservas 
convenientes. 207 


CAUSA  XXV. 

La  Sociedad  de  Seguros  Mutuos  Fluviales,  contra  D.  Bruno 
Garcia,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  i»  Los  estatutos  son  la  ley  para  los  asociados. 

2^  Las  cuentas  formadas  contra  un  socio  con  arreglo  á  los 
estatutos,  son  de  abono. 

3*^  El  libro  donde  el  Directorio  asienta  las  cuentas  de  los  socios, 
como  tales,  es  un  documento  social^  y  no  necesita  ser  rubricado 
para  obligar  á  los  asociados 21i 


CAUSA  XXYL 

D.  Eleuterio  Fernandez,  contra  D.  Andrés  Astorga,  por  reem- 
bolso de  pago  de  iguala. 

Sumario.  —  El  contrato  de  iguala  obliga  solo  á  las  parles  con- 
tratantes, y  no  á  las  que  no  han  tenido  parte  en  él 213 

CAUSA  XXVII 

D*  Irene  Castro  de  Romero,  contra  D.  Francisco  Lillo,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario.— \^  Imponiéndose  la  obligación  alternativa  de  de- 
volver un  documento  de  crédito  ó  de  pagar  los  daños  y 
perjuicios,  el  mandatario  condenado  que  opte  por  este  último 
medio,  no  debe  mas  intereses,  como  perjuicios,  que  los  vencidos 
desde  el  dia  de  la  demanda 

2®  Entre  los  perjuicios  de  la  falta  de  devolución  del  docu- 
mento, no  se  comprenden  las  costas  procesales  que  traen  su 
origen  del  juicio  y  no  del    contrato 216 

« 

CAUSA  xxvm. 

» 

Hacías  y  Montes,  apelando  de  una  resolución  de  Aduana. 
Sumario.  ^Las  diferencias  de  calidad  en  articules  importados 
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que  escedan  de  la  tolerada  por  la  ley,  se  penan  con  dobles 
derechos 219 


CAUSA  XXIX. 

D.  Santiago  Pedemonte,  contra  la  Municipalidad  de  San  Nicolás 
de  los  Arroyos,  sobre  reivindicación.   Incidente  sobre  pruebas. 

Samafio. — 1»  Todo  articulo  ó  incidente  que  ocurra  pendiente 
el  término  de  prueba*  produce  el  efecto  de  suspenderlo. 

i^  Es  regla  de  procedimiento  que  durante  este  término  no 
debe  hacerse  otra  cosa  que  producir  las  pruebas 223 


CAUSA  XXX. 

D*  Azucena  A.  de  Ortiz,  contra  D.  Noé  Maqui  y  H''*,  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato. 

Sumario.— J^o  mejorándose  la  apelación  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldía  que  acusa  el  apelado. . 227 

CAUSA  XXXI 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan,  contra  D.  Juan 
J.  Fernandez,  sobre  mejor  derecho. 

Sumarto. ^Puede  pedirse  la  revocación  de  un  acto  jurídico 
celebrado  en  perjuicio  de  un  acreedor,  aunque  el  crédito  sea 
de  iecha  posterior  al  acto,  siempre  que  se  trate  de  acciones 
provenientes  de  un  crimen 228 


CAUSA  XXXII. 

D.  Ángel  Pastorini,  conti^  Palma,  Gianotti  y  Puccio,  sobre 
cobro  de  daños  y  perjuicios  y  falso  flete. 

Sumario.— i^  Los  cargadores  de  un  buque  que  en  un  juicio 
con  la  Aduana  sobre  contrabando,  se  hacen  en  una  transacción 
responsables  solidariamente  del  cootrabaado,  deben  responder 


i 
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por  los  perjuicios  qoe  la  detención  del  buque  pueda  ocasionar. 

i<*  Las  mercaderias  que  se  encuentran  á  bordo  de  un  buque 
embarcadas  de  contrabando  se  presume  que  son  propiedad  de 
quien  las  compró,  salvo  que  pruebe  haber  perdido  su  dominio. 

3»  La  absolución  de  posiciones  diciendo  no  recordar,  cuando 
la  pregunta  ^ersó  sobre  los  principales  hechos  de  la  causa^ 
debe  estimarse  como  una  confesión. 

4*  No  observándose  en  la  contestación  el  tanto  del  pedimento 
de  la  demanda,  debe  considerarse  aceptado 231 


CAUSA  XXXIIL 

D.  Santiago  Bengolea^  contra  Marías  y  Montes,  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato.  Incidente  sobre  personería. 

Sumario, — l^  Cuando  un  comisionista  contrata  &  nombre  6 
por  cuenta  de  un  tercero,  no  hay  comisión  sino  mandato. 

2o  Aun  cuando  el  carácter  de  mandatario  no  se  acredite, 
el  hecho  de  entenderse  el  tercero  con  el  mandante,  importa 
una  ratificación  que  rivalida  dicho  carácter. 

3^  El  mandatario,  en  sus  relaciones  con  los  terceros^  solo 
responde  si  contrae  á  nombre  propio 236 

CAUSA  XXXIV. 

D.  Dionisio  Várela,  contra  los  herederos  de  D.  José  B.  Mo- 
lina, por  cobro  de  pesos,  procedentes  de  daños  y  perjuicios. 

Sumario.-^  i^  Las  acciones  civiles  que  nacen  del  delito  de 
rebelión,  corresponden  al  conocimiento  de  los  Juzgados  de  Sec- 
ción, cualquiera  que  sea  la  persona  demandada. 

2»  Pueden  ser  deducidas  independientemente  de  la  acción 
criminal,  después  de  la  muerte  del  responsable. 

3^  Todo  delito  hace  nacer  la  obligación  de  reparar  el  per- 
juicio que  de  él  resulta  á  otro;  y  tal  es  la  imposición  de  una 
contribución  forzosa,  impuesta  á  consecuencia  del  delito  de 
rebelión. 

i*  Las  responsabilidades  que  nacen  de  los  hechos  de  la  re- 
belión, no  se  estienden  hasta  la  obligadon  de  iademnisar  los 
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sueldps  que  han  dejado  de  percibir  los  empleados  públicos 
separados  de  su  destino  á.  consecuencia  de  aquella. 

5^  La  obligación  de  reparar  los  daños' causados  por  delito, 
pesa  solidariamente  sobre  todos  los  que  han  participado  en  él, 
y  pasa  á  los  herederos  de  estos,  que  hayan  aceptado  la  herencia. 

6»  ,Declarado  nulo  el  embargo  y  venta  de  una  finca,  su 
dueño  tiene  derecho  á  cobrar  al  causante  los  intereses  del 
precio  que  recil^ió,  desde  el  dia  del  embargo  hasta  el  de  su 
t^otegcacion  .Qn  la  propiedad  y  posesión  d^  la  mi&m^. 

7»  Cuando  las  pretensiones  de  las  partes  no  han  sido  otor- 
gadas todas,  ni  todas  desestimadas,  cada  una  de  ellas  debe  pagar 
sus  costas 241 

CAUSA.  XXXV. 

D.  Tomás  Gar'ribo,  contra  los  Sres.  Lloria  y  C*,  sobre  ava- 
luación de  daños  y  perjuicios. 

Sumario, — La  avaluación  de  los  daños  y  perjuicios  Ordenada 
por  sentencia  dictada  en  rebeldía  del  demandado,  constituye  un 
juicio  nuevo,  y  no  puede  hacerse  sin  previa  citación  y  audiencia 
de  este :. 251 

t  '  *  »  ■ 

CAUSA  XXXVL 

D.  Anselmo  Saenz  Valiente  contra  D.  Santiago  Subourin,  por 
cobro  ejecutivo  de  alquileres. 

Sumario. — Entablada  por  el  locador  acción  ejecutiva  por  cobro 
de  alquileres,  debe  intimarse  el  pago  pura  y  simplemente,  y  no 
con  la  condición  de  si  el  inquilino  no  presentase  recibo  en  el  acto 
de  la  notificación. .; ' ; 253 

CAUSA  XXXVIL 

D.  Jacobo  García  Bravo,  conUra  D..  Garlos  Rojas,  por  cobro  de 
sueldos  de  Capitán  del  buque  cSilvia». 

Sumario. — Probadas  por  parte  del  demandado  las  escepciones,  y 
resultando  además  que  la  demanda  contiene  um  plus.petitiun, 
debe  ésta  ser  rechazada  eoii  el  cargo:  de  costas  al  actor 255 
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CAUSA  XXXVIII. 

D.  Jacinto  María  Agostini,  contra  los  Sres.  Matti  y  Piera,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario. — i^  El  encargado  para  pesar  y  recibir,  cumple  con 
el  encargo  pesando  y  recibiendo  lo  que  se  le  entrega. 

2»  Cumplido  el  encargo  y  no  objetada  en  tiempo  la  operación 
del  pesador,  se  le  debe  la  comisión  convenida  y  los  intereses 
de  su  importe  desde  el  dia  de  la  demanda. 

30  El  dolo  ó  la  negligencia  en  el  cumplimiento  del  encargo  00 
se  presumen^  y  deben  ser  probadas  por  quien  las  opone 258 


CAUSA  XXXIX. 

Hacías  y  Montes,  contra,  D.  Enrique  Ochoa  y  C».,  por  pobro  de 
pesos.  « 

Sumario,— \^  El  articulo  221  del  Código  de  Comercio  hace 
responsable  de  todos  los  daños  y  perjuicios  al  autor  de  todo  hecho 
ó  de  toda  omisión  que  cause  perjuicio  á  otro,  aunque  no  haya 
mala  f&  de  su  parte. 

2o  Es  un  principio  general  que  los  contratos  deben  ejecutarse 
siempre  de  buena  fé  y  obligan  no  sok)  alo  que  se  espresa  en 
ellos,  sino  á  todas  las  consecuencias  que  la  equidad,  el  uso  ó  la 
ley  atribuyen  á  la  obligación,  según  so  naturaleza 262 


CAUSA  XL. 

D.  Adolfo  Manigot,  contra  D.  Vicente  Casares  é  hijo,  por  cobro 
de  peso3. 

Sumario. — 1^  Cuando  se  suscitan  dudas  entre  el  acarreador  y 
el  dueño  de  los  efectos,  sobre  su  estado  al  tiempo  de  la  entrega',  6 
deben  determinarse  por  peritos  dichas  dudas,  ó  deben  depositarse 
los  efectos  en  almacén  seguro. 

2^  La  reclamación  debe  deducirse  dentro  de  las  24  horas  si- 
guientes á  la  entrega. 


^ 
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3^  En  ningún  caso  es  admisible  la  prueba  de  que  entre  los 
^                       '       efectos  designados  en  la  carta  de  porte  se  contenían  otros  de  ma- 
yor valor,  ó  diñero  metálico 272 


CAUSA  XU. 

D.  Florentino  Orgaz  y  C*.  reclamando  de  una  resolución  de  la 
Aduana. 

Sumario. — i^  Tanto  la  Aduana  como  el  comerciante  pueden 
reclamar  de  la  clasificación  de  los  géneros,  antes  de  salir  estos 
de  la  Aduana. 

2o  Las  mercaderías  que,  aunque  fuera  de  los  Almacenes  fisca- 
les no  hubiesen  franqueado  las  oficinas  del  Resguardo^  no  se  con- 
sideran fuera  de  la  Aduana  &  los  objetos  del  número  anterior. 

3^  Salidas  las  mercaderías  de  la  Aduana  cesa  el  derecho  de  esta 
y  del  comerciante  á  todo  reclamo;  pero  si  con  consentimiento  del 
comerciante  las  mercaderías  volvieran  á  la  Aduana  para  ser  revisa- 
das, la  nueva  clasificación  obliga  al  comerciante. 

V  La  Aduana  no.  es  responsable  del  deterioro  que  puedan  su- 
frir los  efectos  por  el  calado  de  los  bultos  ó  por  la  apertura  de  los 
fardos,  para  la  clasificación 276 

CAUSA  XUL 

D*.  Florencia  Pinto  de  Araos,  reclamando  de  resoluciones  de 
los  Tribunales  de  Buenos  Aires. 

Sumario.— i^  Si  los  Tribunales  Superiores  de  las  Provincias, 
interpretando  un  artículo  de  la  Constitución  Nacional  y  una  ley 
del  Congreso,  declarasen  que  no  son  aplicables  al  caso^  esta  de- 
cisión es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte  Federal. 

2o  El  articulo  séptimo  de  la  Constitución,  después  de  prescribir 
en  su  primera  parte  que  los  actos  públicos  y  procedimientos  judi- 
ciales de  uua  Provincia  gozan  de  entera  fé  en  las  demás,  faculta 
al  Congreso  para  determinar  por  leyes  generales  cual  será  la  for- 
ma probatoria  de  aquellos  actos  y  procedimientos,  y  cuáles  los 
efectos  legales  que  producen^  una  vez  que  se  hallen  revestidos  de 
esa  forma. 
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3o  La  ley  de  iñ  de  Agosto  de  1863,  dictada  por  el  Congreso  en 
cumplimiento  y  como  complementaria  del  articulo  constitucional,  . 
determina  en  los  tres  primeros  articules,  la  forma  que  deben 
tener  los  actos  y  procedimientos  judiciales  para  que  se  tengan  por 
auténticos,  y  establece  en  el  i^  que  asi  autenticados  deben  surtir 
ante  todos  los  tribunales  y  autoridades  en  todo  el  territorio  de 
la  Nación  los  rntsmos  efectos  legales  que  en  la  Provincia  en  que 
se  hayan  originado. 

i^  El  respeto  debido  á  estas  prescripciones  de  la  ley  y  de  la 
Constitución  exige,  no  solamente  que  se  dé  entera  fé  y  crédito 
en  una  Prorincia  á  los  actos  y  procedimientos  judiciales  de  otra,  * 
debidamente  autenticados,  sino  que  ordena  se  les  atribuya  los 
mismos  efectos  que  hubieran  de  producir  en  la  Provincia  de 
donde  emanan. 

.  5o  El  articulo. segundo,  titulo  cDe  los  derechos  y  obligacio- 
nes del  heredero  >,  Código  Civil,  no  debe  entenderse  de  modo 
que  dé  lugar  á  que,  siempre  que  los  bienes  que  componen  una 
sucesión  se  hallen  diseminados  en  diferentes  lugares,  sea  nece- 
sario abrir  tantas  sucesiones  independientes  las  unas  de  las  otras 
cuantos  sean  los  puntos  en  que  se  halle  alguna  parte  de  esos 
bienes. 

6o  En  todo  caso,  las  disposiciones  especiales  de  un  Código  no 
pueden  prevalecer  sobre  las  de  leyes  generales  de  un  carácter 
político  y  constitucional. 

7o  Los  Tribunales  de  una  Provincia  no  pueden  ampararse  en 
la  nulidad  de  los  procedimientos  de  los  Tribunales  de  otra,  para 
negarles  eGcacia,  estando  debidamente  autenticados. 

8o  Dicha  nulidad  solo  puede  ser  declarada  por  los  Tribunales 
de  la  Provincia  en  que  los  procedimientos  hubiesen  tenido  lugar, 
y  mientras  esto  no  suceda  son  válidos  y  surten  los  mismos  efec- 
tos en  toda  la  República 286 


CAUSA  XLIII 

D.  Fortunato  Cattarini  contra  el  Juez  de  Paz  de  Ranchos,  por 
indemnización  de  daños  y  perjuicios ;  sobre  competencia. 
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Sumario. -^\^  De  las  resoluciones  de  los  Jueces  Provinciales 
en  materia  de  su  competencia  no  puede*  ocurrirse  á  los  Tríbun»- 
les  Nacionales,  sino  en  los  casos  y  forma  que  determina  el  arti- 
culo 14  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  estos. 

2<>  Las  demandas  sobre  reparación  de  daños  y  perjuicios  causa* 
dos  por  los  procedimientos  de  un  Juez  Provincial,  no  corresponden 
al  conocimiento  de  la  Justicia  Nacional 302 


CAUSA  XLIV 

El  capitán  del  vapor  «(Washington»  sobre  recusación  del  Juez 
de  Sección  en  Buenos  Aires. 

Sumario.  —  Siendo  inadmisible  por  estemporánea  una  de- 
manda, no  puede  tallarse  un  artículo  deducido  sobre  recusación 
del  Jueis '. 305 

CAUSA  XLV 

D.  Pablo  Frugoni  y  D.  Santiago  Pott  contra  el  Dr.  D.  Anjel  F. 
Costa,  por  cobro  de  honorarios. 

Sumario.  —  El  término  de  24  horas  fijado  por  la  Ley  de  Aran- 
cel, para  abonar  la  cuenta  de  costas  y  honorarios,  se  refiere  á 
estos,  cuando  han  sido  regulados  é  incluidos  en  la  planilla  de 
costas 308 


CAUSA  XLVI 

Simpson  y  Ariagno  contra  D.  Mariano  Billinghurst,  por  cumpli- 
miento de  un  contrato,  sobre  infracción  de  la  Ley  de  Sellos. 

Suinario. — En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  someti- 
dos á  la  Justicia  Nacional  por  acto  voluntario  de  las  partes,  la 
ley  nacional  de  sellos  queda  cumplida  reponiéndose  el  sello  que 
corresponde  al  valor  del  contrato  que  se  presente  en  juicio 3iO 

CAUSA  XLVII 

D.  Marcolino  Yañez  sobre  tercerfa  en  la  ejecución  de  D.  Se- 
bastian Carrion  contra  D.  Carlos  Walrond. 
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Stimarío. — Las  renuncias  de  derecho  ante  los  Jueces,  deben 
tomarse  en  el  sentido  estricto  que  se  hacen 313 


CAUSA  XLVIII 

El  Dr.  D.  Anjel  F.  Costa,  contra  el  Gerente  de  la  Compañía  de 
Seguros  cLondon  and  Lancashire»,  por  cobro  de  honorarios. 

Sumario.  —  La  cuestión  particular  sobre  honorarios  entre  la 
parte  condenada  en  costas  en  un  juicio  y  su  propio  abogado,  no 
se  halla  comprendida  en  la  sentencia  condenatoria 317 


CAUSA  XUX 

D.  José  Pagano,  contra  D.  Federico  Moreno,  sobre  cumpli- 
miento de  un  contrato.  Incidente  sobre  nulidad  de  un  laudo 
arbitral. 

Sumario.  —  Corresponde  á  los  Jueces  de  Sección  el  conoci- 
miento en  primera  instancia  de  los  recursos  deducidos  de  los 
laudos  arbitrales,  cuando  la  causa  no  es  de  jurisdicción  originaria 
de  la  Suprema  Corte 319 

CAUSA  L 

D.  Estanislao  Pérez,  contra  D.  Juan  Manuel  Cárrega  y  D.  Ñuño 
Seixas,  sobre  tercería  de  dominio. 

Sumario.  —  El  dominio  sobre  las  cosas  muebles  no  puede 
adquirirse  sin  tradición  de  ellas* 322 

« 

CAUSA  LI 

D.  Félix  M.  Brizuela,  contra  el  Gobierno  de  Córdoba,  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato.  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  —  1^  El  acto  de  un  remate  es  en  sí  mismo  un  con- 
trato perfecto  de  compra  venta,  que,  tratándose  de  bienes  in- 
muebles, no  necesita  para  su  legalidad  y  validez  sef  estendido  en 
escritura  pública. 
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2»  La  escritura  en  este  caso  solo  importa  le  autenticación 
ex-po$t  fado  del  acto  del  remate  y  no  un  contrato. 

3<^  Para  la  validez  de  las  escrituras  públicas  se  requiere  que 
estén  firmadas  por  todos  los  interesados  que  aparecen  como  parte 
en  ellas. 

4^  Si  la  escritura  se  estiende  á  favor  de  otra  persona  que  la 
designada  como  comprador  en  el  acto  del  remate,  se  produce  una 
cesión  de  acciones,  no  siendo  el  boleto  endosable.  -" 

5®  El  cesionario  tiene  que  seguir  la  jurisdicción  del  ceoente. 

6»  Siendo  el  cedente  natural  y  vecino  de  una  provincia  deman- 
dada por  el  cesionario,  vecino  de  otra  provincia,  la  justicia 
nacional  no  es  competente  para  conocer  de  la  causa  por  razón  de 
las  personas 325 


CAUSA  Ln 

D.  Bernardo  Iturraspe  contra  los  herederos  de  D.  Santiago 
Costa.  Sobre  eviccion  y  saneamiento. 

Sumaria, — 1®  Todo  vendedor  debe  salir  á  la  eviccion  y  sanea* 
miento  de  la  cosa  vendida. 

V  Su  obligación  existe  aun  cuando  en  la  esoítura  nada  se 
convenga  al  respecto. 

3»  Puede  sin  embargo  el  comprador  renunciar  á  ese  derecho  y 
la  renuncia  es  válida • 332 


CAUSA  un 

D.  José,  D*  Teresa  y  D*  Francisca  Viñas,  contra  la  Provincia 
de  Entre-Ríos,  por  cobro  de  pesos.  Sobre  personería. 

Sumario. —Va  declaratoria  de  herederos,  para  surtir  los  efec- 
tos legales,  debe  ser  dictada  por  Juez  competente,  y  este  es  el 
del  lugar  donde  se  abrió  la  sucesión  del  causante 338 


CAUSA  LIV 

D.  Federico  Moreno  contra  D.  Tristan  y  D.  Domingo  Yalaguer. 
Sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 
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Sumario.  —  V  No  habiéndose  probado  los  hechos  en\^  se 
apoja  la  demanda^  esta  no  puede  ser  admitida.  ^^ 

2^  La  confesión  calificada  es  indivisible,  y  no  corresponde  at 
demandado  la  prueba  de  las  escepciones,  cuando  no  se  ha  pro- 
bado la  demanda , 340     X; 

CAUSA  LV 

I 

D.  Luis  i^^rralis,  contra  la  Provincia  de  Corrientes  por  cobro 
de  pesos.  Sobre  competencia. 

Sumario.— -í^  No  tratándose  de  juzgar  los  actos  de  los  pode- 
res públicos  de  una  Provincia,  sino  simplemente  del  importe  de 
una  deuda,  el  caso  puede  ser  sometido  al  conocimiento  de  los 
Tribunales. 

2»  Habiendo  los  Poderes  Públicos  Provinciales  declarádose 
incompetentes  para  resolver  en  un  reclamo,  no  puede  decirse 
que  hay  sobre  él  juicio  radicado  en  lo  contencioso  administra- 
tivo. 

3^  El  estrangero  puede  demandar  á  una  Provincia  ante  U 
Corle  Suprema,  aunque  sea  vecino  de  ella • 343 

CAUSA  LVI 

D.  Juan  José  Ruiz  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires,  por 
cumplimiento  de  un  contrato.  Sobre  competencia. 

Sumario.  —  1»  Entablada  y  seguida  una  causa  anle  los  Tribu- 
nales Provinciales^  la  jurisdicción  concurrente  de  estos^  se  en- 
tiende prorogada  aunque  se  hayan  declarado  incompetentes  pof 
considerarlo  de  carácter  administrativo. 

2^  Prorogada  la  jurisdicción,  la  causa  no  puede  ser  traída  á  la 
justicia  nacional  sino  por  el  recurso  previsto  por  el  articulo  14 
de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales 346 

CAUSA  LVII 

Los  patrones  de  los  vapores  Fanny,  Helvecia  y  Kate  y  el  maqui- 
nista del  Kate,  contra  Halti  y  Piera,  por  cobro  de  salario.  Sobre 
embargo. 


i: 
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Sumaria'  -— -  No  puede  precederse  al  embargo  de  un  buque  por 
el  cré^^o  de  salarios  de  la  tripulación,  sino  en  los  casos  previstos 
p(w  el  título  25  de  la  ley  de  Procedimientos 353 

CAUSA  Lvm 

D.  Pedro  Oubiñas  contra  D.  Crecencio  Acosta  y  D.  Demetrio 
Alsina,  por  daños  y  perjuicios.  Sobre  formación  de  competencia. 

Sumario,  —  Declinada  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de 
Provincia,  por  la  articulación  correspondiente,  y  tramitada  esta, 
no  se  puede  al  mismo  tiempo  proponer  la  contienda  de  compe- 
tencia por  inhibitoria  ante  la  justicia  nacional . . . « 355 

CAUSA  LIX 

Sabaria  y  C*.  contra  la  Municipaliílad  de  Buenos  Aires.  Sobre 
indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Sumario,  —  1^  La  parle  condenada,  por  sentencias  ejecutoria- 
das^ á  no  turbar  á  los  propietarios  y  poseedores  de  un  terreno,  no 
puede  estipular  en  seguida  un  contrato  de  obras  sobre  el  mismo 
terreno. 

2<»  Si  los  empresarios  de  las  obras  fueran  impedidos  de  con- 
tinuarlas á  consecuencia  de  las  sentencias  mencionadas,  aquella 
se  halla  en  la  obligación  de  responder  ¿je  todos  los  daños  causa-' 
dos  á  estos  por  falta  de  cumplimiento  de  sus  obligaciones. 

3°  £r  resarcimiento  de  los  daños  é  intereses  comprende  el 
valor  df  las  pérdidas  sufridas,  y  el  de  las  utilidades  que  se  han 
dejado  de  percibir,  como  consecuencia  inmediata  y  necesaria  de 
la  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación  contraída. 

A""  Guando  una  decisión  judicial  se  funda  en  un  error  material 
ó  de  cálculo,  ó  presente  en  sus  cláusulas  alguna  oscuridad^ 
ambigüedad,  es  á  los  mismos  jueces  que  la  han  dictado  á  quienes 
corresponde  reparar  el  error  si  es  reparable  y  esplicar  el  sentido 
de  lo  que  fuere  ambiguo 358 

CAUSA  LX 

D.  Andrés  Astarga  contra  D.  Vicente  Rodríguez,  por  salarios  y 
gastos  de  administración.  Sobre  apelación  y  nulidad  de  un  laudo 
arbitral. 


■ 
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Sumario.  —  Los  recursos  de  apelación  y  nulidad  de  un  laudo 
arbitral  deben  ser  conocidos  y  resueltos  por  el  Juez  á  quien 
habría  correspondido  la  decisión  del  asunto,  sino  hubiese  sido 
sometido  á  arbitramiento 376 


CAUSA  LXI 

El  Dr.  D.  Juan  Raices  contra  D.  Ernesto  Beuteführ,  por  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios.  x 

Sumario.  — i^  Un  aviso  publicado  por  quien  se  cree  con  derecho 
á  un  inmueble,  mandado  vender  en  remate  por  el  poseedor, 
haciendo  saber  que  la  venta  será  nula  por  existir  juicio  pendiente 
al  respecto,  no  acarrea  responsabilidad  por  los  perjuicios  que 
ocasione  la  no  realización  de  la  venta. 

i^  Es  un  deber  de  los  rematadores  anunciar  con  anticipación 
las  calidades  y  condiciones  buenas  ó  malas  de  las  especies  en 
venta^  entre  las  cuales  debe  comprenderse  la  de  ser  litigiosas. 

3°  Si  el  rematador  no  diera  ese  anuncio,  puede  hacerlo  un 
interesado  en  uso  de  su  derecho 378 


CAUSA  LXII 

D.  Santiago  Pedezert,  contra  D.  Gerómino  Yerdeal,  capitán 
del  vapor  «Primer  Argentino  >,  sobre  indemnización  de  daños  y 
perjuicios. 

Sumarlo,  —  1®  Los  daños  y  perjuicios  á  cargo  del  deudor, 
no  deben  comprender  sino  los  que  han  sido  consecuencia  inme- 
diata y  directa  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación,  uno 
en  caso  de  dolo. 

2^  El  obligado  á  entregar  un  dinero,  sin  conocimiento  de  su 
destino,  no  puede  proveer,  y  no  está  obligado  á  pagar  los  per- 
juicios que  se  derivan  de  no  haberse  consumado  una  compra  á  1 
cuyo  precio  era  destinado  el  dinero.  , 

3^  Estos  perjuicios  podrían  solo  considerarse  como  una  con- 
secuencia remota  é  indirecta  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la 
obligación  de  entregar  el  dinero. 

T.  VIH  35 
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i^  Son  consecuencia  inmediata  ;  directa  de  aquella  los  inte- 
reses del  dinero  y  y  los  gastos  hechos  para  su  entrega 384 


CAUSA  LXIII 

Criminal,  contra  John  Maddan  por  heridas  inferidas  á  William 
Brown  á  bordo  de  la  Barca  Inglesa  <  Harj.  > 

Sumario.  —  i^  No  existiendo  la  prueba  evidente  de  que  las 
heridas  inferidas  fueron  la  causa  de  la  muerte,  el  delito  de  he- 
ridas no  puede  considerarse  como  el  de  homicidio  voluntario 
cometido  con  premeditación. 

i^  La  pena  aplicable  es  la  correspondiente  al  delito  de  heridas 
graves 392 


CAUSA  LXIV 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  Camilo  y  D.  Anselmo  Rojo,  por 
cobro  de  pesos.  Sobre  rebeldía. 

«Sumario. —  1^  El  Juez  está  autorizado  para  suspender  la  de- 
claración de  rebeldía,  y  ordenar  que  el  litigante  ^ea  nuevamente 
emplazado,  cuando  por  fuerza  mayor  no  puede  comparecer  en  el  * 
término  señalado. 

i^  El  no  haber  manifestado  la  parte  fiscal  que  se  ha  hallado 
en  la  imposíbilidai  de  espedirse  en  un  traslado  dentro  del  tér- 
mino legal,  y  el  haberse  espedido  en  él  antes  de  ser  rleclarado 
en  rebeldía,  son  motivos  que  deben  tomarse  en  cuenta  para  re- 
vocar la  declaración  de  rebeldía « • . . .     396 


CAUSA  LXV 

Carranza  y  Aguirre  contra  el  Tesoro  Nacional^  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.  — í^  El  Ministerio  Fiscal,  cuando  ejerce  sus  funcio- 
nes» cerno  parte  principal  en  un  proceso,  est^  sujeto  á  todas 
las  obligaciones  impuestas  á  los  litigantes. 
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go  Por  lo  mismo  se  halla  sujeto  á  los  términos  establecidos  por 
I&  ley  de  procedimientos  é  incurre  en  rebeldía  no  contestando 
la  demanda  dentro  de  ellos. 

3^  Los  jueces  están  autorizados  á  suspender  la  declaración  en 
rebeldía,  y  ordenar  que  el  lití^Hnte  sea  nuevamente  emplazado 
cuando  por  fuerza  mayor  no  puede  comparecer  en  el  término  del 
emplazamiento. 

i^  El  condenado  en  rebeldía  puede  solicitar  la  rescisión  de  la 
sentencia  por  ausencia,  enfermedad  grave  ú  otro  accidente  se- 
mejante. 

5^  Alegándose  por  el  Ministeriu  fiscal  que  por  causas  cono- 
cidas que  no  ha  estado  en  su  voluntad  el  prevenirlas  no  pudo 
espedirse  en  el  término  legal,  el  juez  no  debe  declararla  rebel- 
día, sino  sustanciar  y  decidir  la  causa  con  arreglo  á  derecho ....  399 


CAUSA  LXV 

Criminal,  contra  Juan  Bookart  y  otros,  por  conspiración  contra 
el  Gobierno  de  la  Nación  y  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 
Sobre  escarcelacion  bajo  fianza  y  personería  por  reos  ausentes. 

Sumario.  —  i^  La  conspiración  para  cometer  un  delito  existe 
desde  que  se  resuelve  con  un  interés  común,  obligándose  los 
conspiradores  á  su  ejecución. 

2^  En  caso  de  delito  no  consumado,  hay  desde  la  organiza- 
don  del  complot  la  tentativa. 

3*  Ella  es  el  principio  de  ejecución,  para  establecer  el  cual 
basta  el  acto  esterior  de  un  pacto  dé  asociación,  el  acopio  de 
armas,  etc. 

4^  No  siendo  comunes^  sino  políticos,  los  delitos  que  se  pro- 
ponen los  conspiradores,  la  pena  por  la  tentativa  es  la  de  des- 
tierro y  pecuniaria  conjunta  ó  separadamente. 

5^^  Estas  penas  no  se  consideran  como  corporales,  en  la  práctica. 

6^  La  jurisprudencia  y  las  leyes  escliiyen  la  éacarcehcion 
bajo  fianza,  en  los  casos  de  aplicación  de  verdaderas  penas  corpo- 
rales. 

7»  En  las  causas  criminales  el  reo  debe*  estar  presente,  y  no 
puede  ser  licito  desde  una  tierra  de  asib  que  se  ha  tomado  para 
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escapar  á  la  justicia,  dirigir  peticiones  por  si  ó  por  medio  de 
apoderado .^ 402 


CAUSA  UVI 

El  Dr.  D.  Antonio  Battilana  contra  D.  José  Raffo,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  1^  El  juicio  seguido  ante  la  jurisdicción  comercial 
de  la  Provincia  debe  considerarse  radicado  ante  los  Tribunales 
Provinciales,  aunque  en  última  instancia  se  declare  nulo  lo  actua- 
do por  corresponder  la  causa  á  la  jurisdicción  civil 

2®  Radicado  el  juicio  ante  los  Tribunales  de  Provincia  debe 
fenecer  allí,  y  solo  podrá  apelarse  á  la  Suprema  Corte  Nacional 
en  los  casos  especificados  en  el  articulo  14  de  la  ley  sobre  com- 
petencia y  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  de  14  de 
Setiembre  de  1863. 

3^  Entre  esos  casos  no  se  encuentra  el  de  haber  cambiado  de 
nacionalidad  una  de  Ims  partes,  pendiente  el  juicio  anulado  y  no 
para  apelar,  sino  para  iniciar  el  pleito  ante  la  Justicia  Nacional.  411 

CAUSA  LXVII 

Giró  y  Dermit  con  Estephen  y  Vonviller,  sobre  nulidad  de  un 
laudo. 

Sumario.— i^  Un  laudo  pronunciado  por  peritos  arbitros  arbitra- 
dores  no  puede  anularse  cuando  se  alega  para  ello  que  la  causa 
no  ha  sido  bien  sustanciada. 

íp  Tampoco  es  causa  de  nulidad  la  confabulación  alegada  pero 
que  no  consta  en  autos,  para  perjudicar  á  una  de  las  partes 4^20 

CAUSA  Lxvm 

D.  José  Antonio  Zorrilla  contra  D.  Daniel  Gonzalos,  por  cobro 
de  pesos.   . 

Sumario.  — 1<>  El  contrato  de  sociedad,  con  el  objeto  de  nego- 
ciar en  ganados,  por  el  cual  los  socios  convienen  en  comprarlos 
á  crédito  y  poner  su  trabajo,  es  válido. 


f 
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2o  Dicbo  contrato  coaslante  de  escritura  pública,  firmada  por 
los  Rocíos,  subsiste  para  los  terceros  aunque  se  alegue  la  diso- 
lución de  la  sociedad,  si  e&to  no  ha  sido  justificado. 

3o  Las  presunciones  graves  y  concordantes,  hacen  prueba  en 
'  las  causas  comerciales,  en  la  que  debe  precederse  á  verdad  sar 
bida  y  buena  fé  guardada. 

i^  Otorgado  una  letra  por  precio  de  una  partida  de  ganado, 
comprada  para  la  sociedad,  cada  socio  es  responsable  solidaria- 
mente del  pago  de  su  importe. 

5°  El  otorgamiento  de  una  letra  que  tenga  su  origen,  aunque 
haya  sido  firmada  esta  por  un  socio  y  no  por  la  razón  social, 
no  constituye  novación  que  exima  del  pago  á  los  demás  socios. 

6^  Para  ello  és  necesario  que  se  manifieste  claramente  la 
voluntad  de  libertar  de  la  obligación  á  la  Sociedad  ó  á  los 
demás  socios. 

7^  No  probándose  la  provisión  de  fondos  por  parte  del  gi- 
rante, no  puede  alegarse  por  él  la  caducidad  de  la  letra  por 
falta  de  aviso  del  protesto 426 

CAUSA  LXIX 

El  Banco  de  Londres  y  Río  de  la  Plata,  contra  la  Provincia 
(le  Santa-Fé,  por  daños  y  perjuicios.  Incidente  sobre  recurso  de 
revisión. 
^                     Sumario. — EÍ  recurso  de  revisión  no   procede  sino  en  los 
!  ca.03  del  artículo  241  de  la  ley  de  procedimientos 434 


CAUSA  LXX. 

El  Gobierno  Jel  Paraguay  contra  D.  Anacarsis  Lanús,  sobre 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.—  Uñ  documento  no  comprendido  en  ninguno  de  los 
incisos  del  artículo  2i9  de  la  ley  de  Procedimientos,  no  trae  apa- 
rejada ejecución  437 

CAUSA  LXXL 

D.  Pablo  Borgiaqui  contra  D.  Tulio  Méndez,  sobre  fianza. 
Sumario. — Las  palabras  <  liso  y  llano  pagador  >,  empleadas  en 


'■ 
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UD  documeolo  de  fianza,  consUtayen  al  fiador  en  pagador  princi- 
pal y  le  privan  del  beneficio  de  escusion  • 439 


CAUSA  LXXII. 

Matti  y  Piera  contra  D.  Domingo  Etchart,  por  cobro  de  pesos. 
Sobre  competencia. 

Sumano.— El  articulo  14,  inciso  i  de  la  ley  de  jurisdicción  y 
competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  concede  el  recurso 
ante  ia  Suprema  Corle  de  las  sentencias  definitivas  dictadas  por 
los  tribunales  de  Provincia  en  juicios  radicados  ante  ellos,  y  no 
de  autos  que  no  son  definitivos,  ni  dictados  en  juicios  radicados.  441 

CAUSA  LXXIII. 

El  Capitán  Gastaldi  del  vapor  f  Capitán  >  contra  D.  Anjel  Be- 
nati,  sobre  nombramiento  de  arbitre 

Sumario. — i^  Solo  en  caso  de  negativa  de  la  parle  para  nom- 
brar arbitro,  corresponde  al  Jnez  el  nombramiento  de  oficio. 

io  ^0  ^s  negativa  la  dilación  de  una  manifestación  ordenada 
bajo  apercibimiento  en  términos  generales 444 


.    CAUSA  LXXÍV. 

D.  Antero  Barriga,  contra  D.  Guillermo  Gibbs,  por  deslinde 
y  reivindicación.    Sobre  competencia. 

Sumario. --Los  Tribunales  Nacionales  no  son  competentes  pa« 
ra  entender  en  la  acción  de  reivindicación  de  un  condómino  con- 
tra un  tercero  por  razón  de  las  personas,  si  no  le  son  al  mismo 
tiempo  para  todos  tos  demás  condóminos 446 

CAUSA    LXXV 

D.  Nicasio  Oroño  tontra  D.  Camilo  Aldao,  sobre  liquidación  de 

una  sociedad, . 
Sumario.  — Las  cuestiones  que  su  suscken  con  motivo  de  la 


L  _ 


!  j 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  519 

liquidación  de  ana.  sociedad,  deben  ser  derimidas^  por  arbitros 
arbitradores ...,•.  iSfí 


CAUSA  LXXVI 

Varios  puesteros  contra  D.  José  JI*  tragos,  sobre  jactancia. 
Sumario,  —  En  casos  análogos  se  dicta  análoga  resolución ....  453 


•  CAUSA  LXXVII 

Salustiano  Galup  é  hijos  contra  Matti  y  Piera,  por  cobro  de. 
pesos,  sobre  competencia. 

Sumario.  — l^  El  dependiente  interesado  en  parte  de  las  utili- 
dades de  un  negocio,  no  es  socio,  ni  solidario  en  los  créditos  y 
deudas  de  la  casa. 

^^  Su  nacionalidad  no  influye.en  la  jurisdicción  que  corre$p^^n-i 
da  en  las  causas  que  se  suscitan  enlre  los  socios  principales  de 
la  casa  y  sus  deudores. 

S*"  Es  temeraria  la  escepcion  que  se  oponei  contra  lo.  juzgado 
á  instancia  del  mismo  opositor.... 457 

CAUSA  LXXVIII  < 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  d«  Comercio  y  el  de 
Sección  de  Buenos  Aires  en  la  causa  de  Roque  Piaggít-  é  hijos 
con  D.  David  Bruce,  sobre  cobra  de  arriendos. 

Sumario.  —  1**  El  arrendamiento  de  un  buque  para  llamarse 
fletamento  debe  tener  por  objeto  una  carga  que  transportar  y 
probarse  por  escrito. 

Í9  No  siendo  asi,  la  gestión  para  su  cobranza  no  pertenece  á 
la  jurisdicción  nacional  por  razón  de  la  materia 460 

CAUSA  LXXIX 

D.  Lucio  Doncel  contra  José  M.  Batis^  por  cobro  ejecutivo  de 
pesos.  ^ 

Sumario. — Las  palabras  «en  lá  parte  que  no  resulte  estar 


\ 
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garantido»  poesías  en  un  concórdalo  por  un  acreedor  prendario 
con  garantías  superiores  á  la  de«da,  solo  pueden  tener  por  objeto 
no  perjudicar  la  garantía,  evitando  la  aplicación  de  la  doctrina 
del  inciso  3^  del  art.  1616  del  Código  de  Comercio 463 


CAUSA  LXXX 

El  Presidente  de  la  Comisión  de  Aguas  Corrientes,  Cloacas^  etc. 
de  la  Ciudad  de  Buenos  Aires,  contra  D.  Gerónimo  Pérez  sobre 
construcción  de  un  conducto  de  aguas  de  tormenta. 

Sumario.  —  1»  Los  casos  de  perjuicios  causados  por  la  admi- 
nistración en  la  ejecución  de  los  trab2\jos  públicos,  á  la  propiedad 
particular  sin  que  baya  incorporación  al  dominio  público  de 
ninguna  parte  de  ella,  son  restricciones  impuestas  al  dominio 
privado  solo  en  el  interés  público. 

2*^  Estas  restricciones  sob  regidas  por  el  derecho  administra- 
tivo y  las  acciones  que  nazcan  de  ellas  por  indemnización  de 
perjuicios,  deben  deducirse  ante  la  autoridad  administrativa  que 
con  sus  hechos  ó  los  de  sus  agentes  los  haya  causado  ó  pretenda 
causarlos. 

3<^  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  no  es  proro- 
gable,  aun  cuando  las  partes  convengan  en  la  prorogacion 472 

CAUSA  LXXXI 

Casares  é  Hijos^  contra  D.  Ernesto  Ingersen,  sobre  lanchaje. 
Incidente  sobre  costas. 

Sumario. — No  puede  ser  condenado  en  costas  el  demandado 
cuando  los  términos  de  la  demanda  son  equívocos  y  no  puede 
por  tanto  atribuirse  i  mala  fé  la  oposición  de  aquel 479 
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